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PROLOGO. 


Dos ediciones agotadas del Compendio sobre Capella- 
NÍAS que en 1868 publicó el autor de este libro^ en unión 
del Pbro. D. José María Franco y Ortiz, explican su- 
ficientemente la aparición de esta tercera y novísima edi^ 
don, corregida y adicionada con vista de las resoluciones 
concordadas, aclaracioiies y vicisitudes por que desde aque- 
lla fecha ha pasado la legislación sobre que versa. Legisla- 
ción importantísima, poco conocida y estudiada por regla 
general, siempre complicada y difícil, aun para aquellos que 
por una ú otra causa han tenido que dedicarla una prefe- 
rente atención. 

Con nuevos é importantísimos elementos; habiendo por 
sus cargos oficiales tenido ocasión el Sr. Bravo y Tudela de 
conocer en multitud de negocios relacionados con la mate- 
ria que comprende esta obra, más que la revisión de su pri- 
mer libro, es este un libro nuevo*, razón por la cual, y la pér- 
dida de su anterior colaborador el Sr. Franco, se ha visto 
precisado á aceptar por entero ante el público la responsa- 
bilidad científica y literaria del mismo; sin renegar por esto 
de lo bueno que en las anteriores ediciones habia debido al 
valioso concurso del Sr. Franco y Ortiz. 

Cualquiera que sean los cambios que pudiera ser nece- 
sario introducir en el derecho constituido, en el derecho vi-- 
gente sobre Capellanías colativas de patronato familiar ac- 
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tivo ó pasivo de sangre, Beneficios, Obras y legados pios. 
Patronatos laicales, ó reales de legos y fundaciones de ín- 
dole análoga, es imposible que, en condiciones normales, de- 
je de partirse del Convenio-ley de 24 de Junio de 1867 e 
Instrucción del 25 del mismo, á cuyo comentario y más fá- 
cil ejecución se consagra esta obra. 

No es pues el libro que ofrecemos á los M. RR. Prela- 
dos, á los eclesiásticos, á los abogados y funcionarios del 
órden judicial y fiscal, á los notarios, procuradores y hom- 
bres de negocios, un libro de pasajero interés, sino de ver- 
dadera trascendencia é importancia. 

Refiérese á una rama especialísima de la legislación espa- 
ñola que entraña problemas delicadísimos en el terreno ca- 
noiiico, en el legal y hasta en el económico y financiero, 
que el autor ha procurado esclarecer con un criterio alta- 
mente imparcial y conciliador, sin prescindir nunca de sus 
sinceras convicciones católicas, pero sin olvidar tampoco los 
fueros legítimos é indiscutibles de la potestad civil. 

Menester es que la Ley-convenio se cumpla y ultime; 
menester que se logren sus beneficios sin violencias, sin 
exageraciones, y á esto tiende esta producción única en su 
genero, y con cuya nueva aparición creemos hacer un servi- 


cio á la multitud de corporaciones y personas á quienes 
importa por muchos conceptos su adquisición. 

Es esta por otra parte, la primera producción de una se- 
ne de libros que el autor se propone ir dando á luz, á fin 
de que todas ellas constitu 3 ^an una Biblioteca manual enci- 
clopédica de derecho constitucional^ público -eclesiástico^ canó- 
nico, civil, penal, onercantil y de procedimientos, destinada á 
comentar, explicar j facilitarla ejecución del derecho cons- 
tituido. 
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LIBRO PRIMERO. 


SECCION PRIMERA. 


Principios y doctrinas fundamentales. 



Jesucristo, fundlaclor de la Iglesia. — Grandeza de esta institución.— -Naturaleza de 
la sociedad cristiana. — ^Examen de varios sistemas heterodoxos sobre este punto.— 
Definición de la Iglesia por Febronio, Cavallario y otros. — La Iglesia no es una 
sociedad igual, ni un Estado en el Estado. — Notas características de la Iglesia, 


1 . Hace cerca de diez y nueve siglos que en elocuentísimo y 
perpétuo testimonio de la misericordia inñnita del Hacedor, en 
cumplimiento exacto de numerosas é importantísimas profecías, 
para bien y eterna salud de la humana extirpe, para gloriosa ma- 
nifestación de la verdad y triunfo de la justicia, Jesucristo, obran- 
do incomprensibles maravillas y realizando un misterio de gran- 
deza inexplicable, se dejó ver entre tos hombres, cuya naturaleza 
había tomado, y después de anunciarles el reino de Dios , es de- 
cir, después de haberles predicado verdades de un órden superior; 
de haberles revelado arcanos profundos; de haber reproducido y 
restaurado pn su natural vigor los inmutables principios de la 
eterna justicia; después de haber proclamado el imperio santo 
del derecho y del deber, hasta entonces desconocido, consumó la 
obra inefable de la Reparación universal, mediante el libérrimo 
sacrificio de su propia vida, ofrecida en aras de su amor divino 
en la cima del Calvario. 
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Aquel sacrificio fué la gran expiación del género humano. La 
preciosa sangre del Hombre-Dios lavará hasta la consumación 
de los siglos las iniquidades de la tierra, y á la sombra augusta 
del árbol sacrosanto de la cruz habrán de reunirse, impulsadas 
por idénticos sentimientos, todas las naciones. De aquella cruz 
parte un fulgor divino cuyos esplendentes rayos ahuyentarán en 
definiliva y pava siempre las tinieblas del error. Ella será, así lo 
esperamos, no sólo el trofeo y la enseña del cielo vencedor, sino 
el glorioso estandarte, la bandera santa de la verdadera libertad, 
el signo adorable, á la par que el monumento eterno del adelan- 
tamiento y el progreso déla humanidad. Para que esto suceda» 
para que esto se cumpla y realice, menester os que predominen 
entre los hombres ideas de razón y de justicia; que la pasión no 
sea el móvil de las aspiraciones ó exigencias del mayor número; 
que no sólo se distingan, deslinden y aclaren ios verdaderos lí- 
niites del órden espiritual y teuiporal, sino que se amalgamen y 
concilien los que por su índole tienen un carácter mixto, con suje- 
ción á los tiempos, con sujeción á las necesidades variables y 
accidentales de cada época , de cada nacionalidad , de cada 
pueblo. 


2. La obra de Jesucristo llamada lógica, y naturalmente á 
extenderse á todos los tiempos y á todas las edades, hacia preciso 
que en el seno de las generaciones se crease un magisterio incor- 
ruptible, una autoridad de estable y perfecta jurisdicción, un sa- 
cerdocio, en íin, investido de santa potestad, para enseñar y corre- 
gir, para tlefendcr y reprobar, para ejercer, en una palabra, las 
elevadas t'uneioues do su ministerio salvador, no ccfiido á los es- 
irccbos conünes de esta ó aquella localidad, ni circunscrito por 
naturaleza al reducido espacio de un tiempo determinado. 

Ved la razón de ser del sacerdocio en la Iglesia católica; ved 
el fundamento de su divina pei’peluidad.— /d, emeñadá todas las 
iicntcs, bautizadlas en el nombre del Padre, del Hijo y del Espíritu 
Santo, dijo el Salvador a los Apóstoles. potestad, añadió, 
se me ha concedido en el cielo y en la tierra; y ese mismo poder es 
el (pie yo os coniiero en toda su plenitud, porque del mismo modo 
que mi Padre me ha enviado, asi yo os envió. Y al ser los promul- 
gadores de su doctrina, al anunciar su Evangelio a las naciones 
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asombradas, que en su locura habían de perseguirlos, Jesús re- 
pitió á sus adictos que nada tuvieran que temer. — Ni las dificul- 
tades que os opongan, ni la debilidad é ignorancia propias de vues- 
tra flaca condición; pues hé aquí que yo estaré con vosotros todos 
los dias hasta la consumación de los siglos; hé aquí que el Pará- 
clito que os enviaré ilustrará vuestra inteligencia con toda verdad; 
hé aquí que mi Padre me ha dado el mundo por herencia, y humi- 
llará á mis enemigos hasta formar con todos ellos el escabel de mis 
piés. Palabras de misterioso y profundo alcance; palabras que se 
han cumplido y se cumplen ante nuestra vista, por calamitosos 
que sean los tiempos , por difíciles y azarosas que sean las cir- 
cunstancias. 

Ellas dan la medida de la alteza y sublimidad del sacerdocio 
cristiano ; ellas á la vez determinan los penosísimos é inexcusa- 
bles deberes de los ministros del altar. 

3. Asentada sobre tan robustas é inconmovibles bases , ga- 
rantida y apoyada en tan consoladoras y solemnes promesas , la 
iglesia de Jesucristo, desde su origen mismo, necesario es repe- 
tirlo, fue destinada á Ja inmortalidad. Arca verdadera de salvia- 
cion para la humanidad, subsistirá en lodo tiempo; iris de paz, 
de consuelo y esperanza, jamás se amenguará por entero su bri- 
llo, ni dejará de reanimar al mundo con los suavísimos destellos 
de su divino resplandor. 

Las instituciones humanas no responden á necesidades tan al- 
tas y de índole tan especial como las que vino á llenar la Iglesia 
de Jesucristo. Por eso esas instituciones se derrumban en el pol- 
vo de los siglos, ó se cambian y modifican frecuentemente, según 
lo demandan las circunstancias. Sólo la Iglesia católica en lo 
esencial permanece idéntica en medio de tanta variación; sólo 
ella domina todos los sucesos, y radiante y majestuosa se la mira 
aparecer y elevarse por entre las ruinas de los imperios. Ni el 
error ni la iniquidad empañan nunca el límpido fulgor de su au- 
gusta frente, ni el poder conjurado del error es bastante á conmo- 
ver la indestructible roca en que descansa. 

4. Mal avenido con la autoridad sagrada de que su divina 
fundador la invistiera, el genio díscolo de ciertos hombres forma 
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lodo tiempo el criminal empeño de desfigurar la obra de Je- 
süeriL Do aquí q«c. á posar do las divorgoacias mas o menos 
ñSL quo soparan onlre si á las diforonlos sodas onom. gas 
Tía Tiosia calóllca, ledas ollas oonvongan on cuanto a do cono- 
^pr V rechazar su autoridad divina. Las herejías de todos los si- 
o^Ios han coincidido en esta parte con los errores modernos, y as 
tendencias disolventes de todos los partidos son á amenguar y 
destruir ese poderoso elemento que has contiene y tanto perju- 
La. Y no se crea que al hacer semejante aseveración nos fija- 
mos únicamente ‘en la conducta hostil y rebelde de todas las 
sectas disidentes con respecto á la Iglesia católica. No; esa hosti- 
lidad es una razón deducida no sólo de su proceder, sino que es 
y será una consecuencia encarnada en sus mismos principios, 
resultado lógico de las doctrinas que sustentan, natural aplicación 
y desarrollo de las teorías que proclaman. Diríase que el error 
parece no poder contemplar sereno la fisonomía augusta de la 
Iglesia; más aún, que se pondría en contradicción consigo mismo, 
y tendría que renegar de su propia existencia, si con mirada tran- 
quila examinara aquella faz imponente y magnífica que en vano 
•se esfuerza en desfigurar y oscurecer. 


Los delirios que el pelagianismo proclamó en el siglo V acer- 
ca de la naturaleza y maravillosa organización de la Iglesia cató- 
tica, esos mismos fueron reproducidos más tarde por la falsa re- 
forma; esos mismos los vemos renacer también en producciones 
de cuantos escritores se hallan más ó ménos inficionados del con- 
tagio heterodoxo. 

¿Cómo explicar de otra manera, no ya la perfecta analogía, 
áno la rigurosa identidad que existe entre las definiciones que 
esas sectas nos ofrecen de la Iglesia católica^ ¿Qué diferencia 
puede notarse entre afirmar con los discípulos de Pelagio que la 
Iglesia es «una congregación de hombres perfectos, de hombres 
sin pecado,» ó «álo ménos sin pecados graves», como decían los 
Donatistas, ó sostener con Wicleff y Juan de Hus, «que á ella 
pertenecen únicamente los predestinados,» ó como afirmaron 
^espues los protestantes, «los que eran verdaderos creyentes?» 
Esas definiciones envuelven necesariamente la invisibilidad de la 
Iglesia, y la negación por consiguiente de su autoridad. Esas de- 


üniciones pugnan abiertamente con la idea grandiosa que la Es- 
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critura nos dá de la Iglesia crisliaiia, y con el alto y santísimo 
fin qnc sn autor se propusivU’a al eslatiiiiia- 

Semejante conceplo desnaturaliza por completo la obra de 
Jesús, inutiliza la redención, abre ancha puerta á todos los sofis- 
mas, santifica lodos los excesos, sanciona de antemano todos los 
absurdos, abandona las inteligencias y entrega el corazón á todos 
los delirios, y proclama, en fin, la impunidad para todo linaje de 
desafueros. 

No: no puede ser esa la obra predilecta de Jesucristo, la obra 
del Verbo de Dios; no puede ser esa la antorcha levantada sobre 
todos los pueblos, para alumbrarlos con su luz por los derroteros 
de su felicidad; no puede ^er esa la ciudad insigne, la ciudad 
distinguida, la ciudad que Dios colocára sobre laexccLsa cúspide 
de todas l?is naciones, para atraer y llamar sobre si el corazón y 
las miradas de todas ellas. ¿Qué seria en tal supuesto del reino 
de Dios? ¿Cómo se distinguiria en caso contrario la Iglesia ver- 
dadera y su sana doctrina, de tantas otras sectas, y de tan nu- 
merosos y multiplicados errores como desgraciadamente han 
ofuscado, ofuscan y extravían la inteligencia del hombre? ¿Qué 
esRierzos serian bastantes para distinguir con seguridad la igle- 
sia de Jesucristo? ¿Cómo concebir en esta hipótesis la responsa- 
bilidad humana? 

¡Ah! semejante sistema, siguiendo las inflexibles reglas de 
una lógica severa, conducen necesariamente á divinizar la razón, 
y por indeclinable consecuencia, á los extravíos monstruosos 
del panteísmo y del ateismo tan en voga en nuestros dias. 

¡Maravillosa afinidad de las ideas! ¡Sorprendente relación de 
los principios religiosos! No en vano se proclaman ciertas doctri- 
nas. Una idea vertida, un principio enunciado sin exactitud ni 
precisión, puede dar lugar á funestos estravios, fecundos por de- 
más en resultados desastrosos en el órden moral, en el órden po- 
lítico y civil. Restablecer en estos asuntos la verdad, volver por 
los fueros de la razón y la justicia será siempre una obra merito- 
ria, digna de aplauso y hoy tanto mas necesaria cuando son tan 
pocos los que con criterio sereno é imparcial se ocu{>an en estas 
materias, ó de un modo científico penetran en el terreno á que 
fundamentalmente nos llama la especialidad de estos estudios. 

No es, pues, ocioso cuanto dejamos dicho y habremos da 
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continuar desenvolviendo en esta obra, al recorrer los caracte- 
res esenciales de la Iglesia para venir á parar á los especialísi- 
mos que determinan los deberes de los llamados á ejercitar un 
derecho, ó cumplir las prescripciones dé fundaciones que, en de- 
finitiva han tenido y tendrán siempre una esencialidad mixta, 
una esencialidad eclesiástica y civil. 


5. La idea de la Ig^lesia que nos suministra Febronio, y des- 
pués de él repitió Doming'o Caballario es también incompleta é 
inadmisible. Para estos escritores la Iglesia no es más que (.cuna 
sociedad de cristianos, que bajo la dirección de sus Pastores, 
trabaja y se ejercita por conseguir Iñ vida eterna.» Examinando 
esta definición, se vé que ella no nos dice ni encierra un con- 
cepto cabal de la Iglesia; no abarca las diferencias que clarísima 
y necesariamente la distinguen de las Iglesias heréticas y disi- 
dentes. Cristianas se apellidan también las sectas rebeldes a la 
Iglesia católica; Pastores denominan á sus gerarcas religiosos, y 
todos ellos se jactan de aspirar al logro de la vida eterna. Fijaos 
por un momento en estas cosas y vereis cuán equivocados están 
los que así piensan. 

Cuando de la Iglesia católica se trata, como á nosotros nos su- 
cede en este libro, no es dado prescindir para definirla con acier- 
to de la indispensable subordinación á los Gerarcas legítimos, á 
los sucesores de los Apóstoles, regidos á su vez todos ellos por 
el centro de la unidad, por el Romano Pontífice. No es licito pres- 
cindir de la profesión de una misma fe y del uso de unos mismos 
Sacramentos, porque la unidad es, y no puede ménos de ser, el 
carácter dominante de la Iglesia legítima y verdadera. 

Si la ambigüedad en los términos, si la inexactitud de las 
ideas, si las expresiones vagas, genéricas é indeterminadas, son 
siempre peligrosas en materia de definiciones, lo son sin duda 
mucho más cuando como aquí acontece, recaen sobre un punto 
tan calorosamente debalido, y en que tan interesante es por lo 
mismo esclarecer y precisar las ideas. 

La Iglesia católica es ula Congregación de los cristianos, so- 
metida á sus Pastores respectivos;» pero entendiéndose esto 
<tde los Pastores logilimos con el Papa á la cabeza, bajo una idén- 
tica profesión de le, y un inalterable y constante uso de los mis- 


mos Sacramontos, lazos eternos y sagrados que unen a ('sos 
niionibros entre sí.^> 

Según Tertuliano (Uasi como no hay ni pued(> halnu- más 
que una religión verdadera, no hay, ni [)iu'de haber más (|iie 
una sola Iglesia verdadera fundada [)or Cristo. La palahi-a hjlc- 
sia significa asamblea de los llamados, palabra antiiuunica de 
synagogü, que quiere decir muchedumbre aislada, sola y (‘\clusi- 
va; linea de separación entre los judíos y el resto de los [)ueblos. 


6. Consecuencia lógica de las ideas que acabamos de expo- 
ner, es que la Iglesia verdadera no es iii |>uede ser una sociedad 
igual, es decir, sin gerar^uía, sin Jefes y subordinados, sin 
maestros y discípulos, sin sacerdotes y seglares. Delirio seme- 
jante estaba reservado al altivo y orgulloso protestantismo. 

Sin necesidad de recurrir á los numerosos c ineludibles testi- 
monios: de la Escritura, que deponen de un modo terminante 
acerca de la gradación é indispensable gerarquía que forma la 
conslilucion orgánica de la perfectisim i sociedad establecida por 
Jesucristo; sin que tengamos precisión de invocar la multitud de 
sentencias luminosas con que en los libros sagrados so coníirma, 
la profunda distinción que separa en el orden religioso al [)uebIo 
fiel de sus Pastores, basta únicamente apelar al buen sentido para 
convencerse de esta verdad. 

¿Acaso conoce la razón y el buen sentido una sociedad cual- 
quiera con tan extraño género de igualdad? ¿Cuándo ha existido 
jamás una asociación semejante? 

Causa verdaderamente asombro el contemplar hasta qué 
punto se extravía la humana inteligencia cuando se deja fasci- 
nar por insidiosas sugestiones, y cede desalentada á las inspira- 
ciones de la vanidad. 

No es, pues, extraño que tan singular doctrina haya encon- 
trado áun entre los mismos Protestantes terribles adversarios 
que, inspirándose en las meras prescripcionés del sentido co- 
niun, le hayan dedicado frases tan enérgicas y contundentes co- 
mo Carpzovio y Zeiglero. 

Preciso es confesar que, semejantes extravíos se han inocu- 


íl) Biilarmin, Devoti y Jus Can. Univ, 
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lado desgraciadamente en el cuerpo social, y que este error, lo 
mismo que varios otros de la mal aconsejada reforma, han lo- 
grado comunicarse y trascender á otro linaje de instituciones; 
que no en vano se predica la negación de la autoridad, ni se es- 
parcen máximas subversivas sin que más ó ménos tarde se tras- 
mitan ai orden social. 

Negada por el protestantismo la autoridad y gerarquía divina 
de la Iglesia, era lógico y natural que negase también su inde- 
pendencia en el órden espiritual y sagrado del poder civil. Esen- 
cialmente política la reforma, jamás pudo sostenerse sino merced 
á las lisonjas que constantemente prodigara á príncipes ilusos r 
cuyas aspiraciones por de pronto satisfacia, pero cuyos poderes 
derruia en verdad con las mismas armas y el ariete mismo con 
que intentara demoler la autoridad y el poder de la Iglesia. 

Por eso, no podiendo desconocer en términos absolutos la ad- 
mirable organización que á primera vista se descubre en la so- 
ciedad cristiana; no podiendo negar la estrecha unión que existe 
entre sus miembros; su mutua dependencia, sus naturales condi- 
ciones, su manera de ser, y fiel á su indigno propósito de halagar 
á los supremos imperantes, escogitó el sistema de reputar á la 
Iglesia ni más ni ménos que como un Estado dentro de otro Esta- 
do, y sujeto, por consiguiente, á las reglas propias, á la precaria 
situación y á las vicisitudes á que se hallan expuestas las insti- 
tuciones puramente humanas. 

Pero en vano la mano del protestantismo ha pretendido arran- 
car a la Iglesia su divina soberanía. El Salvador la invistió de 
p enos poderes, le designó su ministerio, le comunicó su misión, 
ha palabra de la Iglesia, que es el acento mismo de Jesucristo, 
es en el órden dogmático soberana. Ella resonó en el mundo, y á 
pesar del mundo ha humillado á los mal llamados sábíos, pros- 
cribiendo sus creencias, rechazando sus absurdos y condenando 
sus errores. Los sábios y los poderes tiránicos de la tierra 
cayeron vencidos por la incontrastable fuerza del Evangelio, y 
las costumbres se reformaron, y se olvidaron las antiguas creen- 
cias, y los templos con sus ídolos se demolieron, y el universo, 
en fin, se cristianizó bajo el mágico poder de aquella palabra so- 

^ nueva era, nuevos tiempos; de aquí la 

erdadera civilización de la especie humana. 
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No hay lug-ar, no hay paraje alguno en la redondez del globo 
adonde no pueda y deba alcanzar legítimamente la autoridad sa- 
g*rada de la Iglesia católica. La verdad tiene derecho á ilustrar 
con sus fulgores todas las inteligencias sin excepción, y en el 
gran banquete del Padre de familias no hay pueblo ni individuo 
que de antemano no tenga preparado un asiento. 

Ved, pues, si es importante conocer la naturaleza y constitu- 
ción divina de la Iglesia. Después de lo dicho, ya no cabe dudar; 
después de lo dicho, es preciso creer en su escncialidad divina, 
en su universalidad, y en los grandes beneficios que ha reportado 
y reportará siempre á la humanidad. 

Respetad á la Iglesia, y no temáis de ella ni por ella. Ella vi- 
virá perpetuamente; ella encaminará sin peligros á los pueblos 
por el sendero del yerdadero progreso y la verdadera libertad. 


7 Dedúcese de los precedentes que dejamos consignados, del 
ligerísimo estudio que hemos hecho de la Iglesia fundada por Je- 
sucristo, que para distinguirla de toda otra sociedad es preciso 
fijarse en sus notas características. Estas notas son las si- 
guientes: 

1/ La Iglesia es una, ó en otro término, no hay ni puede 
haber más que una sola y verdadera Iglesia. Un mismo Jefe, una 
misma fé, unas mismas esperanzas, los mismos medios de salva- 
ción; un solo espíritu, un solo y único cuerpo. 

2. ^ La Iglesia es santa; santa en su Jefe , en sus miembros, 
en sus medios y en sus fines. 

3. ^ La Iglesia es católica, es decir, es de todos los tiempos 
y lugares; es universal, y durará hasta la consumación de los 
siglos. 

4. ^ La Iglesia es apostólica. 

Unidad, santidad, catolicidad y apostolicidad ; estos son los 
caractéres propios de la Iglesia de Jesucristo: Credo... unam, 
^nctayn, catlwlicam et apostoHcam Eoclesiam. 


/ 
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II. 


Constitución social del cristianismo. — Potestad legislativa y judicial de la Iglesia. — 
Derecho de adquirir. — Ejercicio constante del mismo ; errores y preocupaciones 
más generales sobre este particular. 


1. Si toda sociedad religiosa debe ser, para obtener el res- 
peto y la consideración debida, una «asociación de hombres que* 
profesan la misma fé, que practican la misma moral, que están 
sometidos á idéntica disciplina y obedecen 4 los mismos jefes,» 
preciso es proclamar muy alto que ninguna institución merece 
dicho título con mayor motivo que el cristianismo. 

Desde los primeros dias de su constitución vemos que un redu- 
cido número de discípulos siguen á Jesucristo. Más tarde, alre- 
dedor de los Apóstoles se congregan nuevos fieles , y todos se 
aman como hermanos , no teniendo más que un %olo corazón y 
una sola alma: lo que contribuye á unirlos en la misma comuni- 
dad de principios, de prácticas, de convicciones, de fé, de espe- 
ranzas y de destino. Los Apóstoles representaban la autoridad, y 
á ellos incumbia el dar leyes y decretos ; los Apóstoles manda- 
ban, y los discípulos obedecían. Los Apóstoles, empero, por más 
que fueron depositarios de una gran autoridad, reconocían por 

Jefe á uno de ellos, y á él se sometían con marcada deferencia y 
ostensible respeto.' 

Más adelante creció ol peQ^ueuo rebauOy las ovejas se multijili- 
caron considerablemente j y, sin cambiar de creencias ni alterar 
su Organización, la Iglesia católica se mostró á la faz del mundo 
fueite y poderosa por las notas ó caractéres que la distinguen y 
dejamos enumerados, siempre una y siempre idéntica y destinada 
por Dios á atravesar gloriosamente los siglos más. calamitosos, 
hasta llegar al nuestro, en que la vemos rodeada de la aureola 
de un pasado, único en los anales del género humano, y como 
siempre imperecedera é inquebrantable, ¡Institución santa que 
nace diez y nueve siglos viene ofreciendo al mundo el verdadero 


4 
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conjunto de elementos necesarios para constituir una sociedad 
perfecta! 

• Tal es el hecho que aparece y resalta de un modo incontro- 
vertible en las paginas de la historia antigua, media y contempo- 
ránea. Ese hecho evidente y palpable basta para deducir á príori 
la conveniencia del establecimiento del cristianismo en sociedad 
religiosa. Pero para justilicar esta aserción tenemos pruebas di- 
rectas. La naturaleza del hombre, la constitución intrínseca de la 
religión cristiana, la influencia que dicha religión debía ejercer 
en el mundo, son extremos que basta considerar, siquiera sea li- 
gera y superficialmente , para reconocer que era digno de la in- 
finita sabiduría de Dios el constituir esa religión en sociedad uni- 
versal y perpetua. 

Examinemos con mayor detención punto de tanto interés. 

Se ha dicho que el hombre es un Dios cuido y que recuerda 
aúiiy que conserva vestigios y señales de su antiguo esplendor. Nada 
más exacto que el fondo de ese pensamiento, áun bajo la forma 
poética con que se le ha revestido. Si el hombre no es ya, en 
efecto, lo que fué en su origen, es consolador que no haya per- 
dido todos los dones sobrenaturales con que le enriqueciera el 
Sümo Hacedor. Quédanle la razón, la inteligencia y la voluntad; 
grandiosas facultades que si bien aparecen desvirtuadas por las 
pasiones, llevan impreso el sello de la mano divina que formara 
al primer hombre, y le señalan cuáles son los medios de realizar 
sus destinos y llenar su misión en la tierra. 

Entre esos medios ó necesidades hay dos que merecen espe- 
cial mención: es el primero la necesidad de una religión; es el se- 
gundo la necesidad de una sociedad. 

Siempre y en todas partes lleva el hombre consigo esa doble 


aspiración de su naturaleza. En vano es que sofistas como J. J. 
Rousseau hayan querido demostrar que el estado salvaje es el 
estado normal y natural del hombre; en vano es que los llamados 
libre-pensadores se hayan esforzado en todos tiempos, y se es- 
fuercen hoy, por ahogar en el corazón humano la idea de las re- 
laciones que le unen con Dios. El instinto religioso y el instinto 

social lorman parte de nuestra esencia, y nada será capaz de 
destruirlos. 

El instinto religioso, ó la necesidad de una religión, es tal en 
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lodos los hombres, ((que seria más fácil , dice un autor pagano, 
concebir una ciudad sin casas, una república sin leyes, que un 
piKiblo sin Dios.» Kl mismo Renán acepta esta verdad, aun- 
(|ue expresándola d(‘. un modo distinto y materialista. uEl hombre, 
dice, desde (jiKi se dislinguió dcl animal, í’ué religioso.» Y no es 
solo ( I coi azon d(d hombre el que tiende á lanzarse en alas del 
amor á la la'.gion del infmiU); también su inteligencia y su razón 
aspii an á la luz que disipa las dudas y íija en el alma conviccio- 
nes s(didas c in(|uel)i‘antables. 

No (is menos inherente á la naturaleza humana el instinto so- 
cial ó la necesidad de vivir en sociedad. 

Instrucción , educación, desarrollo físico, moral ó intelectual, 
todo lo recibe el hombrci de la sociedad; no puede, pues, pros-- 
cindii* de ella. I^ira la sociedad está formado, para ella ha naci- 
do, á (día se d(ibe. ¡Depeiuhmcia feliz (lue, colocándole bajo una 
autoridad tutedar, \o llama á disfrutar de innumerables beneficios; 
bemdicios de qu(‘ solo y aislado no podida disfrutar! cdlay, dice 
Rergier, dos vmdades innegables: una instintiva, mejor dicho, 
debida á la voluntad c intención did Creador, y es c^ue el hombre 
está (hrstinado á la sociedad; verdad que se comprueba por la 
constitución , |>or las necesidades, por las inclinaciones del hom- 
bre, y [)or las palabras mismas de Dios, cuando después de ha- 
ber creado á nuesti o prinuu’ Padre dijo: No es bueno que el hom- 
bre penuauezea solo. La otra verdad es que ninguna sociedad 
puede su))sistir sin subordinación, lo cual es tan evidente como 
un axioma geométrico.» 

Ihí manera (pie está demostrado y universalmentc sentido que 
v\ hombrtí (\s un sér esencialmente religioso y soeiaL 

Ni’/' compuesto de euerpo y alma, ha menester regirse por dos 
pod(‘res ('stmciahmmte distintos: uno temporal cpie regula sus in- 
t(*r('s(‘s malm'iah's y civiles, otro espiritual cpie rige sus destinos 
hacia la (‘hu nidad. Kl poder es[)iritual pertenece exclusivamente 
para los calolicos á los pastores de la Iglesia , el temporal á la 
poti'slad civil, «h'sucristo consagré) esta distinción cuando dijo: 
Heddite enjo qiur suut (jesaris Ca'sari, et qmr sunt Dei Deo. 

Pero si tal es la naturaleza del hombre, si tales son los atri- 
butos (|U(‘ ha rec‘it)ido di' su Creador, jireciso es añadir (pic ora 
en extremo conveniente (pie la verdadera religión respondiese á 
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todas las necesidades de su espíritu y de su corazón en todos los 
tiempos y lugares, y por lo tanto, que el cristianismo so consti- 
tuyese en sociedad universal y perpétua. 

Esta conveniencia resalta, en etecto, en la constitución intrín 
seca de la religión cristiana. ¿Cuál es, en efecto, la organización 
interior del cristianismo? Se presenta, según hemos dicho, bajo 
la forma de la unidad de doctrina y de la unidad de gobierno, sin 
cuya doble unidad no se concibe la autoridad, la permanencia y 
la instabilidad: Una fideSy unus Dominus. Esta doble unidad cons- 
tituye su fuerza y su vida. La primera que parece pudiera ser 
causa de decadencia y ruina ante el progreso de las ideas y de 
las ciencias, encuentra, por el contrario, en esa estabilidad in- 
mutable su principal elemento de conservación, que la impide 
naufragar, como sucede á las instituciones y doctrinas pura- 
mente humanas. No deja por eso de adaptarse al carácter de los 
pueblos y á las exigencias legítimas de los siglos. Fundada so- 
bre la verdad pura, conviene á todos los tiempos y á todos los 
hombres. 

La segunda, en la que más particularmente se ostenta el elemen- 
to humano, representa la autoridad legislativa y gerárgica. Es una 
forma especial de gobierno, mezcla de aristocracia y democracia; 
gobierno de uno sólo, depositario de la autoridad soberana, pero 
de la cual disfrutan otros, y de cuya participación no está com- 
pletamente excluida la multitud. Todos están sometidos al Jefe, 
dependiendo de él en lo que se refiere á la jurisdicción y admi- 
nistración de los bienes comunes. De modo que el Jefe Supremo 
tiene el pleno poder de gobernar y de apacentar todo el rebaño. 
Otros Príncipes ó Pastores reciben para regirle y gobernarle 
cierta porción del mismo, con las atribuciones particulares y 
las prerogativas propias de su cargo; y como el poder no es 
hereditario, como los que lo ejercen pertenecen al pueblo, á la 
humanidad cristiana, todos los súbditos pueden ser elevados á 
la dignidad de Pastor, de Príncipe, y Gerarca universal. 

El Jeíe del colegio Apostólico fué un pescador de Galilea, y 
los Apóstoles todos eran hombres de humilde condición. La his- 
toria del cristianismo nos muestra que nunca fué preciso ilustre 
origen ni bienes de fortuna para llegar al Sacerdocio, á la dig- 
nidad Episcopal, ni para ocupar la Silla de San Pedro. En ella se 
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ha visto, y por cierto con oxpicndor, al hijo de un carpintero de 
Toscana, al de un sii vicnte infidos, al de un zapatero de Troyes, 
y á un pastor de Montalto. Los Obispos y Pastores han sido casi 
sienipi*e hijos del |)uoblo. 

Ved aliora los elementos de que se compone la jerarquía de 
la li;l(‘s¡a. 

Cada miembro tiene en ella marcados su sitio y funciones. 
Desde la base á la cúspide, nada se hace sin objeto. Los puestos 
inferiores reciben su misión de los Obispos, sucesores de los Após- 
. toles; el Obispo la recibe á su vez del Jefe Supremo sucesor de 
Pedro; el Jefe Supremo la recibe de Jesucristo. Loque distingue 
íí Jos ministros sagrados en todos los lugares de la escala, lo que 
debe ser común á todos, es su celo por Ja defensa de la verdad, 
su abnegación, su obediencia y sus virtudes. Con semejante orga- 
nización se concibe que haya sido posible llevar á Jas más aparta- 
das regiones de la tierra el dogma cristiano, la moral evangélica, 
sin dejar de estar en relación con el centro de Ja unidad doctrina 
y gubernamental. Por otra parte, Ja religión cristiana, de tal ma- 
nera constituida, no encuentra serios obstáculos para penetrar y 
arraigarse en las diferentes sociedades humanas. Como no se 
opone á ninguna de las formas de gobierno, como no rechaza ni 
las monarquías hereditarias, ni los imperios, ni las oligarquías, 
ni las repúblicas, de ahí que mantenga su poderosa unidad. 

Además, los individuos al hacerse súbditos cristianos, no de- 
jan por ello de pertenecer, ni ménos se ven excusados de obe- 
decer á sus jefes civiles respectivos, aconteciendo por el contra- 
rio, (pie la fe cristiana desarrolla en el hombre, y de una mane- 
ra ost(‘MSÍble, (d amor á Ja patria y á las leyes que la rigen. Ja- 
más tuvo Loma mejores soldados, ni súbditos más fieles que 
j\1auricio, Lxupei-o y Cándido, jefes de aquella famosa legión Tc- 
bana, dispuesta siempre á todos los sacrificios, á todos los he- 
roísmos posibles, excepto al sacriíicio de su fé, por el bien de la 
[)átria. 

Seguros estamos que las doctrinas expuestas han de hacer 
impresión en el ánimo de aquellos ante quienes se hace aparecer 
á la Iglesia como einmiiga sistemálíca del poder civil. 

No; lejos de eso la Iglesia ha respetado siempre á la autori- 
dad láica, i>idicndola sólo que no se entrometa en su jurisdicción 
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espiritual, única en la cual no admite ni puede admitir competen- 
cia alguna, ni reconocer imposiciones de ningún género. 

La mezcla funestísima para la Iglesia y el Estado de lo tem- 
poral y lo eterno, esto es lo que anatematizarse debe con toda 
energía en nombre de la Iglesia y del Estado. 

Independencia, libertad absoluta para la Iglesia en orden á lo 
que la es propio, privativo y esencial. Independencia, libertad 
para el Estado en cuanto convenga á sus intereses y se relacio- 
ne con sus fines materiales y civiles dentro de la sociedad. 

Ya veis con cuánta claridad y precisión exponemos cuáles son 
nuestras ideas y nuestro credo. 

Toda sociedad tiene necesidad de leyes, no puede subsistir 
sin ellas. Estas leyes serian ineficaces si dejasen de ser obliga- 
torias, y como consecuencia de estas premisas es evidente que la 
trasgresion de una ley debe llevar tras sí el castigo proporcio- 
nado al daño que con esa trasgresion se produce en el cuerpo 
social. 

No es ménos elemental la necesidad de un poder, de un go- 
bierno con facultad de hacer esas leyes; de autoridades encar- 
gadas de su ejecución y cumplimiento. 

Y no obstante la esencialidad, la evidencia de estos princi- 
pios rudimentarios hay quien se atreve á mantener que se con- 
cibe al hombre aislado, al hombre fuera de la sociedad, al hom- 
bre sin alma, al hombre igual al animal, al hombre sin religión, 
al hombre sin Dios; á la sociedad sin leyes, sin autoridades, sin 
gobierno, sin gerarquías, sin penas, sin castigos 

¡x\hi los mantenedores de estos absurdos, de estos delirios, de 
estas uptopías, contempladlos bien, sólo llevan por lo general al 
proclamarlos un propósito único, un propósito deliberado, ¿de 
qué? de alcanzar para sí, monopolizar y explotar el poder. 

Union razonable de cuerpo y alma, de espíritu y materia; 
armonías entre esas dobles aspiraciones del sér racional y el sér 

social, y en pos de esto vendrá el bien individual y el bien co- 
lectivo. 

Con tales principios, bajo tales bases, no hay para qué temer 
la extralimitacion siempre tiránica de un poder ú otro en el ór- 
den religioso, moral ó político. Toda lucha, todo desnivel, toda 
imposición injusta , ha prov'enido de desconocerse ó barrenarse 



las doctrinas por la If^losia sustentadas como las únicas salvado- 
ras (íura el individuo como ente religioso y ciudadano á la vez 
de uii [»uis. 

La nHigion así organizada, una sociedad de tal manera cons- 
tituida, no [Hiede (istar limitada ni por el tiempo ni por el espa 
cío; otros términos, éonvenia que la sociedad cristiana íuese 
universal y [lerpélua. 

La induencia ([ue el cristianismo venia á ejercer en el mundo, 
era una [>rueba de esta nueva necesidad. 

Bajo el punto de vista de la doctrina, de las costumbres y de 
las b-y(ís, nodíibia resultar d(d cristianismo una simple modifica- 
ción ó un movimiento pasajero, sino una transformación radical 
y coirqibda. Destruir el reinado de los ídolos y reemplazarle con 
(d culto deí único y verdadero Dios; abolir la esclavitud, recor- 
dando á todos los hombres que son hermanos en Jesucristo; pro- 
mulgar de nu(‘vo la h^y del decálogo, añadiéndola los preceptos 
evangélicos ; acírrear el rico al pobre por el gran precepto de la 
caridad; hacer desai)arecer la barbarie antigua, sustituyéndola 
con el espíritu de mansedumbre, de dulzura y de paternidad: tal 
era la ríivoíucion que el cristianismo llevaba en sus entrañas. 
Así lia podido decir con razón un ilustre escritor contemporáneo 
uque el cristianismo ha sido y será siempre la mejor escuela de 
costumbres y de civilización que ha podido imaginarse.» 

No debía ser ménos saludable su influencia en favor de las 
letras, de las ciencias y de las artes. Además de los señalados 
síu'vicios prestados por el cristianismo á las unas, y de la cons- 
tante [iroteccion con que ha contribuido al desarrollo de las otras, 
siendo cierto ([ue ha creado un lenguaje especial, inspirado en 
sentimientos hasta entonces desconocidos; que el mundo está lleno 
de obras maestras literarias, científicas y artísticas, debidas úni- 
camente á su poderosa y saludable influencia. Sí ; la pacífica y 
bienhechora revolución cristiana todo lo ha cambiado : la vida 
d(i las naciones, las' instituciones de los pueblos y la suerte de los 
individuos. Digna herencia de la bondad y la sabiduría infinita 
de Dios, era el constituir la religión cristiana en sociedad univer- 
sal y [leriiétua. 

V lo que nos parece tan conveniente y tan digno de la divina 
sabiduría , no es una obra por hacer, sino un hecho consumado, 


un hcciio vivo, aclual , pa!|ial>lo; un hedió sícui|m-c anli-uo y 
siciupi’'-^ luiovo; en una palabra, uu hecho del tpie es aiilor el 
misino Dios. Leed á San Maleo (Ihá San Lúeas (2), á San .luán (d), 
Y no os quedará duda alinina do la loriuaeioa de una. soei('daú 
rcliji'iosa sobre las bases de la uiiivcisaHdad y' de la párpela ¡dad. 

Y esa sociedad subsisb' , esUÍ á vneslra vista, (iiun' un nom- 
bre, se llama la hjh’sia católira, apot^Udira, roaama. Si; la Ifilesia 
católica, apostólica, romana es Jefe, madre y centro dt' las demás 
Iglesias; ella es la única que poséela autoridad apostólica , la 
unidad doctrinal y gubernamental , el secreto de la civilización 
cristiana y la llave del reino de los cielos; porque al observar lú 
bellísimo cuadro de las armonías, de la conslituciiin y de la in- 
fluencia del cristianismo, no vemos más que la copia exacta de 
esa santa sociedad. 

De todas estas consideraciones se deducen sin violencia tres 
consecuencias principales, dignas de que nuestros lectores las re- 
cuerden más de una vez en- el curso de estos estudios. 

La primera, es cpic la Iglesia está de hecho esencialmente 
unida al cristianismo; ó de otro modo, que cristianismo ó Iglesia 
son una misma cosa. 

l 

La segunda, que es imposible encontrar verdadero cristianis- 
mo fuera de la verdadera Iglesia, por la sencilla razón de que no 
hay dos Cristos, y que el Cristo único no ha formado dos cristia- 
nismos, dos Iglesias, sino una sola Iglesia y un solo cristianismo. 

La tercera y última es que, no encontrándose el cristianismo 
sino en la verdadera Iglesia, las sectas disidentes, las sectas se- 
paradas de esa Iglesia, no pueden hacer valer elicazmenle con- 
tra los incrédulos las pruebas que demuestran la divinidad de la 
religión cristiana. En electo; si hablan de su propagación mara- 
villosa, de su conservación perpétua, del heroísmo de sus már- 
tires, el argumento se vuelve contra ellos, y perjudica su propia 
causa en vez de favorecerla, porque no existe una sola prueba 
en favor de un cristianismo parcial, de un cristianismo sectario ó 
mutilado. 


2 . Hemos creído necesario detenernos algún tanto en el exá- 


(1) XVI, 18 y 19: xxviii, IS. 19 y 20. ¡2) xxii, 33. (3) xxi. 15, 2, 
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y vindicación de la doctrina católica acerca de la naturaleza, 
onianizacion y corntitudon sodal de la Iglesia de Jesucristo, y 
sin duda para algunos serán todavía escasas nuestras reflexiones 
en este particular; tengan presente los que tal vacío encuentren 
la índole de este Iil)ro, que no nos permite tocar ciertas materias 
sino de un modo pasajero é incidental. 

No faltará tampoco alguno que se maraville al vernos hablar 


de ciertos puntos que parecen tener más oportuno lugar en un 
tratado do InstUudones canónicas. A los que así piensen, les ro- 
garnos tengan presente que de la nocion exacta de la naturaleza 
de la Iglesia, de su modo de ser, parten como de su raíz todas 
sus instituciones, su augusta gerarquía, el desarrollo múltiple y 
grandioso de su acción. Con aquella no'cion indispensable se halla 
ínümamcnle ligado el derecho de propiedad, y con este derecho 
sagrado la institución de los Beneñdos. 

El orden lógico exigia, pues, el plan que de antemano nos he- 


mos trazado. 

Reasumiendo los principios que dejamos consignados, es evi- 
dente la visibilidad, identidad é indefectibilidad de la Iglesia ca- 
tólica, asi como también sus méritos esplendentes. Todos los er- 
rores que en el trascurso de los tiempos ha ido hacinando el 
génio de la impiedad contra e.sa santa institución, se hallan pré- 
viamente refutados en la genuina idea que ella nos ofrece de sí 
misma. De esta idea se deriva también la clara y precisa nocion 
de su autoridad. 


* 


Si la Iglesia es una verdadera y perfecta sociedad , cuya du- 
ración ha de extenderse hasta la consumación de los siglos; si es 
la depositarla de verdades altísimas, de importancia inmensa y 
do imposible alcance á la razón, motivo por el cual el indócil y 
turbulento espíritu del hombre habia de levantar en contra de 
ella infinitos errores; si es la representante de la moral y del de- 
recho, es decir, de principios prácticos, reguladores constantes 
de la vida social; si es la encargada de hacer marchar á los pue- 
blos por la senda de su deber, de alimentar su inteligencia con 
las verdades que más le interesan, y de formar y regir su cora- 
zón; la Iglesia, á no dudarlo, ha de estar investida de poderes 
amplísimos para conseguir ese fin; ha do tener ante todo la auto- 
ridad suficiente para desempeñar su cometido y llenar su misión; 


h 
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h:\ de estar adornada de las íaciillades necesarias para alzar su 
poderosa voz entre las naciones que debe adoctrinar, haciendo 
proscribir en ellas el error y el vicio, ó imperar de buen g-rado 
la práctica de la virtud. 

• El catolicismo es inconcebible sin el divino princi¡>io de auto- 
ridad; en él se apoya, con él vive, y en sn rirmeza inqnclranta- 
blc libra, lleno de confianza , sn porvenir La santa inamovilidad 
del dojma y la acrisolada pureza de la moial ni tienen ni han 
reconocido jamás otra garantía. Y si la hidra del error ha sido 
por él aplastada cien veces; si ha brillado sin interrupción en el 
mundo desde la feliz aparición de la Iglesia la vei-dad católica, y 
es cierto que ha de bañar con sus resplandores hasta el limite de 
los tiempos, estos verdaderos milagros, estos hechos singulares 
en la historia, estos acontecimiejitos inexplicables y extraños, 
enigmas insolubles para el humano criterio abandonado á sus 
propios recursos, reciben su natural explicación de la fuerza y 
eficacia de aquel principio. 

Es, pues, indubitable que un exámen detenido y profundo de 
la índole y conslitucion de la Iglesia católica, nos liace descu- 
brir con claridad irresistible el cetro de su autoridad. Usando de 
esa potestad, que la es exclusiva é inherente á su ministerio san- 
tificadoig la vemos legislar en todo tiempo, definir verdades, es- 
tablecer reglas de conducta, dispensar gracias, otorgar privile- 
gios, reprimir-ádsóváonos, castigar excesos, y ejercer en una pa- 
labra, cuantos actos son peculiares de una verdadera sobe- 
ranía. 


3. Sociedad perfecta, establecida por Dios, basada en princi - 
pios mucho más elevados que ningún otro género do sociedades; 
¿cómo negar á la Iglesia ios medios, los derechos y las faculta- 
des propias de toda corporación legítima? ¿Habremos de supo- 
ner á la Iglesia de peor condición que las demás asociaciones 
civiles? No cabe, no se explica, no se concibe semejante injusti- 
cia. A toda existencia social, á toda personalidad, á toda entidad 
jurídica han de ir forzosamente unidos los medios materiales 
para que esa existencia social realice sus fines y cumpla sus des- 
tinos. No se explica, no se concibe reconocer la legitimidad de 
la Iglesia, con entidad social colectiva, con entidad jurídica, con 
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personalidad legal, y negarla luego los medios de subsistencia, 
sin los cuales ni la Iglesia, ni colectividad, ni personalidadnlgu- 
na puede llenar sus fines en el tiempo y en el espacio. 

Mezcla de espíritu y materia hemos dicho que es el hombre; 
espiritualidad y materialidad han menester todas las creaciones 
del hombre. Por ello á la cscncialidad esj)iritml de la Iglesia, 
va unida su cscncialidad material, á su existencia mística, su 
existencia corporal. 

He aqui por qué desdo su origen vemos á la Iglesia ejercer 
como uno de sus atributos esenciales el derecho de propiedad, el 
derecho de adquirir, el derecho de poseer. 

El catolicismo presentó sus credenciales al mundo pagano; 
explicó su advenimiento, justificó su misión. Sus milagros y su 
inaudita enseñanza mustiaban á las claras su procedencia; era 
la verdad que había descendido de lo alto para exterminar todo 
género de errores; era la luz, que con sus suavísimos destellos 
esclarecía y prestaba nueva vida á un mundo de tinieblas.... ¿Se 
pretenderá poner en duda los derechos de la verdad? ¿Habremos 
de pedir á la luz la razón de sus l'ulgores? 

La verdad y la luz, pues, re|)rcscntadas por el catolicismo, 
comenzaron desde luego á ejercitar sus derechos; la legitimidad 
originaria, la suprema y verdadera legitimidad ostentada fiel- 
mente por la Iglesia, se manifestó desde un princi])io por actos 
repetidos de posesión, sin que jamás le asaltase el temor ni la 
duda, sobre la justicia y la legitimidad de sus adquisiciones. Ad- 
quisiciones por otra parte destinadas en escasa proporción al 
sustento de sus ministros, primordial y esencialmente al alivio 
de todas las necesidades, al socorro de todas las miserias, al 
consuelo de todos los dolores. 

Asilos de caridad, refugios de la indigencia, socorros á domi- 
e;iIio; visitas,- consejos, enseñanza, dirección; ved lo que hoy y 
siempre ha formado el deslino de los bienes de las Iglesias y de 
las limosnas de los fieles. 

Propiedad, pues, de réditos incalculables en bien de la huma- 
nidad, legíiima por estar basada en la voluntad de sus donantes, 
en el carácter legal de la colectividad á quien se dona, y más 
que todo y sobre todo, por su deslino y aplicación. 
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4. Es para nosotros sobremanora interesante consignar aqui 
el hcí^ho histórico de que la Tg-lesia poseyó en el sig-nilicado rigu- 
roso de esta palabra, aun bajo la dominación de los Emperadores 
paganos. 

Los que llevados por el torrente de ciertas ideas, . no han va- 
cilado ni vacilan en sostener que, este derecho dimana simple y 
sencillamente de una concesión del poder civil; que ésta concesión 
es el sólo título en que se funda su propiedad, sobre des(‘,onocer 

I 

la naturaleza íntima de la Iglesia católica, nos dan también una 
prueba insigne de olvidar hechos palmarios y plenamente jus- 
tificados en la historia universal. 

El catolicismo aún en la época de su persecución, no por eso 
dejaba de tener aquellos derechos, y de estar adornado de aque- 
llas cualidades y preeminencias, que le eran constitutivas y esen- 
ciales; no por eso dejaba de abrigar en su seno al Espíritu de 
Dios que entónces, como siempre, lo vivificaba y fortalecia; no 
por eso dejaba de ser la única religión digna de este no mbre, 
merecedora de todas las franquicias y poseedora actual de todos 
los derechos. 

Y no se crea que al hablar de la propiedad de la Iglesia en 
aquellas épocas calamitosas, pretendemos referirnos únicamente 
á los bienes muebles; no. La Iglesia poseyó entónces además de 
sus vasos sagrados y del capital en efectivo, más ó ménos con- 
siderable que constituian las libérrimas limosnas de lo> fieles, 
predios que no deberian ser de insigniíicante estima, cuando tan 
á menudo excitaban la rapacidad de sus enemigos. Y cu mta 
que no discurrimos en el terreno de las conjeturas, pms nos 
fundamos al hacer estas aseveraciones en documentos históri- 
cos, tan inconcusos y fehacientes como el célejare edicto de 
Cons'antino y de Licinio. (l) 

Verdad es que una vez proclamado el catolicismo como reli- 
gión del Imperio, la suerte de la Iglesia mejoró, por lo que res- 
pecta á lo, posesión da bienes temporales; verdad también que las 
leyes civiles se constituyeron en salvaguardia de sus derechos, 
hasta el punto de subvenir con cantidades del erario público al 
decoroso sostenimiento del culto; que se aumentaron considora- 


(i) 313. 




blcmcnle las propiedades rústicas y urbanas de la Iglesia por las 
sucesivas y cuantiosas donaciones de los fieles; pero este cambio 
en su manera de existir, y en sus relaciones con el Estado, no 
afectó en lo más mínimo sus primitivos y natui ales derechos. El 
Imperio no hizo otra cosa que reconocer esos derechos preexis- 
tentes, sancionarlos con su autoridad y desagraviar con su con- 
ducta tiempos y ocasiones en que tales derechos se desconocie- 
ron ó conculcaron. 


El principio de que la Iglesia no pueda poseer, enunciado es- 
peculativamente por algunos, y prácticamente sustentado por 
otros, á la contrariedad manifiesta que entraña con las nociones 
más sencillas de la justicia, reúne también el veneno de la male- 
volencia. Esa teoría ha sido inspirada en ódio al catolicismo. 
¿Quiénes han sido sino sus propaladores? ¿Quiénes han sido los 
espíritus orgullosos que han osado presumir saber más que la 
Maestra de la verdad, y enseñarla cuales sean sus legítimos de- 
rechos? ¿Quiénes han sido los que llenos de presunción se han co- 
locado y se colocan frente á frente de todas las voluntades, de la 
Opinión unánime de todos los siglos, despreciando el imponente, 
constante y seguro criterio del género humanol ¿Por ventura po- 
dría concederse á los que así piensan que sean ellos los que han 
tenido la fortuna de ver claro en estas cuestiones? ¿Serán ellos 
solos los descubridores de la verdad? ¿Serán ios árbitros de otor- 
gar el derecho y reformar la sociedad? ¿Serán los privilegiados 
génios que habrán logrado inquirir la manera de hacer posible la 
antítesis y la contradicción? 

Porque aun prescindiendo de las cspecialísimas razones que 
en atención á su origen militan en. favor de la Iglesia, aun plan- 
teada la cuestión en el terreno jurídico y puramente humano, es 
claro como la luz del mediodía, que si á la Iglesia se la niega el 
derecho de adquirir, no hay motivo para concederlo á linaje al- 
guno de colectividades y asociaciones, ^lentita est iniquitas sibi. 

Aigumenlo es este que presumimos ha de estremecer á los 
que más lo emplean en contra de la Iglesia. 

La verdad no es más que una. 

Si no combatís el dereclio legítimo y perfecto de asocuicion; 
si empezáis por reccnocerle y sancionarle en los códigos, sus 
consecuencias legítimas son que la asociación haya de tener ipso 


— 23 


facto, por el hecho de serlo una personalidad y una entidad jurí- 
dica y que á esta han de ir unidos derechos de vida, de desar- 
rollo y progresión de esa misma personalidad y entidad ju- 
rídica. . 

Y de aquí que toda asociación sometida á las leyes generales 
del país, garantida, consentida ó tolerada por esas mismas leyes 
reclame con justicia y no pueda negársele el ejercicio libre, li- 
bérrimo de todos los medios lícitos de realizar sus tiñes. De lo 
contrario matais el principio y sois inconsecuentes con vosotros 


mismos. 

No temáis, espíritus pusilánimes, ante la Iglesia que esta abu- 
se de sus derechos; la historia patentiza lo contrario. 

Y á más de esto ser lógicos y consecuentes es el deber de todo 
pueblo, de todo gobierno sério y formal. 

No seremos nosotros, según se verá en el curso de estos es- 
tudios, quien niegue á la sociedad civil sus prerogativas, pero no 
por ello habrá de desconocerse lo atinado de estas apreciaciones. 

Afortunadamente para la humanidad, y por un misterioso en- 
lace que revela su carácter divino, las verdades eternas que la 
Iglesia predica, como los sagrados derechos que con denuedo in- 
contestable defiende, influyen por completo y se infiltran en el 
espíritu y en beneficio de la sociedad. Los enemigos de la Iglesia 
católica lo son también de la verdad, del bien y del progreso so- 
cial; las herejías é impiedades de todo género son otros tantos 
absurdos que desquician el mundo moral. Ese mismo derecho de 
adquirir, contra el que tanto y en tan diversos tonos se ha decla- 
mado por ciertas escuelas, invocando fútiles razones y especio- 
sos principios de la llamada ciencia económica, lia sido constan- 


temente ejercido por la Iglesia con provecho incuestionable de 
todos los pueblos. ¿Se desea una prueba de esta verdad? Pues 
tended una mirada sobre los países que han tenido la dicha de 
brillar con los fulgores del Evangelio, y en cuya civilización, 
adelantamiento y cultura ha ejercido decisiva influencia la Igle- 
sia cristiana. Mirad el Oriente, víctima infeliz en la actualidad de 
la rudeza y la barbárie, y emporio en otro tiempo de las rique- 
zas y esplendente saber del espíritu humano, como muestra, y 
ostenta exhuberante desde los primeros siglos los frutos regala- 
dos de la caridad evangélica, creando numerosas instituciones, 




copiadas más larde por las regiones occidentales, y nutridas y 
alimentadas todas ellas por la savia benéfica, por el aliento cini- 
neiitcmentc fecundo y protector de la Iglesia que las inspiraba. 


¿Ignórase el uso que ha hecho siempre la Iglesia de sus riquezas? 
¿Ignórase que la sania Esposa de Jesucristo ha contado siempre 
á los pobres entre sus más legítimos acreedores? ¿En dónde tu- 
vieron su nacimiento los hospitales, los manicomios, las casas de 
refugio, los asilos de caridad y beneficencia? ¿Quién ántes y con 
más empeño que la Iglesia amparó á los peregrinos, asistió álos 
enfermos, cuidó de los ancianos, y alargó una mano protectora á 
ios séres todos desvalidos?... 

El catolicismo, pues, al mostrarse ardiente defensor de los 
fueros de la verdad, y al vindicar para la Iglesia que los repre- 
senta los derechos imprescriptibles que en justicíale correspon- 
den, no creáis, no, que obedece á un interés egoísta. Más que la 
conservación de esos derechos la interesa al reclamarlos el cumplh 
miento exacto de sus deberes y obligaeiones en la suerte del nece- 
sitado, los progresos de la ciencia y el arte, el bien en una pala 
bra de la humanidad. 


Dentro, pues, del campo de las ideas y principios fundamen- 
tales que dejamos consignados, ¿se atreverá alguno á contrade- 
cir su exactitud? ¿Habrá quien nos tache de intolerancia, de ex- 
clusivismo y parcialidad? 

Establecer una religión, proponer una doctrina nueva muchos 
lo han hecho, Confucio, Zoroastro, Mahoma, Lutero, Calvino, 
Zwinglio por ejemplo: pero estos nó fueron fundadores de Iglesiay 
en el sentido verdadero que hemos dado á esta palabra, es de- 
cir, de sociedad universal y permanente; sociedad de hombres, 
sometida á leyes determinadas, con jefes visibles que la dirigen 
y gobiernan, asociación en suma á la cual no puede negarse sin 
injusticia personalidad jurídica y por consecuencia medios de 
llenar sus fines y realizar su existencia, entre los cuales figurar 
debe en primer término el derecho de propiedad. 

Lo que hay es que en la práctica no siempre se concilia el rigo- 
nsmo do los principios con las necesidades de la vida y las exi- 
gencias del momento, en multitud de veces superiores á la voluntad 
y al mejor deseo de los hombres. Para tales casos está la pru- 
encía, la benignidad, la transacion que no pueden invocarse como 


derecho y en cuyo nombre no caben imposiciones de ninjjun gé- 
nero dentro de la equidad, la razón y la justicia. 

La .Iglesia ha mantenido siempre su derecho, pero no ha de- 
jado por esto de transigir en ocasiones con el poder civil, cedien- 
do de esc derecho ante un conjunto de circunstancias que moti- 
varon su benignidad. 

Siendo la Iglesia tan tolerante, tan benigna, ¿cabe que el po- 
der civil use la violencia, la fuerza para arrebatarla sus legíti- 
mas preeminencias y sus derechos? 

Nunca es justa la fuerza contra el derecho y de ella no nacen 
más que gravísimos males y transcendentales perturbaciones. 

El sistema de la fuerza es contra razón y no puede nunca in- 
vocarse como precedente histórico; contra esto se subleva la con- 
ciencia y se subleva tanto más, cuando la violencia se ejerce con- 
tra una asociación cuyos beneficios á la humanidad son inne- 
gables. 


ÍII. 


Caracteres espeoiales de la propiedad déla Ig'lesia. —Leyes sobre amortizaoion ecle- 
siástica. — Canon del Concilio III de Toledo . — Fuero dcQ esta ciudad da la por Alon- 
so VI.— de Cuenca, Consuegra, Alcázar, Baeza, Alarcon, Sepulreia y 
Plasencia. — Lay de Partida. * 


1. El indisputable derecho de adquirir que por su propia cons- 
titución y naturaleza compete á la Iglesia católica, se tradujo des* 
de un principio en arios reales, patentes y positivos, aun en la 
época misma en que más amenazador rugia el furor de las per» 
secuciones, y sobre los cristianos pesaba la inmensa desgracia 
de la proscripción. 

La mayor ó menor extensión, que seguíalas circunstancias ha 
tenido la propiedad inmueble de la Iglesia, no afecta para nada en 
su esencia á la cuestión que nos ocupa. Lo que nos importa ha- 
cer resaltar como corolario de cuanto hemos sostenido, co- 
mo un hecho histórico é innegable es que la propiedad de la Igle** 
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sia en su doble aspecto de mueble é inmueble ó predial, fué y tuvo 
que ser desde la cuna del catolicismo un resultado preciso del 
legítimo derecho de adquirir, que no pudo sin injusticia negarla 
el poder civil, siendo no menos evidente que la protección dis- 
pensada á la Iglesia por Constantino y sus sucesores, consecuen- 
cia nalural de haber abrazado la verdad, (]ue las sabias y pru- 
dentes leyes por ellos dictadas, ya determinando la adjudicación 
d la Iglesia de los bienes y rentas hasta entóneos consagradas al 
servicio del paganismo ó pern>i(icndo, y aun favoreciendo, las 
donaciones de los heles y las mandas piadosas, y hasta las que 
eximian esta clase de pro| iedad de las trabas y condiciones im- 
puestas á las donaciones y legados comunes, fueron rectas, bene- 
lieiosas, para la sociedad ó inspiradas en el mas acendrado sen- 
timiento cristimio. 

De aquí que la propiedad eclesiástica estuviese por largo 
tiem[)0 más favoi*ecida que la particular, sin conocer otras res- 
tricciones que las que eran hijas de su propia condición. No po- 
dia ser, ni era en efecto, una misma la naturaleza, condición y 
destino de estos bienes, ni la solicitud y esquisito cuidado en su 
conservación se parecía á la administración, solicitud y destino 
generalmente empleado en la pro[)iedad particular. Por eso des- 
de su mismo origen, se nos ofrece la propiedad eclesiástica con 
caraclei*es singulares, se administra bajo ciertas condiciones, 

y sus productos se destinan á determinados fines. El dominio de 

♦ 

la Iglesia apari'ce como era natural regulado por la Iglesia mis- 
ma, y en lérminos generales, en circunstancias ordinarias, suje- 
to á ciertos limites en cuanto á su enajenación. 

La pro[)iedad de la Iglesia nos presenta por espacio de mii- 
clios siglos caracteres singulares que la distinguen de la propie- 
dad particiilnr, no siendo fácil presumir siquiera que con el tras- 
curso de los tiempos, y á virtud de ciertas doctrinas contrarias 
á la iiuh'pv'iulencia y dt'rechos de la Iglesia, hubieran de llegar- 
se á d( S(’onoc(U’ los [)rinci[nos más rudimentarios del derecho, 
abriendo en elloN tal brecha, que comenzando poi* la Iglesia lui- 
bi('ra de llegarse á combatir la propiedad colectiva y hasta la 
inopiedad particular, atirmando alguno eñi tesis generalque ^do- 
da [impiedad es un robo.^> Por fortuna, una vez reconocido el de- 
recho, resalta (*omo tlagrante inconsecuencia el pretender cohi- 


birlo ó encerrarlo deníro do condiciones que lo anulen y le ha- 


g'an desaparecer. 

Menester es, repelimos una vez más, ser lógicos. Si se clama 
contra los delirios y lás utopias de los que combaten el derecho 
de propiedad eniibsoluto, es preciso clamar contra los que de un 
modo arbitrario han vulnerado, atacado y vejado ese derecho en 
la Iglesia, cualquiera que hayan sido las circunsfancias y las ne- 
cesidades de los tiempos. 

Si es esencial, si es inherente a la naturaleza humana el dere- 
cho de propiedad, ha de serlo forzosamente á toda asociación hu- 
mana que tenga por objeto la realización de fines Icgílimos, y só- 
lo con su aquiescencia deben modificarse las condiciones exter- 
mas, accidentales y variables de esa misma propiedad. 

Reconocemos la imposibilidad do mantener un estado de co- 
sas que perturbe, que altere el órderi social. Comprendemos que 
al amparo de un derecho se llegue á crear una situación insos- 
tenible, que haga preciso, no modificar el derecho en sí, sino li- 
mitar sus consecuencias. Pero lo cine no podemos aplaudir, en lo 
que no convenimos como hombres de ley, es en que para modifi- 
car esas situaciones excepcionales, se conculque el derecho ad- 


quirido, y en que esto se haga por un acto de fuerza como se ha 
verificado con los bienes de la Iglesia en la época moderna en 
países que no sólo no reniegan, sino que se envanecen con el tí- 
tulo de católicos. Lo que se ha hecho algunas veces con la Igle- 
sia es una iniquidad legal, una iniquidad jurídica que sólo la pa- 
sión ciega y sistemática de partido puede aplaudir. 

Hay una razón suprema, la utilidad, la conveniencia pública. 
En nombre de ésta se verifica la expropiación de la propiedad 
particular. Pero ¿cómo se hace esto? No ednsuramos la expro- 


piación como medio de evitar un mal ó de impedir el bien; pero 
la expropiación hecha en términos legales, prévia tasación justa ó 


indemnización equitativa ¿se ha hecho esto con la Iglesia?... 


2. Las leyes de amortización han tenido por objeto cohibir y 
coartar la facultad de adquirir de las llamadas manos muertas; 
su tendencia ó espíritu se nos ofiece en la práctica de cualio dis- 
tintas maneras: 1.» Negando absolutamente aquella facultad: 
2. No permitiéndola sino bajo ciertas condiciones: 3.'‘ Exigicn- 
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do la licencia dcl Príncipe para cada adquisición particular; y 
d." y última, imponiendo el j^ravámen de un tanto por ciento en 
el valor de la cosa adquirida en beneficio dcl Estado. 

Inútil es buscar el rastro ó indicio más pequeño de este gé- 
nero de disposiciones legales, durante la dominación romana y 
visigoda en nuestra Penínsulii. La Iglesia, mientras subsistióla 
priinei^a de esas dominaciones, se rigió en sus relaciones con el 
Estado por las leyes del Código Tcodosiano y Justinianeo, cuyo 
csj)írilu altamente católico y protector es evidente, y por lo que 
respecta á la dominación visigoda, baste consignar el hecho de 
que ella constituye la época más gloriosa del engrandecimiento 
y pros])eridad de la Iglesia hispana. 


3. Es evidente, pues, el error de los que suponen (juc desde 
la monarquía tuvieron principio las leyes sobre amortización en 
España; error que llegó hasta atribuir á un Concilio, y á un Con- 
cilio tan célebre como el íll Toledano, la adopción de medidas 
de csla índole. En este error, sin embargo, hubieron de incurrir 
publicistas tan distinguidos y jurisconsultos tan eminentes como 
Cam|)omanes, Marina y Escriche, al inter[)rctar el Canon XV de 
aquella asamblea. Estudiémoslo también nosotros siquiera sea 
como medio de apreciar la opinión de hombres tan ilustres y ex- 
clarecidos. 

lié aquí las palabras textuales del precitado Canon: Si quis 
ex ^ervis liscalibus Eccleúas fortasse construxerit casque de sua 
paupcrtalc dilavevií, lioc procuret Episcopus prece sua antoritate 
reqia cofilirmari. No se trata aquí evidentemente del derecho de 
adquirir de la iglesia, de su absoluta facultad de poseer. No sólo 
no S(i ni(íga ni se discute esederecho, sino que se le presupone. 
La mente dc\ Concilio fué robustecer, garantir, eon^rmar, en una 
|)alabra,por medio de la autoridad suprema del Estado, la dota- 
ción de las iglesias recien construidas, sin que por ello se infiera 
que se pusieu'an impedimentos para aquella construcción, ni coar- 
tasen las naturales facultades de dis[)oner de lo que cada cual 
poseía y tenia, destin;'mdolo á un objeto piadoso. 

¿Se quiso por \ entura crear un privilegio, más que dictar 
una prohibición? Acaso fué este el verdadero espíritu y la ten- 
dencia verdadera de la ley del Fuero; espírilu y tendencia des- 
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virtuada posteriormente por los que pretenden sancionar una 
injusticia á pretexto de su antigüedad. 

5. De todos modos, dado el primer paso en la senda oposi- 
cionista á las adquisiciones de da Iglesia, era de temer qii se 
prosiguiese por ella en lo sucesivo. Alonso Vílí defirió á las ideas 
de su antecesor en el Fuero que dió á la ciudad de Cuenca, si 
bien limitó aquella prohibición á los inonasterios. Idénticos prin- 
cipios vemos predominar en los Fueros de Consuegra, Alarcon, 
Baeza, Alcázar, Sepúlveda y Plasencia, y en todos los demás, 
que fueron derivaciones más ó menos remotas del primitivo Fue- 
ro Toledano. 

Los Monarcas que se sucedieron profesaron las mismas doc- 
trinas, hasta el punto de que el Fuero de Toledo llegó á ser la 
legislación común en los reinos de Castilla y de León, bajo el ce- 
tro de Fernando el Santo. La historia nos ofrece algunos cambios 
y derogaciones de esta ley en los reinados de Fernando IV y de 
Alonso XI, fenómeno que se explica por las representaciones y 
protestas del clero, que nunca dió su conformidad á la restric- 
ción de sus derechos, como entre otros monumentos lo comprue- 
ban las Córtes de Medina del Campo, celebradas en 1326. 

Las Córtes de Nájera en Castilla y de Benavenle en León que 
sirvieron para formar la ley 231 del EstilOy exigieron, no sólo la 
licencia Real , sino la confirmación de los Monarcas sucesivos 
para la adquisición de bienes á las iglesias. En el Fuero Viejo de 
Castilla se insertan disposiciones semejantes que hacen ya de una 
condición precaria é incierta el derecho dé adquirir por parte de 
la Iglesia en lo que se refiere á bienes raíces, Pero no debe olvi- 
darse la historia de los tiempos en que esto sucede, ni prescin- 
dirsc de las razones alegadas por los legisladores civiles para 
explicar su conducta y cohonestar sus actos. 

Nuestra imparcialidad de hombres de ley no se declara ven- 
cida ante semejantes consideraciones. Repetimos lo que hemos 
dicho, y no excusaremos de repetir, habia abusos, males que re- 

mediar; pero el remedio á esos abusos y á esos males no será 
nunca un mal mayor. 

Háganse las cosas con sujeción á la ley, y nosotros no ha- 
bremos de ser en estas materias, como vulgarmente se dice. 
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(mi más papistas que el Papa, ni más reg-alistas que el Rey.» 

6. A pesar de la popularidad que alcanzara en los tiempos de 
D. Fernando 111 de Caslilla la doctrina que acabamos de exponer, 
y del empeño q«ie la clase laica mostraba ya en sostenerla, no 
pareció bien al famosísimo autor delCódig-o inmortal délas Par- 
tidas. 

Alfonso el Sabio abrigaba otras ideas en órden á los derechos 
de la Ig^lesia. 

Hé aquí cómo sC explica en la Ley 55, tít. VI , Partida 1/: 
Puede cada uno dar de lo suyo á la Iglesia cuanto quisiere , fuC’ 
ras ende sf el Rey lo hubiese defendido. 

Como estas últimas palabras podrian inducir la sospecha de 
que eran una limitación a los derechos de la Iglesia en el sentido 
de las leyes anteriores sobre amortización, conviene advertir 
que se referian exclusivamente á aquellas donaciones que el Mo- 
narca hubiese hecho con el carácter de inalienables. Sobre estas 
no podía haber discusión; se habian aceptado con una condición 
que era preciso llenar, y acerca de ellas no tanto se limitaba el 
derecho de la Tg'lesia para adquirirlas, cuanto el de tales donan- 
tes para hacerlas. 

Ni era posible esperar otra cosa del espíritu que presidió á 
la confección del Código Alfonsino. Basado en gran parte en las 
prescripciones y principios del derecho canónico, era natural 
que obedeciese á ellas. 





Leyes recopiladas sobre — Ley XII, título V, lib. 1.® — Opinión de Es- 

criebe.— Ley XVII del mismo título y libro. — Ley XX. — Leyes XVIII y XX — Jui- 
cio crítico acerca de las mismas. 


1 . Continuando en el examen de la importantísima materia 
de amortización, habremos de hacernos cargo de varias disposi- 
ciones insertas en nuestras Leyes Recopiladas, cuyo estudio es 
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de todo punto indispensable para el conocimiento cabal de un 
punto de tanto interés. 

En la RGCopilacion vemos modificado en parte el espíritu de 
las Partidas, A la ámplia facultad de adquirir que reeonocia en 
ia Iglesia el famosísimo Código Alfonsino, sucedieron á media- 
dos del siglo XV algunas disposiciones legales, restrictivas de 
aquel derecho. Tal es, entre otras, la Ley 12, tít. V, lib. l.'’ de 
la Novísima, dictada por el Sr. Rey D. Juan H en 13 de Abril 
de 1452. 

Hé aquí lo más importante de su texto: Ordenamos y man- 
damos que cualquier lego y otra persona sujeta á nuestra jurisdic- 
ción Real, que donaren ó vendieren, ó en otra cualquiera manera 
enajenasen por cualquier título cualquier heredamiento ú otros 
bienes raíces á Universidad ó Colegio, á persona ó personas exen- 
tas que no sean de nuestra jurisdicción Real, ni sujetas á ella, 
sean tenidas de pagar y paguen á Nos la quinta parte del verdade- 
ro valor de las tales heredades y bienes raíces que así donaren y 
enajenaren. 

En consecuencia de esta disposición legal, las Iglesias que- 
daron obligadas á la exacción de la quinta parte de todas las ad- 
quisiciones que verificasen bajo cualquier título que fuese, no 
pudiendo retener sino las cuatro quintas (1). Prescindiendo de 
la legitimidad ó improcedencia de esta ley, de su^ resultados en 
el terreno económico, con lo que no estamos conformes es con las 
opiniones que acerca déla misma mantiene el eminente juris- 
consulto Sr. Escriche á quien consultamos con respeto, no vaci- 
lando en afirmar que la ley de amortización estaba entónces vi- 
gente, y que el legislador no hizo otra cosa que imponer una pe- 
na á sus transgresores. De escritores tan reputados como el 
distinguido autor del Diccionario razonado de Legislación, se di- 
siente siempre con desconfianza y con pena; á ello sin embargo, 
nos vemos precisados esta vez en nuestro humilde concepto, por 
la fuerza misma de la verdad. 

En efecto, si la Ley de amortización hubiera estado vigente 
en la época en que se publicó la que acabamos de trascribir, 
¿cómo sostener entóneos la validez de aquellas adquisiciones? El 


(1) En Valenci t fué el tmio 
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Fuero Toledano, lo mismo que el de Córdoba, estaban terminan- 
tes en esto punto: Ordo qui hcereditatem acceperit datamvel emp- 
tam, amittat eam et qui eam vendiderit amittat morabetinos et 
habeant eos consanguinei sui propinquiores. No era posible ni más 
claridad, ni mayor rigor. Por consiguicnle, en la hipótesis de 
hallarse vigente semejante Fuero, era indudable la nulidad déla 
adquisición. Y si D. Juan II se propuso, como es evidente, im- 
pedir la adquisición de bienes raíces por las manos muertas, y á 
cilo se encaminó la precitada ley, no habia para qué formular 
un nuevo precepto, prohibitivo en parte, cuando existia en todo 
su vigor una prohibición absoluta. Léjos de decir en ese caso 
que la mente del legislador fué imponer una pena á los transgre- 
sores de la ley preexistente, debe afirmarse todo lo contrario; 
es decir, que su objeto patente, indudable y manifiesto íué el re- 
mitir y suavizar los rigores de aquella. No seria, pues, una con- 
firmación y sanción de ella, como pretende el Sr. Escriche; se- 
ria, sí, su modificación ó relajación. Y como un propósito seme- 
jante no lo supone, ni suponerlo podría el citado escritor en el 
ánimo de D. Juan II, sino precisamente un fin contrario, dedú- 
cese claramente una contradicción palmaria de parte del legisla- 
dor, ó lo que es sin duda más cierto, que la opinión que comba- 
timos carece de .fundamento en que apoyarse. 

No; la Ley de amortización no estaba vigente en los tiempos 
de D. Juan II de Castilla; los principios tan solemnemente pro- 
clamados en las Partidas, habian encontrado eco en la opinión, 
y sostenidos por la Iglesia, lograron derogar la legislación prohi- 
bitiva. Por eso el Monarca castellano no pudo invocar disposi- 
ciones que ya no existían; por eso tuvo que legislar de su propia 
cuenta, crear por sí un derecho novísimo, por mas que ese de- 
recho fuese la restauración del antiguo. Pero así y todo, no fué 
completa aquella restauración; diríase que, el Monarca temió cho- 
car abiertamente con la opinión de los pueblos, y con las doctri- 
nas y principios vigorosamente defendidos por la Iglesia españo- 
la. Su Ley fué más bien un ensayo de las nuevas teorías sobre 
amortización; un preludio tímido de las que habian de publicar- 
se después. 

Tal es el camino que siguen las ideas , los principios tan en 
boga algunos años adelante. Y véase que somos fieles historiado- 


res en cnanto dejamos consignado, sin permitimos apreciaciones 
jurídico-canónico-legaics que nos llcvarian demasiado léjosy des- 
naluralizarian el carácter de esta producción. 

2. No puede decirse lo mismo al examinar la Ley 17 del ci- 
tado título, libro y Código. Carlos III fue el autor d(¡ (‘sta disposi- 
ción legal. Hablan ya trascurrido cerca de trescientos años desdo 
la publicación de la Ley de D. .luán 11. La ¡liedad del pueblo es- 
pañol, áun diíicuUada y cohibida con la pena impucsia por este 
Monarca, habla evidentemente rebasado los límites de la pruden- 
cia; eran cuantiosísimas y frecuentes las adcpiisiciones que por 
diferentes títulos había efectuado la Iglesia. La riqueza |)iíblica 
se resentía de la falta de circulación de bienes inmensos acumu- 
lados sin cesar por la Iglesia y por las corporaciones de toda 
clase; quizás no se habrían observado con esquisila escrupulosi- 
dad las repetidas dictadas sobre esta matei ia, de que no miC(;si- 
tamos hacer mención, y todas estas causas hubieron de mover 
el ánimo de aquel Soberano para publicar la Ley 1.7, tít. V, 

' lib. 1.® de la Novísima Recopilación, cuyos términos son duros, 
cuyo espíritu indica prevención, y cuya prohibición, es gené- 
rica, omnímoda y concluyente. 

uNo se admitan, dice, instancias de manos muertas para la 
ad([uisicion de bienes; y si por fortuna alguna vez se elevan a(pie- 
llas, al parecer revestidas de la mayor piedad, cuide el Consejo de 
Hacienda de exponer, áun ántes de informar, las lieales órdenes 
dadas en contrario , y los incalculahles perjuicios que A la causa 
pública se siguen por consecuencia de la amortización. 

Dicho se está que mirada esta Ley bajo el punto de vista de 
los principios fundamentales del Derecho, no solamente (uukhiíco, 
sino también civil, que dejamos a[)untados, y hasta de las pr(;s- 
cripcionesde la equidad, el juicio que de (día se lorme no piied(; 
ser en manera alguna favorable. ¿Y cómo, cuando en ella se |in;- 
tendió de una plumada arrancar á las Comunidades hasta (d (h;- 
reeho de petición? La nisolucion de Cárlos III lué hija (h; las cir- 
cunstancias, el fruto natural de ciert.as ideas y ií maneiai de las 
primeras chispas de un incendio, ó (d siniestro y fatídico fulgor 
de la rugiente tempestad. 

Menester es convenir en que la resistencia dcl clero habia 
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sido mucha para contrarrestar las disposiciones de época ante- 
rior. Que el mal de laacumnlacion y estancamiento de cuantiosísi- 
mos bienes era grande, y aíéclaba á la vida social y cá la vida 
política del país. Se observa, no obstante, la dificulfad que se te- 
nia á encauzar el remedio á esos males por el camino de la pru- 
dencia y el buen consejo. La corriente impetuosa de Jas ¡deas 
arrastraba á los hombres que carecían de fuerza de voluntad 
para contrarrestarlas, y á peligros más ó ménos reales se acumu- 
laban inconscientemente peligros para el porvenir. 


3. Pero vengamos al examen de la Ley 21 del título, libro y 
Código citado. Pocas palabras bastarán para dar una idea de su 
contenido. Hemos hablado anteriormente del Fuero Toledano y 
del de Córdoba, otorgado á esta ciudad por D. Fernando; hemos 
visto que en él se prohibía, bajó pena de nulidad, la venta ó do- 
nación de bienes raíces hecha en favor de las iglesias, excep- 
tuando únicamente á la Santa Catedral; hemos también emitido 
nuestro humilde juicio sobre esta excepción , apreciando en su 
virtud el contenido de la Ley, como anómalo en sus motivos, con- 
tradictorio en su espíritu é ineficaz en sus resultados, y nada ab- 
solutamente tenemos que añadir ó variar al ocuparnos de la ex- 
posición de la presente Ley, que no fué ni más ni ménos que la 
reproducción y confirmación de aquel Fuero. 

TJna cosa, sin embarg'o, nos parece conveniente observar, y 
es que siendo posterior esta Ley á la que en el párrafo anterior 
hemos examinado, y no entrañando sus términos una prohibición 
tan rigorosa y absoluta como los de la primera, acaso pudiera 
mirarse como su implícita derogación. 

4. Continuemos el exámen de las Leyes que se sucedieron en 
esta materia. 

En el mes de Agosto de 1795 publicó D. Carlos IV un Real 
Decreto primero, y después una Real Cédula cuyas disposiciones 
constituyen el tenor de la Ley 18 que nos corresponde por orden 
cronológico examinar. 

Esta resolución soberana guarda estrecha analogía con la Ley 
mencionada de D. Juan II. También entonces, como ha sucedido 
en tiempos posteriores, se recurrió á la amortización para cubrir 
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las oblig-aciones del Estado. Carlos IV se propuso extinguir los 
Vales reales con exacción de un 15 por 100 de todos los 
bienes raíces y derechos reales que adquiriesen las ilamadas 
manos muertas; y con tal fm redactó la presente ley. 

En ella confiesa el Monarca que no en todos sus dominios se 
hallaba establecida la Ley de desamortización, y ordena que res- 
pecto á esos países se lleve á debido efecto la exacción referida. 
Amplios por demás son los términos del soberano mandato. Los 
foros ó enfiteusis, las ventas judiciales y á carta de gracia, que 
se hicieren en favor de manos muertas, las permutas ó cambios, 
las cargas ó pensiones sobre determinados bienes do legos, y los 
bienes con que se fundasen las Capellanías eclesiásticas ó laica- 
les, perpétuasó amovibles ad nutum, todos quedaron sujetos á 
semejante contribución, pues en todos se excluian d^d comercio 
temporal ó perpétuamentelos bienes de que constaban, ó á que se 
referian. Una sola excepción establece la ley, por motivos ‘fáciles 
de comprender, y es larelativa á los capitales que impusiéronlos 
cuerpos eclesiásticos ó manos muertas sobre los rentas del Esta- 
do, ó que se emplearan en Vales reales. Do esta manera, al paso 
que se trataba de combatir la amortización eclesiástica, fulmi- 
nando penas que ni las manos muertas, ni los donantes merecían, 
el Estado se declaraba incurso en el mismo pretendido abuso que 
intentaba corregir. Al cabo, ¿cuál era sino el destino que se da- 
ba á ese 15 por 100 que se imponía sobre tales adquisiciones? 

Pero el espíritu desamor tizador se había infiltrado en las es - 
leras del gobierno, y á medida que se deslizabap los tiempos, 
acrecía en poder y se vigorizaban y adquirían mayor vida sus 
manifestaciones. La resolución á consulta de 23 de Setiembre de 
1796 y Cédula del Consejo de 20 de Diciembre del siguiente año, 
son la mejor prueba de esta verdad. El legislador nos habla con 
encomio de la piedad y munificencia desplegada por D. Jaime 1 
4espuesdc la conquista del reino de Valencia, enalteciendo, co- 
mo es justo, la ferviente solicitud con que acudiera á la dota- 
ción de la Iglesia y sus ministros; refiérenos que una vez atendi- 
das decorosamente las sagradas obligaciones del culto, y asegu- 
radas para lo porvenir mediante leyes prudentísimas expedidas 
al efecto, «prohibió que toda mano muerta, comunidad eclesiás- 
tica y religiosa y demás fundaciones piadosas, y otros cuerpos 


|)orm;> minies (le csl,i> einso, pudiesen adquirir bienes de realengo, 
para precaver el daño que resullaria á los vasallos legos... sa- 
cando dichos bienes de la circulación que debían tener en co- 
mún bemdicio del Estado; pero que habiendo llegado por la vici- 
situd de. los tienii»os á S(yr insuíicicntcs las primitivas dotaciones 
do las manos muertas, los Soberanos, sus predecesores,' fueron 
eonc('di(indolas privilegios particulares, según la necesidad res- 
pectiva, para adquirir los expresados bienes de realengo con el 
gravánien del derecho de amortización y sello, con que debian 
contribuir al Real patrimonio.» 

Sentados estos precedentes, y no sin deplorar por ello la 
frecuencia de casos en que las manos muertas se excedieron en la 
adquisición de bienes raíces; con el objeto de evitar estos incon- 
venientes y de prevenir todo género de dudas para lo sucesivo, 
el legislador procede á lijar la parle dispositiva de su mandato, 
a expoiicr lo sustancial de la ley, por medio de varios capítulos, 
cuyas principales, y á nuestro aáunto más análogas disposicio- 
nes, nos conviene sintetizar. 

Formúlase en la precitada ley, relativamente al reino de Va- 
lencia, la prohibición absoluta de adquiiár bienes raíces las igle- 
sias, ni aun aquellos que se consideren necesarios para su funda- 
ción y dotación. Para subvenir á esta necesidad, podrán impo- 
nerse censos redimibles sobre bienes de otras manos muertas; 
sobre otros censos impuestos á su vez; sobre efectos de Hacienda, 
y de los propios y arbitrios de los pueblos que no sean bienes 
raíces; sobre Vales reales, juros, rentas ó pensiones de los Gre- 
mios mayores, y cualquiera compañía general de comercio que 
se estableciese en la monarquia. Se hace extensiva esta prohibi- 
ción áun á los lugares no conquistados por Jaime I, sitos en la 
raya de Aragón, y se explica el signiñeado que debe darse á la 
palabra manos muertas, comprendiendo en esta denominación las 
escuelas de uno y otro sexo, los hospitales, las fundaciones crea- 
das para dotar huérfanas , socorrer á los pobres , y otros fines 
piadosos; concluyendo, por último, el legislador con prohibir de 
la manera más terminante toda imposición de censo ó tributo que 
ceda en beneficio de la Iglesia'ó de un lugar religioso, ora sea 
temporal, ora sea perpétuo, el gravamen que se impusiere. 

Apartóse sin duda D. Carlos IV de la senda que veia trazada 
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por el Rey conquistador y sus sucesores. No era para él excep- 
cional, ni digno por lo tanto de indulto régio el que d.e la funda- 
ción ó dotación de una ig'lesia se tratara. La prohibición de ad- 
quirir bienes inmuebles era g'eneral, era absoluta. Equiparó la 
Ig-lesia á las demás corporaciones, á los establecimientos de en- 
señanza; para todos tuvo una sola palabra, como si todos ellos 
fuesen ig-uales en derechos, idénticos en dignidad, homogéneos 
en naturaleza. Se consideró á la Iglesia bajo su aspecto más mun- 
dano, bajo el punto de vista colegiado, bajo el carácter de corpo- 
ración meramente legal, sin atender para nada a su origen divi- 
no, y haciendo abstracción de sus derechos; igualándola, en fin, 
con las demás asociaciones legales, cuyos títulos y preeminen- 
cias, cuyos derechos y atribuciones tienen su razón de ser en el 
Estado y por el Estado. 


5. Las leyes todas sobre amortización que hemos examina- 
do, y las de índole parecida que se han publicado posteriormen- 
te, adolecen de un vicio capital que bien pudiéramos llamar exhu- 
berancia dd poder civil. 

Los Soberanos, por el hecho de serlo, se han creido autoriza- 
dos para legislar en semejantes materias, sin ocuparse para nada 
ni ponerse ántes de acuerdo con la potestad eclesiástica. No han 
fijado mientes en el carácter singular de la Iglesia católica, en 
que, tratándose de un país católico, se conculcaban sus derechos; 
en que su naturaleza no puede ménos de ser hasta cierto punto 
diversa de la naturaleza y modo de ser de las corporaciones 
civiles; en que es una sociedad perfecta regida por leyes espe- 
ciales, por autoridades propias, cuya intervención y consenti- 
miento, cuyo beneplácito y sanción es en definitiva de tener en 
cuenta para dictar cualquiera medida que interese ó pueda afec- 
tar á su independencia natural ó á sus derechos. Por otra parte 
líi Iglesia no ha rechazado jamás su amorosa cooperación 
con el Estado en beneficio de los pueblos; cabalmente los Pontífi- 
ces han sido los primeros en vindicar con heroico denuedo la 
causa santa de la verdad, los fueros venerandos de la justicia y 
el derecho. Ellos han sido en épocas calamitosas los intrépidos 
defensoies de los súbditos oprimidos, y ios campeones de la ver- 
dadera libertad, los irreconciliables enemigos de la barbarie y de 
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la tiranía. Ellos, representantes en el mundo de la celestial virtud 
de la caridad, han sido conslantementc los promovedores celo- 
sos de toda mejora positiva, los protectores decididos de todo le- 
gítimo progreso, los sostenedores infatigables de los principios 
tutelares de la sociedad, el escudo inquebrantable de los débilesj 
y la invencible y marmórea roca en la que han venido á estre- 
llarse siempre las impotentes maquinaciones de los fuertes. 

La Iglesia, pues, merece y merecerá siempre ser atendida de 
un modo especial, y más aún, repetimos, en un país católico. La 
Iglesia no se hubiera negado á proporcionar con su espontáneo 
sacriñeio el bienestar á los pueblos; y más de un ejemplo pu- 
diéramos citar del caritativo desprendimiento y abnegación su- 
blime con que ha sabido conducirse en circunstancias azarosas, 

■n 

en momentos supremos. 

Conciliadores por temperamento y por carácter; amigos de la 
paz y del sosiego público; seguros de que q\ progreso es una ley 
fija y constante en la humanidad; pero persuadidos al mismo 
tiempo que el progreso es adelanto, mejora, no destrucción y caso, 
de aquí que entendamos preferible á todo golpe de fuerza el sis- 
tema de la concordia, el de la avenencia y la armonía entre el 
poder laico y el poder eclesiástico , tan útil y provechosa en el 
orden político y civil. 

Cualquiera que sea el curso de los sucesos, nosotros deman- 
damos juicio, cordura y prudencia á los poderes de la tierra ante 
los poderes dei cielo. Es ir contra la libertad no respetar el de- 
recho ajeno; es ir contra el progreso destruir sistemática y cie- 
gamente lo que vive al amparo dei asentimiento y la conciencia, 
pública. 


Imposiciones más recientes solare amortizacion.--Decreto de las Cortes de 27 de 
Setiembre de IS-O, restablecido en 30 de Agosto de 1830.— Ley de 2 de »S^ íieiubro 
jg 41 Decreto de 20 de Julio de iSl4.y ley de 3 de Abril de 1815.- -Concorda- 

to de* 1851. 


1 . Continuando el cxáinen de las disposiciones sucesivas so- 
bre amortización, nos encontramos con el Decreto de las Cortes 


de 27 de Setiembre de 1820, publicado en las mismas como Ley 
en 11 de Octubre, y restablecido en todo su vigor en 30 de Agos- 
to de 1836. 

La sola enunciación de estas dos fechas (20 y 36), basta para 
comprender que Ja cuestión eminentemente social y jurídica de 
la propiedad de la Iglesia, vino desde este momento á reducirse 
en España á una cuestión política. No es, pues, extraño que tras- 
plantado a tan candente terreno, desnaturalizado y envuelto en 
el furioso torbellino de las pasiones, este asunto que entraña en 
su fondo la independencia de la Iglesia y el Estado; que siniboli- 
.za los intereses más altos de la sociedad, que ha venido á ser 
un pavoroso problema para la propiedad y sosiego de los pue- 
blos, alcanzase dias tan poco bonancibles como los que vamos á 
historiar rápidamente y se reflejan en precedentes legales de cu- 
ya reseña no podíamos prescindir. 

El derecho de adquirir de la Iglesia y el de todas las Corpora- 
ciones é institutos apellidados manos muertas no sólo fue desco- 
nocido ciertamente en aquel decreto, sino que fue rotundamente 
negado. 

Ha sido y será siempre la pasión política mala consejera; de 
aquí que sus acuerdos se resientan por lo menos de impremedi- 


tación y de violencia en la disposición indicada, sobre la violencia 
y la impremeditación, échase también de ver un carácter bas- 
tante pronunciado áe inconsecuencia, que demuestra lo difícil que 
es ponerse en lucha con los principios de la justicia sin que á las 
claras aparezca. 
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Si á la Iglesia se prohiben las adquisiciones sucesivas, coma 
determinaban los artículos 15 y 16 del precitado decreto, ¿por 
qué linaje de palmaria contradicion se le reconocen y protejen 
las propiedades adquiridas? Si el derecho de propiedad es nega- 
do inprimo velu ó in habita, según dirian los escolásticos, ¿cómo 
viene la ley á sancionarlo y reconocerlo in acta secundo vet in 
exerciilo‘í Porque es evidente que el uno es secuela necesaria del 
otro; que es su aplicación, su indeclinable consecuencia. A quien 
se niega la potestad se le niega su ejercicio; á quien se le desco- 
noce la facultad, con mucha mayor razón se le desconocerá la 
manifestación de aquella. 

Pero ¿quién invoca la lógica en casos semejantes? ¿Quién lla- 
ma en su auxilio ni la ciencia, ni el recto sentido, para buscarla 
conveniente solución á cuestiones agitadas por el huracán de Jas 
revoluciones, y promovidas y calorosamente sustentadas por el 
inquieto y convulsivo espíritu de los partidos políticos? El genio 
díscolo, apasionado é irreflexivo de la revolución tenia sobre el 
tapete la causa.de la Iglesia para juzgarla; esa cariñosa madre 
le era sin razón poco simpática, y su fallo no podía ser un pro- 
blema para las gentes pensadoras. La causa se falló bajo la pre- 
sión de las circunstancias, bajo el dominio y el imperio de un es- 
tado de violencia, de fuerza, de un estado excepcional. 

Nosotros que hemos anatematizado los actos de fuerza no po- 
demos ser inconsecuentes, no podemos aplaudir ni el decreto 
que nos ocupa ni ninguna otra disposición inspirada en ios mis- 
mos móviles. Haremos á sus autores si se quiere la concesión de 
su buena fé, de su debilidad, de cuanto los disculpe ante el fallo 
imparcial de la historia; pero lamentaremos su error, que tantos 
y tantos males ha producido en el órden religioso, en el político, 
en el económico y social. 

Lo violento es casi siempre injusto ó cuando ménos peligroso. 

El espíritu desamortizador no se satisfizo con las medidas 
adoptadas en 1820, reproducidas más tarde, después de un pe- 
queño paréntesis (1) en 1836. La fuerza de las pasiones es irre- 


(Ij Cédula de 11 de Marzo de 1821, por la cual se llevó á efecto rcin legración 
completa y la unidad é indivisibilidad de todas las kindaciones vinculadas seg'un 
f'a coníipfna on nna sonloncia del Tribunal Supremo de 23 de Diciem^^re de 1852.— 
r<ey d ?. C de Junio de 1835. 
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sislibie, y decretos que iiegorou á la Igiesia h\ facultad de ad- 
quirir en lo sucesivo, debían ser los piaHUirsores de oíros más 
termiiruites y resuellos; d(^ otros que sin (^scia'ipiilo al^imo ar- 
rancasen de sus manos sus propiedade.s al amparo de la ley 
adquiridas. 

Cuando relatando seneíllamenle los hechos se patentiza una 
equivocación, y ésta resalta á la \ isla sin a(*i*imiaaí*i(>nes del 
historiador, ¿habrá quién cierre los ojos á la evidencia y desco- 
nozca de parte de quién está la razón y la justicia? Paréceiios 
que no. Prescindiendo de una cuestión complicada y diricil, de 
la cual nos ocuparemos más adelante; piaíscindimido por el mo- 
mento del carácter especial de los bienes de la lylesia, ¿es evi- 
dente lo que dejamos dicho, es evidente que como asociacian le- 
gitima no puede imitarse á ésta personalidad le^al, personalidad 
jurídica, y que dada esa personalidad ha menester medios ma- 
teriales de subsistencia, ó sea en detinitix a del dvueadio de adqui- 
rir, del derecho de poseer y disponer de lo suyo? Si esto es in- 
negable, ¿cómo defender los actos de fiierx^a por parte did poder 
civil conculcando, barrenando ó destruyendo esos derechos sin 
la aquiescencia, la conformidad do la iglesia que estaba en la 
quieta, en la legítima y tranquila posesión de los mismos? 

¿Es la propiedad colectiva por ventura de peor condición que 
la propiedad individual..,! Temed las conseucncias de haber ata- 
cado de un modo violento la propiedad colectiva, porque tims esos 
ataques vendrán y han venido ya las violencias con tra la propie- 
dad individual. 


2. El camino se anda. Prescindiendo por el momento de otras 
disposiciones (1), la ley de 2 de Setiembre de 1S41 proclamó sin 
ambajes el principio de la desamortización; y las propiedades de 
la Iglesia garantidas por títulos legítimos, y defendidas y san- 
cionadas con la posesión tranquila de numerosos siglos, fuei’on 
declaradas en virtud de esta ley, bienes nacionales. 

¿Se hallabadentro de las atribuciones exclusivas del Estado cl 
hacer semejante decIaracion?¿Podia adoptarse enjusticiay endere- 


w 

( 1 ) De que nos liaremos ca\*g‘o después cu 01100 ho"\mos lo hist n'i'i lonfal de la» 
fuuilacionos de caráetrr familiar. 
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cho tan jjravc y trascendental medida, sin consultar la autoridad 
legítima de la Iglesia, la autoridad Pontificia? ¿Quedó bien parado 
con aquella resolución el derecho áe propiedad't ¿Se verificó la 
enajenación en los términos y con las condiciones necesarias 
para el contrato de compra- venta? ¿Precedieron siquiera los trá- 
mites de la expropiación por causa de utilidad y conveniencia 
pública? ¿Se han logrado las ventajas que se prometieron los au- 
tores de aquella ley para la nación con la venta de los bienes 
eclesiásticos? 

Hé aquí una serie de cuestiones de importancia indisputable, 
de interés notorio, de suma gravedad, y que no obstante la di- 
versidad de su objeto y la ostensible variedad de su fin, resolve- 
ríamos gustosos en este libro. Cuestiones culminantes en la cien- 
cia del derecho, que entrañan los más elevados principios de la 
sociedad cristiana y de la sociedad civil, y cuya pavorosa tras- 
cendencia hubo de absorber un dia la privilegiada atención de 
los Prelados y publicistas más célebres nacionales y extranjeros. 

La índole de esta obra no permite que nos detengamos á dis- 
cutir los puntos indicados, limitándonos á dejar consignado que 
la Ley desamortizadora no mereció la aprobación de la Iglesia, 
cuyos derechos conculcaba, ni la de las verdaderas lumbreras 
de la ciencia, cuyos preceptos olvidaba ó desconocía. 

Por un respeto y consideración poco explicable dado los prin- 
cipios invocados por el legislador, quedaron excluidos de la 
venta: (1) 1.^ Los bienes pertenecientes á prebendas, Capella- 
nías, beneficios y demás fundaciones de patronato de sangre ac- 
tivo y pasivo: 2.® Los de cofradías y obras pías, procedentes de 
adquisiciones particulares, para cementerios y otros usos priva- 
tivos á sus individuos: 3.^ Los bienes, rentas, derechos y accio- 
nes que se hallaban especialmente dedicados á objetos de hospi- 
talidad, beneficencia ó instrucción pública: 4.^^ Los edificios de 
las iglesias catedrales, parroquiales, anejos ó ayudas de parro- 
quia; y 5.^ El palacio-morada de cada Prelado, y la casa en que 
habitasen los Párrocos ó sus tenientes, con sus huertos ó jardi- 
nes adyacentes. 

El Estado no creyó por entóneos deber disponer de los bienes 
pertenecientes á las fundaciones refeildas; quiso respetar el de- 


(1) Art. (3.^ de la ley. 



recho de los piadosos instituidores, lo mismo que el de las fami 
lias en cuyo favor existiese un patronato activo ó pasivo, y el alta 
objeto á que iban encaminadas las fundacionvis de esta clase* 
¿Era por ventura ménos respetable la voluntad de otros instUui-' 
dores? ¿ Era ménos digno, ménos útil y elevado el objeto á que 
respondian las fundaciones de otra dase? Esos derechos familia- 
res, de suyo respetables, y que se respetaron en la precitada Ley 
de 2 de Setiembre de 1841, ¿qué otro fundamento, en último tér- 
mino, podian invocar sino la legitimidad de su origen y la volun- 
tad de los fundadores? Un dia, señores de sus bienes, dispusie- 


ron de ellos á su antojo, les dieron la inversión que tuvieron por 
conveniente; instituyeron prebendas, beneficios ó capellanias, 
con el fin primario del sostenimiento y esplendor del culto; con 
el fin, secundario si se quiere, de favorecer á determinadas fami- 
lias mediante cierto género de llamamientos. Se enaltecen, en la 
disposición legal que nos ocupa, los derechos familiares, de que 


vamos á ocuparnos extensamente en el cuerpo de este libro, na- 
cidos primordialmante y en rigor de la voluntad del fundador, 
y se desconocen ó se ‘menosprecian otros derechos que se tun- 
dan en la misma base, que surgen de idéntica raiz, y que, por 
otra parte, *se dirigian si se quiere á un fin más alto, más exce- 
lente y principal. Apuntemos sin comentario alguno esta incon- 
secuencia de la desamortización. 


No puede ponerse en duda que estamos en terreno firme. So^ 
mos hombres de ley, y hablamos en nombre de la ley. ¿Se nos 
censurará por ello? 

Ya verán los que, por lo que dejamos dicho, nos juzguen apa- 
sionados defensores de la Iglesia, como no lo seamos ménos del 
Estado. 


Nunca nos han tenido, y esperamos que no nos tengan, de su 
lado, las exageraciones de unos ni de otros. Aparte de nues- 
tras convicciones religiosas, hallamos ligero por lo ménos el pro- 
ceder del legislador, y lo censura mospor patriotismo y lealtad. 

Y como esto lo hacemos á posteriori; como se han tocado so- 
radamente las consecuencias de una legislación á todas luces 
impiemeditada , hija de circunstancias excepcionales, pasajeras 
y transitoiias; como se ira visto y sentido prácticamente que el 
acer mal las cosas origina el que las cosas en sí den malísimos 
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resultados, no tenemos precisión de encarecer la sinceridad de 
nuestras convicciones, ni esforzarnos para patentizarla fuerza 
avasalladora é indestructible de nuestros razonamientos. 

Habia acumulación excesiva de propiedad. — ¿Se ha remediado 
este mal? Habia abusos, desviaciones en la aplicación ó destino de 
los bienes del clero. — ¿Se ha correg-ido esto por declararlos bienes 
de la nación? 

Si hoy, más serenos, se congratulan muchos de que hayan 
permanecido en pié escaso niimero de iglesias catedrales ó parro- 
quiales, preciosos y soberbios monumentos del arte cristiano, or- 
namento y gloriado pasadas generaciones, y riqueza inestimable 
de las presentes; si la conciencia pública rechaza toda profana- 
ción artística, y mejor aconsejada repugna el que los venerables 
Prelados de la Iglesia y sus celosos cooperadores en el ministerio 
evangélico tuvieran que mendigar sustento y morada con graví- 
simo desdoro de su carácter sagrado, de su alta posición, con 
funesto desprestigio de su autoridad, con lamentables consecuen- 
cias, sin duda, para el pueblo fiel, cuya dirección les está enco- 
mendada, ¿no hace esto mejor que cuanit) nosotros pudiéramos 
decir el elogio de las excepciones de aquella ley, y á la vez la 
censura de lo que en ella habia de poco meditado, de arbitrario, 

. de violento é injusto? 

Vindicamos aquí con sumo gusto los buenos principios , las 
buenas doctrinas, con el deseo de que no vuelvan á desconocerse 
y barrenarse. Quisiéramos que nuestra voz se tomase como voz 
amiga, como voz conciliadora y razonable en estas materias, en 
las cuales no nos mueve ninguna hostilidad hácia el poder laico 
y civil. Antes, por el contrario, nuestro deseo es el bien, la pros- 
peridad y el prestigio de la nación, que no debe olvidar nunca lo 

que se debe á sí misma, á sus tradiciones, á sus intereses más 
caros y respetables. 

¿Se agotaron los medios que aconseja la prudencia por aque- 
llos legisladores?¿Hubo para obrar como lo hicieron, moti\'os tan 
poderosos que no pudieran haber obrado de otro modo. 

Conteste á estas preguntas por nosotros la opinión pública, la 
opinión sensata y juiciosa del país. 

3. La Ley de 6 de Junio de 1S35; el Decreto de 26 de Julio de 
1844, y más tarde la Ley de 3 de Abril de 1S45, se propusieron 
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contener los efectos de la desamortización.— ¿Lo lograron?. . Los 
antiguos dijeron: Quod ab initio nuUum est, tractu temporis conva- 
lescere non potest; pero los modernos no nos cuidamos de máxi- 
mas semejantes, á ellas hemos sustituido una teoría; la de los 
hechos consumados, teoría que todo lo sanciona sin dificultaü. 

4. Vino en pos de la época esencial y fundamental desamorti- 
zadora un período de calma. Tiempo hacia que nuestros Prelados 
más ilustres clamaban con el vigor y el celo de su ministerio apos- 
tólico por la celebración de un nuevo Concordato (1). Celebróse 
este por último en 16 de Marzo de 1851, y ¡a Iglesia y el Estado 
declararon en él el derecho de adquirir que á la primera compele, 
por cualquier título legítimo, y el imperioso deber por parte del 
segundo de respetar esta propiedad, lo mismo en lo que concer- 
nía á los bienes existentes, que por lo que respetaba á los que en 
uso de su reconocido derecho adquiriese en lo sucesivo. 

Tal es el tenor del artículo 41 de aquel pacto solemne. El 42 
contiene una promesa por parte del poder eclesiástico de no in- 
quietar á los compradores de bienes eclesiásticos, que lo hubie- 
ren sido durante las pasadas turbulencias. 

. Los arts. 35 y 38 de dicho Convenio, previenen la pronta de- 
volución á la Iglesia de los bienes no vendidos á la sazón, y no 
comprendidos tampoco en la Ley de 3 de Abril de 1845, procla- 
mando á aquella como su verdadera propietaria. Pero atendida 
la utilidad, nos dicen las altas partes contratantes, que ha de re- 
sultar á la Iglesia, el Santo Padre aceptó que su capital se con- 
virtiera inmediatamente en inscripciones intransferibles de la 
Deuda del Estado de 3 por 100, cuyos productos habían de apli- 
carse, guardada la. debida proporción, á los gastos y necesidades 
de las religiosas y del culto. 

La Iglesia, pues, no aparece aquí como pretenden algunos asa- 
lariada del Estado; no pueden equipararse sus ministros á los em- 
pleados del órden civil. Las asignaciones eclesiásticas son, en ri- 
gor el producto del patrimonio de la Iglesia, sin que esas asigna- 
ciones respondan ni con mucho al inmenso capital que representan. 


(1) En 1737 se convino entre Clemente XII y Felipe V en el derecho de la Igle- 
»ia para adquirir bienes, si bien sujetando estos al pago de contribuoion. 
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¿Parecerá inoportuno que nos laméntenlos al tratar de esto 
asunto de las escasas y exíjuas dotaciones eclesiásticas, y muy 
particularmente en lo que se refiere al Clero parroquial, modelo 
de abnegación y desprendimiento, y á quien jamás se acude en * 
vano en demanda de auxilios para atender al socorro de las ca- 
lamidades públicas ó las necesidades privadas? 

Hay un punto sobre el cual no queremos tampoco ocultar 
nuestro dolor. No es sólo laindotacion del Clero un mal que exige 
pronto y eficaz remedio; la irregularidad con que han solido dis- 
tribuirse esas asignaciones, es otro de los motivos que contribu- 
yen á sumir á inumerables y beneméritos Sacerdotes en la mi- 
seria. En nombre de esos infelices levantamos la voz, en nombre 
de los pobres que llaman á su puerta. sin hallar el socorro que 
demandan, pedimos á los Gobiernos el pago decoroso y puntual 
de las sagradas obligaciones del culto y sus ministros (1). 



Doctrina canónica sobre administración de los bienes eclesiásticos.— Testimonios 
que revelan el verdadero espíritu de la Iglesia acerca de este punto. — Opiniones 
de algunos canonistas, y consecuencias importantísimas que de ellas se despren- 
den, — Disciplina de la Iglesia en lo ref erente á administración. 


1. La Iglesia se ha inspirado siempre en los más elevados y 
más puros sentimientos. El ardoroso celo que constantemen- 
te ha desplegado al defender sus derechos, no fué jamás pro- 
ducido por miras egoistas, ni por sórdidos proyectos de vil interés. 


Lalgiesia que predica la caridad y exhorta al sacrificio; que pres- 
cribe el desprecio de los bienes terrenos, y perseverante nos ex- 


(2) La injusticia con que se nos ha tratado por algunos no nos hará nunca cam- 
biar nuestro lenguaje en favor del clero. 
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cita al log-ro de los celestiales; que no hace consistir la felicidad 
del hombre en la azarosa posesión de eng-añosos tesoros, en el 
falso brillo de posiciones caducas, ni en el efímero poder de cor- 
ruptibles y fugaces riquezas, no habia de contradecir sus ense- 
ñanzas sublimes con menguada y torpe hipocresía; no habia de 
ofrecernos el repugnante espectáculo de una verg*onzosa contra- 
dicción; no habia de esterilizar su misión augusta, ni despresti- 
giar con su proceder la divina virtud de su palabra. 

Si con denuedo inquebrantable ha sabido vindicar sus dere- 
choS;, en nombre de la justicia^vulnerada, y la razón desconocida, 
ha sabido á la vez usar de esos derechos, de esas propiedades 
defendidas, de esas franquicias legítimamente otorgadas, en be- 
neficio de los pueblos. La propiedad de la Iglesia concedemos 
que no sea comparable bajo ciertos puntos de vista con la propie- 
dad particular, pero de esto á creerla dañosa y perjudicial como 
quieren algunos, hay un abismo. 

Asiento eterno é inmutable de sabiduría y de justicia es la 
Iglesia católica y dispensadora fidelísima de la caridad. De la ca- 
ridad que pospone las propias á las ajenas miserias; que no en- 
cuentra diques; que supera y arrolla todos los obstáculos; que 
vence y allana las más grandes dificultades; de la caridad que 
inflama el corazón hasta hacerlo capaz del heroismo, y cuyo 
fuego abrasador consume y borra en bien de los pueblos la pala- 
bra sacrificio. 

Por eso hemos dicho en su lugar oportuno que existen carac- 
teres especiales en la propiedad de la Iglesia, qup la diferencian 
profundamente de la propiedad particular, y después de haber- 
nos ocupado de esas diferencias en cuanto á la manera de adqui- 
rir y\nxh\anáo con ese motivo de nuestras antiguas leyes sobre 
amortización, y de las modernas desamor tizador as, nos cumple 
ahora hacer un rápido exámen de las restantes, y tratar con el 

detenimiento que merece la importante materia de su adminis- 
tración. 

Ls verdad que por efecto de la legislación que dejamos rese- 
ñada han desaparecido en España del patrimonio eclesiástico los 
cuantiosos bienes que lo constituian; mas no por eso deja de tener 
interes para nosotros en este momento, y para nuestros lectores 
el estudio de las sabias disposiciones que regulan esta materia^ 
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lan poco conocida y acci'ca de la cual existen no pocas y ex- 
í ra fi as p reoc n | >; i c iones. 

La propiedad (le la fglesúi es comunmente llamada por los Pa- 
dres y escritores eclesiásticos, Patrimonio de los pobres^ Voto de 
los líeles, Precio de los pecados; sig'niíicativas. denominaciones 
eon las admirablemente se dá á entender el concepto que á 
]a Ii;lesía merecen los bienes leinporales, y el uso piadoso que de 
los mismos luciera, r(q)utándose más bien cine propietaria de ellos 
su administradora. 

Y tanto es esto así, y tan arraigada se hallan estas ideas en 
el espíritu acendrado de los Padres y Doctores católicos, que el 
ilustn'. Abad dc^Claraval, no vacila en explicarse en estos térmi- 
nos: Pes pauperum non daré panperUms, par sacrilega crimen esse 
dignoscilur. Sane paírimonia pauperum sunt facullates Ecclesia- 
rum. Y en otro lugar, dirigiéndose á los sagrados ministros, les 
insti iiye de esU\ manera; Conceditur tibí si bene deservis, ut de al- 
tari vivas, non ut de altari luxtirieris, ut de altari superbias, 
QuidíiuidpraiteAniecessa victumac sinipliceni vestitum de al- 
iar i retines, tuiim non est, rapiña est, saa ilegiuni est. 

Tan magnííicos y sublimes (>rinci|)ios, culos que vemos refle- 
jarse con toda su vivaíza el íuego puriílcador de la caridad cris- 
tiana, entrañaban una consecuencia que esplícitamente formuló 
el Concilio de Aquisgran: Nec illi qui sua possidentes dari sibi ali- 
quid volunl, sitie grandi peexaío silo unde pauper vic turuserat ac- 
cipiunt. Es terminante y absoluto el precepto. El Concilio consi- 
dera á los pobres eomo verdaderos acreedores, y declara en su vir- 
tud gra\ emente, ilícito el acto de retener lo que les pertenece. 

Mas no paró en esto la Justicia previsoi'a del legislador. Ved 
cómo s(‘ expresa en la sesión 25, cap. 1, el Santo Concilio gene- 
ral de Trenlo, combatiendo el ne[)Otismo posible de algunos Pre- 
lados: i\'e e.v redidbus Keelesiiv consanguíneos familiares que suos 
aligere sludeaul cum ct Cánones Apostolorum prohibeant, ne res 
Ecelesiasíiea\ (¡luv 1)ei suní, eonsanguineisdonent. 

jSublinu' l('gísIacion inspirada por entero en la justicia más 
extricla! Las cosas (adesi;\sticas, son cosas de Dios, el cual no 
tiene acepiuon de fxusonas. LosPiadados de la Iglesia, obrando 
como tales, delum ejerc('r su ministerio augusto en nombre de 
Dios; cu nombre', y solo en nombre de la verdad y la Justicia, do 



la que son á la vez los representantes yxustodios. Esas r(;nlas, 
esos beneficios, esos cargos, cualquiera que sean, deben ser dis- 

ensados y conferidos tarnquam Deo intiiente, sesuu la scnlcncia 
significativa y enérgica de los Cánones Apostólicos. 

2 No hay, pues, que admirarse de que en vista de tales pre- 
cedentes, del origen de los bienes clesiásticos y del genero de 
inversión que había de darse á sus productos, los canonistas ha- 
yan disputado acerca del dominio d(i estos bienes, y que haya 
habido algunos que se lo atribuyan imica y exclusivamente á los 


pobres. Semejante teoría es insostenible en buenos y rigorosos 
principios jurídicos. Sobre esta cuestión, como sobre tantas otras 
calurosamente debatidas en su tiempo, emitióla autoridad de su 
fallo y la asombrosa claridad de su ingénio el ángel de las escue- 


las, haciendo la debida distinción entre los bienes eclesiásticos 
destinados á los pobres, y los provinientes de prebendas y otros 
beneficios. Hé aquí cómo discurre el santo doctor acerca de es- 
tos últimos: In secundis vero bonis, dice, non commititur pccca- 
tum nisi per abusum sicuti et de bonis patrimonialibus, unde non 
tenetur ad restitutionem, sed solum ad pemitentiam perayendam. 
Idéntica es la opinión del sábio Pontífice Benedicto XIV, consig- 
nada en el lib. 7.®, cap. II, de Sínodo diocesano. 

Y no es posible que sea de otra manera. La Iglesia ha sido 
siempre la adquirente de sus bienes, en el rigor de la más extricta 
justicia; ásu favor se han otorgado los títulos traslativos de do- 
minio, que no podian ser de otro modo eficaces en derecho, da- 
das las legítimas condiciones de aquella, para poseer y ad- 
quirir. 

Congratulémonos, sin embargo, de que se hayan suscitado 
este género de cuestiones, pues al calor de la discusión ha brota- 
do la luz, la verdad y el justo medio. 

Poseedora la Iglesia de bienes inmensos, depositados en sus 


manos por la piedad fervorosa de los fieles, opulentamente rica 
en el sentido deslumbrador que dá el mundo á esta palabra, de- 
bía serlo mucho más en virtudes y merecimientos sublimes, en 
abnegación y desprendimiento, en solicitud y en amor. Aquí te- 
néis ya compensada, regularizada y sometida á leyes sábias y 
previsoras la propiedad de la Iglesia; aquí teneis el por qué la 


/i 



l^lt'sia lia dcvucUo á los pueblos ccnluplicado eí riquísimo tesoro 
que de ellos recibiera. Ved cómo levanta esas mag-níficas Cate- 
drales, esos edificios suntuosos, creación atrevida de génios ins- 
pirados, en donde el arte auxiliado por la fé, derrama las belle- 
zas de su inagotable l'ecundidad, y hasta tal punto enaltece y su- 
blima la materia, que parece transportarla hasta las esferas del 
ideal. Contad, contad, si podéis, los establecimientos benéficos, 
las instituciones de caridad debidas á la Iglesia, y decidnos im- 
parcialmentc si con ellas no ha sabido satisfacer las verdaderas 
necesidades sociales. 

Y cuando hayais enumerado esa portentosa serie de benefi- 
cios; cuando hayais registrado los infinitos monumentos que eri- 
giera la potente mano del catolicismo, para gloria imperecedera 
del arte, para conservación y cultivo de las ciencias, para orna- 
mento y esplendor de las naciones civilizadas, para provecho, 
en fin, y utilidad indisputable y constante de la humanidad, juz- 
gad entonces si fué nocivo, si fué perjudicial que la Iglesia po- 
seyera un dia cuantiosos bienes y propiedades; juzgad si era la 
avaricia el móvil que le impulsara a defender sus derechos; juz- 
gad si aquella posesión era estéril, como se ha pretendido, y 
hasta gravosa y perjudicial a los pueblos; juzgad, por último, si 
era la Iglesia, ó la sociedad mas bien, la que obtuviera ventajas 
positivas do aquella tan decantada propiedad. 

La historia y la crítica imparcial tienen ya emitido su juicio. 
Las naciones ostentan rastros maravillosos de luz, quq indican 
al viajero las bienhechoras huellas de la Iglesia. Los pueblos se 
enorgullecen hoy con los monumentos y las instituciones que 
creara el hálito fecundo del catolicismo; en todas partes res- 
pladcce y brilla con imponente majestad la influencia católica; 
teje en todos los pueblos la corona inmarcesible de sus glorias 
nacionales, y llena con el venerando símbolo de sus hazañas he- 
róicas el mejor cuartel de sus escudos. 

¡Oh, sí! El catolicismo representa lo más noble, lo más eleva- 
do y grandioso en la tierra. Su historia es el triunfo de la ver- 
dad y del bien, de la justicia y de la virtud; su gloria eclipsa el 
débil es()lendor de las cosas humanas, como su poder sojuzga la 
inquieta y turbulenta acción de todas las luerzas mundanales. 


Por eso es eterna 


la diadema sagrada de la Iglesia; por eso es 
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sin par la brillantez que la circunda; por eso su fulgor supera á 
todos los humanos esplendores. 

Sed justos, sed imparcialcs; apresuráos á reconocer cuanto 
dejamos dicho en honor, solo en honor de la justicia y la verdad. 

4. Continuemos el examen- de las disposiciones que reglan 
en materia de administración- La Iglesia propietaria tenia y de- 
bía natural y lógicamente tener el derecho de administrar, y en 
efecto administró, los predios diferentes que poseia. No siempre, 
sin embargo, observó acerca de esto la misma disciplina. 

En los primitivos tiempos hubo de prevalecer e! sistema de 
una administración general en cada Diócesis, formándose con el 
producto de todos los bienes un acerbo común, que se distribuía 
equitativa y prudentemente á las Iglesias y ministros del Obis- 
pado, por el respectivo Diocesano. Este sistema, que se conser- 
vó hasta el siglo VI, según se colige del Concilio de Orleans, 
y que sin duda tenia la ventaja de consultar á las necesidades 
de las Iglesias, y á los méritos y servicios, siempre y por preci- 
sión desiguales de los sagrados ministros, embarazaba en cierto 
modo las importantísimas funciones del ministerio Episcopal, y 
dió Origen á ese prestigio y considéracion de que vemos rodea- 
do desde entonces el arcedianato, por más que después se ins- 
tituyese el ecónomo ó administrador subalterno del Obispo, pri- 
meramente en algunas Iglesias, según aparece del Canon 8." del 
Concilio de Gangres, y luego en las restantes, á consecuencia 
del Canon 26 del Concilio de Calcedonia. 

Sabido es que por entonces se dividían en cuatro partes, si 
bien no exactamente iguales, los fondos eclesiásticos. Era la pri- 
mera para el Obispo; la segunda para el Clero; la tercera para 
los pobres, y la cuarta para los reparos y atenciones precisas 
de la Iglesia: forma de división mandada observar i’eligiosamcn- 
te por los Sumos Pontífices, como puede verse en el Cánon 28, 
causa 12, cuestión 2.*, que contiene un precepto del Papa Gelasio 
á los Obispos de Lucania. Por lo que respecta á la Iglesia de 
España, se hacia la división en tres partes, estando comprendi- 
da en la del Obispo la correspondiente á los pobres; así se de- 
duce de los Concilios de Braga, de Toledo y el de Mérida. 

Pero el sistema centralizador de que dejamos hecho mérito 



oírecia dificultades siempre crecientes, con el prog'rcsivo au> 
monto que sin interrupción rccibian los bienes eclesiásticos, y 
se hizo indispensable variarlo, sustituyéndolo con el sistema 
benclicial. 

En su consecuencia qucdai'on asignadas exclusivamente á las 
respectivas iglesias, las rentas procedentes de los predios que 
les [)crtcnecian, destruyéndose de esta manera su antigua solí-’ 
daridad. Y, ¡cosa por cierto digna de observarse! No obstante, 
haber desaparecido el acerbo común, todavía en el siglo IX nos 
hablan los monumentos canónicos de la parte correspondiente a 
los pobres, cual si á la sazón se conservase la primitiva división. 
La disciplina habria podido variar por la fuerza de la las circuns- 
tancias; habría podido adoptarse un sistema nuevo; pero el es- 
píritu y las aspiraciones de la iglesia peiananccieron idénticos; 
su amor á los pobres se conservó inalterable, constante é inal- 
terable también su tierna y caririosa solicitud en favor de los 
desvalidos. 

Nada importaba que se hiibiese establecido, porque se cre- 
yera más conveniente, una forma distinta en h\ prcccpcion y cUS’ 
tribucim de los frutos eclesiásticos; era puramente una variación 
de método, un cambio de sistema; pero que siempre obedecía á 
los mismos principios, siempre consultaba á los mismos intere- 
ses, siempre respondía á necesidades idénticas. 

La erección de los Bene¡icios eclesiásticos, fué la creación si- 
multánea de otras tantas fundaciones de beneficencia y de cari- 
dad, cuyos copiosos resultados habrían de contribuir poderosa- 
mente á la prosperidad y ventura de los pueblos. La legislación 
canónica hacia de los beneficiados una especie de administra- 
dores, que en conciencia estaban obligados á socorrer y Icvan^ 
lar la miseria do quiera que existiese. Así es como el catolicis- 
mo ha ejercido siempre su santa y protectora misión en favor de 
lodos sus hijos; así es como ha enjugado las lágrimas de los que 
padecen; así como ha conjurado desastrosas tempestades socia- 
les, y resuelto problemas cuya solución se busca en vano fuera 
de la salvadora doctrina del Evangelio. 

Observará el lector que vamos siguiendo un método riguroso 
para pre[>arar su juicio al estudio, objeto principal de osla obra; 
siempre empero procurando condensar mucha doctrina en po- 
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cas páginas, siempre obedeciendo á las condiciones económicas 
y editoriales de este libro. 


VIL 


Vroiiibicion d« enagenar bienes eclesiásticos. — !¿igaifi.eado canónico de la palabra 

Causas qae 2a aaitoi'izan.— -Solenmidades previamente requeridas.— 
Exposición de la Extravagante Anhitiosce de Paulo II. 


1. Llegamos al estudio del úUimo carácter que separó y dis- 
tinguió la propiedad eclesiástica de la propiedad particular, y jus- 
to es consignar hasta qué punto se nos ofrece á cada paso oca- 
sión de admirar el recto espíritu y la profunda sabiduría que dis- 
tingue siempre, y en todo, al derecho de la Iglesia. Razón escri- 
ta, llamaron los jurisconsultos al Código inmortal de la soberbia 
Roma, no obstante su génio esclusivista, sus prescripciones for- 
mularias, su nimia ritualidad, y hasta sus errores trascendenta- 
les en determinadas materias; y si calificativo tan honroso ha 
sido generalmente aceptado por la ciencia, llena de entusiasmo 
al examinar el maravilloso conjunto de aquel derecho, la inflexi- 
ble consecuencia de su sistema, la precisión y fijeza de sus prin- 
cipios, su simétrica estructura y sabia organización, en verdad 
que no podría tachársenos de exajerados, si impelidos por moti- 
vos mucho más poderosos, nosotros acomodásemos aquella frase., 
y empicásemos epíteto tan sublime, tratándose de calificar el cú- 
mulo de disposiciones sapientísimas comprendidas bajo el nom- 
bre de legislación ó derecho de la Iglesia. 

Y claro es que no podia haber paridad entre" legislaciones, 
que las más veces arrancaban de opuestos principios. Generacio- 
nes que yacían hundidas en el polvo de la degradación y de la 
miseria; que manchaban su frente con el lodo de aberraciones 
monstruosas y de crímenes nefandos, permitidos y hasta santifi- 
cados por una religión impura; pueblos que habían borrado de 
su mente las más claras nociones dcl derecho natural, que hasta 
>eran impotentes para definirlo; que en su ignorancia confundían! 




los seres irracionales con ia nobilísima criatura, imagen fiel de su 
excelso y omnipotente Hacedor; pueblos sumergidos en el fango 
de ominosas pasiones, de juicio corrompido y de estragado cora- 
zón, ¿cómo habian de remontarse á las sublimes y maravillosas 
alturas de ia idea cristiana, á los elevados conceptos que el Evan- 


gelio hace germinar en la human,a inteligencia, á esos principios 
de bondad y de rectitud, de moralidad y de justicia, que el cris- 
tianismo predica, y que constituyen la base esencial de todas las 
legislaciones dignas de este nombre? La legislación pagana se ha- 
llaba envuelta y como ahogada por sombras, que la mayor ins- 
piración del genio no habria logrado nunca disipar; partia de un 
origen erróneo y por demás vicioso; se fundaba en principios que 
la razón rechazaba como absurdos, y condena la dignidad del 
hombre como depresivos. 

Pues bien; esas sombras se desvanecieron ante la clarísima 
y divina luz del Evangelio; esos errores fueron disipados por la 
fuerza prepotente de la palabra católica; esas nociones adultera- 
das ó incompletas, fueron restablecidas en su primordial vigor, 
ó perfeccionadas desde que Jesucristo ilustró la ley natural, cuyo 
conocimiento estaba en el hombre degradado y oscurecido. Todo 
debió cambiar, y todo ha cambiado en efecto, desde que se dijo 
á los pueblos que para lodos había un mismo Padre, una misma 
Providencia y un mismo amor. 

El gobierno, las leyes, el derecho de gentes, todo ha sufrido 
radicales modificaciones, porque los gobernantes supieron que 
eran hermanos suyos los gobernados, y los legisladores no pu- 
dieron prescindir al dar las leyes, del amor que se les dijo debian 
á sus semejantes. Las naciones, bajo la influencia de tan grandes 
ideas, llcgaroñ á persuadirle, como ha dicho Montesquieu, «que 
en la paz debian procurarse unas á otras el mayor número de bie- 
nes, así como no causarse en la guerra sino el menor número de 


males.» 


La legislación canónica que, examinada en sus fuentes princi- 
pales, coexistió con el cristianismo, ejerció desde luego su salu- 
dable y decisiva influenefa en la reforma de los Códigos, convir- 
licndo, según dice un escritor, «el antiguo derecho en una sua- 
ve aplicación de los eternos principios de la justicia alas ne^ 
cesidades de la vida humana y social.» Las leyes de la Iglesia 
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son la síntesis de una razón cristianamente ilustrada, no háe.ia el 
bien privndOf sino hacia el bien común que reconoce por el mejor 
guía y agente la universal fraternidad que vino Jesucristo á es- 
' iabiccer en la tierra. No es culpa del cristianismo que haya hom- 
bres injustos: los mismos excesos morales prueban la sublimidad 
de la doctrina católica; pues ‘solo una institución divina habria 
podido resistir a los empujes de la fuerza y á las constantes des- 
viaciones de las ideas. 

Hoy mismo, en medio de los extravíos de la sociedad, ésta es- 
pera regenerarse por el cristianismo, y á la sombra de esta gran- 
de institución se cree posible que se salven todos los derechos 
que da la ley, y todas las leyes que constituyen el derecho. 

Véase la confirmación de estas doctrinas en la materia que 
DOS ocupa. 

La Iglesia reputó desde un principio del mayor interés la con- 
servación de los bienes que constituían su patrimonio, y acudió al 
único medio posible de lograr esto, á la prohibición de enagenar- 
íos. En el siglo IV se dictaron ya disposiciones terminantes sobre 
este punto, como puede verse en el canon 39, Causa 17, Cues- 
tión 4.% en donde insertó Graciano un cánon formulado por el 
Concilio V de Cartago. Cónstanos igualmente esta disciplina de 
Jas Epístolas de San León á los Obispos de Sicilia, y de la de Hi- 
lario, su inmediato sucesor, á los Obispos de las Gallas. En el 
último tercio del siglo V publicó el Emperador León su célebre 
Constitución, contenida en la Ley 14 del Código, estableciendo la 
misma prohibición para las Iglesias de Constantinopla. Anasta- 
sio hubo de extenderla á todas las del Patriarcado, y Justiniano, 
por último, mandó que fuese Ley general en todo el Imperio. 

El Estado aceptó sin reserva la legislación de la Iglesia, com- 
prendiendo el poderoso fundamento en que se apoyaba. 


2. Así, pues, la prohibición de enagenar los bienes eclesiásti- 
cos, puede decirse que es contemporánea de la facultad misma 
de adquirirlos; y hasta tal punto se mostró la Iglesia celosa de la 
custodia y conservación de los bienes que adquiría, que bajo la 
palabra enagenacion, no solamente comprendía toda traslación de 
dominio, propiamente dicha, sino también la dación en prenda, la 
hipoteca, la enjiteusis, el usufructo, la transacción, y el contrato 
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de arrendamiento por más de tres años. Es decir, las demembra- 
ciones ó modificaciones parciales más comunes del derecho de 
propiedad. 

Sin esc espíritu conservador ¿habría sido posible á la Iglesia 
realizar tantas maravillas? 

j 

3. No era, sin embargo, y esta es una doctrina que conviene 

populailzar, no era tan inflexible y absoluta la legislación canó- 
nica en la materia que nos ocupa, que alguna vez no permitiese 
la enajenación; lo contrario hubiera sido sancionar un absurdo, 
.y aun oponerse á los altos fines de la misma prohibición. Cesaba 
ésta por tres causas: Por necesidad; 2.® Por piedad; Y Por 

utilidad. Se trataba de solventar una deuda legítima, de socorrer 
á los necesitados, ó de mejorar los prédios adquiridos... La ena- 
genacion en tales casos era lícita, y está más aún que permitida, 
prevenida. 

Recordamos á este propósito la profunda concordia que se 
observa entre la legislación piadosa de la Iglesia y el sabio de- 
recho de Castilla. Hé aquí cómo se expresa D. Alonso en la Ley 
1.^, tít. XIV, Partida I. Enumerando diferentes legítimas causas 
de enajenación, dice: ((La 1.*, por gran deuda que debiese la 
Iglesia, que non se pudiese quitar de otra manera ; la 2.*, para 
quitar sus parroquianos de cautivecio, si non oviesen ellos de 
que se quitara; la 3.*, para dar de comer á los pobres en tiempo 
de hambre; la 4.*, para facer su eglesia; la 5.®, para comprar lo- 
gar cerca de ella para crescer el cementerio; la 6.*, por pro de 
su eglesia, como si vendiese ó cambiase alguna cosa que non 
fubse buena para comprar otra mejor.» Las sábias y católicas 
prescripciones de esta Ley nos hacen recordar aquella hermosa 
sentencia de San Ambrosio: Aurum habet Ecclesia, non ut servet, 
sed ut eroget in necesitatibus . ¿Qué principio podria citarse en las 
legislaciones paganas que compararse pudiera con tan sublime 
precepto. 

Paso, paso repetimos, paso á la verdad en estas materias. • 

. I 

4. Si justo era que, existiendo las causales referidas, se au- 
torizase la enajenación de los bienes eclesiásticos, necesario era 
también inquirir, con el detenimiento y precaución posibles, si 
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existían ó no esos motivos Icg-alcs. Hé aquí por qué, scg-un la 
disciplina antigua, se discutían esta clase de asuntos en cl Conci- 
lio provincial. 

La disciplina moderna, inspirándose en los mismos principios 
que dejamos consignados, ha prescrito ciertas formalidades pré- 
vias, que pueden reducirse á las siguientes; 1.® Discusión ámplia 
y razonada de los motivos para la enajenación, tenida ca Cabildo, 
cuando de sus bienes se trate; 2.“ Consentimiento de la mayoría; 
3.° Otorgamiento de instrumento público firmado por todos los 
Capitulares, ó autorizado solamente por un Notario, si así fuese 
la costumbre; 4.* Consentimiento del Patrono, cuando proceda en 
derecho; 5.“ Aprobación de la Santa Sede en donde esté recibida 
la constitución AmbUiosíe de Paulo II; y 6.'' y última, el consen- 
■timiento y la aprobación del poder temporal. 

La Iglesia considera bastante la autorización del Obispo ó de 

su Vicario general, por lo que hace á la enajenación de los bie- 

•> 

nes parroquiales. 

Fácilmente se comprende la alta sabiduría, la gran razón en 
que se apoyan las antedichas prescripciones. El legislador cons- 
pira en general á proteger la propiedad eclesiástica; consulta en 
estos asuntos á lodos los. intereses legítimos, y procura por todos 
los medios proporcionarse garantías de acierto. 

En España es absolutamente indispensable obtener el consen- 
timiento del poder civil, siendo muy significativas y pertinentes 
á este objeto las notas 1/ y 2.^ de la Ley 2.% tít. V, libro I de la 
Novísima Recopilación. 

5. Era consecuencia natural que, después de mostrar tanto 
interés en la guarda y conservación de los bienes eclesiásticos, 
se fijasen severísimas penas contra los trasgresores de este de- 
recho. Además de la nulidad esencial que afectaba necesaria- 
mente á los contratos celebrados sin los debidos requisitos, la 
disciplina antigua, aceptando la jurisprudencia establecida por la 
Constitucioivá.Q\ Emperador León, relativa á las Iglesias de Cons- 
tantinopla , fulminé la terrible pena de la deposición contra los 
espoliadores de la Iglesia. 

Publicóse en tiempos más próximos la mencionada Extrava- 
gante de Paulo II, y áun ántes que ésta , la prohibición del Con- 
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cilio ecuménico de León, en el pontificado de Gregorio X, inserta 
en el Sexto de las Decretales. Continuó la Iglesia desplegando 
lodo su rigor contra los violadores de sus derechos; impuso ex- 
comunión á los que enajenaban y recibian , y áun señaló otras 
penas especiales cuando eran Obispos ó eclesiásticos de órden 
interior los infractores. ¡ Provechosa severidad, bajo cuya som- 
bra podían conservarse únicamente bienes que pasaban sin cesar 
á dilereutes poseedores! ¿Qué hubiera sido en otro caso del cuito 
y de sus ministros? Y más que esto, ¿á qué habria venido á parar 
el patrimonio santo de los pobres? 

Seguros estamos de haber logrado modificar las opiniones de 
algunos respecto á la legitimidad y motivos poderosos de la 
amortización eclesiástica con lo que dejamos dicho. 

Pero se creyó un obstáculo político, un obstáculo económico^ 

ó ambas cosas el remedio hubiera sido fácil; la Iglesia no se 

hubiera negado á él. De esto á proceder sin consultarla á la anu- 
lación de sus derechos, es y será siempre obrar de ligero, obrar 
contra toda razón y toda justicia , y por lo tanto de un modo per- 
fectamente censurable y digno de una crítica imparcial y desapa- 
sionada. 


4 


SECCION SECUNDA 


Beneficios eclesiásticos 


en general. 


VIIL 


Beneficios eclesiásticos.— N iiturnleza y caract 'vos quo le sou provios.— Divi- 
sión, distribución, conservaciou, aimn uto y disminución <io los mismos. 


1 . Siguiendo el estudio de los precedentes que dcljcn servir- 
nos para nuestras sucesivas observaciones, y antes de entrar en 
el examen detenido de la novísima ícijislacion en materia de Ca- 
pellanías, vamos á dar una ligera idea de un punto pertinente y 
sobre el cual se ha escrito mucho. Nos referimos al derecho 
Beneficial, tema inagotable de acaloradas contiendas, de con- 
troversias, muchas veces sostenidas con mejor intención c[iie 
acierto, y en daño no pocas de la Iglesia, del esplcndar del culto 
y el bienestar de sus ministros. 

Sólo olvidando ó desconociendo la naturaleza'y carácter de 
los Beneficios eclesiásticos, han podido dividirse en ocasiones mil 
las opiniones de los tratadistas, produciendo en la práctica con- 
flictos de trascendencia suma y que sin reserva alguna no pode- 
mos menos de lamentar. 

Los encargados de- dirigir, de gobernar el rebaño místico de 
Jesucristo, ejercen una potestad divina que les es inherente, que 
se trasmite de unos en otros, cuya existencia ha sido, es y será, 
según las promesas del Señor. 

La unidad del ministerio espiritual comprende en sí mismo el 
derecho y la obligación de dosempeñar una parto de esa potes- 
tad á que nos hemos referido en diversos pasajes de esta obra; 
potestad que se confiere en virtud de un título permanente 
que se denomina Oficio, La confusión de las palabras Be- 
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nc{icio y Oficio ha dado m'arg-en á muchas divergencias, no obs- 
tante lo facilísimo que nos parece separar para la completa inte- 
ligencia de esta materia, el Oficio y la dotación que le es propia 
para el sostenimiento del que lo sirve. 

Reciprocidad de derechos y obligaciones constituyen el lazo 
íntimo que une á las criaturas con su Criador y á los hombres 
entre si, de tal manera y hasta tal punto, que no concebimos la 
existencia de un derecho , sin la idea de un deber. De la armonía 
de esos dos elementos poderosos de la acción de la justicia y del 
bien, proviene el equilibrio social, que la Iglesia nos ofrece reali- 
zado en su Organización misma, y hasta en la constitución de los 
llamados á secundar las altas miras, los sublimes mandatos de 
su divino Fundador. 

No es siempre posible separar en la práctica ideas que en la 
esfera de la inteligencia se explican y comprenden desunidas 
perfectamente. En la sencillez de la primitiva disciplina eclesiás- 
tica no fueron precisas muchas disposiciones para arreglar la 
materia beneficial, ya se consideren los cargos en lo que se re- 
fieren al ministerio sagrado, ó al derecho que á su ejercicio va 
unido de percibir los que ios desempeñan lo suficiente para vivir. 
Lo que constituye la, obligación es lo esencial, lo invariable, lo 
perpétuo; lo que forma el derecho, lo accidental en el caso que 
nos ocupa. 

Unanse esas dos ideas, y tendremos la verdadera definición, 
la explicación más satisfactoria de lo que debe entenderse por 
Beneficio eclesiástico, palabra que no vemos usada en el derecho 
canónico hasta el siglo VIL — Título perpétuo en virtud del cual 
se desempeña un cargo en la Iglesia, y al que va unido el derecho 
de percibir el que lo sirve y, á título del mismo, su decorosa susten^ 
tacion; de este modo concebimos nosotros el Beneficio^ y así de- 
finido se concilia, en nuestro humilde juicio, lo esencial y lo acci- 
dental es que en la región de la idea es permanente y lo que pue- 
de muy bien separarse sin esfuerzo ni violencia. 

La unidad y la perpetuidad son caractéres inherentes á los 
Beneficios eclesiásticos. A éstos va unida una obligación inex- 
cusable, imprescindible, que es la resideneia, en los que ejercen 

funciones de un orden tan elevado, de un orden tan superior, en 
todos sentidos. 


Sin la perpetuidad no se explica el ejercicio sacerdoLal, no se 
concibe clsosLeniiniento y la vida de la Iglesia, no seria posible su 
duración en todos los tiempos, en todos los siglos y las edades- 

Ni los Bcneíicios que traen su origen de la asignación de bie- 
nes hecha por los Obispos, verificado el cambio de sistema en la 
administración de las rentas eclesiásticas según dejamos dicho; 
ni los creados en iguales términos con las donaciones en favor 
de las iglesias, ni los debidos á fundaciones particulares ó fami- 
liares con reserva del derecho de Patronato, han alterado el ca- 
rácter de perpetuidad, propio del ministerio sacerdotal, ni alte- 
rarlo podrían. La doctrina apostólica y la disciplina constante de 
la Iglesia, nos presentan la perpetuidad de los íieíieficios eclesiás- 
ticos, como un hecho que no han bastado á alterar ni la división, 
territorial, ni la separación de cargas, ni las diversas formas de 
administración de los bienes y la percepción de sus frutos (1). 

La perpetuidad, así considerada, es un bien de incalculables 
consecuencias; responde a elevadas miras en el órden religioso 
y moral, y reporta no escasos beneficios a la sociedad cristiana, 
siendo gravísimos los males que se seguirian de su desaparición. 

El cumplimiento del ministerio eclesiástico seria imperfecto 
si no tuviese éste un carácter de unidad personal, si pudiera dar- 
se el caso de conferirse á varios clérigos un mismo Oficio, ó va- 
rios Oficios á un sólo clérigo: ni una, ni otra cosa son posibles; 
ni una, ni otra cosa han admitido los Cánones de la Iglesia uni- 
versal, por mas que algunos hayan querido ver muestras de to- 
lerancia en este punto en disposiciones cuyo espíritu ríb han son- 
deado bastante, ó han interpretado con notoria parcialidad en ta- 
les casos. 

Los Concilios de Calcedonia en su cánon X; el Segundo de 
Nicea; el Lateranense IV, cánon XX, y el Tridentino, demues- 
tran cuál ha sido la opinión de la Iglesia en este punto (2). 


(1) El Decreto de Graciano en los cánones 2 .<>, disfc. 70: 3 .« dist. 72: causa 7 .'\ 

cuest. 1.»; 3 0 ^ . y ^ causa cuest. 2 .^' — ’Íj'íxq Decretales de Gregorio X-JTen 

los capítulos 1 . 0 , tít. ( 1 , lib. 3: 2.0 y 3.0, tít. 4, iib. 5: 2.0 tít. 35, lib. 3: 3:‘\ tít. 33, lib. 5: 

* tít. 6, lib. 3; y el Sexto de Decretales^ capítulo único, tít. 18, lib. 3, tratan de la 
'perpetuidad de los Beneficios eclesiásticos, no abandonando en su consecuencia al 
c érigo enfermo, al imposibilitado, ni aún al removido por ciertas causas. 

(2) El Decreto de Graciano en los cánones 2.*^, dist. 70: l.‘\ dist. 80: 41", causa 7.* 
Cttest. 1.»: 3.", causa 10.% cuest. 3.'^; 2.% causa 21.“, cuest. 1.“: 1." y 3.", de id,, id.-^ 




En España la unidad real y personal se ha mantenido con 
jandable celo, confirmándola diversos Concilios Toledanos, y el 
de Mérida, canon 19. La Ley 5.% tít. 16, Part. l.«, la 4.‘, tít. 13, 
lib. I."" de la Novísima Recopilacian, y el art. 19 del Concordata 
de 1851, en cuya conformidad se dictó el Real decreto de 14 de 
Noviembre del mismo año; citas que nos escusan de dar en 
este momento mayores explicaciones sobre el particular. 

Si en determinadas épocas ha podido resistirse el cumpli- 
miento exacto de las prescripciones severísimas en cuanto á la 
unidad real y personal de los Beneficios eclesiásticos; si la codi- 
cia ha inventado recursos ingeniosos para eludir este debef 
inescusable, no ha sido menor el celo desplegado por los Pontí- 
fices y los Concilios para restablecer en toda su pureza la disci- 
plina de los primeros tiempos, que ha sido ley constante y fija 
de la Iglesia universal, salvas altas razones de necesidad y uti- 
lidad de fundación, supresión ó causas contadísimas, y con res- 
tricciones oportunas que no necesitamos enumerar, pero que pa- 
tentizan el acierto y la prudencia con que ha obrado siempre 
la Iglesia en todo y para todo. 

La ley de la residencia no es ménos severa que la relativa á 
la unidad real y personal, tratándose de los Beneficios eclesiásti- 
cos, y sobre este punto citar podríamos multitud de escritos, elo- 
cuentes Pastorales, fuentes de doctrina purísima, mantenida in- 
cesantemente por la Iglesia. 

La ordenación fué inseparable en los primeros tiempos de la 
agregación á un título, y de la regidez en la observancia de este 
precepto dimanan bienes incalculables, que no necesitamos enca- 
recer á nuestros lectores. La ley de la residencia comprende á to- 
dos los eclesiásticos sin distinción, salvas marcadísimas excep- 
ciones, que por utilidad común están establecidas, y hay severas 


Las Decretales, capítu'os l/>, tít. 28, Ub. 1: 2.<>, tít. 28, lib. 1: 13.^ tít. 5, lib. 3: 3.<>, 
tít. 4, ]ib. 3: 5.0, tít. 5, lib. 3: 4.<5, tít. 14, lib. 1: 7.o, tít. 5, lib. 3; ll®, tít. 5, lib. 3; 20.o, 
tít. 5, lib. 3: 9.0, tít. 8, lib. 3: 18.o, tít. 5, lib. 3: 28.o. tít. 5, lib. 3: 30.o, tít. 5, lib. 3; 7 
5J.O. tít. 6, lib. 1— El Sexto de Decretales en los capítulos 1-5, tít. 6, lib. 1: 3.o, tít. 16, 
lib. 1: 1.0^ tít. 4, lib. 1: 21. o, tít. 4, lib. 3; y el 7. o, tít. 3, lib* 1. — Las CJementinas, capí- 
tulo único, tít. 17, lib. 1: 1.0, tít. 2, lib. 3: 3.o, tít. 2, lib. 3: la 4.^ tít. 2, lib. 3: 6.», 
tít. 2, líb, 3. Las Extravagantes, c.apítulo único, tít. 3, de las de Juan XXII: 2.°, 
tít. 7, lib. 1 de las Comunes. — El O ncilio Tndentino, Ses. 7.^. cap. 2. o, 4.® y 5.® 
de ref.; y Ses. 21.», cap. 17, tratan la materia de unidad en los términos que dejamoi 
consignados 3^ con las salvedades oportunas paréi el bien de la Iglesia. 
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penas señaladas para los infractores, según sea su categoría y 
puesto en la gerarquía. El Tridentino, refiriéndose á los que tie- 
nan cura de almas, se muestra inexorable en este punto, ó igual- 
mente los decretos posteriores de la Sagrada Congregación del 
Concilio, fijando como causas legítimas y exclusivas para ausen- 
tarse por espacio de dos meses con licencia escrita y gracia del 
Ordinario, las siguientes: Cristiana charitas, urgens necessitas^ 
debita obedientia, ac evidens ecclesicc vel reipublicoe utilitas. (1) 


2. La división más general de los Beneficios eclesiásticos, una 
vez adm tida esta palabra, para expresar los diversos cargos es 
que se halla distribuido en la Iglesia el ministerio espiritual, en 
la de seculares y regulares; los primeros los poseen los clérigos 
con voto én orden alguna religiosa; los segundos se conceden 
únicamente á los monjes ó clérigos regulares, á los cuales se les 
dá también el título de manuales. 

A los Beneficios seculares pueden referirse el Sumo Pontifi- 
cado, el Cardenalato, €l Patriarcado, el Arzobispado, el Obispa- 
do, las dignidades, canongías, raciones y beneficios llamados 
impropios, y en general todos los poseídos con título perpétuo por 
seculares. Son curados los que tienen aneja cura de almas; sim- 
ples ó no curados los que carecen de jurisdicción y cura de al- 
mas, con otra infinidad que no hace al cas® enumerar y citan los 
tratadistas. 

Se dá el nombre de perpétuo "á todo Beneficio cuyo titular no 
puede ser destituido; pero esta clasificación no es necesaria, por 
cuanto los temporales no son verdaderos beneficios. 

Los Beneficios por razón de los medios de adquisición, se di- 
viden en colectivos y colativos: de libre colación, exentos ó reser- 
vados, de patronato, monuculos, ó no monuculos, incompatibles, 
concordes y residenciales. 

Por razón de su conformidad ó discordancia con las reglas 
del derecho común, se dicen propios é impropios, patrimoniales 

(1) En las Decretales, capítulos 6, 4, 8, 12, 10, 11, 13, 14, 15, 16 y 17, títulos cuar- 
tos, libs. terceros, y el 32, tít. 5, lib. 3.— El Sexto de Decretales en el capítulo único, 
tít. 3, lib. 3: en el 30, tít. 6, lib. 1; y en el último, tít. 3, lib. 1.— El Tridentino^ Ses. 

' 5,» y 6.% capítulos primeros de ref . 6.*^, cap. 2: 22.<>, cap. 3.«: 23.°, capítulos 1 y 2; y 
24.0, cap. 12. Todos los de reforma tratan de la residencia^ seg-un la doctrina que de 
los mismos hemos estractado. 
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y de beneficio, que soío puede conferirse á personas oriundas de 
cierta patria, lugar ó parroquia. 

La distribución de los Beneficios eclesiásticos es indispensa- 
ble para la mejor dirección y régimen del pueblo cristiano, y se 
conoce desde los primitivos tiempos de la Iglesia. Seria prolijo é 
impropio de la índole de este libro extendernos en este punto, lan- 
ío mas cuanto que algunas materias con él relacionadas habrán 
de hallar aplicación más oportuna en el curso de estos estudios. 

Después de la dignidad Episcopal, existe en las iglesias dos 
clases de dignidades; una de las Catedrales y otras de los Cabil- 
dos, cuya organización y distribución en nuestra patria ha sido 
muy diversa, hasta que se regularizó con arreglo á los artículos 
13, 16, 17 y 22 del Concordato^ 

Los Beneficios regulares se hallaban distribuidos en. tres cla- 
ses principales: la l.% que apenas se distinguia de los oficios y 
cargos monásticos: la 2.^, de los Beneficios singulares, agrega- 
dos más tarde á las iglesias públicas de los monasterios, y la 3/ 
relativa á las capillas de monjes, sitas fuera de los monastciios» 

Habiendo de tratar extensamente de los Beneficios impro- 
pios, nada diremos acerca de su organización y distribución en 
este momento. 

Respecto de la conservación, aumento y disminución de los 
Beneficios eclesiásticos, la Iglesia se ha cuidado muy particu- 
larmente de atender á las necesidades de los tiempos, sin alte- 
rar por ello los principios fundamentales á que responde én to- 
das sus sábias y prudentes determinaciones. 

El orden de las dignidades, su establecimiento y régimen no 
es arbitrario, obedece á prescripciones canónicas de remoto 
origen. 

Las causas por las que se exigen ó crean los Beneficios son 
la necesidad ‘y utilidad de la Iglesia, el aumento del culto divino, 
y el sostenimiento de los ejercicios de piedad y religión, que 
tantos consuelos proporcionan al alma, y tan útiles resultados 

■ií 

ofrecen á los pueblos. Esto en lo que se refiere á los Oficios cuya 
creación, conservación, aumento ó disminución se acuerda por 
causa de utilidad de los fieles, en armonía con los principios ge- 
nerales que el derecho eclesiástico tiene de antemano estable- 
cidos. 
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El conocimiento de aquellos á quienes puede interesar una 
resolución de esta clase; el lugar de la creación, modificación ó 
reducción; las causas que la motivan, y lo que atañe á la con- 
grua sustenlacion del beneficio, son requisitos indispensables 
que deben tenerse presentes para acordar toda resolución, ya se 
refiera á las parroquias ó á las dignidades y canongías en ge- 
neral. 

Nuestras leyes pátrias están enteramente de acuerdo con la 
la doctrina de los Cánones, siendo notable en este punto la Ley 
2.», tít. XVI, lib. I de la Novísima Recopilación, que trata de 
la formación de planes generales para la unión ó supresión de 
los Beneficios incongruos. 

El Concordato no podia olvidar tan importante materia, y de 
ella se ocupó (Art. 24), así como el Convenio adicional de 1859 
(Art. 19), cuyas disposiciones tuvieron recientemente, en lo que 
se refiere al arreglo parroquial, su desenvolvimiento en el Real 
Decreto de 15 de Febrero de 1867. 

Respecto de las Iglesias de Ultramar conviene tener en cuen- 
ta las leyes especiales porque las mismas se rigen. 

La Ley 46, tít. VI, lib. I, después de referir que cepor conve- 

* niencias particulares algunos curas y doctrinos se quieren en- 
cargar y encargan de más indios 'de los que pueden enseñar, 
adoctrinar y administrar los Santos Sacramentos, ruega y encarga 
á los Arzobispos y Obispos que, con especial cuidado hagan re- 
conocer el numero de indios que cómodamente puedan ser en- 
senados y doctrinados por -cada cura y doctrino, atendida la 
disposición de la tierra y la distancia de unas poblaciones á 
otras, y en tal conformidad señalen el distrito de cada doctrino 
y el número que pareciere conveniente, con tal que nunca exce- 

. da de cuatrocientors indios, á no ser que la tierra y disposición 
de los pueblos obligue á aumentar ó minorar el númeroa. No es 
ménos notable sobre este punto la Ley 1.», tít. XIII, lib. I, á fin 
^de que, donde hubiese religiosos doctrinos, los Obispos no pro- 
pagan á clérigos; la 26, tít. XIV, lib. III, en que se manda á los 
Prelados informar del número de personas, doctrimos y parro- 
quias de sus distritos; la 15, tít. XV, lib. I en que se dispone que 

* cuando los Obispos pidiesen religiosos para doctrinar, los den 
los Prelados, y la 26 del mismo título en que se ordena poner 
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l, oí capí lulo on las prcsenlacioiics qno, quitáudose las doclrinas 
:ii los religiosos, los nionaslerios pueden por parroquias. 



Modos de arlquirir los BeneGcios eclesiásticos.— Id. de perderlos.— Obligacioues r 

cargas que les son anejas. — Causas beneficiales. 


I . Siendo la Iglesia, como dejamos dcmoslrado, una sociedad 
perfecta, ha ejercido siempre el derecho de designar las personas 
que constituyen su gobierno, su dirección y administración, con 
independencia absoluta de todo poder civil, y sin que las varia- 
ciones ocurridas en la manera y forma de ejercer este derecho 
le amengüen en lo más mínimo, le desnaturalicen ni desvirtúen. 

El criterio, la pauta á que se ha sometido la disciplina cu iu 
que se refiere á la adquisición de los cargos públicos eclesiásti- 
cos, parte del origen elevado de todas sus determinaciones, y 
así lleva impreso el sello de su sabiduría, de su previsión y 
acierto. 

Desde los primeros tiempos la elección se nos ofrece como la 
forma ordinaria de adquisición de los altos magisterios, de los 
elevados puestos de la gerarquía sacerdotal. El Sumo Pontiílca- 
do y las Sillas Episcopales se obtienen de igual manera, discipli- 
na alterada después por razones de conveniencia y bien de la 
(‘ristiandad. 

Doce siglos consecutivos nos ofrece la elección .Pontificia hi.‘- 
cha con más ó ménos restricciones por el clero y pueblo. Desde 
el Xlí se reservó ésta dios Cardenales con sujeción á los cáno- 
m^s y constituciones apostólicas, muchas de las cuales rigen 
desde entonces y se conservan vigentes en la actualidad. 

En cuanto á la elección. Episcopal los tratadistas fijan tros 
é[)Ocas: la l.% anterior á las Decretales; la 2.% hasta los Concor- 
datos; y la o.*, desde éstos, ó sea la disciplina vigente. En la 
primera época predomina la elección' liecha por el clero y el 
pueblo. Desde el siglo Xll ios Cabildos, en representación del 
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clero y pueblo, ejercieron la facultad de elegir con suiec/ r 
las prescripciones délos Concilios celebrados desde Inocencirtir 
hasta el Tridentino, y no pocas se reservaron é hicieron uso de 
este derecho los Pontífices, aun los Monarcas de algunos Dai<,e« 
Estas mm-as dieron márgen á un nuevo derecho que marca la 
tercera época en la historia de la elección Episcopal ó sea la 
que da principio en el siglo XV, y se halla consignada en los 
Concordatos é indultos apostólicos de cada nación 

Por lo que se refiere á la Iglesia de España debemos obser- 
var, que durante los seis primeros siglos se siguió la discinlina 
general, verificándose la elección Episcopal por el clero y nue 
blo: Sed ñeque Ule deinceps sacerdos erit quem nec clerus neem- 
pulus pi opi ice civitatis elqerit, dice el Concilio IV de Toledo con 
referencia á las personas qué podián ser ordenadas para el sa 
cerdocio. Desde el siglo VII los Monarcas se reservaron lidere 
dio de presentar, y aun ejercieron evidentemente el de nombrar, 
como lo demuestran documentos de inexcusable autenticidad 
Introducidas las reservass en el siglo XII, y consagrado el 
derecho de las Decretales en el Código de las Partidas, varió la 
disciplina, o mejor, como se dice en la Ley 18, tít. V Parí 1 ^ 
«la anhqua oostumbre» que «fué de España» y Lraba todavía v 
consis la en que cuando finaba el Obispo de algún lugar, los e¿ 
nomgos lo hacían saber al Rey, «con carta del Dean y del Cabil- 
0 e como es finado su Prelado, et quel piden mercet, quel pleqa 
que PUEDAN FACER SU ELECCION desemhargachmenle,.i lo cual deter- 
mina de un modo claro la verdadera disciplina anterior en lo 
jue competía a los Piíncipes, diversa ciertamente de la exclusiva. 

El Concordato de 1753 (Ley 1 .‘, tít. XVIII, lib. l.“ de la No- 
vísima Recopilación) puso fin á las gestiones más ó ménos enér- 
gicas que en favor de la regalía se venían haciendo cerca 

IL i , ® correspondiera en lo 

Riii-ic ^ presentación, y .que los presentados obtuvieran sus 

Roma.» Concedida la eonfirmacion, el coa- 
^ fimeie la potestad de jurisdicción, que permanece en 
riñí*^ obtener las Bulas de Su Santidad. Después se ve- 

a a consagración, que corresponde al Sumo Pontífice á per- 

fOnn a 'designada, y acto continuo, previas ciertas 

ioí mahdades la toma de posmmi. 
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Hasta aquí lo que conviene tener presente acerca de la ad- 
quisición de las altas inajistraluras eclesiásticas. En cuanto a 
los demás cargos públicos de la Iglesia, la primitiva disciplina 
nos ofrece la misma sencillez que en lo que atañe á la elección 
de los Papas y los Obisp>os. 

Antes del siglo XI vemos que es uno mismo el titulo de órden 
que el del O/ídtí. y la ordenación se entendía unida siempre y en 
todos los casos á la colación: quedando de hecho los ordenado' 
adscritos por ella á una Iglesia para servir en calidad de Presbí- 
teros ó Diáconos, y recibiendo lo necesario para su decorosa sus- 
tentación de los fondos que el Obispo distribuía, según la impor- 
tancia de las obligaciones que imponía á los agraciados. 

Después de esta primera época, la disciplina nos ofrece im- 
portantes variaciones por motivo de la diversidad de Corpora- 
ciones y personas que adquirieron el derecho de conferir, reco- 
mendar y nombrar, de haberse introducido el patrimonio ó pecu- 
lio clerical; y de la multitud de Beneficios que ya áiiíes. ó sea 
desde el siglo VI. habían empezado á conocerse en las iglesia- 
no colegiadas. 

Conservando el Obispo la potestad de conferir las Ordene> 
sagradas, base eseneialísima del derecho que ocupa, la co- 
lación de los Beneñeios se comenzó a estimar como un acío de 
jurisdicción que podía ejercer el electo no confirmado, y aun ei 
que no fuese Obispo. 

Los Cabildos catedrales y Colegiatas se nos presentan en pri- 
mer término tratándose de las excepciones. á que nos hemos re- 
ferido en lo tocante á la colación de los Beneficios eclesiásticos, 
pasando de la sencilla intervención de consejo, que antes ejer- 
cían cerca dol Obispo, á la facultad de conferirla separada ó s - 
iniiUáneamente con el Prelado: variación que dio motivo á se- 
rias y acaloradísimas controversias, que terminaron por miiíuos 

* 

convenios v transacciones, siendo diversos los derechos establo- 
cídos según se ejercen en Sede plena ó vacante. 

En lo que se refiere á España, el Concordato do ISot fijó do 
una manera definitiva y uniforme la disciplina en lo que atañe a 
la intervención de los Obispos en los asuntos de los Cabildos, y 
las facultades de éstos en la colación do Beneficios tn. 

i i) Axt, l-k *Ia.\íí Pn?.líuio.s ixxiráii convO'C’iir oí Cdbilao y prt'*AÍa.LrIo o 
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El Concilio de Trenlo y los Concordatos celebrados con la 
Santa Sede son, pues, los puntos de partida para estimar hoy 
cuáles sean los derechos del Pontífice en la provisión de los Be- 
neficios eclesiásticos, sin qne nos parezca propio de la índole de 
este trabajo el emitir nuestro parecer sobre una materia, objeto 
«icgun dejamos dicho, de encontradas opiniones. 

El Concordato de 1753 celebrado entre Su Majestad Cató- 
lica D. Fernando VI y el Pontífice Benedicto XIV, puso término 
en lo tocante á la Iglesia española, á las cuestiones de reservas, 
cuya disciplina vigente está consignada en el Art. 18 del de 
1851 (1). 


crean conveniente: del mismo modo podrán presidir los jíjercicios de oposición 
á prebendas. 

En estos y en cualesquiera otros actos, los Prelados tendrán siempre el asiento 
preferente, sin que obste ningún privilegio ni costumbre en contrario; y se les tri- 
butarán todos los homenajes de consideración y respeto que se deben á su sagrado 
carácter, y á su cualidad de cabeza de su Iglesia y Cabildo. 

• Cuando presidan, tendrán voz y voto en todos los asuntos que no le sean direc- 
tamente personales, y su voto además será decisivo eu caso de empate. 

En toda elección ó nombramiento de personas que corresponda al Cabildo, ten- 
drá el Prelado tres, cuatro ó cinco votos, según que el número de los capitulares sea 
de diez y seis, veinte, ó mayor de veinte. En estos casos, cuando el Prelado no asis- 
ta al Cabildo, pasará una comisión de él á recibir sus votos. 


Cuando el Prelado no presida ei Cabildo, lo presidirá el Dean,» 

Art. 15. «Siendo los Cabildos catedrales el senado y consejo de los ML E.P. Ar- 
• zobisioos y ítP. Obispos, serán consultados por éstos para oir su diStámeu ó para^ 
obtener su consentimiento, en los términos en que atendida la variedad de los ne- 
gocios y de los casos, está prevenido por el Derecho canónico, y especialmente por 
el Sagrado Concilio de Trento. Cesará por consiguiente desde luego toda inmuni- 
dad, exención, privilegio, uso ó abuso que de cualquier modo se haya introducido 
en las diferentes iglesias dp España, en favor de los mismos Cabildos, con perjui- 
cio de la autoridad ordinaria de ios Prelados.» 

(1; Art. 18. «En subrogación de los cincuenta y dos Beneficios expresados en el 
Concordato de 1753, se reservan á la libre provisión de Su Santidad la dignidad de 
Chantre en todas las iglesias metropolitanas, y en kis sufragáneas de Astorga, 
Avila, Badajoz, Barcelona, Cádiz, Ciudad-Peal, Cuenca, Guadix, Huesea, Jaén, 
Eugo, Málaga, Mondoñedo, Orilniela, Oviedo, Plasencia, Salamanca, Santander, 
Sigüenza, Tuy, Vitoria y Zamora; y en las demás sufragáneas, una canongía de las 
de gracia, que quedará determinada por la primera provisión qne haga Su San- 
tidad. Estos Beneficios se conferirán con arreglo al mismo Concordato. 

La dignidad de Dean, se proveerá siempre por S. M. en todas las iglesias, y en 
cualquier tiempo y forma que vaque. Las Canoiigías de oficio se proveerán previa 
Oposición, por ios Prelados y Cabildos, Las demás dignidades y Canongías, se pro- 
veerán en rigorosa altc-rnati va por S. M, y los respectivos Arzobispos y Obispos. 
Los Beneficiados ó Capellanes asistentes, se nombrarán alternativamente por 
S. M. y los Prelados y Cabildos. 

Las Prebendas, Canongías y Beneficios expresados que resulten vacantes por 


En cuanto al derecho de regalía, tampoco necesitamos ni ha- 
ce á nuestro objeto extendernos mucho, con tanto mayor moti- 
vo, cuanto que el carácter eminentemente pracUco de este libro 
nos excusa de toda digresión, una vez sentada cuál es la base de 
nuestras opiniones ó sea el criterio á*cpie obedecemos fundamen- 
talmente en materias canónicas. 

El Concordato de 1753, modificado por el de 1S51, son las 
dos fuentes del Derecho vig-cnte en lo que se refiere a la facul- 
tad de nuestros Monarcas en la provisión de Beneficios. 

El derecho de la Corona de España en la provisión de lo? 
Beneficios eclesiásticos de Indias, se funda en el patronato real 
que la competía antes del Concordato de 1753. En las Leyes ti- 
tulo VI, lib. I de la Becopilacion: siendo notables la 4.^ del mis- 
mo título y libro, la 19, la 70, tít. JII; la 2.» tit. XIV, lib. III, y 
la 3. ', tít. Vi, lib. II. 

De igual manera que los Cabildos adquirieron derecho de 
conferir varias otras corporaciones y dignidades eclesiásticas: 
sin que los Obispos perdieran por eso la presunción del derecho 
que les asiste; títulos que se admitieron en España por el Con- 
cordato de 1753, y que es la disciplina vigente en lo que no se opo- 
ne á las prescripciones del celebrado en 1S51, que ha tendido ai 
restablecimiento de la autoridad ordinaria episcopal, siendo en 
este sentido hotables sus artículos S, 10 y 11 (1). 

resigna o por promoción del poseedor á otro l3enoCcio. no siendo de lo^resei’TauOS 
á Su Santidad, serán siempre y en todo cnso prcristos por S. lu. 

Asimismo lo serán los que vaquen ffede vaca7ttt, ó los que liayaii dejado sin pro- 
veer los Prelados á quienes correspoudia proveerlos al tiempo de su muerte, transla- 
ción ó renuncia. 

Corresponderá asimismo á S. M. la primera provisión de las dignidades. Canon- 
jías y Capellanías do las nuevas Catedrales, y do las .que se aumenten en la nueva 
Metropordana de ^ alladolid, á excepción de las reservadas á $u Santidad y de las 
Canon gí.'is de oíicio, que se proveer:in como de or iinario. 

En tod<’> caso los nombrados para los expresados beneñeios deberán recibir la 
institución y colación canónicas de sns respectivos Ordinarios. 

pl ) Art. IS antes citado, párrafos 2o\ d.*\ ■i.'"' y 

‘‘Alt, So’ 'Codos lo s Obispos y sus iglesias reconocerán la dependencia ca- 
nónica de los respectivos iVíeí ropolitanos, y en su virtud, cesarán las exenciones de 
los obispados de ,l.a'on y Oviedo.'' 

‘‘Aví, lib Los i\l. KK. Arzobispos y ivK. Obispos extenderán el ejercicio de srr 
autoridad y jurisdicción ordiiuiria á todo el territorio que eu la nue'^'a circunscrip- 
ción quede comprendido en sus respectivas Piécesis. y por consiguiente los que 
basta ahora por cualquier titulo la ejorcian eu dí^ivitos enclavados en otras Picv'e- 
lis, cesarán en ella.v> 


Hay establecidas reg-ías en la previsión de los cargos púbi¡“ 
eos eclesiásticos de las que no se puede prescindir, y á las qutí 
necesitan sujetarse cuantos tienen el derecho de previsión, y 
que para abreviar estas doctrinas generales reduciremos á los 
puntos siguientes: 

1. ^ Respecto del Beneficio es indispensable que se encuentre 
vacante^ conforme á lo prescrito en el Cánon 8.° del Concilio ííl 
de Letran y Tridentino, sesión 24, cap, 19 de Refor.; regla que 
no admite más excepción que la que se refiere á la manera con 

. que en circunstancias especiales de necesidad y utilidad de la 
Iglesia puede concederse un Coadjutor al Beneficiado enfermo ó 
anciano. Tampoco pueden darse, ni aceptarse por simple cola- 
ción los Beneficios menores. 

Se entiendo vacante de hecho y de derecho un Beneficio cuan- 
do no hay quien lo posea, ni quien al mismo tenga derecho; va- 
cante de hecho cuando no hay quien lo posea, pero sí quien tenga 
derecho á poseerlo; y vacante de derecho cuando está poseído 
por alguno injustamente. 

La provisión canónica del Beneficio debe hacerse dentro de! 
término prescrito, que el cap. 18, tít. YI, lib. I del de Deere 
tales fija en tres meses para la provisión de las prelacias secula- 
res y regulares que se obtienen por elección. 

2. ^ Respecto del Beneficiado es indispensable que reúna la 
edad, orden, ciencia, y otras cualidades que tienen verdadero in- 
terés para nuestros lectores, toda vez que son aplicables en gran 
parte á la índole de los Beneficios, de que especialísimamente nos 
praponemos tratar. 


<¡^Art, 11. Cesarán también todas las jurisdicciones privilegiadas y exentas, cua> 
lesquiera que sean su clase y denominación, inclusa la de San Juan de Jerusalem. 
Sus actuales territorios se reunirán á las respectivas Diócesis en la nueva demar- 
cación que se hará de ellas, según el art. 7.^\ salvas las exenciones siguientes: 

1.*^ La de pro-capellan mayor de S. M. 


La Castrense. 

3. ** La de las cuatro Ordenes militares de Santiago, Calatrava, Ale in tara y 
Montesa en los términos prefijados en el art 9.^ de este Concordato. 

4. ^ La de los Prelados regulares. 

5. “ La del Nuncio apostólico pro tempore en ía iglesia y hospital de Italianos de 

esta córte. 

Se conservaran también las facultades especiales que corresponden a la Comisa- 
ría general de Cruzada en cosas de su cargo, en virtud del Breve de delegación, y 
otras disposiciones apostólicas.)) 



Los Beneficios ó dignidades que tienen jurisdicción ó cargo 
de almas, exigen con relación al oficio la edad de veinticinco años, 
según los Concilios Lateranense III, cánon 3.'’, cap. 7.®, lít. VI, 
lib. 1.'' délas Decretales, y el Tridentino, sesiones 23, cap. 6.'' y 
24, cap. 12 de Refor. Para las demás dignidades, veinte y dos; y 
páralos Beneficios simples, catorce. 

Los legos que son incapaces para ejercer el ministerio sacer- 
dotal, están imposibilitados de obtener Beneficios, debiendo en 
su consecuencia ser los nombrados clérigos, ó al ménos tonsura- 
dos, ú ordenarse dentro del primer año en los oficios con cura de 
almas, y en los demás del que se fije por el superior. 

En cuanto á la ciencia es indispensable que se compruebe por 
documentos y títulos justificativos de actitud; ó sometiéndose al 
exámeii tal y como esté establecido en las Constituciones sinoda- 
les. Las demás cualidades especiales dimanan de las tablas de 
fundación particular, de las constituciones especiales de cada 
iglesia, de los privilegios ó costumbres, ó de la naturaleza misma 
de ciertos Beneficios. 

Celebrado el Concordato de 1851, en lo que se refiere á este 
punto, de él parten las prescripciones que están vigentes, y que 
se hallan consignadas en el Real decreto de 25 de Julio del mis- 
mo año y en otras disposiciones, entre las que figura la Real or- 
den de 17 de Diciembre, y la Real cédula de 31 del mismo mes, 
ambas correspondientes al año de 1851 antes citado. 

La forma de provisión en los primeros tiempos estaba redu- 
cida al exámen, voto del pueblo y ordenación subsiguiente á la 
declaración de idoneidad, y al testimonio público y solemne de 
buena conducta y fama del agraciado. El derecho canónico co- 
mún, nada dispone acerca de la forma ordinaria de provisión, en 
ta que la práctica y las opiniones de los jurisconsultos han supli- 
do el silencio del legislador. Las patentes expedidas por los Obis- 
pos, las autoridades ó corporaciones á quienes compete el dere- 
cho de proveer libremente la expedición del título, prévia solici- 
tud del nombrado, y la toma de posesión son los trámites ge- 
nerales. 


El Concordato en su artículo 18, y la- Ley de 17 de Octubre 
d(J mismo año, han puesto término á cuantas dudas pudieran 
síiscitarse en el punto que acabamos de examinar. 



El concurso vino á dar mayor garantía ála provisión de cier~ 


las dignidades, Prebendas de oficio ó Beneficios curados; forma 
de muy antiguo establecida en España, según Roda, consignada 
en Bulas pontificias y cánones particulares, conforme con el Con- 
cilio Tridentino, el Concordato de 1753, y por último renovada 
en el de 1851 respecto de las Canongías de oficio y Beneficios 
curados, sin diferencia de clases. Disposiciones seguidas y con- 
firmadas posteriormente, por el Real decreto de 15 de Febrero 
de 1867 y la Ley-convenio de Capellanías colativas, que es el 
objeto principal de esta humilde producción nuestra. 

En Indias la forma de concurso es la determinada por sus le- 
yes especiales, y comprende la provisión de las Prebendas de 
oficio y los Beneficios curados, todo con arreglo y conforme á la 
Iglesia de España, y á lo dispuesto por el Concilio deXrcnto. Las 
Leyes 7,^ 8," 24, 29, 30, 33 y 35, til. VI. lib. 1."; la 4.^ y 25, tí- 
tulo XIII, lib. 4.®, la 12, 27 y 37, tít. X, lib. 4.®, tratan de esta 
materia. 


La forma de provisión apostólica se halla limitada en la actua- 
lidad conforme á los Concordatos celebrados con las naciones 
católicas. En España, y en virtud del art. 44 del de 1851, están 
en aplicación y observancia las Leyes recopiladas. (1) 


2. Reservando para lugar más adecuado el ocuparnos de la 
provisión de los cargos eclesiásticos de fundación particular, por 
referirse de un modo directo al fin principal de nuestro libro, di- 
remos respecto de los modos de perder los Beneficios eclesiásticos 
muy pocas palabras, toda vez que la regla constante es que estos 
se consideren perpetuos, hasta el punto de que por regla general 
los que los obtienen no puedan ser destituidos, ni por su parte, 
abandonarlos. 

Consideradas de un modo distinto con posterioridad, según 
dejamos indicado, la colación de Ordenes y Iql provisión de Bene- 
ficios, estos no perdieron su carácter de perpetuidad, por más 


ilj Art. 44. Santo Padre y S. M. C. declaran quedar sp.;lvas é ilesas las Rea • 
íes prerogfativas de la Corona de España en conformidad á los convenios anterior- 
mente celebrados entre ambas potestades. Y por tanto, los referidos Convenios, y 
6n especialidad el que se celel>i'ó entL'e el Sumo Pontífice i > 0 ncPi‘cto X.TV y el Rey 
Católico Fernando VI en el año 1753, se declaran confirmados, y seguirán en su ple- 
no vig'or en todo lo que no se altere ó modifique por el presente.» 


^ I 
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^[uc razones do alia conveniencia y utilidad pública aconsejan en 
detcrniinados casos, las /ícrmufas, renuncias y traslaciones, que 
previas determinadas formalidades, se reconocen y aprueban en 
la práctica. 

También como imposición do pena ó por dimisión justificada 
y aceptada, se dan casos de pérdida de un Beneficio, siendo di~ 
jicil, no obstante, fijar la disciplina expresa de la Iglesia en ma- 
leria de tanta gravedad, fiada al alto criterio, á la alta sabiduría 
de los encargados do regir y gobernar la grey del Señor. 


3. No es la presento ocasión oportuna para detenvornos á enu- 
merar detalladamente los derechos y cargas que van anejas á to- 
do Beneficio, bajo el punto de vista espiritual. La definición mis- 
ma de los Beneficios, su división en rnaijores ó menores, electi- 
vos, colectivos y mistos, titulares y encomendados, compatibles ó 
iucompatibles, residenciales ó no residenciales, y las cualidades 
<pic hemos dicho debe reunir el que lo sirve, modifican en cierto 
sentido, y hacen variarlas obligaciones y privilegios que á cada 
uno corresponden. 

La Obligación de rezar las horas canónicas ú Oficio divino, 
la de guardar castidad y llevar hábito clerical y corona abierta, 
la de abstenerse de ciertas ocupaciones impropias ’ de su estado, 
la de observar una conducta intachable, hasta tal punto, que co- 
mo dice Santo Tomás que, non solum ut debe abstinere ah iis qua^ 
sunt secundum se mala: sed etiam ah iis, quoe habent speciem mali; 
la de estudiar lo necesario, y poner el mayor esmero en el cum- 
plimiento especial de sus deberes, son para todos los ordenados 
in sacris preco[)tos de inexcusable observancia consignados en 
numerosos cánones y prescripciones eclesiásticas. 

Los privilegios de cáno)i y foro son inherentes al sacerdocio, 
y nuestras leyes [>átrias los han reconocido y mantenido cons- 
íantemente. 

Hay o(í*o (h'den de privilegios y cargas á que nosotros debe- 
mos conciadarnos más principalmente en este momento, ó sean 
las (jue se retu'ren i\ la inversión de las rentas con que están do- 
fados los Benelieios, y al cumplimiento de las cargas de justicia 
que p(‘san sobi(' los mismos. 

r(H‘o tiempo ha trascurrido, y ya se tocan de un modo harto 



sensible para poderse negar los resultados que en este punto han 
dado Jas disposiciones dictadas en estos últimos tiempos. Se al- 
zaban en torno nuestro millares de edificios, albergue seguro del 
enfermo y el necesitado; se veian esparcidos en nuestros campos 
y hasta en nuestras más insignificantes aldeas, monumentos ar- 
tísticos, joyas preciosas legadas por generaciones á cuya memo- 
ria debíamos gratitud y respeto, y poco es lo que de ello existe, 
ó existe deteriorado, derruido, profanado, para servir de recon- 
vención perpélua á la ceguedad de los que mejor hubieran hecho 
en procurar enmendar y conegir sin destruir. 

Eran muchas las inmunidades, los privilegios y exenciones de 
la propiedad eclesiástica; no podian, se dice, mantenerse sin des- 
nivel económico para el país; pues caminos había para remediar 
estos males sin producir y ocasionar otros. 

La verdad es una: la lógica inflexible de la experiencia y de 
la historia nos acusa de ingratitud; el fruto recogido nos atesti- 
gua que nuestros padres se alucinaron. No es raro oir en las pla- 
zas y sitios públicos lamentarse á muchos de lo que se ha perdi- 
do; vendrá dia en que las cosas vuelvan á su cauce; nosotros 
deseamos que llegue ese dia sin exageraciones, sin violencias. 
Precipitar- de nuevo los sucesos, seria poco previsor y acertado; 
violentar las cosas, desconocer el adelanto de las ideas nuevas, 
insensatez de que tendríamos que arrepentimos más que nadie 
los que amamos sinceramente á la Iglesia, pero amamos mucho 
á la vez el verdadero progreso y la verdadera libertad. 

Toda exageración en materias económicas ocasiona perjui- 
cios, entorpece las transacciones, impide la circulación del dinero 
y de los frutos. Las exenciones é inmunidades de la propiedad 
eclesiástica llegaron á ser un mal, ¿quién puede ponerlo en duda? 
Pero no por ello el verdadero fruto de la propiedad de la Iglesia 
dejó de recogerlo por regla general el pueblo. Los más apasiona- 
dos se ven precisados á confesar que la historia de todos los paí- 
ses presenta testimonios de la sensatez de la Iglesia, dispuesta á 
dar al Estado, en sus más apremiantes necesidades, cuantos re- 
cursos han estado en su mano (1). 

Si esto es evidente, ¿por qué y para qué proceder en mate- 


(]) Véase el cán. 19 del Coucilio Lateranense III, cán. 19 y el canon 46 del IV. 



,ias tan delicadas de un modo arbilnirio, poco reflexivo y antí- 
loo-ai? Nosotros queremos á la Iglesia como fuente y manantía 
constante de moralidad, de amor y de caridad, y al Estado a su 
vez como origen de justicia, de orden, de igualdad, de riqueza y 
bienestar para los pueblos. De aquí que la concordia, la armonía 
sincera entre la Iglesia y el Estado, dejando á cada cual lo que 
le es propio, lo que le es privativo, sea nuestro ideal, y así lo 
hayamos dicho repetidas veces en nuestros escritos. 

La inversión de tos bienes eclesiásticos no ha sido afortunada 


por otra parte, y los pueblos ven y los pueblos tocan que les fal- 
tan instituciones que les amparaban en sus necesidades, que Ies 
socorrían en sus miserias, y no se han sustituido por otras. Que 
los gravámenes públicos son muchos, y se hacen vejatorios en 
la forma en que por lo común se exigen. Que hay capitales acu- 
mulados, sin que esa acumulación resulte en su beneficio... Y to- 
« 

do esto hace la crítica, la censura de los medios empleados para 
poner remedio á los males que existían. 

Se ha disputado con calor por los tratadistas acerca de si los 
clérigos son ó no verdaderos dueños de las rentas y frutos de los 
Beneficios que desempeñan. Inútil contienda: sobre el juicio de- 
cisivo acerca de unas y otras opiniones está la práctica constan- 
te, los preceptos de la Iglesia, las opiniones de los Pontífices, las 
sentencias de los Padres; á ellas han ajustado siempre su con- 
ducta en este punto los Beneficiados, y monumentos numerosos, 
fundaciones nacidas de otras fundaciones , patentizan por lo co- 
mún la acertada inversión de las rentas beneficíales. 


La disciplina de la Iglesia nos ofrece en este punto, y en lo 
que podemos llamar sucesión de los Beneficios , muestras de su 
alta sabiduría. Así vemos que mientras los únicos administrado- 
res y distribuidores de los bienes de las iglesias fueron los Obis- 
pos, los cánones se cuidaron de separar lo que constituía el pa- 
trimonio del Prelado, lo que éste adquiría por razón de su digni- 
dad, y lo que era de la Iglesia. Después que á cada clérigo se le 
aplico la parte necesaria para su sustentación, se siguió la mis- 
ma regla, pudiendo sus herederos sucederles, no solo por testa- 
mento, sino por abintestato, en los bienes propios adquiridos ántes 
O despues por título no eclesiástico. 

Vino despues el derecho de Espolio introducido en el sí-* 


glo XIII, que desapareció después respecto de los clérigos, re- 
candando los de los Obispos la Silla Romana. En España, los 
Concilios de Tarragona año 516, cán. 12; de Lérida año 524, ca- 
non 16; de Valencia año 524, cán. 3."; el IV^, cán. 14, el IX, cá- 
nones 6.® y 7.', y el XVI, cán. 5." de Toledo, con más la Ley del 
Fuero, nos ofrecen cuanto acerca de esta materia puede interesar 
saber respecto de los primeros tiempos. En el siglo XIII el dere- 
cho de trasmisión libre de los clérigos es la disciplina constante 
hasta el XVI, en que se introdujeron también los espolios; termi- 
nando las alternativas en el uso de este género de derechos con 
el Concordato de 1753, y posteriormente con el de 1851 (1) y el 
Real decreto de 21 de Octubre del mismo año , en sus artículos 
5^6." y 7." (2). 

A tres pueden reducirse las cargas que pesan sobre los bie- 
nes de los Beneficios: 1/ El pago de los derechos y exacciones, 
consecuencia del nombramiento; 2/ Los subsidios ó cargas con 
que estén gravados los bienes de las iglesias ; y 3/ Las obliga- 
ciones que pesan sobre el poseedor de un Beneficio, sin relación 
á las expresadas anteriormente. 

Respecto de estas últimas son sobre las que particularmente 
debemos llamar la atención de nuestros lectores, porque nacen 
ó son inherentes á la fundación. Acerca de este punto hay una 
regla fija, y consiste en atenerse a la voluntad del fundador, ley 
que no admite excepciones en cuanto al empleo de las rentas en 

io que concierne á los Beneficios de fundación particular. 

* 

Enia actualidad no tienen aplicación las leyes dadas para la 
imposición de pensiones y que en la disciplina han ocupado un im- 
portante puesto, y sido objeto de diversas disposiciones en nues- 
tro derecho patrio. 

(1) Art. 31. «...Queda derof<-ada la actual leg^islacion relativa á espolios de los 
Arzobispos y Obispos, y en su consecuencia podrán dlspo7ier libremente, seí^nn Ies 
dicte su conciencia, de lo que dejaren al tiempo de su fallecimiento, sucediéudoles 
ábintestato los herederos leg’ítimos con la misma oblig^acion de conciencia: excep- 
túanse en uno y otro caso los ornamentos y pontificales, que se considerarán como 
propiedad de la Mitra, y pasarán á sus sucesores en ella.» 

(2) Los espolios y Tacantes de los Arzobispados y Obispados de Ultramar perte- 
pecen al Rey, áun desde ántes de la celebración del Concordato de 1753. Los vireyes 
de aqnelloa países deben cuidar de que los oficiales reales los cobren y administren, 
reteniéndolo en su poder por cuenta aparte para distribuirlo según las Reales órde- 
nes. Deben consultarse las Leyes 37 á la 40 inclusive, tít, VII, lib. l.«, y la 4.®, títu- 
lo IX del mismo libro de la Recop. 
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I. Los cnnoiiisUis com[)rcndcü comuiiinciite en el número de 
¡ws musas bencjlcialcs los aclos todos que se refieren a la provi- 
sion^ institución, posesión, unión y división, residencia é incom- 
patibilidad de los Olidos eclesiásticos, confundiendo con frecuen- 
cia en este punto la parte práctica y doctrinal. 

Siguiendo rápidamente las opiniones de un notable juriscon- 
sulto, dividiremos en dos grupos los procedimientos gubernativos 
bímeliciales; el 1.'' referente al Beneficio, y el 2.^" á la per- 
sona del Beneíiciado, bien entendido que muchas de las omi- 
siones voluntarias de este libro, tendrán su lugar oportuno al 
comentar la Ley-convenio sobre Capellanías, que nos propo- 
íiemos estudiar con la debida detención y es el tema principal 
de este trabajo. 

Los procedimientos del primer grupo tienen por objeto fijar 
ías reglas (pie han de observarse en la provisión, las solemnida- 
des necesarias para evitar que se hagan litigiosos, y la forma- 
ción de los expedientes de que ha de resultar el número de Be- 
neficios que debe haber en cada Diócesis. 

Los del segundo grupo tienen lugar principalmente cuando el 
Beneficiado no guarda ó cumple la ley de la residencia, ú obtie- 
ne dos Beneficios incompatibles, ó comete alguna falta, por la 
que se hace acreedor á que el Prelado le imponga una pena cor- 
reccional. 

En España el conocimiento de los interdictos posesorios y los 

ác posesión sobre los Beneficios eclesiásticos, lo 
mismo que los asuntos del Real patronato, corresponde *á la ju- 
risdicción ordinaria. 

Por lo que toca ádos juicios eclesiásticos sobre materias bene- 
liciaies, la Iglesia de Es[>aña se ha acomodado á la costumbre de 
otros paises católicos, atemperándose en la sustanciacion de los 
negocios á las leyes civiles. 

Todas las doctrinas expuestas, en lo que se refiere á los Be- 
mdicios de fundación particular, tendrán su natural explicación 
y desarrollo cuando de ellos nos ocupemos en el número si- 
guiente, y más particularmente al comentar la parte dispositiva, 
así doctrinal como práctica del novísimo Convenio celebrado 
con la Santa Sedo. 



SECCION TERCERA. 


Beneficios impropios. — Derecho de Patronato. 


Derecho de Patronato.— Precedentes históricos.*— Naturaleza y división. 


1. Con el fin de descartarnos de un gran número de cues- 
tiones, de antecedentes y regias de interpretación que enibara- 
zarian en alto grado el comentario de la Ley-convenio de Cape- 
llanias que forma el objeto principal de este libro, y después de 
haber estudiado la materia de los Beneficios en general, nos cor- 
responde dar una idea tan completa corno nos sea dable de los 
que los tratadistas designan con el nombre de Beneficios impro- 
pios ó sean aquellos cuyo origen se debe á fundaciones particu- 
lares, y que por consiguiente se separan en más ó en menos del 
derecho común. 

El vivo deseo de mantener la fé, el de tributar á Dios home- 
najes más expresivos, el de contribuir á el aumento de los mi- 
nistros del altar, al cuidado del culto y la conservación de las 
capillas ó ermitas alzadas á expensas de los fieles; y por último, 
el de perpetuar un número de sufragios én bien espiritual de las 
almas, tales fueron los móviles de las fundaciones de que vamos 
á ocuparnos; fundaciones que á su carácter religioso unieron des- 
de luego el carácter laica f y por una sucesión de ideas relacio- 
nadas con este último el de familiares, con que se las distingue y 
señala para diferenciarla de los otros Beneficios eclesiásticos y 
fundaciones de que ya nos hemos ocupado con la debida ex- 
tensión. 

Libre España del yugo mahometano, natural era que aque- 
lla generación saturada de fé y de reconocimiento á los benefi- 
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cios de la Providcacia, procurase restablecer el culto en las ciu- 
dades, en las villas, los pueblos y en los campos. Este deseo era 
general, y no sólo los reyes, los magnates, los pueblos en masa 
y las comunidades, sino los particulares acudieron a aquella ne- 
cesidad COL sus dádivas, y de aquí la multitud de Iglesias erigi- 
das en aquella época, la^ creación de numerosos Beneficios, á 
cuya posesión los que los creaban llamaban á sus hijos ó parien- 
tes, consagrándolos al servicio de la Iglesia, cediéndoles un pa- 
trimonio y hermanando de esta manera las ideas religiosas pre- 
dominantes con el bienestar de sus familias, en quienes queda- 
ban vinculadas estas fundaciones. 


*2. Basta leer una sola escritura de fundación para conven- 
cerse plenamente del origen y verdadera naturaleza de los Bene- 
ficios y fundaciones que nos ocupan. En ella se hallan todas las 
condiciones de un vínculo ó fideicomiso, instituido en pública uti- 
lidad, previo llamamiento, tanto de los sucesores del fundador 
en el derecho de presentar, como de los que debían entrar á po- 
seer los bienes en que consistía su dotación; designando á la vez 
las cualidades que les debian adornar, obligaciones que habían 
de cumplir, y otras particulares circunstanciad, con tal previsión 
y cordura ordenadas, que apenas parecen hijas de tan rudos 
tiempos. 

Pero es tan remoto el origen de esta clase de fundacio- 
nes, coalas cuales se enlaza tan íntimamente el derecho de patro- 
nato, que solo se concibe y explica como una elevada distinción 
otorgada á los particulares en justa y natural recompensa á los 
beneficios que hacían á la Iglesia; título distintivo y honroso que 
constituyó por espacio de muchos tiempos una especie de noble- 
za; nobleza ostentada con orgullo por las familias, como testi- 
monio de la acendrada piedad de sus mayores. 

Kl derecho de patronato, inherente, anejo, secuela lógica y 
natural, estimada y tenida en mucho por las familias como titu- 
lo honorííico, como significativa recompensa á los beneficios ó 
actos de protección dispensados á una iglesia, capilla lí oratorio, 
se remonta hasta el siglo V. En el VI se hizo extensivo á los le- 
gos ('u las capillas ii oratorios particulares, y en el VI ^ en las ba- 
sílicas públicas. 


— SI 


Consistía esto, en la (aciillad do prcscntacioiL on la do dar 
HOíubi’^' á /as /(//t’s/as, y oii las coíiccsíoucs cspcciülcs (luo por oá- 
noii ó loy ostuvioseii ostablooídas. 

Las oontiiuias ^uorras quo tiivioroii Iiiyar on ol sí^lo 1\ y so 
giiioníos, obligaron á los Hoyos á ostinuilar oí valor do sus \ asa- 
llos, dándolos on /oad() ó envomienda i)ülitar una iglosia, oon ol 
disfruto do sus bionos y rontas, para quo luodianto ostos osti- 
mulos y rocoiiiponsas las dotondioson, imitaran ol ojoni[)lo los 
particularos, y oon ol tiompo so oonvirlio ('sta coslumbrí'- on da- 
ño do la Iglosia misma por los abusos, hijos do la a\ aricia, y ol 
sórdido intorós, y haborso ochado on olvido ol móvil i)rincipal 
dolos doroehos concedidos á los patronos, (l) 

Los cánonos de los Concilios Laioranonsos y las Oocrotalos 
forman la disciplina general de la iglesia on cnanto al derecho de 
patronato, quo on España con las reformas del Tridentino, lo dis- 
puesto en el art. I del (Ánieordaio de 1753 y en Hoal decreto de 
19 de Abril de 1844, han constituido la legislación anterior á la 
Lcij-convenio sobro Capellanías, debiendo ofrecernos algunos de 
sus artículos ocasión de ampliar las doctrinas y principios que 
acabamos de apuntar. 

3. Acerca de la naturaleza del derecho de patronato se ha 
discutido con calor por los tratadistas, conviniendo casi todos en 
definitiva, en que los honores y preeminencias, derechos y obli- 
gaciones que corresponden á los patronos, arrancan de las dis- 
posiciones canónicas; siendo por consecuencia la Iglesia en pri- 
mer término la reguladora del derecho que nos ocupa, derecho 
creado por ella, y sobre el cual, se hace preciso partir sienq)i’o 
que se trate de legislar sobre estas materias por el poden* civil. 

En lo antiguo no existia diferencia de [)atronatos; la división 
de los mismos no se conoció hasta el siglo IX, siendo imposibh' 
lijar reglas para dirimir las contiendas y disputas que en la ju’íic- 
tica se suscitan sobre la índole, naturaleza y clase á que pertene- 
ce un patronato en particular. 

El derecho de patronato se divide en activo y pasivo: el pri 


(1) Véanse el cap. 4.<>, tít. 38, lib. 3.«; el 3(^ tít- lib. 3.^ y el 12, tít. 37, libro 
5.*’ de las ITecrttales.- Ccncilios III y IV de Letran. 
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moro consiste con la lacuHad de presentar á una persona para 
servir un Beneficio eclesiástico,» y el segundo uen el derecho á 
<(U' presentado.» 

La presentación es ucl nombramiento que se liace de una per- 
sona idónea pai a desempeñar un Beneficio.» 

AI (H)ísj)0 compete como es natural conocer de las circunstan- 
rtas del presentado, y conlcriiie por sí ó por delegación la insti- 
fuciou y colación canónica, á la que pone (érmino la posesión. 

\á\ costumbre y calidad (¿e los bienes con que se funda un pa- 
uonato: la de la persona llamada á servir el Beneficio, ó á pre- 
sentar al que ha de desempeñarlo, y sobre todo la tabla de la fun- 
dación, son las fuentes á que debe acudirse para distinguir y di- 
icrcnciar con acierto los patronatos*, para deslindar los derechos 
de los poseedores, resolver cuantas dudas se susciten acerca de 
su obtención, y otorgar á quien competa el ejercicio de derecho 
tan estimable. 

Se suelen dividir los patronatos ou eclesiásticos, laicales ij mis- 
tos: reales u personales: hereditarios ¡i familiares: (leutilieiosji- 
nealcs, primogcniales ¡j descendentales, denominaciones que nacen 
de la diversidad de las fundaciones, y (Ui las que hay que tener 
mayormente en cuenta la naturaleza de los bienes afectos al pa- 
tronato, que las personas á quienes este compete. 

Kl patronato eclesiástico vá unido sienqu'e á una iglesia, dig- 
mdadai oficio eclesiástico. 

Kl laical corresponde á persona lega, y se eonstitii¡ie con bienes 
familiares. 

Cuando los bienes destinados al cuinpliinrenladü la fundación 
parlicit>an de carácter eclesiástico y íámiliar -se dice al patronal!» 
misto. 

Se d('m)inina patronato real al que vá unido á algún titulo ó 
<le.recho para o\ poseedor de éste, Iq cual, se verifica siempre en 
el patrouat!> eclesiástico: y personal al que corresponde deter- 
íuinada persona, sin relación á la cosa. 

Sí el patronato pasa con arreglo á las tablas de la fundación á 
los herc'díMa^s dtd poseedor, según su voluntad, se dice ho'edi ta- 
ño: si los llainainieníos se limitan á una familia determinada, 
familiar: si (Mitran tambitm ciuno de la familia ios colaterales. 
leníilieio. 
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El patronato familiar adquiere el nombre de primogenial 
ruando es llamado el primogénito de cierta familia ó agnación; 
de lineM.si concurre toda la línea, y extinguida pasa á otra; y 
de descental cuando se llama á los descendientes, estén ó no fue- 
ra de la familia. 

El patronato en que concurren las cualidades de herederos é 
individuos de la familia se denomina misto. 

Conviene mucho no echar en olvido estas clasificaciones para 
dilucidar puntos relativos á la ejecución de la Ley-convenio so- 
l)re Capellanías, sin perjuicio de hacer por nuestra parte aplica - 
ción de las mismas al comentar cada uno de sus artículos, y aña- 
dir algunas otras reglas que faciliten la inteligencia de esta par- 
le, una de las más complicadas^ en el estudio de la materia bene- 
fícial. 



ModoB de adquirir el derecho de píitronato."— Id. de probaido,— Id. do ejercerlo. — 

Id. de perderlo- 


1. Por loque dejamos consignado, se viene en conocimiento 
de la razón con que se ha dicho que los patronatos constituyen 
una verdadera vinculaciony en cuyo sentido son equiparables á 
mayorazgos. 

No es posible, pues, sin una ceguedad incomprensible negar 
al poder civil, al Estado una intervención directa, principal é im 
portantísima en cuanto se refiere á esta clase de fundaciones. 
Lógicos nosotros con los principios que dejamos asentados, 
juzgamos que el Estado obrará de ligero y ha obrado con impre- 
meditación siempre que al legislar sobre estas materias ha pres- 
cindido de la Iglesia; pero de esto á sostener que la Iglesia sea ia 
única, la sola competente para entender de esta clase de asuntos, 
hay una gran distancia. 

La armonía y la concordia, es lo que importa á la Iglesia y al 
Estado en negocios que afectan ó invisten un carácter misto de 


É 
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eclesiáslico y civil, de relisioso y profano. Otra cosa, es y será 
siempre en im país católico improcedente y dañosa. 

Los tratadistas, atemperándose á las disposiciones conci- 
liares, clasiñcan en (res grupos los modos de adquirir el derecho 
de patronato. 

PunirR GRUPO. — Originarios ú OTdinarioSj que son la finida^ 
¿‘ion, (vnstruccion, rcedifivacion y ixdotacion. 

Seguíspo grupo. — Estraordinarios, a que corresponden \a pres- 
cripción y el privilegio. 

Tercer grupo. — Derivativos, 6 sea la sucesión y el contrato. 

La concesión de im fundo en virtud del cual ó en el cual se 
erija el templo, la edificación del mismo, y la consignación de 
las rentas con qué poderse sostener el culto y sus ministros, son 
requisitos indispensables para adquirir el derecho de patronato 
cu una iglesia. 

Si fuese simplemente de un Beneficio, ha bastado siempre dar 
los bienes necesarios para la sustentación del ministro encargado 
de su desempeño. 

Respecto de la reedificación y redotacion , son. precisos cier- 
tos requisitos, no bastando una simple compostura de una parte 
del templo, ó una dotación exigua para eí sostenimiento del cul- 
to. La Iglesia reconoce estos beneficios, los estima y per] 3 etúa 
por medios diversos, pero no concede por solo ellos el derecho 
de patronato (l). 

La prescripción tiene lugar contra un patronato por- la pose- 
sión de cuarenta años con buena te, aunque no se tenga tkulo (2); 
y contra una iglesia libre por la cuadragenaria , además del tí- 
tulo (o), y á falta de éste por la inmemorial ó no interrumpida de 
immerosas presentaciones (4). 

En cuanto al privilegio, el C\mcilío Tridentino limitó en gran 
manera su concesión, dejando á salvo la autoridad de la Santa 
Sede, y aun los privilegios que gozaban los Reyes, algunas cor- 
poraciones y personas determinadas (5). 


(l) Oouoilio 'Eriiloní ino, sos, Cf», cíip. Re Kof. 

{2} Oap. 11, íít, ó'S, lib. do las I>ooroíales. 
la) Cap. tít. 18, lib. 2.^’ dol Soxto do Doorotalos, 
Concilio Tridentino, sos. 2ó, cap. de Kof. 

C)} Sos. U, cap, 12, id. 2ó, caps. D.-’ v 21 do Kof. 
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Considerado en los primeros tiempos el dereclio de patro- 
nato como mcramcnk' personal, l’ué necesario dar reglas para su 
trasmisión; luego que se hizo perpetuo y trasmisible, se acomodó 
Olí primer término á lo dispuesto en la hmdacion, y en segundo ú 
las prescripciones del derecho común. 

Los coiitralos que pueden tener lugar para la trasmisión del 
derecho de patronato son la donación, permuta y venia, siempre 
con sujeción á ciertas limitaciones que la brevedad y el verda- 
dero objeto de estas aclaraciones previas no nos i)ermite de- 
tallar. . 

2. El Coíicilio de Trento, íijando como regla general la pre- 
sunción de ser Ubres las iglesias y Beneficios, estableció que á 
quien correspondia siempre probar el derecho de patronato es al 
que lo reclamaba para sí y pretendía ejercerlo. 

El derecho de patronato debe probarse por fiuidacion ó dota- 
rion que conste en documento auténtico, instrumento público ó 
escritura que haga fé en juicio, y por los demás medios legales 
probatorios, como la posesión por más de cuarenta anos, la pres- 
cripción por igual tiempo, letras ó despachos del Ordinario, liliros 
de visita, monumentos, inscripciones, insignias ó testigos. 

Cuando se trata de probar el derecho' de patronato entre par- 
ticulares, los medios son los establecidos en el derecho coniim. 


o 


La presentación precede siempre á la instUueion canónim 
ó colación, que distingue csencialnicnte la provisión de los cargos 
públicos eclesiásticos de los de fundación particular. 

La presentación del patrono lego debe hacerse dentro de los 
cuatro meses en que tuviere noticia d (3 la vacante, y de seis la 
del eclesiástico. Se veriñea entregando al Ordinario las letras ó 
despachos por si ó por medio de procurador. 

Cuando hay contienda entre dos ó más particulares, y ningu- 
no de ellos está en posesión del derecho, pasado el tiempo lijado 
de cuatro ó seis meses, el Obispo conñcre por aquella vez libre- 
mente, sin prejuzgar por esto los derechos de los litigantes. Si 
hubiese alguno en posesión, éste podrá hacer la presentación; sí 
los que litigan de común acuerdo presentan al Obispo, éste insti- 
tuye al presentado, constándole su idoneidad, y que la iglesia ó 
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flcncficío son de patronato. Si son mucho los que tienen el dere- 
cho de presentar, se siguen las reglas de la elección, según opor- 
tunanicnie hemos indicado. 

Los derechos y obligaciones de los patronos son de dos clases: 
unos de iitilidad y otros de honor. Los primeros consisten en la 
percepción de alimentos, y áun de una pensión anual, si estuviese 
reservada en la fundación; los segundos, que en principio los es- 
tablcciael Obispo según las circunstancias, fueron acomodándose 
a una práctica más concreta, reduciéndose á las prcrogativas de 
paz, incienso, candelas , procesión, asiento de preferencia, ora- 
ciones, enterramiento en la iglesia, colocación de escudos, y otras 
análogas, todo con arreglo á las tablas de fundación. 

Son anejas al patronato obligaciones de protección, auxilio y 
defensa de la Iglesia, con otras que la coslumhre tiene estable- 
cidas, siempre que no amengüen los derechos de los Párrocos, 
ni signifiquen. actos de verdadera intrusión en la jurisdicción de 
los mismos. 


4. El derecho de patronato se pierde, no obstante su carác- 
ter de perpetuidad, por varias causas; las principalas son: volun- 
tad del fundador, acto ú hecho del patrono, variación de la igle- 
sia ó Beneficio, supresión del oficio ó corporación , y extinción, 
por último, de la familia llamada á su disfrute. 

Cuando al comentar la Ley-convenio tengamos que ocuparnos 
de esta clase de derechos, diremos cuál sea la legislación actual 
porque deben regirse y regularse, y emitiremos nuestro parecer 
sobre puntos que en este momento nos corresponde solamente 
indicar. 
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SECCION CUARTA. 


Capellanías y fundaciones de índole análoga. 





Capellanías.— N aturaleza, definición y clasificación de las mismas. —Meiuoriaí^ 
de misas, aniversarios, legados píos y patronatos reales de legos. 


l. No están contormes los autores al scruilar cuál sea el ver 


dadero origen y etimología de la palabra Capellanía, cuyo uso 
se remonta hasta el siglo V. Según unos, Capellanía se deriva 
de Capella, capa de San Martin , y según otros , de las pieles de 
cabra con que en los primitivos tiempos se cubrian los altares 
de las capillas privadas. Hay una versión poco conocida que nos 
parece más interesante y verosímil, más en armonía con la na- 
turaleza de esta clase de fundaciones, debidas al espíritu reli- 
gioso de los primeros siglos , á la santa emulación de que los 
cristianos daban pruebas á cada paso , esforzándose en hacer 
más sublime, más suntuoso, más digno el culto de Dios y de los 
Santos. 


Era costumbre, durante las persecuciones de la Iglesia, dai- 
sepultura á los restos ó cenizas de los mártires en lugares apar- 
tados, donde los fieles pudiesen con cierta libertad tributarles 
los justos homenages de su devoción y su respeto. Luego que la 
iglesia pudo ostentarse majestuosa y grande, luego que fué lí- 
cito á los cristianos edificar templos, procuraron construirlos 
cerca de los lugares en que estaban enterrados los cuerpos de 


los Santos, ó trasladar éstos á sus inmediaciones ,• para honrar 
más fácilmente su memoria. 

A estos lug'arcs acudían ios fieles , unas veces ántes , otras 
después, y algunas durante los Oficios divinos, dando márgen 
esta suspensión de las preces públicas á distraer involuntaria- 
mente la atención de los asistentes. Para evitarlo, se comenzaron 
á abrir en la fábrica de las iglesias huecos ó nichos por los cua- 
les podian verse las sepulturas de los Santos. Más tarde, estos 
huecos se hicieron mayores, ó se convirtieron en arcos; agre- 
gándose, por último, á los templos el terreno en que se guarda- 
ban las preciosas reliquias, y elevándose altares en su honor, en 
los cuales comenzó á ser muy frecuente celebrar el santo Sacri- 
ñeio de la Misa. 

Tal es el origen de las ccCapillas,» de donde se deriva sin 
violencia la palabra Capellanía; institución piadosa unida á la 
misma, fundación que le es aneja, y que tiene por objeto la per- 
petuidad y solemnidad del culto, tributado á Dios por medio de 
los Santos. 

Los clérigos encarg'ados por c\ mantenedor áe la Capilla ó la 
reunión de fieles á cuya devoción se debia ó estaba confiada su 
conservación y custodia, se llamaron Capellanes, viniendo á con- 
vertirse la protección de dichos mantenedores en una especie de 
privilegio, de honor y distinción, y el disfrute de las rentas por 
los servidores de la Capilla en un Beneficio impropio, que ha lle- 
gado hasta nuestros dias, no obstante las vicisitudes porque las 
circunstancias le han hecho pasar. 

Se vé por esta explicación cuán dignas de respeto y cuán an- 
tiguas son las Capellanías, objeto principal de nuestros estudios 
en este libro, y que los autores definen con bastante variedad. 

Capellanía, según Berardi, significa, por lo común, uobliga- 
cion de celebrar misas, ó prestar cierto ministerio eclesiástico en 
capilla ó altar determinado.» Definición incompleta y que no 
abarca toda la irregularidad de los Beneficios impropios que se 
conocen con este nombre. 

Se diferencian las Capellanías de los Beneficios propiamente 
dichos: 

1.® En que son una fundación puramente piávada, con un ob- 
jeto más ó ménos piadoso. 
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2.^ Ea qac las reglas de la fundacioii (tabulce fundationi) y son 
las primeras á que debe atenderse, y en su defecto las genera- 
les del derecho. 

3/ En que se conceden á legos siempre que no vaya inhe- 
rente ála Capellanía fundación alguna gerarquica, ó se prevenga 
que el que la obtenga sea Sacerdote. 

d."" En que no se exige siempre para la erección y colación la 
autoridad del Ordinario. 

5.® En que el Benefició se enumera entre los derechos ecle- 
siásticos, y el título de la Capellanía permanece en el fundador 
lego ó eclesiástico, ó en el que haga sus veces. 

Se vé por estas diferencias que las Capellanías no tienen una 
naturaleza fija. Instituidas por particulares ó corporaciones, co- 
mo los Beneficios propiamente dichos, y por lo comim con obje- 
to de servir á fines de conciencia, ó de favorecer familia^ ó»per- 
sonas determinadas, señalando ó vinculando bienes para orde- 
narse ásu título,' ó cumplir cargas piadosas, se acogieron por la 
Iglesia, si bien con reglas diversas de los ^Beneficios propia- 
mente dichos, ó sea instituidos por autoridad de la misma (1). 

La escritura ó instrumento de institución determinaron y d 
terminan hoy la índole y naturaleza de esta ciase de fundaciones, 
según están más ó ménos distantes del derecho canónico en ma- 
teria de Beneficios; de donde se deduce que las fuentes jurídicas 
para su clasificación y división, son las reglas establecidas por el 
fundador, y en su defecto, omisión ó duda, las comunes del de- 
recho. 

Las Capellanías no son como han sostenido algunos beneficios 
propiamente dichos, ni tampoco aniversarios ó legados píos; si 
bien en éstos y en aquellos se desempeña cierto oficio sagrado, 
ó se cumplen cargos religiosos y píos; de donde proviene el de- 
ber de cumplirlos en ambos casos. 

Hay también bienes espiritualizados por vía de congrua que 
han conservado su carácter hasta época reciente, en que han se- 
guido la suerte reservada á los demás de las iglesias. 

El Beneficio volvemos á repetir, ha de concederse á clérigo; 
ia Capellanía no; pudiendo cumplirse, si es competible, por per- 


)> 


o. 

o 


(1) Cánon 30, caus. 18, cuesb. 4. 
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sonii do lino y otro sexo, ó cuando no, por clérigo delegado. 

El lUmc¡ieiOy y la Capellanía se dilérencian en cuanto á su 
(rcacwHy colación y provisión: en los primeros interviene la au- 
toridad eclí'si/istíca, en las segundas no, siempre que el funda- 
dor ósucesoi- goce el derecho de patronato. 

Los lícnclicios se cuentan entre los derechos eclesiásticos, su 
título permaiK'ce en la iglesia, y sus bienes se administran por 
ul Pi’i'lado. 

En la Capcllania el título se conserva por el fundador ó su- 
cesor legítimo. 

CapcHania, puedo dcíinirse en estos términos' Un Beneficio 
cxccpcionaly iímimiopio, de fnndacion partieular en iglcsiay capilla 
ó aliar y que oiujca á su poseedor á celebrar ó mandar celebrar 
una ó más niisasy auxiliar al Párroco en sus fiineiones, servir en 
alUiry ó recitar horas eanónicas ú otras obUgaeiones, según la ta- 
bla de fundación; con uekkciio á los emolumentos señalados por el 
fundador g al goce de los bienes que eonstituyen la fiaidacioiu 

Del patronato activo en los Beneficios son capaces todos los 
fieles de ambos sexos y estado, menores ó mayores de edad, 
mas no del pasivo; lo cual acontece en las Capellanías patro- 
nadas ó laicales pov lo (pu' hace al aetivOy ó sea la facultad de 
nombrar ó |)resentar respecto del pasivo. 

En los Beneficios la base del derecho de patronato constituye 
la ea*eccion de un verdadero Beneficio. Su naturaleza de ecle- 
siástico, laical ó mixto, proviene de laclase de bienes con que 
se couslituyó la dotación de las personas ó corporaciones á que 
vá unida, y de las cláusulas de la fundación. 

En las CapeManías su naturaleza de eclesiásticas ó laicales 
se deduce d(' la intervención del Diocesano, según se exige ó ex- 
cluye en las tablas de la fundación. 

Bcrardi dice: uEs común á la capellanía^ al aniversario y á 
los legados píos el que a([uella y éstos se reputen perpetuoSy y 
oblígium a cuah'squiera herederos, aiiii á los más lejanos, á no 
i'onslar fiu'se otra la intención y voluntad del fundador. 

Para que los bienes se digan ec.esiásticos no es absoluta- 
mente preciso (pie estén en el dominio libre d<' las Iglesias, basta 
(pie estén bajo su jurisdiceiony como sucede cillas Capeilanias 
colativas por la intervención del Ordinario en su consíiíucioiu 
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sin que eslo no obstante haga que sea enteramente idéntica su 

situación. 

La Clasificación de las Capellanías se hace sumamente difícil, 
disputándose en muchas ocasiones hasta sobre el valor y signi- 
íieado de las mismas cláusulas de la fundación. Será este un 
punto que trataremos oportunamente con la mayor extensión, li- 
mitándonos en este momento, y como por vía de nociones preli 
minares, á consignar la división más común. 


Las Capellanías propiamente dichas se dividen en tres grupos: 

1. ® Mercenarias, laicales ó profanas. 

2. ® Colativas. 

3. "^ GentilÉias. 

Las rnc/Tcnarms se instituyen sin intervención de la autoridad 
eclesiástica, por cuya razón no sirven de título de ordenación, y 
son verdaderos vínculos á que vá unido el gravamen de celebrar 
una ó más misas en iglesia, capilla ó altar determinado. Se dicen 
mercenarias, porque el Sacerdote que las sirve percibe única y 
exclusivamente la merced ó estipendio designado por el funda- 
dor; laicales, porque las pueden poseer los legos, con la sola obli- 
gación de mandar cumplir la carga eclesiástica, exigiendo reci- 
bo para responder de su cumplimiento á el Dioceseno; y profa^ 
ñas, porque los bienes que las constituyen conservan su carácter 
de temporales. 


2. Dáselas también el nombre de Memorias de misas ó Ani- 
versarios, por ser fundaciones hechas con objeto de perpetual 
ciertos sufragios en memoria del fundador; el de Legados pios, 
porque se instituyen comunmente por vía de manda ó legado, y 
el de Patronatos de legos, porque su posesión se reservad los lo 
gos que nombran c* designan el Sacerdote cumplidor á su volun- 
tad, pudiendo ren oveiie; razón por qué se las conoce también 
con el título de Manuales y Amovibles ad nutum, 

A las Capellanías /aÍ6*a'C8 y mercenarias pertenecen las Cum- 
plidoras, que se confieren á presbíteros ó legos que no son Pa- 
tronos, con la Obligación de celebrar las misas y de cumplir cier- 


tas cargas, y el derecho de administrar los bienes y gozir de 
todo su producto. A estas suele ir unido el patronato real ó de 
legos, que consiste en poderla dar ó quitar á tin Presbítero, pu- 


•Ijciido compelerle anle la jurisdicción ordinaria al- cumplimiento 
rio las cargas civiles, embargarle la renta y hasta privarle, en 
ciertos casos, de la Ca|>ellanía. 

Las Capellanías íiicra’/mrias no pueden hacerse colativas, ni 
servir do título para la ordenación, á no ser que en las tablas 

de la fundación se permita queafg-uno se ordene con ellas por vía 
de patrimonio. 

Las Capellanías colativas son los verdaderos Beneficios im- 
propios á que nos hornos venido refiriendo en estas lig*eras indica- 
ciones, y cuya utilidad no puede ponerse en duda siempre que 

respondan á su verdadero origen, y á los motivos de su crea- 
ción. 

Sirviendo las Capellanías eclesiásticas colativas, simples ó 
ciliadas, de título de ordenación, natural es que sea preciso que 
se instituyan con autoridad del Pontífice ó del Obispo, y que !a 
colación é institución canónica competa al Diocesano, sin cuyo 
requisito no se adquiera la posesión. 

La piesentacion o nombramiento constituyen un patronato de 
honor que indistintamente se confiere á clérig'o ó seglar. Tam- 
bién se pueden conferir las Capellanías colativas á los que no 
Sv^an I ics bíteres, pero siempre con la obligación de ordenarse 
dentro do un plazo que ya hemos dicho será el consignado en la 
ÍLindacion, ó el dispuesto por el Obispo, según los casos. 

Las Capellanías colativas para cuyo derecho de patronato se 
llama por el fundador á los individuos de una familia, se dicen 
gentilicias, y se equiparan á las demás de su especie, solo que 
en estas el patrono es siempre lego. 

el patronato pasivo recae sobre clérigo, la Capellanía «e 
dice laical clerical, y puede presentarse para ella uno que sea ya 
Sacerdote ó se ordene de Presbítero dentro del año. 

Si se fundan para que las posean Párrocos, Tenientes, Vica- 
rios, Penitenciarios, Capellanes, etc., se dicen Ministeriales, y 
se entran á servir por artículo, sin que se necesite colación por 
no ser eclesiástica, siendo gubernativa su provisión aunque se 
haga por el Obispo. 

También se dividen en dos partes las rentas: una con aplica- 
ción á misas, y la otra en provecho del Capellán ó poseedor. 

Se dice laical de cuenta, cuando una parte de la renta se de- 



posita en la eoioetiiria goiioral dal Obís[>:u!c't o de' la i^lasia enqiu' 
osló la rniidaeion, y la otra reduiula en [>ro\aadio dol Ca[>alla[i o 

oiiinplidor. 

Cuando hay oonfusion en la práeíiea las reqlas pai’a la inter- 
profacion son: 1.' Las cláusulas: 2/^ Las disposiciones, y e." Kl 
fin de las fundaciones. 

Si no hay inonumentos escritos, se si^ue la cosíninbrt' usada, 
y en este caso, la más próxima. 

Conocida la naturaleza y cualidad de una Capellanía, fácil es 
deducir las reglas que deban serla a[dicables. F.n las eclesiásti- 
cas ó colativas, estas son casi las mismas que [>ara los beneti- 
cíos, tocante á la adinistracion, enagenacion de los bienes y 
y cumplimiento de carg'as. 

Todas las Capellanías pueden fundarse [>or c'ontralo ó [)or 
última voluntad, previa autorización real. (Ley b.-q tiL XIL li- 
bro l de Li Xuev. Recop.) 


Hemos procurado aclarar en lo [>osible la complicada y di- 
fícil materia que os el objeto primordial de este libro. 

Por cuanto llevamos dicho, por la precisión que liallai'án 
nuestros lectores de recordar para entenderla, más de una vez 
las aciaraciones que dejamos consignadas, inferir podrán la utili- 
dad de esta obra. 

Bien merece estudio aislado, estudio especial una materia 
origen de tantas controversias de tan encontrados parecL^es y 
que ha dado márgen á numerosos conllictos entre la autoridad 
eclesifistica y civil. 

¿Por qué...? Ya lo veremos palmariamente alliacer la reseña 
délos precedentes históricos, y más aún, de los [precedentes le- 
gales de las (Mpcllanias, hasta venir á la época novísima, ó sea 
A la Ley-convenio. Por taita de cordura, de prudencia, por con- 
undir en un solo concepto lo que abarca y comprende dos as- 
pectos inseparables é ineludibles haq surgido conflictos que de- 
bieran evitarse para lo sucesivo. 

iXo es dable fijar la época en que comenzaron á ser conocidas 
en España las CMpcIlanias colativas y fundaciones de índole aná- 
loga, al ménos en la acepción con que hoy se conocen. 

Intimamente enlazadas con las vinculaciones en general, las 
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regías ((MC reg-nian su conslitucion, naturaleza y supresión, se 
hallan esparcidas en disposiciones que tratan más ó menos inci- 
dcntalmcnte de mayorazgos, patronatos y legados pies. 

Casi todas las naciones católicas se han mostrado espléndi- 
das para enriquecer las iglesias y capillas; en España esta clase 
de fundaciones ci*an frecuentes, aun antes del siglo IX. 

Uno de los medios escogidos para la amortizacÁon de la pro- 
piedad inmueble fue la creación de Capellanías colativas fami- 
liares. Loque en su origen fué de indisputable utilidad, porque 
íácilitaba los títulos de ordenación en una proporción co ivenien- 
ie á las necesidades religiosas de los pueblos, se hizo abusivo é 
insostenible, llegándose á faltar á todas las condiciones canóni- 
cas en la erección de estos Beneficios, hasta el extremo de no 
asignar ni oficio, ni cargo, ni obligación alguna á los obtentores, 
ni aun vínculo en iglesia determinada, prescindiendo así de la 
ley de la residencia. 

Las Capellanías no fueron más que un título de cóngrua, se- 
guro para la ordenación, y como el derecho estaba enclavado 
en las familias, faltaban aun bajo este concepto estímulos de es- 
tudio, de vocación y de virtud. 

Las exageraciones de ciertas escuelas, el descubrimiento 
de las Américas y en definitiva el código Alfonsino en su Ley 55, 
título VI, part. 1, y 44, tít. V, parí. V, al conceder el dere- 
cho de poder vincular en favor de la iglesia, monasterio, parien- 
te ó flamilia, etc., haciendo los bienes inalienables, y eximién- 
doles de tributos y cargas reales contribuyeron con aumentar 
osle género de fundaciones antes del siglo XV, hasta un punto 

¿por qué no decirlo? perjudicial á los intereses mismos de la 
Iglesia. 

La autóTidad temporal, excitada por los procuradores. á Cor- 
tes, (1351,) y por otros móvjles, adoptó en el sigloXV, unas ve- 
ces de mdtu-propio, y otras de acuerdo con el poder espiritual, 
medidas que evitaran un mal que no puede cohonestarse había 
llegado á ser evidente (1). 

Be aquí que se comenzara por imponer arbitrios sobre las 


(1) Leves 12, tít. 5.^>; l ^ tít. 12; l.<» y 9.‘>. tít. 10, lib. l.« de la Nov. Recop.-Bnla 
4postoHci Ministerii, art. y 8.<* — Concordato de ¡737, art. 5.® y 8.®— Leyes 10, 11, 
título 10; 14, 15 y 15, tít. 5,^' libro 1.» de la Nov« Tlecop. 


- 


C i[>c'(lania> y íardr S(‘ íijason las i’oiuIíl'io 

nasdi'ííH oxisítMUMa ^amio vinniiacion, yoiulo c’mnpK'lanu'ntiMiní 
da la snorlo ilc las Ca[>cdlanias dí'sdo t'sla 
t’iiLua'ones on i;aMU'ral. 

cH>i'docit'iuto daspiies :i un os[>irítii hostil a ('slo ^t'iuMa> áu 
íiimlav‘ionos. y orooiondo las nooosidados do la oorona, so hiiái' 
ron oonoosionos, quo por ol pronto oodior(>n (Mi Ihmioíu’Í(> do los 
\ inonlos, pudi»'ndo oninnorar, ontro otras, la huniltad di' t'najo- 
nar los bionos on quo oonsistian, rodiinir oonsos y sufragar en 
(Oras las carcas pías á olios anojas. 

Otro ^ónoro de abusos dosnalurali/aron la \ ordadt'ra indcvlo. 
olobjolo laudable do las fundaeionos que nos ooiipan. Kn pos dt‘ 
las Capellanías pingües, es dooir, do las Capellanías dotadas oon 
bionos ouaníosísinios, quo so saoaban dol coweri'ío oon daru> dt' 
la propiedad, vino la reduveio)} de la congrua sinodaL quo lli'i;ó a 
rio equivaler al Jornal do un braoi'ro, eonS('r\ ;'uulos(' esta irrogada 
ndad hasta la oolebraoion do la novísima Lov-oonvonío. 

4 ' 

Púsose al aloanoo do las tainilias más [lolua's la eroaoiim do 
Capellanías , y éstas so multi[)Iioaron hasta un punt(> irri'íh'xi\ m 
o impremeditado, sin que si' alondiora á las loyi's proliibitívas 
de amortizaoion , ni las que exíi;ian la lioonoia Real [>ara estas 
t'undaoiones/ 

Do aquí la justioía con que seal/ó oontra.esla oíase do abusos, 
que no contra las hiiulaoíi^nos en sí, la opinión áo losjurisomv- 
sullos, y do aquí también los innumerables ri'oursos di' tuerza en 
el conocer y en el proceder, en virtud de los cuales so convirtie- 
ron en instituciones laicales muchas íundaciones, y el mmu'rodi' 
¡nUronatos reales de legos que surgieron dui’anto el si^lo pasado. 

Quedaron las Capollanias de escasa \ alía, y como consecuon 

cia do esto el gran número do vacantes, la pei petuidad di' éstas, 

y los males inevitables de permanecer largo tiempo en adminís 
trac ion. 

Solicitóse por estas causas la Bula apostolicii minislerii Inu 
combatida, y en pos de ella los acuerdos de. la (bilnara do Casti- 
lla paia la revisión de los Beneiieios incóngruos, ipie se hizo 
muy lentamente y pasando por vicisitudes propias de épocas ca- 
lamitosas y excepcionales. 

Se habilito á los poseedores de Capellanías para comprar lo- 
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hif'iit's vinculados, sin Icnor en ciicnla las cláusulas prohibitivas 
de la fundación (i). 

Más adelanto la Santa S(!dc facultó (2) la enajenación en su- 
basta de los predios rústicos y urbanos pertenecientes á Cape- 
llanías cuya creación hubiera sido hecha por autoddad eclesiás- 
tica, reconociéndose á los poseedores por la Real Caja de conso- 
lidación la recompensa en numerario, á razón de un 3 por 100 
sobre el capital correspondiente al precio de la enajenación, bajo 
ciertas realas. 


jipoca verdaderamente notable fué esta bajo el punto de vista 
de la enajenación de los bienes de Capellanías, convirtiéndose 
éstos en láminas no negociables , que vinieron constituyendo la 
congrua de los Capellanes. ‘ 

Se publicaron desputs innumerables decretos de Cortes , de 
que ya nos hemos ocupado (3), reflejándose la historia de esta 
época en tan múltiples y variadas disposiciones. 



Precedentes legale.s. Primee grupo.— Ley 1, , tit. XII, lib. 1.» Noy. Becop.— 
Ley XIII», tít. X : Ley VI , tít. XII : Beal decreto de 30 de Agostp de 1836. — Ley 
de Agosto de 1811. Beal decreto de XI de JUarzo de 1843, coiifirínado por el 
art. 3.® de la Ley de 11 de Julio de 185L*. — Beales órdenes de 17 de Enero, 29 de 
Julio y 20 de Setiembre de 18i7; id. de 12 de Febrero, 1." de Mayo y 7 de Octubre 
de 1850: id. de 20 de Moyo de 1851. 


l. Hemos llegado á un punto capital é importantísimo; á la 
historia legal de las Capellanías, es decir, á su período inmediato 


(.1) Ley 20, tít. 17, lib. 10 de la Ñor Becop.— Breve de Pió VII de 14 de Junio de 
1815, y Eeal cédula para su ejecucioii. 

'2) Breve de Pió VII de 12 de BicieiTibre de 1806 inserto en la Beal cédula de 8 
de Febrero de 1807. 

(3) Be 1810 y I8I.1; el Real decr»eto de 3 de Marzo de .1813; los de las Cortes ex- 


traordinarias de 27^ de Abril y l.o de Diciembre de 1814; ei Real decreto de 1.»^ de 
Febrero de 1815 ; el de 27 de Setiembre de 1820; el de 31 de Marzo y orden de 8 de 
Abril de 1822 ; la Ley de 28 de Junio de 1822, promulgada en 2 de Marzo de i823. La 
Real cédula de 11 de Marzo de 1824; el Real decreto de 11 de Marzo de 1834; la Ley 
de 6 de Junio de 1835 y Real orden de 20 de Octubre del mismo año; el Real decreto 
de 30 de Agosto de 1836; las Reales órdenes de 13 de Octubre de 1836, 10 de Enero y 
15 de Abril de 37, y 13 de Febrero de 38* 
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á la Ley-convenio; al en que su historia, sin dejar de ser parle 
de la g-cncral sobre desamortización y desvinculacionáQ. los bienes 
eclesiásticos, nos importa más directamente, debiendo completar 
en estos momentos cuantos vacíos hemos dejado de propósito en 
los números anteriores, para agrupar aquí todo lo concerniente 
á una materia que exigia de nosotros mayor esclarecimiento y 
más minuciosa y detallada consideración. 

No será fácil comprender ni apreciar cuanto hemos de decir 
al comentar la Ley-convenio al que no nos haya seguido y nos 
siga en el exámen de las Leyes que motivaron la necesidad y la 
conveniencia de su estipulación. Leyes contradictorias, no pocas 
veces opuestas entre si , y que han hecho la materia de Capella- 
nías, ba>3 el punto de vista del derecho constituido, una de las 
más complicadas, de las más difíciles pára los tribunales y para 
los particulares. 

Todas las leyes de que vamos á hacer mérito, crearon de- 
rechos que subsisten, de que no puede prescindirse, ni echarse 
en olvido; que conviene fijar, determinar con toda claridad, no 
siendo por esto bastante que se conozca y observe la Ley-con- 
venio si se conculcan, ydesnaturalizan ó desconocen los derechos 
creados á la sombra de la legislación anterior; viva, en su ma- 
yor parte; derecho vigente, derecho constituido del más alto inte- 
rés y la mayor importancia. 

Litigios innecesarios, controversias inútiles, competencias 
promovidas sin razón, ni motivo; conflictos, choques entre la 
administración y los tribunales ordinarios, entre estos y los ecle- 
siásticos; extralimitaciones é instrucciones por parte de unos y 
otros, hé aquí las consecuencias de no conocerse, de no estu- 
diarse de un modo completo esta rama de nuestro derecho pa- 
trio, ó de entenderse y practicarse bajo el influjo de preocupacio- 
nes que ya no tienen razón de ser desde el instante que todos los 
conflictos religiosos y espirituales están resueltos por la benigni- 
dad de la Santa Sede, y casi todas las dudas han sido aclaradas 
por el poder civil. 

Después de la Ley-convenio, á todos incumbe el deber de 
acatar sus prescripciones; á todos alcanza la obligación ineludi- 
ble de no ponerla obstáculos y entorpecimientos. 

Quédese para los que profesan más ó ménos sinceramente 
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ideas extremas, ideas exajcradamcnle ultramontanas 6'regalistas 
la censura, la oposieion sistemática á lo hecho por el Sumo Pon- 
tifico, que á tanto lleg-a la irreverencia de los primeros, y á lo he- 
cho por el poder civil, que pocas veces satisface las exigencias 
de los segundos, y colocándonos en un terreno pura y esencial- 
mente práctico, procuremos leal y^inccraincnte hacer que. se ob- 
serve lo convenido y estipulado entre ambas potestades, sin re- 
nunciar por ello á nuestra independencia y á la crítica respetuo- 
sa que incumbe á todo el que con más ó ménos competencia 
hecha sobre sí la responsabilidad de escribir para el público y 
comentar una ley. 

Lo que nuestros lectores han de buscar en este libro, no son 
teorías más ó ménos apasionadas, lo que han de 'buscad y nos- 
otros debemos procurarles, son soluciones prácticas, resolucio- 
nes de casos concretos acomodándonos al texto legal, no sepa- 
rándonos voluntariamente de él, ni de su espíritu; hoy so- 
bre todo que conocemos una série de aclaraciones concordadas 
que nos permiten caminar con mayor seguridad en nuestros 
juicios que cuando dimos á luz las primeras ediciones de este libro. 

Penetremos, pues, resueltamente en la parte de mayor inte- 
rés en esta obra desembarazados ya de precedentes de que no po- 
díamos, ni debíamos prescindir y á los que hemos dado ahora 
mayor extensión, y hemos sometido á un criterio individual, 
personalismo como autores únicos y solos de esta producción. 

Y no es felizmente que hayamos variado de ideas y de princi- 
|)ios en materias religiosas, que en este punto ni hemos cambiado, 
y pedimos áDios no consienta en nosotros cambios, ni vacilaciones 
de ningún género; sino que en nuestro primer libro hubimos de 
ceder en muchas cosas por respeto á nuestro compañero y cola- 
borador, que profesaba el rigorismo á que le obligaba el carác- 
ter de que se hallaba investido. 

Jurisconsulto como nosotros no sfempre hubimos de estar de 
acuerdo; él cedió algo por consideración á nosotros, nosotros ce- 
dimos por consideraciones á él; pero fue más lo que nosotros con- 
cedimos, que lo que él pudo otorgarnos. 

Esta es la verdad que debíamos al público como descargo de 
las diferencias que existen entre ésta y las anteriores ediciones 
de la presente obra . 
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Hepolimos *ino no hemos variado un ái>icc, que no hemos va- 
, iadrnn i>nnlo como católicos, como hombres de fé y de creen- 
I.i;is!coino hijos sumisos y líeles de la Ijilesia: pero desli;;ados 
lie todo compromiso hemos impreso á las páginas de esta i>bi.i el 
sello de nneslras convicciones, de nuestro espirita de toh'rancia; 
Uderancia licita por más que para algunos no parezca aceptable, 
de niiestro alan constante de paz. de concordia y armonía entre 
la potestad' eclesiástica y civil, sin la cual no concebimos más 
que males para la Iglesia y el Estado; perturbaciones, perjuicios, 
pérdidas irreparables; en una palabra, un estado de cosas insos- 
tenible é intolerable que no lo deseamos ni como católicos, ni 
como españoles para nuestro país. 

Los que no quieren conceder nada, lo niegan todo y el siste- 
ma de las negaciones, tan en boga en nuestros dias, es e! que nos 
pierde, el que trae desasosegada y descontentadiza tiempo hace 
á la humanidad. 

Todo por la Iglesia, nada por el Estado; todo por el Estado, 
nada por la Iglesia... extremos son estos con los cuales no pode- 
mos estar de acuerdo, en tos que no hemos convenido nunca y 
lo mismo ántes que ahora ha rechaz-ado nuestra sinceridad y bue- 
na fé. 

La experiencia viene á confirmarnos cada dia y á cada mo- 
mento en nuestras convicciones y de aquí que procedamos como 
hombres de conciencia en nuestros juicios; tranquilos y sosega- 
dos por el juicio que podamos merecer á los partidarios del todo 
por el todo; á los partidarios de sucumbir ántes que hacer la más 
pequeña concesión; como si no fuera siempre superior á la volun- 
tad de los hombres, el ímpetu avasallador de las necesidades de 
las exigencias de los tiempos y de la opinión pública. 

2. La Ley 1.*, tít. XII lib. 1.» de la Nov. liccop. (l) mandó' 
«que los Prelados no compilieran á los clérigos que carecían de 
bencíieios ó capellanías á que las fundaran con bienes patrimo- 
males « disposición que tendía á evitar el que por este medio di- 
chos bienes de patrimonio se hiciesen eclesiásticos y quedaran 
libres de pechos. ^ 


1) Dada por Felipe II en Isas a petición de lae Córtee de Madrid. 
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La Ley ///. X del citado libro (\) dispuso «que el consejo 
de las órdíUHis hiciíU'a ol)S(M-\ ar las leyes y disposiciones canóni- 
cas sobre la proInlMcion, sino en casos de absolnla necesidad y 
exáin(aed(‘ ({uo s(‘ ordí'nascí niiif^nn clérigo á lílnlo de patrimo- 
nio, ni <pi<‘ ios ya fniulados se rcdnJ(M*en á Capellanías; pcrpcluas, 
snslrayén<los(‘ por <‘sl(' medio los bient's de la autoridad civil.» 

¡Ái Ley (»-\ lif. Xll, (2)declaró «que la proliíbicion perpétnade 
enaJíMiar bicnn's, raic.('s (X'slabbís, |>or nnalios directos ó indirec- 
tos, (’ond('nada por el di'creio de 2S d('. Abril de 17S9, (3) debia 
eubmd(‘rs(^ n'spiado de las (lapellmiías y todas las lundaciones per- 
peinas, sin (pie pndí('ra hac(M’S(' no pia'ci'diendo real licencia á 
C()iisnlía d(.‘ la rániara, ni con oíros bient's que los expresados en 
di(*lio d(‘cr('lo. One, la Cáinaia al hacer sus (‘onsnitas loma- 
se infornu s d(‘ los dioct'sanos especialnienie, sobre la necesi- 
dad conocida ó utilidad pública de la (undacíon; renta con que 
íuibíívra do liacers(\ de luaiK'ia <pie resultase cón;-;rna snticienie 
])ara manlenersí' con decoro o\ cléi*if;o ser\ ídor de ella, y los ser 
vicios (pi(' ('sb' hubiera de pn'star o\\ la Iglesia ó capilla.» 

Dada la facnllad {\ los poseculon's d(' mayorazgos, vínculos y 
paíroiiafi>s dc^’lcyos do <majenar los bíeiK's de sus dotaciones, im- 
poní('udo su prodiudo ou la Ib'al caja d(' amoríi'<-acio)i al rédito 
do\ d por 100, ( l) sci;mn d('jamos díí’ho, sii;nieron otras dísposi- 
cioiK's ('nti*(' ellas la lleal Cédula d(d 10 d(' Si'ticMubre de 1709, or- 
denando a los Dndados (pa* activasen y pjvmoviesen la venta de 
losbi(Mi('s propios do Capellanias colatí\as y otras fundaciones 
('cl(‘sí;\sticas, sin pt'rjnicio de los dert'cbos dt' [)alronalo activo ó 
pasivo; o\ Hrtnu' tb' Sn Santidad y (Miamlaresale 15 de Octubre 
do IS05, d(' 21 do Fi'brero y 12 de Díc’iembre de IS07, suspen- 
didas p(>r decn'ío de' la Junta cVntralde l (> de Noviembre de 1808. 

K1 decr('tod(' las C(U*íes di' 27 dt' St'íit'inbre de IS2(1 [publica- 
rlo como Ct'v i'u ll dt' Octubre; ItPs aclaratorítPS de 15 de Marzo 
Y 10 de AlaytP di' 1S2I; la ('édula dt' 11 de Marzo de IS21, que 
declaró nulos íodt>s los actos del í;i)lu\'rno anterior y repuestas 
las cosas ('u cuanto a U>s mayorazgos y vinenlacioiies, al estado 


(r Paa» pm* (.'.‘irlos III, año 1771. 

\'.n Oaiiu por \ <'árl<>s IV. uño 17C(V 

Q\io os li% l,oy US \ ^\c 1?» Nov, Koevp. 

O Ooouuou liti ló tío Sotaombn? do l7iPS. 
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que tenían en 7 de Marzo de 1820, ordenando la restitución de 
ios bienes; la Ley de transición, de 6 de Junio de 1835; el decreto 
de 30 de Ag^osto de 1836, en virtud del cual (1) se restableció 
en toda su fuerza y vigor la ley de 11 de Octubre de 1820, pro- 
hibitiba de la fundación de Capellanías y las aclaraciones de las 
Cortes de que dejamos hecha mención; a partir todo ello desde la 
fecha del mismo; (2) y por último, la Ley de 2 de Setiembre de 
1836, forman la historia cronológica legal que en la materia que 
nos ocupa debe consultarse y tenerse presente para la resolución 
de los casos que ocurran en la práctica. 


3. Hemos llegado á una de las disposiciones de mayor tras- 
cendencia ¿importancia en orden á estos estudios. A la Ley de 
19 de Agosto de 1841, que rompió de un modo brusco, de un mo- 
do violento, con toda consideración y respeto en lo relativo á Ca- 
pellanías y fundaciones de carácter familiar; Ley cuyo texto ne- 
cesitamos transcribir integro porque ha sido y seguirá siendo ne- 
cesario acudir á él en multitud de casos y de cuestiones litigiosas; 
Ley que imprimió un carácter al derecho vigente de que en mane- 
ra alguna puede prescindirse, ni hccharse en olvido. 

Hé aquí su texto: 


* 


Doña Isabel II, por la gracia de Dios y la Constitución de la 
monarquía española, Reina de las Españas, y en su Real nombre 
D. Baldomcro Espartero, Duque de la Victoria y de Morella, Re- 
gente del Reino; á todos los que la presente vieren y entendieren, 

sabed: que las Cortes han decretado, y ISfos sancionamos lo si- 
guiente: ♦ 


AiiTÍcüLO 1.® Los bienes de las Capellanías colativas a cuyo go- 
ce esten llamadas ciertas y determinadas familias, se adjudicarán 
como de libre disposición á los individuos de ellas en quienes con- 
curra la circunstancia de preferente parentesco según los llama- 
mientos; pero sin diferencia de sexo, edad, condición ni estado. 

^ ^ consecuencia de la anterior disposición serán prefe- 
rí os los parientes que con arreglo á la fundación sean de mejor lí- 
nea, y entre los de esta aquel ó aquellos que fuesen de grado prefe- 
rente. Cuando se hiciesen los llamamientos en general á ios parien- 


(1) Art. 1 y 2. 
m Art. 3. 
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te», sin distinguir delineas ni grados, serán preferirlos los xHás 
próximos á los fundadores ó á los que estos señalasen como 
tronco. 

Art. 3.® En los casos en que las fundaciones dispongan que al- 
ternen las líneas, se dividirán los bienes entre estas con entera 
igualdad, y la porción que :í cada uno corresponda se adjudicará á 
los individuos existentes de ella en los términos que dispone el ar- 
tículo antecedente. 

Abt. 4."' Cuando solo el patronato activo fuese familiar se adju- 
dicarán también los bienes en concepto de libres á los parientes 
llamados á ejercerlo. 

Art. Si en alguna fundación se dispusiere de los bienes para 
el caso en que dejare de existir la Capellanía, se cumplirá lo deter- 
minado en a(piella. 

Art. Las disposiciones que pirecedeu tendrán toda su aplica- 
cion á las Capellanías vacantes en la actualidad, y á las demás según 
fueren vacando. 

Art. 7 y Los poseedores actuales coiitíniiarán gozanvlo las Ca- 
pellanías en el mismo eoneepto en que las obtuvieron, y con entera 
sujeción á las reglas de las fundaciones respectivas. Pero podrán en 
su caso usar del derecho que Ies corresponda en virtud de los ante- 
riores artículos. 

Au T. Sp’ Los pleitos que sobre Capellanívas colativas se hallen 
pendientes podrán continuar, restas proveerse como tales, quedan- 
do los que lleguen á obtenerlas en el mismo caso que los actuales 
poseedores. 

Ar i\ Los parientes que conforme á los cuatro primeros ar- 
tículos de esta ley, o las personas que con arreglo al 5.^' tuviesen de- 
recho á los bienes de Capellanías que no se hallen vacantes; ó sobre 
las que penda litigio, podrán desde luego pedir que se les declare ia 
prop'iedad de dichos bienes, sin perjuicio del usufructo que á los 
p o s e o r t' s c o r r e s p o n d e , 

Art. 10. A los tribunales civiles ordinarios de los partidos en 
que radique la mayor parte de los bienes, corresponde hacer la 
aplicación de los derechos que se declaran en esta ley. 

Art. 11. l.a adjiulicacioit de los bienes se entenderá con la obli- 
gación de cumplir, pero sin mancomunidad, las cargas civiles y 
eclesiásticas á que estaban afectos. 

Por tanto mandamos á todos los Tribunales, «lusticias. Jefes, 
(tobernadores y demás autoridades, asi civiles como militares y 
eclesiásticas de cualquiera clase y dignidad, que gimrden y bagan 
guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes. 
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Tendréislo entendido para su cumplimiento, y dispondréis se im- 
prima, publique y circule. — El duque de la Victoria. — En Madrid á 
19 de Agosto de 1841. 

4 . Por Real decreto de 11 de Marzo de 1843, aclaratorio de 
la ley anleriorinente citada, se dispuso: / 

1. ^ Que cuando los bienes de una Capellanía hubiesen consisti- 
do en una dotación confundida posteriormente en la masa capitu- 
lar de Catedrales ó Colegiatas, se entendieran comprendidos en la 
excepción del párrafo primero del art. 6.^ de la ley de 2 de Setiem- 
bre de 1841, dejándose á disposición del poseedor durante su vida, 
y de ios parientes llamados para después de su muerte, ya los mis- 
mos bienes de la dotación primitiva, si fuesen conocidos, ó una par- 
te de los comunes del Cabildo equivalente á su valor. 

2. *" , Que no se comprendieran en la citada excepción los Bienes 
de Capellanías de libre presentación, ni las llamadas de jure devo~ 
lute por extinción absoluta de las familias á quienes pertenecieron 
dichos patronatos. 

T 3.® Que quedara en suspenso la enajenación de los bienes des- 
tinados para la celebración de las misas de alba, vendiéndose los 
que excediesen con la obligación de levantar la carga y deducción 
del capital impuesto en forma de censo.» 

Confirmado este decreto por el art. 3.^ de la ley de 11 de Ju- 
lio de 1856, y en su virtud establecido que los tales bienes que- 
daran exceptuados de la ley desamortizadora de 2 de Setiembre 
de 1841, estas tres disposiciones constituyen uno de los grupos 
bajo los cuales importa considerar el derecho vigente de la rama 
que se relaciona .con estos estudios. 

Las Reales órdenes de 17 de Enero, 29 de Julio y 20 de Se- 
tiembre de 1847, aclararon puntos dudosos, facilitando la adju- 
dicación de bienes y entrega de los frutos de las Capellanías cola- 
tivas correspondienles al tiempo de sus últimas vacantes hasta 
el 19 de Agosto de 1841, deducidas cargas. 

La Real órden de 12 de Febrero, la de 1 de Mayo y la de 
7 de Octubre de 1850, dictaron reglas para la prosecución de los 
pleitos sobre Capellanías, dando una participación al ministerio 
fiscal en los mismos, y determinando pertenecer al Clero secular 
los bienes entregados en virtud de la Ley de 3 de Abril de 1845, 
y los no comprendidos en la Ley de 2 de Setiembre de 41, á te- 
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iior de lo prescrito en el decreto de 29 de Octubre de 1849 . 

Por último, el Real decreto de 20 de Mayo de 1851 declaran- 
do que los bienes pertenecientes á Capellanías vacantes, no com- 
prendidos en las excepciones de la Ley de 2 de Setiembre de 
1841, corresponden al Clero secular y deben serle entregados en 
la forma prevenida en el Real decreto de 20 de Octubre de 1849, 
cierra el período anterior al Concordato de 1851 que nos cum- 
plía historiar. 

Este período legislativo del más grande interés, comprende 
dos declaraciones quQ nos cumple hacer constar como guía en ma- 
teria de tamaño interés. 

Es la primera la que se contrae á la naturaleza familiar de 
la Capellanía. 

Es la segunda la referente al mejor derecho entre los parientes 
para obtener la libre adjudicación de los bienes dado el carácter 
familiar de la fundación. 

La competencia de los tribunales civiles ordinarios no ofrecía 
diftcLiltad alguna, y así se previno como hemos visto en el ar- 
tículo 10 de la Ley de 19 de Agosto de 1841. 

No era tan claro el deslinde respecto á la declaración de ser 
ó no familiar la Capellanía, puesto que enlazada íntimamente es- 
ta cuestión con la aplicación de las leyes desaniortizadoras y 
correspondiendo el hacer observar éstas á la administración, 
claro es que ésta no podía desprenderse de sus atribuciones, por 
lo cual hemos visto se dispuso en la Real orden de 17 de Enero 
de 1847, que dicha declaración se hiciera en expediente guber- 
nativo, ajustándose en su tramitación á los demás de su clase ó 
sea de excepción de venta con arreglo á la Real orden de 9 de 
Febrero de 1842. 

Habían, pues, los tribunales de esperar á esta declaración 
por su propio prestigio y su propio decoro , y ofreció esto siem- 
pre serios inconvenientes y no pocos conflictos de no escasa con- 
sideración. 

Basta fijarse en esta clase de inconvenientes para persuadirse 
de la necesidad y la conveniencia de proceder en cuestiones de 
cierta índole con prudencia, con espíritu conciliador, y separán- 
dose de los apasionamientos de escuela y de las exageraciones^ 
de partido. 




Por no haber procedido de esta manera, ha llcj^^ado á con- 
vertirse en im verdadero laberinlo el derecho constituido, median- 
te las múltiples y opuestas disposiciones que lo Ibnnan, porque 
ninguna de éstas es tan absoluta que comprenda toda clase de 
Capellanías y memorias piadosas; ni tan radical respecto de las 
anteriores que no haya dejado algo que deba tenerse en cuenta 
en el terreno práctico, y dar ocasión á contiendas judiciales ó ad- 


ministrativas. 

Un escritor jurídico, haciendo notar esto mismo que salta á 
la vista después de cuanto dejamos consignado, ha dicho que en 
materia de Capellanías no es bastante un estudio general , sino 
necesario un tratado especial, justificando en cierto modo lo que 
nosotros hicimos en 1868 y reiteramos con la presente producción. 

El principio asentado por el Concilio de Lctran , de que d 
Obispó que ordenase un clérigo sin tener con que mantenerse de- 
corosamente, ó sea congrua sustentación, le hubiera de sostener 
á sus espensas, contuvo el mal y abuso de las ordenaciones bal- 
días; pero produjo en brev^e otro mal mayor, multiplicándose 
hasta el exceso los títulos de ordenación perpétuas ó temporales. 

Tuvo que ponerse remedio á esta prodigalidad y abuso per- 
judicial para la Iglesia, no ménos que para el Estado, y empe- 
zando por restringir, se acabó por desamortizar. 

Tai es, en resúmen, el espíritu de las últimas disposiciones 
legales que acabamos de consignar. 

El estado de la legislación ántes de la Ley-convenio respecto 
á las Capellanías cuyos bienes se vendieron desde el año 1798 á 
1820 era la subsistencia de unas y la desaparición de otras, se- 
gún que el título en que consistia su congrua se hubiese ó no en- 
. ajenado á los parientes por virtud de la Ley de 19 de Agosto de 
1841, ó bien al Estado por la de 2 de Setiembre del mismo año, 
y según, por último, que sus bienes se hubieran adjudicado al 
<ilero por falta de parientes con derecho para ello, con arreglo a 
la Ley de 3 de Abril de 1844, ó por el Concordato de 1851, según 
veremos después. 

En cuanto á las Capellanías laicales , vínculos , aniversarios, 
memorias de misas, etc., cuyos bienes se vendieron en el período 
del ano 1798 á 1820, subsistieron hasta esta época en los títulos 
expedidos por la Caja de consolidación. 
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En 1820 se siipiiniicron las Capellanías laicales en todas sus 
especies de aniversaYios, log^ados píos, etc.; debiendo no confun- 
dir éstas con las que son objeto de nuestro especial estudio. 


XIV. 


Pbbcedentes legales. Segundo grupo.— Concordato de 1851. — Keal decreto 
de 30 Abril de 1852.— Real decreto de 6 de Febrero de 1855 y Ley de 15 de Junio 
de 1850.— Real decreto de ¿8 de Noviembre de 1856.— Convenio adicional al con- 
cordato de 25 de Agosto de 1859. 


t. Llegó por lili para la Iglesia y el Estado un iiiomento so- 
lemne, un instante supremo. Se trató de normalizar un estado 
de cosas, insostenible en un país como España; un estado de ti- 
rantez entre potestades de un órdeii distinto, pero cuya armonia 
y buena inteligencia ha reportado y reportará siempre grandísi- 
mas v'cntajas, ínterin, por fortuna, subsistan en vigor las creen- 
cias católicas, y la casi totalidad de los españoles continúen fie- 
les ú la religión de sus mayores. . 

Desconocer esto, negar esto es negar la evidencia, descono- 
cer la verdad. Confesar debemos que se ha relajado sobrema- 
nera entre nosotros el espíritu y la fé cristiana. Que se desatan 
y se desligan con rapidez aterradora los vínculos de toda sumi- 
sión y todo respeto á la Iglesia, hasta por parte de muchos que 
se dicen sus hijos. Que en alta voz se propala, defiende y se 
hace alarde de un desereimiento absoluto, y no pocas veces 
grosero y descarado. Que hay indiferencia, apatías vergonzosas, 
aj)asionamientos im'fiexivos, descuidos y concesiones inexpli- 
cables, y (jue esto alienta, sostiene y csplica nuiltitiid de fenó- 
menos (pie no dicen bien con nuestros alardes de catolicismo, 
cuando estos suelen ser las más de las ocasiones contradichos 
en la práctica. Y á lodos estos males no se pone de buena fé ni 
se procura el remedio, remedio en nuestro sentir que tiene que 
venir, no solo do parte del Estado, sino de la Iglesia, de la armo- 
nía, áo la [)rudeiicia y la sabiduría de ambas potestades. 
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Por esto somos partidarios de los concordatos, por oso los 
hemos defendido en multitud de ocasiones y aplaudimos sin re- 
serva ya que esta se nos presenta, el de 1851, que vino á sose- 
gar las conciencias y á reanudar las buenas relaciones entre el 

poder eclesiástico y civil. 

Hé aquí los artículos que del mismo nos incumbe rccordai 
en este libro por referirse á la materia cuya historia legal veni- 
mos estudiando. 

«Art. 39. El Gobierno de S. M., salvo el derecho propio de los 
prelados diocesanos, dictará las disposiciones necesarias para que 
aquellos entre quienes se hayan distribuido los bienes de las Cape* 
llanías y fundaciones piadosas aseguren los medios de cumplir las 
cargas á que dichos medios estuvieron afectos. 

Iguales disposiciones adoptará para que se cumplan del mismo 
modo las cargas piadosas que pasaren sobre los bienes eclesiásticos 
que han sido enajenados con este gravámen. 

El Grobierno responderá siempre y exclusivamente de las im- 
puestas sobre los bienes que se hubieren vendido por el Estado li- 
bres de esta obligación.» 

Art. 41. Además la Iglesia tendrá el derecho de adquirir por 
cualquier título legítimo, y su propiedad en todo lo que posee ahora 
d adquiriere en adelante, será solemnemente respetada. Por consi- 
guiente, en cuanto á las antiguas y nuevas fundaciones eclesiásti- 
cas, no podrá hacerse ninguna supresión ó unión sin la intervención 
de la autoridad de la Santa Sede, salvas las facultades que compe- 
ten á los Obispos según el Sto. Concilio de Trento. 

Art. 4 d. En virtud de este Concordato se tendrán por revoca- 
das, en cuanto á él se oponen, las l^eyes, Ordenes y decretos jmbli- 
cados hasta ahora, de cualquier modo y forma, en los dominios de 
España, y el mismo Concordato regirá para siempre en jo sucesivo 
como Ley del Estado en los propios dominios. Y por tanto, una y 
otra délas partes contratantes, prometen por si y sus sucesores ia 
bel observancia de todos y cada uno de los artículos de que consta. 

en lo sucesivo ocurriese alguna dificultad, el Santo Padre y 

M. Católica se pondrán de acuerdo para resolverla amigable- 
3nente.» 

2. No terminaron las dudas á pesar de lo concordado res- 
pecto a la complicada legislación que nos ocupa. 

Después de este pacto solemne, algunos tribunales dudaron 
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si las Capellanías colativas de sangre, que fueron el objeto espe- 
cial de la Ley de 19 de Agosto de 1841, habían sido ó no com- 
prendidas en el Concordato, toda vez que en él no se las mencio- 
naba de un modo especial, claro y terminante. . 

Formóse i>ara resolver esta duda el opórtuno expediente, y 
en su virlud se declaró que el Concordato había en efecto dero- 
gado la Ley de 19 de Agosto de 1841, publicándose al efecto de 
acuerdo con la autoridad pontilicia el Real decreto de 30 de Abril 
de 1852, cuyo texto transcribimos á continuación: 

«Artículo 1/' Desde el dia 17 de (\dubre iiltimo, en que se pu- 
blicó el Concordato como Ley del Estado, se considerará derogada 
la Ijcv de 19 de Agosto de 1811, relativa á Capellanías colativas de 
patronato acíivo ó ]>asivo de sangre. De la misma manera j desde 
i^xual tcí‘ha se tniteiuierán derogadas las disposiciones relativas á las 
I umiacioiies piailosas y familiares. 

Ai*t. A su consecuencia, qiudau subsistentes las Capellanías 
i'olativas de patronato activo ó pasivo de saiigre , estén ó no actual- 
mente A'acantt's, cuyos bienes no havaii sido adjudicados judicial- 
ínente á las iamilias respectivas, ó para cuya adjudicación no pen- 
liic'se juí(‘io, en ejecución de la la'v de 19 de Agosto de 1841 v otras 
disposici()ues, antes de dicho dia 17 de Octubre. Lo misino se enten- 
tuM'á respecto á las iundacioues ]>iadosas arriba mencionadas. 

Art :L" l\>r lo tanto, se adjudicarán por los tribunales eclesiás- 
ticos, y servirán de titulo de ordenación las Capellanías subsisten- 
tes, st'gun los ariíeulos anteriores, siempre que sean eóngruas. 

Art. t." Continuarán hasta su deeisiou detiuitiva cou arreglos 
derecáu) los expedientes judiciales que pendiaii en los Juzgados de 
priiiu'ra instaiuáa y Reales Audieneias el citado dia 17 de Octubre, 
<\'saiulo los jiiimos principiados cou posterioridad. 

Art. 5." 8i lus sugetos á quienes se hayan adjudieado judicial- 
mente los bienes de las i^apellauias hubiesen sido ordenados ó lo 
tiu'sen c'u lo sucesivo á titulo de (dlas.se euteiulerá que los intere- 
s.’ulos h.an renumoado :ú beueíicdo de la Lev de 19 de Agosto de 1841, 
observa nd(>se jun* lo taní(> lo dispuesio en los artículos l.° y 8.*^ de 
la prescmte de(dar.aei(>n. Lo mismo se euteiuierá respecto de las Ca- 
Pidlamas (tiu' havau ser\ ulci ó sirviesett de titulo eii ordenación á 
algún individuo dc^ las familias entre quienes se hayan distribuido 

los bienes, siempre i]ue presten a esto su eonseutlmieiito todos loa 
uiuav'sados. 

;Vrt. o." FjI Ministerio de C raeia y Justicia dará las íustruccio- 
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nes y disposiciones convenientes .pura laejeeiieion del presente de- 
creto.» 

Respetó y mantuvo el decreto que acabamos de trascribir lo 
resuelto en juicios fenecidos por sentencia firme ó ejecutoria, y 
permitió la prosecución y término de los pleitos incoados con 
anterioridad al 17 de Octubre de 1851, en que se publicó el Con* 
cordato como Ley del Estado. 

Hecho esto, parecia que había de haber terminado todo es- 
tado anómalo y excepcional respecto de las fundaciones de ca- 
rácter familiar; pero no fue así, condenados como estarnos hace 
años en España á no tener un dia de reposo, de sosiego y esta- 
bilidad. 

Un cambio político produjo la derogación del decreto de 30 
de Abril de 1852 y el restablecimiento de la Ley de 19 de Agosto 
de 1841. 

Hé aquí el texto de esta nueva disposición legislativa, ó sea 
del Real decreto de 6 de Febrero de 1855. 

«Artículo l."" Se declaran en su fuerza y vigor la Ley de 19 de 
Agosto de 1841 sobre Capellanías de sangre, y las demás disposicio- 
nes relativas á fundaciones piadosas familiares, que fueron deroga- 
das por mi Real decreto de 80 do Abril de 1852. 

Art. 2.® 8e declaran legítimos los derechos adquiridos en virtud 
del citado Real decreto, por sentencia definitiva pronunciada ó que 
se pronuncie en los juicios incoados ante tribunal competente.» 

Este decreto hizo precisa una Ley aclaratoria de la de 1841, 
y se publicó la siguiente^ de 15 de Junio de 1856: 

«Artículo 1 Los individuos de pref erenté parentesco que , con 
arreglo á la Ley de 19 de Agosto de 184d, tenian derecho á los bie- 
nes de Capellanías colativas al tiempo' de paihlicarse la misma Ley, 
y hayan fallecido sin haber pedido la adjudicación, le han trasmiti- 
do á sus herederos, quienes por tanto ocupan el mismo grado y lu- 
gar que sus causantes para la participaciou de los bienes. 

Art. 2.® También tienen derecho á pedir la adjudicación de ios 
bienes de Capellanías colativas los llamados por la fundación, y los 
herederos de los que teniendo aquel derecho fallecieron después de 
la publicación del decreto de 30 de Abril de 1852 , y antes del 6 de 
T’ebrero de 1855, en la misma forma que se previene en el artículo 
anterior; pero no tendrá lugar la entrega inmediata de los bienes, 
cuando la Capellanía ha servido de título pjara ascender á las Orde- 
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nos mayores, en cuyo caso los capellanes serán considerados como 
utíufructuarios hasta que obtengan otro beneficio eclesiástico, y si 
no lo obtuviesen, durante su vida. 

Art. 3.” Los interesados que no reclamasen la adjudicación den- 
tro de veinte años, desde la publicación de la Ley de 19 de Agosto 
do 1841, perdei-án todo derecho, y se trasmitirá á los siguientes en 
grado, que deberán ejercitarlo dentro del término de los cuatro años 
siguientes, después de los que los bienes de las Capellanías se de- 
clararon comprendidos en la Ley de 1.® de Mayo de 1855. 

Art. 4.® Todas las adjudicaciones de bienes de Capellanías cola- 
tivas se entienden hechas sin perjuicio de tercero de mejor derecho 
á los mismos, que solamente podrán ejercitarlo dentro de cuatro 
años, á contar desde el dia de la ejecución. 

Aft. 5.® Se declaran como Capellanías colativas de sangre, com- 
prendidas en la Ley de 19 de Agosto de 1841, restablecida en 6 de 
Febrero de 1855: 


1.® Las fundaciones que poseen actualmente los eclesiásticos, 
corporativa ó individualmente, en concepto de prebendas ó Benefi- 
cios, y las que como tales se hallen vacantes, siempre que los fun- 
dadores llamen á su disfrute á familias ó personas determinadas, 6 
que sean de patronato activo familiar y no hubiesen sido compren- 
didas en las Leyes de 2 de Setiembre de 1841 y 1.® de Mayo de 1855, 


d en las Leyes de desamortización citil. 

2. ® Las Capellanías que han sido provistas á presentación de los 
patronos, después de la publicación del Decreto de 6 de Febrero 
de 1855. 

3. ® Las Capellanías colativas de sangre que hayan provisto los 
Ordinarios en virtud de derecho de devolución, por pro\ddencia 
posterior al mismo decreto. 

Art. 6.® Los individuos de las familias de los fundadores que 
estén llamados á la adjudicación de los bienes de las Capellanías de 
que se trata en el artículo anterior, pueden pedirla desde luego, 
ante los tribunales ordinarios, únicos competentes para conocer en 
esta materia, sea cualquiera el motivo que en contrario se alegue, ó 
la incidencia q\ie sobrevenga con arreglo á lo prescrito en el art. 10 
de la Ley de 19 de Agosto de 1811. 

Art. 7.® Cuando en las fundaciones que poseen las corporacio- 
nes ó Cabildos eclesiásticos no hubiese llamamientos á familias 


6 personas determinadas, patronato activo familiar, los bienes de 
aquellas fundaciones se entienden comprendidos en la Ley de 1.® 
de Mayo de 1855, así como también lo están los adquiridos por las 
iglesias fuera de las escrituras de fundación, con posterioridad á 
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e^ta^. V 0011 fondos que no esluviescn coii^ií^nados ospeeialnu'nla 
en la misma para este objeto. 

Art. 8.'" Se exeei>íúnu del ariícuilo anterior» los Beneíieios y 
prebendas de los Cabildos eelesiaslieos. que eonstituyen la eónj^rua 
sustentación de los individuos vinrante la vida de estos, ó hasta que 
obteuscan prebenda ú otros Benetieíos eclesiásticos.” 

6. En pos de la anterior resolución vino otra que la dero£;ó 
en absoluto ó sea el Real decreto de 28 de Noviembre de 1856. 
lié aqui su articulado. 

«Art. 1.'’ Se suspenden los efectos del Iveal dc'creto de 5 de F e- 
brero de 1S55, por el que se restableeid la Ley de 19 de Airosto de 
1841, sobre Capellanías colativas de patronato familiar aetivo d pa- 
sivo, y demás fundaciones piadosas de igual clase. 

Art. 2.* Quedan en suspenso los juicios y reelamaeioiies que 
penden ante los tribunales eiviies y eclesiásticos, así respecto de ia 
úivision y secularización de los bienes comprendidos en dichas fim- 
aaeiones y Capellanes, como sobre el derecho á suceder en ellas, y 
hasta nueva providencia no se admitirán en lo sucesivo deimunla.s 
de esta clase.»» 


5. Desde la fecha de la anterior resolución quedaron, pues, en 
suspenso criantos pleitos se habian incoado sobre el mejor dere- 
cho á las Capellanías, situación que se mantuvo hasta la publi- 
cación de la Ley-convenio, en el que por Iratarse, no tan solo 
de Capellauías sino de otras fundaciones, interesa tener en 
cuenta las Leyes de 1.*^ de Mayo de 1S55 sobre desamortización, 
la de 11 de Julio de 1855, reformando aquella, y la de 23 de 
Mayo de 1855, autorizando la redención de todas las cargas que 
gravitaban sobre la propiedad, bien fueran espirituales ó tempo- 
rales. 

En virtud de estas leyes se habian sentado precedentes, so- 
bre los que debía haber miUuo acuerdo entre las dos potestades, 
y al efecto se celebró el Convenio adicional al Concordato en 25 
de Agosto de 1859, que se publicó como Ley en 4 de Abril si 
guíente, cuyo articulado íntegro nos importa reproducir para la 

mejor inteligencia de la novísima legislación, que vamos a co- 
mentar: 

«Artículo 1,"‘ Ei Grobierno de S. M. Católica, habida considera- 
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eion á las lamentables vicisitudes porque han pasado I 03 bienes 
eclesiásticos en diversas épocas, y deseando asegurar á la Iglesia 
perpetuamente la pacífica posesión de sus bienes y derechos, y pre- 
venir todo motivo de que sea violado el solemne Concordato cele- 
brado en 1(> de Marzo de 1851, promete á la Santa Sede que en ade- 
lante no se hará ninguna venta, conmutación ni otra especie de 
enagenacion de los dichos bienes sin la necesaria autorización dé- 
la misma Santa Sede. 

Art. 2.^ Queriendo llevar definitivamente á efecto de un moda 
seguro, estable é independiente el plan de dotación del Culto y 
Clero prescrito en el mismo Concordato, la Santa Sede y el G-o» 
bierno de S. M. Católica convienen en los puntos siguientes: 

Art. 3.*^ Primeramente, el Gobierno de S. M. reconoce de nue- 
vo formalmente el libre y ]>leno derecho de la Iglesia para adquirir, 
retener y asufructuar en pu opiedad, y sin limitación y reserva, toda 
especie de bienes y valores; qnedando en conseuencia derogada por 
este Convenio cualquiera dispiosicion que le sea contraria, y seña- 
ladamente y en cuanto se le oponga la Ley de 1.'" de Mayo de 1855. 

Los bienes que en virtud de este derecha adquiera y posea en 
adelante la Iglesia, no se computarán en la dotación que le está 
asignada por el Concordato. 

Art. 4.® En virtud del mismo derecho, el Gobierno de S. M. re- 
conoce á la Iglesia como propietaria absoluta de todos y cada uno 
de los bienes que le fueron devueltos por el Concordato. Pero ha- 
bida consideración atestado de deterioro de la mayor piarte de los 
que aun no han sido enajenados, á su diFícil administración, y á los 
varios, contradictorios é inexactos cómputos de su valor en renta, 
circunstancias todas que han hecho hasta ahora la dotación del 
Clero incierta y aun incongrua, El Gobierno de S. M. ha propiuesto 
á la Santa Sede una permutación, dándose á los Obispios la facul- 
tad de determinar, de acuerdo con sus Cabildos; el precio de los 
bienes de la Iglesia situados en sus respiectivas Diócesis, y ofre- 
ciendo aquel, en cambio de todos ellos y mediante su cesión hecha 
al Estado, tantas inscripciones intrasferibles del 3 por 100 de la 
Deuda pniblica consolidada de España, cuantas sean necesarias para 
cubrir el total valor de dichos bienes. 

Art. 5.*' La Santa Sede, deseosa de que se lleve inmediatamente 
á efecto una dotación cierta, segura é independiente para el culto 
y para el Clero; oidoa los Obispos de España y reconociendo en el 
caso actual y en el conjunto de todas las circunstancias, la mayor 
utilidad de la Iglesia, no ha encontrado dificultad en que dicha per- 
mutación se realice en la forma siguiente; 



— 113 — 

Art. G.'’ Serán eximidos de la permutación, y quedarán en pro- 
piedad á la Iglesia en cada Diócesis, todos los bienes enumerados 
en los artículos 31 y 33 del Concordato de 1851, á saber: los huer- 
tos, jardines, palacios y otros edificios que en cualquier lugar de la 
Diócesis esten destinados al uso y esparcimiento de los Obispos. 
También se le reservarán las casas destinadas á la habitación de 
los Párrocos, con su huertos y campos anejos, conocidos bajo las 
denominaciones de Iglesiarios, Mansos y otras. Además retendrá la 
Iglesia en propiedad los edificios de los Seminarios conciliares con 
sus anejos, y las Bibliotecas y casas de corrección, ó cárceles ecle- 
siásticas, y en general todos los edificios que sirven en el dia para 
el culto, y los que se hallan destinados al uso y habitación del Cle- 
ro regular de ambos sexos, así como los que en adelante se destinen 
á tales objetos. 

Ninguno de los bienes enumerados en este artículo podrá impu- 
tarse en la dotación prescrita para el Culto y Clero en el Concor- 
dato. 

En fin, siendo la utilidad de la Iglesia el motivo que induce á la 
Santa Sede á admitir á la expresada permutación de valores, si en 
alguna Diócesis estimare el Obispo que por particulares circunstan- 
cias conviene á la Iglesia retener alguna finca, sita en ella, aquella 
finca podrá eximirse de la permutación, imputándose el importe de 
su renta en la dotación del Clero. 

Art. 7.° Hecha por los Obispos la estimación de los bienes su- 
jetos á la permutación, se entregarán inmediatamente á aquellos 
títulos ó inscripciones intransferibles, así por el completo valor de 
los mismos bienes, como por el valor venal de los que han sido ena- 
jenados después del Concordato. Verificada la entrega, los Obispos, 
competentemente autorizados por la Sede Apostólica, harán al Es- 
tado formal cesión de todos los bienes que con arreglo á este Con- 
venio están sujetos á la permutación. 

Las inscripciones se imputarán al Clero como parte integrante 
de su dotación, y los respectivos Diocesanos aplicarán sus réditos á 
cubrirla en el modo prescrito en el Concordato. 

Art. 8.® Atendida la perentoriedad de las necesidades del Clero, 
el Gobierno de S. M. se obliga á pagar mensualmente la renta 
consolidada correspondiente á cada Diócesis. 

Art. 9.® En el caso de que por disposición de la autoridad tem- 
poral la renta del 3 por 100 de la Deuda publica del Estado llegue 
á sufrir cualquiera disminución ó reducción, el Gobierno de S. M, 
se obliga desde ahora á dar á la Iglesia tantas inscripciones intrans- 
feribles de la renta qtie se sustituya á la del 3 por 100, cuantas sean 

8 
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necesarias para cubrir íntegramente el importe anual de la que va 
á emitirse en favor de la Iglesia; de modo que est a renta no se ha de 
disminuir ni reducir en ninguna eventualidad ni en ningún tiempo. 

Art. 10. Los bienes pertenecientes á Cajpellanias colativas y á 
otras semejantes f undaciones piadosas familiares, que á causa de su pe^ 
culiar índole y destino de los diferentes derechos que en ellos radican^ 
no pueden comprenderse en la permutación y cesión de que aquí se trata^ 
serán objeto de un convenio particular celebrado entre la Santa Sede y 
S. M. Católica. 

Art. 11. El Grobierno de S. M., confírmando lo estipulado en el 
artículo 39 del Concordato, se obliga de nuevo á satisLieer á la Igle- 
sia, en la forma que de común acuerdo se convenga, por razón de 
las cargas impuestas, ya sobre los bienes vendidos como libres por 
el Estado, ya sobre los que ahora se le ceden, una cantidad alzada 
que guarde la posible proporción con las mismas cargas. También 
se compromete á cumplir por su parte en términos hábiles, las obli- 
gaciones que contrajo el Estado por los párrafos primero y segundo 
de dicho artículo. 

Se instituirá una comisión mixta con el carácter de consultiva, 
que en el término de un año reconozca las cargas que pesan sobre 
los bienes mencionados en el párrafo primero de este artículo, y 
proponga la cantidad alzada que en razón de ellas ha de satisfacer 
el Estado. 

Art 12. Los Obispos, en conformidad de lo dispuesto en el ar- 
tículo 35 del Concordato, distribuirán entre los conventos de mon- 
jas existentes en sus respectivas Diócesis, las inscripciones intrans- 
feribles correspondientes, ya á los bienes de su propiedad que ahora 
se cedan al Estado, ya á los de la misma procedencia que se hubie- 
ren vendido en virtud de dicho Concordato, (5 de la Ley de 1.* de 
Mayo de 1855. La renta de estas inscripciones se imputará á dichos 
conventos como parte de su dotación. 

Art. 13. Queda en su fuerza y vigor lo dispuesto en el Concor- 
dato acerca del suplemento que ha de dar el Estado para el pago de 
las pensiones de los religiosos de ambos sexos, como también cuan- 
to se prescribe en los artículos 35 y 36 del mismo, acerca del mante- 
nimiento de las casas y congregaciones religiosas que se establez- 
can en la Península, y acerca de la reparación de los templos y otros 
edificios destinados al culto. El Estado se obliga además á construir 
á sus expensas las iglesias que se consideren necesarias, á conceder 
pensiones á los pocos religiosos existentes legos exclaustrados, y á 
proveer á la dotación de las monjas de oficio, capellanes, sacrista- 
nes, y culto de las iglesias de religiosas en cada Diócesis. 
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Art. 14. renta de la Santa Cruzada, que hace parte de la ac- 
tual dotación, se destinará exclusivamente en adelante á los í^astos 
<lel culto, salvas las obligaciones que pesan sobre aquella por conve- 
nios celebrados con la Santa Sede. 

El importe anual de la misma renta se computará por el año co- 

niun del último quinquenio en una cantidad fija, que se determina- 
rá de acuerdo entre la Iglesia j el Estado. 

El Estado suplirá como hasta aquí la cantidad que falte para cu- 
brir la asignación concedida al culto por el artículo 34 del Concor- 
dato. 

Art. 15. Se declara propiedad de la Iglesia la imposición anual, 
que para completar su dotación se estableció en el párrafo cuarto 
del art. 38 del Concordato, y se repartirá y cobrará dicha imposi- 
ción en los términos allí definidos. Sin embargo, el Grobierno de su 
majestad se obliga á acceder á toda instancia que por motivos loca- 
les, ó por cualquiera otra causa le hagan los Obispos, para convertir 
las cuotas de imposición correspondientes á las respectivas Diócesis, 
en inscripciones intransferibles de la referida Deuda consolidada, 
bajo las condiciones y en los términos definidos en los arts. 7, 8 y 9 
de este Convenio. 

Art. 16. A fin de conocer exactamente la cantidad á que debe 
ascender la mencionada imposición, cada Obispo, de acuerdo con su 
Cabildo, hará á la mayor brevedad un presupuesto definitivo de la 
dotación de su Diócesis, ateniéndose al formarlo á las prescripcio- 
nes del Concordato. T para determinar fijamente en cada caso las 
asignaciones, respecto de las cuales se ha' establecido en aquel un 
máximum y un mínimum^ p>odrán los Obispos, de acuerdo con el Go- 
bierno, optar por un término medio cuando así lo exijan las necesi- 
dades de las iglesias y todas las demás circunstancias atendibles. 

Art. 17. Se procederá inmediatamente á la nueva circunscripeion 
de parroquias, á tenor de lo conferenciado y concertado ya entre 
ambas potestades. 

Art. 18. El Gobierno de S. M., conformándose á lo prescrito en 
el art. 36 del Concordato, acogerá las razonables propuestas que para 
aumento de asignaciones le hagan los Obispos en ios casos previs- 
tos en dicho artículo, y señaladamente las relativas á Seminarios. 

Art. 19. El Gobierno de S. M., correspondiendo á los deseos de 
la Santa Sede, y queriendo dar un nuevo testimonio de firme dispo- 
sición á promover, no solo los intereses materiales, sino también los 
espirituales de la Iglesia, declara que no pondrá óbice á la celebra- 
ción de Sínodos diocesanos, cuando los respectivos Prelados estí 
men conveniente convocarlos. 



Asimismo declara que sobre la celebración de Sínodos provin- 
ciales, y sobre otros varios puntos árdaos é importantes, se propo- 
ne ponerse de acuerdo con la Santa Sede, consultando al mayor 
bien y esplendor de la Iglesia. 

Por último, declara que cooperará por su parte con toda la efi- 
cacia, á fin de que se lleven á efecto sin demora las disposiciones 
del Concordato que aún se hallan pendientes de ejecución. 

Art. 20. En vista de las ventajas que de este nuevo Convenio re- 
sultan á la Iglesia, Su Santidad, acogiendo las repetidas instancias 
de S. M. C., ha acordado extender, como de hecho extiende, el be- 
nigno saneamiento contenido en el art. 42 del Concordato á los bie- 
nes eclesiásticos enajenados á consecuencia de la referida Ley de 
1.** de Mayo de 1855. 

Art. 21. El presente convenio, adicional al solemne y vigente 
Concordato, celebrado en 16 de Marzo de 1841, se guardará en Es- 
paña perpetuamente como Ley del Estado, del mismo modo que di- 
cho Concordato. 

Art. 22. El canje de las ratificaciones del presente Convenio se 
verificará en el término de tres meses, ó antes si fuese posible.» 

Por Real decreto de 21 de Agosto de 1860, publicado en 13 
de Setiembre del mismo, se dictaron varias reglas del mayor 
interés para llevar ú cabo la pcnnutacion de los bienes eclesiás- 
ticos por inscripciones de la Deuda, verificándose en efecto el 
referido cambio en varias Diócesis. 

Nos interesa recordar que por Real cédula de 1789 se dispu- 
so que el conocimiento en Indias de las demandas de principal y 
réditos'de toda clase de Capellanías y obras pías, correspondie- 
ra á las justicias reales; que el fisco y sus jueces continuasen 
avocando el conocimiento de toda causa en que el primero tu- 
viese interés, por más que la hipoteca estuviese afecta ú Cape- 
llanía ó iglesia, yen caso de competencia el juez eclesiástico se 
entendiera con el real con arreglo a la ley. 
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XVI. 


Estado anárqnico-leg'al de las Capellanías: dudas y controTersias» —Negociaciones 
anteriores á la Ley ^’conyenio.— -Pleitos. — Comunidades de Cataluña: documento 
importante sobre el particular. 


L Del artículo 10 del convenio adicional al Concordato ar- 
ranca la promesa de legislar de común acuerdo ambas potesta» 
des sobre la materia difícil y complicada de Capellanías y funda- 
ciones familiares de índole análoga (1). 

(1) Véase en demostración de lo que decimos la Real orden de 23 de Marzo de* 
clarando exceptuados de la permutación los bienes pertenecientes al beneficio fun- 
dado en el altar de San Eloy de la Parroquia de Olesa en la provincia de Barcelo- 
na, y dictando reglas para la instrucción y decisión de esta clase de asuntos. 

Illmo. Sr.: Enterada la Peina (q. D. g.) del expediente instruido á instancia de 
D. José y D. Francisco Bayona, en solicitud de que se declaren exceptuados de la 
desamortización los bienes pertenecientes al beneficio fundado en el altar de San 
Eloy de la Parroquia de Olesa, en la provincia de Barcelona, por Salvador Matas y 
Matas; y resultando que ésta es por su institución de patronato activo familiar, 

S. M., de conformidad con lo propuesto por V. I., la Asesoría general de este 
Ministerio y Junta superior do Ventas, se ba servido declarar, que sus bienes de- 
ben ser exceptuados de la permutación con arreglo á lo prevenido en el arb. 10 del 
Convenio adicional al Concordato de 1851, quedando sujetos á lo que se resuelva en 
el particular, que sobre las fundaciones de esa naturaleza ha de celebrarse con la 
Santa Sede y sin que entre tanto pueda hacerse minoración alguna respecto al actual 
estado posesorio en que se hallen, que deberá respetarse hasta que aquello suceda» 

Al mismo tiempo, y teniendo en cuenta la necesidad y conveniencia de que se 
dicten reglas fijas y precisas para la instrucción y deoision de esta clase de asuntos, 
preparándose convenientemente su ultimación ahora que se acerca el día en que s& 
ha de publicar ese convenio particular, es la voluntad de S. M. que se observen 
como medida general las prevenciones siguientes: 

1. * El actual estado posesorio de los bienes pertenecientes á capellanías colati- 
vas y otras semejantes fundaciones familiares se respetará por ahora y hasta que 
se publique el convenio particular á que se refiere el art.® 19 del publicado cono ley 

eu 4i de Abril de 18d0, sin que se admita ni resuelva en contra solicitud 6 reclama* 
cion alguna, 

2. ® Para decidir administrativamente cuáles sean las fundaciones que debes, 
quedar sujetas al arreglo mencionado, eximiendo sus bienes de la permutación, bas- 
tara por cerciorarse del carácter familiar de las mismas, con arreglo á las cláusulas 
de su institución, y probando la procedencia de aquellos, á falta de su clara deter- 
minación en la escritura de fundación por ios medios legales hasta ahora adinitidoft 
au semejantes casos. 
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Mediaron con este motivo y préviamente contestaciones so- 
bre la inteligencia de la ley de 19 de Agosto de 1841 y el Con- 
cordato entre el Delegado apostólico y el Gobierno, y no era ex- 
traño que así sucediera. 

Algunas de esas contestaciones llegando á nuestra -noticia, 
nos han dado mucha luz en el particular objeto de estos estudios 
demostrándonos la absoluta precisión de que sobre este asunto 
recayese un acuerdo definitivo. 

Los tradistas de derecho, y los escritores eclesiásticos no 
habían podido llegar á ponerse de acuerdo sobre estas materias 
y esto era natural dado el proceder anómalo y violento como he- 
mos visto se venia procediendo en cuanto á las fundaciones fami- 
liares, que no debieron nunca, y bajo ningún concepto equiparar- 
se á las que no tenían este carácter y particularidad. 

Cada periodo legislativo que hemos examinado, había venido 


8.® Las capellanías y demás fundaciones eclesiastiásticas de cuyas respeetiyas 
escrituras de institución no aparezca su carácter familiar, seguirán comprendién- 
dose como hasta aquí en la permutación, adicionándose con tal objeto á los inven- 
tarios correpondientes. 

4. * Cuando de las cláusulas mismas de su institución no resulte con claridad el 
carácter familiar de las fundaciones á que se refieran, así como cuando ocurran du- 
das sobre la identidad de las fincas, podrá exig’irse mayor instrucción en los' expe- 
dientes que la indicada en li regrla 2,*, oyéndose en todo caso sobre el primer puntp 
á la Asesoría g:eneral de este Ministerio, como cuestión de interpretación legal. 

5. * Se llevará por esa Dirección un escrupuloso registro en donde se anotarán 
todas las decisiones administrativas que i^ecaigan en los expedientes de excepción 
de Capellanías colativas y análogas fundaciones familiares, con objeto de que, una 
vez publicado el dicho convenio, de no acudir el pvarticula^ interesado á deducir su 
derecho dentro del palazo que se determine, pmeda verificarlo la Hacienda por me- 
dio del ministerio público, obteniendo una resolución judicial que pionga término al 
estado posesorio, que, como medida general interina, debe hov respetarse y soste- 
jwrse. 

El respeto que en la prevención 1.^ se consigna á favor del actual estado po- 
sesorio de les bienes de que se trata, será extensivo á los pertenecientes á fundacio- 
nes familiares que se hallen vacantes, ya obren en el día en administración 6 pióse* 
sien de la Iglesia ó bien del Estado, debiendo sostenei*se el statu quo en que se en- 
cuentren hasta que se publique el referido convenio particular. Así que, ha de que- 
dar claramente consignado en resumen que la Administración, una vez acreditado 
el carácter de una Capellanía colativa li oti*a semejante fundación familiar, debe 
respetar su estado posesorio actual, sin prejuzgar ningún derecho de propiiedad, ni 
desprenderse de cualquiera otro que pueda hacer valer el Estado cuando se consu- 
me el arreglo á que se refiere el art. 10 del Convenio. 

De real érden lo digo á V. I. para sn inteligencia y efectos oportunas. Dios 
guarde á V. I. muchos años. Madrid 23 de Marzo de lS(v. — BAbzanallaxa.— Se- 
ior Director general de Propiedades y Derechos del Est^ido. 
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liejaiuio huellas en la práctica, y á la sombra de esas hiu'llas lia- 
biau surgido abusos de extremada magnitud. 

No fue prudente, ni justo confundir ó eqiii[)arar como se hi/o 
en no pocas disposiciones legales, la situación de las Cáipellanias 
vacantes con las que no lo estaban; la de los [>oseedores con la de 
aquellos que no llegaron á pretender, ó renunciaron al dereclio 
de pretender dicha posesión. 

El argumento avasallador de los intereses creados que iiu oca- 
baii los adjudicatarios, no podía ser aplicable á los que no qui- 
sieron solicitar la adjudicación, y no obstante así se hi'zo bulne- 
rando un principio fundamental del derecho y produciéndose la 
mayor tiranía, la que hoy tanto y tanto se pondera, la tiranía de 
la conciencia. 

El concordato halló unas Capellanías cuyos bienes se habían 
distribuido al tiempo de su publicación; otras suprimidas, sin otra 
reserva á ios poseedores que el usufructo de los bienes en que 
consistía su dotación, y trasladada ya la propiedad y hasta la 
posesión de los mismos á los parientes; pero á la vez que esto 
era exacto, había otras muchas no adjudicadas y cuya posición 
era bien distinta. 

Opinábase por unos que sobre las Capallanías no adjudicadas 
no cabía legislar; que no habiendo mediado acto alguno, heciio 
concreto de trasmisión sobre sus bienes, los poseía el capellán ó 
la Iglesia si estaban vacantes. 

Se decia que la Ley de 19 de Agosto no usaba la palabra su- 
presión, ni había trasmitido por su propio ministerio la propie- 
dad, sino dejando esta trasmisión ó trasferencia sujeta, sometida 
á un hecho concreto, al acto material, corporal ó cuasi-corporal 
de la adjudicación, á la que debía preceder la voluntad del (pie 
quiso posesionarse y así lo pidió, (1) habiéndose reconocido la 
posesión en su favor de los capellanes y de la Iglesia; (2) enten- 
diendo que por todas estas razones, la segunda parte del art. 41 
del Concordato debía entenderse que conservaba á la Iglesia la 
propiedad unida á la posesión de los referidos bienes, pero de 
tal manera que ni por via de supresión, ni de unión ó niodilica- 
cion pudiera alterarse. 


(1) Art. 1.» 

(2) Art. 9." 
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Añadíase que el art. 39 del Concordato, aludia tan solo á 
aquellos entre quienes se hubieran distribuido los bienes y no de 
las meramente adjudicados, pues no es lo mismo distribuir que 
adjudicar. El Papa habia reconocido ios hechos consumados, y 
estos solo habían tenido lug-ar respecto de las Capellanías, cuyos 
bienes se hablan distribuidOy de manera alguna en cuanto á las 
demás. 

Para destruir esta última apreciación se invocaba, en sentir 
de algunos, el texto del art. 39 del Concordato, pero era según 
otros violentando su texto latino: ut illi quos Ínter hona ad Cape- 
llanías piasqiKB fiindationes spectaiNtia distributa fuerit; es decir 
traduciendo el adjetivo spectancia por esperanza. 

La real orden de 28 de Marzo de 1853 dada de acuerdo con 
el informe del Consejo Real dispuso que solo se cumplimentaran 
por la autoridad eclesiástica los exortos librados por la jurisdi- 
cion ordinaria en los juicios sobre Capellanías, cuando procedie- 
sen de expedientes incoados antes del 17 de Octubre de 1851 en 
que se publicó el Concordato, quedando sin efecto todas las 
demás. 

Mons. Brunelli decía en 22 de Julio de 1853 al Ministro de 
Estado: uLa legge sull Capellanie laicali vimontan come P Emña 
Ura beusa, alP Agosto delP anno 1841 . Ora una legge funesta 
agli interessi celia chiesa, é contro la quale non avera maneato 
la S. Sede di fare piu volte et auche per mió mezzo, energeci 
reclamé si ebbe bene in vista nelle negoziazioni previe al Con- 
cordato de 1851 obe trovasi implieitamente et espUcit amente 
abrogata negli articuU 39 y 45 hel primo dei quali si ha mencio- 
ne dei pesimerenti alie Capellanie, á cui beni erano stati disri- 
buisíi fra i parenti » 

Pero contra este orden de ideas, de dictámenes y pareceres, 
se alegaba que la Iglesia habia reconocido sin restricciones no 
solo ios hechos consumados^ sino los intereses creados; que nunca 
se habian entendido por distribuidos los bienes adjudicados y en- 
tregados, demostrándolo así el decreto mismo de 1852 en el cual 
se entendieron suprimidas \as Capellanías sobre las cuales habia 
mediado solicitud de adjudicación y este decreto sodio de acuer- 
do entre las dos potestades. 

Pasta leer, se anadia, por los mantenedores de los hechos y 
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los intereses creados, el art. 38 y siguientes del Concordato para 
persuadirse que el gobierno solo quiso ea beneficio de la Iglesia 
que los que habian recibido los bienes como libres, asegurasen el 
cumplimiento de las cargas, y nada más. 

Por otra parte, nuestro derecho civil distingue la posesión en 
civil, natural y real ó material. En la 1.^, la posesión se trasmite 
por ministerio de la ley, sin necesidad de acto alguno de apren- 
sión, requisito que solo se exijo en lo corporal ó material, vel 
cuasi. De aquí que la posesión de los bienes de las Capellanías, 
pasase á los parientes por la ley de 41, no siendo exacto que la 
tuviese la Iglesia á la celebración del Concordato; y tanto esto se 
entendía así, que á los poseedores ó capellanes, entonces no se 
les conservó la posesión, sino el usufruto que es cosa distinta, 
ó sea el disfrute sava rerum substantia. Cesó, pues, aquella su po- 
sesión que participaba del quidpropietatis, como dicen nuestros 
comentaristas, y que se hacia incompatible con la propiedad 
aunque ruda, trasmitida á los parientes. 

Si en principio las Capellanías participan de un doble carác- 
ter, son una institución eclesiástica y civil, no sucede lo mismo 
con la dotación que les era propia, dotación que afecta al dere- 
cho común y se reguló por las leyes del reino. 

El jus ad rem se trasmite por ministerio de la ley, ó por actos 
á que la misma atribuye esta fuerza. La g^djudicacion, es el acto 
de autoridad publica ó privada, á el cual la ley concede esta po- 
testad; por él se asigna nominal y determinadamente la cosa tras- 
mitida por la ley, y de aquí que el que obtiene la adjudicación, 
adquiera desde eljus ad rem, hasta el goce del jus in re. Un ejem- 
plo aclarará este género de argumentos más que cuanto pudiéra- 
mos añadir en su abono. — Un testador instituye dos herederos, es- 
tos tienen desde luego la propiedad en común, en los bienes he- 
reditarios, es decir, el jus ad rem; se hace la división y la adju- 
dicación, y aquel derecho se convierte para ambos en la porción 
que le es propia en jus in re. Un testador manda un legado espe- 
cífico, por la muerte de aquel, pasa el dominio al legatario y 
desde luego adquiere el jus in re por ministerio de la ley. 

Lo convenido en sentir de la potestad temporal en el Concor- 
dato, fué que los bienes que fueron de Capeiianías y que en vir- 
. iud de la ley del 41, se habian adjudicado ó distribuido entre los 
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parientes, pernianecian de estos, haciendo el g*obierno que los 
poseedores asegurasen. los medios de cumplir las cargas. 

El deeníto de .'10 de Abril de 52 no fue objeto de menores con- 
troversias y encontrados pareceres. Se dijo que el Gobierno no 
estaba autorizado más que para hacer el Concordato, y una vez 
lu'.cho no Umia muívas atribuciones, y no obstante antes de su 
publíeaeíou los tribunales civiles y eclesiásticos interpretaron el 
Goncordato admitiendo los primeros cuantas demandas se les 
presentáron de adjudicación de bienes de Capellanías, y los se- 
gundos no. Este decretó fué pues el que derogó la Ley de 41 
y no el Concordato. 

Los más de los fundadores no instituyeron Capellanías cola- 
tivas, sino patronatos de legos. Mediante el inílujo de ciertas 
ideas y d(' los tiempos, estos patronatos se reputaron Capellanías 
y la jurisdicción ech'siastíca entró á conocer de ellas y espiritua- 
lizó sus bienes; otros muchos fundaron Capellanias colativas, 
p(U’o s^lndieencia real como se necesitaba, defectos intrinsicos en 
víríud d(' los cuales los bienes pasaron á los parientes sin vio- 
lencia, ni ac(o alguno de injusticia. 

En las Capellanias de Sangre las habia: Ccon patronato ac- 
ti\ o y pasi\ o; 2/’ con [)atronalo activo solamente; o.'' con pasivo 
solo; ■!/’ que simido completas en la fundación ó sea con patro- 
nato activo y pasivo habian venido con el tiempo á quedar man- 
cas, ó sea sin uno de los dos patronatos, y 5.'' que permanecien- 
do completas los que tenian alguno de los dos patronatos no le 
ejercitaban por ignorancia, y á veces por incapacidad. En lo 
l>ráctk’a ('sto se \ eia; así como que cuando habia llamados al pa- 
tronato pasii'o, riies('n ó no [>resentados, no perdían su derecho y 
!(' vmitílaban en juicio contencioso, y sin presentación ninguna se 
dí'claraba su d(M’('clu> como nacido de la fundación. 

U('s[)eclo de las ra[)ellanias faniiliai'es en que se habian extin- 
guido los [)ari('n(('s, nada se dijo en el Concordato; opinando nm- 
chos jurisconsnlt(^s <|iie los bienes de estas fundaciones se habian 
seculari/ado [u.r \ irtiul de la Ley de IS ll, entrando en el domi- 
nio d('l tisco con arreglo al derecho común. 

Cor ultimo, la Ihila Apostolieii ministerii, que ántes hemosci- 
tado, en su art.S."', suprimió los beneficios incóngruos cou\’irticn- 
<lolos en legados [)ios; {>ero como los bienes en que consistía la 
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dotación de irmchos de dios no bastaban á suírag-ar los gastos 
de la declaración, quedaron estos en una situación anómala, has- 
ta que la Cámara, previa consulta á los Prelados diocesanos, 
acordó la Circular de 12 de Junio de 1789. 


2. Ante el cúmulo de dificultades, de controversias y pare- 
ceres que dejamos apuntados, ni el Estado, ni la Iglesia podían, 
ni debían permanecer indiferentes. Se intentaron, pues, medios 
de arreglo y de concordia. 

Hé aquí algunas bases que se asentaron para ello, convinien- 
do ad referendum el Ministro de Gracia y Justicia Sr. Fernandez 
Negrete y el Nuncio á la sazón en estos reinos: 

«1.® En que los bienes aún no adjudicados de Capellanías co- 
lativas de patronato activo ó pasivo familiar que no estuviesen 
en litigio, y á cuyo goce estuvieran llamadas ciertas y determi- 
nadas familias, se adjudicarían como de libre disposición á los 
indivíduosde aquellas en quienes concurrieran las circunstancias 
de preferente parentesco ó derecho según los llamamientos, 
siempre que los mismos entregasen al Prelado respectivo una 
lámina intransferible del 3 por 100, cuya renta fuese igual á la 
que hubieran producido anualmente según el último quinquenio 
los expresados bienes. 

2.® En que los poseedores entonces de bienes procedentes 
de Capellanías colativas familiares asegurarian el cumplimiento 
de las cargas eclesiásticas á que estuvieren obligados, constitu- 
yendo al efecto una hipoteca sobre los expresados bienes. Si 
prefirieren redimirlas, podrian hacerlo entregando al respectivo 
diocesano inscripciones intransferibles de la Deuda del 3 por 100, 
cuyo rédito anual equiv-aliese á la suma necesaria para el levan- 


tamiento de las expresadas cargas, de cuya responsabilidad que- 
darían en este caso completamente libres. En el uno ú otro sii~ 
puesto, la Santa Sede subsanaría el defecto que hubiera po- 
dido haber en la adquisición de los mencionados bienes, de la 
• 

niisma manera que se hizo por el art. 42 del^Concordato con los 
demás de carácter eclesiástico que fueron enajenados en ^virtud 
de las leyes civiles de desamortización. 

3.® En que el Gobierno se comprometería por su parte á dar 
las mismas inscripciones por todo el valor de los bienes que 
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constituyen las Capellanías colativas eclesiásticas, las cuales 
quedarían extinguidas y ios expresados bienes declarados pro- 
piedad del Estado. 

4. ^^ En que respecto de las cargas á que estuvieran afectos 
los legados píos y patronatos laicales, se haría lo mismo que 
f>ara las Capellanías colativas familiares se había convenido. Los 
dueños de lincas gravadas con fundaciones de misas ú otras car- 
gas espirituales podrian igualmente redimirlas en los términos 
ya expresados. 

5. ^" En que los Obispos dividirian todas estas inscripciones 
en grupos, distribuyendo entre ellos las cargas que pesasen so- 
bre los bienes de que se ha hecho mención en las bases ante- 
riores, quedando facultados por la Santa Sede para hacer en di- 
chas cargas las reducciones necesarias, á ñn de que cada uno de 
dichos grupos resultase una renta líquida que 'constituyera con- 
grua sinodal. 

6. ^^ En que los Obispos serian los patronos de las fundacio- 
nes que se establecieran con las inscripciones indicadas por la 
supresión de las Capellanías, y hubieran de agraciar con ellas á 
jóvenes de conocida vocación al estado eclesiástico y destituidos 
de los medios indispensables para abrazarlo, los cuales hablan 
de ingresar necesariamente en los Seminarios conciliares, para 
seguir en ellos su carrera literaria eclesiástica. Mientras dichos 
jóvenes cursasen en los Seminarios, percibirían éstos las rentas 
de las fundaciones con que estuviesen agraciados, corriendo por 
su cuenta el cumplimiento de las cargas que las gravasen, en 
atención al beneficio que la Iglesia reportarla de la erección de 
estos títulos de ordenación. 

7. "^ En que los seminaristas que poseyesen dichas fundacio- 
nes las disfrutasen hasta tanto que obtuvieren otro oficio ó Be- 
neficio eclesiástico cóngruo, siéndoles de obligación indispensa- 
ble aceptar cualquiera que el Obispo les confiriera , sin perjuicio 
de optar á los que se diesen mediante oposición. Luego que los 

poseedores expresados obtuvieren otro oficio ó Beneficio cón- 

> 

8Tuo,.debia vacar inevitablemente el constituido por dicha fun- 
dación, el cual se conferida de nuevo en la forma que queda 
consignada. 

8. * En que los agraciados con estas fundaciones serian ads- 
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críptos cuando hubiesen salido del Seminario sin haber obtenido 
otro Beneficio á una ig-lcsia parroquial, y tendrian el deber im- 
prescindible de desempeñar cualquier cargo que el Obispo les 
impusiese mientras poseyesen esta clase de Beneficios. » 

Tales fueron por entonces las bases estipuladas para poner 
término á los conflictos á que daba márgen la legislación en ma- 
teria de Capellanías y fundaciones familiares análogas. 

El proyecto del Sr. Monares fue idéntico al del Sr. Ncgrete. 

El Sr. Mayans propuso, durante su permanencia en el Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, algunas variantes á la potestad 
eclesiástica en el particular; variantes que, si nuestros informes 
no son inexactos, fueron las siguientes: 

«1.* Que al artículo ó base 1.* se añadiese: — según lo dis- 
puesto en la Ley de 19 de Agosto de 1841, entregando prévia- 
mente los derecho-habientes á la Iglesia, y en su representación 
al Prelado diocesano, una lámina intransferible de renta del d 
por 100 cuyo rédito anual sea igual á la suma que en cada año 
se necesite para cubrirlas cargas á que por la fundación venían 
afectos los expresados bienes. 

2. * Que en el artículo ó base 2.^ se sustituyera la palabra 
poseedores con la de dueños. 

3. * Debía intercalarse en la 2.^ y 3."^ la siguiente:— Quedan 
extinguidas Jas Capellanías colativas eclesiásticas familiares. 

4. » A la base ó artículo 7.® debía agregarse: — Cuando por 
las vicisitudes de los tiempos las rentas anuales de las Capellanías 
colativas familiares eclesiásticas hubieran disminuido al punto de 
ser iguales ó menores que la suma necesaria para el levanta- 
miento de las cargas, los Prelados constituirán los nuevos títulos 
exclusivamente con bienes de Capellanías, y los patronos activos 
familiares conservarán el derecho de presentación.» 

Estas últimas variantes ó modificaciones en la materia que 
nos ocupa tuvieron un carácter confidencial , y por lo tanto nos- 
otros las apuntamos aquí como meros datos de curiosidad y de 
interés para apreciar el curso que siguieron las negociaciones 
hasta la publicación de la Ley-convenio que vamos á comentar. 

3. Pidiéronse entre tanto datos á las Audiencias del número 
de pleitos incoados sobre adjudicación de bienes de Beneficios, 
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Ccipclliiiiijis y íundacioncs piadosas familiares de patronato activo 
y pasivo de sangre en virtud de las disposiciones de la Ley de 19 de 
Agosto de 1841 y del Leal decreto de 5 de Febrero de 1855, con 
expresión de los cpic se terminaron y se hallaban pendientes 
con arreglo á lo prevenido en el do 28 do Noviembre de 1856, y 
á excepción de la de Burgos, que no nos consta si los mandó, re- 
sultaba; 

Que los pleitos incoados fueron 13.315 

De estos se fallaron determinando la adjudica- 
ción á los parientes 10.842 

Quedaron pendientes y en suspenso. 2.473 

Bcrlcnccian á la audiencia de Albacete, fenecidos 805, pen- 
dientes 155; á la do Barcelona, fenecidos 410, pendientes 121; 
.á la de Cáceres, fenecidos 1.341, pendientes 207; á la de Cana- 
rias, fenecidos 46, pendientes 14; á la de la Coruña, fenecidos 
210, pendientes 103; álade Granada, fenecidos 1.562, pendien- 
tes 291; á la de Madrid, fenecidos 1.475, pendientes 208; á la de 
Mallorca, fenecidos 38, pendientes 6; á la de Oviedo, fenecidos 
223, pendientes 30; á la de Pamplona, fenecidos 168, pendientes 
13; á la de Sevilla, fenecidos 3.065, pendientes 1.004; álade 
Valencia, fenecidos 113, pendientes 30; á la de Valladolid, fene- 
cidos 928, pendientes 193; á la de Zaragoza, fenecidos 458, pen- 
dientes 98. Total fenecidos 10,842; pendientes 2,473 


4. Otro documento curioso é importante debemos agregar 
á esta parte de datos y avci-iguaciones que ilustran por vez pri- 
mera esta obra y es el informe dado acerca de las comunidades 
de Cataluña á petición del gobierno y cuyo texto es el siguiente, 
toihado literalmente de antecedentes de cuya exactitud y vera- 
cidad no podemos dudar. 


«CoMUMD.'VDKs HE Cataujñ.\. — Oi’ígen dc las comunidades de 
Beneficiados de Cataluña. — Existen desde remotos dias en Cata- 
luña Comunidades de Presbíteros beneficiados, agregadas á las 
iglesias parroquiales. La existencia de muchas dc ellas data des- 
de el siglo XIII. 

Hijas fueron dc la necesidad como casi todas las instituciones 
sociales. El Párroco no bastaba, á medida que aumentábala po- 
blación, para el apacentamiento espiritual de la grey encomen- 
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dada á su cuidado; y en las ciudades y villas de gran vecinda- 
rio ai aumento de iglesias hubo de preceder el de operarios 
para las diversas necesidades del culto. Si el Párroco y el coad- 
jutor pueden atender de ordinario á la administración de los Sa- 
cramentos del bautismo y de la eucaristía, no así al de la peni- 
tencia en las poblaciones importantes, ni á la asistencia espiri- 
tual de los enfermos y moribundos, ni a la celebración del santo 
sacrificio de la misa para todos los fieles, ni á la de todas las fes- 
tividades queda Iglesia Católica tiene instituidas. De ahí el ori- 
gen de los beneficios agregados á las iglesias parroquiales, be- 
neficios cuyo número ha ido en aumento de una parte, porque la 
piedad de nuestros antepasados les ha impulsado a procurar no 
solo el decoro sino la esplendidez y majestuosidad del culto, y de 
otra, porque común en otros dias en las familias de los ricos pro- 
pietarios el tener en el sacerdocio á algunos de los segundo — gé - 
nitos, al formarles su cóngrua la despojaban de todo carácter, 
por decirlo así, individual y privado, y la investían de otro más 
adecuado á la religiosidad de sus sentimientos y á su afición á 
dar á las ceremonias religiosas la pureza y dignidad á que tanto 
propende el catolicismo. 

Disposiciones régias y pontificias ^han sancionado la existen- 
cia legal de las comunidades y los planes beneficiales formados 
por los Prelados, han regularizado su constitución interior y las 
relaciones recíprocas de sus individuos. 

Naturaleza legal de las Comunidades . — Existen las Comuni- 
dades de Presbíteros beneficiados como una verdadera persona 
moral, como una entidadjurídica: no son una simple agregación 
de personas con las mismas atribuciones y deberes, pero sin re- 
laciones legales entre sí. Por el contrario, en la respectiva igle- 
sia son una entidad distinta del Párroco y sus coadjutores, 
aunque en relaciones legales con ellos; disfrutan de capacidad 
de derecho, de suerte que su personalidad es reconocida pol- 
los tribunales de justicia; poseen bienes y cumplen obligacio- 
nes, y con el nombre de procuradores de herencias, adminis- 
tradores, conservadores ú otros semejantes tienen la representa- 
ción y ejercen los actos propios de toda persona jurídica. 

En el orden canónico existen para auxiliar al párroco en las 
necesidades de la iglesia, de los fieles y del culto: en el órden 
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civil disfrutan dolos derechos concedidos por las leyes á las de- 
más personas jurídicas; y en el orden social prestan grandes 
servicios muy estimables en épocas de públicas calamidades 
remediándolas con celo evangélico y con socorros materiales. 

Nombramiento de los beneficiados , — Son estos nombrados por 
las personas ([ue ejercen el Patronato activo según la escritura 
de fundación del beneficio y á veces lo son de entre determina- 
das personas, si en la fundación se constituyó el Patronato pasivo 
á hivor de las mismas y á veces libremente, lo quo no es tan co- 
mún. Algunos beneficios, aunque pocos, son* de provisión del 
Prelado; y otros, aunque cortos en número, de provisión Real, 
en atención a haberse asumido los Reyes este derecho por la 
total extinción de las familias a quienes el Patronato activo haya 
pertenecido. 

Número de individuos de las Comunidades , — El número de 
individuos de las Comunidades es sumamente vario: en Barce- 
lona es más crecido comunmente que en las demás poblaciones 
del antiguo Principado, pero aun en ella es desigual según la im- 
portancia y extensión de la parroquia, pues al paso que en la 
de Santa María del Mar llega quizás á 100 el número de benefi- 
cios, aunque no siempre están provistos ó resididos todos, en 
otras no alcanza á más allá de 16 á 20. 

El término medio es en Barcelona de 30 títulos; en muchas 
poblaciones de 16 á 20; en algunas como Villafranca, Mataré y 
pocas más, es muy crecido, y en otras no llega á 10. En la provin- 
cia de Barcelona las parroquias que tienen mayor número de be- 
neficios son después de la de Vich, Manresa y Villafranca que 
llegarán á 40 ó 50, las de Igualada y Bcrga, pero las hay que no 
sube su mimero á 6 títulos. 

En las restantes provincias el número de Comunidades es 
mucho menor y más aun el de sus individuos, siendo las que más 
tienen las capitales y alguna ciudad ó villa de importancia; así es 
que en la provincia de Gerona sólo la Comunidad de Olot tiene 
12 títulos; en algunas no pasan de 7 y las hay que solo tienen 3» 

En la de Tarragona á excepción de las de Reus, Vallsy Mont- 
blanch que llegaran á 20 títulos, los tienen en número insigni- 
ficante. 

En Lérida á excepción de la de Cervera que contará 25 no 




llegan á 10 títulos en las demás; lo que demuestra la causa que 
según se ha dicho motivó la creación de las Comunidades y de 
sus beneficios. 

Obligaciones de los Beneficiados. — Las obligaciones ¡ comunes 
á los Beneficiados son, la decantación de las horas canónicas, 
la celebración de misas fijas ó de punto, repartiéndose estas 
principalmente en los dias de precepto del modo más acomodado 
á las costumbres de la población y fácil asistencia de los fieles, 
de manera que comenzando aquellas al amanecer continúan cada 
media hora hasta el mediodía; asistencia á los oficios y aniver- 
sarios creados por los píos fundadores y demás actos del culto. 

Además de estas obligaciones nacidas de la fundación del be- 
neficio, cumple el Beneficiado las impuestas por el Prelado al ha- 
cerse colación canónica del título que son: coadyuvar al Párroco 
en el confesonario, predicación, asistencia de los enfermos siem- 
pre que la necesidad lo exija. Algunos Beneficiados tienen algu- 
na carga particular que alzar, impuesta expresamente por el fun- 
dador al obtentor del título. 


Derechos de los Beneficiados. — En equivalencia del cumpli- 
miento de estas obligaciones, tienen los Beneficiados los siguien- 
tes derechos ó mejor recompensas: 1.® Participación en las dis- 
tribuciones designadas por el fundador á cada Beneficiado que 
asiste al oficio, rezo, etc., por él propio fundado, las que son su- 
mamente módicas atendido el valor actual de la moheda compa- 
rado con el que tenia en los remotos tiempos en que se fundaron 
aquellos actos: 2.^ Preferencia en la celebración de misas que 
las personas piadosas allegan á la respectiva Iglesia, pero sin 
que el Beneficiado participe de mayor limosna que la común, 
pues la que esa dá de esta sirve a la Comunidad para suplir las 
misas de menor limosna y poder asegurar al Beneficiado la que 
luego se dirá: B."" Asistencia retribuida á los funerales y demás 
funciones extraordinarias que se celebren en la Iglesia costea- 
das por los fieles y gratuita á los de personas pobres: 4.^' Socor- 
ro en caso de enfermedad si la Comunidad cuenta con la institu- 
ción conocida con el nombre de enfermería, especie de monte- 
pío formado con los réditos que le devenga su pequeño capital for- 
mado de cierta cantidad que satisface el Beneficiado al ser ad- 
mitido en la Comunidad y un tanto que satisface mensualmcntc. 

9 
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Con sus productos se asegura al enfermo un equivalente á la ce- 
lebración de la misa, considerándole además presente en todos 
los actos. 

Como emolumento especial, algún Beneficiado percibe algún 
censo, pero de escaso rendimiento como recompensa de las obli- 
gaciones especiales á él impuestas por el fundador del título de 
beneficio. 

Bienes de las Comunidades: su procedencia. — Los bienes de 
las Comunidades, se componen; 1.® De los destinados por los fun- 
dadores de los Beneficios al sostenimiento de las cargas de mi- 
sas, rezo, oficios por ellos impuestos á la Comunidad para tener 
el Beneficiado participación en las distribuciones; 2.° De los que 
con igual objeto han legado á las mismas personas piadosas que 
han contribuido á sostener la congrua de los títulos, reparando 
las mermas sufridas, y 3.® De los que las Comunidades han ad- 
quirido á título oneroso mediante los ahorros que han podido ve- 
rificar con las fallencias ó sea faltas de residencia de sus indivi- 
duos, ó vacancia de algunos títulos ó beneficios, cuyos produc- 
tos los destinan á la celebración de oficios en los dias de fiestas 
para las que no hay fundación determinada, ó bien á la majes- 
tad del culto y á veces al socorro de públicas necesidades. En 
este concepto han adquirido las Comunidades varios censales, 
especie de censos consignativos, ó mejor préstamos á plazo in- 
definido con hipoteca especial ó general de bienes que debe me- 
jorarse á voluntad del prestamista ó perceptor del censo, muy 
frecuentes en Cataluña. 

¿En qué consisten dichos bienes? — Los bienes que las Comuni- 
dades poseen, consisten principalmente en censales, en ménos ex- 
tensión en censos enfitéuticos, y por alguna que otra Comunidad 
en alguna finca rústica ó urbana. 

Importe de dichos bienes.- — Distantes están de ser cuantisos 
por varias causas. En primer lugar, las fincas urbanas que po- 
seen las Comunidades son pocas y de escasos réditos. En segun- 
do lugar, las fincas rústicas que alguna Comunidad posee, no 
son muy productivas, atendido el atraso por lo general de nues- 
tra agricultura. En tercer lugar, de los' censales y censos que 
por regla general constituyen la renta de las Comunidades, hay 
que rebajar, además do la contril)ucion, los gastos de cobranza. 
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los de los litig'ios á que á menudo es necesario acudir contra los 
morosos, y las condenaciones que del todo ó parte de los atrasos 
se otorgan, ya para no agravar la situación angustiosa de los 
censatarios, ya para asegurar el pago de las pensiones suce- 
sivas. 

Así es, que ántes de haberse vendido algunos bienes ó admi- 
tido la redención de un gran niiniero de censos y censales por 
la Administración de Propiedades y derechos del Estado, sin que 
hasta ahora se haya dado indemnización alguna, no obstanteque- 
dar en descubierto las cargas de misas, etc., que sobre aquellas 
renías ó bienes pasaban, en la mayor parte de las Comunidades; 
las distribuciones que se hacían al beneficiado solian ser de 10 
sueldos catalanes, equivalentes á 5 reales 28 céntimos, por li- 
mosna de la misa y 5 sueldos, equivalentes á 2 reales 64 cénti- 
mos por el canto de las horas canónicas y conveníuai. En algu- 
nas Comunidades, el beneficiado no percibía mensualoiente más 
que de 240 á 300 reales; en otras difícilmente percibía 300 rea- 
les y en las Parroquias más ricas de la misma Ciudad de Barce- 
lona, en ninguna podia el beneficiado llegará percibir 400 reales,, 
y por estos módicos emolumentos, tenían obligación los beneficia- 
dos deasistir á los actos de devoción y funerarios mandados cele- 
brar por diferentes personas, de suerte que sin esta asistencia, di- 
fícilmente percibía ningún beneficiado más de 240 reales. 

Destino de dichos bienes . — De las rentas de dichos bienes cual- 
quiera que sea su procedencia, forma cada Comunidad un acervo 
común que se distribuye del modo siguiente: l.”á cubrir ios gas- 
tos de administración y conservación de los mismos y demás gas- 
tos materiales de las Corporaciones, pues los Administradores que 
sonindivíduos déla misma, y elegidos por ella, 'ejercen gratuita* 
mente su cargo; 2.^^ á la celebración de misas, oficios, y demás 
funciones instituidas por los fundadores de los beneficios y dona- 
dores, percibiendo todos los beneficiados asistentes á dichos actos 
igual distribución que es la marcada por el fundador. 

El destino de estos bienes de las Comunidades, es lo que dis- 
tingue más esencialmente los beneficios de Cataluña de las Cape- 
llanías de Castilla. En estas el obtentor administra y posee rentas 
propias, en aquellos el obtentor recibe recompensa por la asis- 
tencia á los actos que celebra la Comunidad ó Iglesia á que per- 
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icoecc. Las Capellanías difícilmente exigen residencia del obten 
tor en determinado lugar, y los beneficios de Cataluña exigen re- 
sidencia fija, y que el obtentor se ocupe y dedique á las funcio- 
nes del cuUo de la respectiva Iglesia, y ála utilidad de los fieles: 
de modo que las Capellanías de Castilla solo se asemejan á los 
Beneficios de Cataluña por la pequeña renta con qué el fundador 
ha dotado al obtentor de algún beneficio, en recompensa de al- 
guna carga individual impuesta al mismo. 

Las Capellanías de Castilla, ha dicho alguno, tienen algún 
punto de contacto con los mayorazgos, pero los beneficios de Ca^ 
taluña, ni sombra tienen de semejante cosa. Los beneficios de 
Cataluña pueden definirse como lo han hecho los Prelados de Ca- 
taluña, en 21 de Setiembre de 1861, en exposición dirigida á 
S. M., «de títulos canónicos por los que el obtentor adquiere el 
derecho de levantar cierto número de cargas fundadas en deter- 
minada Iglesia, en sufragio'^de los fundadores y en beneficios y 
comodidad de los fieles, percibiendo por estos servicios, una 
módica retribución de la Comunidad.» 

Esto explica el por qué, no obstante las distintas leyes que 
lian permitido la adjudicación de bienes de Capellanías á favor 
de las familias, mientras en otras provincias ha sidq aquella bas- 
tante frecuente, en Cataluña no hay memoria de que Patrono al- 
guno de beneficio de Comunidad haya reclamado semejante ad- 
judicación. 

El motivo de esto es obvio: el hombre se mueve por el inte- 
rés; y siendo consecuencia de la adjudicación la obligación de 
adjudicatario de levantar las cargas del título adjudicado, el Pa- 
trono ha observado que léjos de ganar con la adjudicación, per- 
día, cargando con obligaciones imposibles de cumplir sin añadir 
nuevas rentas, y áun así, dejando en descubierto la voluntad del 
fundador, que fue la de que las cargas por él impuestas fuesen 
levantadas por la Comnnidad, y no por el individuo. 

¿Cómo han sido considerados hasta ahora dichos bienes ? — Los 
bienes de las Comunidades de Beneficiados de Cataluña habian 
sido considerados por algunos como amortizados; y si bien 
pueden considerarse de esta suerte por el carácter de perpetui- 
dad que en sí llevaban las cargas que con ellos deben alzarse, 
310 obstante , gracias á la forma que á los mismos han dado las 
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Comunidades, se ha conseguido asegurar la perpetuidad de las 
cargas y disminuir los inconvenientes de la amortización. 

Las Comunidades, desde muchos siglos acá, han venido con- 
virtiendo las lincas ó ca[)itales que les entregaban los fundadores 
y donadores en la creación de censales, cuyas rentas, lejos de 
importar la amortización, dejan en plena libertad al donatario de 
solventar la carga con la que ha gravado su propiedad, siempre 
que él mismo quiera, bastando entregar el capital prestado al 
infimo precio de 3 por 100 para extinguir la obligación; de 
suerte que el censal, institución que han fomentado las Comuni- 
dades de Cataluria y que por regla general constituye sus ren- 
tas, no impone traba alguna á ¡a propiedad, y ha hecho conside- 
rar á aquellas como cajas de préstamos que han salvado á mu- 
chos propietarios de la ruina. 

Las Comunidades tienen también censos eníitéutícos proce- 
dentes de ios fundadores de los Beneficios, ó de los actos piado- 
sos, ó por haber ellas cedido á censo alguna finca, con lo cual 
disminuian considerablemente los inconvenientes de la amortiza- 
ción, pues en los censos no existe la prohibición de enajenar. 
Por esto sin duda, y atendido el carácter de las Corporaciones 
de que se trata, y especialmente atendidos los bienes que ellas 
proporcionan á la Iglesia y á las poblaciones, en 1782 y lo pro- 
pio que en 1821 y 1823, en 1837 y en 1841 lo mismo que en 1855y 
se han respetado siempre sus bienes ; y cuando las oficinas su- 
balternas ó los particulares los han considerado comprendidos 
en la Ley de 1.® de Mayo del último citado año, la Real orden 
de 25 de Diciembre de 1856 y otras disposiciones superiores han 
declarado que por ahora debian mantenerse en la posesión de 
ellos á las Comunidades. No por esto puede hoy decirse que es 
quieta y pacífica semejante posesión; en todas las provincias de 
Cataluña se han redimido muchos censos y censales ; en algunas 
se han puesto en venta algunas fincas, y en otras se están exi- 
giendo inventarios perturbando aquella posesión, en lo que ven 
las Comunidades una amenaza á su legítimo derecho, y el anun- 
cio dé la próxima indigencia de los beneficiados. 

¿Conviene la conservación de las Comunidades? —No puede 
menos que contestarse afirmativamente áesta pregunta, ya se 
atienda á consideraciones del orden religioso y social, ya á 



otras de orden económico. Donde existen las Comunidades de 
Beneficiados, las ceremonias reli^^íosas oslenlan toda la majes- 
liiosa pompa, toda ía impotente suntuosidad con que el catoli- 
cismo, profiindo conocíidor del corazón humano, ha creído con- 
vcni(‘iite influir en la imaj^inacion y sentimiento de las muche- 
dumhres: las creencias se fortalecen con la meditación en los 
hombres instruidos, pero con las grandes impresiones en los 
que tienen escasamente cultivada su inteligencia. En los dias 
que corremos no debe debilitarse sino extenderse y fortalecerse 
lodo lo que pueda contribuir á dar firmeza y resistencia a las 
creencias católicas. Acostumbrada Cataluña al esplendor de sus 
funciones religiosas, bien asistidos sus fieles en la vida y en la 
muerte por los beneíiciados, no podrían privarse sin notable dis- 
gusto de tantas utilidad(‘s como les proporciona un clero celoso 
y desinteresado. Además, hoy día es corto en Catalmla el nú- 
mero de coadjutores retribuidos por el Gobierno, y sobre lodo 
en las grandes poblaciones su minKíro es inferior al de que debe 
dotarse á las iglesias según el Concordato. Conforme con el ar- 
ticulo 24 del mismo, la Real Cédula de ruefio y encanjo de 3 de 
Enero de 1854 dispuso el número de coadjutores, fijando, por 
ejemplo, el de 9 para las parroquias de 10.000 almas, el de 13 
para las de 16.000, debiendo aumentar un coadjutor más para 
cada 2.000 almas. Sin salir de la ciudad de Barcelona, si se fija 
la atención en el número de coadjutores con que deberian ser 
dotadas sus parroquias y las inmediatas, cuyas misas y demás 
actos de culto sufragan en gran parte los individuos de las ac- 
luales Comunidades y se compara con el que tienen actualmente, 
que generalmente no pasa de dos, puede calcularse el importe 
de las dotaciones que debería satisfacer el Gobierno para aque- 
llas coadjutorías suplidas en gran parte por los beneficiados sin 
gravámen alguno para el (íobierno, de loque resultan economías 
que el mantenimiento de aquellas corporaciones produce al Te- 
soro publico. Y salimido de Barcelona, ¿cuánto no economiza el 
Gobierno, gracias á las Comunidades (pie existen en poblaciones 
como ll('us, Man rosa, Va lis, Mataré, Lérida y Gerona y todas 
las demás dclBrincipado, en que existen Comunidades, dotadas 
por un escasísimo número de coadjutores, no suficiente aun para 
las más insignificantes parro(|uias? 



Por otra piU to. si se suprimí. Sv'U las Comunidades de' este' Pi ui- 
cipado, supliria las muehas obíicaeie^nes impuestas ;i ellas 

por los pías fundadores? ;Y que beneíieios eonsecuiría el b.stade> 
con aquella siqn’esíon? El Ciobierno tendría que entregar a U>s 
rospeetivos Prelados los eqiiívalentes para al/ar aqiudlas carcas 
secnn el arí. 10 del lilliino eonvenío. v el Prelado se vtu'ia obli- 
gado á constituir nuevas agregaciones si no se quic're a[>ellidar- 
las Comunidades de Sacerdotes para cumplirlas. 

Además, el Gobierno ontraria en la obligación de retribuir 
á los individuos períenerientos á aquellas corporaciones que en 
traron en ollas legal y canónicamente. resulíant(> de ahí. como 
le hizo observar un distinguido Prelado de esb' país, que con la 
disolución de las Comunidades, sin producirse ningún beneíicio 
al Estado, se destruirían Corporaciones muy res[> tables que cuem 
tan siglos de existencia y que el mismo Concordato en su arí. 41 
respeta; se lastimarían derechos adquiridos á la sombra de las 
leyes; se introducivia la perturbación en parroquias muy bien 
servidas y probablemente se eausaria un grande daño sin ningún 
bien que lo compensase.>> 



Ji/p los de . — Prinier g”rupo 


St'primao j?rupo.~TFKevK 0Kr>\>. 


Omitimos en las ediciones anteriores de este libro reasumir 
las principales reglas de jurisprudencia que importa tener presen- 
te como complemento á la reseña histórico legal que dejamos he- 
cha en los números precedentes, y vamos á llenar este vacio en 
cuanto nos sea posible, dada la variedad de resoluciones que en 

f 

mayor o menor escala y más ó menos directamente afectan á la 
materia que viene siendo el objeto primordial de estos estudios. 


36 — 


* 


PRIMER GEUPO. 


1. * Con relación á la Real cédula de 14 de Mayo de 1789 (1) qu6 
se propuso poner un dique á la amortización indefinida de la pro- 
piedad, está declarada como ineficaz toda cláusula testamentaria, en 
la que sin la competente licencia real se establezca cualquier género 
de amortización^ debiendo pasar los bienes en que consista la funda- 
ción al heredero instituido ó en su defecto á los parientes más in- 
mediatos del fundador. (2) 

2. * Lo está asimismo que la Ley de 11 de Octubre de 1820 no 
abolió las fundaciones meramente benéficas ó piadosas,' sino las fa- 
miliares, no alterando la naturaleza y esencia de una fundación me- 
ramente benéfica, como la de dotar doncellas pobres de un pueblo- 
la eventualidad de haber parientes pobres del fundador. (3) 

3. * Qué no pueden vincularse bienes raíces, ni constituirse sobre 
ellos memorias perpétuas de misas, lo cual no obsta á la libre facul- 
tad que tiene todo testador, de disponer que se invierta en sufra- 
gios por su alma la suma de bienes que estime conveniente. (4) 

4. * Que no puede reputarse por fundación perpétua, ni por tan- 
to contraria á la ley, cualquiera que tenga un objeto piadoso, cuan- 
do no se establece amortización de bienes, ni prohibición de ena- 
genar. (5) 

I 

5. * Que no pueden conceptuarse comprendidos en la Ley de 1.'^ 
de Mayo de 1855 los bienes que se dejan para una obra particular 
de misericordia en favor de los feligreses pobres de una parroquia, 
nombrándose al Cura de ella patrono, administrador ó cumplidor 
de dicha memoria. (6) 

6. * Que en consecuencia de las prescripciones de la citada Ley 
de 55 y las comprendidas en el Concordato de 1851, la Iglesia quedó 
facultada para adquirir desde la publicación de éste, (7) y que la 
Ley de 11 de Octubre de 1820 fué modificada en sus artículos 14, 
15 y 16 por la de 1855, si bien con la condición precisa, que hoy es 
báse esencial de la desamortización, de invertir el producto íntegro 


a) Ley 12, tít. XVII, lib. X Nov. Eecop. 

(2) 28 Marzo y 27 Set. 1815, 7 Abril 64 y 22 Set. 65. 

(3) 10 Marzo 58, 29 Oct. 61, 20 Set. 61, 21 Nov 65, 13 Enero y 17 Feb. 66. 

(4) 26 Junio r»8. 

(5) 29 Set. 65. 

(6) 7 Peb. 66. 
i7) 11 1 ) 10 . 6 ]. 
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de la venta de lo3 bienes en efectos públicos ó rentas del Estado. (1) 

7. * Qué el art. 4.” de la Ley de 11 de Octubre de 1820 sí)1o puede 
t ener aplicación á los fideicomisos fam iliares^ cuyas rentas se repar* 
tiau entre los parientes del fundador, y no ]uicdc aplicarse á una 
fundación en que los patronos deben distribuir siem})re y [)eri>étua* 
mente las rentas de un aniversario, memorias de misas, prebendas 
]>ara estudiantes y dotes para doncellas délas familias del linaje de) 
fundador, que reúnan las circunstancias y condiciones exigidas Cu 
la fundación. (2) 

8. “ Que no puede calificarse de institución familiar aquella cuyos 
productos se destinen á la edificación y sosteiiimieiito do un hospi- 
tal con su iglesia, dotación de capellanes, dotes para doncellas y li- 
mosnas á personas pobres, siempre que los bienes no estén destinar- 
dos á determinadas familias ó personas. (3) 

9. * Qne el llamamiento del fundador hecho á sus jmrientes para 
ejercer el patronato activo no varía el carácter y naturaleza do la 
fandacion, cuando esta no es familiar^ sino meramente caritativa y 
i»iadosa y cuando no confiere á aquellos derecho alguno al goce y dis- 
frute de los bienes de su dotación; (4) no obstando para ello que se 
destine á los patronos una cantidad anual como retribución del tra- 
i>;)jo que se les encarga. (5) 

10. “ Que condonados los atrasos de los réditos que adeudaban 
los censatarios y demás pagadores de gravámenes impuestos sobro 
bienes inmuebles desamortizados con arreglo ;á la Ley de 1855, los 
compradores y poseedores de los mismos no quedaron exentos de 
sufragar las cargas piadosas impuestas sobre los mismos; en una 
palabra, que los poseedores de bienes ántes amortizados, están 
obligados á cumplir puntualmente las cargas impuestas sobre loa 
mismos. (6) 


SEGUNDO GRUPO. 


Respecto de las vinculaciones propiamente laicales diversas de 
)as fundaciones caritativas y piadosas de que nos hornos ocupa- 


(1) 13 Abril 63. 

(2) 17 Set. 62. 

(3) 7 Marzo 60. 

(4) ' Id. id. 

(5) Id. id. 

(6) 21 Abril 67. 
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do en el grupo anterior, nos conviene consignar las reglas si- 
fuientcs: 

1/ Que habiendo quedado suprimidos los verdaderos Patrona- 
tos por la ley de 11 de Octubre de 1820, los patronos debian cum- 
plir las leyes desvineuladoras. (1) 

2. * Que las condiciones impuestas por los fundadores, solo po- 
dían ser exigibles á las personas que poseyesen losbienes do la fun- 
dación, pero no á los demás incluidos en los llamamientos, y que 
pudieran suceder en el goce de los mismos. (2) 

3. * Que las Capellanías laicales, siendo totalmente diversas de 
las colativas familiares, se rigen por la Ley general desvinculadora 
de 11 de Octubre de 1820, y esta es la que regula los derechos de 
los patronos á los bienes, de lo cual se deduce que el caso de haber 
muerto el último poseedor cuando se hallaban suprimidas las vin- 
culaciones, correspondía la mitad de dichos bienes á sus herederos, 
y la otra mitad reservable ai pariente más próximo del funda- 
dor. (3) 


TERCEE OEUPO. 


Es este el grupo de reglas más importantes por referirse á 
las Capellanías familiareSy objeto principal de estos estudios. Re- 
glas más culminantes que hemos podido recoger dada la varia, 
múltiple y hasta incongruente legislación que rigiera sobre este 
punto, con anterioridad á la Ley-convenio, y que ya hemos con- 
signado en los números anteriores. 

1. ® La Real Cédula de 14 de Mayo de 1789 y su aclaratoria de 
20 de Pebrero de 1796, precei)tuaron que no se pudiera prohibir 
perpetuamente la enagenacion de bienes raíces, por medios direc- 
tos ó indirectos, debiendo entenderse comprendidas en esta cláu- 
sula las Capellanías, y cualesquiera otras fundaciones perpe- 
tuas. (4) 

2. ‘ Que la falta de licencia imdo suplirse con la posterior con- 
firmación obtenida en forma legal, siendo por consecuencia válida 
una Capellanía fundada de este modo. (5) 


(1) 7 Mayo 1850. 

(2) 10 Febrero 65, 11 Mayo 50 y 3«) Marzo 68. 

(3) -21 Abril 65. 

(1) 28 Junio 64. 

Í5) 14 Febrero 66. 
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■ 3.* Que las Capellanías incongruas que se declararon legados 
píos, nunca deben reputarse como beneficios eclesiásticos, siendo 
evidente la competencia de los tribunales civiles para entender en 
su adjudicación. (1) 

4 . * Que no puede calificarse como Patronato laical, y sí de Ca- 
pellanía colativa la instituida por un fundador con carga perpetua 
de misas que debaü celebrarse en altar determinado por presbíteros 
que aquel haya designado, con la obligación de inscribirla en los 
libros de la Iglesia respectiva, y poniendo los bienes de su dotación 
bajo la vigilancia de la autoridad eclesiástica. (2) 

5. * Cuando en la cláusula de la fundación se autoriza al patro- 
no para remover á los cumplidores sin intervención de la autoridad 
eclesiástica, no se constituye una Capellanía colativa, sino un me- 
ro Patronato laical, el cual debe regirse por el art. I."" de la Ley 
de 11 de Octubre de 1820. (3) 

6. * Que desamortizados y adjudicados los bienes de Capellanías 
de sangre por ejecutoria causada en tiempo y forma con arreglo á 
la ley de 29 de Junio de 1821, los parientes que se creyeron con 
mejor derecho no pudieron entablar demanda de reivindicación por 
virtud de la de 1841 y disposiciones posteriores, sino de mera 
lacion por hallarse en grado preferente, toda vez que ni el Concor- 
dato del 51 ni el Peal decreto del 13 de Octubre de 1858, pudieron 
invalidar las ejecutorias de los tribunales; y el decreto de las Cor- 
tes de 29 de Abril de 1837 que restituyó toda su fuerza á las ejecu- 
torias causadas desde el 7 de Marzo de 1820 á 30 de Setiembre de 
1823 no alteró las disposiciones legales que establecen el valor de 
la cosa juzgada respecto á los que no han litigado ó no han compa- 
recido enjuicio (4). 

7. ‘ Que los artículos 2."", 3.° y 4.® del Eeal decreto de 30 de Abril 
de 1852, no solo exceptuaron las Capellanías colativas cuyos bienes 
hubieran sido ya adjudicados judicialmente á las familias respecti- 
vas o para cuya adjudicación pendiese juicio en cumplimiento de la 
ley de 1841 sino también las que lo hubiesen sido en virtud de dis- 
posiciones anteriores ó sea á consecuencia de los decretos de 1820 
á 1823 (5). 

8. * Que el decreto de 28 de Noviembre de 1856 (6) se referia 

(1) 30 Octubre 65. 

(2) 24 Setiembre 64. 

(3) 24 Octubre 61. 

(4) 22 Junio 69. 

(5) 23 Mayo 64. 

16) Que suspendió los efectos del de 5 de Febrero de 55. 
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imicamentó á las Capellanías colativas y demás fundaciones piado- 
á.is de igual clase, no siendo aplicable á las laicales ó memorias de 

misas (1). 

9.* Que el artículo S."" de la ley de 15 de Junio de 1856 tuvo por 
objeto, se^un su literal contexto, fijar los términos dentro de ios 
cuales debia hacerse la reclamación de los bienes de las Capellanías 
( olativas, siendo inaplicable cuando después de haberse hecho esa 
T’(?c]amacion en tiempo oportuno por un pariente y recaído senten- 
cia declaratoria de su derecho, se litigara sobre la participación de 
otros parientes de igual grado á los mismos bienes (2). 

10/ Que los terceros interesados de igual ó preferente derecho 
no quedaron perjudicados por adjudicaciones de bienes de Capella- 
nías colativas anteriores á la Ley de 15 de Junio de 1856, pudiendo 
ejercitar el que les asistiera dentro de los cuatro años siguientes al 
día de la ejecución, lo cual no debe confundirse con la adjudica- 
ción (3). 

11. Que la fuerza de lo juzgado en estas materias está subordi- 
luda al uso que hagan otros interesados de su legítimo derecho 
dentro de las prescripciones y términos legales (4). 

12. ^ Que los interesados que no hubieran pedido la adjudicación 
de bienes de Capellanías colativas dentro de los veinte años á con- 
tar desde la ley de 1841, perdieron todo derecho trasmitiéndose á 
los siguientes en grado, los cuales debieron ejercitarlo dentro de los 
cuatro años siguientes; atendiéndose sin perjuicio de esto todas 
las adjudicaciones hechas sin perjuicio de tercero de mejor derecho 
que pudieron ejercitarlo dentro de los cuatro años mencionados, 
contándose estos respecto de las adjudicaciones anteriores á dicha 
tey de 41 desde su publicación, y respecto de las posteriores desde 
el dia de su ejecución (5). Pasados los cuatro años expresados la 
acción quedó prescrita (6). 

13. “ Que la palabra mejor derecho comprende al que lo tenga 
igual (7). 

14/ Que silos bienes con que se formó una Capellanía se recla- 
man como vinculados, el que los demanda debe reunir las circuns- 
tancias y calidades exigidas por la fundación (8), 

>1) 28 Diciembre 61. 

2) 13 Abril 63 y 13 Noviembre 65. 

13) Id. id. 

(4) Id. id. 

v5) 13 Abril y 30 Mayo 63, 28 Janio 61, 21 Eaero y 4 Diciembre 65 y 20 Mar 2 íO 67. 

6) 7 Abril 65, 

(7j 13 Abril 63. 

(8) 25 Junio 60 



15.* deben entenderse excluidos de la sucesión los que no 

tení»'an las circunstancias, estado ó clase exigida por la fundación, 6 
ae hallen incapacitados notoria y legalmente para ejercer las obliga- 
ciones que el fundador les iminiso (1). 

16/ Que si se gestiona sobre la preferencia del derecho á los bie- 
nes, éstos deben adjudicarse á los de preferente parentesco, según 
los llamamientos, siguiéndose para la sucesión las reglas del dere- 
cho común (2). 

17/ Que deben ser preferidos los parientes de mejor línea, y eu- 
tre éstos los de grado más próximo al fundador (3), 

18/ Que la Ley de 1841 no prohibía la celebración de contmtos 
acerca de los derechos que concede, pudiendo los interesados cele- 
brar los que les convinieren para vender, renunciar, transigir y tras- 
mitir los expresados derechos; entendiéndose que el que los adquiere 
por compra los trasmite á sus herederos, y que los bienes no pue- 
den ser transferidos por el que nunca los poseyó, ni después de pro- 
mulgada la Ley de 41 hizo gestión alguna para que se le declarase 
el derecho que creyera asistirle (4) . 

19/ Que no pueden suponerse colativas las Capellanías que so 
fundaron sin intervenir la autoridad pontificia, ni la del Ordinario 
diocesano, y se han poseído siempre sin colación y canónica institu- 
ción prévia (5). 

20. * Que la Ley de 19 de Agosto de 1841 sobre Capellanías cola- 
tivas no tiene aplicación alguna cuando se trata de un estableci- 
miento de beneficencia que , aunque de patronato particular, está 
sometido á la autoridad administrativa en la forma prescrita por la 
Ley de este ramo, y cuyas disposiciones no pueden ser contrariadas 
con menoscabo de esta autoridad por la de los Tribunales y Jue- 
ces (6). 

21. * Que cuando la dación á censo de una casa, verificada por el 
Juzgado eclesiástico, se funda en que la Capellanía á que correspon- 
de la referida casa está comprendida en la excepción del art. 6. ’ de 
la Ley de 2 de Setiembre de 1841, queda excluida la acción de dicho 
Juzgado mientras no recaiga la resolución gubernativa prévia que 
exige la E-eal órden de 9 de Febrero de 1842. — Cuando la misma da- 
ción en que obraba respecto de ella la Ley de 3 de Abril de 1845, al 

(1) 22 Marzo 66. 

12) 28 J unió 66. 

<3) 19 Abril £0, 30 Mayo y 1 Junio 63, 14 Mayo y 28 Set. 68. 

(4)1 9 Nov, 59, 14 Mayo 68 y 6 Nov. 61. 

(6) Consejo Real 27 Marzo 47 

(6) Id.23Feb.48. 
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Gobierno sólo toca desvanecer las dudas que ocurran acerca de su 
cumplimiento, no pudiendo en el entretanto disponerse de los bie- 
nes de la Capellanía, que por el hecho de la incorporación se hallan 
bajo el dominio y administración del Estado.— No pudiendo bajo 
ninguno de los expresados conceptos ser eficaz la dación á censo de- 
cretada por un Juez eclesiástico, el de primera instancia carece de 
facultad para hacer efectivas las consecuencias de aquel título (1). 

22. " Que en las Capellanías colativas, como no se sucede por de- 
recho de representación, son de mejor derecho en una misma línea 
los parientes más i)róximos (2). 

23. " Que lo establecido en los artículos 1.'’, 2.^ y d."" de la Ley de 
19 de Agosto de 1841, se entiende al hacerse la adjudicación preve- 
nida, sin perjudicar los derechos que se controviertan enjuicio con- 
tradictorio, para el cual no señaló aquella plazo alguno (3). 

24. " Que en 11 de Diciembre de 1838 no podian fundarse Cape' 
üanías.— La disposición de fundar pxira un caso eventual no consti- 
tuye la fundación de una Capellanía colativa. — Llegado el caso pre- 
visto, si hay entónces im])osibilidad legal para fundar, se restituyen 
los bienes á la condición de libres (4). 

25. " Que cuando por la fundación de una Capellanía laical son 
llamados al patronato activo los liijos y descendientes de mayor en 
mayor, prefiriendo el varón 'á la hembra y guardando entre aquellos 
el orden de primogeiiitura, estos llamamientos y órden de suceder 
constituyen una vinculación regular para ejercer dicho patronato. — 
En estas fundaciones, la mujer, por la sola circunstancia de ser de 
mayor edad, no debe ser preferida al varón x)ara suceder en la mi- 
tad reservable, puesto que por la naturaleza de la institución está 
también excluida del patronato x^asivo, y que la sentencia que así lo 
declara se ajusta á la fundación, que es la ley en la materia (5). 

20." Que el art. 2.'’ de la Ley de 11 de Octubre de 1820 no pudo 
tener aplicación en la época de su restablecimiento, á Capellanías 
cuyo poseedor no fuese de la familia llamada por el fundador, ni 
tuviese otro carácter que el de servidor interino hasta que en la 
misma hubiere un individuo sacerdote (6). 

27." Que conferida á una persona, previa la institución canónica, 
la posesión de una Ca])ellanía con los frutos y rentas producidos 


U) Oousojo Ucal 0 Febrero Í9. 
(2) h) Abril 50. 

(’>) 18 Marzo 50. 

(■4) 0 Abril 50. 

(5) M Mayo 61. 

(0) 15Füb. 62. 
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desde la vacante, el poseedor puede dirigir legalmente su acción 
contra los qu© hayan disfrutado dichas rentas durante la vacan- 
te (1). 

28/ El art. 3/ de la Ley de 15 de Junio de 1856 tiene por objeto, 
según su literal contexto, fijar los términos dentro de los cuales 
debe hacerse la reclamación de los bienes de Capellanías colativas 
familiares. — Habiéndose hecho esa reclamación en tiempo oportuno 
|)or un determinado xiariente , y recaída sentencia declaratoria de 
su derecho á la propiedad de los bienes reclamados, el objeto de la Ley 
está cumplido, y no puede decirse que la sentencia infringe el ex- 
presado artículo (2). 

29. *. Los cuatro años que concede el art. 4.'" de la Ley de 16 de 
Junio de 1856 para deducir el mejor derecho á los bienes de Cape-* 
llanías adjudicadas á uno, sin perjuicio de tercero de mejor dere- 
cho, deben contarse respecto de las adjudicaciones hechas con ante- 
rioridad á la publicación de dicha Ley, desde el dia en que ésta tu- 
vo lugar, pues de lo contrario seria darla fuerza retroactiva (3). 

30. * El término debe empezar á correr desde la fecha de laadju" 
dicacion. La demanda de adjudicación de bienes de Capellanías. pre- 
sentadas después de haber trascurrido los términos que se dejan 
marcados, no pueden ser estimadas legalmente, cualquiera que sea 
la preferencia del derecho que se alegue (4). 

31. * La Ley de 19 de Agosto de 1841 se refiere sólo á las Cape- 
llanías colativas (5). it 

32. * Por varias Eeales órdenes, y especialmente las de 2 de Ju- 
lio de 1847, 12 de Febrero y 1.® de Mayo de 1850 se mandó que en 
ios expedientes sobre adjudicación de Capellanías de sangre á los pa- 
rientes de los fundadores, se oyese á los promotores fiscales, como 
representantes del Estado, y á los Fiscales de la.s Audiencias. Para 
demandar y obtener, en concepto de vinculados, los biens destina- 
dos á la fundación de una Capellanía colativa, debe el demandante 
reunir las condiciones y requisitos ordenados por el fundador, aun- 
que la Capellanía no se haya erigido (6). 

33. * El art, 3.® de la Ley de 11 de Julio de 1856, si bien declaró 
comprendidos entre los bienes del clero todos los pertenecientes ó 
disfrutados por los individuos ó corporaciones eclesiásticas, excep- 


(1) 13 Marzo 62. 

(2) 13 Noy. 65. 

(3) 4 de Diciembre 65, 

(4) 7 Abril 66. 

(5) 22 de Marzo 66.— Eeiterada, 
Í6) 25 de Junio 66.— (Id.) 
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tuadas las Capellanías colativas de sangre ó Patronato de ignal mu 
turaleza, respetó no obstante las disposiciones canónicas, y el dere- 
cho de los individuos que los poseian como cóngrua, ordenando que 
durante su vida ó mientras no obtuviesen prebenda ó beneficio ecle- 
siástico, recibirian inscripciones de renta del 3 por 100. Esta dispo- 
sición legal no ha sido derogada, ni está en susper. so, ni el Conve- 
nio publicado en 4 de Abril de 1860 ha introducido en ella varia- 
ción alguna. — La falta de las escrituras de fundación de una Cape- 
llanía es un obstáculo para la calificación de la naturaleza de la 
misma (1). 

34. * Al decretarse en la Lev de 11 de Julio de 1856 la enajena- 
ción de los bienes de las Capellanías colativas, no se declaró la va- 
lidez de las ventas ejecutadas con arreglo á las leyes de 2 de Se- 
tiembre de 1841, y que fueron anuladas en cumplimiento del Ee¿il 
decreto de 11 de Mayo de 1843 (2). 

35. * Los bienes de Capellanías colativas familiares, que según la 
Ley de 15 de Junio de 1856 se entienden adjudicadas sin perjuicio 
de tercero de igual ó mejor derecho, pueden según dicha Ley y la 
jurisprudencia establecida, demandarse dentro de 1^ cuatro años 
siguientes á haber tenido efecto dicha adjudicación (3). 

36. * Las disposiciones legales relativas á Capellanías colativas 
njo pueden tener aplicación á las laicales ó Patronatos de legos.— 
Cuando la sucesión á una Capellanía laical es de pura masculini- 
dad, no son aplicables las leyes y^doctrinas relativas solo á las suce- 
siones de órden regular (4). 

Hasta aquí las reglas 4c jurisprudencia que hemos recogido 
como pertinentes al asunto objeto de estos estudios, dictadas con 
anterioridad á la Ley-convenio que vamos a estudiar. 

Y hasta aquí también el libro de esta obra, cuyo interés 
para lo sucesivo no necesitamos encarecer. 


(l) 27 Diciembre Bti. 
f (2) 11 Marzo 67. 

(3) 20 id. id. 

(4) lú Abril 67. 



* 






LIBRO SEG-UNDO. 


Ley'convenio é Instrucción comentadas* 



Keílexiones preliminares. — Medidas adoptaaa 
la ejecución de la Ley -convenio .—Idem 


s perlas autoridades eclesiásticas para 
por parte de la autoridad civil. 


1, Era lógico, era natural después de cuanto dejamos dicho 
en el libro 1.® de esta obra que se dejase sentir por todos 
y se esperase con viva ansiedad un arreglo definitivo sobre Ca- 
pellanías de Sangre y fundaciones de la propia índole. 

Habíase contraído en 1851 y 1859 con la Santa Sede el com- 
promiso de fijar la suerte de esta clase de instituciones, cuya uti- 
lidad había sido evidente; pero que después de tantas vicisitudes 
natural es que se hubiesen desnaturalizado en el órden religioso 
y civil, perdiendo parte de su importancia y trascendoiicia, y 
ese compromiso vino a llenarlo el Convenio á que se dio fuerza 
de Ley por Real decreto de 24 de Junio de 1867, y la Instrucción 
aprobada por S. M. en 25 del mismo. 

Este es hoy el derecho vigente tal como lo pactaron las dos 
Potestades, dentro ambas de su más perfecto derecho y anima- 
das de los deseos más prudentes y conciliadores. 

Previamente facultado el Gobierno por las Cámaras en Ley 
de 7 de Junio del citado año de 1867, cuyo únicLp artículo estaba 
concebido en los siguientes términos: — Se autoriza al Gobierno 
para íormalizar, con intervención de la Santa Sede, el arreglo de- 
finitivo de las Capellanías colativas de Sangre, y otras fiindacio- 
Des piadosas de la propia índole, conciliando, hasta donde sea 

10 
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posible, el bien de la Iglesia, el del Estado y el de las familias 
interesadas; — no habl emos de escasear aquí nuestros elogios á 
la memoria del eminente jurisconsulto D. Lorenzo Arrazola, y á 
la de Mons. Barili, Nuncio de Su Santidad en estos Reinos, á 
quienes cupo la satisfacción de llevar á cabo una obra que cual- 
quiera que sea el criterio y las opiniones de los que en ella fijen 
su atención, la hallarán perfectamente ajustada a las exigencias 
de la época y del momento histórico en que se realizó. 

No adelantaremos aquí nuestro parecer y juicio critico sobre 
una legislación que vamos á estudiar y comentar en detalle; pero 
hubiéramos faltado á un deber de nuestra conciencia si hubiése- 
mos dejado de consignar anticipadamente y en este sitio, la com- 
placencia conque en su dia dijimos y hoy repelimos sin anibajes, 
que cualquiera que sean las circunstancias porque pudieran pasar 
las fundaciones do que vamos á tratar, siempre será la Ley-con- 
venio de 67 el punto de partida y la base indispensable de todo 
cuanto deba legislarse en condiciones normales sobre las mismas. 

De aquí la importancia de esta nuestra humilde producción y 
el por qué nos hemos decidido á hacer de ella una tercera edi- 
ción, revisarla, añadirla y eomplctarla nuevamente, en términos 
de que contenga cuanto acerca de esta parte de nuestra legisla- 
ción ofrecer pueda hoy y para lo sucesivo un vivo y constante 
interés. 

Reservando para un tercer libro de esta obra el compilar 
las vicisitudes porque en estos últimos años se ha hecho pasar el 
derecho, hoy nuevamente en vigor, entraremos resueltamente en 
su estudio y comentario, haciéndolo á la vez, como en las ante- 
riores ediciones del texto del Convenia y la Instrucción, por ser 
esta última complemento de aquel y teniendo á la vista en cada 
articulo las resoluciones concordadas que se han dictado poste- 
riormente y que por |)rimera vez nos cabe la satisfacción de re- 
unir cu un sólo cuerpo y hasta de dar á conocer muchas de 
ellas que todavía no han visto la luz pública en parto alguna. 


2. Cúmplenos empero, hoy que publicamos este libro después 
de apurada en el crisol de la experiencia y de la práctica la le- 
»islaciou que en las ediciones anteriores estudiamos y comenta - 
mos á priori, cúmplenos decir algo acerca de las disposiciones 
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preliminares qnc para plantear su más acertada ejecución y cum' 
plimiento adoptaron los M. lili. Prelados, nombrando al efecto 
Delegaciones que ios representasen y se entendiesencon los par- 
ticulares. 

Nosotros que dirigíamos [)or entónces una revista católica; 
que teníamos el deber de auxiliar al sacerdocio en el desempeño 
de su misión, masque por nosotros, por la cooperación activa 
del sacerdocio mismo, con la cual contábamos, tuvimos ocasión 
de conocer y a|)laudir cuanto se publicó por entónces, muestra 
ostensible de la sabiduría del Episcopado y de la competencia de 
Jas delegaciones. 

Pasada la ocasión, no seria oportuno reproducir hoy cuantas 
instrucciones, advertencias, rcg;las y preceptos se publicaron co- 
mo preliminares á la ejecución de la Ley-convenio; j)ero sí debe- 
mos dar de ellas im ligero extracto, para que se vea la buena fé, 
la sinceridad y el espíritu de conciliación y de equidad con que 
se procuró por todos hacer provechoso para la Iglesia y el Esta- 
do lo convenido y pactado entre ambas potestades. 

Se ha roto después esa armonía por parte de la autoridad lái- 
ca, se han dificultado y desviado de su camino recto y fácil las 
ventajas de la legislación con tan buenos auspicios comenzada 
pero forzoso es decirlo, y que nosotros lo anticipemos, esto se 
ha hecho no por la potestad espiritual, sino por la potestad civil, 
intrusándose unas veces la administración en lo que no era de su 
esclusivay única competencia por lo menos, destruyendo por actos 
de /wcraiseniejantes álos que dejamos anateniatizados en el libro 
1.^, los acuerdos anteriores, llegando hasta hacer en gran parle 
ilusorios los derechos de la Iglesia, por efecto de la d preciacion, 
aun subsistente cuando redactamos estas líneas, de los valores 
públicos, llamados á responder del cumplimiento y satisfacción de 
esos mismos derechos solemnemente reconocidos y confesados 
La ceguedad y el tesón con que luchan en España los parti- 
dos políticos, fue la causa principal de las vicisitudes porque pa- 
saron las fundaciones todas de carácter religioso, en épocas an- 
teriores á la Ley-convenio de 1867; esa misma ceguedad y ese 
mismo tesón, han sido el motivo de que la última palabra al pa- 
recer, pronunciada respecto de las que tcíiian un carácter mixto, 
un carácter familiar, no haya dado los resultados que todos de- 
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scftron y lodos se protnctioron en un principio y n miz de liftlDer" 
se consignado con gran complacencia de la opinión pública. 

¿Quién tiene la culpa de esto? — ^¿Por qué ociiltarlo?¿Por qué 
no decirlo? Pues tenérnosla todos. Todos los que ciegos no vemos 
que es necesario el más absoluto respeto á la ley; que es preciso 
que no se barrenen ni desnaturalicen bajo pretexto alguno, ni 
se alteren sus principios por actos de violencia y de fuerza, que 
siempre dan por resultado las más sérias complicaciones y los 
más transcendentales conflictos. 

Vivimos en un país católico, y esto á veces se olvida; hemos 
entrado en el concurso de las ideas, de las opiniones del siglo 
XIX, del siglo en que vivimos, y esto no siempre se tiene en 
cuenta. Del desconocimiento de estos dos elementos de nuestra 
actual manera de ser, nacen y por él se explican muchos de los 
conflictos que han surgido en materias canónico-legales, conflic- 
tos que deploramos hoy como siempre con el más vivo dolor, y 
que desearíamos se evitaran en lo sucesivo. 

Se han trocado los valores reales y efectivos que servian de 
garantía á las instituciones de que nos ocupamos, por otros 
amovibles, oscilables é insuficientes cuando no ilusorios, y esto 
ha sido un error económico que ha dañado de igual manera á la 
Iglesia y al Estado; que exije se fije en esto la atención de los 
gobiernes, no solo por lo que atañe y se refiere á las Capella- 
nías y fundaciones, objeto de estos estudios, sino á otras institu- 
ciones de enseñanza, de caridad y beneficencia, y hasta en lo 
que atañe á la vida de los pueblos y á la dotación del culto y 
sus ministros, puntos estos últimos que no son del momento, ni 
propios de la presente producción. 

Vivian las Capellanías y fundaciones análogas familiares de 
rentas propias, efectivas y estables; declaráronse libres los bie- 
nes que formaban ó conslituian su dotación ó pati’imonio y se 
pretende que vivan con igual fijeza y estabilidad, y esto es impo- 
sible. Se ha hecho solidaria la existencia de todas estas fundacio- 
nes de la prosperidad ó decadencia de crédito del Estado, y el 
Estado á su vez ha echado sobre sí un peso que no puede so- 
portar, y no obstante ¡cuánta falta de patriotismo en casi todos 
los hombres de valía para levantar con medidas saludables la 
fortuna y el crédito del Estado! 
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Aoresurémonos todos, contribuyamos todos á robustecer la 
vida EL, de, pais, d dcsahogae a, eran» 
íraciones perentorias, y cuando esto se Io;jre, pe 
mente en afianzar con garantías estables la efímera exis encía 
de instituciones que bien regidas y reglamentadas aliviaron en 
otro tiempo la suerte del pobre y aseguraron la prosperidad dc 


los pueblos. 

No basta hablar de derechos á aquellos á quienes se cierran 
todas las puertas para satisfacer sus necesidades. Nuestros ma- 
yores no prometían al pueblo ciertas cosas, pero lo daban pan, 
íe socorrían en sus adversidades y abrían ante sus hijos hori- 
zontes lisonjeros que hoy le están cerrados conipletaniento. 

Nosotros hemos presenciado la destrucción de cosas vene- 
randas y á la vez de una utilidad evidente, y tocamos sus con- 
secuencias. ¿Será estéril, será inútil la experiencia de tantas ca- 
lamidades como nos afligen para volver la vista hácia los medios 
de remediarlas y corregirlas? Si nos hemos equivocado, ¿por 
qué ostinarnos en el error? 

Esto no es sério, esto no es patriótico, ni racional. 

La primera resolución de los Diocesanos careciendo de recur- 
sos para atender al sostenimiento del personal y material de las 
Delegaciones fué el procurarse fondos para ello, exigiendo den- 
tro de un plazo prudencial á los que por cualquier título disfru- 
taban bienes afectos al cumplimiento de cargas eclesiásticas el 

abono de las anualidades vencidas y no satisfechas desde la úl- 
tima visita. 


Apelaron de igual manera al celo, nunca desmentido, del cle- 
ro parroquial, impetrando su auxilio y dando reglas que sirvie- 
ron para conseguir los fines laudables que se habían propuesto 
las dos Potestades con la novísima legislación de Capellanías, no 
solo en bien dc la Iglesia y el Estado, sino en beneficio de los 
fieles, toda vez que, como se dijo por alguno, á estos se les abría 
un camino espedito para librarse de graves compromisos de con- 
ciencia y legitimar adquisiciones dudosas, siéndoles además uti- 
ismio el redimir sus bienes de las cargas eclesiásticas corrientes 
y e las vencidas y no cumplidas que pesaban sobre los mismos 
estas conocidas bajo el nombre de misas, aniversarios' 
/t-s ividades o bajo cualquiera otra denominación, con tul que fue- 
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ra acto religioso ó de devoción el que debiera celebrarse en igle- 
sia, santuario, capilla, oratorio ó en cualquiera otro puesto pú- 
blico. Y ú fin de que los fieles comprendieran la obligación de re- 
dimir las expresadas cargas eclesiásticas vencidas y no cumpli- 
das, que pesasen sobro bienes de su exclusivo dominio, sobre los 
de Capellanías y beneficios adjudicados ó sobre los vendidos por 
el Estado con tales cargas, se les hizo conocer por medio de los 
Boletines y Circulares que se leyeron en el ofertorio de la misa 
los artículos 1.^, 2.®, 3,®, 4.®, 5.®, 6.®, 7.®, 8.® y 9.° del Convenio 
y el 5.®, 13, 14, 15, 18, 19, 26, 27 y 28 de la Instrucción. 

No satisfechos con estas acertadas disposiciones, unos por sí 
y otros por medio ya do sus Delegados, adoptaron entre otros 
los acuerdos siguientes: 


I.'* Que los documentos de que trata el art. 13 de la Instrucción 
se presentasen acompañados de una solicitud ^irigida al Prelrala 
respectivo, en papel del sello 9.° y de un certificado del Rirroco o 
del que hiciera sus veces, en que constase la conformidad 6 discre- 
pancia que hubiera entre las notas á que se refieren los números 

2.® y 3y del citado artículo, y lo que constase en los libros ú otros 
documentos auténticos obrantes en el archivo parroquial. Si no fuc-> 
se posible á los párrocos hacer esta confrontación, algunos dispusie- 
rou que lo hicieran así constar por medio de certificado y con e.\- 
presión de los motivos de ella. 

Que con las solicitudes que versaren sobre Capellanías quo 
á tenor del art. 4c’ del Convenio debían quedar subsistentes habrían 
de presentarse en forma auténtica: l.^’ El título de la fuudaciony de 
las agregaciones si las hubiere. 2.^ Copia del decreto de reducción 
de cargas si estas se hubiesen en algún tiem])0 disminuido. 3.^^ Los 
justificativos dcl cumplimiento de las mismas que gravasen la Cape- 
llanía. 4.^’ Una relación délas cargas vencidas y no cumplidas mani- 
festando la cantidad alzada que estuviesen dispuestos á satisfacer 
los interesados para llenar tan sagrada obligación y el motivo de es- 
tos atrasos. Y 5.^' El atestado del Párroco consignado en el párrafo 
anterior. 

3.^ Que si el objeto de la solicitud fuese la redención de cargas 
eclesiásticas ímpuestíis sobre bienes de dominio particular exclusi- 
vo se acompañasen el título de la funducioii de las mismas, los jus- 
tificantes de su cumplimiento d una relación de las vencidas y no 
cumplidas, en su caso, expresando la cantidad alzada que por este 
último concepto estuviesen dispuestos á satisfacer los interesados. 
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4® Que en el caso de solicitarse la redención de caricas anpj.'is 
bienes vendidos por el Estado con la condición de que debia cindrir 
de cumplirlas el que los compró, se presentasen los misinos jnsidica- 
tivos que se indican en el número anterior. 

T 6.° cuando los valores que hubieran de entregarse para- 

la redención de cargas y abono de las atrasadas no pudieran ses 
exactamente representados por títulos do la deuda consol idiuía ai lí . 
por 100 se abonará su eiiuivalencia en metálico sirviendo de tipo la 
cotización oñcial que se hubiese publicado en la Bolsa de Madrid el 
el dia de la presentación de la solicitud. 


Por tales medios y otros cuyo conocimiento hoy ya no es de 
interés procuraron los M. RR. Obispos ó sus Delegados que se 
facilitase la ejecución de lo pactado entre S. M. y la Santa Sede- 
Pidiéronse además numerosos estados y relaciones’ compren* 
sivas: 1.® Del número de familias beneficiadas con bienes de Ca- 
pellanías por haberlos solicitado antes del 17 de Octubre de 1851 . 
2.® De las que los hubieran pedido con posterioridad al Real de- 
creto de 30 de Abril de 1852. 3.® De las fundaciones díisvincula* 


das, de las pendientes de reclamación hecha en tiempo oportu- 
no, de aquellas cuyos bienes no se hubieran reclamado á la pu- 
blicación del Real decreto de 28 de Novicíiibre de 1856, y sobre 
los cuales no pendía juicio ante los tribunales. 4.® De los posee- 
dores de bienes eclesiásticos vendidos por el Estado con sus car- 
gas respectivas ó libres de ellas. 5.^ De las familias adjudicata- 
rias ó á quienes se adjudicasen bienes pertenecientes á obras y 
legados píos, patronatos laicales ó reales de legos y otras funda- 
ciones gravadas con idénticas cargas. 6.^ De los poseedores de 
bienes de dominio particular gravados en igual forma y cuantos 
otros hubieran de ser objeío de reclamaciones eclesiásticas aten- 
dida su procedencia y situación respectiva, rentas, productos, 
capellanes, administradores, etc. 

Confiaban los Diocesanos en las solemnes ofertas del (iobí<u’ 
no; esperaban cobrar puntualmente las rentas que se Ies babian 
de reconocer, y partiendo de estos supuestos hicieron uso de su 
benignidad apostólica en cuanto les incumbía y les era dable des- 
de sus primeros aciuirdos y resoluciones. 

No es hoy de momento que reproduzcamos todas ellas, bas- 
tando lo que dejamos dicho para que se vea de parte de quién ha 
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oslado en estas materias la formalidad, la hidalguía y la buena fé 

Historiadores imparciales de lo sucedido dejamos al buen cri- 
terio de nuestros lectores las reflexiones que les sugiera la con- 
ducta de las autoridades eclesiásticas á raíz de la publicación de 
la Ley-convenio, y registraremos las disposiciones adoptadas 
por el poder civil para su ejecución y cumplimiento. 

3. En virtud de lo preceptuado en el art. 1.® de la Instruc- 
ción, los Regentes de las Audiencias encargaron á los Jueces de 
primera instancia la remisión de los datos á que como veremos 
más adelante se refiere dicho artículo, patentizando con esto y 

t 

Otras resoluciones posteriores su celo é interés en estas ma- 
terias. 

No podemos decir que en lo que se refiere á la Dirección g-e- 
neral de la deuda y demás dependencias y oficinas del Estado, 
se cumpliesen con igual exactitud las prescripciones á que se 
contraen los artículos 2 y 3 de la citada Instrucción. 

Consignado esto como de pasada, daremos comienzo á rrnes- 
iros comentarios y adicionando los que hicimos á raíz de la publi- 
cación de la Ley-convenio, ó sea en las ediciones anteriores se- 
gún tenemos ofrecido, con cuantas aclaraciones, datos, notas y 
noticias que creamos oportunas, podiendo apreciarse así el espí- 
ritu que nos animó en 1868 y nos anima hoy en cuanto atañe á 
ta ejecución de lo convenido entre las dos potestades, esperando 
que un buen acuerdo haga que se destruyan ciertas trabas que 
todavía impiden la realización de lo pactado. 



II. 


•xto oñcial del art. 1 del Con\^euIo ~ división y explicíicion ñfoücval dol 

mismo. — Requisitos de la arljudicacion: realas de interpi^etacion: explicación de 
uiS palabras famiUa y Tribunal competente para decretar la adjudica- 

i:ion.— Eedencion de cargas.— Artículos l, 2, 3 y 5 de la Instrucción.— Artículos 
14, 35, 16, 17, 18, 19 y 2o dt> la misma.-- Adacciones.— Casos prácticos. —*Rcso- 
i liciones concordadas po.stcriores á la publicación de la Ley -convenio relativas al 
art. l.<> de la misma. 


Art. l.“ del Convenio. 

« Las familias, á quienes se hayan adjudicado ó 
se adjudiquen por Tribunal competente los bienes, 
derechos y acciones de Capellanías colativas de Patro- 
nato familar, activo ó pasivo de sangre, reclamados 
antes del día \1 de Octubre de 1851, fecha de la pu- 
blicación del Concordato, como Ley del Estado, redi- 
mirán dentro del término, y en el modo y forma que 
se disponga en la Instrucción para la ejecución del 
presente Convenio, al tenor del art. 23 del mismo, 
las cargas de carácter puramente eclesiástico , de cual- 
quier clase, específicamente impuestas en la fun- 
dación y á que en todo caso, y como carga real, son 
resp msables los dichos bienes.^) 


COMENTARIO. 


1. En dos períodos puede dividirse el prcsonle arlículo para 
su más fácil comprensión ó inteligencia. 

En el 1.® so reconoce y sanciona por ambas pot-sladus lo 
hecho respecto á los bienes, derechos y acciones de Capellanías 
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colativas do Patronato familiar activo ó pasivo de sangre, oot) 
la que esos bienes ó derechos se hubiesen reclamado antes del 
17 de Octubre de 1S51, fecha de la publicación del Concordato 
como Ley del Estado, y sido entonces adjudicados ó se adjudi- 
caren por tribunal com¡ictente. 

En el 2." se dispone la redención de las cargas de carác- 
ter puramente eclesiástico, cualquiera que fuere su clase, siem- 
pre que se hallen cspecificamcntc impuestas en la fundación, y 
constituyan una carga real de que deben ser responsables dichos 
bienes. 

En uno y otro período del presente articulo se rinde, á mies- 
tro juicio, tributo de respeto á la más incuestionable legalidad. 

Sabido es, y nosotros lo hemos consignado ya en el libro pri- 
mero, que la Ley de 19 de Agosto de 1S41 estuvo vigente hasta 
la publicación del Concordato, que la derogó, segiin el texto ex- 
preso del Decreto de 30 de Abril de 1S52. Aquella Ley prevenia 
en su art. la adjudicación, como libres, de los bienes de las 
Capellanias colativas, á cuyo goce estuviesen llamadas ciertas y 
determinadas familias, entre los individuos de las mismas en 
quienes concurriese la circunstancia de preferente parentesco, 
según los llamamientos, y sin diferencia de sexo, edad, condi- 
ción, ni estado. 

Al abrigo de aquella legislación pudieron reclamarse,, y se 
reclamaron en efecto, muchos bienes de Capellanias colativas, 
Los pleitos, sin embargo, con tal objeto incoados se terminaron 
unos, y otros quedaron pendientes á la pubtieacioñ dol Concor- 
dato de 1S51. A todos ellos se refiere el presente artículo en su 
parte priaiera. declarando subsistente y legal el principio des- 
amortizador en que se apoyaban, aprobando las adjudicaciones 
practicadas cmtónces. y disponiendo realizar las que por virtud 
del Coiicordato so suspendieran. 

Semejante medida, deferente con el espíritu y las tendencias 
modernas, era preciso que viniese acompañada do otra que leal- 
mente amparase los intereses sagrados de la Iglesia, v esto es 
cabalmente lo que eCarticulo verifica en su período segundo, de- 
terminando la redenaon de las cargas de carácter puramente 
eclesiástico, impuestas específicamente en la fundación, y á que 
en todo caso son y debian ser responsables dichos bienes. 
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Quedan por tales medios, á salvo los derechos de la Iglesia ^ 
y desamortizados y puestos en absoluta circulación los bienes pro- 
cedentes de las mencionadas Capellanías. Y esta consecuencia, 
que lógicamente se desprende del texto literal del artículo que 
nos ocupa, la veremos explícitamente consignada en el 11 de la 
Instrucción^ en el cual se previene que los Diocesanos dictarán y 
publicarán en el Boletín oficial de la provincia auto general, en 
forma canónica, declarando extinguidos los Paírowiios y Cape- 
llanías á que hacen referencia los dos primeros artículos delpre- 
sente Convenio. 

Importa hacer notaren este punto que la estincion de que se 
trata es relativa, y se refiere únicamente á la manera de ser de 
los citados Patronatos y Capellanías, puesto que el valor de las 
cargas á que sus bienes se hallen afectos, han de formar parte 
del acerbo pió diocesano que el Convenio crea, y recibir la inver- 
' sion más oportuna y conforme con el piadoso fin de su insti- 
tución. 

El artículo 1,® del Convenio examinado bajo sus dos puntos 
capitales de vista, nos parece ajustado á las circunstancias en 
que la Ley de 19 de Agosto de 1841 vino á colocar los Patrona- 
tos UíJííros familiares y las Capellanías colativas, ya sobrado des- 
membradas en virtud de disposiciones anteriores que, como de- 
jamos dicho, adolecían del defecto gravísimo de haberse dictado 
por el poder civil sin el concurso del eclesiástico. 

Desde este primer artículo del Convenio se revelan ya de im 
moda ostensible los obstáculos con que han tenido que tropezar 
las dos Potestades para conciliar intereses respetables, y otros 
nacidos al calor de las ideas dominantes en la primera mitad de 
nuestro siglo, que han dado márgen á cambios, pennutas, conve- 
nios y modificaciones de la propiedad dignas de tenerse en cuen - 
ta, en bien de la Iglesia y dcl Estado. 

Hubiera sido en extremo diíícil y hasta peligroso retrotraer 
las cosas á su natural y primitiva situación. Los que en virtud de 
la. Ley de 1841 solicitaron y obtuvieron la adjudicación dolos 
bienes de las Capellanías y Patronatos activos familiares, com- 
prendidos en la misma, á tenor de lo dispuesto en el art. 5.® de 
la Ley de 15 de Junio de 1856, que dejamos publicada en su lu- 

oportuno, y los que puedan obtenerla al abrirse una nueva 
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época para esta clase de reclamaciones, debieran ser de igual 
condición, sin que por otra parte fuera equitativo dañar á terce- 
ras personas, que por justo titulo y en trascurso de tantos años, 
hubieran podido recibirlos. 

De tal suerte se procuró responder por este artículo y los re 
lacionados con él á lo que las circunstancias exigian, y á lo que 
tampoco podía olvidarse en una ley convenida y pactada con el 
Jefe supremo de la cristiandad. Era difícil conciliar los derechos 
de las familias adquiridos al amparo de sentencias ejecutoriadas 
unas y pendientes de fallo otras, y á los deberes que á las mismas 
iinponian las tablas de la fundación; derechos k que particular- 
mente se había atendido; deberes que se habían olvidado no obs- 
tante la justa reciprocidad de unos y otros, y su carácter no mé- 
íios exig'ible y obligatorio. ^ 

El eminente jurisconsulto ár. i\rrazola ofrecía en el Senado, 
contestando al Marqués de Valterrazo, que en el estado comple- * 
jo en que se encontraban las Capellanías, bajo dos bases únicas 
podía conseguirse un arreglo: 1."' Separación de cargas: 2.^ Bie- 
nes libres para las familias; y Ja promesa de esta verdadera glo- 
ria de nuestro foro la vemos cumplida en el artículo que comen- 
tamos. 


Brilla aquí al par que la seriedad del gobierno, la alta sabidu- 
ría, la prudente previsión del Sumo Pontífice, que no obstante la 
violencia con que se legislara en épocas anteriores por el poder 
civil y a pesar de haberse alterado profundamente y en daño de 
la Iglesia la manera de sostenerse el culto y sus ministrosj echa 
de nuevo sobre las conciencias de legisladores y legislados el 
l)álsamo de su bondad inagotable, y reconoce, da fuerza y valor 
legal, y en fin, lo que en uso de un derecho legítimo 

pudiera haber condenado. 

Los poseedores, pues, de bienes adjudicados con arreglo á la 
Ley de 19 de Agosto de 1841, yen virtud de reclamación opor- 
tuna, es decir, hecha antes de publicarse el Concordato como Ley 
del Estado; y los que prosiguiendo los pleitos suspendidos á la 
fecha del 17 de Octubre de 1851 obtuvieran en lo sucesivo la ci- 


tada adjudicación, sujetándose en todo á lo convenido con la San- 
ta Sede y á lo dispuesto en la Instrucción de 25 de Junio, per- 
níanccer pueden tranquilos y sin temor de ser molestados en el 
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libre disfrute de su propiedad, de la cual debe entenderse qxu' 
sin restricción alguna han podido antes y pueden en lo sucesivo 

disponer. 

2. Aparece y resulta en efecto claramente marcado y deíini* 
do en la primera de las dos partes en que hemos dividido el 
artículo que comentamos, el grupo ác posecdoixs actuales, ó que 
en virtud de sentencia definitiva dictada por tribunal compctci> 
te lo fueren y de bienes derechos ó acciones procedentes de Ca> 
pellanías colativas de patronato familiar activo ó pasivo de san- 
gre, á quienes el Convenio deja en quieta y pacífica posesión de 
los mismos. Este grupo es limitado, no puede ni debe confundirse 
con ningún otro, se reduce, en una palabra: 

1. ® A los que desde el 19 de Agosto de 1841 al 17 de Octu- 
bre de 1851 pidieron y obtuvieron la adjudicación de los bienes de 
que se trata. 

2. ^ A los que habiéndola solicitado entonces, es decir, ántes 
de la publicación del Concordato como Ley del Estado, la obtu- 
vieren con sujeción á los artículos del Convenio y la Instrucción, 
cuyo texto publicamos a continuación. 

Nq importa ménos que lo que dejamos dicho hacer constar los 
requisitos que han debido y deben concurrir en la adjudicación 
para que, acordada ésta, se considere subsistente y á cubierto 
de toda reclamación respecto de la propiedad de los bienes ad- 
judicados. 

Si la adjudicación se pidió por los individuos de las familias 
ciertas llamadas al disfrute de los bienes de que se trata y en 
quienes concurriera la circunstancia de preferente parentesco, 
según los llamamientos hechos por el fundador. Si las Capellar ias 
estaban vacantes al hacer la petición, ó sus poseedores prefirie- 
ron hacer uso délas facultades que les concedia al art. 7." de la 
Ley de 19 de Agosto de 1841. Si no existe duda alguna respecto 
á la competencia del tribunal que hiciera la adjudicación. Si se 
llenaron, en fin, y concurrieron los requisitos todos designados 
en la expresada Ley, en tales casos y solo con estas circunstan- 
cias la adjudicación es válida y no cabe para modificar sus efec- 
tos en lo que se refiere á la propiedad de los bienes recurso algu- 
no, como no fuese el que compete á los parientes de mejor dere- 
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tho, los cuales pueden ejercitarlo, no olvidando que la Ley de 15 
de Junio de 1856, aclaratoria de la del 41 distinguió dos casos: 
t .* Cuando talos bienes no hubiesen sido reclamados por parien- 
te ale^uno á la fecha de su publicación; y 2.® cuando hubiese te- 
nido lugar la reclamación y adjudicación en favor do alguno, y 
fuesen reclamados por un tercero alegando mejor derecho. 

Respecto al primer caso el art. S."" de la Ley dispuso que 
los interesados que no reclamasen la adjudicación de los bienes 
como libres dentro de veinte años, contados desde la publicación 
de la de 19 de Agosto de 1841, perdieran todo derecho y se 
trasmitiera éste á los siguientes en grado, los cuales á su vez 
deberían ejercitar su acción dentro del término de los cuatro 
años siguientes, después de cuya fecha, esto es, desde el 19 de 
Agosto de 1865, están comprendidos dichos bienes en la Ley 
general de desamortización de 1/ de Mayo de 1855. 

Para el segundo caso, el art. d."" de la misma ley estableció 
que todas las adjudicaciones de bienes de Capellanías colativas 
se entendieran hechas sin perjuicio de tercero de mejor dere- 
cho á los mismos, podiendo ejercitarse solamente dentro de 
cuatro anos, cuyo plazo debe contarse á tenor de la jurispruden- 
cia fijada por el Tribunal Supremo de Justicia, respecto de las 
adjudicaciones anteriores á la Ley de 15 de Junio de 1856 desde 
la publicación de la misma, y respecto de las posteriores desde 
el dia de la ejecución. 

Recordar debemos en este sitio la jurisprudencia sentada por 
el Tribunal Supremo en las sentencias de 13 de Abril de 1863, 

18 de Marzo de 1859, 22 de Junio de 1860 y 6 de Noviembre 
de 1861. 

El articulo que comentamos, como el primero de la Ley de 

19 dé Agosto de 1841, se refiere á los bienes, derechos y accio- 
nes de las Capellanías colativas, esto es, de los Beneficios impro- 
pios que hemos definido, fundados por particnlarcs con bienes 
profanos, que^se espiritualizaron para servir de título perpétuo 
de Ordenación, y aun entre estas aquellas en que el capellán 
ha de pertenecer á familia determinada, y en las cuales el bene- 
ficio de la Ley no se reduce simplemente á el llamamiento del 
lundador, sino que va unido al parentesco, razón por la cual so 
dicen familiares de sangre. 
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Los jueces ó tribunales han de tener muy en cuenta para 
apreciar la verdadera índole de una Capellanía, no solo la fun- 
daciony que debe consullarse, y las vicisitudes porque liayan pa- 
sado los bieneSy sino muy priiicipaliiieiite la última posesión; ca 
términos, que si esta hubiese sido provista y poscida como cola- 
tivay como tal debe reputarse para los efectos de esta Ley; cn« 
tendiéndose que cuando las acciones van encaminadas á obtener 
la declaración de derechos puramente civiles ó laicales, el cono- 
cimiento de las mismas es de la esclusiva competencia del tribu- 
nal civil; así como también que no solo hay Capellanías de san- 
gre por fundación sino por prescripcioiiy y que muchas por este 
medio se han convertido en laicales ó simplemente eclesiásticas; 
y otras de patronadas se han hecho de jure devoluto, y aun de 
libre presentación. 

Puede darse una Capellanía colativa en que por costumbre 
iumeniorial se venga sucediendo por líneas y grados, ora en el 
patronato activo de sangre, ora en el pasivo ó en ambos, y en 
tal caso el órden sucesorio perpetuo en ella deberá equipararse al 
llamamiento por fundación. 

También nos interesa indicar en este momento que en nues- 
tra opinión debe entenderse para los efectos de este artículo y 
sus concordantes, por familias Ciertas y determinadas aquellas 
cuyo tronco se señala en la fundación, séalo el mismo fundador 
ú otra persona, lo ciíal, tratándose de los mayorazgos, se decía 
llamamientos lineales y se expresaban con estas palabras: mis 

descendientes, mis parientes, ó los hijos ó descendientes de Pedro 
ó de Antonio, etc. 

También puede darse certeza en la familia cuando, si bien 
no se designa su tronco, no puede confundirse con otra, como sí 
se dice: Los de mi apellido; los Laras, Rodriguez, etc. 

La identidad de apellidos ligados por lazos de familia ó de 
sangre, presupone necesariamente el origen troncal, y la suce- 
sión de generaciones ligadas entre sí con vínculos de censangruí- 
nidad, constituye la familia. 

No deben confundirse tampoco las familias con las clases, 
meramente tales, como gremios, corporaciones ó ayuntamientos 
de personas extrañas entre sí, como si se dijera: el gremio de 
mercaderes, los vecinos de tal pueblo, los estudiantes, hijos de ve- 



cinOy etc, y distinciones que conviene no olvidar para la más fácil 
aplicación y recta inteligencia del presente artículo y del Conve- 
nio en general. 

3. El artículo que comentamos no determina cuál sea el tri- 
bunal competente para decretar las adjudicaciones; y si bien esta 
explicación no era indispensable, puesto que, proclamada la des- 
amortización de los bienes que se han de adjudicar, y hecha la 
redención de sus cargas respectivas, las fundaciones primitivas 
desaparecen, pierden los bienes su carácter eclesiástico y entran 
en el cauce común de los predios libres y alodiales; menester 
esque hagamos constar por nuestra parte y para mayor claridad, 
que la jurisdicción real ordinaria es la única competente para 
conocer en estos asuntos, según también lo dispuso en su ar- 
ticulo 10 la Ley de 19 de Agosto de 1841. 

Por el art. 39 del Concordato de 1851, el Gobierno se obligó 
á dictar las disposiciones necesarias para que por parte de aque- 
llos entre quienes se hubiesen distribuido los bienes de Capella- 
nías y fundaciones piadosas, asegurasen los medios de cumplir 
las cargas a que dichos bienes estuviesen efectos; á este fin se 
dictaron diferentes resoluciones, casi todas infructuosas, siéndo- 
lo asimismo la creación posterior por Real decreto de 10 de 
Abril de 1852 de las juntas investigadoras de memorias, aniver- 
sarios y obras pías, y otras de que en el libro primero de esti 
obra hemos dado ligera idea. 

Era preciso acudir á este mal, y tal es el objeto del que he- 
mos llamado segundo período del art. 1.^ del Convenio que co- 
mentamos, y en el cual se impone á las familias interesadas el 
deber, la obligación inexcusable de redimir las cargas de carác- 
ter puramente eclesiástico que hayan venido gravando los bienes 
de cuya adjudicación se trate. 

Para que los Diocesanos pudieran llegar á tener un conocimien- 
to exacto de las cargas anejas á los bienes adjudicad/)S ó que se 
adjudicaren, y llenar, en su consecuencia, las prescripciones de 
la Ley, se redactaron evidentemente los artíes. 1.^ 2.^ 3.® y 5.^ 
del capitulo 1.^ de la Instrucion aprobada por S. M. en 25 de Ju- 
nio para la ejecución del Convenio, y cuyo texto oficial nos interesa 
colocar aquí para mejor inteligencia del artículo que comentamos: 


— 161 — 

4 « Articulo !.• de la Instrucción. «A la mayor brevedad po- 
sible no debiendo exceder de tres meses^, después de la publicación 
de la Ley en la Gaceta oficial (1), los Jueces de primera instancia re- 
mitirán de oficio á los Prelados diocesanos á que pertenezca el pue- 
blo en que estén sitas las parroquias, ya sean de la jurisdicción or- 
dinaria, ya exenta, los siguientes estados: 1.^ De las Capellanías y 
Beneficios de toda clase, de patronato familiar, activo d paKsivo de 
sangre, cuyos bienes hayan sido adjudicados á los parientes en virtud 
de la Le 3 ^ de 19 de Agosta de 1841 d de cualquiera otra, que deberá 
citarse, expresando la iglesia, título, clase é índole de la fundación , 
las personas á quienes se hubiere hecho la adjudicación, la vecindad 
de ellas, y la fecha del auto definitivo: 2." De las memorias, obras 
pías, y toda clase de fundación piadosa familiar gravada con cargas 
eclesiásticas y cuyos bienes hubieren sido adjudicados á los patro- 
nos, expresando ddnde radicaba la fundación, nombres y vecindad 
de las personas á quienes se hubiese hecho la adjudicación, y feche 
del auto definitivo: 3.° De los negocios pendientes de Capellanías y 
Beneficios, con Separación de los que existan todavía en el juzgado, 
de los que se hallen en las Audiencias, fecha de la demanda y su 
estado actual: 4. "" T lo mismo respecto de los negocios pendientes 
sobre memorias y toda clase de fundaciones piadosas á que se refie» 
re el número segundo de este artículo. 

Las Audiencias remitirán también á los diocesanos nota de los 

é 

negocios expresados en los dos números precedentes que pendan en 
el tribunal, con expresión del estado en que se encuentran.» 

Art. 2.^ «La Dirección general de la Deuda pública, previa ]n 
correspondiente instrucción del Ministro de Hacienda, formar.í 
igualmente y remitirá al respectivo diocesano á la brevedad posible 
notas de los créditos satisfechos: 1.'’ á los patronos de Capellanía - 
Y Beneficios familiares, ó á sus causa-habientes, por bienes que Sv 
hubieren adjudicado á los primeros: 2.^ á los patronos ó causa-ha- 
bientes de memorias y fundaciones piadosas de toda clase gravadas 
con cargas meramente eclesiásticas.» 

Art. 3.0 «Además las Audiencias territoriales, los Jueces de pri- 
mera instancia, las autoridades y oficinas de todas clases suminis- 
traran, de oficio y sin demora, á los diocesanos las noticias y datos 
necesarios que éstos reclamaren para llenar su cometido.» 

Art. 5.* «Por carga^i de carácter puramente eclesiástico, de que 

* ■ — 

a) Que íué 1» correspondiente al dia 3 de Agosto de 1867, 

11 
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tnitau el 1. ' y otros varios artículos del Convenio, se entiende todo 
ararámen impuesto sobre bienes^ de cualquiera clase que sean; para la 
<M‘lobracion de misas, aniversarios, festividades, y en general para 
actos religiosos d de devoción en iglesia, santuario, capilla, oratorio 
f) en cual<]uier otro puesto publico.»» 

5. Como pudieran ofrecerse nuevas dudas en la ejecución 
do ía por nosotros llamada segunda parte ó período segundo del 
artículo 1.® del Convenio, respecto del tiempo, forma y modo de 
practicarse la redención de las cargas mencionadas, natural es 
que nos apresuremos a solventarlas por medio de la inserción 
del texto oficial de los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20 
de la Instrucción que tratan de esta materia* 

ArtícuTío 13 de la Instrucción. «En el término de cuatro Ine- 
ses, contados desde la publicación de la Ley en el Boletín oficial de 
la provincia de su domicilio, los parientes de los fundadores 6 sus 
causa-habientes, á quienes han sido ya adjudicados los bienes de las 
Capellanías ó Beneficios cuya posesión les fue dada en su tiempo, 
. presentarán al diocesano copia auténtica del auto definitivo, y una 
nota bastante expresiva: I."" De las fincas, derechos y acciones que á 
cada interesado hubieren sido adjudicadas, con expresión de los tí- 
tulos de la Deuda del Estado que á reclamación suya le hubiese en- 
tregado la Dirección de la Deuda pública: 2.'^ De las cargas impues- 
tas sobre cada finca, inclusas las de los bienes que han sido subro- 
gadas por Deuda pública, ó declaración de no haberse hecho espe- 
cíficamente, sino en globo, sobre los bienes de la fundación: 3.^ De 
las cargas vencidas y no satisfechas desde la toma de posesión de 
los bienes, ó recibo de dichos títulos de la Deuda, expresando las 
causas que hubiese habido para ello , y proponiendo la cantidad al- 
zada que estén dispuestos á satisfacer para esta sagrada obligación. 

Cada finca será exclusivamente responsable de la parte de car- 
gas que sobre ella pesaba, y lo será con la generalidad de sus bienes 
de las correspondientes á las fincas subrogadas en aquellos títulos 
la persona que los recibid. 

De los descubiertos por tiempos anteriores á la toma de posesión 
do los bienes, d al recibo de los títulos de la Deuda del Estado, serán 
responsables los capellanes beneficiados que los hubiesen disfrutado, 
los administradores d detentadores de los mismos bienes, y en su ca- 
so el Estado por el tiempo que hubiese estado incautado de ellos. 

Los diocesanos acordai-án lo que proceda respecto de dichas per- 
sonas responsables.» 
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Art. 14* “Los que, aunque hayan sido patronos legítimos, teñ- 
irán en su poder bienes no adjudicados con arreglo á la legislación 
ent(5nees vigente, deberán hacer manifestación de ellos, en el tér- 
mino y modo expresados en el artículo precedente, para disfrutar 
de las ventajas concedidas á las familias, so pena en otro caso de lo 
que pueda corresponder con arreglo á las leyes.» 


Art. 15. «Pasados los términos sin presentar á los diocesanos 
los datos y manifestaciones á que se refieren los artículos preceden- 
tes, los mismos diocesanos formaran de oficio expediente instructivo, 
señalando nuevo plazo y citando á los interesados por el Boletín ofi. 
«aMe la provincia, con la prevención de que se procederá en su 
caso sin su intervención á determinar las cargas, bajo los conceptos 
de que cada uno d*e los interesados deba responder, después de he- 
chas las reducciones, si así fuese equitativo, parándoles el perjuicio 
que hubiese lugar,» 


i 

Art. 16. «Cuando en la sentencia, ja cumplida, no se hubiesen 
preñjado las cargas, ó su importe en metálico, correspondientes á 
cada finca, como tampoco el descubierto por las atrasadas no cnm- 
plidas de que los mismos bienes deban ser responsables, se hará lo 
que faltare en el expediente instructivo, con audiencia de los inte- 
resados, ó sin ella en su caso, según lo ja dispuesto.” 


Art. 17. <cDe la apreciación de las cargas de la Capellanía ó Be- 
neficio hecha por el diocesano podrá acudirse al tribunal eelesiástieo 
con las apelaciones correspondientes, salvo siempre lo dispuesto en 
el art. 7.^ de esta Instrucción.” 


Art. 18. «Fijado definitivamente el importe anual de las cargas 
yéldelas atrasadas no cumplidas , ios interesados entregarán en 
los plazos que se fijan en el artículo siguiente, donde j cóeio el dio- 
cesano dispusiere, los títulos necesarios de la Deuda consolidada del 
3 por 100, para hacer una renta igual al importe de la carga anual y 
la cantidad á que ascendieren las otras cargas; ó en metálico, solo 
en los casos que se expresarán en el artículo siguiente.» 

Art. 19. «La entrega de los títulos se verificará en cuatro pía* 
zos: el primero, de una cuarta parte, en el término de dos meses, j 
los restantes de cuatro en cuatro meses cada uno, dándose respecta 
de estos últimos pagarés, si el diocesano lo prefiriese, ú otorgándola 
la correspondiente escritura á satisfacción del mismo. 



. m u : í i tmmnvu \ ' \ 
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A Io 3 que anticipasen los plazos, si á ello asintiese el Diocesan \ 
Be les abonará un por 100. Además se hará otro abono igual á In^ 
que no existiendo la escritura de imposición del censo ó gravámer, 
se presten volíuitariainente á su redención. 

Cuando la renta anual corriente, que debe redimir una mism r 
persona, no pueda representarse por el título menor de la Deiiciu 
consolidada del 3 por 100, se pagará en metálico la cantidad necesr.- 
ría para que, unida con otras, pueda constituirse la renta, iguala i.: 
carga, en dicha Deuda consolidada. Lo mismo se veriñeará résped - 
de las cargas atrasadas no cumplidas. 

Art. 2D. No vorifíeáiidose en su respectivo idazo la entrega dt 
los títulos, el Diocesano lo pondrá en conocimiente del Ministerio 
do Cracia y Justicia, á fin do que se ordene al promotor fiscal de> 
juzgado, que hubiese entendido en los autos, promueva la ejecución 
contraías fincas responsables, con arreglo á lo disí)uesl:o en el ar- 
tíc:ilo 11 del Convenio, á fin de que se Inga efectivo el pago, al te 
ñor do lo x^reveiiido en el artículo precedoute. 

^V'eriíicado el total pago de la redeiieiou, se librará á los interes:n 
dos el correspondiente documento, para qut» se cancele la hipotec ;i 
sobre los bienes, y queden estos libres de ella. 

El modo de levantar las cargas, hasta que lo dicho tenga efecto 
se acordará por el Diocesano con audiencia de los interesados. 

6. A priiiiera vista se descubre que las dudas que pudieran 
surgir en cuanto á la manera de verificar la redención de las car- 
gas, quedan completamente desvanecidas por lo dispuesto en el 
art. 13 de la Instrucción. Las familias adjudicatarias de bienes 
perlmiecientes á las Capellanías de que nos ocupamos, contimian 
desde luego en el goce de los mismos, en virtud de la nueva ley 
que ba venido, como hemos dicho, á confirmar la desvinculacion 
que se llevará á cabo; j)cro era demasiado respetable la voluntad 
é intención del fundador, y en extremo sagradas esas cargas, 
para (pie el legislador en su integridad y justicia [ludiera desa- 
Icnderlas. Por eso se ha dictado el mencionado art. 13 de la Ins- 
trucción, en virtud del cual dichas familias ó individuos adjudi 
catarlos, tien ui la obligación de acudir al Diocesano, exhibiéndo- 
le copia auténtica del auto definitivo en que se apoyó la adjiidi- 
-cacion de los bienes, aeompanaíuio una nota suficientemente ex- 
|H-esiva de los extremos que en el mismo se consignan. 

El 1/ es relativo ú las lincas, derechos y acciones que les ha- 
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yan sido adjudicados, con expresión, en su caso, de los títulos 
de la Deuda del Estado que hubiesen recibido de la Dirección de 
la Deuda pública. Y ¿por qué, se nos preguntará, semejante ex-' 
presión? Porque con ello se adquiere un conocimiento cabal de 
las vinculaciones de este género que han sido disueltas, de las 
fundaciones que al soplo desamortizador han desaparecido; por- 
que asi se obtiene exacta noticia del número y cuantía de los bie- 
nes gravados, ó de los títulos expedidos en su subrogación; y 
porque el mismo órdcn lógico exigia, que pues de cargas se tra- 
taba, lo primero era conocer las fincas sobre que estuviesen im- 
puestas. 

El 2/ extremo que ha de contener la antedicha nota, es com- 
prensivo de esas mismas cargas impuestas sobre cada finca en 
particular, incluyendo asimismo las de los bienes que han sido 
sobrogados por títulos de la Deuda pública: precepto acertadísi- 
mo, en verdad, porque la adjudicación ha podido hacerse entre 
varios individuos, y necesario es saber en este caso la responsa- 
bilidad que afecta á cada uno de ellos. Ha podido hacerse tam- 
bién en parte con entrega de bienes,' y en parte con la tradición 
de títulos de la Deuda, verificada por el Estado; ha podido prac- 
ticarse por útimo, dicha subrogación sobre la totalidad de bienes 
de la respectiva fundación, ó sobre cada finca en particular, y 
de una manera específica, y justo y necesario era establecer 
prudentes reglas que abrazasen tantos y tan diversos casos. 

Las cargas vencidas y no satisfechas desde la toma de pose- 
sión de los bienes adjudicados, ó desde el recibo de los títulos de 
la Deuda que han subrogado aquellos bienes, deben expresarse 
igualmente en la nota referida, así como la cantidad alzada que 

ios poseedores estén dispuestos á satisfacer para obligación tan 
sagrada. 


Y ¿por qué, se dirá, se deja esta cantidad, en cierto modo, á 
la elección de los poseedores? ¿Por qué no ha de ser la que ínte- 
gramente corresponda á los años vencidos? El legislador ha to- 
mado aquí un término medio, con el objeto de salir de un con- 
flicto legal. Las adjudicaciones que en España sé han realizado, 
lo han sido saltando por encima de prescripciones legales; se ha 
desconocido el derecho de la Iglesia; las verificadas á la sombra 
de la Ley del 41, infringieron el derecho común; ias practicadas 
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después deí 17 de Octubre de 1851, violaron manifiestamente la' 
ley concordada; pero el hecho es que se llevaron á’término invo- 
cando un precepto legal, la Ley de 19 de Agosto, y el Decreto 
de Febrero do 1855; por eso se creó el jurídico confiieto, y la 
anómala situación en que, según ya hemos dicho, se encontraba 
el legislador; por eso se ha adoptado el medio de reconocer y con- 
fesar la justicia de las cargas, y de no exigir, empero, el cumpli- 
miento íntegro de las mismas. 

Nótese aquí en qué términos y ante las dificultades y emba- 
razos de los gobiernos temporales, la iglesia acostumbra á des- 
plegar su maternal solicitud y su piedad evangélica, dato impor- 
tante y que explica la justicia y la imparcialidad de nuestros jui- 
cios y apreciaciones en estas materias; juicios y apreciaciones 
hechas más que como católicos, como hombres de ley, evitando 
así que se las dé un colorido ajeno á nuestros verdaderos propó- 
sitos é intenciones. 

Los períodos sucesivos del art. 13 de la Instrucción, están en 
perfecta armonía con las disposiciones que anteceden, y con las 
nociones más elementales del derecho. Claro es: 1.® que cada fin- 
ca debe ser exclusivamente responsable de las cargas que sobre 
ella pesaban; 2.*^ que los poseedores de los referidos títulos de la 
Deuda, lo deben ser con lodos sus bienes de las correspondientes 
á las fincas que han sido subrogadas. Hay en el primer caso una 
acción real; no hay en el segundo más que una acción y un de- 
recho personal, 

Y pues que de descubiertos se trata, lógica es también la de- 
claración de la responsabilidad que afecta á los capellanes bene- 
ficiados, por el tiempo que disfrutaron los bienes adjudicados ó 
subrogados después, y de la que podría alcanzar al Estado como 
consecuencia de su incautación. Los Diocesanos, representantes 
de la Iglesia, cuyos derechos se ventilan, son la autoridad com- 
petente para acordar lo que proceda respecto á estas personas 
responsables. 

Era imposible por otra parte desconocer el carácter real que 
las cargas [)reciiadas invisten, y esta consideración ha sugerido 
al legislador el art. 14 de la instrucción. En su virtud, los patro- 
nos legí limos, en cuyo poder existan bienes, que no hayan sido 
adjudicados, deberán hacer manifestación de ellos en el término 
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•V forma prevenidos, so pena en otro caso, do lo (luo pueda coi- 
responder con arreglo á las leyes. En efecto, esa inaniíeslacum 
es obligatoria, porque la ley quiere la dcsaiiiortizaci(ni do todas 
las fundaciones y el cumplimiento y arreglo de sus cargas; y su 
precepto por necesidad liabia de referirse lo mismo á las íundü 
dones subsistentes, que á las que en épocas anteriores hubiere 


funda- 
ciones subsistentes, que á las que en épocas anteriores Hubieren 
sido disueltas. Conmina en caso contrario, con lo que |)ueda cor- 
responder con arreglo a las leyes; locución que sin duda parece 
querer dar á entender, que las cargas en esta hipótesis, no se re- 
ducirán, y se procederá á exigirlas íntegras y en conformidad al 
derecho común. 

La incuria, cuando no la mala fé, de semejantes patronos no 
debía irrogar perjuicios a los intereses y derechos de la Iglesia. 
Los Diocesanos para evitarlo, formarán de oíicio Espedientes ins- 
tructivos, señalando nuevo plazo, y citando á los interesados por 
el Boletin Oficial de la provincia, con la prevención de que pro- 
cederán por sí solos á determinar las cargas de las que cada uno 
de los llamados debe responder, hechas préviamente las reduc- 
ciones, si así fuese equitativo; frase que parece indicar que no 
solamente queda este punto al arbitrio y discreción de los referi- 
dos Diocasanos, si que también envuelve una especie de pena 
para Jos patronos morosos ó indolentes. Tal creemos que deba 
ser en esta parte la recta inteligencia del art. 15 de la Ins- 
trucción. 

El legislador es consecuente con sus principios, de aquí que 
el segundo extremo de la nota mandada presentar al Diocesana 
por los individuos ó familias adjudicatarias, consista en una ex- 
presión detallada de las cargas especialmente impuestas sobre 
cada finca; pero como se darán casos en que la adjudicación 
practicada en su dia no contenga ese detalle, era lógico dictar el 
art. 16 de la Instrucción, cuyo texto previene que c<se subsane 
en el expediente instructivo, y con audiencia por lo regular de 
los inteiesados, la omisión ó falta que se notare en la sentencia.» 

n el espíritu de la Ley es absolutamente indispensable el cono- 
cimiento exacto detallado y específico de las fincas y de sus car- 
gas, y á obtener semejante resultado se encaminan estas me- 
didas. 

Conseguida una vez esta nolicia, y adquirido el conocimieni.* 



necesario por los Diocesanos , claro es que éstos procederán á 
apreciar los g-ravanicnes ó carg-as de que se trate, consultando 
para ello las disposiciones de la Ley, la benignidad apostólica 
que se les recomienda, y las rectas y prudentes inspiraciones de 
su propia conciencia. 

Mas como podrá suceder que los interesados no se conformen 
con la apreciación de las cargas hechas por el Diocesano, el ar- 
tículo 17 de la Instrucción establece que en tales casos ((puedan 
acudir al tribunal eclesiástico con las apelaciones correspondien- 
tes,» lo cual, á nuestro juicio, quiere decir, que en el supuesto de 
que la apreciación se haga por el Obispo sufragáneo, los intere- 
sados no conformes podrán acudir ante el Metropolitano, y si fue- 
se este último el que hiciera la apreciación, al Tribunal de 
la Rota. 


Para explicar de este modo el texto literal del articulo, basta 
tener en cuenta que la apelación solo se concibe para ante el in- 
mediato superior gerárquico, y que tal es la gradación estable- 
cida para el ejercicio de la jurisdicción eclesiástica ordinaria. 

Importa mucho, para la mejor inteligencia del art. 17 de la 
instrucción, tener en cuenta las palabras con que termina: ((Sal- 
vo siempre, se añade, lo dispuesto en el art. 7.®;» artículo que 


trata de la reducción de cargas, dejándola á la prudencia y dis- 
creción de los Diocesanos. 

Se hace, pues, por el art. 17 una separación importante y 
justísima entre'esos dos actos; el uno declarativo de derechos, el 
otro de pura conciencia, y se fija en cuanto al primero un recur- 
so legal, y en cuanto al segundo el de mero exámen, es decir, el 
de que los interesados puedan acudir al tribunal eclesiástico, 
para que empleando sus ordinarias formas y trámites acostumbra- 
dos en el conocimiento y prosecución de los negocios de su com- 
petencia, revise el expediente gubernativo del Diocesano. 

Si alguna duda pudiera abrigarse respecto de este particular, 
(jue casi no se concibe, la comparación de los dos artículos paten- 
tiza que el legislador no ha confundido las palabras apelación y 
servicios; emplea la primera al hablar de la apreciación de las 
cargas, usa de la segunda al tratar de la reducción, no debiendo 
tampoco olvidarse que al tribunal eclesiástico de cualquiera Dió- 
cesis no cabe recurrir jamás interponiendo apelaciones de acuer- 
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dos ó sentencias del Diocesano. La apelación es siempre para un 
tribunal de alzada, para el innicdialo superior; y el Diocesano y 
su tribunal son uno mismo; son la misma jurisdicción explicada 
de distinta manera; son el mismo poder ejercido sobre obj^^los di- 
ferentes, dividido tan solo para el mejor y más expedito rég*imcn 
de la Diócesis. ¿Cómo la jurisdicción Episcopal habia de recibir 
apelaciones de ella misma? Esto seria un contrasentido leg*al. 

Creeríamos ofender la ilustración de nuestros lectores si nos 
detuviésemos á dar extensas explicaciones acerca del órden je- 
rárquico de los tribunales eclesiásticos, y el modo que tienen de 
proceder, tratándose de las apelaciones. Basta para nuestro obje- 
to consignar alguna^ ideas que ilustren en este punto a los pro- 
fanos que lean el art. 17 de la Instrucción, y á quienes interesa 
saber todo el valor de sus prescripciones. 

Los Obispos entienden en primera instancia, y por medio de 
su Provisor ó Vicario en los negocios judiciales. Los Metropolita- 
nos tienen constituido uno ó más Vicariatos generales que cono- 
cen de las apelaciones en segunda instancia, que se dan para en- 
mienda ó revocación de los fallos ó sentencias de los Ordinarios, 
y por último, el Tribunal de la Rota conoce en último extremo, 
y en tercera instancia, de los negocios de que conocen los Sufra- 
gáneos y Metropolitanos. 

En los tribunales eclesiásticos se permite apelar hasta conse- 
guir y obtener tres fallos conformes; no bastando que la senten- 
cia sea por su naturaleza apelable, ni que la persona que la enta- 
ble tenga facultad para ello, ni que se haga en tiempo y forma, 
si no se interpone ante juez competente; por eso nos ha parecido 
oportuno insistir en este punto para evitar dilaciones indebidas, 
y molestias y disgustos á los interesados. 

El plazo para apelar en los negocios eclesiásticos es de diez 
dias; habiéndose, después por Real órden de 10 de Abril de 
1836, atemperado las apelaciones de los tribunales inferiores 
eclesiásticos á los procedimientos establecidos y que se obser- 
van en el fuero civil. 

De las sentencias que los Metropolitanos dieren como Ordina- 
rios en primera instancia, se apela directam mlí: á la Rota. Los 
Obispados de Oviedo y León tienen el privilegio do exención, de 
suerte que de sus resoluciones se apela á la Rota directamente. 
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De los negocios que en segünda instancia deciden los Metro- 
politanos, conoce la Rota por apelación, y si no se logra con su 
fallo la conformidad, puede apelarse para ante la misma hasta 
tanto que se consiga. 

El Tribunal de las Ordenes es superior y conoce de los nego- 
cios eclesiásticos del Coto redondo que comprende su demarca- 
ción en segunda y tercera instancia. Los Obispados, prioratos, 
fueron el de Uclés, San Marcos de León, y el del Abad de Alca- 
lá la Real 

Después de sentar estos precedentes que ilustrar pueden en 
cierto modo el art. 17 de la Instrucción, nosotros confiamos en 
que estos recursos extraordinarios se darán, muy pocas veces, 
atendida la prudencia y benignidad apostólica de losRR. Prelados. 

Aceptada, pues, por los interesados la apreciación de las car' 
gas que el Diocesano hiciere, 6. fijada definitivamente por el tri- 
bunal eclesiástico en caso de apelación, la cantidad anual á que 
aquellas asciendan, previene el art. 18 de la Instrucción, que los 
poseedores entreguen en los cuatro plazos que se marcan en el 
artículo siguiente, dónde y cómo el Diocesano dispusiese, los 
títulos necesarios de la Deuda, suficientes para hacer una renta 
igual al importe de la carga anual, con más la cantidad que 
constituyeren las cargas vencidas. Parte de esos títulos son un 
recurso para el porvenir, garantizando la carga anual; parte se 
emplean, como es justo, en extinguir las deudas existentes. 

Notamos en esta disposición equidad y justicia, porque ni se 
obliga á los poseedores á redimir sus cargas de una vez, ni deja 
de consultarse por la constitución de esta renta anual á intere- 
ses y principios por muchos motivos respetables. 

El art. 19 de la Instrucción fija las épocas en que ha de rea- 
lizarse la entrega de los títulos mencionados. El legislador ha 
señalado cuatro plazos, el primero de los cuales vence á los dos 
meses de verificada Ja apreciación, y comprende la cuarta parte 
de las cargas; los siguientes espiran de cuatro en cuatro meses, 
y abraza cada uno la mitad del resto, ó sea de las tres cuartas 
partes restantes, verificando el pago del primer plazo. La Ley 
autoriza al Diocesano para recibir respecto de estos últimos, los 
correspondientes pagarés, ó que se otorgue en su favor la escri- 
tura conveniente. 
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Los interesados pueden, si gustan, anticipar estos pla/os, 
consintiéndolo el Diocesano, y si ambas voluntades concurren, 
se les premia la anticipación con el abono de un 3 por 100. Igual 
beneficio obtendrán los que, no existiendo la escritura de impo- 
sición del censo ó gravamen, se presten voluntariamente á su 
redención. Aprobamos sin reserva estas disposiciones, pues so- 
bre la justicia evidente que entrarían, responden perfectamente 
á la índole y al espíritu de nuestro siglo: Esc rasgo de lina con- 
ciencia timorata que se limitaria á ser laudable en todo tiempo, 
en la actualidad debe estimularse. 

El último párrafo deí art. 19 que examinamos, toma en con- 
sideración un caso posible, y quizás frecuente: el de que la ren- 
ta anual corriente que deba redimirse, no pueda sor representa- 
da por el título menor de la consolidada dcl 3 por 100. Cuando 
esto suceda se pagará en metálico la cantidad necesaria para 
que, unida con otras, pueda constituirse la renta igual á la car- 
ga, en los respectivos títulos de la Deuda consolidada. Es decir, 
que entonces se agregarán esas cantidades pequeñas, hasta que 
se obtenga una que pueda ser representada en los títulos corres- 
pondientes, á fin de que, mediante esa agregación y la sucesiva 
conversión en títulos, se alcance el mismo resultado. 

Es, pues, y sin escusa obligatoriala entrega de los títulos al 
Diocesano en la forma indicada; y hasta tal punto, que si aquella 
no se verifica con infracción manifiesta de la Ley, los Prelados 
recurrirán al Ministerio de Gracia y Justicia, poniendo en su co- 
nocimiento aquella omisión, y el Gobieno ordenará al promotor 
fiscal del juzgado que hubiese entendido en los autos de adjudi- 
cación, que promueva la ejecución contra las fincas responsables, 
para hacer efectivo el pago. 

El art. 20 de la Instrucción, que así lo dispone, no explica sí 
en este caso debe respetarse ó no la reducción de las cargas (pie 
equitativa y benignamente precticara el Diocesano. Aunque la 
Ley no recompensa el abandono, ni jamás proteje la indolencia, 
nosotros, atendiendo á las causas diversas que pueden producir 
aquella falta, nos resolvemos por la afirmativa. 

El art. 20 determina además que, verificado el pago tota! de 
la redención, se librará á los interesados el oportuno documen- 
to, para que en su \wrtud se cancele la hipoteca sobre los biem‘s , 
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y añade, que mientras la redención total no se efectúe, el Dioce- 
sano acordará, ovendo á los interesados, la manera de levantar 
ias carg-as que rcslcn. 

El documento á que en esta parte del art. 20 de la Instruc- 
ción se hace referencia, no puede ser otro que la certificación ó 
carta de pago, que el Diocesano ó el tribunal eclesiástico expedi- 
rá á favor del interesado, de haber recibido el importe de las 
cargas, para que con ella pueda presentarse en el registro de la 
propiedad del partido en que esté sita la finca ó fincas de que 
se trate, y cancelar la hipoteca especial y expresa que pesara 
sobre las mismas. 

Por último, teniendo en cuenta que mientras se sigue el ex- 
pediente pesan sobre las fincas de la Capellanía las cargas de la 
fundación, el art. 20 que nos ocupa deja á la prudente decisión 
del Diocesano la manera de levantarlas, prévia audiencia de los 
interesados. 

Tal es la serie de operaciones que se han de practicar para 
la redención de las cargas de carácter puramente eclesiástico de 
que nos habla el Convenio en su art. 1.®; tal es la previsión que 
ha mostrado el legislador, comprendiendo en lo posible la varie- 
dad de ios casos. Sus diferentes disposiciones nos ofrecen el 
espectáculo de una alianza íntima y feliz entre ios intereses 
sagrados de la Iglesia, de la piedad y de la religión, con los 
principios fundamentales á que ha procurado ceñirse el legis* 
lador. 

No contaba empero el legislador cuando con tal minuciosi- 
dad y previsión determinaba sus anteriores preceptos con las 
vicisitudes políticas que en breve habrían de sobrevenir. No 
contaban ambas potestades con la depreciación de los valores 
públicos, y hasta su casi anulación por un largo espacio de tiem- 
po. Esta vino después, como veremos en el libro tercero de esta 
obra, esta cambió por entero las circunstancias é hizo que sur- 
gieran dificultades que aun subsisten y sobre cuyo remedio ha- 
remos oportunamente algunas indicaciones. 

Lo que en el momento nos interesa consignar, es que ias ca- 
sas no pueden permanecer, ni subsistir como hoy están; que los 
interesados en la redención tienen razón y derecho, pero no le. 
tienen menos perfecto los Diocesanos al resistirse á consentir, por 
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SU parte, la anulación de lo convenido y la desaparición total do 
las fundaciones. 

Esperanza tenemos que las cosas varíen en este- punto, qui- 
zás antes deponer término á este trabajo, ó por lo menos que su 
nueva aparición sea tan oportuna que promueva una resolución 
conciliadora en este como en otros particulares, sobre los cuales 
hemos de emitir con entera franqueza, patriotismo y lealtad 
nuestro parecer y nuestros deseos. 

7. Procuramos en las primeras ediciones de este libro faci- 
litar la inteligencia de la Ley-convenio y para ello anticipamos 
ciertas dificultades que podrían surgir en Ta práctica, no tanto 
atendida la letra como el espíritu del art. 1.^ del Convenio y sus 
afines de la Instrucción. 

Se trata, decíamos, del artículo más importante, y por lo 
mismo del que ha de ofrecer y presentar más complicaciones en 
su ejecución. Se trata, añadíamos, de bienes que han pasado por 
mil vicisitudes, y conviene que nos detengamos muy especial- 
mente en los derechos y obligaciones que sus actuales poseedo- 
res podrán ejercitar y cumplir. 

La primera duda que se nos ocurrió entonces estaba reducida á 
la siguiente pregunta: ¿El art. 1.® del Convenio comprende las adju- 
dicaciones todas de bienes de Capellanías, que han tenido lugar 
antes del 17 de Octubre de 1851, fecha de la publicación del Con- 
cordato, ó solo las que so verificaron ó verifiquen en lo sucesi- 
vo en virtud déla Ley de 19 de Agosto de 1841? Conocidas son, 
y ya las hemos consignado (1), las alteraciones porque pasaron 
ios bienes de Capellanías, aun antes de la Ley de 1841. El ar- 
tículo del Convenio en su primera parte no hace excepción de 
unas y otras, y de aquí que la contestación á la referida pregun- 
ta nos pareciera que debiera ser afirmativaj es decir, que en 
nuestra opinión, el art. 1.® del Convenio se refiere á todas las 
desvinculaciones respecto á bienes de Capellanías colativas de 
sangre y fundaciones piadosas de la misma índole, hechas antes 
de la publicación del Concordato como Ley del Estado, las abra- 
ca todas, las comprende todas, resolviendo un punto de tanta 



importancia en absoluto, y sin dejar envuelta en nuevas confu- 
siones materia de tanto interés. 

El objeto de la Ley, el íin del Convenio, fue normalizar loque 
disposiciones diversas y contradictorias habian confundido, 
echando un velo sobre el pasado, sobre todos y cada uno de los 
acuerdos tomados por el poder civil sin el concurso de la potes- 
tad eclesiástica, y aseg^urando á la vez el cumplimiento de las 
cargas eclesiásticas , desatendido y abandonado en gran parle 
por efecto de esas mismas vicisiludes. 

El poder civil ha obtenido lo que podia desear; la potestad 
eclesiástica se ha avenido. La concordia no seria eficaz si no 
fuese completa, si no abrazase los casos todos en que la práctica 
pueden surgir. Por esto el art. l.*’ hace mérito de las adjudica- 
ciones hechas, ó que se hiciesen , de bienes, derechos y acciones 
de Capellanías reclamadas antes del dia 17 de Octubre de 1851. 
No se dice de tal á cuál fecha, ni en tal ó cuál época; se habla 
de todas las adjudicaciones de un modo genérico, absoluto y que 
no admite duda. 

El grupo de íámilias adjudicatarias es más dilatado, conside- 
rando el art. 1.® del Convenio en su espíritu, que ciñéndonos á 
su letra. 

La manera de cubrirse la responsabilidad de las obligaciones 
eclesiásticas que nos ocupan no queda extinguida ni anulada, 
como hemos oido á algunos; cambia de forma, se hace pasar de 
las propiedades á los títulos intrasferibles que deben entregarse 
por las familias á los diocesanos, y este cambio no puede ménos 
de referirse á las adjudicaciones en general hechas ántes del 
Concordato y al amparo de leyes civiles que han obtenido me- 
diante el concurso del Pontífice una completa sanción. Lo que 
ántes era un hecho, se ha convertido en un derecho, y de aqui 
que á ninguno creamos que pueda inquietarse en lo que se refiere 
á la pro|)iedad de los bienes adjudicados ántes del año 51, una 
vez cumplidas las obligaciones eclesiásticas que sobre los mis* 
mos pesaban , cualquiera que fuese su clase, que desde luego 
han de estimarse como carga real impuesta sobre las fincas de la. 
fundación. 

Ocasión es esta de satisfacer la curiosidad de una persona, 
que creyó hallar cierta confusión en las primeras ediciones d» 
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este libro entre las palabras desvinculacion y desamortización. 
Nosotros le preguntamos, correspondiendo al interés que se 
tomó por nuestros trabajos: ¿Qué diferencia existe entre el vínculo 
jurídico de una Capellanía y el de una ó más fincas poseídas por 
las corporaciones llamadas manos muertas? Ni unas ni otras se 
podían vender, y unas y otras tenían préviamente determinado 
í|us poseedores. Vinculados estaban los bienes de todos, y amor- 
tizados en los mismos términos, para el comercio en general. 

Ahora bien : la ley que desvincula; que saca los bienes de su 
estado de quietismo jurídico y moral ; que concluye con los lla- 
mamientos precisos de la fundación y abre la puerta a un núme- 
ro infinito de poseedores de distinta clase convirtiéndolos en pro- 
pietarios, ¿qué otra cosa es que una ley desamor tizador a? ¿Han 
hecho algo más las leyes que llevan este nombre? Conteste á su 
vez el que nos acusa de confusión en lo que vemos hoy y hemos 
visto siempre suficientemente claro y preciso á la luz de la razón. 

La Santa Sede, en su benignidad, ha creído deber conformar- 
se con los propósitos y los deseos del poder civil. Se conceptúa 
por éste como un obstáculo para la riqueza pública y el fomento 
de la agricultura que existan bienes sobre los cuales pesen car- 
gas eclesiásticas , y el Sumo Pontífice acepta el medio de que se 
cumplan, permaneciendo y subsistiendo esos cargas y obligán- 
dose el Tesoro público á hacerlas efectivas, y el crédito nacional 
á garantir su cumplimienta en el porvenir. De aqui que, acomo- 
dándonos á estos fines manifiestos, ostensibles, del Convenio, 
hallamos resuelta en sentido afirmativo la supuesta dificultad. 

Se nos ofreció, al estudiar por vez primera el Convenio, otra 
duda no ménos importante y de una inmediata aplicación. El ar- 
ticulo 1."^ del Convenio habla sólo de familias adjudieatarias , y 
nada dice respecto de los poseedores por compra de bienes de Ca- 
pellanías desvinculadas ántes ó después de la publicación del 
Concordato. Se pregunta: ¿deberán unos y otros pagar ó solven- 
tar las cargas devengadas y no satisfechas , supuesto que adqui- 
rieron en calidad de libres los expresados bienes? El legislador 
no ha previsto, al ménos expresamente, este caso, por lo cuaí 

nos tocaba á nosotros resolverlo consultando el espíritu de 
la Ley. 

Conviene ante todo que hagamos una diferencia entre unos j 
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oíros poseedores. Los que adquirieron por compra, ó han adqui- 
rido después por otro título traslativo de dominio los bienes de 
Capellanías desvinculadas ántes de la publicación del Concorda- 
to, no se encuentran, ciertamente, en las mismas circunstancias 
que los que las adquirieron después de la declaración consig*nada 
en el art. 39 del mismo. 

# 

En unas y otras épocas la potestad temporal ha sancionado 
el principio de que las cargas deben cumplirse ^ pero dejando en 
la primera abandonado al interés individual su cumplimiento. 
De aquí la confusión y la anarquía que ha reinado en este punto, 
y á que dio márg-en, entre otras cosas, el no haberse publicado 
en su dia regla alguna para el modo de entenderse por los tri- 
bunales la adjudicación de bienes y cargas conforme á la Ley 
del 41. 

Si consultásemos tan sólo el texto literal del art. 1.® del Con- 
venio para resolver la duda propuesta , deducir podríamos que 
en el mismo se prescinde por completo de los poseedores por com- 
pra, haciendo responsables única y exclusivamente á los adjudi- 
catarios; pero esta interpretación literal se opone al espíritu de 
lo acordado entre las partes contratantes, que ha sido eti primer 
término asegurar el percibo y cumplimiento de las caigas, lo cual 
no podría tener lugar si los parientes adjudicatarios fuesen in- 
solventes. 

Es más: concebimos que fuese ántes disculpable el que se du- 
dase si se trataba de una obligación real, personal ó mixta cuan- 
do se decía que la adjudicación se hacia «sin perjuicio de levan- 
tar cargas;» ni que se creyera por unos que la proporción de las 
mismas debía entenderse «con arreglo al número de adjudicata- 
rios,» y por otros «al de la porción de bienes adjudicada á cada 
cual.» Hoy este género de dudas no cabe, definidos en la Ley ios 
términos precisos de la adjudicación. 

El fundador, vinculando una porción de bienes y amortizán- 
dolos para que con sus productos ó rentas se mantuviese un Ca- 
pellán y se levantáran las cargas, impuso un gravamen real so- 
bre los mismos: gravámen que subsiste siempre y pesa sobre la 
finca, sea quien quiera el que la posea, y sea cual fuese el título 
de su posesión. 

El art. 1.® del Convenio, dice que los gravámenes de carác- 
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tov puramonío oele>iás(ii>o, do oiialquiei- clase, rupccifu'amí'ntc 
imfíucstiK< en In fundaeion. doblan considerarse como carga real: 
lucíO aplb’aado al caso presente el derecho común, fácil es dt'- 
duc.ir. qne no solo las familiar adjudieatarias son las obligadas al 
inpüniiento de cargas, sino los poseedores por compra ú otro ti- 
lo traslativo de dominio; siempre sin perjuicio del derecho d<' 
Repetir contra los adjudicatarios en último extremo, y 
una amplia indemnización. 

Los Prelados, teniendo presentes las diversas circunstancias 
de los que compraron en calidad de libres los bienes de que se 
trata, y los que los han adquirido después de la publicación del 
Concordato, por mas que unos y oíros se hallen oblij;ados [>or el 
art. I.*’ del Convenio á redimir las cargas eclesiásticas en los 
términos que dejamos consignado, no han dejado de hacer uso 
su benignidml apostólica, especialmente al tratarse de la re- 
ducción de las mismas, y del pago de los atrasos \ encidos y no 
cumplidos de que son igualmente responsables, y que en muchos 
casos han de ser iusutieientes para cubrirlos los bienes existen- 
tes y no oscurecidos de la fundación. 

Proponíamos cntónces una nueva duda que nos sugirió el es- 
tudio detenido del art. I." del Convenio. Es sabido que aiin des- 
pués del Real decreto de 2S de Noviembre de IS56, se han espi- 
ritualizado bienes de Capellanías sirviendo de título de ordena- 
ción; respecto de estos bienes so pregunta, ¿cabe la aplicación 
del artículo que nos ocupa? y contestábamos sin vacilación al- 
gtuna, que creíamos que no. 

Dichos bienes se hallaji fuera del comercio, y para compren- 
derlos en el artículo, seria preciso dar á los ordenados una nue- 
va cóngriia, bien en un Beneficio de los subsistentes ó en una Ca- 
pellanía de las que se formen con el acervo pió. 

Por último, se nos ocurrió preguntar: Las Capellanías que 
por incóngruas se han convertido en patronato real de legos, ¿de- 
berán sujetarse en cuanto á la reducción de las cargas á lo esta- 
blecido en el Convenio? y á esto contestábamos que sí, atendien- 
do áque igtial obligación se impone á las íamilias á quienes se 
hayan adjudicado ó adjudicaren bienes pertenecientes á patrona- 
tos laicales ó reates de legos; conviniendo recordar lo que deja- 
mos dicho respecto de los poseedores por compra ú otro título 
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traslativo de dominio acerca de la oblig-acion que Ies incumbe de 
cumplir las prescripciones de la Ley, y á reserva de los dere- 
chos que les competan contra las familias adjudicatarios. 

Los Obispos pueden, concluíamos, dirig*ir la reclamación 
oportuna conlra los poseedores actuales ó contra los adjudicata- 
rios, con arreglo á derecho; pero en la práctica no ponemos en du- 
da que obrarán como mejor les aconseje su prudencia y dis- 
creción. 

Angustioso nos pareció en su dia el plazo concedido á los 
adjudicatarios y poseedores de los bienes de que trata el ar- 
tículo del Convenio para dirigirse al Diocesano, presentando 
la copia auténtica del auto definitivo de adjudicación, y la nota 
de que habla el art. 13 de la Instrucción, siéndolo aún más para 
las familias ó interesados á que se refiere el art. 14 de la misma, 
y preciso es convenir en que la práctica confirmó nuestros te- 
mores. 

Viéronse por efecto de las circunstancias en no pocas Dióce- 
sis los Prelados obligados á cerrar el plazo marcado en los ar- 
tículos de la Instrucción para la presentación de los documentos 
á que nos referimos, terminando con esto sus facultades. Con pos- 
terioridad se mandó, como diremos en el libro segundo, suspen- 
der las operaciones de redención y conmutación, y esto se hizo 
cuando en algunos Obispados no se habia aún dado principio á 
ellas. Existen hoy, pues, un gran número de Capellanías no pre- 
sentadas, pareciéndonos en este supuesto que seria conveniente 
abrir un nuevo plazo para los efectos de los artículos consignados, 
puestas para ello de acuerdo ambas potestades. 

Anticipamos esta idea, como colorado al exámen del ar- 
tículo 1.^ del Convenio, y el 13 y siguientes hasta el 14 inclusive 
de la Instrucción. 

Necesario es que se adopte algún temperamento, que se haga 
posible de nuevo la ejecución de la Ley-convenio, y á esto de- 
ben tender en nuestro juicio las resoluciones del Gobierno sobre 
el particular. 

De todos modos, el cumplimiento de los artículos que hemos 
procurado aclarar, no habia de ser tan difícil desde el momento 
que como medio de evitar nuevas complicaciones y disgustos, se 
dejó á la benignidad de los Obispos, de acuerdo con el art. 23 del 
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Ci)uveu¡0, el 8.® y 9/ de la Instrucción, la faciiünd extraordina- 
ría de salvar todo obstáculo, proro^ar plazos, y demás que opor- 
tunamente iremos consignando. 


8. Hasta aquí, si bien corregido y adicionado, cuanto de- 
ciamos en las ediciones anteriores comentando el art. del Con- 
venio. Hoy que escribimos con posterioridad á su ejecución nos 
cumple el deber de ser más latos y explicitos consignando las 
resoluciones que lo han aclarado de un modo auténtico y ex- 
preso. 

A pesar de que nuestros primeros estudios los hicimos con la 
precipitación que exigen las tareas periodísticas; á pesar deque 
el comentario de una Ley á raíz de su publicación es siempre 
aventurado y expuesto á grandes vacíos y hasta no pocas equi» 
vocaciones, es lo cierto, y los hechos posteriores han venido á 
demostrarlo, que no estuvimos distantes de la mente y el espíri- 
tu del legislador, adivinando, presintiendo gran parle de lo acor- 
dado después por las partes contratantes. 

Y débese esto sin duda, no á nuestra previsión, sino más bien 
al espíritu que nos animára; espíritu conciliador y armónico, que 
sabemos bien no es del agrado de todos, pero que es el único 
que en la práctica puede dar, y da ciertamente excelentes re- 
sultados. 

La Iglesia léjos de mostrarse exclusivista é intransigente co- 
mo quisieran algunos, se coloca siempre á la altura de su misión, 
de paz y de armonía entre los hombres. No se conduce con fines 
de interés, y apreciar sabe que en lo variable, en lo accidental 
y transitorio la actitud que le es propia es la del más absoluto 
desprendimiento y generosidad. 

Surgieron á raíz de la publicación de la Ley-convenio dudas 
sobre sus mas acertada inteligencia y aplicación que nosotros 

procuramos recoger con solicito afan y no pequeñas dificuL 
iades. 

Respecto del artículo 1.^ del Convenio la primera, verso 
sobre la liquidación de cargas dudándose por algunos Prela- 
dos. Si á las que se refiere dicho artículo y sus concordantes, 
<(habian de ser pura y exclusivamente las de la fundación, ó se 
debian entender también las existentes en viriná áe moderaciones 
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decretadas por los Diocesanos, sus Provisores, ó Visitadores. :í> 

La duda tenia fundamento. Eran notorias entonces como lo 
son hoy, las alteraciones ó modificaciones que en el trascurso 
del tiempo so habian hecho en multitud de Capellanías, moderan- 
do \ 0 iS cargas, ó cambiando estas por virtud de razones de mo- 
mentó. Ateniéndose á la letra del artículo, parecía que dichas 
moderaciones debían entenderse invalidadas, pero esto ofrecía el 
inconveniente de que los interesados en la adjudicación civil, 
acogiéndose al art. 9 del mismo Convenio, no se conformasen, 
mientras que por el contrario atendiendo álos intereses de estos 
habrían de decrecer para lo sucesivo los fondos destinados á cons- 
tituir los acervos pios de que tratan los artículos 16 y 18, irro- 
gándose desde. luego á los capellanes servidores de las mismas, 
OH perjuicio notorio. 

Puestos de acuerdo el gobierno de S. M. y el Nuncio, resol- 
vieron la anterior dificultad por medio de . la Real Orden de 
10 de Diciembre de 1867 , cuyo texto es el siguiente: 

«La Eeina (Q. D. Gr.) con iatervencion del M. E. NTuncio Apos- 
tólico, se ha servido resolver que la redención de cargas á que se re- 
fiere el art. 1.® del Convenio de 24 de J unió, se haga al respecto de 
la cantidad á que hayan quedado reducidas ó moderadas en virtud 
de moderaciones ó bajas hechas j:)or los Prelados diocesanos, sirvien- 
do esta resolución de respuesta á la consulta de... á los efectos 
oportunos. Madrid 10 de Diciembre de 1867.» 

Consultado de nuevo sobre este punto el Gobierno, se dictó la 
Real Orden de 7 de Enero de 1868, posteriormente derogada co- 
mo veremos en el libro tercero de esta obra, por cuya razón lla- 
mamos sobre la misma la atención de nuestros lectores, por más 
que en la anteriormente citada y en las que posteriormente he- 
mos de insertar se obedeciera á idénticos propósitos. 

Hé aquí ci texto íntegro de la expresada resolución: 

«Exemo. Sr, La Eeina (Q. D. G.) en vista de la comunicación 
dirigida á este Ministerio por uno de los Delegados de... para lle- 
vará efecto en esa diócesis .el arreglo de Capellanías, y en virtud 
del acuerdo tomado entre el Ministro de Gracia y Justicia, y 
el Nuncio de Su Santidad, se ha servido resolver que los ad- 
judicatarios de los bienes de Capellanías, además de las cargas ge- 
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uerales que sobre ellas graven, están obligados á redimir también 
íntegra la congrua de ordenación, si el valor de los expresados bie- 
nes lo x>ermite; y* en el caso de que no lo consienta hasta la cantidad 
á que ascienda el valor total de los mismos bienes. De E<eal Orden 
lo digo á V. E. á los efectos consiguientes. Dios guarde á V. E. mu- 
dios años. Madrid? de Enero de 1868 .» 

Vino en pos de la anterior otra resolución motivada por una 
nueva consulta cuya parte dispositiva es la siguiente: 

«Que los adjudicatorios dé los bienes de Capellanías además de 
las cargas generales que sobre ellas gravan, están obligados á redi- 
mir también íntegra la congrua de ordenación, si el valor de los 
bienes exxiresados lo permite, y en caso de que no lo consienta» 
hasta la cantidad á que ascienda el valor total de los mismos 
bienes.” 

No terminaron con esto las dudas ofreciéndose á otro digní- 
simo Prelado las siguientes: 

1.^ ¿Si en virtud de la Real orden de 7 de Eücro de 1868 
vienen obligados también á la redención do la congrua sinodal 
ios adjudicatorios comprendidos en el art. I."" del Convenio? 

• 2.* ¿Si para redimir las cargas y congrua deben estimarse 
los bienes en su valor real, ó en su valor equivalente, ó sea re- 
presentados en títulos de la deuda consolidada del 3 por 100? 

S."" ¿Si la redención de la congrua debe hacerse del capital 
que la misma representa, ó bien de solo la renta anual? 

4. * ¿Si se podr¿ aceptar la redención de censos y censales 
que gravan bienes de dominio particular sujetos al levantamien- 
to de cargas espirituales? 

5. "^ ¿Si expontancándosc los prestamistas y resultando un 
bien para la Iglesia y el Estado de la redención, podrá arregl irse 
con la gracia otorgada por el art. 19 de ia Instrucción? 

6. * ¿Si la redención de cargas espirituales que pesan sobre 
bienes vendidos por el Estado, podrá aceptarse? 

7. ^ ¿Si en las Capellanías declaradas subsistentes procede ia 
conmutación de bienes por los interesrdos en títulos de ia deuda 
consolidada dcl 3 por 100; si para dicha conmutación debe espe- 
rarse la muerte del obtentor; y qué debe hacerse de las Cape- 
llanías que adjudicadas por las leyes de 1841 ú otras, piden los 
obtentores la redención? 


8.* ¿Si podrá procederse contra los adjudicatarios de biencj^ 
de Comunidad ó los particulares del Beneficio cuando no cum> 
plan lo mandado en el capítulo 2.° de la Instrucción? 

En contestación á las anteriores preguntas recayó la siguiente 
soberana resolución: 


«La Reina (q. D. g.), en vista de la comunicación de... y 
en virtud dei acuerdo tomado con el M. R. Nuncio de Su San- 
tidad, se ha servido resolver que se conteste á las preguntas pro- 
puestas por la Comisión encargada de llevar á efecto el Conve- 
nio sobre Capellanías y otras fundaciones análogas de la diócesis 
de... en la forma siguiente: 

A la I.”" Que los adjudicatarios de los bienes de Capellanías de 
que habla el art. 1 .^ del Convenio, solo tienen obligación de redi- 
mir las cargas de carácter puramente eclesiástico, específicamente 
impuestas en la fundación, y , que los adjudicatarios de que habla el 
artículo 2 y del mismo Convenio, además de esas cargas, están obli- 
gados á redimir también íntegra la congrua de ordenación, si el va- 
lor de los bienes lo permite; y en el caso de que no lo consienta, 
hasta la cantidad á que ascienda el valor total de los mismos bienes. 

A la 2 .^ Que los bienes deben estimarse siempre en su valor 
real y efectivo. 

A la 3.“ Que la redención de la congrua en el extremo segun- 
do expuesto debe hacerse de todo el capital que la misma represen- 
ta, si el valor de los bienes lo consintiere,* 3 ^ en otro casó en reía- 


cion con el mismo. Se puede solo aceptar la redención de los cen- 
sales cuando expresamente esten consignados en la fundación ó 
reconocidos por los censualistas de una manera? terminante en do- 
cumento solemne. 

Ala 4y Que pueden aceptarse y acordarse las redenciones á 
que so refiere la consulta con la gracia expresada en el art. 19 de 
la Instrucción para llevar á efecto el Convenio. 

A la 5P y Que puede aceptarse la redención á que se alude 
en los mismos términos indicados. 


A la 7 Que puede hacerse desde luego la conmutación de las 
rentas de las Capellanías subsistentes, si los parientes de los fun- 
dadores la pidieran, aun en el caso de estar poseídas por Capella- 
nías, entregándose entonces á éstos el equivalente de las rentas en 
los títulos que se den en conmutación. 

A la 8 / Que puede p)roceder 8 e según lo dispuesto en los artícu- 
los 15 y otros de la Instrucción en el caso á que la consulta se refie- 
re, De Real orden lo digo, etc.— San Ildefonso 22 de Juliode 1868.” 
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Tales fueron las principales resoluciones concordadas qii(i se 
dictaron respecto al art. del Convenio. Otras lo lueron poste- 
riormente por incidencias de oíros artículos de que nos ocupa- 
remos en los números siguientes. En todas ellas prcdoinirió el 
mismo criterio, en todas se acentuaron las verdaderas y genui- 


nas aspiraciones de las partes concordantes. 

Cuanto por nuestra parte pudiéramos añadir después de esto 
sería oficioso é inoportuno. Las resoluciones que insertaremos al 
comentar los artículos sucesivos, completarán esta materia que 
creemos haber tratado con la mayor extensión posible, y siem- 
pre con el alto respeto que nos merecen asuntos de índole tan cs- 
pecialísima y en que juegan á la vez que intereses puramente* 
materiales, intereses religiosos y de conciencia. 

En el libro tercero habremos de tratar de las modificaciones 
que han sufrido las órdenes ó resoluciones insertas, limitándo- 
nos en este momento á encarecer la urgencia de poner en armo* 
nia con el Convenio la situación* actual de las Capellanías si se 
quieren evitar dudas y confusiones á que se presta en cierto sen- 
tido el desacuerdo de determinadas disposiciones con el resta* 
blecimiento de la legislación que comentamos. 


m 



Texto oficial del arfe. 2.° del Convenio, — Comentario: Explicación greneral del mie- 
Concordancias con el 1.^: solución de algunas dificultades.— Reglas para 
computar la de ordenación.- -Efectos jurídicos de ios artículos 1.*^ y 2. 

del Convenio con relación á las disposiciones posteriores al Concordato. — Resolu- 
ciones concordadas posteriores á la publicación, de la Ley-Convenio relativas al 
art. 2.<^ del mismo y sus concordantes. — Armonías entre los artículos y 2.'* del 
Convenio; soluciones referentes á los mismos. 
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Art. 2.° del Convenio. 

Las familias, asimismo, á quienes se hayan ad- 
judicado ó adjudicaren por estar pendiente su adju- 
dicación ante los tribunales, los mencionados bienes, 
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derechos y acciones^ reclamados con posterioridad al 
Real decreto de 30 de Abril de 1852 , redimirán 
igualmente las cargas de la propia índole y natura- 
leza, considerándose para este solo efecto como carga 
eclesiástica la congrua de ordenación establecida por 
las sinodales de la respectiva diócesis al tiemj)o de la 
fundación. '>y 


COMENTARIO. 


1. Si era difícil fijar la suerte de los bienes de Capellanías 
colativas de patronato familiar activo ó pasivo de sangre, cuya 
adjudicación se había solicitado ántes de la publicación del Con- 
cordato como Ley del Estado; si la índole de los acuerdos y dis- 
posiciones tomadas por el poder civil sin el concurso de la po- 
testad espiritual ántes del 17 de Octubre de 1851 venían siendo 
un obstáculo para conseguir un arreglo definitivo en cuanto á la 
subsistencia y manera dé ser de esta clase de fundaciones , no 
lo era menos resolver qué efectos debieran producir las leyes 
y decretos posteriores á la fecha indicada , dictadas con palma- 
rio olvido de un pacto internacional. 

£1 art. 1.® patentiza, como hemos dicho, la manera concilia- 
dora con que la Santa Sede ha consenlido en tranquilizar las con- 
ciencias defendiendo ála vez los intereses cuya alta custodia le 
está confiada; el 2.^ que vamos á comentar revela más todavía, 
revela una benignidad apostólica que áun los enemigos ciegos y 
sistemáticos de la Iglesia no podrán ménos de reconocer y ad- 
mirar. 

Si debe estimarse como una condescendencia el que la Silla 
apostólica haya pasado por lo resuelto sin su aquiescencia hasta 
el año 1841, lo es mucho más el que haya accedido á dar fderza 
y valor á los decretos y leyes posteriores á la publicación 
del Concordato. Ac[uellos y éstos se habían dictado sin su con- 
curso, pero existían sin duda razones poderosas para que todos 
obtuviesen una sanción capaz de cortar para siempre conflictos 
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y controversias perjudiciales á la buena armonía entre la Iglesia 
y el Estado. 

El art. 2.® no es, como algunos han supuesto, una consecuen- 
cia lógica y natural del 1.*^ Obedece á un mismo fin, tiene el mis- 
objeto^ ((desvincular los bienes y cubrir las cargas;» pero brilla 
en éste de un modo más ostensible la benignidad de la potestad 
espiritual. 

En dos partes puede dividirse también para ser estudiado el 
art. 2."^del Convenio. En la 1.® se determina el grupo de familias 
adjudicatarias de que se trata. En la 2.^, los derechos y obliga- 
ciones que les corresponden. 

Vemos, sin embargo, cierta inexactitud en la redacción del ' 
artículo, puesto que se hacen partir Jos derechos y obligaciones 
deJas familias adjudicatai ias de una disposición, de una fecha 
en que precisamente se declararon subsistentes las fundaciones 
todas de carácter familiar. 

Conviene, para vindicar al legislador de esta aparente in- 
exactitud y evitar torcidas interpretaciones del artículo, tener 
presente que ni la Ley de 19 de Agosto de 1841, ni el Concor- 
dato novísimo, ni las leyes y decretos posteriores se han enten- 
dido ni aplicado de igual manera, hasta el punto de que en una 
misma época, con unos mismos magistrados, en el mismo tribu- 
nal y sobre un punto de rigoroso derecho, y hasta con intervalo 
de pocos dias, pueden citarse ejecutorias enteramente con- 
trarias. 

La redacción del art. 2.® hubiera sido muy sencilla si, des- 
pués de publicado el Concordato como Ley del Estado, y áun 
antes, ó por lo ménos después del decreto de 30 de Abril de 
1852, las opiniones de los autores y la conducta de los tribuna- 
les no ofreciera tantas y tan palmarias contradicciones. Lejos de 
esto, por el decreto do 30 de Abril de 1852 se trató de remediar 
un mal, y el mal continuó, agravándose muy luego con la pu- 
blicación del decreto de 6 de Febrero de 1855 y la Ley de 15 de 
Junio de 1856. 

Desde el año 1851 á la fecha del decreto de Abril de 52, se 
incoaron multitud de pleitos de Capellanías con an*cglo á la Ley 
de 19 de Agosto de 1841. Después de publicado este último de- 
creto, en que, como era natural, se respetó la autoridad de la 


h,.. ' ^ ^ *' ' -^f * 


' j > ; 

V * í 


— 186 — 


cosa juzgada, los pleitos debieron cesar, y no en todas partes 
cesaron. Hubo dudas respecto de los incoados en los tribunales 
civiles desde el 17 de Octubre de 1851 hasta el 30 de Abril do 
1852. Las hubo también sobre los que ante los mismos tribuna- 
les civiles se incoaron por virtud del decreto de 5 de Febrero 
de 1855. Y últimamente, se ocurrieron hasta respecto de los que 
en los tribunales eclesiásticos se habian entablado sobre provi- 
sión canónica de las Capellanías subsistentes en 17 de Octubre 
de 1851, y ¿í tenor de lo resuelto en el decreto de 30 de Abril 
de 1852. De aquí la confusión y la lamentable anarquía que el 
legislador debía tener presente al redactar el artículo que co- 
mentamos. 

Para evitar sin duda nuevos escollos , para salvar nuevas 
complicaciones, las dos potestades han creído preferible partir 
de períodos fijos en unos y otros artículos; y así como compren- 
dieron en el 1.® las adjudicaciones solicitadas ántes del 17 
de Octubre de 1851, sin excepción alguna, por éste legitiman y 
sancionan las practicadas con posterioridad al Real decreto de 
30 de Abril de 1852 , hasta la suspensión acordada en 28 de No- 
viembre de 1856. 

Las Capellanías subsistentes á la fecha del decreto de 30 de 
Abril de 1852, que en virtud de sus disposiciones se adjudicaron 


por los tribunales eclesiásticos, y por tener cóngrua suficiente 
sirvieron de título de ordenación: las adjudicaciones hechas con 
posterioridad al 30 de Abril de 1852, ó que se hicieren hoy por 
tribunal competente de bienes, derechos y acciones de las Ca- 
pellanías de que se trata, reclamados con posterioridad á dicha 
fecha, nos parece que se hallan comprendidas en el artículo que 
comentamos. Todas se respetan y subsisten, imponiendo álas fa- 
milias adjudicatarias la obligación única de redimir las cargas 
eclesiásticas de que hemos hablado , y debiendo considerarse 
para este efecto como carga eclesiástica la congrua de ordena- 
ción establecida por las sinodales de la diócesis respectiva al 
tiempo de la fundación. 


Tal es la idea general que hemos formado del art. 2.® del Con- 
venio, acerca del cual se nos ofrecieron algunas dificultades y 
observaciones que, cumpliendo lealmente nuestro cometido, no 
debíamos omitir en la presente edición, por más que como vere- 
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mos más adelante; algunas se han desvanecido de un modo au- 
téntico y perfectamente legal. 

2. Prescindiendo de la inexactitud que resalta en la primera 
parte del artículo que comentarnos, por haberse partido del Real 
decreto de 30 de Abril de 1852, en vez del publicado en 6 de Fe- 
brero de 1855, para determinar qué número de familias adjudi- 
catarías ó que hoy lo fuesen de bienes^ derechos y acciones de 
Capellanías, deban ser comprendidos en sus prescripciones, ha- 
llamos la mas entera conformidad y relación entre este y el tex- 

i 

to del que fué •objeto de nuestros estudios en el capítulo anterior. 
En uno y en otro, se establece la obligación de los adjudicata- 
rios, é igualmente la de los poseedores actuales de dichos bienes 
á reserva de los derechos que puedan ejercitar, de redimir las 
cargas eclesiásticas, es decir, las definidas en el art. 5.^ de la Ins- 
trucción. (1) 

Donde la redacción del art. 2.® del Convenio puede ofrecer 
alguna dificultad, es en su segunda parte, de la que por esta cau- 
sa vamos á ocuparnos con alguna detención. 

Entre la redacción literal de la segunda parte del art. l.^del 
Convenio y el texto del 2.®, se observa una diferencia esencia- 
Tísima. 

Se establece en el 1.® «que las familias adjudicatarias ó que 
lo fuesen por sentencia de Tribunal competente y en virtud de las 
disposiciones anteriores al 17 de Octubre de 1851, rediman las 
cargas de carácter puramente eclesiástico, específicamente im- 
puestas en la fundación.» 

Se dice en el 2.® «que las familias adjudicatarias que hayan 
obtenido ú obtengan bienes, derechos y acciones de Capellanías 
á consecuencia de reclamación intentada con posterioridad ai 
Real decreto de 30 de Abril de 1852, rediman igualmente dichas 
cargas, pero añadiendo, considerándose para este solo efecto como 
carga eclesiástica, la congrua de ordenación, establecida por las si- 
nodales de la respectiva Diócesis al tiempo de la fundación.)^ 

¿Significan estas diferencias en la redacción de uno y otro ar- 
tículo que los individuos que reclamaron esos bienes, ántes de la 
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publicación dcl Concordato, deban redimir toda especie de car- 
gas, sin ninguna cxcci)cion, y que aquellos que en posteriores 
épocas ínlentaron lo niisino, se hallen obligados úniccüucíitc á re- 
dimir, como carga forzosa, la congrua de ordcnacioiú ¿Ha podido 
ser osla la iníUitc del legislador...? lié aquí una grave dificultad 
y un [)unto períecíauiente controverüble. 

Si resi>ecto de la primera parte del artículo que comentamos, 
hemos podido omitir ciertas retlexioues, porque se parte en ella 
de una época poco exacta, si á pesar de ser evidente que la Ley 
de 19 de Agosto de 1S41 que.dó derogada de hecho por la publi- 
cación del Concordato, y los pleitos ó juicios incoados después 
carecian de fundamento legal; si no hemos querido extendernos 
en demostrar las consecuencias de haberse prescindido de esta 
notabilísima circunstancia; respecto de la diticultad que acaba- 
mos de indicar, no [)odemos guarde r silencio, siquiera nuestras 
palabras no produzcan otro efecto, decíamos en las primeras 
ediciones de esta obra, que hacer que sobre punto de tanta im- 
portancia aparezca alguna aclaración. (1) 

Ateniéndonos al texto literal del art. 2.'" y comparándolo coa 
el la solución de la duda suscitada parece que ha de sor en 
sentido contrarío á lo que el espíritu, el objeto, y el ün delaLey 
nos hace [)resumrr. Por fortuna, para la aplicación de los buenos» 
prínci|)ios no es acaso masque aparente la indicada contradic- 
ción entre el es[)iritu y la letra de ambos artículos. Contéstesenos 
sino á las preguntas siguientes: ¿Oué causas plausibles moliva- 
rian tan prolunda diterencia entre unos y otros? ¿Por ventura no 
se enconlraron los individuos adjudicatarios de una y otra época 
en iguales condiciones de legalidad? ¿No reclamaron unos y otros 
con iiide[>endencia de la Iglesia, y á virtud, y solo en virtud 
de dis[)osiciones (Miianadasde la potestad civil? ¿No pretende por 
otra parte el [)oder laico en el Convenio que nos ocupa, robuste- 
cer y \ alorar aipviellas adju Jicaciones, prestándoles hoy su san- 
ción la autoridad eclesieslica para darles su coin[)leto ser en la 
estera del derecho y la concíeucía? ¿Por que, pues, dcbemoscou- 
cebír esa di le rene ia? 


O) Nxu'sira t'sper.inza 80 ro.i.lizS, y osto vioniuestra ol ostu iio imparci.il Que hi- 
cimos eutouzes ik' la lov . 
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Pero, si bien se observa, el legislador no ha pretendido esta- 
blecerla, aunque se muestre en el art. 2.® mucho mas claro, más 
explícito y terminante que en el 1.® Los adjudicatarios de una y 
otra clase parece que están obligados del mismo modo á redimir 
las cargas de cualquiera especie, siendo de carácter eclesiástico, 
siempre que se hallen específicamente impuestas en la fundación, 
y además, por motivo indéntico, el importe de la congrua orde- 
nación, fijada por las sinodales al tiempo de la fundación. 

Bien sabemos que contra esta nuestra opinión, se han alzado 
protestas y reclamaciones, pero no era posible que entendiéra- 
mos el art. 2 A de otra manera. Sobre las cargas eclesiásticas de- 
finidas en el art. 5.^" de la Instrucción, es de todo punto imposi- 
ble sostener debate, toda vez que el texto del Convenio es sobra- 
damente concluyente y expresivo, para que pudieran surgir las 
menores dudas acerca de su inteligencia y aplicación. En caso 
de nacer aquellas, versarían necesariamente sobre la obligación 
de redimir la congrua; y esas dudas quedan disipadas al momen- 
to, considerando el espíritu y el fin de las disposiciones que á 
primera vista parecieron motivarlas. 

Las Capellanías han recibido una nueva forma, una manera 
diferente de ser, en virtud del Convenio novísimo. El pensamien- 
to del legislador no ha sido de modo alguno y en absoluto el su- 
primirlas; lejos de eso, se ha mostrado solícito y prudente, con- 
sultando á la vez los sagrados y respetables intereses de la Igle- 
sia y los del Estado, y procurando hermanar y garantir la per- 
petuidad de las fundaciones, con la libertad y circulación de los 
bienes que las constituyen. Sus preceptos responden de que ha 
sabido coronar sus deseos, y todo hacia presumir que alcanza- 
ría el logro de sus aspiraciones si circunstancias extraordinarias, 
sin cambios posteriores, de que habremos de ocuparnos más 
adelante, no hubieren hecho casi iniítilcs é infructuosas las aspi- 
raciones délas dos Potestades. ¿Es violento suponer, que siendo 
notorio el buen espíritu del legislador, fidclísimarnenle traducido 
en el contesto entero de la Ley, no entrara en su idea la reden- 
ción déla cóngrua, único medio," y eficaz manera de obtener el 
resultado que apetecía, y de llenar exactamente los sagrados 
fines de la institución? Hé aquí por qué al fijar nuestra conside- 
ración en las pálabras que dejamos trascritas del art. 2.^, relali- 
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vas á que la mencionada congrua se estime como verdadera car- 
g^a eclesiástica, parad efecto de la redención, apreciemos dicha 
frase como aclaración y complemento de los dos artículos que 
evidentemente conspiran á resultados idénticos. 

f^ste y no otro parece que debe ser, añadíamos á priori 
en las otras ediciones, y hoy ya ápostériori en esta novísima, el 
significado del art. 2.® respecto .á la cómjrua, y lo mismo deberá 
entenderse el I.*», aunque no se consigne de un modo tan expre- 
so y terminante, de otra suerte resultaría un verdadero anacro- 
viismo, y premiados en el segundo caso los que precisamente de- 
bieron y tuvieron motivos para ser más comedidos, una vez es- 
tipulados en el Concordato los compromisos contraidos por la 
autoridad temporal. 

Las cargas eclesiásticas y \ül congrua de ordenación, las prime- 
ras como derechos reales en la cosa; la segunda, como fin y objeto 
primordial de la fundación, deben redimirse por las familias adju- 
dicatarias sin distinción, en lo cual no se hará más que un acto 
de justicia y equidad, que parece ha debido estar en la rectitud 
é inteligencia de las partes concordantes, y estaba en efecto 

como lo demuestran las resoluciones concordadas dictadas con 

* 

posterioridad á la fecha en que nosotros redactábamos por vez 
primera estos comentarios. 


3. El legislador ha invocado las sinodales como regla segura 
para computar el importe ó cantidad á que deba ascender la con- 
grúa que debe redimirse, expresando que sea esta la establecida 
al tiempo de la fundación. Nada más justo: las sinodales han po- 
dido variar como ley de disciplina, y plausible y digno de ala- 
banza es que de antemano se eviten apreciaciones contrarias; 
que el texto de la ley haga imposible los litigios; que su redac- 
ción excluya todo linaje de dudas. Creóse la fundación bajo tales 
ó cuales preceptos diocesanos; atemperóse en su constitución á 
aquel derecho por entónces vigente, y esta y no otra debe ser la 
medida de la apreciación de que se trata. Las alteraciones que 
hayan ocurrido desde la época de la fundación en lo que se refie- 
re á la cóngrua, son hijas de las circunstancias, y sólo dando á 
ta presente Ley una fuerza retroactiva, podría sostenerse una 
Opinión contraria. La Ley ha tocado esta cuestión con arreglo á 
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... i,„enos principios, ha rendido cuUo á la justicia, y iillmiado 
•^'cortadamente un punto que, do otro modo hubiera su o un ma 
nantial constante do enconadas querellas, dispendios y dis- 


gustos. 


4. Hecha la explicación que nos ha parecido más acertada de 
los arts. l y 2." del Convenio, nos resta decir dos palabras acer- 
ca do sus et'ectos jurídicos en cuanlo á los decrodos y leyes pos- 
teriores al Concordato, objeto como hemos dicho antes de opinio- 
nes encontradas y pareceres diversos. 

Por más que hayamos hecho notar en la redacción del artícu- 
lo 2." cierta irregularidad, parécenos preferible la excesiva pre- 
visión del legislador, á que una voz publicada la nueva Ley, hu- 
bieran podido revivir ciertas contiendas que no conlrilruycron 
poco á desnaturalizar la índole de las fundaciones familiares y á 
prevenir contra ellas la oprinion de ciertos espíritus sobradamen- 
te apasionados ó poco reflexivos. 

Uno de los bienes que están llamados á producir en el orden 
jurídico los arts. l." y 2.'* que hemos comentado, es el de que paor 
ellos se cierra la puerta á toda nueva conli’oversia respecto de 
puntos que no contribuyeron poco á hacer necesaria en 1856 la 
suspensión do ios efectos de los reales decretos de 30 de .\bril 
de 1S52, 6 de Febrero de JS55 y los de la Ley de 15 de Junio 
de 1S56, á pesar de no haberse amortiguado, como algunos 
, creen en la referida época, las ideas desvincuiadoras. 

La suspensiuü acordada en 1S56, cuyos efectos han sido de- 
sastrosos para la conservación y custodia de muchos bienes de 
Capellanías, fué no obstante, una dolorosa necesidad, porque la 
■anarquía había llegado en estas materias á su mayor apogeo. 

Sostenían unos, que los bienes de las Capellanías colativas 
debían adjudicarse en concepto de libres á los que vivían el 19 
de .\gosto de 1841, ó á sus legítimos sucesores, aunque no hu- 
biesen entablado el juicio de adjudicación, ni durante su vida lo 
hubiesen hecho tampoco otros parientes que se creyeran con de . 
recip. Decían otros que sólo podían adjudicarse á los que vi- 
Mcndo al tiempo de incoarse el expediente de adjudicación, sa- 
leron a los autos ó reclamaron sus derechos, ántes de que el qup 

o )tuvo sentencia favorable pudiera haber prescrito los bienes 
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scg'Uíi hi legislación común, en ambos casos con sujeción á las 
disposiciones de la Ley de 19 de Agosto de 1841, naciendo de 
estos pareceres la duda de si la adjudicación debia entenderse 
ó no hcciia |)or el ministerio de la ley. 

Se prolongaron estas cuestiones hasta el decreto de 30 de 
Abril de lh«>2, y aun se mantuvieron por algunos a pesar de c|uc 
en el mismo se decia como consecuencia de la derogación de la 
Ley de 19 de Agosto de 1841: «Quedan subsistentes las Capella- 
nías colativas de patronato activo ó pasivo de sangre, estén ó no 
aetuahnente vacantes, cuyos bienes no hayan sido adjudicados 
judicialmente á las íamilias respectivas, ó para cuya adjudica- 
ción no [)endiere juicio en ejecución de la Ley de 19 de Agosto 
de 1811, y otras disposiciones, antes del 17 de Octubre de lS5l.n 

No podia resaltar más clara y terminante la opinión del go- 
bierno de aquella época respecto á la inteligencia de la Ley de 
41. 1 jas Capell-anías colativas, cuyos bienes estaban ija adjudica- 
dos en concepto de libres por los tribunales de justicia, y en las 
que se hallaba pendiente el juicio de adjudieaeion cuando se pu- 
blicó el Concordato, esas quedaron ya entónces extinguidas, sus 
bienes desespiritualiiados y reducidos á la clase de absolutamente 
libres. Aquellas en que no se habia cumplido con este requisito 
indispensable, aquellas en que nadie habia hecho uso de ese de- 
recho al publicarse el Concordato, como que estaban aun espiri- 
iualizados y vinculados sus bienes, como que nada habia altera- 
do su primitiva situación, esas debieron subsistir como Capella- 
nías colativas, y como tales se proveyeron, según la antigua le- 
gislación a[)licable á estas fundaciones. 

Pero esto que parece tan claro no se resolvió siempre en la 
práctica del mismo modo, y de aquí la multitud de dudas que han 
contribuido á hacer tan complicada y dificil la legislación en ma- 
teria de Capellanías, dilicultado el arreglo deíinitivo llevado á 
cabo [)(U’ el Convenio novísimo en cuyos artículos l.^y 2.® ve- 
mos cortadas para siempre nuevas contiendas sobre los extre- 
mos que acabamos de indicar. 

Kl Real decreto de 30 de Abril de 1852, de que parte ^l 2.*’ 
del Convenio, hablando de la Capellanías que quedaban existen- 
tes, por no haberse adjudicado ni existir pleito sobre su adjudi- 
cación, segun la Ley de 19 de Agosto de ISlt, decia: uSeadjn- 
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dicará por los tribunales eclesiásticos, etc.;« es decir, que así 
como esta Ley disponía que los tribunales ordinarios adjudica- 
ran los bienes en concepto de libres á los que se hallaran en los 
casos que la misma fijaba, del mismo modo mandaba el decreto 
que los tribunales eclesiásticos adjudicasen las Capellanías como 
taleS'á los que tenían derecho á ellas; pero absteniéndose de ha- 
cer por sí adjudicaciones por ministerio de la ley; pues si bien el 
gobierno reconoció en el preámbulo del decreto de 6 de Febrero 
de 1856 que la Ley 1841 no debió entenderse derogada por ei 
Concordato, y propuso la declaración de hallarse vigente y en su 
fuerza y vigor, estableció en el art. 2.“ que se considerasen le- 
gítimos los derechos adquiridos en virtud del decreto de 30 de 
Abril de 1852 por sentencia definitiva pronunciada, ó que se pro- 
nunciase en los juicios incoados ante el tribunal competente. 

De estos antecedentes resulta, que en 1852 se creyó y con- 
signó que las disposiciones de la Ley de 19 de .Agosto de 1841, 
no producían efecto alguno* .sino se había incoado el expediente de 
adjudicación, no bastando que hubiese derecho de solicitarla sino 
se usó; y en 1856 se dijo lo mismo respecto á las disposiciones 
del decreto de 30 de Abril de 1852, declarando que los que pu- 
dieron en su virtud solicitar la adjudicación en concepto de Ca- 
pellanía, pero que no lo hicieron, no pudieran verificarlo en lo 
sucesivo. 

Hoy, como entóneos, el legislador no ha querido que se ha- 
gan adjudicaciones por ministerio de la ley, sino que para perso- 
nificar los derechos, sea necesario incoar los expedientes, sin cu- 
yo requisito, entiéndase esto bien no se dá efecto alguno ni á 
unas ni á otras. 

Los artículos l.“ y 2.® del Convenio no han de dar lugar, por 
lo ménos se nos figura, en este terreno á nuevas dudas, pucslo 
que el legislador precisa en ellos, como requisito indispensable, 
la adjudicación, y á la vez exige que ésta se haya reclamado. 
La reclamación es, pues, por ambos artículos, requisito y cuali- 
dad indispensable, y tanto, que sin ella parécenos que no podría 
estimarse hoy extinguida una Capellanía, cuyos bienes se pose- 
yeran por un título distinto que la adjudicación hecha por tribu- 
nal competente, ó que se hiciere por haberse reclamado en las 
épocas que fija el Convenio en los artículos comentados. 

13 
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La adjudicación, hoy como en lo antiguo, es decir, aún antes 
(le las leyes desvinculad oras, es el medio único de trasmitir los 
bienes, derechos y acciones de Capellanías colativas; hasta tal 
punto que, si durante el litigio uno de los aspirantes fallecía, ó 
se incapacitaba para ordenarse, aunque al tiempo de la vacante 
tuviese de hecho la preferencia, se le excluía totalmente, y la 
Capellanía se adjudicaba al que, al tiempo del fallo reunía las 
cualidades de Ja adjudicación, con los frutos y rentas desde la 
vacante. 

El que otra cosa sucediera, como invocan algunos en los tri- 
bunales ordinarios tratándose de la sucesión de mayorazgos, na- 
da significa, puesto que en estos no había mca/ifc legalmente ha- 
blando, y al espirar el último poseedor se trasmitía la posesión 
al siguiente en grado por el solo ministerio de la ley ; lo cual ex- 
plica satisfactoriamente otro de los motivos de divergencia que 
hoy no podrán suscitarse, ó sea la diferencia de lenguaje en las 
leyes de desamortización civil y eclestástica, ]’especto de los ma- 
yorazgos y las Capellanías colativas. 

En cuanto á las vinculaciones civiles, no habia jamas vacan- 
te, y siempre existia un poseedor; lo que únicamente estaba en 
duda y podía disputarse era quién fuese este poseedor. Por eso 
la Ley pudo extinguir en el acto las vinculaciones civiles, y fa- 
cultar al poseedor actual para disponer libremente y como pro- 
pios, de la mitad de los bienes de su dotación. 

No sucedía lo mismo, ni ha sucedido nunca esto respec- 
to de las Capellanías colativas. Como se reconocian reales y 
efectivas vacantes en esta clase de fundaciones; como no basta- 
ba reunir la cualidad de preferencia al tiempo de fallecer el últi- 
mo poseedor, si no se obtenía además el fallo; como esta adjudi- 
cación érala que constituía los derechos, por eso se limitó siem- 
pre el legislador á decir que se adjudicasen, sustituyendo á las 
cláusulas de la fundación otras; pero á partir en todas ocasiones 
del tiempo en que se incoaron los expedientes de adjudicación, 
ya en concepto de libres, ya en concepto de Capellanías colati- 
vas, según las é|>ocas respectivas. 

El pensamienlo filosófico que envuelven las dos leyes de 
desamortización civil y eclesiástica, es el de respetar, en cuanto 
fuese compatible con el principio desvinculador, la voluntad de 
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los fundadores, y por eso en la de mayorazgos se dice: «el ac- 
tual poseedor dispondrá libremente y como propios, de la mitad 
de sus bienes, y la otra mitad pasará á su muerte al que sucede- 
ria cu el todo si la vinculación existiesb:» y en la eclesiástica 
«que se adjudicasen á los que el fundador prcíiriera, debiendo 
entrar siempre los bienes en primer término en las personas 
preferidas por el fundador, que son los más próximos parientes, 
ó al que señaló como tronco.') 

Sobre estos y otros puntos dudosos se esperaron y pidieron 
aclaraciones que no se dieron ánlcs de la suspensión decretada 
en 1856, lo cual en el Convenio novísimo se ha tenido pre- 
sente fijando la verdadera interpretación que debe dai’sc á los 
decretos anteriores á la expresada suspensión. De aqui que 
creyéramos cerrada la puerta á nuevas dudas, y juzgásemos 
oportuno extendernos en este género de apreciaciones puramen- 
te legales, dirigiéndonos á ilustrados compañeros, que en su lar- 
ga práctica habrán tenido motivos para lamentar los males de 
ciertas dudas, y apreciar pueden, mejor que nosotros, el mérito 
del legislador al solventarlas de un modo tan hábil y eficacísimo 
en la presente ocasión. 

Nos queda un punto que indicar; el caso en que la Capellanía 
no tenga hoy los producto^ de su congrua primitiva. En este su- 
puesto, que será frecuente, dadas las vicisitudes porque han pa- 
sado los bienes de esta clase de fundaciones, los Obispos resolve- 
rán benignamente lo que estimen oportuno, si bien en rigor de de- 
recho lo que procedería seria la venta en pública subasta de los 
bienes subsistentes, y lá aplicación al acervo pío de su producto. 


5. Natural es, después de lo que dejamos dicho, que fuese 
necesario dictar algunas resoluciones concordadas entre las dos 
potestades para fijar la verdadera inteligencia y recta aplicación 
del art. 2.° del Convenio, y así ha sucedido. 

Las que nos corresponde insertar en este sitio por concretar- 
se al artículo referido, son las siguientes: 


Se consultó en primer lugar: 

¿Si deberia redimirse íntegra la congrua á nvks áe las otras 
cargas cuando los productos de los bienes io permitiesen, ó solo 
aquella cantidad, que junta con la que se necesitase para cum— 
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plir con las otras cargas, fuese necesaria para constituir la con- 
groa; y si esta obligación debía ser extensiva en los mismos tér- 
minos respecto del art. 2."* á los casos que comprendía el art. I.""? 
Y por resolución concordada se contestó: 


«La (q. P. g.), en vista de la comunicación do Y. E 

V en virtud del acuerdo tomado entre el Ministro de Gracia v 

” c. 

Justicia Y el jN inicio de Bu Santidad, se ha servido resolver que 
los adjudicatarios de los bienes de las Capellanías, además de las 
ca r (¡as generales que sobre dichas pesan^ están obligados á recíi/m ir 
también integra la congrua de Ordenación, si el valor de los expresados 
hv nes lo fermíte, y en el caso de que no lo consienta, hasta, la cantidad^ á 
que ascienda el valor total de los mismos. — De lie a i orden io digo á 
Y. E. á los electos consiguientes.-- Madrid 2 de Enero de i868.)> 


Más adelante se preguntó: 

1 J -¿Si la congrua de Ordenación de que hace mérito el art. 2C 
debia entenderse que debiera sustituirse á las cargas de carác- 
ter puramente eclesiástico que se han de redimir según se pres- 
cribe en el art. 1.^? 

2.*" ¿Si las familias a quienes se hubieran adjudicado ó adjudi- 
caren por estar pendiente su adjudicación ante los tribunales ios 
bienes mencionados en el art. I."", reclamados con posterioridad 
al Real decreto de 30 de Abril de 1852, deberían redimir las 
cargas específicamente impuestas en la fundación, y además la 
congrua de Ordenación que para este solo efecto debia conside- 
rarse como carga eclesiástica? 

Y se dictó en vista de estas preguntas la siguiente resolución: 


«La Eeina (q. D. g.), eii vista de la comuniencion de Y. E..... 
exaonioudo algunas dudas sobre la verdadera inteligencia del 
art 2.'’ del Convenio de 24 de Junio último, sobre Capellanías, 
y eii virtud del acuerdo tomado eutre el Ministro de Gracia 
5 ^ Justieia.y el Nuncio ae Su Santidad, se ha servido resolver, 
que los adjudicatarios de los bienes de Capellanías, además de 
las cargas generales que sobre ellas gravan, están obligados á redi- 
mir también integra la congrua de Ordenación, si el valor de los bie- 
nes expresados lo permite; y en caso de que no lo consienta, hasta 
la cantndad á que ascienda el valor total de los mismos bienes. — 


Be Real orden lo digo á... á los efectos consiguientes. — Madrid 21 
de Febrero de 1868.» 
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Posieriornicntc se volvió á roniuilar la consulta sifíuicnto. 

1 ¿Si los fondos, réditos y rentas vencidas desde la ultima 
vacante, que obran en poder de los administradores, peí teñe- 
eeríaii á la persona ó familia á quien se adjudicasen las lincas de 
la Capellanía, ó liabrian de ser aumento del acervo común y ca- 
pital que hubiera de emplearse en títulos de la Deuda para cons- 
tituir las nuevas fundaciones? 

2é' ¿Si las Capellanías ([ue por no haberse reclamado por la 
familia del fundador, ó porque esta ya no existiese, se han veni- 
do proveyendo jure-devoliito, y de presentación ordinaria, si por 
nadie se reclaman, qué aplicación debia dárselas y cuál debía 
ser la tramitación de sus expedientes? 

Y se contestó: 

«Eaterada S. M. de las consultas dirifi^idas á este min isteria 
por... con inteligencia del M. Iv, Proniiucio da Su Santidad, ce ha 
s 'reído resolver lo siguiente: 

lé' Que los fondos, réditos y rentas de las Capellanías cuja ad- 
indicación no liiibieseii reeianiado las familias, pertenecen á las 
l apeilanías que subsistan y crecen su haber, y si estas no fueren 
eóiigruas deben entrar en el acervo pío eoniiin; y que los fondos, ré- 
ditos y rentas délas Capellanías cuya adjiidicncion liubieren recia- 
inado en tiempo hábil las familias, pertenecen á las mismas, dedu- 
cido el impone de las cargas eclesiásticas, observándose lo estable- 
cido en los aiticulüs 1 . y 2.*^ del Convenio de 2d de Junio de 1867 
para los dicersos casos que estaluecen. 

2d Que las Cap^dlaiiías á que se reñere en este punto la con- 
. alta deben conriuuar provey endose por el Eioccsano v si no fue- 
ren congruas deben xciMTr.ir parte del acervo pío común alus íhies 
expresaaos en el Trnsnio Convenio, — De Real orden lo dig.) á. etc. 
— Madrid 18 de Abril de 18()8.» 


Poco despiiGS se preguntó de nuevo: 

¿Si los cidj ddicatarios de los bienes de Capellanías de quienes 
ocupa el art. 2C del Convenio estaban obligados á redimir la 
Cúngnia de Ordenación solamente, en compensación de las car- 
gas eclesiaslicas de que se habla en el principio de dicho ar- 
ico o o debería entenderse que además de las exi>rcsadas car- 
gas haorian de redimir también la Congrua de Ordenación, esta- 

IVindaaonT respectiva Diócesis al tiempo de la 
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Y se resolvió la duda propuesta por la Real orden siguiente: 

«La Reina (q. D. g.), en vista de la comunicación dirigida á este 
ministerio por uno de los delegados de... para llevar á efecto en 
esa Diócesis el arreglo de Capellanías, y en virtud del acuerdo to- 
mado entre el Ministro de Gracia y J usticia y el N unció de Su 
Santidad, se ha servido resolver que los adjudicatarios de los bienes 
de Capellanías de que habla el art. 2.° del Convenio de 24 de Junio, 
además de las cargas generales que sobre aquellas gravan, están 
obligados á redimir también íntegra la congrua de Ordenación, si 
el valor de los apreciados bienes lo permite; y en el caso de que no 
lo consienta, hasta la cantidad á que ascienda el valor total de los 
mismos bienes. — De Real orden lo digo á V á los efectos consi- 

guientes.— Madrid 7 de Enero de 1868.» 

Como dejamos dicho, la interpretación auténlica del art. 2/ 
del Convenio ha venido á ser la misma hecha por nosotros en las 
primeras ediciones de esta obra. 

Las dos potestades identificadas en sus miras elevadísimas y 
conciliadoras á la vez opinaron como nosotros habíamos opina- 
do, y nuestro comentario ha venido á resultar plenamente justi- 
ficado desde el momento que sobre la ejecución del artículo que 
nos ocupa y el anterior surgieron las dudas que nosotros había- 
mos anticipado, y se les dió la solución oficial por nosotros indi- 
cada, triunfo no siempre reservado en tales casos á la más esqui- 
sita previsión humana. 

6. No fueron sólo las. dudas propuestas respecto de los ar- 
tículos 1.® y 2.® del Convenio y sus afines de la Instrucción las 
que dejamos apuntadas. Hubo algunos Prelados que consultaron 
á la vez acerca de ambos para conseguir armonizarlos y fundir- 
los dentro de un criterio común, prestando por este medio un 
gran servicio para la mejor y más recta inteligencia de lo resuel- 
to por ambas Potestades. 

Uno de los celosos Diocesanos quiso saber á qué atenerse so- 
bre ambos artículos y se le contestó, entre otras cosas, por Real 
órden de 18 de Abril de 1868: 

"Que los arts. 1.^ y 2.® del Convenio establecen claramente q^^tí 
los adjudicatarios de los bienes de Capellanías que los hubieren re- 
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clamado ántes del día 17 de Octubre de 1851 debeU|ljredimir sola- 
mente las cargas de carácter puramente eclesiástico específicamen- 
te impuestas en la fundación, 7 que los adjudicatarios que luibioreii 
reclamado los bienes con posterioridad al Eeal decreto de 30 de 
Abril de 1852 redimii án las expresadas cargas y además la congrua 
de Ordenación, si el valor de los expresados bienes lo permite, y en 
el caso de que no lo consienta hasta, la cantidad quo ascienda el va- 
lor total de los mismos bienes.» 


Uno de los Metropolitanos consultó asimismo entre otros par- 
ticulares sobre la verdadera inteligencia del art. 2.^ del Conve- 
nio, y se Ies contestó, por Real órden de 22 de Julio del referido 
año de 1868, lo siguiente: 


«Que los adjudicatarios de las bienes de Capellanías que hubie- 
ren reclamado la adjudicación ántes del 17 de Octubre de 1851, de- 
ben redimir tan sólo las cargas de carácter puramente eclesiástico 
específicamente impuestas en la fundación, y que los adjudicatarios 
que hubieren reclamado con posterioridad alEeal decreto de 30 de 


Abril de 1852, deben redimir, además de agüellas cargas, la con grúa 

de ordenación.” 


La conformidad en su fondo y hasta en su forma de las reso- 
luciones que textualmente dejamos consignadas, alejan toda duda 
acerca de Ja manera y forma de entender los art. 1.^ y 2.^ del 
Convenio, sin que pueda parecer enojosa la repetición textual de 
disposiciones análogas, primero porque no se habían dado á luz 
hasta el presente en su mayor parte, y segundo para que se vea 
cuán acordes estuvieron no sólo los consultantes en cuanto á los 
vacíos por nosotros señalados, como los consultados en las solu- 
ciones por nosotros propuestas al hacer por vez primera estos 
comentarios. 
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IV. 


T-xi.o oñeírJ do\ arfc. 3.« del Convenio.— j'íT idea g-eueral del mismo.— Ex- 
pedientes de adjudíc;iciou que quedaron en suspenso el 2S de Noviembre de 1856. — 
Aoeioues eicrcitables y prescriptibles secrun lo.s artículos 2.'' y 3.^ del Conve- 
nio: requisitos para la inscripción de bienes a liuidicados ó que se adjudie: ren en 
viiiud de los misinos.— Artículos II y 12 de la Instrucción: aclaraciones. — Idem 
3 ^^ I0.‘\* :iclaraciones. — Kesoluciones posteriores. 


Art.. 5.' del CoiiTcuio. 

«Se consideran conipleíamente eaiingnidas ¡as 
Capellanías de eniios Idenes tratan los artículos pre- 
cedentes y y que hayan sido ó fueren adjudicadas por 
los tribunales á las familias cuyo patronato, desapa- 
reciendo á pelieion de ¡as mismas la colectividad de 
bienes de que procedía, dejó de e.ristir . « 


COMENTAEIO. 

l. ConsecueiuMa natural de los preeedenles -que de una ma- 
nera, tan lerininaide se eonsii;nan en los artículos anteriores, es 
el te\t() del art. del Convenio, que nos proponemos estudiar. 

Kn lói;ica deri\ ación de determinados principios, el legisla- 
dor adopta en este artículo el [nipel de jurisconsulto, y lo desem- 
peña acertadamente. Prevenida en sus anteriores disiqosiciones, 
la (idjudicadon , como libres, de los bienes de las Capellanías de 
qiu' se acaba de ocupar, y cuyas caryas ha cuidado de disponer 
que se rediman: disiiello el vinculo que retuviera á dichos bienes 
en su priiuiti\ a uibubid; arrancados por Ja ley del estancamiento 
(MI (pie pcrmaimcivM’an, y [meatos en la,s desembarazadas \nas de 
una completa (urcnlacion , las t’nndacioncs han perdido su iiatu- 
rah'za primordial; se ha borrado en tdias el carácter que las dis- 



tinguia ; el ente moral ha dejado de existir tan luego como ha 
desaparecido la colectividad de bienes en que se apoyaba; ¿qué 
otra consecuencia habría de deducirse, supuestos estos prece- 
dentes creados por la ley, sino la extinción completa de las Cape- 
llanías de que se trata, puesto que previamente se han destruido 
las condiciones a las que necesariamente iba adherida su manera 
de ser y su existencia? ¿Y qué otra razón legal podía aducirse 
para confirmar esta deducción, sino recordar la desaparición del 
patronato, que en este caso carece de fundamento en que a po- 
yarse? Si los bienes se declaran libres, y como tales se adjudican, 
¿qué derechos han de corresponder á sus poseedores mas que 
los que naturalmente pertenecen á los poseedores comunes? 

■ Las Capellanías desvinculadas, y aquellas sobre las cuales 
pendía litigio á la publicación del Convenio novísimo para la ad 
judicacion de sus bienes, todas, sin excepción, desaparecen, de- 
jan de existir, se extinguen por virtud del referido Convenio. La 
gran dificultad, el nudo más difícil queda roto. Ya no caben du- 
das respecto á esta clase de fundaciones, objeto antes de vicisi- 
tudes y disposiciones encontradas. 

Términos comreíos: adjudicación de bienes hecha ó que se 
HAGA por tribunal competente. De aquí hay que partir, y tal es el 
círculo dentro del cual se halla comprendida la extinción. 

Hay claridad, hay precisión en el texto legal. 

Las Capellanías cuya adjudicación de bienes, cuya desvincu- 
laci-on se pidiera y obtuviera ántes del 28 de Noviembre de 1856; 
las Capellanías cuya adjudicación de bienes se solicitara en las 
épocas c|ue dejamos marcadas y se hubiera obtenido ó se obtu- 


viere hoy, son las únicas cuya extincionse acuerda y determina. 


Aquellas, por el contrario, cuyos bienes no se reclamaron, 
cualquiera que fuera su siluacion á la publicación del Convenio, 
no están comprendidas en los artículos 1."^ y 2.^ del mismo. 

Fijados estos precedentes, la interpretación del art. 3.'' no 
ofrece la más pequeña duda ni dificultad. Su redacción resulta 
cierta, precisa, concreta, y no há menester que nos detengamos 


mucho en su. estudio y aclaración. 

Podía suscitarse alguna duda respecto de la suerte del patro- 
nato; pero el legislador se apresura á resolverla. Ha desapareci- 
do, dice, la colectividad de bienes; esta desaparición se debe á 
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las prelcnsionos de las familias; luego el derecho de patronato 
que á éstas incumbia, no tiene razón de ser: debe, y en efecto 
(Jeja asimismo de existir. El razonamiento es fundado, la conse- 
cuencia indeclinable. Quisisteis los bienes; os acogisteis á las le- 
yes que t'l poder civil dictó, y en bien de la arnionia y la tran- 
quilidad de las conciencias, la Iglesia acepta... pues no os que- 
jéis de la perdida de un derecho de que hicisteis poca estima y 
á que disteis escaso valor. 

Conocido el objeto principal del Convenio y la situación á que 
las cosas habian llegado, la extinción de las Capellanías de que 
tratan los articulos l.^^y 2.^' era indispensable. El único medio 
de que esa extineion no atacase violentamente la voluntad de los 
fundadores, el modo de que los efectos de la Ley de 19 de Agosto 
de ISll no fuesen la violación más palmaria y evidente de los 
buenos principios, era el adoptado por el legislador. Nosotros 
aplaudimos, pues, sin reserva su conducta, y elogiamos con es- 
tas lineas la sabia resolución de uno de los puntos más impor- 
tantes, más trascendentales de la nueva Ley. 


2. Por lo mismo que es sencilla y llana la inteligencia del 
art. 3." del Convenio, ciara y precisa su redacción, deber nues- 
tro era anticipar-nos á prevenir complicaciones que en el terreno 
práctico pudieran surgir respecto á la situación de ciertos expe- 
dientes cuya continuación no era dable consentir dentro de los 
propósitos y lines de la novisima legislación sobre Capcllanias. 

Supongamos el presente caso, y cuenta que de propósito hui- 
mos en este libro de dar á nuestros comentarios la forma que 
envuelve la duda presente (1); supongamos que se confirió una 
Capellanía que imponía al poseedor el deber de ascender al Or- 
den Sacro. El agraciado, mal avenido con las cláusulas del fun- 
dador, dejó trascurrir anos y anos sin ordenarse, y dió motivo 
para (|ue otros interesados le suscitasen pleito pidiendo su desti- 
tución. Vino el restablecimiento de la Ley de 19 de Agosto de 
IS-ll por el decreto de b de Febrero de lSo5, y el agraciado re- 
clamó la adjudicación libre de los bienes de la Capellanía, sin 
lograr, empero, que el expediente se terminara antes de la sus- 

0'! Fa C iso so 5 os ron'.iCto, y lo i’osolvituo<s o'.i mu-'<*ra KeYÍsta Fi Gace''a I y-- 
ro , cuiuu oii\ s luuciu's iji;o do vio’t Osito iioiuos oiuit.do cm la piYsente otuoioíi. 



pensión acordada en 1856; se pregunta: ¿Era procedente la indi- 
cada reclamación? El interesado, ¿se hallara hoy en el caso de 
agitar de nuevo el expediente de que se trata, hasta conseguir 
en definitiva la adjudicación que se propuso? ¿Es la Capellanía 
en cuestión de las que deben considerarse extinguidas por el ar- 
tículo 3.® del Convenio que comentamos?... 

Quien así discurriera en este y otros casos análogos, decia- 
mos en las primeras ediciones de este libro, prescindiendo por 
completo de los vicios que originariamente entrañara el expedien- 
te de adjudicación, y fijándose únicamente en el hecho de haberlo 
promovido y partirla seguramente de un supuesto falso. Su argu- 
mentación podría reducirse á los siguientes términos: — El ar- 
tículo 3.® del Convenio declara extinguidas las Capellanías, sobre 
cuyos bienes se hubiese promovido en tiempo hábil expediente de 
adjudicación; tales circunstancias concurren en la Capellanía que 
nos ocupa; luego debe reputarse extinguida al tenor del artículo 
citado. — Peregrino raciocinio, ciertamente, si eh rigor pudiera 
aplicarse al punto discutido. La mayor de ese silogismo necesita 
de una distinción que es esta. Cierto que por el art. S."" del Con- 
venio se declaran extinguidas las Capellanías, cuyos bienes se 
adjudicaron como libres, ó solire los que penda en tribunal com- 
petente legítima demanda de adjudicación; pero es indispensable 
que fuese legal esa demanda; es preciso que el actor reuniese los 
’ requisitos de derecho; que su acción no estuviese cohibida cuando 
pretendiera ejercitarla; que fuese indisputable su derecho de po- 
seer; que reuniese, en fin, las condiciones del poseedor de buena 
fe, lo cual no existe en el caso propuesto. El expediente de adju- 
dicación se promovió, pendiente aun otro juicio ante el tribunal 


competente; en él se negaban los derechos del mencionado po- 
seedor, para continuar disfrutando la Capeljanía, y esta negativa 
se apoyaba en la ley misma de la fundación, ¿es, pues, creible ha- 
llándose el negocio en tal estado, que pudiera autorizarse en de- 
recho la demanda de adjudicación? — Cuando la causa es por lo 
.menos dudosa, cuando el fundamento es inseguro y movedizo, 
¿deberán producirse efectos ciertos, ni levantarse sobre aquel 
nada consistente? 

Los derechos que intentó poner en ejercicio el poseedor a que 
nos hemos contraido por via de ejemplo, al promover el expe- 


_ 204 — 

diente de adjudicación, surg'ian, á no dudarlo, de la ley desvin- 
culadora. ¿Y qué pre venia ésta en su art. 1.®? (cQue ios bienes de 
las Capellanías colativas, á cuyo ^oce estuviesen llamadas cier- 
tas y determinadas familias, se adjudicaran como de libre dispo- 
sición á los individuos de las mismas.» Pues bien, el individuo 
que se supone en el caso propuesto no se hallaba dentro de las 
prescripciones de este artículo, porque habia resistido la orde- 
nación; requisito sin el cual no podia, en justicia, considerarse 
llamado al goce de unos bienes que en rigor detentaba. La ley no 
podia autorizar una demanda fraudulenta, una demanda que se 
interponia con manifiesta infracción de sus disposiciones. El ar- 
tículo 7.^ de esa misma ley habia terminantemente establecido 
vque los poseedores actuales continuaran gozándolas Capellanías 
en el mismo concepto en que las obtuvieron, y con entera suje- 
ción á las reglas de las fundaciones respectivas; pero podiendo 
usar en su caso del derecho que les correspondiese en virtud de 
los artículos precedentes.» Es decir, que antes de interponer esa 
demanda debiera haber cuidado el Capellán á que nos referimos, 
de cumplir escrupulosamente las reglas de la fundación. Más aún, 
que ni aun como Capellán podia continuar disfrutando los bienes 
de ese beneficio, que en realidad usurpaba, negándose á llenar 
el concepto en que se le concediera, y violando, lejos de cumplir, 
las reglas estatuidas por el fundador. 

Resulta, pues, de lo que expusimos á raíz de la publicación 
de la Ley-convenio y reproducimos hoy para que se vea nuestra 
previsión al comentar este como los artículos anteriores, (1) que 
nunca pudo aparecer como legítima la demanda de adjudicación, 
que dicho Capellán interpusiera en el tribunal civil, aun supo- 
niendo que jamás hubiera existido el expediente canónico de des- 
titución, promovido por parte legítima ante el tribunal eclesiás- 
tico. ¿Qué deberemos decir, si además añadimos esta importan- 
tísima circimstnncia? ¿Cómo pudo prescindirse del art. 2.® del 
Real decreto de 6 de Febrero de 1855? Aquel expediente canó- 
nico debió terminarse por ejecutoria, aun restablecida por el de- 
creto mencionado la legislación dcsvinculadora. 

(1) Sin que so tome por un acto de vanidad, nos permitimos llamar la atención 
de nuestros lectores sobre la manera como adelantamos no solo muchas de las du- 
das que han surgido después, sino la solución que se las ha dado. 



Dicho esto iinportfi «i nuestro propósito cxíuninur esto cues- 
tión bajo otro nuevo taz. 

El legislador ha estado sapientísimo al formular el art. 32 d» 
la Instrucción. Existente ó extinguida la Capellanía de que se tra- 
ta, su poseedor está obligado á recibirlas Ordenes sagradas den- 
tro del término que le prefije el Diocesano, quien declaraiá en 
caso contrario la vacante con arreglo á derecho. Y cuenta que 
no era posible que sucediese de otra manera. La ley, ántcs como 
hoy, no podía venir á proteger la astucia ni el abandono. ¿Qué se- 
ria entóncesde las más santas instituciones? ¿Habla de otorgarse 
un premio por tanto tiempo al infractor del d recho? ¿Habia do 
burlarse de tal manera la esquisita previsión del legislador, cu- 
ya espada debe herir la iniquidad manifiesta ó disfrazada, así 
como su manto cobijar todos los intereses justos y legítimos? 

La interpretación que ha de darse á las leyes no debe repug- 
nar al sentido común; no debe ser contraria á la recta razón. Allí 
donde no se vé resplandecer la hei'mosa y apacible luz de la jus- 
ticia; donde se descubre, por el contrario, la arbitrariedad y el 
dolo, la inconsecuencia y el amaño, no incui r.iis en el absurdo 
de suponer como positiva la presencia del legislador; no ha csia- 
do allí de seguro su pensamiento; no ha sido su espíritu sancio- 
nar un error. Tal vez sus disposiciones alteren ó cambien el de- 


recho constituido; pero ciertamente habrá procurado inspirarse 
en los sentimientos más rectos y elevados; habrá examinado de- 
tenidamente las circunstancias, y en su nueva obra tratará de ar- 
monizar los diversos intereses que en su derredor se agitan, res- 
ponder á las necesidades verdaderas de la sociedad, y afianzar, 
en una palabra, la prosperidad de sus subordinados. 

¿De qué otro modo se concibe que proceda el autor de 
una ley? 

La recta interpretación, pues, del art. 3." en cuanto se refie- 
re al caso propuesto, y á otro cualquiera que le fuese análogo, 
debe ceñirse á los preceptos eternos de la justicia y del derecho. 
Si los expedientes de adjudicación promovidos y que quedaron 
en suspenso á consecuencia de la publicación del Real decreto 
de 28 de Noviembre de 1856, adolecían de algún detecto de sus- 
tanciaeion, si eran improcedentes, no deben, ni pueden servirde 
base en el dia para considerarse válidos; ni las Capellanías de 
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iujyos bienes se trato considerarse comprendidas en ios artículos 
1 y 2/’ del Convenio, cuya consecuencia lógica se determina y 
ñja clara y expresamente, en el 3.^ que comentamos. 

Aviso oportuno es estoque nos hemos creído obligados á dar, 
porque á nosotros llegaron consultas que nos hicieron temer 
cuestiones de índole análoga, y contra las cuales, interpretando 
lealmcnte la nueva Ley, debíamos prevenir á los encargados de 
su ejecución y cumplimiento. 

3. Importa mucho, y cuenta que por el método que hemos 
adoptado vamos así completando las materias que son objeto de 
nuestro estudio y dándolas mayor claridad, importa mucho, de- 
cimos, que en la aplicación de los artículos l.°, 2.*^ y 3.° del Con- 
venio no se eche en olvido lo dispuesto en la Ley de 15 de Junio 
de 1856, tanto acerca de los interesados que no hubieren recla- 
mado la adjudicación de bienes, derechos y acciones de Capella- 
nías, pasados veinte años después de la publicación de la de 19 
de Agosto de 1841, como de los que á su vez hubieren dejado ó 
dejaren trascurrir en lo sucesivo cuatro anos, contados desde la 
ejecución, sin hacer uso de las acciones que pudieran correspon- 
derles. 

Unos y otros pierden todo derecho por virtud de los artículos 
3.® y 4.*^ de la Ley citada de 15 de Junio de 1856: en el primer 
caso, por haber espirado el tiempo prefijado para poder solicitar 
las adjudicaciones; y en el segundo, porque concediéndose estas 
siempre sin perjuicio de tercero, esta cláusula no podia, sin gra- 
ve riesgo, hacerse interminable é indefinida. Los derechos de un 
tercero, de que ya hemos hablado, deben haberse ejercitado, 
pues, ó ejercitarse dentro de los cuatro años después de la eje- 
cución, no contando el tiempo de la supénsion; pasados estos, ‘la 
acción compete ó pasa al siguiente en derecho, y así sucesiva- 
mente hasta concluirse las líneas, en cuyo caso los bienes como 
mostrencos se hacen del Estado, si bien recayendo en este las 
obligaciones consignadas en el Convenio novísimo y las declara- 
das anteriormente en el Concordato y Convenio adicional. 

Respecto de las adjudicaciones pendientes de litigio por causa 
de la suspensión acordada en 1856, parece evidente que deberá 
observarse en cuanto á los efectos de la prescripción, el art. 4.*^ 
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de la Ley de 15 de Junio de 1856; es decir, que la persona á fa- 
vor de quien hoy se declare el derecho á los bienes ios hará su- 
yos irrevocablemente, si dentro de los cuatro anos siguientes á la 
ejecutoria no tuviere quien le venciere enjuicio, rigiendo, una 
vez trascurrido este plazo, y para todos sus efectos acerca de di- 
chos bienes, la legislación común. 

Las ejecutorias, en consecuencia de la doctrina que acaba- 
mos de indicar, para poderse inscribir en los registros de la pro- 
piedad, será preciso que contengan una relación circunstanciada, 
ó se refieran, por lo ménos, á la que conste en autos, de los bie- 
nes objeto de la adjudicación, teniendo presentes los requisitos 
de que habla la ley hipotecaria, yno debiendo tampoco el regis- 
trador olvidarse, al hacer la inscripción que corresponda, de ex- 
presar la circunstancia de que queda hecho mérito, ó sea la re- 
serva durante cuatro años de los derechos de un tercero. 

Como podrá ocurrir en muchos casos que los bienes adjudi- 
cados ó que se adjudicaren no consten inscritos de antemano en 
el registro, en este caso procede la información posesoria con su- 
jeción á la referida ley; ad virtiendo, respecto á este particular, 
que en cuanto á la inscripción de los títulos antiguos, ó sea de 
los otorgados ántes del año 1862, está dispuesto que puedan ins- 
cribirse, aunque en ellos no se expresen todas las circunstancias 
que debe contener la inscripción, con tal de que no carezcan de 
las suficientes para dar á conocer la finca ó derecho objeto de la 
inscripción. 


4. Como complemento del comentario y aclaraciones hechas 
al art. 3.® del Convenio, nos resta añadir el texto literal de los 
que al mismo se refieren en la Instrucción. Son estos el 11 y 12, 
que tratan: el primero de la extinción de los patronatos y Cape- 
llanías cuyos bienes fueron reclamados antes del 28 de Noviem- 
bre de 1856, y el segundo de la terminación de los negocios pen- 
dientes, civiles y eclesiásticos, é indicaciones al ministerio fiscal. 

Hé aquí su letra: 


«Artículo 11 de la instrucción. «Los Diocesanos dictarán y 
luiblicarán en el Boletín oficial de la provincia auto general, en la 
correspondiente forma canónica, declarando, en conformidad á lo 


dií^Taetíto en el ai t. 3.^ del Convenio, extinguidos los patronatos 
y Ca] >ellanías, á que se refieren los dos primeros artículos del propio 
Convenio.»» 


Art. 12. «Los tribunales, así civiles -como eclesiásticos, acorda- 
rán en su respectivo caso lo que proceda, para terminar lo más pron- 
to posible los pleitos pendientes. 

En ios primeros, el mirdsterio fiscal, prescindiendo de todo lo 
que no sea pertinente, procurará se evite toda dilación innecesaria, 
y en cuanto de su acción dependa, el despaclio de estos negocios con 
la |‘referencia que corresponda, pidiendo se declare desierta la de- 
manda, apelación ó súplica, si no fuese promovido el curso del pleito 
por los interesados dentro del termino legal correspondiente. 

LovS promotores fiscaJes no dejarán de apelar de la sentencia de 
adjudicación, dando inmediatamente conocimiento al fiscal de la. 
Audiencia, para, que resuelva lo conveniente. 

Ei ministro fiscal cuidará también muy particularmente de que 
no se confundan con las Capellanías colativas familiares, á las cua- 
les es solamente aplicable la Ley de 19 de Agosto de 1841, los ver- 
daderos beneficios, de patronato familiar, activo ó pasivo, apelando 
en su caso los promotores fiscales, y promoviendo recurso de casa- 
ción en Ínteres del Estado los fiscales de las Audiencia?.)) 


Poco necesitamos decir respecto de los artículos anteriores. 

La declaración hecha por el Diocesano de haberse extinguido 
el patronato y las Capellanías comprendidas en los arts. 1 A y 2.® 
del Convenio, es un trámite decisivo, y cuyos efectos son inme- 
diatos, puesto que llenado este requisito se cierra la puerta á 
toda reclamación que intentaran hacer con cualquier pretexto 
las familias. La Capellanía deja de existir; el patronato desapa- 
rece, y desde ese momento sólo al Obispo incumbe la ejecución 
y cumplimiento de las claiísulas de la fundación, conforme á las 
disposiciones del Convenio, de que nos ocuparemos después. 

Importa advertir que pasando al acervo pió el importe de 
las cargas y el de la congrua, las fundaciones no mueren, cam- 
bian de forma; los bienes se desvinculan, pero queda subsisten- 
te, en lo que es posible, la voluntad del instituidor. Para quienes 
las Capellanías y el derecho de patronato se extingue, es para las 
familias adjudicatarias, sin que estas puedan lamentarse de lo que 
se verifica con arreglo á sus deseos, con arreglo á su voluntad. 

Las advertencias que en el art. 12 de la Instrunccioa se ha- 
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ceti ;í lo? Tribunales, asi civiles como eclesiásticos, son oportu- 
nas; tienden á cpie se activen los negocios pendientes, y que lo 
convenido sea dentro del iulmios tiempo posible una verdad. 

El juicio de adjudicación, aunque ordinario en su esencia, tie- 
ne un cAVÁclcv general y doble, que le hace diferir algo de la ri- 
tualidad común. Concurriendo á él liligantes que se disputan me- 
jor derecho, todos pueden ser á un tiempo mismo demandantes y 
demandados, lo cual, á la vez que complica la tramitación, ha- 
ce que pueda diferirse por largo tiempo la sustanciacion definiti- 
va. El legislador desea que se adopten, si es preciso, medidas 
extraordinarias para terminar lo más pironto posible los pleitos 
pendientes, y al efecto no solo recomienda una gran actividad al 
Ministerio fiscal, cuya representación en esta clase de juicios no 
parecia que debiera tener otro objeto que el de observar el resul- 
tado del juicio, para evitar ciue á título de parentescos falsos ó no 
probados, ó suponiéndose derechos no reconocidos en las funda- 
ciones, se adquirieran bienes que debieran corresponderá! Esta- 
do, sino que le ordena ejercite cuantas acciones le competen, 
declare desierta la demanda, apelación ó súplica, pasado el tér- 
mino legal, y que en todos los casos conceptúe obligatoria la ape- 
lación de la sentencia de adjudicación, novedad en la tramita- 
ción de estos juicios, sobre la cual llamamos muy especialmente 
la atención de nuestros lectores. 

Habiéndose consignado en la Ley de 15 de Junio de 1856 qué 
Capellanías debían considerarse comprendidas en la de 19 de 
Agosto de 1841, el legislador se previene en el art. 12 contra la 
confusión de éstas con los verdaderos Beneficios de patronato fa- 
miliar activo ó pasivo, estableciendo que el Ministerio fiscal nóte- 
le, y hosta. interponga el recurso de casación en interés del Es- 
tado, cuando observe esta confusión. 

Los estados áque se refieren los arts. I.", 2.“ y 3.“ de la Ins- 
trucción, en lo que dice relación á losjueces de primera instan- 
cia (1) tendieron al mismo fin, ó sea á abreviar la ejecución de 
los articules del Convenio y los deseos del legislador. 


(1,1 Por Circular de los Peg:ente 3 de las Audiencias se dispuso se comprendieran 
en los referidos estados los datos sicruientes: 
l.“ Un estado de las Capellanías y Beneficios de toda ciase de Patronato fami- 
liar activo ó pasiVO do sangre, cuyos bienes hayan sido adjudicados á los parientes, 
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5. No otro es el objeto del arl. 4.® de la Instrucción para evi- 
t ir que las atenciones infinitas que pesan sobre los Diocesanos 
sean un obsláculo á la prosecución de los negocios de Capella- 
nías, y cuyo texto es el siguiente: 


Artículo 4,® de la Instrucción. «Dos Diocesanos, siempre que 
lo estimen conveniente, podrán delegar, sin cansar gastos á los in- 
teresados, en una comisión, ó en persona de su confianza, la ins- 
trucción de los expedientes de toda clase y naturaleza, reserván- 
dose la resolución definitiva, ó su aprobación. 

En el Boletín Oficial de la provincia, y en el eclesiástico donde le 
hubiere, se publicarán estos nombramientos para noticia de los in- 
t' Tesados, y á fin de que sea reconocida su personalidad en las ofi- 
cinas de todas clases, cuando quiera que hiciesen alguna reclama- 
ción, ó pidieren datos y noticias para llenar su cometido. 

Los Diocesanos señalarán una módica retribución por su trabajo 
á sus delegados. Aquella y los gastos de oficina indispensables, se 
satisfarán de los fondos de los acervos iiios que crea el Convenio.» 

No nos parece equitativo que la retribución y gastos á que 
se alude en la última parle del art. 4.^ de la Instrucción hubie> 
r in de satisfacerse de los fondos de los acervos píos, cuyo carác- 
t(M* sagrado, cuya índole parece excluir toda distracción ó em- 
pleo que no sea el de los fines de su institución. 

Anticiparemos en este sitio otro artículo de la Instrucción,* 
cuya aplicación puede ser inmediata, y por lo mismo importa se 
tenga en cuenta para todos los casos que en la práctica puedan 
ocurrir. El artículo á que nos referimos es el 10, qne dice así: 


Artículo 10 de la Instrucción. «Las publicaciones que se ha- 
gan en los Boletines Oficiales por dispe sicion del Diocesano ó de su 
delegado, se considerarán de oficio.” 

en virtud de la Ley de .10 de Ag’osto de 1841, ó de cualquier otro, que deberá citarse 
ex‘’iTsaudo la Iglo:<in, título, clase é índole de ]a fundación, las personas á quienes 
,'sebubierc lieclio la n ^indicación, la vecindad de ellas y la fecha del auto definitivo. 

Otro estado de las memorias, obras p'as y to bi cbise de fundación piadosa fa- 
miliar, qravada con curq-as eclesiásticas, y cnj'os bienes hubieren sido adjudicados 
á los patronos, expresando dónde radicaba la fundación, nombres y vecindad de las 
pei’.Honas á quienes so hubiese hecho la adjudicación, y fecha del auto definitivo. 

3.'’ Otro estado de los neq-ocios pendientes de Capellanías y Beneficios, con sepa- 
ración de los que existan todavía en el Juzo'ado, de los que so hallen en la Audien- 
cia., focha de la (h manda y su estado actual, y otro lo mismo respecto de los ncfro- 
cioa pendiontos sobre memorias y toda clase de fundaciones piadosas á que se refie- 
ro el estado número segundo. 
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Concluido el comentario de los tres primeros artículos del 
Convenio y sus afines de la Instrucción, no parece necesario en- 
carecer por separado su importancia y trascendencia. Se han re- 
suelto por ellos no pocas dificultades, y cualquiera que sea el va- ' 
lor que pudiera darse á nuestras desautorizadas opiniones, el 
buen deseo con que las emitimos, nos hace esperar se acojan 
con benignidad por nuestros lectores. 

No tuvimos, ni tenemos hoy la presunción de pronunciar en 
materia tan diíícil y complicada la última palabra; dispuestos es- 
liamos á rectificar los juicios que parezcan más ó menos aventu- 
rados, y á recoger y consignar con gran cuidado las soluciones 
prácticas que se den á los puntos de que hemos tratado. 

Contribuyan todos, decíamos en nuestras primeras ediciones, 
contribuyan a ilustrarnos. Ayúdesenos, anadiamos, en la tarea 
que hemos emprendido, y' nuestro libro podrá ser de una utili- 
dad práctica en el cúmulo de dificultades que han de presen- 
tarse en la ejecución de lo convenido, y que ya se tocan y con- 
fiesan, hasta por personas cuya ilustración es notoria, y de la 
cual han dado públicas y repetidas pruebas. 

Corrigiendo hoy después de diez años este mismo libro; fal- 
tos, privados del valioso concurso del que fué nuestro colabo- 
rador el Sr. Franco, á quien no llegamos á conocer personal- 
mente, pero cuya muerte sentimos en sumo grado, hemos reco- 
gido cuanto con carácter oficial puede contribuir al esclareei- 
niiento de nuestros antiguos comentarios, y esto que hemos he- 
cho con los artículos anteriores pasamos á hacerlo respecto del 
art. 3.® del Convenio y sus afines de la Instrucción. 

6. No hemos registrado ni hallamos entre nuestros apuntes 
para la publicación de esla nueva edición de nuestro libro, con- 
sulta alguna de los diocesanos o sus delegaciones que se refiera 
de un modo especial y concreto al art. 3.^ del Convenio, lo cual 
explica la claridad y precisión de su texto. 

Pero hay una Real orden circular importantísima que á él 
se refiere, así como á los artículos de la Instrucción que ya he- 
mos consignado, y sobre la cual nos cumple llamar muy espe- 
cialmente la atención de nuestros lectores. 

Hé aquí su texto: 
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«TMtííisteiíio de GtRACTA t Justicia. Heal orden. Excelon- 
tíbimo Señor: Visto el expediente instruido con motivo de haber 
manifestado el Obispo de Segovia la conveniencia de declarar quo 
ios documentos o actas de conmutación Qiie expician los j. rejados a 
favor de las familias interesadas en los bienes de Capellanías cola- 
tivas son suficientes para inscribirlos en el Eegistro de la Propie- 
dad, y que puede hacerse desde luego la inscripción á nombre de 
aquellas familias, ó del comprador en el caso de venta judicial, sin 
necesidad de que sean antes inscritos al de la Capellanía ó funda- 
ción de que proceden. 

Considerando que los bienes de las Capellanías colativas decla- 
radas extinguidas en el art. del Convenio de 24 de Junio último 
pertenecen á las familias desde que en tiempo oportuno los recla- 
maron judicialmente, en virtud del derecho que para ello les había 
dado la Ley de 19 de Agosto de 1841, sin que en aquel Convenio se 
les baya impuesto otra obligación que la'de redimir las cargas en 
la forma establecida en el mismo: 


Considerando que esta redención debe acreditarse, según nues- 
tro derecho, en escritura pública, cuyo documento exige también 
el art. 82 de la Ley Hipotecaria para que pueda cancelarse la ins- 
cripción de la carga redimida: 

Considerando que las Capellanías colativas declaradas subsis- 
tentes en el art. 4.® del citado Convenio no pertenecen á las fami- 
lias, porque si bien la citada ley de 1841 les dio derecho á adquirir- 
los, no llegó á consumarse la adquisición por no haberlos reclama- 
do judicialmente: 

Considerando que el Convenio de 24 de Junio ha respetado el 
referido derecho y establecido en su consecuencia que, realizada 
que sea por las familias la conmutación de rentas, <5 vendidos judi- 
cialmente en su defecto los bienes para ello necesarios, corresponden 
á aquellas en calidad de libres los de las Capellanías de que se trata: 
Considerando que el título de la adquisición de estos bienes no 
puede ser otro que la de la fundación de la Capellanía, con la alte- 
ración introducida en la misma lev de 1841: v la conmutación de 
rentas solo es el cumplimiento de la condición que, según el Con- 
venio ya citado, suspende la eficacia de dicho título: 

Considerando que la disposición contenida en el art. 20 de la 
Ley Hipoteria no es aplicable á los referidos títulos por ser ante- 
tiores á dicha ley, pero sí lo es á las ventas judiciales que se verifi- 
quen para realizar la conmutación de las rentas; la Eeina (q. D. g.), 
«de acuerdo con el muy Ke verendo Nuncio Apostólico, se ha servido 
¿ictar las disposiciones siguientes: 
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1. * Los bienes do las Capellauías colativas declaradas extingui- 
das pueden inscribirse en el K-egistro de la Pro[>iedad á lavor de 
ios que los hubiesen reclamado jiidicialineiite, presentando la eje- 
cutoria, que hayan obtenido ú obtengan, la escritura de fiiu dación, 
V además las de inventario y partición eii los casos necesarios. 

2. * Las cargas á que ésten afectos los referidos bienes debeiii 
inscribirse á favor de la Capellanía, presentándose los documentos 
correspo' dientes si se quiere inscribir el dominio, ú observándose 
io establecidv) en el Ivcal decreto de 11 de Noviembre de ISGl si 
solo se inscribe la posesión. En el caso de que por no hallarse ins- 
crito el dominio délos bienes no fuera posible inscribir las referi- 
das cargas, podrá practicarse lo dispuesto eu los artículos 317, 318 
y 319 del reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria. 

3. * La redención de las expresadas cargas debe consignarse en 
escritura pública para que pueda ser inscrita. 

4. ® Los bienes de las Capellanías colativas declaradas subsis- 
tentes podrán inscribirse á“ favor de las familias, presentándose 
los documentos expresados en la disposición [u-imera de esta líeal 
orden, y además el documento ó acta librada por el respectivo Dio- 
cesano, que acredite haberse realizado la conmutación de las ren- 
tas. Para verificarse dicha inscripción no es preciso que los bienes 
se inscriban previamente á favor de la Capellanía á que proceden. 

5. “ Si se vendiesen judicialmente bienes de la Capel laiiía para 
realizarse la conmutación de las rentas, las escrituras de venta no 
podrcüi seí* inscritas sin que antes se inscriban los bienes á favor 
de la Capellanía, bien sea la inscripción de dominio 6 solo la de 
posesión, observándose en este segundo caso lo prevenido en el ci- 
tado Eeal decreto de 11 de Noviembre de 1864. 

De Eeal orden lo digo á V. E. para su conocimiento y efectos 
consiguientes. — Dios guarde á V. E. muchos años. — San Ildefonso 
27 de Julio de 1868. — Coronado. — Sr. Subsecretario del Ministerio 
de Gracia y Justicia. 


Tal filé la disposición que vino a resolver las dudas por no- 
sotros propuestas al comentar de primera intención el art. 3^ 
del Convenio y sus afines de la Inslruccion. 

Cumpliendo los RR. Prelados con las prescripciones que de- 
jamos consignadas, fijaron un plazo por lo común de tres meses 
para la presentación de los documentos que debian entregar las 
familias, prorogando de igual modo los plazos marcados en la 
Instrucción, dictando por fin el auto general canónico á que sa 



214 — 

contrae el art. 3 ^ del Convenio y á que se refiere el 11 de la Ins- 
trucción. (1) 

Bastan á nuestro propósito y por el momento las aclaracio- 
nes que dejamos hechas. Con lo dicho creemos haber cum- 
plido nuestro cometido respecto al artículo 3.° del Convenio, que 
en el comentario de los siguientes tendrá su mayor desenvolvi- 
miento y explicación, dado el engrane, la trabazón que existe en 
toda la ley; razón por ía cual nuestra tarea de ir estudiando par- 
cialmente uno en pos de otro cada uno de sus artículos, nos ha 
ofrecido no pequeños inconvenientes y grandísima dificultad." 

(1) Hé aquí la fórimila más común de estos autos: Auto, •^'En á.,... El Exce- 
lentísimo é lilmo. 8r. D.....por la gracia de Dios y de la Santa Sede Apostólica 

Obispo de etc., etc,, mi Señor; cumpliendo con lo dispuesto en el art 3.° del Con- 

Tenio ajustado con la Santa Sede sobre Capellanías colativas y demás fundaciones 
piadosas, que fue publicad© como ley del Estado el 24 de Junio último, y con arreglo 
á lo prevenido en el art. 11 de la Instrucción, por ante mí su infrascrito Secretario 
de Cámara y Grobierno, 

Dijo: Que usando de las facultades que le competían debiaproveer y proveía, esto 
auto general, en virtud del cual debia declarar y declaraba, que desde su publica» 
cion se consideren, tengan y queden total y completamente extinguidas todas las 
Capellanías colativas de patronato familiar, activo ó pasivo de sangre, cuyos bienes, 
derechos y acciones se adjudicaron á las familias por tribunal competente y fueron 
reclamados ántes del dia 17 de Octubre de 1851, y asimismo que también declaraba 
extinguidas las mismas Capellanías que se hayan adjudicado y se adjudicaren por di- 
chos Tribunales por estar pendientes en ellos la adjudicación y haber sido reclama- 
dos los bienes con posterioridad al Deal decreto de 30 de Abril de 1852 y ántes del 
de 28 de Noviembre de i85t5; que las dichas familias adjudicatarias deberán redimir 
las cargas eclesiásticas específicamente impuestas en las respectivas fundaciones, 
durante el plazo de cuatro meses, á contar desde la publicación de la expuesta ley 
en ei Boletín oficial de la provincia del domicilio de los causa-habientes con arregla 
al art, 13 de la Instrucción, á fin de que no les pare perjuicio; que se hallan en la 
misma obligación de redimir las cargas eclesiásticas en el plazo prefija lo anterioi * 
mente, los poseedores de bienes eclesiásticos vendidos por el Estado con sus cargas 
eclesiásticas; las familias á quienes se hayan adjudicado ó adjudicaren, bajo cual- 
quier concepto, bienes pertenecientes á obras-pías, memorias, legados-píos, patro- 
natos laicales ó Eeales de legos y demás fundaciones de la propia índole que estén 
gravadas con las repetidas cargas, todos ios cuales deberán responder de las obli- 
gaciones vencidas y no cumplidas en la forma establecida en los artículos 13 y 27 de 
la citada Instrucción; que ios poseedores de bienes de dominio particular exclusivo, 
gravados con cargas eclesiásticas, podrán hacer la redención en el indicado plazo 
de la manera prescrita en el artículo 28 de la repetida Instrucción; que desde esta 

fecha queden establecidas en los Palacios episcopales de la ciudad de y en el de 

esta villa y capital las oficinas correspondientes para la ejecución de las redencio- 
nes anteriormente dichas y planteamiento dei enunciado Convenio en todas sus par- 
tes, on ia forma acordada en ei nombramiento que hizo de Delegados especiales con 

íecha publicado en ei Bolttin oficial de esta provincia dei que se declaran 

subsiste ates todas las Capellanías cuyos bienes no fueron reclamados judicialmen- 


6xto oficial del art. 4.^ del Convenio. o; iden general del mismo. — Al - 

íenlos 30, 31 y 33 de la Insiruccion: su aplicación por lo que se refiere al art. i,* 
del Convenio.— Alt. 33 de la Instrucción: du las sobre el mismo. -Boneficií S pa- 
fimiliares sunrimidos en 1337.— Kesolucion poste ric r á la Ley-Convenio. 


Ai’t." 4. del Convenio. 

iiSe declaran subsistentes, si bien con sujeción á 
las disposiciones del presente Convenio, las Capella- 
nías cuyos bienes no hubiesen sido reclamados á la 
publicación del Real decreto de 28 de Noviembre de 
1856, y sobre los cuales, por consiguiente, no pende 
juicio úntelos Tribunales.'» 

COMENTARIO. 

1 . Después de haber determinado el legislador que hayan 
de reputarse completamente extinguidas las Capellanías cuyos 


te por las familias antes de la pnbli**acíon del Real decreto de 28 de Noviembre t e 
1856 y sobre los cuales no pende juicio en los Tribunales, según lo estipulado en 
en artículo del Convenio y en el 30 de la Instrucción; que se declaran incongrur.s 
todas las Capellanías que no produzcan una renta anual líquida al menos de 2.000 
reales, en la forma establecida en ios artículos 12 y 13 del Convf nio; que los que se 
crean con derecbo á ejercer cualquier clase de patronato en la provisión de las 
Capellanías que actuaimente se encuentran va^^antes en administración eclesiás- 
tica, ó en cualquier otro estado en que existan, dfberán acreditarlo de uu modo 
fehaciente ante los señores Delegados, en el preciso término de dos mi ses, con el 
fin de que no les pare perjuicio, y que todo lo acordado y dispuesto en el presente 
auto se publique ea el 'Bolctin vjiciai de ia provincia pura que iiegue á uoticia y co- 
nocimiento de todos los interesados. 

Así lo proveyó, mandó y firma S. E. I. el Obispo mi ¡Señor en la villa y capital 
de...... fecha ut supra, de que yo su infrascrito Secretario de Cámara y Gobierno 

certifico.- -Firma del Obispo. — Per mandado de S. E. I. el Obispo mi Seiloí*, Firma 
áel Secretario. * 
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bienes hayan sido ó fueren en lo sucesivo adjudicados por virtud 
de reclamación interpuesta en tiempo oportuno, hallamos lógico 
y natural el texto claro y preciso del presente artículo. 

No todas las Capellanías se hallaban en los casos á que se 
refieren los artículos 1.^ y 2.^ del Convenio; no era posible olvi- 
dar esta circunstancia, y dados los principios que dominan en 
la nueva Ley, y puesto que la desvinculacion se hace partir del 
hecho de haber ejercitado las familias interesadas la facultad de 
pedir la libre adjudicación de los bienes de las respectivas fun- 
daciones, de haber solicitado, en una palabra, su completa diso- 
lución, claro es que allí donde esas circunstancias no concurrie- 
sen, donde no se hubiese hecho semejaíite reclamación, la extin- 
ción de las fundaciones no procedia, y la justicia por un lado, y 
el interés de la Iglesia por otro, demandaban enérgicamente que 
se proclamaran como subsistentes. 

El artículo que nos ocupa es, pues, una verdadera deducción 


de los principios en que estriba, en que descansa la novísima le- 
gislación; y aplicable á multitud de casos, excluidos por necesi- 
dad, y hasta cierto punto de la esfera desvinculadora. 

Y decimos hasta cierto punto, porque si bien el legislador re- 
conoce y declara como subsistentes las Capellanías á que el pre- 
sente artículo se refiere, quiere que lo sean, sin embargo, cccon 
estricta sujeción á las reglas que establece en el presente Con- 
venio.» 

Bajo la acción de la nueva Ley, todas las Capellanías serán 
transformadas. 

La declaración de subsistentes que hace respecto de algunas, 
es porque al encontrarlas vivas no podía comprenderlas en los 
artículos anteriores, ni prescindir de que han permanecido ínte- 
gras al través de las varias vicisitudes porque han pasado en 
los últimos tiempos este linaje de instituciones. Si el espíritu des- 
vincLilador no había conseguido llegar á todas esas fundaciones; 
si aún restan algunas en su primitiva y completa integridadj ¿que- 
daba otro medio que declarar á las unas disueltas y á las otras 


subsistentes? 

Pero idéntica es en el fondo, si bien se examina, la influencia 
de la Ley actual respecto de unas y otras fundaciones. Las al 
presente desvinculadas tienen cargas reales que habrán de redi- 
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mir sus poseedores; las que hoy se declaran subsistentes se ha- 
llan también sometidas a la misma redención. Unas y otras puc- 
den^ser estimadas congruas () incongruas, segiin el'prodiicto do 
los títulos del 3 por lÜÜ entregados al diocesano por las familias 
respectivas, y el importe de los títulos procedentes de todas 
ellas se destinará de igual manera á la subrogación ó creación de 
las nuevas Capellanías, al tenor de lo dispuesto en el art. 16 
del Convenio, que aclararemos oportunamente. 

No debemos anticipar ideas que tendrán exposición más ade- 
CLiada en los artículos sucesivos. Cuando de ellos nos ocupemos, 
se notarán más fácilmente las reglas y prescripciones del Conve- 
nio novísimo á que deben sujetars^e las Capellanías en la actuali- 
dad existentes, según el art. 4. ‘'que nos ocupa en este momento. 

Nos basta, pues, añadir que el presente artículo, por lo claro 
y terminante, no admite dudas, ni ha menester aclaraciones. 
Todas las Capellanías cuyos bienes no se hagan adjudicado, ni 
sobre cuya adjudicación penda juicio ante los tribunales, todas 
subsisten , toda^se declaran vivas , sin que sobre su manera de 
ser haya lugar, ni se conciban interpretaciones arbitrarias, 
puesto que todas, sin excepción, se hallan sujetas al presente 
Convenio. - - 

En el art. 4.‘' se fija el principio de subsistencia. En los que 
vienen después se estatuye lo que respecto á las mismas, á la 
suerte de sus bienes y á los derechos de las familias se ha de 
practicar. 


2. Como corolario y complemento del art 4.‘' del Convenio, 
siguiendo el método que nos hemos propuesto para la más cabal 
inteligencia de los artículos de la presente Ley, nos corresponde 
dar á conocer el 30, 31 y 32 de la Instrucción, por su íntima re- 
lación con el punto que nos ocupa. 


Art. 30 de ia Instrucción. «Se consideran comprendidas en las 
disposiciones del art. 4 .^ del Convenio, si las familias no Imbieren 
reclamado judicialmente los bienes, las Capellanías, cuyo disfrute 
se dejo á los capellanes que á la sazón las poseían , y en el cual han 
de continuar basta que canónicamente vaquen. '■ 

Al fijar nuestra atención sobre este artículo, nos hemos pre- 
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-^imlado: ¿Dícese en él lo mismo que en el 4.'' del Convenio? Por- 
que, á la verdad, ¿qué diferencia puede haber entre disponer el 
precitado art. 4.° «que se declaran subsistentes las Capellanías 
cuyos bienes no hubiesen sido reclamados á la publicación del 
Real decreto de 28 de Noviembre de 1856,» ó sea en la única 
época en que han podido reclamarse, porque esa locución, como 
indeíinida comprende lodo el tiempo que media entre el 19 de 
Agosto de 1841; y áim antes, hasta el referido 28 de Noviembre 
del citado año 56, y luego afirmar en el art. 30 de la Instrucción 
<<quc se consideran comprendidas en el art. 4.° del Convenio (si 
es que las familias no hubiesen reclamado los bienes) las Cape- 
llanías cuyo disfrute se hubiere dejado á los capellanes que á la 
sazón las poseían?» 

¿Se establece aquí algo nuevo ó distinto de lo que se ha con- 
signado en el Convenio? ¿Se hace por lo menos alguna acla- 
ración? 


Se consideran comprendidas , dice la Instrucción. ¡Pues no se 
han de considerar comprendidas, cuando cabalmente esas mis- 
mas Capellanías forman el objeto de las disposiciones del ar- 
tículo 4.«...! 

Y si el art. 30 es una mera repetición del 4.^ del Convenio, 
¿por qué emplear la frase de se consideran comprendidas, como si 
en efecto fuera esto hacer una aclaración, marcar el sentido del 

art. 4.«, presentarlo más claro, y más preciso en la Instrucción, 

» 

do lo que indicar pudiera á primera vista el literal contesto del 
artículo del Convenio? 

Comprenderíaae mejor lo que llevamos dicho, si por un mo- 
mento nos fuese dable borrar del artículo que analizamos, las 
palabras tantas veces repetidas, si las familias no hubiesen recla- 
mado judieialniente los bienes, las cuales, ciertamente, constitu- 
yen un verdadero paréntesis. Entónces, sobre no ofrecer la re- 
dacción del artículo el más pequeño obstáculo, podría dársele 
también otra inteligencia, otro sentido más conforme con la fra- 
se de se consideran comprendidas y unís en armonía con disposi- 
cioiK'S ;\nteriores. Entónces podríamos evocar el recuerdo de la 
IjCy de 19 de Agosto de 1841, y lijándonos en el contenido de su 
art. 9.^^ procurar armouizario con las actuales prescripciones del 
art. 30 que aclaramos. 
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y por cierto, que no era difícil en esta hipótesis, descubrir la 
afinidad y concierto que realmente existiría entre los artículos 


VtO 1 V/*-' r ^ j. 7 g - _ , , ^ r 

sando terminantemente que esto se cnlímdicse, sin perjuicio del 
usufructo que á los poseedores entónces correspondiese. Es evidente 
que, á consecuencia de estas prescripciones, ó míis bien de este 
derecho concedido á familias é individuos determinados por la 
Ley de 1841, se dieron multitud de casos en que semejantes jui- 
cios se promovieron. Sí, pues, elimináramos del art. 30 de la 
Instrucción el paréntesis que hemos subrayado, podría, sin vio- 
lencia, suponerse que en él se referia el legislador ái los casos ó 
juicios mencionados. No cxtrafiaríamos, en scmcjanle hipótesis, 
la repelida frase do se consideran comprendidas, porqiuí en ver- 
dad se haria por ellas una importante aclaración, se daría ma- 
yor amplitud al art. 4.® del Convenio, se ensancharia la esfera 
de su acción, y para expresar esa dilatación, para dar ái enten- 
der esa mayor extensión de su significado, para expresar todo el 
alcance de sus declaraciones y preceptos, nada podríamos en- 
contrar ni más adecuado, ni más exacto que el uso riguroso, ló- 
gico y genuino de las palabras referidas. 

Masen esta hipótesis el art. 3ü de la Instrucción vendría 
ser absolutamente inavenible con el 4.^ del Convenio, ‘‘Oi* lo oue 
se hace forzoso considerarlo como una repetición, como un alar- 
de de escrupulosa y fina previsión. 

Si el precepto del art. 4.® del Convenio es absoluto, si por é! 
se declaran subsistentes todas las Capellanías cuyos bíeiuís no se 
hayan adjudicado, ni sobte cuya adjudicación [)enda litigio, al 
art. 30 de la Instrucción no podemos concederle mayor alcance, 

porque esto seria derogar virtualmcnte el principio en que acpiol 
se apoya. 

^ Todas las Capellanías, repetimos, ésten ó no vacan tes, en ad- 
ministración, ó cuyos bienes posean los capellanes que las sirvan, 
todas se declaran subsistentes, si las íamilias no liubiesen obtenido 
ó solicitado en tiempo, es decir, antes del 28 de Noviembre d(‘ 
1850, su adjudicación. 

J^ijos en este principio no caben ni deben darse vacilaciones, 
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ni dudas, y el art. 30 de la Instrucción resulta en demasía pre- 
visor ú oficioso y suspicaz. 

No sucede lo mismo con el art. 31. 

He aqui el texto literal de tan importante disposición: 

Artículo 31 de la Instrucción, «Los capellanes, que actual- 
mente están en posesión de Capellanías existentes, y los que las ob- 
i'iivieren por consecuencia de los juicios pendientes en los tribuna- 
' es eclesiásticos, continuarán también en el disfrute de su renta 
nasta la vacante; pero esto no será obstáculo para <|ue, instruido el 
expediente oportuno, según más adelante se dirá, se determine lo 
vjUe proceda; y que en el caso de ser incongrua, se decrete desde 
inego la unión á otra, aunque sin llevarla á efecto hasta que se ve- 
rifique la vacante canónicamente.)) 


El legislador ha expresado en este artículo de un modo clara 
y terminante su pensamiento. 

Entre las Capellanías que el art. 4.'’ del Convenio declarasub- 
sistentes, habrá muchas que se encuentren provistas actualmentG 
y otras sobre las que penda juicio para su provisión en los tribu- 
nales eclesiásticos; á unas y otras, se refiere evidentemente el 
art. 31 -de la Instrucción, disponiendo que sus actuales ó futuros 
poseedores continúen en el disf?'utede la renta hasta cpie ocurra la ' 
vacante. Dicho se está que semejantes poseedores se encuentan 
sometidos, no obstante su continuación en el disfrute de la Cape- 
llanía, a las reglas que respecto á las fundaciones subsistentes se 
establecen en la Ley-convenio; y ocioso es advertir, que las Ca- 
pellanías litigiosas de que se ocupa el arlículo presente, son de 
aquellas, que aunque vacantes, no se ha promovido acerca de 
sus bienes expediente de adjudicación. No creemos pasar por ni- 
mios entrando en aclaraciones de este, género tanto más necesa- 
rias, cuanto que la experiencia de nuestro búlete, y la dirección 
de nuestra revista nos hicieron comprender en su dia su nece- 
sidad. 

* 

L;i Loy-coüvenio no os do aqi'ellas que á primera vista se 
comprenden; sus procedentes son muchos; son varios y contra- 
dictorios; los casos prácticos han venido á evidenciar esta di- 
ficultad. 

Mas no porque en algunas fundaciones concurran expresadas 
circunstancias; no porque se declare la contiuuaciou ó perma- 
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nencia legal de ciertos capellanes en el goce de las rentas de sus 
respectivas Capellanías, habrá de dejar de instruirse el oportuno 
expediente para determinar si han de tenerse por congruas, ó in- 
congruas, y decretar desde luego en este último caso, su unión 
á otras, hasta que resulten congruas, si bien aplazando la ejecu- 
ción del Decreto canónico, hasta la vacante canónica. 

Esta disposición, lo decimos sin reserva, merece nuestros sin- 
ceros elogios. 

La posesión actual de algunos capellanes, por legítima y res*^ 
petable que se la considere, nopodia, ni debía ser obstáculo ála 
acción desembarazada de la presente Ley, en todo lo que no se 
apusiese ó perturbase dicha posesión. Esas Capellanías no podían 
^quedar fuera del sistema general adoptado por el legislador; de- 
bían reconstituirse y transformarse al tenor de las recientcis pres- 
cripciones; y si esa transformación en nada afecta los derechos de 
los poseedores, si viene á ser más bien un decreto en suspenso, que 
habrá de ejecutarse cuando los Capellanes actuales hayan dejado 
de existir, la disposición que de tal manera ha consultado á unos 
y otros intereses, que tan perfectamente ha sabido hermanar tan 
* importantes y diversos extremos, sobre su utilidad y convenien- 
cia notoria, reúne también, y á no dudarlo, la más alta sabiduría 
y exquisita previsión. 

Previsora, filosófica, ajustada á un concertado sistema, y de- 
ferente, y respetuosa, sobre todo, hácia legítimos y venerandos 
derechos, nos parece, pues, la disposición contenida en el ar- 
ticulo 31. 

Hay más; ¿cómo habia de llevarse á efecto, por otra parte, 
la incorporación á otras, de las Capellanías que resultasen incón- 
grúas, con el objeto de constituir las que prefija el Convenio en 
su art. 12? Establecido que continuaran, como era justo, los mis- 
mos poseedores, ¿no hubiera sido instituir una especie de comu- 
nismo entre ellos? Repetimos que el legislador se ha mostrado 
digno de este nombre, y á la altura que corresponde á su augus- 
to carácter en el art. 31 de la Instrucción. 

Los Capellanes en posesión de las Capellanías, cuyos bienes 
no fueron adjudicados, ni cuya adjudicación se pidió antes del 
28 de Noviembre de 1856, permanecer deben tranquilos; la Ley 
respeta sus derechos, y declara á su favor durante su vida el 
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disfrute de la renta; eiiliéndasc bien esta locución, no confun- 
diéndola con el disfrute de los bienes, de que más adelante se 
hablará. 

Los que tengan reclamado el derecho al disfrute de una Ca- 
pellanía en los tribunales eclesiásticos, y la obtengan también, 
disfrutarán la renta durante su vida, sin que nadie les inquiete. 

Las Leyes á que se da de im modo directo ó indirecto efec- 
to retroactivo no son justas. Lo acordado en el art. 31 respecto 
de las Capellanías existentes, es en realidad, la reserva de un de- 
recho, cuya vulneración no cabía en la alta justificación del le- 
gislador. 

Los expedientes se instruirán, no obstante, y como más ade- 
lante tendremos ocasión de repetir, procediéndose en las Cape- 
lanías comprendidas en el art. 4.^ del Convenio del mismo modo, 
haya ó no poseedores actuales, con la diferencia, que la resolu- 
ción que proceda se hará de hecho, ó se aplazará para lo futuro, 
según los casos. 

El fin de estas disposiciones es que el Convenio sea una ver- 
dad; sin ellas, el arreglo lo sería en el nombre, y nada más. 

Estudiemos también el artículo siguiente de la Instrucción 
por su oportunidad y aplicación: 


Artículo 32 de la iiistruccoin.— «Si por la fundación ó dispo- 
siciones canónicas vigentes, el Capellán que disfrute de las rentas 
de una Capellanía extinguida ó existente, estuviese obligado á as- 
cender á Orden sacro, y en su día al Presbiterado, y no lo hubiese 
V Tificado, teniendo la respectiva edad para ello, el Diocesano le 
p ‘efijará el término, dentro del cual deba veri tica rio, declarando 



También se instruirá expediente canónico, si existiesen otras 
causas legales, perlas cuales el poseedor de la Capellanía debaper- 
dv ría con arreglo á derecho.» 

En presencia de un artículo tan justo y previsor como el que 
acabamos de trascribir, el comentador poco tiene que añadir por 
su parte, como no sean palabras de elogio. El artículo se hace 
cargo de un caso, por desgracia bastante frecuente, y lo resuel- 
ve con estricta sujeción á la más rigurosa justicia. Desconsola- 
dor por demás es el cuadro que las Capellanías han venido pre- 
sentado en estos últimos tiempos, la voluntad de los fundadores 
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ha sido á cada paso defraudada; la avaricia, el sórdido interés, 
todo ha conspirado para herir y barrenar por su cimiento multi- 
tud de fundaciones respetables, conculcando el derecho que solí- 
cito las proteg^iera; burlándose de la Ley, que escudaba la insti- 
tución, y desatendiendo y. despreciando las prescripciones y 
censuras de la Iglesia, á la que en último término, tamaños 
desafueros han venido privando de útiles y celosos Ministros. 

Es evidente por otra parte que las Capellanías no han sido 
instituidas para alimentar la ociosidad y la holganza; que en cada 
una de las fundaciones respectivas, el instituidor se propuso en 
primer término, fomentar el culto, proporcionar á la religión 
operarios solícitos; que esta clase de Beneficios, en una palabra, 
no deben ser poseídos más que por dignos eclesiásticos, adscri- 
tos en verdad y en rigor, al servicio de Dios y al ministerio de la 
Iglesia, cuyos emolumentos disfrutan, á la asistencia del altar 
con cuyas ofrendas se alimentan. ¿Podia tolerarse por más tiem- 
po que continuaran profanándose instituciones tan sagradas que 
se desatendiese y olvidase su objeto primordial y se defraudase 
á la Iglesia en sus legítimas esperanzas? El legislador á mereci- 
do bien, cortando para siempre con el art. 32 abusos tan palma- 
rios y dolorosos. 

La Ley de la fundación, las preserpeiones canónicas en gene- 
ral, relativas á este género de Beneficios, han de ser fielmente 
observadas por los que al presente disfruten cualesquiera clase 
de Capellanías, ora se consideren extinguidas, ora se repu- 
len subsistentes por el Convenio actual. Esa circunstancia no 


podia influir, si bien se la examina, en la obligación de los Cape- 
llanes. Recordamos á este efecto el caso presentado en el co- . 
mentarlo del art. 3.® ¿Era justo que al cabo de tan prolongadas 
trasgresiones de la Ley de la fundación y del derecho común, 


se viniese hoy á sancionar la ilegalidad, á protejer la indolencia 
ó mala fé, y A asegurar para siempre los resultados del dolo? 


Pero es que, aun prescindiendo de tamaños inconvenientes, 
que ciertamente serian verdaderos absurdos jurídicos, la cues- 
tión no debía resolverse en otros términos diferentes á los de 
articulo 32. Sobre las Capellanías existentes, no puede abrigarse 
la menor duda. Pues bien; tampoco puede haberla respecto de 
las que el Convenio declara extinguidas. ¿Acaso los que poseen 
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estas Capellanías van á ser privados de sus rentas, en virtud de 
la Ley novisima? Claro es que no. Pues si los Capellanes que dis^ 
fruten lioy la renta d(í una Capellanía, sea de las que el Conve* 
nío declara exting-uidas ó subsistentes, han de continuar perci- 
biendo dicha renta, á pesar de la adjudicación de los bienes que 
se practirpio en favor de los individuos ó familias que la hubie- 
ren solicitado; claro es que deben cumplir con el deber especial 
que les impone su Beneficio. Esto es muy obvio, está en la men* 
te de todo hombre pensador, á quien no alucine ni ofusque el 
Ínteres, y esto es lo que el legislador previene en el artículo que 
comentamos. 

La doctrina que en este artículo se consigna, es doctrina ca* 
nónica de todos los siglos, justa, sabia, levantada sobre el egoís- 
mo y las pasiones mezquinas, y tan perfecta, racional y pruden- 
te, como todas las enseñanzas de la Iglesia. 

La segunda parte del art. 32 de la Instrucción no necesita 
aclaración, ni comentario. 


3. Oportuno nos parece insertar en este sitio el art. 33 de la 
Instrucción, ])ormás que su contenido sea una verdadera excep- 
ción do las reglas establecidas para la generalidad de las Cape- 
llanías, punto de vista bajo el cual aparecería aun más incohe- 
rente en cualquiera otro punto que le colocásemos. 

Hé aquí su texto literal. 

Artículo 33 de la Instrucción. —«Se declaran en caso de e*\- 
cepeion por sii índole y naturaleza, formen d no cuerpo sus indivi- 
duos, ó si‘an () no colativas, las (^npellanías de patronato activo fa- 
miliar, fmuhulas en capillas de iglesias metropolitana, sufragáneíu 
colegial d jiarroquial, en (|ue yacen los restos mortales, existen se- 
pulcros, d por(pio convenga conservar la memoria de familias ilus- 
tres. 

El l)io(‘osano, con audiencia instructiva de los mismos Patronos, 
l)roceílerá á su arreglo para que, al proiiio tiempo que se perpetúe 
la memoria de los fundadores, i)resten á la Iglesia, y sobre todo en 
su caso al ministerio ]>arroqiiial, el mejor servicio posible. En todo 
caso estarán oblÍLUidos los Patronos á conmutar en títulos intrasfe- 

< .f 

ribles del :l por 100 consolidado la renta por todo su valor, que de- 
ben satisfacer, d que anualmente produzcan los bienes pertenecien- 
tes á la capilla.» 
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Prescindiendo de ciertos defectos de redacción que á primera 
vista se notan en el artículo que precede, y hacen oscuras algu- 
nas de sus prescripciones; prescindiendo, asimismo, de que aca- 
so con mayor oportunidad habria podido colocarse en otro lugar 
de la Instrucción (después, por ejemplo, del art.38) no parece di- 
fícil conocer el verdadero espíritu del legislador al dictarlo. 

Comienza el art. 33 estableciendo una cxcépcion en favor de 
cualesquiera clase de Capellanías, fundadas en capillas en que se 
conserven los restos mortales de algún personaje ilustre en nues- 
tra historia, y cuyo recuerdo se enlace íntimamente con las glo- 
rias patrias. El pensamiento es digno y el deseo laudable. Pero, 
¿en qué consiste esa excepciotú El legislador no ha tenido poi- 
conveniente expresarlo. 

Obligados á examinar en este caso el espíritu que en tésis ge- 
neral ha presidido á la confección de la presente Ley, y compa- 
rando esta disposición con otras en qüc se conceden amplias fa- 
cultades á los Diocesanos para trasladar las Capellanías subsis- 
tentes, ó que de nuevo se exijan á las iglesias en que á su juicio 
sejm más necesarias ó convenientes para el culto público, y so- 
bre todo, para el mejor servicio del ministerio parroquial, paré- 
cenos y creemos que la mencionada excepción debe consistir y 
entenderse de hecho como una limitación de las facultades dio- 
cesanas respecto á la traslación de las fundaciones referidas. ¿Qué 
otra cosa sino, puede significar este artículo de la Instrucción? 

El Diocesano procederá también al arreglo de esas Capella- 
nías, porque todas han de transformarse, al tenor de la presente 
Ley; pero á este arreglo ha de preceder una audiencia instructi- 
va de los mismos patronos, quienes, si bien están interesados en 
que se perpetúe la memoria de sus ilustres progenitores, lin á 
que igualmente debe conspirar el respectivo Diocesano, se ha- 
llan en la precisa obligación de conmutar la renta en títulos in- 
trasferiblcs del 3 por 100 consolidado, no de otra manera que 

como la misma Ley tiene prevenido en orden á las restantes fun- 
daciones. 

Nada nos dice el legislador del caso en que semejantes Cape- 
llanías aparezcan incongruas. No creemos que acerca de ellas 
quiera que se prescinda de esta circunstancia, como al dictar su 
mandato ha prescindido de su carácter de colativas, ni que la 
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cóu¿;Tua deba completarse por los respectivos patronos. Nuestra 
Opinión es que este caso, una vez terminado el expediente, lo 
que procedería seria que la cóng-rua se completase por el Dioce- 
sano del acervo pío común de que habla el art. 16 del Convenio, 
y con sujeción á lo que se desprende del 39 de la Instrucción... 

Si esta no fuese la solución que pareciere más acertada, 
creemos que este artículo ha de ser objeto de formales consultas, 
y sobre él ha de ser precisa tarde ó temprano una terminante 
aclaración, no atreviéndonos á llevar en este momento más léjos 
nuestras observaciones sobre los obstáculos que su ejecución ha 
de ofrecer en varios conceptos. Hay confusión y vaguedad en su 
texto, y dado el principio riguroso á que obedece la Ley, impo- 
sibilidad absoluta de que se observe con la latitud que acaso 
por muchos se quiera intentar. 

4. Después de lo que dejamos consignado se nos ocurre pre- 
guntar: ¿Deben considerarse subsistentes con arreglo al art. 4."^ del 
Convenio ios Beneficios patronados familiares suprimidos en 1837? 

Cuestión es esta que en la práctica puede ofrecer sérias difi- 
cultades, y acerca de la cual nos parece oportuno hacer algunas 
ligeras consideraciones , siquiera no produzcan otro resultado 
que llamar la atención de los encargados de ejecutar la Ley y 
acomodarse en todo á los principios en que descansa. 

El Gobierno tuvo en cuenta al decretar la supresión de esta 
clase de Beneficios, que su dotación consistía en diezmos cedidos 
por los Patronatos para su fundación y el sostenimiento decoro- 
so de los que hubieran de servirlos, razón única en que parece 
apoyarse aquella resolución. 

De aquí se desprenden tres puntos capitales que deben ser 
objeto de un detenido exámen para resolver la cuestión que sin- 
cera y lealmente nos permitimos proponer en este momento: 
1.® ¿Pudo el Gobierno hacer la supresión de los indicados Bene- 
ficios siendo patronados y familiares? 2.^^ No habiéndose indem- 
nizado entóneos ni posteriormente á los Patronatos, ni respetado 
los derechos de los que servían los Beneficios, ¿puede sostenerse 
la supresión? 3.*" ¿Han de estimarse comprendidas hoy como 
existentes dentro del art. 4.^" del Convenio novísimo esta clase de 
fundaciones? 
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Busl;v proponer las cneslioncs que dejamos consignadas para 
que se comprenda la oportunidad de que en este momento haya- 
mos propuesto la necesidad de su más aecriada solución. 

Que no pudieron suprimirse los Beneficios referidos por la su- 
p csion del •diezmo, ni por ninguna disposición civil se despren- 
de de su misma índole y naturaleza; de su carácter familiar y 
mtronado. Reviste, pues, la supresión indicada, un vicio tras- 
cendental que la desnaturaliza y quita un gran valor. 

Se prescindió además en la supresión que nos ocupa, na solo 
del carácter de las fundaciones, sino de los principios de toda 
justicia, posteriormente evocados en el art. 41 del Concordato y 
las aclaraciones de índole análoga. 

Se hizo más todavía: El Gobierno, que por el art. 1 1 del Con- 
venio adicional de 23 de Agosto de 1S57 se comprometió á pagar 
la cantidad correspondiente por las cargas impuestas sobre bie- 
nes vendidos, ó sobre los que habían cedido al Eslado; el Go- 
bierno que indemnizó, como era justo, á |os partícipes legos los 
diezmos que dejaron do percibir; el Gobierno ha debido idemni- 
zar.y no lo ha hecho á los Beneficios de patronato familiar la par- 
le alícuota que tenían señalada para la congrua sustentación del 
Beneficiado, y cuando algún Patrono la ha reclamado, se le ha 
dicho siempre que nada se hablaba en la ley sobre diezmos espi- 
ritualizados, sino de diezmos legos. 

Suponiendo, pues, por un momento válida y subsistente, le- 
gal y justa la supresión, ¿cabe darla hoy fuerza cuando respecto 
de sus inmediatas consecuencias se ha prescindido con notoria 
infracción de los buenos principios, de la equidad y la justicia? 
Parécenos que no. 

Resulta arbitraria la supresión; no se ha indemnizado áíos 
interesados; se hallan pendientes de resolución esta clase de Be- 
neficios; el que la dotación consistiera en diezmos ó bienes raíccs„ 
no altera su esencia; bienes eran unos y bienes eran otros; con 
ellos se instituyó la congrua, luego esforzóse deducir de tales 
premisas, que dada la situación de estos Beneficios, y teniendo 
en cuenta el precepto claro y terminante del art„ delConvcniOj» 
parece que deben conceptuarse subsistentes. 

Es más: al indicar el legislador en el art. 18 de la novísima 
Ley que comentamos, las inscripciones que debe eaíregar el Go- 
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bicrno para constituir cl acervo pió común, establece en su párra- 
fo 2.“, que igual compensación se hará de los bienes de Capella- 
nias patronadas de que estando á la sazón vigentes, se incautó el 
Gobierno, bajo cualquier titulo y concepto que sea. Los patronos 
de esta cla.se de Beneficios están interesados en la' indemniza- 
ción, porque si no perdonan cl patronato activo y pasivo, y á su 
celo é interés apelábamos en las primeras ediciones de esta obra 
para cpic se promoviesen estas indemnizaciones, ó por lo ménosse 
influyera para que sobre el particular se dictase alguna aclaración. 
Si entonces no se hacia esta indemnización, ¿cuándo se hará? Si 
no se utiliza el recurso que proponemos, ¿qué otro quedará?... 
La Obligación de la indemnización, cuando ménos es incuestiona- 
ble, procederá al ménos para conseguirla, que los RR. Diocesa- 
nos, al tenor del art. 8.® de la Instrucción y en uso de la facultad 
que les concede el 23 dcl Convenio, consulten al Ministro de Gra- 
cia y Justicia para que, de acuerdo con el Nuncio de Su Santi- 
dad, resuelva lo que sea justo y proceda en asunto de tanto 

interés. 

« 

Conviene no obstante para poner término á estas ligeras re- 
flexiones advertir que no debe echarse en olvido el art. 22 del 
Convenio, ni confundir las Capellanías cuyos bienes consistieran 
en diezmos no reclamados, con las piezas de patronato familiar 
activo ó pasivo de sangre á que no alcanza el Convenio, y de las 
que nos ocuparemos con la debida oportunidad. 

5. La única resolución que conocemos relativa al art. 4.^ del 
Convenio que dejamos comentado, se dictó á virtud de la siguien- 
te consulta hecha al Ministerio de Gracia y Justicia por uno de 
los Prelados. A saber: 

¿Si con arreglo al citado art. 4.^ los parientes más próximos 
al fundador tenian derecho a las Capellanías, con la obligación de 
formar en títulos de la Deuda consolidada, una renta líquida, 

igual á la que producian aquellas? 

A la que se contestó con la siguiente soberana resolución: 

«lia Keina q. D. g., on vista de la comunicación de Y. Emm. de 
28 de Mayo, y en virtud de acuerdo tomado por el M. E. Nuncio 
de Su Santidad, so ha servido resolver que puede hacerse desde lue- 
go la conmutación do Im rentas de las Capellanías subsistentes, si 
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los parientes de los fundadores la x>idieren, aun en el caso de estar 
poseídos por Capellanes, entregándose á estos entonces el equiva- 
lente de las rentas en los títulos que se den en conmutación. De 
Real orden, lo digo á para su conocimiento y efectos eonsigiiien- 


les 


.—San Ildefonso 22 de J ulio de 1868 »> 


VI. 


Texto oficial del art. 5.<> del Convenio. '-Commtario: Idea g-eneral (M mo.— De- 
claraciones: reglas de buena interpretacion.“Artículos 26, 27, 29 y 22 de la Ins- 
trucción: Aclaraciones. 


Art. 5.® del convenio. 

« Están obligados de la manera prevenida en los 
arts. 1.” y 2." á redimir las cajigas eclesiásticas de la 
propia índole y naturaleza: 

Primero: las familias, á quienes se hubieren ad- 
judicado, como procedentes de verdadera Capellanía 
de sanqj^e, los bienes de una jñeza, que C07istituya 
verdade7"o beneficio, aunque de patronato familiar, 

activo ó pasivo de sangre, cualquiera^ que fuere su ti- 
tulo ó denominación. 

Segundo: los poseedoi^'es de bienes eclesiásticos, 
vendidos por el Estado con sus cargas eclesiásticas. 

Tercero: las familias á quienes se hayan adjudi- 
cado, ó adjudicaren, bajo cualquier concepto, bienes 
pertenecientes á obras pías, legados píos, y patrona- 
tos laicales ó reales de legos, y otras funduciones de 
la misma índole de patronato familiar, también ac- 
tivo ó pasivo, gravados con las mencionadas cargas. 
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COMENTABIO. 

1. Conlmüan desenvolviéndose en el presente artículo los 
principios que han presidido á la confección de la presente Ley. 

Establecida en los precedentes la necesidad indeclinable de 
redimir las cargas do carácter puramente eclesiástico, impuestas 
sobre bienes de Capellanías colativas familiares, cuya libre ad- 
judicación hubiera sido solicitada en tiempo hábil por las res- 
pectivas familias interesadas, esa necesidad adquiere mayor ex- 
tensión en el art. 5/ que vamos á comentar. 

No se propuso el legislador resolver únicamente, como algu- 
nos sostuvieron, la cuestión pendiente de Capellanías; quiso más; 
quiso dar completa solución á otros puntos no ménos importan- 
tes, relativos á memorias, patronatos de legos, obras pías y funda- 
ciones análogas, sin escaparse tampoco á su previsión, cuales- 
quiera otra clase de Beneficios de carácter familiar, aunque no 
fuesen conocidos bajo la denominación genérica de Capellanías. 
Esto lia querido, y de este modo se explica y comprende fácil- 
mente el espíritu y el alcance del presente artículo. 

Cierto que la Ley de 19 de Agosto de 1841, se referia sola- 
mente á las Capellanías colativas familiares; pero de aquí no se 
infiere que el legislador haya sido inoportuno al dictar el artícu- 
lo 5.®, ni que este haya venido á resolver, como se ha dicho, 
puntos que no estaban controvertidos. A los que así razonan nos 
permitiremos preguntarles: ¿Por qué no se hizo igual objeción á 
los decretos de 30 de Abril de 1852, de 6 de Febrero de 1855 y 
de 28 de Noviembre de 1856? En todos ellos se habla terminan- 
temente de fundaciones análogas, ora para declararlas en suspen- 
so, ora para restablecerlas ó abolirías. Véase si el legislador ha 
estado en su lugar al hacerse cargo en el Convenio de otras fun- 
daciones, y de aquellos preceptos, dictando en su consecuencia 
la resolución que nos ocupa. 

No es exacto tampoco decir que se haya partido de un su- 
puesto falso, pareciendo señalar las fechas del 17 de Octubre del 
51, y del 30 de Abril del 52, como puntos de partida para verifi- 
car las redenciones de cargas, de que trata el presente artículo. 
JSada se dice en el Convenio que pueda dar motivo á suposición 
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semejante. Si el artículo que comentamos expresa que tales y 
tales individuos están oblig-ados á redimir las carg-as eclesiásti- 
cas de la manera prevenida en los dos primeros artículos del 
Convenio, esas palabras ni tienen, ni pueden tener el sentido que 
se les ha atribuido por algunos. 

La manera no es la fecha, y esta sola consideración debiera 
haber impedido interpretación tan gratuita y extraña. La pala- 
bra manera, indica el cómo se ha de efectuar la redención, los 
plazos en que ha de hacerse, los medios para realizarla, etc. In- 
dica que la redención de cargas se obtiene por medio de la en- 
trega correspondiente de títulos hecha al .respectivo Diocesano, 
en los términos que expresa la Instrucción. Indica, si se quiere, 
que los poseedores ó tenedores de los bieneS' que se expresan 
después, se hallan obligados á redimir sus cargas, lo mismo pre- 
cisamente, que los individuos y familias adjudicatarias de los 
bienes de Capellanías á que se alude en los artículos anteriores. 

Pero de esto á suponer que con esa frase haya pretendido el 
legislador determinar una fecha; que de esa fecha haya de par- 
tirse para la apreciación y redención de las cargas respectivas 
y que en todo y para todo absolutamente haya el legislador equi- 
parado todas las fundaciones piadosas á las especiales de Capella- 
nías, nos parece un error insostenible; ó un deseo de crear difi- 
cultades para destruirlas más tarde, puerilidad que es en ciertas 
materias imperdonable. Si desde el Decreto de las Cortes de 27 
de Setiembre de 1820 (1) se desvincularon toda clase de funda- 
ciones existenles con arreglo á lo prevenido en el art. 1.^ ¿Pe- 
dia ni debía el legislador olvidar esa fecha? 

^0 parece, pues, que pueda apreciarse el art. 5.® bajo el pris- 
ma de esta ó la otra época, ni en el sentido de que deba partirse 
de este ó el otro tiempo determinado. Pártase de donde conven- 
ga y sea procedente, según las instituciones, ó bienes de que se 
trate, es lo cierto que deben redimirse sus cargas de la manera 
prevenida para las pertenecientes á Capellanías; esto ha dicho el 
legislador, y no ha sido ni inconsecuente, ni inoportuno al dictar 
semejante prescripción. 

De lo dicho deducir podemos sin violencia alguna: 


(Ij LiOy de 11 de Octubre del citado año. 
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Primero. Que las familias á quienes se hubieren adjudicado 
como procedentes de verdadera Capellanía de sangre, bienes que 
constituyeron un verdadero beneficio eclesiástico, aunque no fue- 
se conocido con el nombre de Capellanía^ deberán redimir preci- 
samente Jas carg-as eclesiásticas sobre los mismos impuestas. 

Con esto se ha previsto un caso que será frecuente, y se ha 
dictado una disposición que está en notoria congruencia con las 
aclaraciones de la Ley de 15 de Junio de 1856, en su art. 5.^ El 
nombre importa poco en realidad dado que esas fundaciones re- 
únan las circunstancias y requisitos esenciales, para poderse es- 
timar como patronales •familiares y y mediante esto se han salva- 
do los sagrados fueros de la equidad y la justicia. Porque si en 
tesis general, todas las cargas eclesiásticas han de ser redimi- 
das, ¿quién ha de estar obligado á la redención, sino aquel á 
cuyo favor se adjudicaron los bienes? De no determinarlo así, el 
gravámen de esos bienes hubiera subsistido, contra el deseo y 
el pensamiento culminante del legislador. 

Las palabras como procedentes que el artículo emplea, no sig- 
nifican que se haya procedido á la adjudicación en un supuesto 
falso, reputando como bienes de Capellanías colativas familiares, 
en el sentido técnico y riguroso de esta palabra, los que en rea- 
lidad no lo eran, los que verdaderamente pertenecían á benefi- 
cios de otra clase; no, la ley, en ese caso, vendría á prestar su 


poderoso apoyo a un error en extremo lamentable, y jamás po- 
dría cohonestarse semejante precipitación y desacierto. 

Esas palabras significan que, prescindiendo de denominacio- 
nes más ó ménos extrañas y diversas, y fijándose únic amente en 
el carácter familiar de la fundación, los juzgadores han debido 
proceder, en virtud de instancia legítima, á la adjudicación de 
los bienes respectivos á los cuales, en su caso, declara el legis- 
lador como rectamente adjudicados. 

El adverbio como pudiera traducirse por la frase á semejan- 
za; medio de aclarar sin alterar en lo más mínimo el veidadeio 

sentido. 

Segundo. Que al examinar el número segundo, resulta e\i 
dente la justicia de sus disposiciones. El Estado. ha \cndido cier 
tos bienes en el concepto de gravados con cargas eclesiasDcas. 

¿Han de quedar estas sin redimir? ¿Por qué motivo semejan 
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ccpcion? Y en el caso de ser redhiiidas, ¿á quién corresponderá 
hacerlo sino á sus poseedores actuales? Esto parece tan obvio y 
justo que no necesita mayor explicación. (1) 

Tercero. Que no es menos clara la inteligencia del número 
tercero del artículo que conientamos y sus preceptos reconocen 
un fundamento idéntico. 

Las familias, á quienes, por consecuencia de las leyes des- 
vinculadoras que desde el año 20 se han sucedido en nuestra pá- 
tria, se hayan adjudicado, ó adjudicaren, bienes que hayan per- 
tenecido á obras pías, legados píos, patronatos laicales, y funda- 
dones análogas de carácter familiar, gravadas con las referidas 
cargas, el legislador declara que están obligadas á redimirlas, y 
la razón es tan sencilla como concluyente. Los bienes han de que- 
dar libres de todo gravamen; incumbe, pues, redimirlos, á los 
individuos adjudicatarios. 

Hé aquí, á nuestro modo de ver, la idea que debe formarse y 
!a genuina inteligencia del art. 5.^ del Convenio, para evitar que 
en la práctica ofrezca dificultades. Su texto es claro, su conteni- 


(1) Por las leyes de desamortización de l.° de Mayo de 1855 y 11 de Julio de 1856, 
con las instrucciones y disposiciones dictadas para, llevarlas á efecto, se declararon 
en estado de venta por la primera, y sin perjuicio de las cargas á que estuviesen su- 
jetos^ los predios rústicos y urbanos, censos y foros pertenecientes al Estado, al Cle- 
ro, á las Ordenes militares de Santiago, Calatrava, Alcántara, Montesa y San Juan 
de Jerusalem, á Cofr¿adías, Obras rúas y santuarios, Beneficencia, Instrucción pú- 
blica, etc. Por el art. 3y de la de 1858, se declararon también comprendidos entre 
los bienes del Clero los que se hallasen disfrutando los individuos ó corporaciones 
eclesiásticas, á excepción de las Capellanías colativas de sangre ó patronatos de 
igual naturaleza; pero si sus productos constituian la cúugriia sustentación de aque- 
llos en los términos expresados en el artículo 8.^^ de la Ley de 15 de Junio de 1856, se 
OispusQ q m se emitiesen á favor de cada uno de ellos inscripciones iiitrasferibles no- 
minativas de la renta de 3 por ’JOO en cantiílad iguaV'á las rentas que percibían á la 
publicación de dicha Ley, cuyas inscripciones quedarían anuladas á la muerte de 
1 >s mismos, ó cuando obtuviesen prebenda ú otro beneficio eclesHstico. 


Por Ideal decreto de 13 de Diciembre do 1855 se declararon también en estajo de 
venta y redención las fincas y censos correspondientes á la obra pía de los Santos 
Lugares de Jerusalem con sujeción á los trámites de la Ley de 1.^^ de Mayo de 1855. 

En cuanto á los bienes de los Seminarios c'»nciliares se consideraron primero, 
como pertenecientes á Instrucción pública po-r la Ideal orden de li de Enero de 1856; 
pero por la de 23 de Diciembre de 1^58 se revocó la anterior y se declaró, de confor- 
midad con el dictamen del Consejo de Estado, que los bienes de los Seminarios eran 
‘puramente eclesiásticos, atendido su origen y aplicación, y que por lo tanto no se ha- 
llaban en estado de venta, mientras subsistía la suspensión decretada en ^3 de Se- 
tiembre de 1856. 

Recuérdense asimismo los arts. 11 y 12 del Convenio adición rl. 


<r 
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do aparece justo, y el pensamiento que en él. desenvuelve el le- 
islador, consecuente con los principios dominantes en la Ley. 

Es cierto que- este artículo comprende puntos que pudieran 
considerarse como extraños a la cuestión de Capellanías. Se ha- 
bla en el de patronatos laicales, de legados y fundaciones pareci- 
das, y hasta de bienes gravados en general con cargas eclesiásti- 
cas, y qiie en el concepto de tales, hayan sido vendidos por el 
Estado. Es cierto, repetimos, que la Ley de 19 de Agosto de 
1841, fue una Ley especial para las Capellanías colativas familia- 
res; pero no lo es iiiénos que no existia necesidad alguna de que 
en 1867 se hubiese de ceñir el legislador á los puntos mismos de 
que en el año 41 se ocupara; ni que la Ley actual necesitase y 
debiese ser una mera reproducción de aquella. Antes al contra- 
rio, acordado el Conv.enio novísimo por las dos Supremas Potes- 
tades y teniendo en cuenta las vicisitudes porque ha pasado la 
propiedad eclesiástica en general, la violación de derechos, la 
profunda confusión, y desconcierto en estas materias, lo lógico, 
lo natural, lo que tales antecedentes demandaban, era dirigir una 
mirada hacia el revuelto caos; hacer un esfuerzo supremo por 
restaurar intereses legítimos; subsanar en lo posible pérdidas 
causadas; prevenirlas para lo sucesivo, y cumplir las imperiosas 
exigencias de la justicia y del derecho. 

No era sólo (a cuestión de Capellanías el único importante 
problema que los tiempos habían traído á la generación actual. 
¿Y esas otras instituciones, quebrantadas ó destruidas por los 
modernos huracanes? ¿Y esa inmensa propiedad eclesiástica de 
que el Estado se incautó, afecta en su mayor parte á cargas espi- 
rituales? ¿Era justo, era racional ni prudente desatenderla? ¿Era 
conveniente dejarla en'&l mismo estado? Sobre que esto hubiera 
sido una contraiáedad manifiesta al plan general del legislador, 
¿no acredita la experiencia cómo se han levantado esas cargas? 
¿No consta el abandono con que han mirado obligaciones tan sa- 
gradas la generalidad de los poseedores? 

Pero se ha dicho: Esos pesecdores tenian el derecho de que 
las fundaciones subsistii'sen de la misma manera y de que no se 
Ies obligase á la redención de las cargas. Los que así se expresan 
olvidan que, si in\oc{m\os estricto do’ccho, ninguno de esos po- 
seedores lo tenia para disfrutar, tranquila al menos su conciencia 
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como católicos, !os bienes adjudicados; ningún derecho podía ha- 
cerse valer para haber destruido esas fundaciones de carácter 
sagrado sin el concurso de la Potestad eclesiástica; ningún dere- 
cho, por último, invocarse podía para haber distraido y desnatu- 
ralizado ciertas propiedades del hn á que estaban dc'.stinadas, 
defraudando tan abiertamente la voluntad de los fundadoríis. 
De invocar el derecho, es menester invocarlo con entera impar- 
cialidad, exigirlo para todo, aplicarlo á todo, y en este punto no 
resultaría benelicio para ciertas cosas de aplicar estrictamente tal 
proceder. 

Después de los sacudimientos sufridos por la Iglesia española, 
desde principios del presente siglo; de los formidables ataques 
inferidos al derecho de propiedad invocando el progreso y la 
civilización; de tanta vejación consumada bajo la iníluencia de 
principios disolventes y trastornadoras teorías; tiempo era ya 
de que el poder público hiciese la causa del derecho y la verdad; 
que se apresurase á rendir culto á los sanos principios; que la 
causa del orden fuese protejida; que hasta lo posible se restable- 
cieran los principios irrogados, y que procurando evitarlos para 
lo futuro, prudentes y discretos se recogieran las tristes, pero 
elocuentes enseñanzas, que una experiencia amarga nos legara. 

Ved la importante significación que entraña en nuestro hu- 
milde juicio el artículo que es objeto de este comentario. Ved lo 
que indican sus disposiciones y el conocimiento exacto que de- 
muestran de nuestra sociedad; la necesidad de reparar pasados 

errores; el deseo laudable de que no se reproduzcan en lo [)or- 
venir. 

No hablamos con parcialidad al expresarnos de la manera 
que lo hacemos, y solo una crítica injusta podrá rechazar nues- 
tras palabras. 


2. Conviene observar que el art. 5.^ del Convenio dice que 
«la Obligación de redimir las cargas eclesiásticas; p(ísa sobre las 
familias á quienes se hubieren adjudicado como de verdadera 
Capellanía de sangre, bienes de verdaderos Beneíjcios.» 

Seguramenhí aquellos que siendo diligentes en aprovechar 
Jas ventajas de la Ley desvinculadora de 19 de Agosto de 1841, 
obtuvieron, ó bien la adjudicación de los bienes que constituiari 
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«!slas fundaciones, ó consigan que se les adjudiquen hoy por ha- 
ber acudido en tiempo en demanda de los mismos, no quedan 
relevados por eso de redimir las cargas espirituales, porque la 
Ley desvinculadoia no pudo darles más que lo que existia al 
tiempo de la dcsvinculacion, y lo que existia eran bienes grava- 
dos legítimamente por su dueño al hacer la fundación. 

En idéntico caso se encuentran los que acudieron con poste- 
rioridad al decreto de 30 de Abril de 1852, porque median las 
iiiisoias j’iizoncs, pues aunque por el art. 3.° se hayan declarado 
extingiiidas éstas, no lo han podido ser sus cargas, por los jprin- 
cipios de justicia que acabamos de consignar. 

Adviértese en el párrafo 1/ del art. 5.° una diferencia pura- 
mente nominal entre la Capellanía de sangre y una pieza ecle- 
siástica que constituyese verdadero Beneficio, y nosotros, con 
arreglo á nuestro leal saber y entender, expresar debemos la 
diferencia que en nuestro concepto ha querido indicar la Ley 
con esta designación, á fin de que toda clase de fundaciones ecle- 
siásticas quedasen incluidas en el Convenio, y no fuese licito bajo 
cualquier pretesto ó cabilosidad suscitar dificultades á la reden- 
ción. 

Ya hemos dicho antes de ahora que entendemos por Capella- 
nía eclesiástica de sangre, aquella «cuyo patronato activo ó pa- 
sivo corresponda á una familia ó parentela, con obligación de 
nombrar uiioá quien sirviendo esta Capellanía de título de ord^-. 
nación, se consagre al desempeño de las funciones señaladas por 
el fundador.» Habrá verdaderaiiiente Beneficio eclesiástico 
íLcCiiando el fundador dispuso que el Capellán hubiese de formar 
parte dcl capitulo eclesiásíico si lo liabia en dicha iglesia, ó for- 
mar parte del Clero de la misma.» De suerte, que el Capellán de 
sangi'e, meramente llamado así, era el que no se hallaba abs- 
criplo á una iglesia; el que ciim|)lia las cargas de la íundacion; 
el que decía, por ejemplo, la misa de alba u otra, ó desempeñaba 
las íímeiones que le imponia el fundador, y en lo demás ora un 
clérigo líbre é independiente. No así el que oblenia un Beneficio, 
aunque de sangre, [mes éste quedab.a incorporado á la igle>ia ó 
al ca[n(ulo sí lo había, observando los eslaliitos capitulares > 
-ozando por este concepto de las obvenciones que disfrutaban 

los (Hdesiásticos de esta clase. 
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Estas fundaciones se hacían reguíarmQnte cntrcg-ando ei que 
las instituía una cantidad á la Iglesia ó al capítulo, pactando que 
al Capellán, ó sea Beneficiado, se le hubiese de contribuir con 
la congrua y las distribuciones. 

Los parientes de los fundadores, cuando se procedió á la 
enagenacion de los' bienes eclesiásticos, acudieron de muchas 
partes á pedir que de la, masa de bienes se segregasen la parte 
que correspondía á aquella fundación, y á estos Beneficios alude 
sin duda ebpárraío 1.^ del art. 5.^ 

El párrafo 2.® del mismo comprende a los poseedores do bie- 
nes vendidos con sus , cargas, pero estamos en la creencia de 
que pocos casos se verificarán de esta naturaleza, porque ordi- 
nariamente el Estado ha hecho las ventas desde las enagenacio- 
nes llamadas de Godoy como libres, reservándose tácitamente el 
cumplimiento de las cargas. La Ley dobla no obstante ser previ- 
sora y comprender este caso que puede tener lugar, por lo cual 
aplaudimos y nos parece oportuna esta declaración. 

Para no dejar extremo alguno se impone también en el párrafo 
tercero la obligación de redimir á los que hubiesen recibido bie- 
nes pertenecientes á obras pías, legados píos ó patronatos laicales 
6 reales de legos, toda vez que en todos estos casos habia una 
carga espiritual que debia cumplirse, por cuyo medio, además de 
vindicar la Ley un derecho correspondiente á la Iglesia, des- 
carga por entero la conciencia de sus actuales poseedores. 

Para completar cuánto importa en la materia que nos ocupa 
será muy oportuno que nuestros lectores fijen su consideración en 
la Ley 22. título V. del lib. 1.^ de la Novísima Recopilación: en las 
disposiciones contenidas en el lib. \ tít. XI 1 y no menos en el 
tít. XVI especialmente la Ley 4.% 6/, y otras que podíamos citar, 
con especialidad la 2.* del mismo título que ordena «que los Bene- 
ficios que no|llegasen á la tercera parte de¿a congrua se destina- 
sen á otros usos, previniendo que los de patronato se convirtie- 
sen en legados píos á que presentasen los patronatos.» 

Las obras pías ó legados píos á que se refiere el párrafo 3.*" 
son, en nuestro concepto, las fundaciones de esta clase que tie- 
nen un objeto puramente eclesiástico, v. gr., celebración de 
misas y festividades, compra de bulas de difuntos, aniversarios, 
sufragios, y no aquellas que consisten en dotación de doncellas, 


limosnas á hospitales, y otras cargas, que aunque de piedad, no 
pueden en la realidad calificarse de eclesiásticas, y á las cuales 
no alcanza el Convenio novísimo. 

Nos parece muy oportuno haber hecho esta distinción para 
evitar conceptos equivocad-os. 

En la redacción del artículo que comentamos se comprenden 
también las cargas anejas á patronato de legos, que no eran mas 
que cierto vinculo ó mayoiaz^go'ümdiiáo con la carga ó gravamen 
de mandar celebrar ciertas misas, que según Escriclie se llama- 
ban también Capellanias laicales, memorias de misas y lega- 
dos píos. 

No nos cansaremos de repetir que la Ley ha sido muy cuer- 
da al establecer esta redención con la amplitud que determina el 
art. 5.^; pues al paso que por este medio aumenta el acervo co- 
mun de la Iglesia, se obtiene á la vez la inmensa ventaja de pur- 
gar los bienes de estas cargas, y de lograr sanear la conciencia 
de varios particulares que hasta el diá no habrán sido quizás 
muy diligentes en el cumplimiento de tan evidentes é inexcusa- 
bles obligaciones. 

El art. asi considerado, no tiene tan solo un fin de utili- 
dad para la Iglesia, sino también un fin moral y político que de- 
ben reconocer los quede estudien con profundidad, lyializando sus 
disposiciones cual corresponde examinarlas, al que no tráte de 
pasar por una lectura ligera y superficial, ó lo que es peor no se- 
pa penetrar en el espíritu que ha presidido á su redacción. 


o. Congruentes con el arí. 5/' del Convenio, son los siguien- 
tes de la Instrucción: 

Artículo 26 de la Instriiccion. “Las familias que estén en po- 
sesión de los bienes adjudicados, o sobre los que penda juicio, per- 
tenecientes á memoriffs y fundaciones piadosas de todas clases, o á 
patronato laical o real de legos, gravados eon cargas meramente 
eclesiásticas, deberán hacer al Diocesano las manifestaciones docn- 
mentadas. que en su caso respectivo procedan, al tenor de los ar- 
tículos 13 y 22 de la presente Instrucción (IL* 


J' Kooordamos íí este propósito la siíruiente rtvla de jurisprnle.nc.i.a; -'IX?.sde el 
C'^oiiieiito en o/ae uua ñuca se agreg-a á la dotaeion de una Capellanía^ v esta a^e- 
jCAoiou es aprobada por la autoridad eclesiástica ce m pe tente., dicha ñnca es- 
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Artículo 27. «Los poseedores de bienes, que el Estado ha ven- 
dido, ó vendiese, con la obligación de levantar Iss cargas, puramen- 
te de carácter eclesiástico, á que están afectos, deberán hacer al 
Diocesano en el término de cuatro meses, con toda la especificación 
conveniente, declaración de aquellas, su índole, naturaleza, objeto 
é iglesia en que debieran cumplirse; expresando al propio tiempo 
las vencidas y no satisfechas desde la toma de imsesion de la finca, 
y la cantidad que están dis]>uestos á satisfacer para cumplir tan sa- 
grada obligación (1).» 

Artículo 29 (2). «Las disposiciones de los capítulos anterio- 
res, referentes á la fijación, graduación, y apreciación de las cargas, 
y al modo, forma y plazos en que ha de verificarse el pago, son apli- 
cables de la misma manera á los particulares del presente capítalo.)* 

Tan claras son las disposiciones contenidas en los artículos 
citados de la Instrucción que m Han menester comentario. El 
art. 5.^ del Convenio iguala en cuanto á la necesidad de redimir 
las cargas á los individuos ó familias adjudicatarias de bienes 
procedentes de Capellanías colativas familiares, con aquellos que 
lo sean de bienes que provengan de memorias y otras fundacio- 
nes piadosas, vendidos por el Estado; y la Instrucción los equi- 
para en lo tocante á la manera, forma y plazos, en que han de 
satisfacer la obligación que se les ha impuesto. 

Artículo 22 la Instrucción. «Tan luego como los autos pen- 
dientes se hallen en estado, el juez señalará á los interesados el tér- 
mino en que deben presentar los datos y hacer al Diocesano las ma- 
nifestaciones que procediesen, al tenor del art 13; en la inteligencia 
que, de no verificarlo, el mismo Diocesano procederá á formar, de 
oficio, el oportuno expediente instructivo; remitiendo al intento el 
juez al Diocesano los autos, 6 los datos que éste pidiese.» 

piritualizada, formando una parte integrante de la dotación de la Capellanía, por 
más qye se susciten dudas sobre la congrua sustentación del capellán, cuyas cues- 
tiones no pueden alterar el carácter y naturaleza que dicha agregación recibió por 
virtud de la sanción canónica * (Sent. del T. S. de J. de I.» de Julio de 1863.) 

(1) «En la Ley de 11 de Octubre de 1820 se reconoce la existencia de fundaciones 
que no constituyen vínculo, ni mayorazgo, ni fideicomiso familiar perpetuo, sino 
nn conjunto de bienes amortizados para llenar con su peculiar obj’eto. Si una fun- 
dación es calificada en el primer concepto, debe disponerse la distribución de los 
bienes según lasia’eglas en la misma Ley establecidas; y si solo constituye el expre- 
sado conjunto de bienes amortizados, debe declararse subsistente la fundación, 
después de dicha Ley y á pesar de ella.» (S. del T. S. de J. de 30 de Junio de 1855.) 

(2) Hemos omitido el 28 porque tendrá en adelante lugar más oportuno. 
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IdcnlJco aparece siempre el íin y los propósitos del leg^isía- 
dor. Habiendo formulado el arl. 13 de la Instrucción dirigiéndose 
á los adjudicatarios de hecho, á los que ya posem bienes, por' 
haberse consumado la adjudicación; formula el 22 para los adju- 
dicatarios de derecho; es decir, para los que no han logrado ter- 
minar aún el juicio que en su dia promovieron en solicitud de la 
adjudicación. Unos y otros deben acudir al Diocesano con‘la no- 
ta de que habla el art. 13. 

Como los jueces son los instructores, los que en realidad di- 
rigen los autos ó expedientes que ante su autoridad se sustan- 
cian, y como son los primeros llamados á cumplir la ley, de 
aquí esa terminante prescripción del art. 22, contenida en estas 
palabras: El juez señalará á los interesados el término en que de- 
ban presentar los datos y hacer al Diocesano las manifestaciones 
que proeediesen; es decir, las manifestaciones que sean pertinen- 
tes á la clase de bienes, cuya adjudicación se solicite. 

Por el contrario; en los juicios fenecidos, respecto á aquellos- 
bienes que ya han sido adjudicados, el deber de acompañar la 
nota, haciendo al Diocesano las manifestaciones oportunas, pesa 
exclusivamente sobre los individuos adjudicatarios ó.poseedores 
actuales. 


VIL 


Texto oficial del art. 6.® del Convenio. — Comentario: idea general del mismo. — Es- 
tudio especial de su segunda parte. — Artículos de la Instrucción referentes al 
del Convenio. 


Art. 6." del Conyenio. 

n Sobre la antedicha obligación de redimir las 
cargas corrientes, estarán también obligadas á satis-’ 
facer el importe de las misas, sufragios y demás obli- 
gaciones vencidas, y no cumplidas, por culpa de los 
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poseedores, las famUias, á quienes se hubieren adju- 
dicado, ó adjudicaren, por haber litigio pendiente, 
bienes de los designados en los o.rtículos precedentes, 
inclusos los pertenecieiites á Capellanías c¡ue se de- 
claran subsistentes en el art. 4 . )> 

COMENTARIO. 

1. En los arlícülos que anteceden, se ha procurado garantir 
• el cunipliniiento de la voluntad de los fundadores, por lo que res- 
pecta al porvenir; justo era que se procurase también este mismo 
cumplimiento en orden al pasado. Por eso sin duda el legislador 
ha consignado una vez más, que es necesario cumplir todas las 
obligaciones vencidas, impuestas sobre las diferentes clases 
de bienes, de que ha venido ocupándose en los articulos ante- 
riores. 

El texto del artículo que examinamos, es demasiado com- 
prensible para que creamos puedan suscitarse dudas acerca de 
su recto sentido. Aun los individuos ó familias, que, mediante la 
necesaria conmutación por títulos de la Deuda, que habrán de 
convertirse en inscripciones intransferibles, obtengan los bienes 
délas Capellanías declaradas subsistentes, aun esos individuos, 
decimos, se hallan obligados al cumplimiento de las cargas ven- 
cidas. 

Hemos'visto que ios artículos anteriores del Convenio se limi- 
tan á prescribir la redención de cargas, de carácter puramente 
eclesiástico, con el notorio fin de constituir una renta equivalen- 
te á aquellas, por medio del correspondiente número de inscrip- 
ciones intrasferibles. Ni una palabra se consigna en esos ar- 
ticulos que diga relación á las obligaciones vencidas, lo cual hacia 
absolutamente lógico el preceptuado del art. 6.^" 

La experiencia venia demostrando que habia una verdadera 
necesidad de oponer un correctivo al mal por tanto tiempo ar- 
raigado, de creerse de buena fé por algunos, que las cargas es- 
pirituales, de cualquier clase que fueran, hablan quedado supri- 
midas por las leyes desamortizadoras. Basta para apreciar y me- 
dir las consecuencias deplorables que de esto se han seguido, 

16 
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iciier presente el sin número de huérfanos, de enfermos, de ne- 
cesitados é impedidos, a quienes se ha dejado en el mas comple- 
to abandono; las misas, aniversarios, funciones rclig-iosas, y otros 
deberes no menos sagrados y respetables desatendidos. Para 
remediar estos males, se ha dictado el artículo y recordado por 
él á los patronos y administradores de toda clase de fundacio- 
nes, ya'sean Párrocos, Coajutores, Beneficiados ó personas con 
cargo ó dignidad eclesiástica, ó bien simplemente láicas, las que 
ejercen dichas funciones, que no han sido aquellas suprimidas, 
sino qm subsisten y que por consiguiente se hallan en el deber 
de practicar cuantas g-cstiones les surgiera su celo para que se 
cumplan las referidas cargas por los que posean los bienes. Por 
otra parte, las adjudicaciones verificadas por los Tribunales, 
prescindiendo deque nunca pueden perjudicar á quienes no han 
sido parte en los autos, se han de (Uitender siempre con la obli- 
gación de cumplir los gravámenes inherentes á dichos bienes, 
siendo el deber de todos acudir al tribunal eclesiástico ó Juzga- 
do de Obras Pías de cada Diócesis, para que resuelva lo que pro- 
ceda en cada caso, y si los deudores se obstinasen en no cum- 
plir dichas cargas, pueden ser reconvenidos ante el juez ordina- 
rio para que las hagan efectivas. 

Los patronos ó administradores podrán ejercitar el derecho 
que les asiste, con la advertencia de que cuando no tengan rentas 
suficientes bajo este concepto, podrán ser declarados pobres, y 
también podrán ejercitar estas acciones las personas áquienes el 
Diocesano, Provisor ó Vicario general autoricen en. debida for- 
ma con este objeto. 

Para que todo esto tenga puntual y debido efecto, algunos 
Prelados creyeron conveniente prevenir á los respectivos Curas 
párrocos, que remitieran relaciones detalladas de las fundacio- 
nes piadosas que existiesen en sus parroquias; las cargas á ellas 
afectas, sus patronos ó administradores; si se cumpliaii aquellas, 
y quienes eran, ó los que actualmente poseian sus bienes, para 
que con estos datos y los que resultaren en los libros correspon- 
dientes ó expedientes de la Kotaría de Obras Pías, en los del ar- 
chivo, ó en los de la Secretaría de Cámara, se pudiera impulsar 
rá[éidamente el cumplimiento de tantas cargas espirituales y be- 
néficas al parecer olvidadas, ó expuestas á perderse para siein- 
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pre, en menoscabo de la piedad, de la beneficencia y de la jus- 
licia. 

Las terminantes prescripciones de los Sag*rados Cánones en 
g*eneral y muy especialmente las del Concilio de Trento; (1) el 
párrafo 31 de la Bula Nuper á Congregatione de Inocencio XII, y 
otras diversas, hoy vigentes, y dirigidas todas a cohibir de una 
parte los abusos que á la sombra de aparente piedad, de la igno- 
rancia, ó de torcida interpretación de dichas leyes pudieran 
crearse, confirman estas consideraciones. Recordamos entre es- 
tas últimas, la Real orden de 8 de Enero de 1885, expedida por 
el Ministerio de Hacienda, la de 4 de Febrero de 1853 y la de 20 
de Setiembre de 1861; el Decreto de Cortes de 27 do Sotiembre 
de 1820; la del 19 de Agosto de 1841; confirmadas todas por la 
jurisprudencia constantemente establecida por el Tribunal Supre- 
mo de Justicia en varias sentencias, especialmente la del 10 de 
Marzo de 1856, la de 26 de Junio de 1858 , la del 29 de Octubre 
de 1861 y la del 17 de Setiembre de 1862. (2) 

Es de advertir que si bien el legislador establece la necesi- 
dad de cubrir obligaciones que no han sido extinguidas, limita su 
mandato á aquellas cuya falta da cumplimiento no pueda en ma- 
nera alguna imputarse á los actuales poseedores, dando con ello 
una prueba más del espíritu de equidad que constantemente ha 
presidido á la confección de la Ley-convenio. 

Y cuenta que lo que en ella se establece es una verdadera ex- 
cepción del derecho común en materia de imposiciones censua- 
les. Las obligaciones que nacen de derechos reales, de derechos 
que afectan á la esencia y naturaleza misma de las cosas, les soie 

(1) Cap. 8. Ses. 22. 

(2) En la Diócesis de Valencia y en alg'unas otras para facilitar el órden y la re- 
gularidad en la formación de los expedientes, y economizar gastos y molestias álos 
interesados, se dispuso que estos presentasen las instancias á sus respectiros Pár- 
rocos, los cuales debian remitirlos á sa vez á los Arciprestes de cada partido, con 
una sucinta relación en papel de oficio, en que constase el nombre del redimente,el 
de la Capellanía, Beneficio ó fundación á que se hiciera referencia, ó ia finca cu 
yas cargas se deseasen redimir, si se trataba de algunas de dominio particular ex- 
clusivo, y el número de cada una de las solicitudes, empezando desde el en ade* 
lante, por el órden con que las presentasen los interesados. 

En tales casos los Arciprestes las deberían enviar á la Secretaría de Oámra, eos, 
otra relación en igual papel, y en que se expresase tan solamente la parroquia á que 
se referian, el número de solicitudes de cada una, y el órden con que se hubieran,, 
presentado las de cada parroquia. 
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inherentes, y mientras que no se extinguen, deben en rigor cum- 
plirse por sus poseedores acíuales, por aquellos que tienen y dis- 
frutan las fincas afectas. Esto es lo que ensena y dispone la le- 
gislación común, en absoluta conformidad con la recta razón. 

Natural es que los actuales poseedores no sean responsables 
en el órdeu moral de aquellas omisiones deMdas á la incuria ó 
negligencia de sus xespcctivos causa-habientes; pero no sucede 
lo mismo en el orden legal, y cuando se trata de deberes que no 
son personales ; cuando se trata de un derecho esencialmente 
adherido á la propiedad, de una carga ó gravamen que la afecta 
y modifica sustaucialmcnle. En semejante caso, el sucesor debe 
responder de las cargas que en su día estaba obligado á cumplir 
el antecesor, no precisamente porque sea sucesor, sino por ser 
el tenedor de la finca gravada. Cabalmente esta es la diferencia 
que existe entre las acciones reales y personales. 

Y no es esto tan sólo lo que hallamos en el arlículo que dé 
á conocer la benignidad con que ha procedido el legislador en la 
presentes circunstancias. Penetrando más aún en el espíritu de 
la Ley, y recordando principalmente las disposiciones del art. 13 
de la Ipstruccion, opinamos que ni aun los mismos poseedores 
actuales, á quienes tan favorablemente alude y se contrae el ar- 
lículo 6/^ del Convenio, satisfarán por compleío las menciona- 
das obligaciones vencidas. A la condescendencia, y olvido en 
cierto modo de sus propios derechos , la Iglesia allega también 
su desinterés y magnanimidad. 


s 


2. Dado a conocer, examinado en términos generales el ar- 
lículo que nos ocupa, creemos necesario fijarnos por un momento 
en la última cláusula que contiene, relativa á los bienes peiaene- 
cientes á las Capellanías declaradas subsistentes por el art. 4."' 
del Convenio. ¿Quién será, se nos consultó, el obligado á satisía- 
ccr las obligaciones vencidas y no cumplidas en este linaje de 
fundaciones? La respuesta no era dudosa. Si las Capellanías de 
que se trata estuviesen varantes eanónieamente desde un tiempo 
dado, que correspondiese exactamente al numero y cuantía do 
ias obligaciones vencidas , y durante esa vacante canónica hu- 
biesen estado en administración , el administrador será el res- 
ponsable de aquellas obligaciones. Mas si, por el contrario, es- 
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iuviescn provistas, los Capellanes serán los que deban respon- 
der de los vencimientos que hayan ocurrido. Las familias que, 
en virtud de la conmutación ó venta que practiquen, tienen de- 
recho á entrar poseyendo los bienes de que constaba aquella 
fundación, claro es que no han de respo.nder de caricas que sobre 
Jos mismos pesaran en tiempo en que no los disfrutaron. En ma- 
teria benelicial la utilidad y el (jravámm son siempre natural y 
lógicamente correlativos. 

Quiere el legislador que comience una nueva era para toda 
esta clase de fundaciones; quiere que tanto en lo pasado como en 
el porvenir so satisfagan, aunque benignamente, las poderosas 
exigencias de la justicia, el irresistible clamor de legítimos dere- 
chos. Pero al así quererlo y preceptuarlo terminantemente en d 
artículo que nos ocupa, no ha podido ser su voluntad hacer re- 
clamaciones injustas, como ciertamente lo serian las que, dando 
interpretación diversa al artículo, se dirigiesen á personas que. 
no hayan estado nunca en posesión de los bienes. 

Los que hayan poseído los bienes de que se trata, ya como 
patronos ó en otro conce[>to, sin cuidarse del desempeño de las 
cargas, han incurrido en una responsabilidad que debe hacerse 
efectiva. Semejantes poseedores, pertenecen á la clase de unos 
administradores voluntarios que, por su misma índole, deben! 
reputarse más extrictamente obligados al cubrimiento de estas 
cargas. Esa posesión de bienes cuya adjudicación no se solicitó 
en regia es una posesión anómala, y en este concepto no hubie- 
ra sido justo que sirviese de pretexto al goce de mayores ven- 
tajas que las que se otorgan á los que, cumpliendo con las dis- 
posiciones de la Ley, dedujeron enjuicio su derecho. 

3. Los artículos de la Instrucción que pudiéramos conside- 
rar como más ó menos análogos al (5." del Convenio han sido ob- 
jeto anteriormente de nuestro estudio, por Iq cual remitimos ai 
lector á lo que al trascribirlos dejamos expuesto. 

Creemos, después de lo dicho, que se halla suücientemcnic 
aclarado el que constituye el epígrafe dei presente capitulo. Pa- 
récenos haber penetrado en el verdadero espíritu del legislador 
en la frase que contiene más oscura, ó sea la relativa á las obli- 
gaciones vencidas, impuestas sobre los bienes de las Capellanías que 
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$e declaran subsistentes , expresando sin ambajes cuál sea, en 
nuestro humilde sentir, la persona responsable de su cumpli- 
miento. 

Continuemos, pues, nuestra difícil tarea, y vengamos al dete» 
nido estudio que merece el artículo siguiente. 


VII] 


Texto oficial del art. 7.® del Convenio.— Comentario: idea general del mismo.— Acla- 
raciones, — Art. 28 de la Instrucción: aclaraciones.— Eesoluciones posteriores á la 
publicación de la Ley-Convenio relacionadas con el art. 7.® del mismo. 


Art. 7.® del Convenio. 

«Lo5 poseedores de bienes, de dominio particular 
exclusivo gravados C07i caiYjas eclesiásticas podrán 
también redimirlas, si tal fuese su vohmtad, bajo las 
propias 7'eglas que, respecto de los bienes compren- 
didos en los aidiculos anteriores, se establecen ; pero 
será en ellos obligatorio, en el modo y forma que para 
los otros casos se determina en el orí. 6.® p demás 
i'efere7ites , satisfacer las obligaciones eclesiásticas 
vencidas y no cumplidas, toda vez que lo sea por 
culpa de los poseedores . » 

COMENTAEIO. 

1. El legislador expresa aquí uii nobilisinio y laudable de- 
seo; no impone un precepto. 

Es indudable que su propósito es librar á la propiedad de 
loda clase de vinculos, dejarla expedita y libre de todo linaje de 
.graváiiienes. Pero la acción de los poderes públicos tiene un li- 
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mitc, que marcan de consuno la ciencia y el derecho, cuando de 
la propiedad particular se Irata. Es preciso respetar el dominio 
de los ciudadanos, toda vez que sea ejercido con an'cglo á las 
leyes; ante ellas es sagrada la libertad individual, cuando se des- 
arrolla y ejercita en sus legítimas y naturales esferas. El Estado, 
por otra parte, no ha de llevar su celo hasta caer en ima mal en- 
tendida protección hacia los intereses particulares. ¿Cómo era 
posible, pues, que la Ley pudiera hacer otra cosa que significar, 
como lo hace, su deseo? ¿Cómo era posible que pudiese enunciar 
su pensamiento sino eir sentido permisivo? 

Los poseedores de bienes de dominio particular exclusivo, es 
decir, de dominio absolutamente particular, de dominio íntegro, ó 
que sólo á dichos poseedores corresponda , podrán , si (¡aisieren, 
redimir las cargas eclesiásticas que a sus bienes afecten. La re- 
dención depende de su voluntad, por más que el legislador la 
desee, pero no la manda, no la perceptiía, porque no ha podido 
prescribirla, porque á tanto no llegan ni pueden llegar sus atri- 
buciones. Hé aquí el primer período del artículo, y los motivos, 
en nuestro entender, de haberse redactado en forma permisiva. 

No ocurre lo mismo con el período subsiguiente. Una vez re- 
sueltos los poseedores á verificar la redención de esas cargas, 
tendrán que sujetarse á las reglas que se han establecido res- 
pecto de toda clase de redenciones, y á lo que especialmente 
determina el artículo que antecede, en órden á las obligaciones 
vencidas. Pero el artículo usa de una frase que signiíica una 
condición: toda vez, dice, que se hallen sin cumplir por culpa de 
los poseedores ; locución importante y sobre la cual nos cumplia 
llamar la atención de nuestros lectores. 


2. El art. 1.^ del Convenio que nos ocupa es, á nuestro jui- 
cio, altamente laudable. Contiene una determinación sumamente 
útil, considerada política 'y moralmcnte. Tiende en el primer 
concepto á realzar el precio y estimación del papel-moneda, 
porque destinada una parte de este papel á la amortización de 
las cargas eclesiásticas, hade recibir un nuevo destino que lo 
hará más apreciado en el mercado, por ser un principio econó- 
mico de verdad inconcusa Cj[uc el precio de una mercancía ó de 
un objeto crece á proporción del mayor número de necesidades 
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que con él se puedan satisfacer. Interesa, por otra parte, al Es- 
tado purg-ar á la propiedad de cargas , porque entonces no sólo 
recibe mayor estimación y aprecio, sino que por este medio se 
hace más expedita la contratación. Los bienes que quedan lim- 
pios de gravámenes tienen mas alto precio, y las familias gozan 
de todos los frutos de su patrimonio sin verse precisadas á ha- 
cer deducciones y descuentos que embarazan extraordinaria- 
mente al poseedor de bienes, el cual, a virtud de la extinción de 
las cargas, puede decir que es completamente diicfio de su pro- 
piedad, no teniendo que partir sus productos con ninguna otra 
persona. 

El beneficio que recibe la propiedad con la extinción de las 
cargas que sobre la misma gravitaban es inmenso^ y no puede 
decirse que sus dueños pierdan, porque reduciéndose su acción á 
reclamar su pago, es indiferente que éste lo hagan los particula- 
res ó el Estado, que debe ofrecerles, como garantía de que estas 


cantidades serán satisfechas, la necesidad en todo Gobierno de 
conservar la estimación en que estriban los valores de la 
Deuda (1). 

Hay además otra ventaja de inmensa trascendencia, que es 
la de mayor moralidad. Con efecto; extinguidas estas cargas es- 
pirituales por los medios que propone la Ley-convenio , con un 
pequeño sacrificio los particulares descargan su conciencia, y 
dejan á todos los que les sucedan exentos de la responsabilidad 
que gravitaba sobre los que debian satisfacer periódicamente es- 
tas cargas. Toda ley que tiene un objeto moral no puede ménos 
de presentarse á los ojos del que medita sobre ella como útil y 
beneficiosa , y esto sucede con la presente , llamada á llevar la 
tranquilidad á los espíritus y á eximir á los particulares de la 
continua ansiedad de pensar en el cumplimiento de cargas que 
gravitaban sobre sus bienes. Exentos éstos de gravámenes anti- 
guos y que no fueron impuestos por los poseedores actuales, 
ofrecerán á sus dueños una mayor facilidad para satisíaccr pim- 
tualmente las obligaciones que se impongan, al paso que el Go- 


to Sin ser nuestro propósito anticipar ciertas reflexiones que tendrán más ade- 
lante Inqar oportuno, de lamentar es que tan k antimas esperanzas en este y otros 
puntos lio se haN'an realizado. 


<r 
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bienio encontrará los bienes puros y descargados para hacer 
efectivas las contribuciones. 

La Iglesia, amante del bienestar de los fieles, se ha prestado 
siempre y en todas partes a estos arreglos, y el Papa Pió IX, de 
feliz recordación, consintió en esta conmutación do cargas, tras- 
ladándolas del patrimonio de los particulares al del Estado, fian- 
do en su lealtad y teniendo presentes las ventajas que le propor- 
cionó la venta de los bienes eclesiásticos. 

H emos desenvuelto, en nuestra opinión, el sentido filosófico 
del presente artículo, y hecho notar las consecuencias que de- 
biera producir en la riquera pública y en la moralidad de los ciu- 
dadanos si se hubieran llegado á cumplir ó se cumpliesen sus 
prescripciones fiel y religiosamente. 


3. No creemos necesario añadir cosa alguna para la comple- 
ta explicación del art. T."", relacionado íntimamente con los que 
ya llevamos expuestos, pero siguiendo el sistema que nos hemos 
trazado, debemos trascribir aquí el 28 de la Instrucción que com- 
pleta el comentario que del 1.*^ del Convenio dejamos hecho. 


«Artículo 28 de ia Instrucción. Los poseedores de bienes de 
bienes de dominio particular exclusivo, que en uso de la facultad 
que les concede el art. 7.*^ del Convenio, quieran redimir las cargas 
ó gravámenes, de carácter puramente eclesiástico, deberán acudir 
al Diocesano con los documenti)s correspondientes, en dicho térmi- 
no de cuatro meses, haciendo igual manifestación á la indicada en 
el artículo anterior, respecto de las cargas atrasadas, cuya reduc- 
ción, según el articulo citado del Convenio, es obligatoria.» 


Descúbrese á primera vista el motivo, el fundamento de esta 
prescripción. 

Lo que en el fondo es voluntario, absolutamente voluntario, 
una vez aceptado pasa á ser en la forma obligatorio. Los posee- 
dores que quieran usar de la facultad que les concede el precita- 
do articulo del Convenio, constituidos por su voluntad en reden- 
tores de esas cargas, se equiparan por el legislador á los reden- 
tores forzosos. En su consecuencia, deberán acudir al Diocesano 
haciéndole las manifestaciones prevenidas para casos análogos, 
inclusa la de determinar, la de fijar la cantidad que se hallen dis- 
puestos á satisfacer para cumplir las obligaciones atrasadas. Ya 
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hemos manifestado nuestro parecer sobre esta tolerancia y des- 
prendimiento de la nueva Ley; la Tg'lesia, empero, ha querido 
ejercer, en beneficio de los poseedores, un derecho indisputable, 
el de estimular por medio de su benignidad estas redenciones. 

Inoportuno nos parece prolongar este comentario Reprodu- 
ciendo observaciones, consignando datos, y espionando doctrina 
suficientemente expuesta en comentarios anteriores. 

La nota ó relación que ha de entregarse al Diocesano, debe 
extenderse en papel del sello 9.^, y contener, la expresión de car- 
gas, su naturaleza, su objeto, la iglesia en que hubieren de cum- 
plirse, y un detalle minucioso de las obligaciones vencidas y no 
satisfechas, con relación de la causa que ha habido para ello, y 
la cantidad, por último, que' los interesados destinen al necesario 
cumplimiento de tan sagrados deberes. 

Estos datos, estas noticias, exigidas en todo caso por un buen 
método y acertado sistema, conspiran* dentro de la presente Ley 
á importantísimos fines, pues dicen relación con los acerbos píos, 
y con la erección que han de decretar los Diocesanos de las nue- 
vas Capellanías. 

Tanto, pues, por consultar al mejor orden en tan vário y com- 
plejo negocio, cuanto por la inversión que ha de darse al producto 
diverso de la reducción y cumplimiento de todas las cargas, ha 
sido indispensable á nuestro juicio formular las sobredichas pres- 
cripciones. 

4. No pasó el art. 7.^ del Convenio como el 5.^ y 6.^ sin que 
sobre él se suscitasen dudas y recayesen resoluciones importan- 
tes, que pasamos á consignar. 

La Comisión nombrada por el Vicario eclesiástico de la dió- 
cesis' de Solsona para ejecutar la Ley-Convenio, dirigió á dicha 
autoridad é hizo pública en el Boíetin oficial eclesiástico del Ar- 
zobispado de Valladolid la consulta siguiente: 

«El Convenio sobre Capellanías colativas y demás fundacio- 
nes piadosas celebrado entre el Gobierno de S. M. y la Santa 
Sede manda categóricamente que se conmuten en inscripciones 
de la Deuda los bienes que constituyen la dotación de las Capella- 
nías colativas familiares actualmente subsistentes, y luego de veri- 
ficada la conmutación, se declaren libres dichos bienes y de perte- 
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ncncia de las familias Ilainadas á su disfrute; pero ni el texto del 
expresado Convenio ni el de la Instrucción para llevarlo á efec- 
to expresan si los que forman ladotacionde los patronatos laica- 
les ó reales de legos, memorias, obras pías y demás lundaciones 
de la misma índole, de patronato familiar, cuyos bienes no han 
sido reclamados hasta el presente en el tribunal civil y i)or cuyo 
motivo, subsisten las fundaciones á que sirven de dotación, es- 
tán sujetos á la par que los de Capellanías colativas de sangre al 
precepto de la conmutación. El espiritu del Convenio parece com- 
prenderlas; mas como su letra no es terminante sobre esa mate- 
ria, y la del capítulo III de la Instrucción se retiere sólo á funda- 
ciones cuyos bienes están adjudicados ya á [)articulares ó pende 
sobre ellos demanda enjuicio, de ahí la fundada duda (|ue tiene 
esta Comisión de si está ó no facultada para [)roceder á la con- 
versión de aquellos bienes, y el natural deseo de obteiK'r una d<‘- 
claracion auténtica sobre este punto. 

El art. 7.^ del Convenio láculta á los particulares para redi- 
mir las cargas eclesiásticas que pesan sobre los bienes de su pro- 
piedad, y seria altamente útil que se aclarara lo que debe enten- 
derse por este género de cargas. Los gravámenes de misas, ani- 
versarios y otras íundaciones eclesiásticas que primariamente y, 
por lo común, de una manera inestimada pesan sobi e dichos bie- 
nes, y que aunque estén estimadas en metálico se hecha de ver 
que lo son de un modo secundario é incidental, clara cosa es que 
dichos gravámenes vienen comprendidos en el artículo ántes re- 
ferido; pero en el Principado de Cataluña la inmensa mayoiáade 
las cargas eclesiásticas no están impuestas sobre la propiedad 
particular de esta manera inestimada, sino como pensiones ó cen- 
sos cuyo importe anual la persona que lo percibe, que por lo co- 
mún es el párroco, lo ha de invertir íntegramente en celebracio- 
nes de misas, aniversarios ú otras fundaciones análogas; y el 
Convenio no es suíicientemente explícito sobre si estos censos ó 
pensiones, conocidamente afectos á cargas eclesiásticas, están 
incluidos ó no en el beneficio de la redención. La Comisión 0 [)ina 
que debiera provocarse sobre este punto la conveniente resolu- 
ción c(ue no duda será afirmativa, atendido el espíiitu del Con- 
venio, y las insinuaciones del párrafo 2/ del art. 19 de la Ins- 
iruccíon. 
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Contribuirla poderosamento á la rápida conmutación de los 
bienes de Capellanías en esta diócesis *el que esta Comisión pu- 
diese aceptar las redenciones de censos que se prestan a aque- 
llas Capellanías cuyos patronos ó familias llamadas á su disfrute 
rehúsan la adjudicación de los bienes con las condiciones marcan 
das en el Convenio. El art. 37 de la Instrucción manda que en 
este caso, prévia disposición del Diocesano, se enagenen en pú- 
blica subasta por el juez de primera instancia del partido, lo cual 
si es oportuno y lógico respecto á los bienes raíces, parece que, 
cuando la dotación de la capellanía consiste total ó parcialmente 
en censos, seria mas expedito otorgar á los censatarios el dere- 
cho de redimirlos ante el Diocesano, apelando solamente á la 
venta judicial cuando aquellos no quisiesen utilizarse de este de- 
recho. 

Tales son las dudas sobre las cuales desea esta Comisión la 
aclaración conveniente y ruega a V. S. que en el caso de encon- 
trarlas fundadas se sirva elevarla en consulta al Gobierno y al 
Exemo. Sr. Nuncio de S. S., á fin de que con arreglo al art. 23 
del propio Convenio, den de común acuerdo la contestación que 
crean justa.:» 

En su virtud, el Vicario de la referida diócesis, dirigiéndose 
al ^Ministerio de Gracia y Justicia, preguntó: 

1. ° ¿Los bienes que forman la dotación de los Patronatos lai- 
cales, ó reales de legos, y demás fundaciones de la misma índo- 
le, que no han sido reclamados hasta el presente ante los Tribu- 
nales civiles, están sujetos al precepto de la conmutación, y cuá- 
les sean las cargas á c[uc se refiere el art. 7.*^ del Convenio? 

2. *" ¿Las pensiones ó censos, cuyo importe anual lo percibe 
generalmente el párroco, han de invertirse en la celebración de 
misas, aniversarios y funciones análogas? 

3. '^ ¿En todo caso, las pensiones ó censos expresados están así 
mismo incluidos en el beneficio de la redención? 

A cuyas consultas se contestó por la siguienle soberana reso- 
lución: 


«Enterada la Eeina (Q. D. G- .) de las consultas elevadas por 
V. S. al Ministerio de Gracia y Justicia respecto á la inteligencia 
de algunos puntos del Convenio de 24 de Junio de 1S67 sobre Ca- 


pellanías, con intelig-encia del M. Iv. Cardenal- Pronuncio de Su 
Santidad, se lia servido resolver lo siguiente: 

1 . <* Que los bienes que constituyen la dotación de los Patronatos 
laicales ó reab's de los legos con destino á obras ])ias y á íuiiciones 
piadosas familiares, no están sujetos á la conmutación. 

2. ® Que los censos ó pensiones conocidamente afectos á carg.vs 
eclesiásticas, como celebración de misas, de aniversarios y de ou as 
funciones religiosas, están sujetos á la redención. 

3. ^’ Que no hay dificultad en conceder á los censatarios el dere- 
cho de redimir los censos que están destinados al pago de cargas 
eclesiásticas, y en el caso de que ellos no quieran usar de este dere- 
cho, podrá aeudirse al medio de la venta judicial. De Eeal Orden 
lo digo á V. 8. para su conocimiento y efectos oportunos. En 18 de 
Abril de 1S6S.’> 


Otra nueva consulta se hizo acerca dcl art. 7.'^ del Convenio, 
cuyo pormenor es el siguiente: 

¿Si en la resolución 1.^ de la Real orden de 18 de Abril 
de 1868, seentendian comprendidos los Patronatos ó Capicllanías 
indicadas, cuyos bienes sirven para levantar cargas eclesiás- 
ticas? 

2. ^ ¿Si en caso de estar comprendidas, y no estar sujetos á 
la conmutación, procederá la redención de cargas eclesiás- 
ticas? 

3. ^ ¿Si el auto de redención de cargas, bastará en su caso, pa- 
ra pasar los bienes, fi poder de los Patronatos, redimentes, ó se- 
rá necesario ante de adjudicación de bienes? Y en su caso, ¿si 
para proceder á dicha redención, ó á la venta judicial, deberá 
esperarse la vacante de la Capellanía, como so dispone en el ar- 
tículo 31 de la Instrucción, respeto de la unión de Capellanías 
que resulteu incongruas? ¿O se podría acudir al medio de laven- 
lajudicial respecto de las fundaciones ■ tituladas, Albaeeargos, 
Memorias, etc.? 

Cuyas dudas se resolvieron por la disposición siguiente: 


«La Reina (Q. D. Q-.), en vista de la comimicaeion de fecha del 
29 de Mayo, y en virtud del acuerdo tomado con el M. E. Nuncio 
de Su Santidad se ha servido disponer que se conteste alas pregun- 
tas propuestas: 

A la 1.^— Que los Patronatos y Capellanías con carga de Misas 
11 otros servicios religiosos, aprobadas é inspeccionadas por los Pre- 


lados, no son patronato» laicales ó reales de legos, con destino á 
obras ]>ias y á. fundaciones piadosas, (Jue son los iinicos cuyos bie- 
nes se declaran esceptuados de la conmutación en el número 1.® de 
la Eeal Orden de IS de Abril. 

A 1a2."-(¿ue procede la redención de cargas eclesiásticas 
en las fundaciones expresadas al principio de la contestación 
anterior. 

A la es indispensable el auto de adjudicación de bie- 

nes en el caso indicado en la consulta. 

Al primer extremo de la 3.^ que puede hacerse desde luego la 
conmutación de las rentas de las Capellanías subsistentes, si los pa- 
rientes diOos fundadores lo pidieren, aun en los casos de estar po- 
seídas ])or Capellanes ó de estar pedida su provisión, entregándose 
entónecs á aquellos el equivalente de las rentas en los títulos que 
se den en conmutación. Y al 2.'^ — Que no procede la venta en el ca- 
so á que la i)rcgunta so rcílere. De Eeal Orden, lo digo á V. I. para 
su conocimiento y efectos consiguientes. — San Ildefonso 22 de 
Julio de 18GS.» 

La inuUiliid de solicitudes presentadas en las delegaciones 
pidiendo h\ redención ív/ísos que eonsííluian la dotación de al- 
gunas Capellauias, fundándose para ello cu la facultad á que se 
reílerc el art. 7.® del Convenio y en la amplitud con que el 5.^ de 
de la Instrucción detinc las cargas de carácter puramente ecle- 
siástico, motivaron algunas dudas y dieron margen á la siguicii- 
le consulta: 

¿Si podría hacerse la reducción de censos que constituyen la 
dolacion de las Capellanías, fundándose para ello, en ia facultad 
que concede dicho art. 7.^?» Y fue resuelta en la forma si- 
guiente: 


uLa hciiin (q. D. g.) cu vista de la coinimícaeiou de Y. S,de 23 
de dunit>, y en viriiid del acuerdo tomado con el M. E. lYuncio de 
Su Santidcid, se ha servido resolver qiu' se diga ;í A . S, cpie puede 
luua'rse desde luego la eoumutaeiou de las rentas délas Capellanías 
subsisít'uít's. si h)s parientes de los fundadores la pidieren, aún eu 
los (*asos de estar ]>oseidas por Capellanes ó do estar pedida su pro- 
visión, (Mií regáudoso entóneos á aquellos el eqiii\ alente de las ren- 
itis tm los utulos (|uo so den eu í‘ouiuut aeioii; y que respecto á los 
d('mas particulares so observo lo dotermiii ado ou Eeal orden de IS 
<le Abril dirigida al N'icario Capitular de Seisena, cuya copia es ad- 
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iunta. DeEeal orden lo digo á Y. S. para su conocimiento y efec- 
tos consiguientes. San Ildefonso 22 de Julio de 1868.» 


Oiiedaron, pues, por las resoluciones concordadas que aca- 
bamos de insertar resueltos los puntos dudosos del art. 7.^ del 
Convenio y sus afines de la Instrucción, justificándose de nuevo 
nuestra previsión al comentar dicho articulo en las ediciones an- 
teriores de este libro y los temores que abrigábamos respecto de 
las dudas que habría de suscitar en la práctica su recta inter- 
pretación. 

No cabe hoy vacilación alguna en este y otros puntos de la 
Ley-convenio. Es evidente que, al restablecerse en todas sus 
partes, se han restablecido asimismo sus aclaraciones, por más 
quezal acordar la suspensión se hiciera de ellas expresión alguna 
ni hoy se haya hecho tampoco dicha declaración. 



Texto oficial del aft. 8.® del Convenio. — Comentario: idea g'eneral del art. — Tipos 
para la redacción y conmutación de las cargas.— Art. 63 de la Instrucción: acla- 
racioriGs: id. 47 de la misma: aclaraciones. 


Art. del Convenio. 

«La redención de cargas, la conmutación de ren- 
tas, y el pago del importe de las obligaciones venci- 
das y no cumplidas todavía, en los diversos casos que 
se expresan en los artículos precedentes, se verifica- 
rá, entregando al respectivo Diocesano títulos de la 
Deuda consolidada del 3 p>or 100, por todo su valor 
nominal, que se convertirán en inscripciones intras- 
feribles de la misma Deuda. >» 


COMENTARIO. 


1. El prcscnic arliciilo es consecuencia y complemento na- 
tural de los anteriores, y por esta causa y hasta cierto punto me 
r am e n l e i'cgl a m en la vi o . 

Acordada Ja redención^ comnuíacion y ctimpli miento d(^ \ 2 iS 
cargas eclesiásticas impuestas sobre bienes de las diferentes fun- 
daciones de que se hace mérito en la Ley; habiéndose ido más 
lejos, com(>rendiendo en ella los bienes de dominio particular 
exclusivos gravados con cargas de la propia índole, y dicho á los 
primei'os : — redimir y os lo preceptúOy yá los segundos : — os auto- 
rizo para redimir y era natural que se tratase del modo de reali- 
zar esa redención, conmutación de rentas y pago de las venci- 
das y no satisfechas, y tal es el objeto dd presente artículo. 

¿Como han de verificarse Jas operaciones indicadas? ¿En me- 
tálico efectivo, ó en títulos? ¿Ha de entregarse el capilal de una 
sola vez, ó en plazos? Caso de ser la redención, conmutación ó 
pago d(i títulos, ¿se admitirán éstos por su real y positivo valor, 
o por su valor nominal? Hé aquí las preguntas c{ue cada uno de 
los intei*esados podrá dirigirse á sí propio, como consecuencia 
de las disposiciones que preceden, y que el legislador se apresu- 
ra con exquisita previsión á satisfacer en el artículo que comen- 
tamos. 

La redención, conmutación y pago debe hacerse, según el 
presente artículo, en títulos de la Deuda consolidada del 3 por 
100, y no como quiera, sino por todo su valor nominal; notable 
rebaja, que va unida á otra merced, ó sea la concesión de los 
cuatro plazos para la completa redención de los capitales. Más 
aún; éste se exigirá íntegro, porque si bien el legislador fia mu- 
cho del desinterés de los Diocesanos, ha procurado, revistiendo 
casi la forma de un verdadero precepto, intimarles que al fijar 
el producto de las Capellanías declaradas subsistentesy únicas de 
que se trata, deduzcan una porcioíi para las familias interesadas; 
y que respecto de la apreciación de cargas que los mismos hagan, 
deban ejecutarlo también con benignidad y prudencia, conce- 
diendo á los interesados, en todo caso, el recurso de alzada; y 
por último, acerca de las obligaciones vencidas ó atrasadas, se 
les recomienda que después de oírlos, determinen equitativay al- 
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%ada y pnulencialmente la canlidad que por ese concepto deba 

Hé aquí lo que el legislador ha dicho a todos los poscedor'cs 
de fincas afectas á cargas y obligaciones eclesiásticas; lié a(pií 
cómo deberán entenderse las diferentes disposiciones que oi'a 
en el Convenio ó en la Instrucción se refieren al punto que nos 

ocupa. 


2. Importa mucho que al comentar el art. 8.® del Convenio 
nos fijemos en un punto que no hemos tratado antes, y acerca del ' 
cual se nos propusieron en su dia varias dificultades por personas 
interesadas en la recta aplicación de la Ley. Nos referimos al 
tipo que los Diocesanos deberán fijar para la redención y con- 
mutación de las cargas, entendiendo nosotros que fijar el tipo no 
es otra cosa que buscar la relación entre el rédito del capital y el 
importe total de las cargas, rentas ú obligaciones vencidas y no sa- 
tisfechas. Un ejemplo: Importan las cargas, rentas ú obligacio- 
nes 15 rs., ¿qué capital será necesario para el producto de es- 
tos 15 rs? Tal nos parece ser en resúmen el problema de la re- 
dención y conmutación. 

Materia es esta que merece estudiarse bajo las diferentes fa- 
ses que nos la han presentado, procurando por nuestra parte 

hallar la solución práctica de un punto que en último término 
está confiado á la sabiduría y discreccion dcl Episcopado, y que 
las circunstancias han venido á complicar con posterioridad á la 
publicación de las primeras ediciones de esta obra. 

Es evidente que la redención de cargas hay que partir de un 
supuesto, del tipo de su valoración, que según unos no debe ser 
arbitrario, que según otros conviene que lo sea. 


No hablemos de los casos en que se exprese en la fundación 
de un modo claro y preciso el capital y sus réditos; no nos fije- 
mos tampoco erfi el supuesto de que los bienes o dotación de una 
Capellanía consista en una inscripción ó título de la Deuda públi- 
ca, por ser aquellas cuyos bienes se hallan vendidos por el Es- 
tado con más ó ménos razón y fundamento; se trata de los casos 
en que el fundador ha guardado silencio sobre el capital y los 
réditos. En este supuesto se pregunta: ¿Deberán invocarse nara 
fijar el tipo de la valoración las leyes 8.» y 9* tít I Pb ' io 
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de la Nov, Recop., ó atemperarse los Diocesanos álas reglas os- 
lablecidas para la redención de los censos en las leyes de 1.®de 
Mayo de 1855 y 11 de Marzo de 1859? 

Decía la primera de dichas Leyes: (1) 

«Siendo repetidas las instancias de diferentes ciudades, villas j 
lagares destos nuestros Rejnos sobre la baxa y minoración de los 
réditos y los censos, nos han obligado á procurarlos el alivio posi- 
ble, en tiempo que la>s comunes necesidades precisan á pedir nue- 
vos subsidios: y respecto de que la calamidad de los tiempos ha mi- 
norado el valor de las Haciendas redituales ordenamos y man- 

damos, que de aquí en adelante no se íjueda imponer ni constituir 
censo ai quitar á monos i^recio que de treinta y tres mil y un tercio el 
millar-, y que los contratos de censos que en otra manera se hicie- 
ren, sean en sí ningunos y de ningún valor ni efecto; y que no se 
|)ueda en virtud de ellos pedir ni cobrar en juicio, ni fuera de él 
más de á la dicha razón y respecto: y mandamos, que ningún escri- 
bano de estos nuestros Reynos pueda dar fé, ni haga escritura ni 
contrato á menos, pena de privación de oficio, y que los censos has- 
ta entonces fundados á menos precio de los dichos treinta y tres y 
un tercio el millar^ queden desde luego reducidos á él; y los réditos 
que en adelante corriesen, se reduzcan y baxen [k la dicha razón 
de treinta y tres mil y un tercio el millar, que se han de entender 
y practicar á tbes pob ciemo, y que á este respecto y no más se 
cuenten y paguen en adelante: lo qual se guarde sin embargo de lo 
dispuesto por las Leyes referidas (Aut. 5, tít. XV, lib. 5, E.)» 

Decía la segunda de las Leyes citadas: (2) 

uHabiendo sido distintos los réditos de los censos que se han 
permitido y proscripto por mis antecesores en estos di eynos, alte- 
rándolos según lo iba pidiendo la conveniencia común de los vasa- 
llos, de modo que en tiempos no muy remotos, se pagaba un creci- 
do interés, después se fué moderando conforme á la variación de las 
cosas, como ha sucedido á poca diferencia en todo^ los países de 
Europa, y aun del mundo, en donde hay censos, y últimamente el 
Eey, mi Señor y padre (3), mandó que se reduxese en los Eeynos 

(1) VIII, lib. X, tít. XV de la Nov. Eecop. Es la Pragmática de D. Felipe V, de 
12 de Febrero de 1705. 

(2) IX, lib. X, tít. XV de la Nov. Recop. Es la Pragmática de D. Fernando VI, 
da 9 de Julio de 1750. 

(3) Ley anterior. 
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de Castilla j León á tres por ciento el rédito de los censos que era 
de cinco; con los efectos ventajosos al público que acredita su 
observancia, quedando en la Corona de Aragón el mismo rédito 
del cinco, porque el estado en que entonces se hallaba no permi- 
tid igual moderación: y si bien abolidos sus fueros en el año de 
1707, se dudó si había de extenderse á ella la citada Pragmática, 
como se creía por muchos Ministros celosos conveniente á aquellos 
pueblos, no llegó el caso de tomarse en este punto resolución deci- 
siva, hasta asegurarse si las circunstancias de su comercio, y la ca- 
lidad y situación de sus censos persuadían útil semejante reduc- 
ción Conformándome con el dictámen de mi Consejo y Minis- 

tros referidos, por los fundamentos con que lo han apoyado, por de- 
creto señalado de mi Real mano, de seis de este mes, he sido servi- 
do resolver, como por esta mi Carta resuelvo y mando, que en todo 
el distrito y provincias de mi Corona de Aragón se observe la refe- 
rida Pragmática- Sanción de 12 de Febrero de 1705, sobre la mino- 
ración de réditos de los censos redimibles y al quitar, como en ella 
se previene. T para su mayor inteligencia y cumplimiento, declaro, 
que la reducción de cinco á tres por ciento se ha de entender en to- 
dos los censos consignativos, reales, personales ó mixtos, que estu- 
viesen creados ó se fundasen en adelante, sin embargo de cuales- 
quier firmezas, cláusulas y pactos que tengan sus escrituras, aun- 
que sea el reservativo de dominio que se practica en algunos terri- 
torios: que donde estuviere recibida la costumbre de poder ajustar 
el rédito de granos ó frutos, se regule la paga de estos por reduc 
cion de la Peal Pragmática sin exceso alguno: que desde el dia de 
su publicación en las cabezas de partido, queden reducidas al tres 
POR ciEi^TO todas las concordias, en que las comunidades, pue- 
blos, universidades y particulares, haym ajustado el rédito á más 
que á tres, aunque sea á menos de cinco; pero si hubiese algunos 
con mayor moderación que al rédito de tres, subsistan en su fuerza 
y vigor, pagándose solo al respecto de lo convenido: que no se en- 
tienda prohibido por este nuevo establecimiento el crear ó consti- 
tuir cualquiera censo redimible con menor pensión que tres por 
ciento, pues aunque de esta cantidad misma ha de poder exceder el 
rédito, bien puede baxar en el principio de la imposición, ó poste- 
riormente por concordia.» 

Tal es lo dispuesto en las anteriores soberanas disposiciones^ 
cuyos texto hemos creído oportuno trascribir en su mayor parte 
para ilustración del punto objeto de nuestro examen. 

Vinieron después otras Leyes, y entre ellas las de 1.® de 
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Mayo de 1855 (1) y la dcl 11 de Marzo de 1859 (2), y algunas 
otras cuya aplicación podría Invocarse con más ó menos oportu- 
nidad, y de aquí las dudas y vacilaciones que como abogados se 

nos propusieron. 

En el supuesto de decidirse por fijar tipo, por no dejar á la de- 
cisión y benignidad apostólica este punto que seria lo acomodado 
á la letra y espíritu dcl Convenio, nuestra decisión no es dudo- 
sa; los Diocesanos deben atenerse en la generalidad de los ca- 
sos, á las leyes Recopiladas con preferencia á cualquiera otras. 

Las leyes civiles que hemos citado, tendieron manifiestamen- 
te a facilitar la desamortización, y de aquí que halagaran el in- 
fieres de los redimentcs. No se partió en ellas de un principio, se 


(1 ) En la que se dispuso: 

«Art. 7.*^ Para redimir los censos declarados en venta por la presente Ley, se con- 
cede á los censatarios el plazo de seis meses, á contar desde su publicación, bajólas 
bases sií^uientes: 

1. * Los censos cuyos réditos no excedan de 60 rs. ánuos se redimirán al contado, 
capitalizándolos al 10 por ICO. 

2. * Los censos cuyos réditos excedan de 60 rs. ánuos se redimirán ai contado, 
capitalizándolos al 8 por 100, y en el término de nueve años, y diez plazos iguales, 
capitalizados al 5. 

3. » Los censos cuyos réditos se pagan en especie, se regularán por el precio medio 
que baja! tenido la misma especie en el mercado durante el último decenio. 

4. » Los censos, foros, tréiidos, prestaciones y tributos de cualquier género, cuyo 
canon ó interés exceda del 5 por 100, se redimirán en la forma prescrita al tipo re- 
conocido en la imposición ó fundación, y si no estuviese reconocido, al consignado 
cu las bases I.® y 2.® 

Art. 8.^' Concluido el término señalado para la redención, se procederá á la venta 
de los censos en pública subasta bajo los mismos tipos y condiciones establecidas en 
el artículo anterior.» 

(2) Que dice: «Artículo 1.^ La redención, ó en sn defecto la venta de los censos 
enfitéutícos, coiisíguativos y reservativos, los de la población, los feudos, foros, los 
conocidos con el nombre de carta de gracia, y todo capital, cánon, renta ó presta- 
ción de naturaleza análoga pertenecientes al Estado, al secuestro de D. Carlos, á be- 
neficencia, á instrucción pública, á las provincias, á los propios de los pueblos, y á 
manos muertas do carácter civil, cuyos bienes fueron declarados en venta ó reden- 
ción por las Leyes de 1.^" de Mayo de 1855 y 27 de Febrero de 1856, se hará en lo su- 
cesivo sobre las bases siguientes: 

1 . ‘ Los censos ciyvos réditos no excedan de 60 i*s. ánuos, se redimirán al contado 


capitalizándolos al 8 por 100. 

2.'' Los censos cuyos réditos no excedan de 60 rs,, se redimirán al contado capi- 
talizándolos al 6 y medio por y cu término de nueve años, y diez plazos iguales, 
capitalizándolos al 4 y 80 céiit. por ICX). 

8.® Los censos cuyos réditos se paguen en especie, so regularán por el precio me- 
dio que haya tenido la misma especie durante el último decenio en el mercado de 1^^ 
cabeza de partido judicial, en cuyo territorio el censatario esté obligado al page; y 
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consultó tan sólo la premura de las cireunsianeias, la facilidad y 
prontitud de su ejecución; revelan el deseo de multiplicar las re-- 
dencioncs, y ante ese íin princi[u\l que se ()ropiisiera el Ici^isla- 
dor, era muy de temer que no saliese bien librada por lo común 
la justicia. Por de pronto, es innegable que el tipo marcado en 
esas leyes, no guardaba la debida proporción con el que regula- 
rizó las imposiciones, y esto bastará para evitar el escollo que. 
era deber nuestro ofrecer á la consideración de los llamados á 
cumplir la Ley. 

Si Pontífices tan esclarecidos como San Pío Y, creveron nc- 
cosario expedir sobre materias censuales molus juzgando 

ciertas disposiciones de derecho civil canal cntendidas^> c cancón- 
venientemente aplicadas» á determinada especie de censos, por- 


cuaudo los c^nisos consistan en nn tanto de la producción, sí para rcancírlos á tipo 
íijo no fuese posible iiuia;íar los productos del decenio, servirán los del qninquenio,. 
y en defecto los del último bienio. 

4.* Los censos cuyo cáiion ó interés anual exceda de 00 rs., y el tipo reconocido 
en la imposición excediese del 0 y medio por 100, se redimirán segaui el mismo tipo 
de la imposición si el pag^o lo biciesen al contado, y al 5 por 100 si lo verificasen en.^ 
ti término de nueve años y diez plazos iguales. 

Art. 2.0 Se concede á los censatarios de la Península é islas Baleares el plazo de 
ocho meses, y diez á los de Canarias, piu*a la redención de los censos y demás prea- 
t ación es ó gravámenes contenidos en esta Ley. 


Travciirridos dichos plazos se procederá á la venta en pública subasta bajo los 


tipos establecidos en el artículo anterior. 

Art Los censos impuestos á favor del Estado y de las corporaciones civiles, é 
Ignorados ántes de que los respectivos censatarios hubieren hecho declaración á be- 
;.:eficio de las con liciones que parasn redención fijaban las Leyes de Ir de Mayo de 
1855 y 27 de Febrero de 1856, se redimirán con arreglo á los tipos y reglas estableci- 
das en aquellas leyes, si los censatarios hubiesen hecho denuncias ántes de la 
i)romulgacion de la presente Ley. 

Los censos que se eneuentreu en igual caso y fueren denunciados por los censa* 
tarios en lo sucesivo, se redimirán según los tipos de esta Ley y demás prescripcio- 
nes de la de 27 de Febrero de 1850. 

Art. 4.^ Los que con anterioridad al Peal decreto de suspensión de ventas de 14 
de Octubre de 1856 hubiesen pedido, al tenor de lo prescrito en el art. 221 de la Ins- 
trucción de 31 de Maj’O de 1855, la redención de cualquiera de los censos ó cargos 
expresados en el art. 1.® de esta Ley, y cuyas solicitudes consten en las relaciones 
nominales reunidas en el Ministerio de Hacienda, podrán redimir con arreglo á los 
tipos y reglas expresadas en las Leyes de de Mayo de 1855 y 27 de Febrero de 
1856. Los que no se encuentren en este caso quedarán sujetos á las disposiciones de 
ia presente Ley. 

Arfc. 5.® Quedan vigentes, en cuanto no se opongan á la presente Ley, las dispo- 
siciones contenidas en las de 1.® de Mayo de 1852, 27 de Febrero y 11 de Julio de 
1856, para la redención ó venta de los capitales y demás derechos anejos á los censor 
y prestaciones ó tributos de cualquiera especie expresados en el arfc. 1.®» 


que rclalivanicntc á los mismos eran injustas, ¿habrán hoy de 
adoptar los Diocesanos para redención, conmutación de rentas y 
pago de obligaciones vencidas y no cumplidas, leyes que adole- 
cen del mismo defecto? No parece que debe darse tal contra- 
sentido. 

El tipo de costumbre, el hoy generalmente establecido, es el 
6 por 100; de aquí á partir hasta el 3 por 100, hay una escala 
prudencial; nosotros preferiríamos que este punto no fuese obje- 
to de controversias; creemos más, que no puede ni debe serlo, 
atendido el espíritu del Convenio, que asume facultades omnímo- 
das en los Obispos, sobre cuantas cuestiones ofrezcan en tal sen- 
tido alguna dificultad. 


3. El art. 8.® del Convenio termina disponiendo que los títu- 
los se conviertan en inscripciones intransferibles de la misma 
Deuda, á cuyo propósito nos dice la Instrucción: 


Artículo 63 de la Instrucción. «Keunidos los títulos de la 
Deuda pública, y antes de darse por terminada la i'uudación de lu 
Capellanía, dispondrá el Diocesano la remisión de los mismos, cort 
las formalidades debidas para evitar toda contingencia á la Dir 




cion de la Deuda, si en ella no estuviesen ya depositados; expresan- 
do en todo caso, con los correspondientes detalles, la Capellanú-., 
tanto de patronato familiar, como de libre fundación, á cuyo nom« 
bre hayan de formalizarse las inscripciones intransferibles. 

La Dirección de la Deuda, remitirá dichas inscripciones al Mi- 
nisterio de Grracia y Justicia, el cual las pasará al Diocesano, y este 
acordará el depósito y custodia de ellas en el punto que crea más 


í¿ Jtparo.'ií 


Es decir; que los títulos del 3 por 100 entregados al Diocesa- 
no, y convertidos más tarde en inscripciones intransferibles, ser- 
virán para constituir nuevas Capellanías^ y para dar distinta for- 
ma á las declaradas subsistentes. Por esta razón, el Diocesano 
cuidará de remitirlos á la Dirección de la Deuda, antes de que dé 
por terminada la fundación de la Capellanía. 

Y claro es que debe ser así, puesto qíie, sin la conveniente 
cantidad de bienes productivos, ó sin la renta prefijada que los 
xcprcscntc, no se concibe Beneficio alguno. Sin inscripciones, 
pues no es posible dar por terminada la fundación de las Capella- 
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nías ni realizados los altos fmes de la presente Ley: y hé aquí un 
escollo que es preciso apresurarse á vencerá todo trance si se ha 
de cumplir lo estipulado y convenido entre ambas Potestades. 

No siendo en las oficinas del Diocesano donde han de conver- 
tirse los títulos en las inscripciones mencionadas, preciso será, • 
que los Diocesanos procuren remitirlos con ese objeto á la Di- 
rección de la Deuda pública. Y añade el legislador, si es que ya 
en ella no estuviesen depositados; frase que indica la posibilidad 
de que esos títulos se hallen préviamente depositados en la Di- 
rección, pero como esta idea no puede conciliarse con el precep- 
to terminante del art. 8.® del Convenio, el cual previene que los 
referidos títulos del 3 por 100 sean entregados al Diocesano res- 
pectivo, de' aquí la necesidad de interpretar las antedichas pala- 
bras del artículo 63, al tenor de lo que se explica y dispone en el 
artículo 47 de la Instrucción. 

Artículo 47 de la Instrucción. «Además de los fondos, que 
pertenecen áeste acervo pió corrmn^ según el art. 18 del Convenio, 
los Dii)cesanos agregarán áél la parte, todavía disponible de los tí- 
tulos de toda clase de Deuda del Estado, que en representación de 
corporaciones, que han dejado de existir, les han sido, ó fueren en- 
tregados por la Dirección de la Deuda pública para levantar las car- 
gas, meramente eclesiásticas, á que estaban afectos los bienes de 
que dichos títulos procedian.» 

Los títulos, pues, cuyo anterior depósito se reconoce como 
posible en el artículo 63, no pueden ser otros que aquellos de que 
habla, con motivo de la formación del acervo pío para fundar Ca- 
pellanías de libre presentación, el art. 47 de la Instrucción y asi- 
mismo ios relativos á las cargas procedentes de Capellanías ven- 
didas por la nación, y los que en representación de Corporacio- 
nes que han dejado de existir han de ser entregados á los Dio- 
cesanos. Respecto á estos, es hasta conveniente que continúen 
depositados en la Dirección de la Deuda; puesto que al cabo se 
ahorrará con esta medida el trabajo por lo ménos de la re- 
* misión. 

Empero trátese* ó no de títulos que se encuentren depositados 
de antemano, los Diocesanos expresarán á la Dirección, con los 
correspondientes detalles, la Capellanía tanto de patronato fami- 
liar, como de Ubre presentación, á cuyo nombre hayan de forma- 
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lizarso las inscripciones intransferibles. Cuya prescripción es na- 
tural, puesto que solamente los Prelados Diocesanos son los que 
tienen autoridad bastante y leg'ílima para fundar Capellanías, y 
á ellos solo corresponde ese derecho, reconocido repetidas veces 
en la presente Ley. 

El artículo termina disponiendo que la Dirección de la Deuda 
remita las inscripciones al Ministerio de Gracia y Justicia, que 
es á quien corresponde entenderse con los Diocesanos, que este 
cuide de pasarlos á los Prelados, que á su vez acordarán su de- 
pósito y custodia en el sitio y forma conveniente, y cuanto atañe 
á su inversión. 

Hasta tal punto ha llevado el legislador la minuciosidad de 
sus preceptos, hasta tal punto se han querido evitar dudas y de 
antemano zanjar dificultades. Estas han venido empero, han ve- 
nido después por efecto de las circunstancias. 

No han lleg-ado, al menos que sepamos, á cumplimentarse to- 
dos estos detalles precisos de la Ley-convenio, y natural es que 
se remuevan ahora que se ha puesto en vig'or, los obstáculqs que 
se opusieron á ello en la época anterior á la suspensión. 

Ya que otra ventaja no tuviera este libro, habria de ser pro- 
vechosa su aparición en estos momentos, siquiera con ella des- 
pertáramos el interés de los poderes públicos hacia estos asun- 
tos, por reg-la g-eneral poco atendidos y tratándose de los cuales 
no pocos contribuyen inconscientemente á su paralización, pon- 
derando sus dificultades y su complicación. 



Texto oñeial del arfc. 9.'^ del CoiiTenio. — Comentario', idea general del artículo. — Au* 
toridad de la cosa juzgada. — Conjunto de obligaciones vencidas. 


Alt. 9/ (Icl Convenio. 

«líí importe de las cargas corrientes se apreciará 
por los Diocesanos en la forma legal correspondiente, 
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y conforme á lo que se diopondrá en la instrucción y 
siempre que no esté determinado en la sentencia eje- 
cutoria de adjudicacio7iy dictada anteriormente y que 
' deberá cumplirse. 

» Respecto de las obligaciones vencidas y no cum- 
plidas y los mismos Diocesanos , después de oir benig- 
namente á los interesados, determinarán equitativay 
alzada y prudente^nente la cantidad, que por dicho 
concepto deba satisfacerse . » 

COMENTARIO. 

1 . Previsoras las partes concordantes hasta un punto dig*uo del 
mayor elog-io, anhelando que en la ejecución de lo pactado no se 
introduzca lá confusión, ni quede abierta una sola puerta al frau- 
de ó desviación de los principios en que descansa la Ley, quie- 
ren al parecer en el presente artículo que no se confunda la ri- 
tiendo?! Y (conmutación de que habla el art. 8.® del Convenio con 
la apreciación de las cargas corrientes, y el tanto que por las 
obligaciones vencidas y no cumplidas deban satisfacer los inte- 
resados. 

Al efecto se establece en la primera parte de este artículo que 
la apreciación de las cargas corrientes, es decir, las que se deven- 
gano deben pagarse en la actualidad, se haga por el Diocesano, 
préviaslas formalidades oportunas, ó lo que es lo mismo, cercio- 
rándose ántes, dando audiencia a los interesados, consultando 
los antecedentes de la fundación, etc.; todo en la forma guberna- 
tiva, y con arreglo á lo dispuesto en el art. 15 y siguientes, has- 
ta el 20 inclusive de la Instrucción. (1) 

Y en la segunda, que respecto de las obligaciones cumplidas 
y no satisfechas se aprecien asimismo por el Prelado equitativa, 
alzada y prudentemente y sin ulterior recurso en el particular. 

No hay en este punto innovación alguna en el derecho cons- 
tante de la Iglesia, sancionado y respetado por el poder civiL 


(3) Véase el texto y comentario de los mismos en el lugar correspondiente. 
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Eú lo piadoso la apreciación de Jas cargas ha correspondido siem- 
pi’c al Diocesano, cuando cii la íundacion no se especifican ó va~ 
loran estas, porque solo el Obispo puede hacer esa valoración 
cuando nada se dice en la fundación, ó cuando por virtud de la 
variación de los tiempos se hace imposible el cumplimiento ex~ 
iricto de lo estipulado por el fundador. 

El principio capital de la redención de las cargas eclesiásticas 
á que obedece la Ley, se completa por el presente artículo. 

Las cargas corrientes abrazan, tratándose de las Capellanías 
subsistentes, y téngase en cuenta que solo á ellas pueden referirse 
los artículos que comentamos, la totalidad de la fundación, y co- 
mo para redimir dichas cargas es preciso saber lo que ha de ser 
objeto de la r -dencion, de aquí la necesidad de apreciar el capi- 
tal que representan, valorarlas y regularlas. 

Un ejemplo. Se dice en la fundación tantas misas, ^un fune- 
ral, etc., en un sentido genérico, no expreso y terminante.— Va- 
lorar las misas, funeral ó aniversario, etc., eso es apreciarlas en 
el sentido del artículo. 

Y ¿á quién corresponderá de derecho practicar esa opera- 
ción? Esta pregunta se contesta con esta otra. ¿Quién hade per- 
cibir el importe del capital que se redima? Hé aquí el fundamen- 
to de lo prescrito en el presente articulo. Cargas eclesiásticas 
son, sin duda alguna, las que el legislador somete necesariamen- 
te á la redención que tiene establecida; la justicia exige que el 
capital redimido se devuelva á la persona en cuyo favor se hu- 
biese consignado, á la persona que perbibia la utilidad de esas 
cargas; la Iglesia se halla representada por sus Prelados legíti- 
mos, luego de derecho pertenece á éstos la apreciación de que 
se trata. 

¿Quién otro que el Diocesano podria hacerla? ¿A quién es da- 
j¿o decir: tantas misas rezadas deben graduarse en tanto; estos ó 
los otros sufragios constituyen tal ó cual valoración? — Nada hay 
aquí violento, nada que se oponga á las regalías y fueros legíti- 
mos del poder ó brazo secular: El artículo no innova nada; san- 
ciona el derecho constante. 

Los Diocesanos procederán en este punto con ámplias atribu- 
ciones; porque ¿si tienen lo más, cómo habia de privárseles de lo 
jiiénos? Si los Diocesanos asumen así facultades de alta importan- 
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€ia con arreglo al Convenio y respecto de las Capellanías subsis- 
tentes ó de nueva creación, ¿no fuera un contrasentido ponerles 
trabas y obstáculos para el ejercicio de un derecho que les es 
propio é inherente a su carácter y alta investidura episcopal? 

Por esta Ley, todos los asuntos referentes á las Capellanías no 
desvinculadas, son de la única competencia del Obispo y Tribu- 
nales eclesiásticos. Para nada ni por nada ha de salir de su ju- 
risdicción lo que por su carácter espiritual les es propio, y esto 
conviene tenerlo presente. 

Los Obispos han sido y son hoy con doble motivo, los llama- 
dos á apreciar las cargas coiTientes, es decir, a designar el total, 
el lleno del valor de la fundación, en la forma correspon- 
diente, ósea, prévia la formación del expediente instructivo, con 
audiencia de los interesados' ó sin ella y de oficio, si éstos no con- 
curriesen al expediente, dándose de la apreciación que se hicie- 
re el recurso de apelación siempre ante el Tribunal eclesiástico; 
cuidando de no confundir la apreciación con la redención, de que 
hemos hablado, ni con la reducción, de que nos ocuparemos ai 
comentar el art. 21 del Convenio. 

2. Habia un escollo que salvar, un inconveniente que el le- 
gislador no ha olvidado en el cumplimiento exacto y preciso del 
artículo que comentamos; era este el respeto debido á la autori- 
dad de la cosa juzgada, y de aquí la excepción en cuanto á la 
apreciación, que no tendrá lugar en el caso de que el importe de 
las cargas corrientes cesté determinado en la sentencia ejecuto- 
ria de adjudicación, la cual deberá cumplirse.» 

La facultad, pues, propia de los Diocesanos, ó más bien el de- 
recho que se les reconoce para la apreciación del imporle délas 
cargas corrientes, no puede ponerse en ejercicio cuando haya 
una sentencia ejecutoria que comprenda el indicado extremo. El 
artículo está en completa conformidad con las prescripciones dé 
la justicia y con el dictámen de la sana razón, previniendo ter- 
minantemente que la ejecutoria debe cumplirse en tales casos. 

Y ¿para qué, se nos dirá, en tal supuesto la apreciación del 
Diocesano? Si fuese contraria ó disconforme á la prefijada por 
los tribunales, ¿prevalecería contra la ejecutoria? Esto seria un 
.absurdo jurídico. Y si fuese idéntica, si en nada discrepase de la 


ejecutoria, ¿no seria la apreciación en tal caso completamente 
imilíl? No fuera justo que un asunto careramente fenecido ante 
tribunal competente, hubiera de someterse de nuevo á la discu- 
sión y fallo de otra autoridad cualquiera, aunque el Icg'islador no 
lo advirtiese seria preciso respetar las ejecutorias anteriores^ 
pero bueno es en tales ocasiones excederse en explicar puntos 
que pueden ser oríg*cn de opiniones encontradas. 

Excusado nos parece advertir c[ue la sentencia á que se alu- 
de ha de reunir todos los requisitos y circunstancias precisas 
para estimarse válida y definitiva; porque de otro modo ya he- 
mos dicho, que contra las dictadas por tribunal incompetente, en 
juicios incoados en tiempo y épocas en que la adjudicación no ha 
podido solicitarse, ni decretarse, cabe el recurso de nulidad, de- 
biendo quedar las cosas en el ser y estado que se encontrasen 
ántes, y como si tal sentencia no hubiera recaido. 

También es preciso que se teng-a en cuenta que la sentencia 
de adjudicación de que se habla en el artículo que comentamos, 
ha debido dictarse ántes del 28 de Noviembre de 1856, época de 
ia suspensión, y desde la cual no se dá el caso de la desvincula- 
don propiamente, por más que se modifiquen en cuanto á la for- 
ma y en su manera de ser las Capellanías y fundaciones análo- 
gas por el presente Convenio. 

Tal nos parece ser la recta inteligencia del párrafo primero 
del artículo que nos ocupa. Si la apreciación existe, si se hizo en 
tiempo, es decir, en expediente fenecido ántes del 28 de Noviem- 
bre del año de 1856; si se declaró en sentencia ejecutoria la adju- 
dicación, dictada por tribunal competente, debe pasa) se, estarsey 
atenerse á ella en cuanto dice relación á las cargas corrientes, que 
dejamos definidas en este mismo comentario. 

3. El último período del artículo que nos ocupa se refiere á 
las obligacioiies vencidas. El legislador establece que, con audien- 
cia benigna de los interesados, determinen los Diocesanos, equi- 
tativa, alzada y prudencialmente, la cantidad que, por ese con- 
cepto deba satisfacerse. Esos adverbios repetidos tantas veces 
demuestran de un modo ostensible la intención del legislador^ 
que no ha creido oportuno fijar sobre este punto reglas precisas' 
Nada más fácil que computar esos vencimientos por derecho co- 
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niiiu; pero aquí se cstabloco una excepción, motivada por las vi* 
cisitudes de los tiempos^ é hija del espíritu de benignidad y amor 
que distingue siempre, digan loque quieran sus censores, á ía 
Iglesia católica. 

Vemos presidir en la redacción de esta segunda parte del ar- 
tículo que comentamos el espíritu mismo á que obedecen la gran 
mayoría de las disi^osiciones del Convenio. Y no se atribuya esa 
benignidad y prudencia á la presión de estas ó las otras circuns- 
tancias: la Iglesia procede siempre do igual manera. El aparato 
de las íórnuilas forenses ó contenciosas le son siem[)re violentas, 
y de aquí que en asuntos análogos los Obispos i>rocedan suma- 
riamente, más bien de hecho que de derecho. La mezcla del l igor 
con la mansedumbre, la justicia con la misericordia, y la severi- 
dad con la lenidad, es lo que mejor dice á los Pastores cs[)iritua- 
les, á los encargados de velar por el cunqilíiiuonto de los debe- 
res, sin desatender las inspiraciones de la tolerancia y la caridad. 

Natural es, pues, que los Diocesanos, al desempeñar el 'deli- 
cadísimo encargo que les confia el artículo presente, examinen 
escrupulosamente las circunstancias que concurran en los dife- 
rentes casos, que aprecien en conciencia las razones aducidas por 
los respectivos interesados (motivo por el cual se le concede au- 
diencia), atiendan á la posición y fortuna de los mismos, y anima- 
dos á la vez del espíritu de caridad y de justicia evangélica, de- 
signen esa cantidad alzada y prudente que les recomienda el le- 
gislador. 

Si el principio absoluto de que udebe cumplirse la voluntad 
del fundador y emplearse las rentas del beneficio en los objetos 
á que están destinadas» no se ha cumplido, nada hay violento en 
lo que hoy se determina; lo único que podia pesarse era la situa- 
ción á que podian quedar reducidos ciertos poseedores, y eso se 
ha consultado fiándolo á la única autoridad competente para co- 
nocer de esta clase de apreciaciones. 

Y en verdad que, apelando á estos medios, no hay que temer 
que en dichas apreciaciones se irrogue el menor perjuicio á los 
interesados. A más que en todo caso quedaria á éstos el recurso 
de acudir al Tribunal eclesiástico, al tenor de lo prevenido en el 
art. 17 de la Instrucción (1), y nadie se atreverá a negarnos que 


, { 1 } VcUbe ei texto eu el tugar oportuno. 
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f.i Iglesia tiene dadas sobradas pruebas de abneg-acion y desin-- 
teres, para que los individuos puedan temer acogerse a su fallo 
en cl particular. T^os Jarciados irán mas allá de lo que pudieran 
esperar los mismos interesados, áim los ^tiás intransigentes y 
descontimtadízos. La caridad y cl sacrificio son cl lema constante 
de ía Iglesia, y á ella obedece haciendo voluntaria cesión de sus 
derechos en bien de la paz y la armonía; paz y armonía que no 
es el lema de todos, pero que en materias de esta índole es el 
nuestro, no en otros terrenos, como se nos ha atribuido algunas 
veces con notorio desconocimiento de cuanto hemos escrito y 
hablado, fijos siempre en cl bien de la Iglesia y del Estado. 

Esta parte segunda del art. 9.” del Convenio tiene su amplia- 
ción práctica en el art. 16 de la Instrucción debiendo contribuir 
su recta inteligencia á la realización de lo solemnemente pac- 
tado. 


1\ sto ofioia] dol art. 10 li!! Ooiivenío. — C<>mr>nfario: TJe'a gf^iiera! del artículo. — Jui- 
cios á que se refiere.— 0¡ visión del nrtículo.— Artículos 21, 23, 24 y- 25 de la Ins- 
trucción: r<‘fercnci:i del 22: aclaraciones sobre los mismos. — Real orden de 12 de 
A íosto de 1803. 


Art. 10 dcl Convenio. 

«/O/ ios juicios pmdicntes en los Tribunales civi- 
les, que deberán continuar según el estado que tenían 
al tiempo de la suspensión decretada en 28 de No- 
viembre de 1850, sobre adjudieaeion de bienes de Ca- 
pellanías, de obras pías y de otras fundaciones de su 
especie , gravadas con cargas eclesiásticas , se hará 
constar, con certifieado del Diocesano, ántes de dic- 
tar sentencia, cl importe de las cargas corrientes y 
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la cantidad que para el cumplimiento de ohligaeto- 
nes, hasta aquí vencidas y no satisfechas, prefijare el 
mismo Diocesano. 

En el caso de cpie la familia no entregue al Dioce- 
sano los títulos correspondientes en el término que 
por el juez se prefije, dispondrá éste, ántes de pro- 
nunciar auto definitivo, la enajenación, con audiencia 
de los poseedores, de la parte indispensable de bienes, 
en pública licitación , á, pagar en Deuda consolidada 
del 0 por 100 por todo su valor nominal, adjudicando 
únicamente á la familia , como de libre disposición, 
los demás bienes de la Capellanía, obra pía ó funda- 
ción piadosa, aplicando, en su caso, la disposición 
del art. 14 .» 


COMENTARIO. 


1. Importantísimas son las prescripciones contenidas en el 
artículo que acabamos de trascribir. Sus disposiciones se hallan 
íntimamente relacionadas con las del art. 9.®: son su comple- 
mento y natural corolario. Establecido el principio de que á los 
Diocesanos competía la apreGiacion del importe de las cargas 
corrientes, salvo el caso de que esa operación estuviese practi- 
cada en ejecutoria dictada '^anteriormente, no era quizá precisa 
esta nueva confirmación ; pero no censuramos por ella la previ- 
sión del legislador en punto de tanto interés. 

Declarados en suspenso los efectos del Real decreto de 5 de 
Febrero de 1855 por soberanas disposiciones del 13 de Octubre 
y 28 de Noviembre de 1856, y asimismo los juicios y reclamacio- 
nes pendientes ante los Tribunales civiles y eclesiásticos , tanto 
respecto a la división como á la adjudicación y secularización do 
los bienes comprendidos en dichas fundaciones, á los primeros, ‘ 
es decir, á los pendientes en los juzgados civiles, se refiere el ar- 
tículo 10 del Convenio, disponiendo que continúgn según el es- 
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lado que tenían, y estableciendo el procedimiento extraordinario 
que deberá seg^uirsc en cuanto á la manera de hacer constar y 
garantir cl importe de las cargas corrientes, y la cantidad á que 
según cl Diocesano determine en la forma establecida hayan de 
ascender las obligaciones vencidas y no cumplidas. 

Claro es que cuando conste en la fundación el capital y rédi- 
tos de un modo expreso la operación será sencilla, pero no por 
esto se ha de entender excusada, toda vez que aun en tales ca- 
sos cabe la benignidad apostólica, y es al Diocesano á quien ex- 
clusivamente corresponde fijar el importe del capital y el de los 
réditos que deban satisfacerse en la actualidad. Las facultades 
de los Prelados repetiremos, no reconocen limitación. El Obispo 
es cl único competente para valorar esas cargas, y designar el 
capital que se ha de redimir con sujeción á las reglas estableci- 
das por derecho, y de que nos hemos hecho cargo al comentar 
los artículos anteriores. 

Lógico ha sido, pues, formular cl art. 10; preciso deducir la 
natural consecuencia del principio capital fijado en el 9.*^, y ha- 
cerse cargo de un gran número de expedientes paralizados por 
virtud del decreto referido. ¿Podía aducirse alguna razón para 
exceptuarlos de la regla general? Cuando en ella se comprenden 
expedientes verdaderamente fenecidos, juicios sobre los queá 
su tiempo recayó la conveniente ejecutoria, tan solo por haberse 
esta ceñido al asunto principal de la adjudicación, sin asegurar 
los derechos incuestionables de la fundación, ¿habían de quedar 
excluidos los litigios pendientes? Se vé, pues, cuán oportuno es 
el artículo que nos ocupa, que en suma no es más que la aplica- 
ción del anterior á casos concretos. ^ 

2. Importa mucho para evitar que de nuevo se susciten du- 
das acerca de la verdadera significación de los artículos 1.® y 
2.® del Real decreto de 28 de Noviembre de 1856, en relación 
con el que nos ocupa, que tanto los jueces como los abogados 
nuestros compañeros, se fijen en la redacción del art. 10 del Con- 
venio. 

A la aparición del decreto de 1856 se sostuvo por unos que 
la swsjioísíon decretada en el mismo era absoluta, es decir, que 
comprendía todos los pleitos incoados, sin distinción de épocas, 


antes y después del Concordato, lo mismo en los (ríbimales civi- 
les que en los eclesiásticos. Juzgaron otros que la suspensión so- 
lo sareferia, y podía rctorirse, á los juicios y reclamaciones in- 
coados con posterioridad al 17 de Octubre de 1S51, ya se pro- 
moviesen desde dicha fecha á la de 30 de Abril de IS52, y se 
continuasen después en virtud del decreto de 0 de Febrero de 
1855, ya se incoasen de nuevo desde esta última fecha. Pero de 
ningún modo á los Juicios pendientes en 17 de Octubre de 1S51; 
porque estos se habian reconocido legítimos é intentados en tiem- 
po hábil por el decreto de 30 de Abril, y comprendidos en el 
Concordato, lo cual se ^patentizaba por el hecho de derogarse por 
el art. 1/’ del decreto de 30 de Abril de 1S52 la Ley de 19 de 
Agosto de IS41 desde el expresado dia 17 de Octubre, y por el 
2."^ reconocerse como válida y legal la distribución de bienes eje- 
cutada entre los llamados por dicha Ley, é igualmente la que se 
hiciere al terminar los pleitos pendientes (nótese bien esto) con 
anterioridad al mencionado dia 17. Por último, en el art. 4."' al 
mismo tiempo cpie se autorizábala continuación de dichos juicios 
hasta su terminación deíinitiva, se mandaba se cesase en los 
principiados con posterioridad.. 

De esta variedad de pareceres resultó que á pesar de la pu- 
blicación del citado Real decreto, y aun del de 28 de Noviembre 
de 1856, se continuaron no solo en los tribunales eclesiásticos los 
pleitos pendientes á la publicación de la Ley de 19 de Agosto de 
1841, y algunos otros incoados con posterioridad al decreto de 
30 de Abril de 1852, sino en los tribunales civiles muchos otros 
incoados antes y después <Jel 17 de Octubre de 1851 sobre ob- 
tención de fundaciones piadosas familiares y secularización de 
bienes de Capellanías colativas. 

El art. 10 del Convenio nos parece redactado con suma habi- 
lidad, no se presta en nuestro sentir á interpretaciones varias; se 
refiere, alude á los juicios pendientes en los tribunales civiles, sus- 
pendidos por virtud del decreto de 28 de Noviembre de 1856, y que 
versaban sobre adjudicación de bienes de Capellanías, obras piasy 
otras fundaciones de índole análoga gravadas con cargas eclesiás- 
ticas, 

■9 

El artículo que nos ocupa comprende, pues, según su texto 
única y exclusivamente los juicios pendientes en los tribunales 

18 
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e¡rc‘unsrr¡])o ‘í in^ diremos al comentarle, se 

. cinistubc ., los pleitos pcndiontcs en los tribunales eclesiás- 

u-os a<li„dicac¡on de CafeUanlm. lo cual es cosa di- 

\ ^ I S 1 V « ^ 

No cabe, pues, confusión ni disputas partiendo de estas nre- 
misas, cuya lógica nos parece evidente. Todos los pleitos pen- 
dientes cu los tribunales civiles y eclesiásticos á la fecha de la 
publicación del decreto do 28 de Noviembre de 1856 continuarán 
su curso en virtud del Convenio novísimo; pero cada cual con 
tramitación especial y para efectos determinados en esta misma 
Ley, cpie respeta la situación anómala en que han permanecido 
las cosas por efecto de la suspensión, y subsana con gran acier- 
to los perjuicios irrogados á los particulares y á las fundaciones, 
sin desviarse del principio capital déla secularización de los bie- 
nes y el cumplimiento de la voluntad de los instituidores, de los 
fines y los derechos incuestionables en el orden jurídico y moral 
de las fundaciones. 

Fíase á la actividad de los interesados en la prosecución de 
los negocios pendientes en los tribunales civiles sobre adjudi- 
cación de bienes de Capellanías, obras pías y otras fundaciones 
análogas á la fecha de la publicación del Real decreto de 28 de 
Noviembre de 1856, el acudir al Diocesano, expresando las car- 
gas devengadas y no cumplidas, y solicitando que se aprecien 
y regulen las corrientes, y no está demás que por nuestra parte 
inculquemos á los mismos la conveniencia de que así lo hagan, 
no pudiendo lamentar dilaciones en los expedientes, si por su 
incui ia estos se detienen, ó les para el perjuicio consiguiente á 
su morosidad y abandono. 

Pa ra que la sentencia de adjudicación se dicte es preciso ese 
Irámib'- para que la liberación y secularización de los bienes sea 
Hictiva’cs forzoso dejar cubierta la carga principal, el capital de 
|., (mid ación y las obligaciones no satisfechas. Una vez hecho 

inuicdluos cfcMos; pero no ya con arreslo al 

alio, smo a ,a Ley ,5 ae jomo de 1856, 
„oHpoes de haber csludiado el arl. 10 del Convenio b^o 
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im punto de vista genera!; de haber fijado su extensión é inteli- 
gencia en cuanto a la clase de juicios á que se refiere, es fácil 
comprender los dos períodos en que se divide. En el 1.® se esta- 
blece una obligación inexcusable para los interesados; en el 2.® 
se fijan los términos en que aquella debe exigirse. 

La obligación que se impone á los interesados de exhibir y 
agregar á los autos, ántes de que se pronuncie sentencia sobre 
la adjudicación de los bienes reclamados, el certificado del Dio- 
cesano comprensivo del importe de las cargas corrientes, y de 
la cantidad, que para el cumpliminnto de obligaciones vencidas 
y no satisfechas hubiese prefijado el mismo Diocesano, es una 
resolución oportuna y justa. 

A nadie puede ocultársele que la presente Ley es el comple- 
mento de todas las leyes desvinculadoras. Desde el primer ar- 
tículo se viene hablando de bienes adjudicados ó que se adjudi- 
quen; y es claro que esta frase universal é indefinida, por sí mis- 
ma, es aplicable á los pleitos que sobre secularización y adjudi- 
cación de bienes se incoasen ántes de 28 de Noviembre de 1856^ 
y fueron suspendidos por decreto de esta fecha . 

Lo principal, lo que más importaba al legislador, lo que des- 
de luego debió proponerse al redactar el presente artículo, fue 
establecer la necesidad de presentar al juzgado civil que conoz- 
ca de la adjudicación, la certificación del Diocesano respectivo, 
para que en el expediente surta inmediatamente y en tiempo 
oportuno sus efectos. 

Por esto previene el artículo que ha de tener lugar esa pre- 
sentación ceántes do que se pronuncie sentencia;» y claro es que 
ésta ha de dictarse con exacto conocimiento del importe de las 
cargas corrientes y de la cantidad á que asciendan las obligacio- 
nes vencidas, á fin de que la adjudicación no perjudique á la fun- 
dación; y porque la sentencia al adjudicar ó distribuir los bienes 
demandados, es preciso, además, que adjudique y distribuyalas 
cargas y obligaciones que les fueren afectas. 

Así se facilita el camino para la redención, precisa según la 
Ley; así se previenen obstáculos y dificultades que habrían de 
embarazar la terminación de esos expedientes, y se designan pré- 
viamente los individuos responsables, distinguiendo con la debi- 
da claridad sus obligaciones correspondientes. 


■ % 


II 
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Y Icngasc en ciienta qnc lo acordado produce otro bien v 
que no deja lugar á la solidaridad de los adjudicatarios; cada una 
es rcsponsal)le de la obligación que le corresponda, v cuando asi 
se dislingucn las responsabilidades respectivas, cuando de c¡te 
modo se marcan y especifican lo’s deberes, siempre se dá 
gran paso en beneficio de la pronta ejecución de lo acordado "v 
se cierra Ja puerta a fútiles pretextos y á inmotivadas dilaciones 


es. 

na- 


que mas de una vez defraudan el derecho de legítimos acreedor 

No es menos previsora la disposición que hallamos consi^..^- 
da en el párrafo segundo del presente artículo. Los interesados 
están en el deber de entregar al Diocesano los títulos correspon- 
dientes de la Deuda en el término que se prefije por el Juez; pero 
!a experiencia acredita que no siempre se llenan estos deberes, 

A,' el legislador no debia olvidarse de la posibilidad de esta negli- 
gencia. 

En semejante caso, y antes, por supuesto, de pronunciar sen- 
tencia, dispondrá el Juez, eon audiencia de ¡os poseedores, dice la 
Ley, (da enagcnacion de la parte indispensable de bienes en pú- 
blica licitación, á pagar en Deuda consolidada del 3 por 100, por 
todo su valor nominal, adjudicando únicamente á la familia, 
como de libre disposieion, los bienes restantes de las Capellanías 
ó fundación de que se trate.» 

liemos subrayado la palabra poseedores, porque sobre ella 
conviene lijemos un momento nuestra atención. Se ha usado an- 
tes la de interesados y familias, y ahora vemos usar la de posee- 
dores: ¿será porque solo á ellos pueda aludir el art. 10? Juicios 
habrá, en efecto, en que tenga aquella palabra una aplicación 
exaeda, en que los interesados sean verdaderameníe poseedores; 
aquellos., por ejemplo, ya fenecidos, y cuyos adjudicatario:?, 
como hemos manifestado anUnúormente, se hallan obligados a la 
redcmcion, sea más o ménos expresiva la ejecutoi ia que ha'san 



poseialores- este 

KM.n.|,ul,.s.,s on Jomas,, hom.os .li.ond, ■ ' 

si,' orno oreamos qoo lo .oJooco» Jo' 



piioda dar lujar á dudas serias en este sentido. La Ley determi- 
na que la enajenación se dv:'erete, con audiencia de los interesa- 
dos ven pública licitación, á pajar en Deuda consolidada del 3 
por lOt), por todo su valor noniinal, y íacilniente se alcanza el 
motivo de esta disposición. Las lincas se enajenan en este caso 
para LiUrcgar sí/ producto al Dioccí^mio; pues bien, si lo que éste 
ha de recibir son titules de la Deuda por todo su valor nonii- 
iial, lejos de haber inconveniente en que esos mismos títulos se 
utilicen, esto facilita la licitación. 

Verificada ésta, y cuando el Diocesano reciba el importe de 
ia redención, clavo es que el expediente judicial continuará sus 
trámites, y los bienes ya desvinculados y redimidos se adjudica- 
rán en el concepto de libres y sin traba aljiina á los individuos 
á quienes correspondan. 

4. Sijuiendo nuestro sistema en el estudio y explicación de 
los artículos del Convenio, nos corresponde trascribir en este 
momento el 21,23, 24 y 25 de la Instrucción, aplicables al 10 
que comentamos; no verificándolo del art. 22, porque de él crei- 
mos más oportuno tratar anteriormente. (1) 

Hé aquí ahora su contenido: 

Articulo 21 de la Instrucción. — «Hasta tanto que se cuiuplan 
las prescripciones de los artículos siguientes, que se refieren á los 
r egoeios pendientes ante los tribiinale*s civiles, se suspenderá el dar 
];i posesión de los bienes adjudicados á los interesados, que todavía 
0 0 hubiesen entrado en ella.” 


Artículo 23.— «Presentada en autos la certificación del Dioce- 
sano, de que trata el art. 10 del Convenio, el juez j)roeederá alo 
que corresponda, con arreglo á lo dispuesto eu el propio artículo^ 
sas.peiidiéndo5e, siui embargo, la entrega de los bienes adjudicados 
á las familias, hasta tanto que se cumpla lo establecido en los ar- 
tículos IS y 19, que son aplicables al objeto del presente; debiendo 
otorgarse á satisfacion del juez, con las cláusulas corresiiondientes; 
I : escritura, de que habla el liltimo de dichos articulos, y consul- 
tando previamente al Diocesano, por si prefiriese á la escritúrale» 
pagarés.» 


(1) Véase el lugar de su referencia. 
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Articulo 24, — «Cuando haya de procederse á la venta de bienes 
en pública licitación, se tendrá presente, para fijar el tipo de la su^ 
basta, lo dispuesto en el art. 19.» 

Artículo 25.— «Cualquiera que sea el importe de aquellos, las 
escrituras y sus copias se extenderán en papel del sello 9.°, y rio se 
devengarán derechos de trasmisisn de propiedad, por sustituirse en 
papel del Estado los bienes afectos á las cargas, de que se trata; ni 
en el Eegistro de la propiedad más derechos de inscripción, que los 
establecidos para negocios de menor cuantía.” 

Se aseguran, pues, más y más los derechos incuestionables 
de la fundación con los artículos precedentes, y acerca de los 
cuales no conceptuamos necesarias mayores explicaciones. 

Hemos visto antes de ahora la absoluta precisión que tienen 
los interesados de presentar en autos la certificación del Diocesa- 
no, y las medidas que el juez ha de adoptar por el descuido ó 
negligencia de aquellos; hemos dicho también que, incorporada 
á los autos aquella certificación, el expediente marchará por sus 
trámites regulares, hasta pronunciar sentencia definitiva; y solo 
nos resta advertir que no por esto se entienda que los bienes se 
han de entregar al momento á los respectivos interesados. No, 
antes es indispensable que estos cumplan con lo prevenido en ios 
artículos 18 y 19 de la Instrucción; es decir, que satisfagan desde 
luego el primer plazo si es que no optan de acuerdo con el Dio- 
cesano, por verificar la redención de una sola vez, y que ase- 
guren el cumplimiento de los plazos restantes mediante escritura 
otorgada con beneplácito del Diocesano, y á satisfacción del 
juez, ó bien, si aquel lo prefiriese, con la correspondiente entre- 
ga de pagarés. 

Si es preciso proceder á la venta de bienes en pública licita- 
ción, deberá tenerse presente el párrafo 1.® y S."" del art. 19; el 
párrafo 1.® en las subastas que se verifiquen para redimir capi- 
tales que puedan representarse por títulos de la Deuda, y aun tai 
vez para cuando la cnagenacion no exceda del importe del pri- 
mer plazo; porque siendo este el único por de pronto exigible, 
no hay razón para apremiar á los deudores por los otros restan- 
tes; y el párrafo 3.® respecto de aquellas subastas que tengan 
por objeto la redención de capitales insignificantes, en las cuales. 
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como es evidente, no es posible adinilir títulos de la Deuda, y lo 
mismo en todo caso, respecto a obligaciones vencidas y no satis- 
fechas. 

El art. 25 de la Instrucción contiene una aclaración y un 
privilegio miry oportuno, pues con ella se evitarán, sin duda, 
algunas cuestiones. Mas cuando no exista la causa motivada que 
se alega en los casos del párrafo 3.° del art. 19 de la Instruc- 
ción, ¿deberá regir en todas sus partes el preceptuado del ar- 
tículo 25? ¿Se devengarán derechos por la trasmisión de la pro- 
piedad de bienes que en esa hipótesis no se sustituyen con papel 
del Estado? Aunque el legislador no io dijo en un principio, nos- 
otros opinamos que sí, atendiendo á la inversión que en último 
caso á de darse á esos capitales. 

5. Con bastante posterioridad, por Real órden de 12 de 
Agosto de 1868, se dictó una disposición importantísima y que 
aclara y resuelve multitud de dudas sobre los artículos que com- 
prenden los capítulos 2.° y 3.*^ de la Instrucción. 

Hé aquí su texto: 


«Real ordex. — limo. Sr.: He dado cuenta ála Reina (q. D. g.) 
del expediente instruido en esa Dirección general á consecuencia 
de consultas elevadas á la misma por las Administraciones de Ha- 
cienda pública de Cádiz y Granada, sobre si están ó no sujetas al 
impuestos de traslaciones de dominio las redenciones de cargas 
eclesiásticas verificadas en cumplimiento del Convenio sobre Ca- 
pellanías colativas de patronato familiar, celebrado con la Santa 
Sede en 24 de Junio del año último, é instrucción para llevarlo á 
efecto de 25 del mismo mes y año. Enterada S. M., y considerando 
que el objeto de dicha instrucción ha sido el de facilitar la reden- 
ción de cargas eclesiásticas, y que al efecto se ha consignado en su 
artículo 25 que no devenga derechos de traslación de propiedad 
todo movimiento de la misma hecho para sustituir en papel del Es- 
tado los bienes afectos á las cargas eclesiásticas: 

Considerando que, ora se trate de la redención de cargas sobre 
bienes de Capellanías familiares que se adjudiquen á las familias 
conforme al capítulo 2.^^ de dicha instrucción, ora de cargas sobre 
fincas de propiedad particular con arreglo al capítulo 3.'^, siemx)re 
debe reputarse que está libre del pago del impuesto de traslaciones 
de dominio de sustitución del capital de las cargas representado 
en esos bienes por títulos de la Deuda del Estado; 
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c\)ii^íKiei*a,udo, siu embargo, que cuando io 3 interesados no se 

i)i’e\sl en á cst;i sustitución de capital y sea necesario enagenar las 
diucas atcclas, según dis{tone el art. 20 de la citada instrucción, 
puede suceder que se verifique dicba trasmisión de la propiedad por 
un precio si!]>erior al capital de las cargas que se rediman: 

Consi ilerjindo que si bien dicho capital debe quedar exento del 
impuesto, según prcAÚeno la indicada instrucción, no así el exceso 
hasta, el (‘ornpleto pareció d valor de la finca, pues no existe disposi- 
ción alguna, que lo elimine de las leyes generales que rigen elim- 
puesto: 


Considerando, en fin, que no siendo necesario ese capital para 
la redención de las cargas, tampoco respecto á él existe el motivo 
de la 0xcep)cion liecha p^or el citado ort. 25 en favor únicamente de 
la sustitución del capital de las cargas por Deuda pública; se ha 
servido declarar como regla general, y de conformidad con el pare- 
cer de V. I., de la Dirección de Propiedades y Derechios del Estado 
V de la Asesoría de este Ministerio, que están exentas del pago del 
inigmesto de traslaciones de dominio las redenciones de cargas eclesiás^ 
ticas que se verifiquen en cumplimiento del Convenio sobre Capellanías 
colativas celebrado con la Santa Sede^ si bien dicha exención no debe 
comprenden á, la diferencia 6 exceso que puede resultar entre el capital 
representativo de las cargas que se redhnan y el mayor valor que pue- 
den alcanzar los bienes cuando los interesados no se presten á la susti- 
tución de dichas cargas con Deudas del Estado y sea preciso enagenar 
las fincas afectas á las mismas. 

De real orden lo digo á V. I. para su inteligencia y efectos 
consiguientes. — Dios guarde á V. 1. muchos años. Modrid 12 de 
Agosto de 1868. — Orovio. — Sr. Directorgeneral de Contribuciones.» 
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oficial del art. 11 del Com&mo— Comentario-, idea greneral del articulo. 


Art. 1 1 del Convenio. 


.Cuando dentro del término que se 
Inslruccion, las lamitias á las cuales hayan si V 
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adjudicados judicialmente los bienes, no reaíimren, 
por cualquier causa la redención de las cargas ó el 
pago del importe de las vencidas, y no cumplidas por 
su culpa, el Gobierno adoptará las medidas condu- 
centes para que ambos extremos tengan cumplido efec- 
to sin demora, aplicándose al intento taparte necesa- 
ria de los bienes responsables, ya se encuentren estos 
en poder de la familia del fundador, ya estén, por 
cualquier título, en manos extrañas; sin jmrjuicio, 
en su caso, del derecho que pueda tener el poseedor 
actual de la finca contra su causadante . » 

COMENTARIO. 

1. Era nafural la presente disposición, después de consigna- 
da la del artículo precedente. En él se trató de los juicios pen- 
dientes ante los Tribunales, acordándose enérgicas medidas contra 
los litigantes que descuidaren la entrega de los títulos correspon- 
dientes á los Prelados diocesanos. En negocios que se encuentran 
aún sub judice, era posible prevenir á esta clase de funcionarios 
que suspendiesen la entrega de los bienes adjudicados, y hasta 
que díicretasen la enagenacion de la parte necesaria de estos, 
para cubrir aquellas atenciones. Pero no sucedía lo mismo en los 
juicios fenecidos^ en los negocios en que había cesado la la inter- 
vención judicial. En unos y otros, la Ley había reconocido la ne- 
cesidad imprescindible de redimir las cai'gas corrientes, y de sa~ 
tisfacer con la posible equidad las obligaciones vencidas; mas, 
¿podía quedar sin garantía el cumplimiento de esa obligación, 
respecto á los actuales poseedores de bienes adjudicados? ¿Había 
de ser para ellos ilusorio el doble precepto do la Ley? Hé aquí lo 
que con el presente artículo se ha propuesto sin duda evitar el 
legislador. 

En virtud, pues, de lo preceptuado en el art. 11 del Conve- 
nio, los adjudicatarios que dentro del término prefijado en el ar- 
tículo 19 de la Instrucción que tenemos ya comentado, no reali- 
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zarcn por cualquier motivo la redención de Icts cargas corrientes 
y el pago de la cantidad que benignamente señalare el Diocesano 
para extinción de las obligaciones vencidas, serán apremiados por 
el Gobierno para que llenen cumplidamente los indicados extre- 
mos, aplicándose desde luego, á este objeto, la parte necesaria 
de bienes responsables, sin consideración, ni miramiento á la 
persona que los posea. 

Precepto importante, pero cuya sanción nos parece difícil 
en la práctica dada la experiencia que tenemos de otros análogos 
en cuaiito se relacionan con los intereses de la Iglesia. 

El art. 20 de la Instrucción, en perfecta concordancia con el 
11 del Convenio que nos ocupa, nos expresa la manera de ad- 
quirir el Gobierno aquellas noticias, y las órdenes que, consi- 
guientes á las mismas ha de expedir* al Ministerio Fiscal, pres- 
cribiéndole promueva la ejecución oportuna contra las fincas res- 
ponsables. Pudiera, en verdad, haberse abreviado este trámite 
exigiendo únicamente el aviso del Diocesano al Ministerio pú- 
blico; pero el legislador ha querido que parta esa excitación de 
las altas regiones del poder, sin duda para darle mayor impor- 
tancia, y ofrecer una prueba más de su voluntad decisiva y per- 
severante en cumplir lo convenido. 

Por lo demás, el presente artículo merece nuestra aproba- 
ción. Las leyes deben darse para ser cumplidas, y con mucho 
más rigor cuando son producto de acuerdos y transacciones que 
tienen un carácter internacional. 

La ejecución que, en caso necesario previene la Ley, no se 
dice que haya de dirigirse contra los bienes responsables; pero 
siendo esto lo que prescribe la legislación común, no vemos razón 
alguna para desviarse en la ocasión presente de sus preceptos. 
Cuando se ejercitan derechos reales, se prescinde absolutamente 
de las personas; cuando se trata de reivindicar una cosa, no hay 
para qué detenerse ante la consideración de quién sea su posee- 
dor. Esto no quiere decir que en muchos casos dejen de compe- 
tir al poseedor actual legítimos derechos que deben respetarse, 
acciones que podrá intentar con éxito contra su respectivo cau- 
sadante. La doctrina legal sobre cviccion y saneamiento encuen- 
tra también en esta parte del Convenio su justa y natural confir- 
mación. 
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No há menester el artículo que examinarnos mayor’cs aclara- 
eiones, ni debemos tampoco repetir doctrinas ámpliamenlc ex- 
puestas ántes de ahora. Disposiciones que obeden a idénticos 
principios, parciales manifestaciones de un mismo pensamiento, 
preceptos encaminados á obtener un mismo lin, artículos en suma 
impregnados de la misma idea, tienen por necesidad que hallar- 
se conexionados entre sí por constantes y extrechas relaciones; 
han de expresar á las veces pensamientos que en otros artículos 
prévios se hallen indicados, y cuya completa exposición se hace 
indispensable en los artículos sucesivos. El comentarista, en este 
caso, una vez expuesto el pensamiento capital del legislador, debe 
referirse á lo que dejó consignado, y proseguir su tarea evitan- 
do el hacer enojosa, difusa é improcedente su investigación. 
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Texto oficial del art. 12 del Convenio. — Comeni ario: idea g^eneral del artículo. — Ar- 
tícnlos 34», 3 ), S6 y 37 de la Instrucjioa: aclaraciones de los mismos. — Sesolacioo 
posterior á la publicación de la ley. — Convenio referente al m t. 12 de la misma. 


Art. 1 2 del Convenio. 

« La congrua de ordenación en las Capellanías á 
que se refiere el art. 4.° será, al ménos, de 2.000 rea- 
les. Se declamn incongruas las que no produzcan esta 
renta anual liquida, la cual se fijará por el producto 
de los bienes en el último quinquenio, deduciendo la 
porción, que el Diocesano, á petición de las familias, 
y consideradas con equidad todas las circuns latidas, 
creyese reservar, con benignidad apostólica, á las 
mismas , cuya porción en ningún caso podrá exceder 
de la cuarta parte de dicho producto . » 
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COMENTARIO. 

1. Lógica deducción y complemento dcl arl. 4.° de la Ley es 
d 4UC al présenle nos corresponde comenlar. El legislador reanu- 
da de nuevo su pensamiento, hasta ahora parcialmente enuncia- 
do. y eomi.lela la exposición de su doctrina respecto á las Cape- 
llanías (pie declara subsistentes. ^ ' 

IV pieiia cosa, en verdad, hubiera sido limitarse á esta de- 
claración, absteniéndose de determinar lo referente al importan- 
tisimo punto de la congrua. 

Las profundas vicisitudes porque pasan las cosas humanas, y 
que tanto han trabajado a las fundaciones piadosas; la ambición 
y malicia de los hombres; el estrado y turbulencia de los tiem- 
pos; no pocas veces la incuria y el punible abandono de algunos 
funcionarios, llamados á custodiar las escrituras y documentos: 
con frecuencia el dolo y vergonzosos amaños, y en ocasiones 
también pérdidas y daños irreparables, sobrevenidos días fincas 
sin culpa de nadie... todas estas causas que, cual agentes des- 
tructores, tas vemos disminuir desde su origen el vasto patrimo- 
nio de las instituciones más opulentas, han traído el necesario 
resultado de ofrecernos un número incalculable de Capidlanías 
incóngruas/cs decir, indotadas, ó cuyas rentas no son suficientes 
l>ara sostener decorosamente á los llamados á servirlas por las 
labias de la fundación. 

El legi^lador no podía mostrarse indiferente ante tal espec- 
táculo. Las Capellanías incongruas no merecen, en rigor, el nom- 
bre de tales; son verdaderas excepciones en materia beneficial, 
y anómala ha sido hasta aquí la mianera misma de proveerlas. 
Para ellas no ha existido en realidad la kgislaciftn canónicL> so- 
bre pluralidad do B.meíicios; y no es raro ejicontrar á muchos 
individuos, que á la vez sean poseedores de numerosas Capella- 
nías. Los lu>iiibres, emimro, por desgracia, abusan de todo, 's a 
[pretexto de la [)eqrieñez y miseria de las rentas se han acumula- 
do >oiu-e ciertos eclesiásticos protegidos tantas fundaciones m- • 
congruas, (jue al tin se ha caido en el exce^o de con>tituir 
un (‘xhorbi tante [matrimonio. La miseria ha ^el^ido paiatni q 
cor; la incongi uitud ha sido motivo para llegai al impotimno 

i'stc particulvir. 
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Se ve que no aminoramos las cosas, ni rebajamos parcial- 
mente las tintas dcl cuadro. Y ¿cómo si á esta y otras causas 
se debe en España la pérdida, jamás por nosotros bastante la- 
mentada, de la fé cristiana? 

Afortunadamente pareció llegada la hora de desaparecer para 
siempre tales abusos. No más fundaciones incóngruaSy ha dicho 
el legislador; y ha añadido no más acumulación^ ni pluralidad 
de Beneficios, De hoy en adelante el capellán no podrá tener más 
que una sola Capellania, pero ésta habrá de producirle lo bastan- 
te para atender á su decorosa subsistencia. El deseo es bueno, 
pero lo desvirtúa en parte el artículo que nos ocupa fijando como 
minimum de cóngrua en las Capellanías declaradas subsistentes 
la cantidad de 2.000 rs.; suma, por demás reducida y que ape- 
nas basta hoy á sufragar los gastos de la existencia más mo- 
desta. 

Los Prelados, siguiendo, empero, en este punto las sinodales 
y costumbres de las Diócesis harán seguramente con su pruden- 
cia y tino que se realicen por entero las miras levantadas del le- 
gislador, acomodando la cóngrua álas circunstancias de la loca- 
lidad; teniendo presente que no en todas partes se vive con la 
misma renta decorosamente , ni como interesa al prestigio de la 
religión que subsistan los ministros del Señor. Lo que es notorio, 
lo que han querido evitar las altas partes concordantes es que 
se dé el caso frecuente de la indotacion del servidor de una Ca- 
pellanía, fijando un minimum y dejando á la alta previsión y re- 
conocido celo de los Obispos el señalar, según los casos, lo que 
convenga al lustre de la clase sacerdotal y á las justas exigen- 
cias de la sociedad. Así interpretado el artículo, es evidente la 
previsión del mismo en este particular. 

Fijándonos más detenidamente en la redacción del art. 12 dcl 
Convenio, desde luego se ofrecen á nuestra vista dos cuestiones. 
l.*¿Por qué trata el legislador en este artículo, únicamente, de 
las Capellanías subsistentes? 2.* ¿Rige la misma doctrina respec- 
to á la cóngrua con que deben dotarse las nuevas Capellanías, 
que por virtud, ó acomodándose á esta Ley, se erijan? 

Es evidente, que habiendo procedido el legislador á clasificar 
todas las Capellanías en dos grandes grupos, á saber, de extin- 
guidas y subsistentes^ y debiendo las primeras trasformarse y las 
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s(‘i;nn(Ias permanecer bajo el mismo ó diverso nombre de su pri- 
miilÍN a ímidacion, según la cuola á que ascienda la redención de 
sus canjas, lo natural, lo lógico era ocuparse de la cóng'rua con 
que del)iei-an contar las fundaciones subsistentes, para ver si ha- 
biáan de conservar en su dia su índole y carácter priniordiaL 
No })oi'(|uc se llamen subsistentes habrán de permanecer siempre 
mi el mismo estado si resultan incongruas, ni el respeto ala pro- 
visión canónica del actual poseedor debia ser un obstáculo para 
decretar inmediatamente su incorporación á otras, porque ésta 
se aplazara, como en efecto se determina cuando ocurriese la va- 
cante. 

Por esto, lejos de extrañamos esa distinción, que al parecer 
otorga y concede el legislador á las Capellanías subsistentes, ha- 
ciéndolas exclusivo objeto de las disposiciones del presente ar- 
tículo, debemos, por el contrario, considerarla como el resulta- 
do de ciertos sucesos, y la consecuencia natural y precisa del 
sistema á que obedece la Ley. Proclamar previamente la extin- 
ción de éstas, ó de aquellas Capellanías, y dedicarse después á 
seualafles cóng:rua, seria im contrasentido. Cuando *neg*amos la 
existencia de una cosa, fuera locura afanarnos en discutir sobre 
los atribuios que debieran adornarla. 

Mas no porque la Ley se ciña en el presente artículo á deter- 
minada clase de fundaciones, habremos de suponer que línica- 
mente á las mismas se refiera y concierna el tipo de cóngrua que 
con esc motivo se establece. No; el legislador ha obedecido á 
justos y altísimos principios igualmente aplicables á las nuevas 
que á las fundaciones existentes; ha procurado evitar el abuso, 
al par que desterrar la miseria, y proporcionar convenientes re- 
ciu'sos á la subsistencia de los sagrados ministros. ¿Qué hubiera 
hecho con limitar esas prescripciones al reducido número de 
Capellanías subsistentes? Al cabo, ¿no habia de llegar un dia en 
que sus bienes se adjudicaran , y solamente permaneciese su 
renta, aconteciendo precisamente lo mismo que con las fundacio- 
nes extinguidas? ¿Impide por ventura la subsistencia que se les 
declara el que se verifique la conmutación de la renta? Pero no 
es preciso elevarnos á consideraciones de cierta índole, cuando 
ha pronunciado el legislador una palabra terminante. Pronto ha- 
bremos de ocuparnos del art. 10, y su estudio nos producirá 
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absoluta certidumbre en la cuestión ó punto que acabamos de 
suscitar. 

La primera disposición del artículo entrañaba por necesidad 
las prescripciones subsig-uientes. Si las Capellanías para llamarse 
congruas han de producir una renta líquida anual, á lo ménos de 
2.000 rs., claro es que deben reputarse incóngruas las que no al- 
cancen á esa suma, y que sea forzoso valorar esos productos 
comprendidos en un espacio de tiempo ó término dado, para po- 
der emitir con fundamento aquella declaración. Hé aquí lo que 
viene á significar el quinquenio de que nos habla el artículo que 
comentamos. 

Parecía lógico que al proceder á la apreciación á que nos he - 
mos referido se computasen íntegramente los verdaderos produc- 
tos de las fincas, ó derechos que se sujetaban á estimación; mas 
no ha querido el legislador que suceda así. Los Diocesanos dedu- 
cirán, á petición de las familias interesadas y enheneficio de las 
mismas, la porción que creyesen conveniente de esos mismos 
productos, con tal que no exceda de la cuarta parte de los mismos. 

¿Puede pedirse mayor benignidad, mayor desinterés? Y ha- 
cemos notar estas cosas para que se vea cuán conciliadora es la 
Iglesia, y cuán fácil, procediendo de buena fé, que los Gobiernos 
temporales se entiendan con ella en cuestiones de intereses, á la 
que sus enemigos la conceptúan tan apegada, y en mantenerlos 
tan intolerante é intransigente. * 


2. Complemento de la sencilla exposición que acabamos de 
hacer del art. 12 del Convenio, son los que vamos á insertar de 
la Instrucción, fielfes al plan que para el estudio de la misma con 
relación á la Ley nos hemos propuesto. 


Articulo 34 de la Instrucción. «Los Diocesanos, atendidas to- 
das las circunstancias de sus respectivas diócesis, formarán el epor- 
tuno expediente instructivo, con audiencia de los encargados clelpa- 
tronato activo y de los interesados en el pasivo, señalando el plazo 
que estimen conveniente, dentro del cual los mismos patronos, ca- 
pellanes y administradores de los bienes de las C¿ipellanías, funda- 
das en iglesia del territorio de la misma Dicicesis, cualquiera que sea 
la jurisdicción á que hubieren pertenecido ó actualmente pertenez- 
can, deban presentar las fundaciones y documentos necesarios para 
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c.siaMocer d f)uinqueriio, que 'previene el art, 12 del Conven’ 

(jiic Hcra ei del año do 18C2 á 18G0. ambo.' inclu'ive V t ^ 
iuicio en todo lo dema,'. en consonancia con los particulares que de 
hen resolver con arre-lo á lo dispuesto en el mismo Convenio lo' 
Diocesano.s tc.Tuh;in muy pre.sente lo que se previene en el art 13 

esta I nstruccioip y e.specialmente al final del núm. 1.'’ y en el 2 1 ! 
]>ro])io artículo.)) " 

^ Art. 35. . «Torminado el expediente instructivo, el Diocesano 
íialarA: 1. I^a renta líquida, deducidas las cargas que no sean dei'n 
dolé puramente eclesiástica, y demás que en tales casos procedan 
durante el quinquenio prefijado; 2/^ Declarará si la Capellanía es 
congrua ó incongrua, seg'un el tipo señalado en el art. 12 del Con- 
venio, deducción hecha, además de la expresada en el número ante- 
rior, de la porción del producto que, con arreglo á lo dispuesto en 
dicho ari. 12, creyese equitativo el mismo Diocesano deber dejar á 
la familia del fundador, no excediendo nunca, según allí se dispo- 
ne, de la cuarta parte de dicho producto.» 

Art. 3Q. <‘Si los interesados no convinieren extrajuáicial y ami- 
gablemente en lo tocante á su derecho á los bienes, ó en la parte 
alícuota corres]iondieiite á cada uno de ellos, podrán acudir al juz- 
gado de primera instancia, á que perteneza la puirroquia. en que esté 
fundada la Caj^ellanía, para que. con arreglo á la legislación obser- 
vada antes del Concordato, se determine acerca del derecho de los 
inteiesados, y en su caso se fíje la parte alícuota de la renta que deba 
convertirse en inscripciones intransferibles. 

Si la controversia promovida por los interesados se limitara á la 
renta del quinquenio, señalad¿i giiberuativamente por el Diocesano, 
la acción se deducirá ante el tribunal eclesiástico, según lo estable- 
cido en el art. 17 de esta Instrucción. 

Cna vez lijado judicial ó extrajiidicialmente eFderecho, renta del 
quinquenio y la parte alícuota correspondiente á cada interesado, 
verificarán estos, en el tiempo, modo y forma establecidos en el ca- 
ifítulo 2." de la presente Insmieeion. la entrega de los títulos de la 
Deuda coimolidada del 3 por HX\ que produzcan la renta liquida 

prefijada para la Capellanía. ^ , 

Siendo la Capellanía de mero patronato activo, o en ei caso ae 

que no lo soliciten los interesados d llamados al goce y ^^it 
la misma, el patrono familiar, pues los compationo& dicha 

de hi l-aiailia. no tioueii derecho á los bienes, 

entrcira de los títulos do la Deuda del Estado, en el ti P . 

lo demás dispuesto en el párrafo anteiior.^ 
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Art. 37. Si el patrono, ó los llamados al disfrute en su caso, no 
efectuaren la conmutación, se enajenarán, previa disposición dcl 
Diocesano, en pública subasta por el juez de primera instancia del 
partido, indicado en el párrafo i)rimero del artículo precedente, los 
bienes necesarios para cubrir la cantidad, teniendo presente para la 
subasta la renta señalada á ios mismos bienes; p)ero sin comprender 
la porción dejada á las familias por benignidad apostólica, con arre- 
glo al art. 35 de este capítulo.» 

El grandísimo interés práctico de los artículos que acabamos 
de trascribir nos imponen el deber de estudiarlos con alguna 
mayor detención. 

Abrazan los artículos 34 al 37 inclusive de la Instrucción las 
reglas que deben observarse en ía formación de los expedientes 
instructivos de las Capellanías existentes; determinan la compe- 
tencia del Obispo para incoarlos; las atribuciones que les están 
reservadas; los derechos de los interesados; la solución de cier- 
tas dificultades; en una palabra, cnanto atañe en general á la ma- 
nera y forma de cumplirse las prescripciones de los artículos 
y 12 del Convenio, y los que en la Ley y la Instrucción se refie- 
ren á las Capellanías subsistentes. 

Sentado el principio general de la extineion de las Capellanías 
cuyos bienes se reclamaron ántes del 28 de Noviembre de 1856, 
las partes concordantes han trazado los medios de asegurar los 
sagrados intereses de la Iglesia y los derechos adquiridos por las 
familias. Fijada la subsistencia de las Capellanías no desvincula- 
das ó cuya adjudicación no pendiese de juicio incoado ántes de 
dicha fecha, era preciso también determinar bajo qué reglas ha- 
bían de cumplirse los fines de la Ley, los deseos del legislador 
en cuanto á esta clase de fundaciones. 

Dice el art. 12 dcl Convenio que dichas Capellanías se dividi- 
rán en congruas ó incóngruas, y que la renta anual líquida de la 
Capellanía, ó sea el producto de los bienes de la misma durante 
un quinquenio, hechas ciertas deducciones, es el medio de apre- 
ciar á qué grupo corresponde la Capellanía de que se trate, de- 
biéndose seguir, según esto, un procedimiento distinto respecto 
de unas y otras , que la Instrucción se encarga de determinar. 
Véase hasta qué punto son importantes los artículos 34 al 37 de 
la Instrucción, puesto que vienen á resolver una de las materias 

19 
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(1(; iiKiyoi’ interés en la ejecución de lo pactado, y sobre la cual 
so nos' han licclio como abogados las consultas de mayor difi- 

cuitad. 

Comencemos por el arl. 34. Este artículo de la Instrucción 
determina que los Diocesanos formen un expediente instructivo 
de las Capellanías existentes en su Diócesis, ó sea de las com- 
prendidas en el 4." del Convenio, de aquellas cuyos bienes no 
hubiesen sido reclamados, y esto se entiende, cualquiera que sea 
su situación , puesto que todas deben acomodarse ó las reglas 
establecidas en este Convenio. Este trámite era preciso é indis- 
pensable. 

Las prescripciones del art. 13 y siguientes de la Instrucción 
no eran bastantes para referirse á las Capellanías cuyos bienes 
se adjudicaron ó se adjudicaren en juicio pendiente, y de aquí la 
formación de estos expedientes que los Diocesanos deben ins- 
truir, y que no vemos inconveniente alguno en que las familias 
no sólo puedan, sino que deban por su propio interés promover 
por sí. 

De todas y cada una de las Capellanías no desvinculadas se 
ha de formar ese expediente para sujetarlas á las prescripciones 
del presente Convenio, como dice el art. 4.”, y para ver si son con- 
gruas ó incóngruas, según se determina en el art. 12 de la Ley, 
de modo que es un trámite preciso, obligatorio, que las concierne 
á todas sin excusa ni excepción. 

¿Y qué medio determina la Ley para hacer esa gran división 
de las Capellanias subsistentes? Uno muy sencillo y natural; la 
reunión de todos los antecedentes precisos para fijar la renta de 
la Capellanía durante un quinquenio, que debe ser el de 1862 á 
1866, ambos inclusive. 

Ño se trata en estos expedientes, como algunos llegaron á su- 
poner, del mejor derecho á la Capellanía, en cuyos juicios no se 
ha introducido novedad; el objeto es otro, y por eso concurren á 
él los encargados del patronato activo y los interesados en el pa- 
sivo, es decir, lo mismo los que presentan el Capellán, que los 
llamados por el fundador para servir la Capellanía, á quienes im- 
porta la clasificación que se haga de ésta, porque de ella han de 
partir para lo sucesivo sus derechos. 

A este expediente instructivo han de traerse las fundaciones 
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y documentos necesarios para justificar y comprobar las fincas ó 
censos que constituyan la renta de la Capellanía; y decimos fincas 
y censos , porque en unas y otros pueden consistir los emolu- 
mentos del Capellán , siendo iguales sus efectos , puesto que se 
equiparan en un todo, y se ha de hacer de igual manera su con- 
mutación en títulos, bien haciendo suyos los bienes raíces ó cen- 
sos los interesados, ó por medio de subasta en la forma que se 
dice después. 

Los datos que se enumeran en el art. 13 de la’ Instrucción, 
han de reunirse en los expedientes instructivos; de tal suerte que 
en ellos se ha de hacer constar: 1 .” las fincas, derechos y accio- 
nes que vayan unidas y pertenezcan á cada fundación; 2.® la si- 
tuación de las mismas, su valor y renta; 3.® las cargas no ecle- 
siásticas que les afecten, la contribución que devenguen; en una 
palabra, lodo cuanto contribuya á ilustrar al Diocesano de la si- 
tuación, estado, valor, número y 'producto de las fincas ó censos á.e 
la Capellanía de que se trate. 

Los patronos, capellanes y administradores harán la mani- 
festación por sí, ó de lo contrario, los Diocesanos habrán de fijar 
un plazo, dentro' del cual, y sin escusa, la verifiquen, llevando 
la inquisición y averiguaciones hasta donde lo crean oportuno. 

Instruido el expediente, y según lo dispuesto en el art. 35, el 
Diocesano señalará la renta líquida, deducidas las cargas que 
no sean de índole puramente eclesiástica, y demás que en tales 
casos procedan, durante el quinquenio prefijado. 

La renta líquida es el punto de partida para la clasificación 
déla Capellanía en congrua 6 incongrua. Esta renta ha de ser el 
residuo de los productos, bienes ó censos, deducidas las cargas 
no eclesiásticas, que no pueden ser otras que los censos ó gravá- 
menes impuestos antes de la fuundacion, (1) las contribuciones 
devengadas y no satisfechas, y las corrientes, con más la por- 
ción del producto de los bienes que con arreglo al art. 12 del Con- 
venio creyese equitativo el Diocesano dejar á la familia del fun- 
dador, que en ningún caso podrá exceder de la cuarta parte de 
dicho producto. 

(1) Puesto que con posterioridad no es posible que se hubieran gravado los bie- 
nes, puesto que habian salido del comercio de los hombres convirtiéndose en espi- 
rituales» 
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Solo cnondo se lioynn predicado estas operaciones, el Obis 
po declarará si la Capellama as cómjrua ó incómjrua, objeto dd 
expediente instructivo, declaración que constituye por esta cau- 
sn la decisión del misino. 

Un cjeinido bastará para comprender más fácilmente las ope 
racion.ís á que se ndieren los arlieulos 34 y 35 de la Ins'lruÍcion' 

Uiynrámonos que los bienes de una Capellanía no disvincula- 
da, ó acerca de cuya adjudicación no penda juicio aade los Tri- 
bunales, producen en su totalidad una renta de 4.000 rs.; qu¿ 
de estos baya que deducir 1.500 rs. por cargas no eclesiásticas 
impuestas sobre las fincas ó los censos antes de la fundación. 
450 rs. por la contribución y atrasos, y además la cuarta integra 
011 este caso, para la lamilla del fundador, que ascenderá á 512 
reales; operación que Pos dará por resultado una renta liquida 
de l.b.U) rs., la cual, no llegando al tipo mínimo de 2.000 rs. 
que se lija cu el art. ,12 del Convenio, hará que el Pioecsano de- 
clare ¡ítcóiuji-iia la Capellania. 

Suponiendo en otras circunstancias igual renta y menos de- 
dneeiones, ó más renta y más ó menos clediiceionos, pero un 
residuo en productos de la Cai>ellania de 2.000 rs. ó más, esta 
será declarada ('óiiijnia con arreglo á la I,ey. 

Tales son las operaciones que deben practicarse por el Pio- 
c.esano. I.as lamillas si les conviene libemr la totalidad de los 
bienes, pueden verificarlo dando en títulos del 3 por 100 un ca- 
pital bástanle á producir la renta liquida de los mismos. 

Mas como podía suceder que los interesados no se convinie- 
ran estrajudieial y amigablemente en lo locante á s;/ dívccho á 
ios Ilíones ó á la paj to alicuota correspondiente á cada uno de 
ellos, el arl. 3(1 de la Instriieeion proviene lo que ha de haeerse. 
que ('s acudir al juez do iirimera instancia á que pertouezea la 
parroquia, el cual, con arreglo á la bey de 19 de Agosto de 
IS11. qui' es á la que se alude en el articulo, determinará el de- 
recho di', b's interesados y la parte alícuota de renta que deba 
eonverlirsi' en inscripciones instransferibles. 

Si la controversia no versase sobro los extremos iüdiuuios, 
y solo aeeri'a ile la renta de lo> eituo auo^. ó s>.a di 
ISbb, el Pieeesano la señalará gubernativamente, y los mtere- 
s;,dos solo podran deducir sus neeionos ante el tribunal oc c- 
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siástico, según lo establecido en el art. 17 de la Instrucción 

Convenidos amigablemente los interesados en cuanto al de- 
recho que puedan tener á la parte que la benignidad apostólica 
haya reservado á la familia, ó en la alícuota que ácada uno cor- 
responda, ó ventilado este derecho ante el tribunal de primera 
instancia, y fijada la renta del quinquenio, se verificará por los 
mismos la entrega de los' títulos de la Deuda consolidada del 3 
por 100 que produzcan la renta líquida de la Capellanía, todo con 
sujeción en cuanto al término, modo y forma, á lo establecido en 
los artículos 19, 20, 24 y 25 de la Instrucción. 

Cuando Jos valores hayan de entregarse al Diocesano y no 
asciendan a la cantidad líquida de 1.000 rs., que es el valor 
nominal de los títulos menores del 3 por 100 de la Deuda conso- 
lidada, se deberá abonar en metálico el^ importe al precio de 
cotización de la Bolsa de Madrid en el dia de la fecha en que 
deba verificarse la entrega. Esto parece al menos lo más equita- 
tivo, así como el de los valores que hayan de entregarse por 
redención de cargas ó abono de las atrasadas y no cumplidas de 
que habla el art. 18, se deberán pagar en igual forma y con ar- 
reglo á la cotización del dia en que se haga la solicitud. 

Por último, se ocupa el legislador en el art. 36 de un caso 
frecuente, cual es el de que la Capellanía sea de mero patronato 
activo, ó que aun cuando sea también de patronato pasivo, no lo 
soliciten los interesados; y resuelve en este supuesto, que la en 
trega de los títulos corresponde al patronato familiar. Y es evi- 
dente que debia ser así. En el caso primero, nadie puede dispu- 
tar at patrono su exclusivo derecho; en el segundo, la morosidad 
ó negligencia de los otros interesados debe inlerpretarse por una 
tácita renuncia, evitando así las consecuencias de un estado de 
incertidumbre tan nocivo y perjudicial. 

El art. 37 establece para el caso de que el patrono familiar ó 
los llamados á su disfrute no verifiquen Is. conmutación, que ol 
Diocesano pase una comunicación al juez de primera instancia á 
que pertenezca la parroquia ó iglesia en que esté fundada la 
Capellanía, quien procederá á su enajenación en pública subasta. 

La comunicación á que se alude en el artículo y debe pasar 
el Diocesano, ha de comprender cuantos datos sean precisos para 
levar á efecto la venta, detallando y describiendo claramente los 
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í. IODOS, marcando los linderos, poseedores actuales y cuando con- ’ 
dnzea al objeto de la Ley, incluso el tipo de la venta ó subasta 
que deberá acomodarse á la rcg-la computada, con exclusión dé 
la porción que deba dejarse á las familias; limitación natural, 
puesto que la licitación ó subasta tiene por objeto único satisfa- 
cer en justicia créditos exigibics. 

La onogenacion se hará por el juez en publica subasta y por 
la vía de apremio, sin justipreciar los bienes, operación que ia 
dará hecha el Obispo, y si no hubiese postor lo notificará así al 
Diocesano para que éste por sí retase las fincas ó en su vista le 
dé nuevas instrucciones. 

Tal nos parece ser la tramitación precisa para declarar si una 
Capellanía subsistente es cóngrua ó incongrua. Tal el procedi- 
miento establecido en la Instrucción para ventilar ulteriores de- 
rechos. Tal la senda que debe seguirse en todo negocio relativo 
á Capellanías. Mientras no se decide cuál sea la renta líquida de 
la Capellanía no es posible clasificarla, y de aquí que esta sea la 
primera pretensión que deban aducir los interesados ante el Dio- 
cesano, presentando la fundación y documentos que á esto con- 
duzcan. El Obispo fija la renta, deduce las cargas y señala la 
parte que deja á las familias (1): estas se acomodan ó no en 
caíanlo al derecho, ó disputan ante la jurisdicción ordinaria, y 
decidido éste, liberan los bienes por la entrega de los títulos, ése 
sacan á subasta si no hay quien libere. 

Disjmsiciones son estas que merecen por lo claras y sumaris- 
mas nuestros elogios, estando persuadidos de que en la práctica 
hubieran producido en circunstancias normales excelentes resul- 
tados. 


;L Ko es posible que el legislador prevea los casos todos af 
redada r la ley que en la |)ráctica han de suscitarse, y de aquí 
la mnu'sidad de resolverlos con posterioridad á su publicación. 

No tardó mucho en ofrecerse respecto del art. 12 del Come^ 
nio, (jiuí dejamos comentado, una dificultad. Inié esta la de ¿que 
deberia hacau se en el supuesto de que el producto, do las finca^ 


n ) 


<>,ie uo cxmlcr ¡a oisrlu j^arí^i «el producto liechas las deducaone 
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de una Capellanía rcsnltase nulo ó insignificaníe después d(^ ai^re- 
ciarsc por el quinquenio de 1SÜ2? 

La cuestión merecia exmninarsc atcnlamenle y hubo un Pre- 
lado que la propuso al Ministerio de Gracia y Justicia en los si- 
guientes términos: 

¿En el caso de que los productos ó renta de los bienes de una 
Capellanía carezcan de valor real ó sea este vario ó insigniíican- 
te, habrá de establecerse un precio fijo alzado tomado d(d valor 
del capital real ó intrínseco de las fincas, por la base igual ó apro- 
ximada que el Gobierno de S. M. habia fijado para la redención 
en las oficinas del Estado, ó se tomaria por tipo otro quinquenio 
anterior? 

La duda se resolvió por la siguiente soberana resolución: 


«En vista de la comunicación de , y de acuerdo con el M. K, 

Nuncio de S. S., la Eeina (q. D. g.) se ha servido determinar que 
el producto de los bienes de las Capellanías, para los efectos de fijar 
la renta anual líquida que ha de constituir la congrua (íe Ordena- 
ción establecida en el art. 12 del Convenio de 21 de Junio último, 
debe estimarse por medio de un precio alzado, que se tomará del 
valor real de las citadas fincas en el día, capitalizando este al tipo 
de 4 por 100 de renta, que es el generalmente asignado á los bienes 
inmuebles. De Eeal orden lo digo á V. I. á los efectos conducentes. 
Madrid 7 de Marzo de 1868.» 


XIV. 


Texto oficial del art. 13 del Convenio.— Comentario: Idea preneral del artículo.— Ar- 
tículos 40 y 41 de la Instrucción: aclaración de los mismos. 


Art. 15 del Convenio. 

Hecha esta deducción, las familias interesadas 
entregarán al Diocesano los tíHilos necesarios de la 
Deuda consolidada del 3 por 100 por lo demás de 
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dicha renta, ciiijos títulos se convertirán en inscrip^ 
eiones intransferiU^ de la propia Deuda del Estado. 
Verificada la entrega de aquellos, los bienes de la 
Capellanía corresponderán, en calidad de libres, á 
la respectiva familia . » 


COMENTARIO. 


1 . El quinquenio establecido en el artículo que precede, ha- 
bría por necesidad de traer una doble consecuencia, ó sea la de 
que el Diocesano oportumente declarase si la Capellanía era cón- 
(jrua () incóngrua , y la de que la familia interesada adquiriese 
exacta noticia de la cantidad determinada y líquida que había 
de redimir. 

A este último extremo se refiere, pues, el presente artículo, 
disponiendo que por los interesados respectivos se entreguen al 
Prelado diocesano los títulos necesarios de la Deuda consolidada 
del 3 por 100 que, convertidos en inscripciones intransferibles, 
sean bastantes á producir una renta igual á la cantidad redimida, 
o más propiamente dicho, conmutada. El artículo termina fijando 
el natural y preciso resultado de la referida operación. La en- 
trega de los títulos mencionados hará necesariamente libres los 
bienes de la Capellanía, que se adjudicarán á quien corresponda. 

Se descubre á primera vista que este artículo se refiere á las 
Capellanías subsistentes, y de su claro y preciso contenido se in- 
fiere su relación evidentemente con el artículo anterior, pudiendo 
decirse ((ue es la continuación del mismo pensamiento. Hecha 
esta deducción, nos dice el Convenio en el artículo que comenta- 
mos; es decir, hecha la deducción de la porción de renta ó de pío- 
duelo que los bienes h¡d)¡erem dado en el último quinquenio y cuya 
cantidad deducida benignamente habrá de cedeise imi el Dio 
C(‘sano á la familia respectiva, esta le entregará los títuh'^ssufi 
denles de la Deuda para conmutar la renta ya líquida ó pío uc o 

restaiite. . . , , 

La deducción es, pues, una operación ^ 

macion ó a[)j*eciacion del producto de los bienes, temo 
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por objeto conocido la declaración que so hará en su dia de ser 
cón^rua ó incóngrua la Capellanía respectiva. 

Ahoi’a bien: ^;podrá veriíicaise osla declaración respe.clo d(^ 
las Capellanías extinguidas? Enriijuecido el acerbo pío con cA pro- 
ducto ó importe de la redención de las cargas corrientes de las 
fundaciones disueltas , habrían de constituirse nuevas Cai)clla- 
nías, no siendo necesario mencionar para nada la sulicienti'. ó es- 
casa dotación de las que m aran de existir para los erectos de 
este artículo. 

^ Y no se crea que á esto pueda oponerse lo que se [>recc[)tiia 
en el art. 16 del Convenio, del que habremos de ocuparnos en su 
lugar oportuno, toda vez que al i)revenirse en él á los Diocesa- 
nos que fijen su consideración en la canlidad procedente de cada 
Capellanía, y bien pudiera suceder que la mencionada suma fue- 
se suficiente para que con ella se constituyera una nueva funda- 
ción; este parece ser cabalmente el objeto del legislador, y nunca 
el de que el Diocesano proceda á hacer una declaración contra- 
dictoria, cual cierlamente lo sería la que verifiearia en el caso 
concreto que nos ocupa. 


2. Hablase también en el art. 13 de la pertenencia que eii 
los expresados bienes corresponde á las familias interesadas, 
una vez realizadas por ellas la entrega de los títulos necesarios; 
y sobre este punto, fieles al sistema que tenemos establecido, 
nos corresponde estudiar los artículos 40 y 41 de la Instrucción. 


Art. 40 de !a Instrucción. «Hasta tanto que tonga ciunplido 
efecto la conmutación de los hioues, continnarán en la administra- 
ción de los mismos los rn]>ell-mes d personas á (luienes ])or funda- 
ción (‘orrespondivur". 

No obstante lo dispuesto en la fundación, en uso de la delo'ga- 
cion a])Ostólica, los Dio(*esanos i>odrán , siem]>re oiie lo ('l eyeren 
conveniente, nombrar con todas Ins garnniías debidas nn adminis- 
trador general de los bienes de las Capellanías aetaív!tiieuto vacan- 
tes, ó bien encargar con la misma garantía la de cada Capellaiiíti, 
esté ó no vacante, á persona de su conílan/ai, luibicndo justo funda- 
mento para ello.” 


El legislador se muestra en este artículo consecuente con su 
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sistema. En ei art. 21 de la Instrucción previno que hasta que se 
cumpliesen las prescripciones de los artículos siguientes, relati- 
vas á los negocios todavía pendientes ante los Tribunales civiles, 
se suspendiera el dar la posesión de los bienes adjudicados á los 
interesados que no hubiesen entrado á la sazón en ella. Expusi- 
mos entonces cuán acertada y natural nos parecía semejante dis- 
posición, y ahora tenemos necesidad de emitir el mismo juicio á 
propósito de las disposiciones del art. 40. 

En efecto: ¿qué razón habria para no proceder en este caso 
de manera idéntica? Miéntras que Jos individuos interesados no 
conmuten los bienes se hallan en la misma situación y con iguales 
derechos que aquellos otros, interesados también en los juicios 
pendientes, antes de que i^ediman las cargas respectivas. Por eso 
nuestro humilde sentir se halla en esta parte identificado con la 
Ley. Mas ciímplenos observar que el artículo previene la sus- 
pensión de la entrega de los bienes á las familias conmutantes 
hasta que tenga cumplido efecto la conmutación, pues no otra cosa 
significa el que continiie administrando los mismos el Capellán ó 
persona llamada por la respectiva fundación. ¿Quiere esto decir 
que en la conmutación de los bienes se observen reglas diferen- 
tes que en la redención de las cargas de las fundaciones extin- 
guidas? Creemos que no, y a semejante opinión se opondría en 
todo caso el texto terminante del art. 36 de la Instrucción, en su 
párrafo último. 

Mas si fijamos detenidamente nuestra atención en el impor- 
tante contenido del artículo que examinamos, notaremos la dife- 
rencia que existe entre aquella redención de cargas y la necesa- 
ria conmutación de bienes prevenida en éste. 

En los casos en que la antedicha redención proceda, ó nos ha- 
bremos de referir á los pleitos fenecidos, ó á los juicios pendien- 
tes ante los tribunales; en el primer caso, es evidente que una 
vez adjudicados los bienes, no puede existir capellán; existen 
únicamente individuos adjudicatarios, poseedores actuales de 
bienes desvinculados y repartidos. En el segundo caso, es posi- 
ble que existan expedientes en cpie se solicite la declaración de 
propiedad sobre los bienes que han venido constituyendo ésta ó 
la otra Capellanía, y claro es que esta clase de juicios esencial- 
¿nente declarativos, lejos de oponerse, suponen la existencia de 
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tin capellán actual. No se refiere, pues, á estos juicios ni el ar» 
tículo 10 del Convenio, ni el 21 y siguientes de la Instruceion. 
Las precitadas disposiciones aluden á los juicios pendientes so- 
bre adjudicación de bienes, que es cosa muy distinta; y fijándonos 
en este caso, y reconociendo como posible la existencia ó inexis- 
tencia de actual capellán, diremos francamente c[ue lo que nos 
parece procedente es laredeneion de ¡as cargas respectivas, veri- 
ficándose la entrega de los bienes de tal manera, que en nada se 
* quebranten ni menoscaben los legítimos derechos del capellán 
actual, si por acaso existiese. Esta circunstancia no puede me- 
nos de influir, como es evidente, en la resolución de estos asun- 
tos, y asimilar en cierto modo la conmutación con la redención. 
En electo, lo que el presente artículo establece, en orden á la 
administración de los bienes, dando por supuesta la existencia 
del capellán, ó de persona, en su defecto, llamada por la funda- 
ción, eso mismo en el fondo pavece que debe tener lugar en los 
juicios pendientes últimamente aludidos. 

La inteligencia, sin embargo, del período primero del ar- 
tículo 40, debe ajustarse á las prescripciones del cap. 2.° de la 
Instrucción. Si la frase cumplido efecto que se usa en esto ar- 
tículo, hubiera de tomarse en su natural y extricto sentido, no 
seria fácil conciliar este artículo con el texto claro y terminante 
del 36. Pero aquellas palabras no creemos que deban ser en- 
tendidas en un sentido extricto, sino que deben, por el contrario, 
apreciarse con el significado que acabamos de indicar, como ex- 
presivas del mismo pensamiento, y exactamente ajustadas á la 
misma idea, cxplícitarneute consignada en el art. 19. 

Empero si tal es la intedigencia de la frase cumplido efecto, 
es forzoso deducir de estas premisas, que los familias conmutan- 
tes deben desde luego ser responsables á la renta del capellán, y 
garantir el cumplimiento exacto de esta obligación con las for- 
malidades de derecho. Naturalmente se despierta en nosotros el 
recuerdo de las escrituras ó pagarés, á prudente elección del 
Diocesano. 

Procedamos á examinar el período segundo del referido ar- 
tículo. Amplísimas son las facultades que en el mismo se otor- 
gan á los Diocesanos, y tan altas y suíicientes para todo, que 
hasta llega á revestírseles del augusto carácter de Delegados 
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|)()PiiirMU()s. OiKidíi <;sl,;il(l('c,i(lo <|ik; (•oiUiiiuarúa administrando los 
Imciii's los (;:i|i(;llan(;s ó las |((;rsoiias llamadas por la respectiva 
Imulacaoii, hasta tanto ipii; la coninnlaclon no se realice en los 
lórininos explicados; pino (Hairrir pndici'a (|iie esa administra- 
ción no oli-ecicse las ^aranlias rnmesai ias á los ojos del Diocesa- 
no, All.n ar en lo más miniino las cláusulas ó preceptos de la fun- 
dación, no pueden hacerlo los Obis|)os por derecho propio, y de 
aipu <pie pi(;vey(;ndo tamaño inconveniente; las altas partes con- 
<*onl:nilrs, li‘s comiinic;ir(in para liilcs casos la (Idcijacion apos-- 
íoUca. Ij) su virliicl pai‘ccc (|U(‘, iodo adininislrador puede ser 
j(‘mo\i(lo por (d Pndado Diocesano, cuando lo esLinie convenien- 
Ic, sean los (pie liKinai los lilulos y circunslancias que en el con- 
curraii, pu(is no hay d(n*ccho conlra. el derecho, ni íacuUades más 
alias, (pi(‘ las (pie invisle ¡x^r sí misma la aiiloridad suprema (l), 
V(‘amos aliora (d lexlo dcl ai L 11 : 


Ari.iculo 41 oe la Instrucción. “liiis insusapeiones inti’ansferi- 
l)l(‘s s(‘ [lomlraii (mi caalx'/.a, do ] i, ( ’aocd lanía, a (pu‘ se 1(3 a])li(][iien, y 
osl aran simnpro a- disposuaOn did Dioca'sano, (]ni(3ii determinará el 
pnní t), modo y I orina d(^ sn oonsmaeK'ion, haciendo entreijjar oportu- 
naimnitií liara, su ('ohranza á ios (3apeílaiies el cu])oii que corres- 
iumda. 

Un (*aso dt' \ a('aní e, v\ exccdoní t3 que huhicro, después de pagar 
ni (aaíianno, qm‘ (d misino Diocesano nombrará para levantarlas 
a. rg is y el imporli' d(' los gastos abonables, se aplicará, parte á au- 


( I) |3(‘ iinrorlüiicia es para (*('mñrm:ir nuestras nritorioros concTnsío- 

iH's la s(Mit,(M*cia r('OM¡(la t'ii iin iiUalo so?íÍ('M!íÍo ?i ato la An<noTiv'ia <le Oviedo entre 
¡»arii'sy oii la cual con fcidui dcl 20 do Mayo do 1878, se declaró: 

1. '’ (,>u(‘ la única rnilocíd:»,;! (‘ompcic.nte para, administrar y nombrar administra- 

doi't's <|. ¡os bienes d(* las (yip»dlaiiías (\s el Prelado .Hiocosano. 

2. “ (¿lie los llaunuios por la. ley á ii.iltpnrir .lo^s biimos dótales de las Capellanías, 
iU) t i, no II tl( ! (*clio a adniin istra.r ni á nombrar administradores, siendo nulofl taJes 
Monil)r:iini(‘Ml(ts, amnpu' se li.iivaai c/'u a pi'oliaciou dt^ los jnoc(“S ordinarios. 

e3* (¿!M‘ la <‘\cc|*ci(vn lu'cini poc la Idrc'ct'iiui irmioral dc! ]>ropiodados, en víitiid 

<ici Pctil dcvMCio de 12 <u‘ A^'esu) lie !S7I, no da <icrt‘clio ifltí'nno a las personas á enyo 
:iV(‘r ;.c 1; i K r:i p:ii :i iítlcrvt'üic en la AtOninis'racion de los humos de las apcHí^* 
lías, siendo l a n ¡ (do nna th'clarai'ion de que los exina’sados bienes no están coin- 
i'rendidos im las h'sa's dt'S;nuorl.izadoras no pi'rteiUHum al listado. 

I ” (¿ur los biinies d(‘ las (^apelniutas ,s/,'ó.vov/<’,//( .s’, t^pie son aqiudlos lu^a adjndi 
c:icion <*ivil no lia sido reclamada con anterioridad al Iveal decreto de ..fedt No^iem 
bia» de lSéi>, conl iiuian espiritualizados ó (•onst'rv.an su earácter de bienes^ocleini s i 
<‘os, mit'utras no se harf;i la eoniuutaeioii {trevimida cu el (7ouimuio-l(\y de~l de uní 
•!t; 18C>7. 
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mentar la congrua de la Capellanía adquiriendo nuevas inscripcio- 
nes intransferibles, y asimismo la parte que estimen conveniente 
los Iliocesanos, al fondo de reserva.” 

Es demasiado intelig-iblc el artículo preinserto para que nos 
detengamos en una prolija explicación. 

Las inscripciones intrasfcribles do que tantas veces nos he- 
nios ocupado, constituyen en la novísima Ley el verdadero pa~ 
trimoniOj los bienes dótales, tanto de las nuevas, como de las 
fundaciones subsistentes. Por consiguiente, es claro que deberán 
ponerse en cabeza de la Capellanía á que correspondan. Debe- 
rán asimismo estar a disposición del Diocesano para los fines 
importantes que el artículo expresa, y muy especialmente para 
el aumento sucesivo de congrua, en caso de vacante. 

Esta parte del artículo es interesantísima y demuestra clara- 
mente la previsión y exquisita solicitud del legislador. Con tan 
acertadas disposiciones, que los Prelados Diocesanos cumplirán 
fielmente. Jas Capellanías habrían de estar mejor dotadas al ca- 
bo de algún tiempo, y los eclesiásticos que las obtuvieren contar 
con mayores recursos para su decorosa subsistencia. 

No se había omitido, pues, nada que contribuyera á el mejor 
resultado de la Ley-convenio. La autoridad eclesiástica había al- 
canzado para el porvenir un triunfo, la Iglesia habría de tener 
en ló sucesivo mejores servidores. 

¡Lástima grande que cuando redactamos estas líneas des- 
pués de diez años de escritos nuestros anteriores comentarios^ 
todo haya venido á quedar reducido á un nuevo y más terrible 
desengaño! 


XV. 


Texto oficial del artículo 14 del Convenio. — Comentario . — Idea general del mismo. 


Art. 14 del Convenio. 

« Del mismo modo cuando las familias hayan en- 
tregado al Diocesano los títulos de tres por ciento, que 
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se convertirán después en títulos intransferibles de 
la Deuda, corresponderán á aquellas en calidad de 
libres los bienes de las Capellanías adjudicados, 
ó cjue se adjudicaren judicialmente en virtud del prén- 
sente Convenio, y todos los demás gravados con car- 
gas eclesiásticas, que se rediman en conformidad á 
las disposiciones contenidas en los artículos 9.” y 10, 
entregando al Diocesano los títulos necesarios al 
efecto. » 


COMENTARIO. 

1. Apenas si necesita comentario alg'imo el artículo que aca-* 
bamos de trascribir. 

Su doctrina es la imiversalmente proclamada por el derecha 
común en materia de imposiciones censuales y de obligaciones 
en i^eneral. 

o 

Cuando estas se cumplen queda desligado el vínculo y en ab- 
soluta libertad el dueño de la linea para obrar segunde plazca. 
Hé aquí á lo que se reduce el clarísimo contenido del articulo 
presente. 

¡Mientras que las familias no entreguen al respectivo Diocesa- 
no el competente número de títulos de la Deuda, los bienes se 
hallan ijravados con las cargas eclesiásticas correspondientes; mas 
cuando veriíicareii esa entrega, las cargas quedan redimidas, y 
los bienes pasarán á ser suyos en concepto de libres. 

A nada conduce detenernos más en la innecesaria explica- 
ción de tan sencilla doctrina: tampoco necesitamos invocar ar- 
tículo alguno de la Instrucción, que amplíe, esclarezc o* 
mine el referido precepto del Convenio; cosas son estas, que una 
ve/, enunciadas, se comprenden inmediatamente, sin que sobro 
ollasarroje un átomo de luz una discusión inoportuna. 


XVI. 


Texto olioial di'l artículu Id ce^ Convenio. — —Explicación g'oneral dcl 
artícnio. — Artículo oS de la Instrucc'.ou; aclaraciones al mismo. JSofa impor- 
tante. 


Art. 15 del Convenio, 

uCuafido los tíñdos de tres poi' ciento, entregados 
por la familia, produxean, al menos, una renta 
anual liquida de '2.000 rs., se eonstituirá sobre esta 
cóngrua nueva Capellania en la iglesia, en que ante- 
riormente estuvo fundada la Capellanía de que pro- 
cedan los títulos; y en su defeeto, en otra iglesia del 
territorio, prooui'ando el Diocesano, en cuanto sea 
posible, que se eumpla la voluntad del fundador; pu- 
dienclo, esto, no obstante, por fines del mejor servicio 
de la iglesia, modificar ó conmutar, con autoridad 
apostólica, que al efecto se le confiere por el presente 
Convenio, tanto respecto de este punto, como de todo 
lo demás susceptible de mejora, lo establecido en la 
fundación . « 


COMENTARIO. 

1. El legislador ha previsto ea este artículo un caso muy 
factible. Los titulos de la Deuda entregados al Diocesano, pue- 
den ser bastantes á producir, una vez convertidos en inscrip- 
ciones instransfcribles, la renta anual liquida de 2.000 rs., que 
es el míniinun de cóngrua señalada en el art. 12. Cuando esto su- 
ceda, llenos como están los requisitos de dicho artículo, y ase- 



— 304 — 

gui ada cu la escala mínima prefijada la subsistencia del futuro 
capellán, puede procederse desde luego á constituir sobreestá 
cóngriia nueva fundación, no olvidándose, empero, de la primitb 
va que ha dado origen á ios títulos mencionados. 

De aquí que la nueva Capellanía deba fundarse en la misma 
ig lesia en que radicara la antigua, a ménos de que aquel templo hu- 
biese dejado de existir; en cuyo caso el Diocesano esta facultado 
para establecerla en otra iglesia de su territorio, eligiendo sin 
duda aquella en que fuese más necesaria, y procurando cumplir 
en lo posible con la- voluntad del fundador. Mas por sagrada y 
respetable que esta sea, lo es ciertamente mucho más, á ios ojos 
de la Ley, el mejor y más cumplido Servicio de la Iglesia, á 
cuyo fin importantísimo han de dirigirse todas las instituciones 
de este género. Hé aquí por qué se confiere á los Diocesanos la 
autoiidad apostólica, facultándolos para modificar, ampliar ó 
conmutar, cuando lo estimen susceptible de mejora, lo estable- 
cido en la fundación. 

Nadie puede dudar de la prefencia que merece la iglesia á 
que correspondiera la primitiva fundación, cuando de ella son 
procedentes los referidos títulos del 3 por 100, constitutivos de 
la cóngrua. Ha podido, sin embargo, esa iglesia, merced á va- 
rias causas., dejar de existir; ha podido desaparecer, como han 
desaparecido tantas, por la acción implacable del tiempo, por la 
incuria y abandono de los hombres, y acaso más que por todo, 
por el rigor de las pasadas circunstancias; y claro es que en 
este caso, no siendo posible reedificar el templo ó esperar que 
esto suceda para fundar la nueva Capellanía; era preciso consti- 
tuirla en otra cualquiera del propio territorio, teniendo en cuen- 
ta al verificar esta traslación forzosa el mejor servicio de Dios 
y la utilidad y provecho de los fieles. 

No debe olvidarse para apreciar en todo su valor la previ- 
sión de la Ley, las palabras del artículo que comentamos. El le- 
gislador dice que los Diocesanos procurarán, en cuanto les sea 
posible, dar exacto cumplimiento á la voluntad del fundador; pero 
entiéndase que están autorizados para introducir en las fundacio- 
nes las mejoras c[ue estimen convenientes, aun cuando paia ello 
tuviesen que apartarse alguna vez de las reglas, quizá inaplica 
bles, prescritas por la fundación. 


2. Veamos ahora lo que coiieeniienie á esta materia estable- 
ce el art. 38 de la Instrucción. 


Artículo 38 de la Instrucción. «Si la Capellanía fuese con- 
grua, el Diocesano, con audiencia del patrono, deterirdiiará la igle- 
sia en que debe establecerse la Capellanía, si no existiese la en qiu' 
primitivamente fue fundada, ó si por el mejor servicio do los fieles, 


ó más eficaz auxilio al ministerio parroquial, conviniese la traslación 
á otra parroquia, santuario, ó capilla, usando para ello de la delega- 
ción apostólica, consignada en los arts. 15 y 21 del Convenio. Ade- 
más, en uso de las propias facultades, introducirán los Diocesanos 
en las fundación, con audiencia instructiva de los patronos, todo lo 
que consideren provechoso al mejor servicio de la iglesia, y para (pie 
las Capellanías llenen cumplidamente los elevados objetos que las 
Supremas Potestades se lian propuesto en el Convenio. 

Procurará el Diocesano que entre diclias obligaciones sea una 
de ellas, siempre que ser pudiere, la celebración de misa de alba en 
los dias de precepto en los pueblos agrícolas, y de las llamadas de 
hora ó de punto, acomodados á los usos y costumbres de la genera- 
lidad de las gentes, en las poblaciones aglomeradas de otra clase; ya 
sea en la parroquia en que esto fundada ia Capellanía, ya en cuai- 
quiera otra, que conviniere más, dentro de la misma población. 

El Diocesano dictará ante notario, y en papel de oficio, el corres- 
pondiente auto eanónico, que á los efectos correspondientes se uni- 
rá á la primitiva fundación de la Capellanía, debiendo extenderse 
en el propio sello la copia original, que ha de archivarse en la par- 
roquia del territorio en que se fundare.» 


Las ámplias facultades concedidas á los Diocesanos por el ar- 
tículo 15 dcl Convenio, reciben su natural desarrollo y explicación 
en el que de la Instrucción acabamos de insertar. Rcprodiiconse 
en él las mismas ideas, y se rinde un tributo de respeío al dere- 
cho de patronato, por más que la unidad y carácter jurídico de 
la fundación haya dejado de existir. 

Los Diocesanos, en el caso de ser congrua Ja CapelJania de 
que se trate, de no existir la Iglesia de la primitiva fundación, ó 
de juzgar como más conveniente al servicio público de los fieles, 
y más eficaz auxilio al ministerio parroquial, la traslación de la 
mencionada Capellanía á otra iglesia, capilla ó santuario del pro- 
pio territorio, facultados están para decretarla; pero siempre con 
audiencia previa de los patronos respectivos. Lo mismo necesaria- 
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inoiitc ha de observarse, cuando por análogos motivos se deban 
introducir mejoras en la fundación. 

Y tan solícito se ha mostrado el legislador en esta parle, tan- 
to ha deferido al mejor servicio de la Iglesia, y con tan vivo in- 
terés ha consol (ado á la utilidad y provecho de los fieles, que no 
ha omitido el significar que entre las obligaciones que se impon- 
gan á los nuevos Capellanes, sea una de ellas, y muy principal, 
la celebración de las misas de alba en las poblaciones agrícolas 
y de las llamadas de hora ó de punto en las feligresías de otra 
clase. 

Poblaciones habrá que de unas y de otras necesiten, y á esa 
necesidad proveerán, sin duda, los Prelados, siguiendo el levan- 
tado espíritu del legislador. 

El último período del citado artículo de la Instrucción, se 
ocupa de la manera y forma con que han de proceder los Dioce- 
sanos al usar de la delegación apostólica que el Convenio les 
confiere, previniéndoles que, por ante notario y en papel de ofi- 
cio, dicten auto canónico, expresivo de las alteraciones, adicio- 
nes, ó cambios que introduzcan en la fundación, de cuya provi- 
dencia ha de sacarse copia original, fehaciente, que se extende- 
rá en papel del sello referido, y se archivará en la parroquia del 
territorio en que se fundase. Es decir, la Capellanía podrá fun- 
darse en iglesia que no sea parroquial; pero la copia del auto de 
fundación, se custodiará necesariamente en el archivo de la par- 
roquia á cuyo distrito jurisdiccional correspondiese aquella 
iglesia. * 

3. Ocasión es esta de que demos á conocer una nota que ha 
llegado á nuestras manos y en la cual á la vez que se indicaban 
puntos que dejamos con mayor ó menor acierto dilucidados, se 
agregaban otros que han de darnos luz para el estudio y comen- 
tario de los artículos sucesivos. 

Hé aquí la síntesis de la referida nota, reducida á forma in- 
terrogante por ser la más propia de esta clase de estudios: 

«1.* ¿Podrá unirse una Capellanía ó Beneficio residencial con 
otro residencial de Comunidad, ambas de un mismo patronato fa- 
miliar? 

2.* ¿Dado cl caso de ser dichas Capellanías incónyi'uas en el 



_ 307 — 

estado actual cada una de por sí, es preciso que á su unión, haya 
de agregarse mía parte de títulos de la Deuda, procedentes de 
redención de cargas eclesiásiieas, para darse al Diocesano el 
turno correspondiente, según lo establece el art. 16 del Con- 
•venio? 

3. * ¿Decretada esa unión deberá verificarse la conmutación 
de bienes de ambas piezas unidas, con arreglo al Convenio noví- 
simo, entregando los títulos al Diocesano; ó bien en cuanto al Be- 
neficio de la Comunidad, efectuarla con arreglo al Convenio de 
1849, adicional al Concordato? 

4. * ¿Bastará la simple carta de pago ó de entrega de títulos 
librada á favor de los conmutantes? ó bien, ¿qué clase de docu- 
mentos y bajo qué modelos se les han de expedir, para que pue- 
dan pasai’los al Registro de la propiedad y se inscriban los bie- 
nes en dominio de los conmutantes atendido que según el art. 36 
de la Instrucción es privativo del juzgado de primera instancia 
fallar sobre el derecho de los interesados á los bienes v no cor- 
responde al Diocesano adjudicarlos? 

5/ Si los bienes son censos, ¿quedarán estos después de la 
conmutación á favor de la familia como exceptuados de la desa> 
mortizacion bajo la salvaguardia del derecho común y de las es- 
crituras de imposición, conforme expresa el art. 10, de la Ley 
de Junio de 1866? 

6/ Si el patrono que ofrece la conmutación pide á la vez una 
porción que por benignidad apostólica se puede reservar á la fa- 
milia, existiendo aun obtentor de lá Capellanía colativa que debe 
continuar el disfrute de toda la renta, ¿se obligará al patrono 
conmutante á que le asegure con sus bienes el completo de su an- 
terior disfrute durante la vida del obtentor, después de percibir 
este el equivalente de lo restante en títulos de la Deuda? 

¿Deberá limitarse la conmutación en los legados píos, an- 
tes beneñeios, á la redención de cargas eclesiásticas específica- 
mente impuestas en la fundación según el art. l."?¿ó bien deberá, 
para este efecto de redimir, considerarse como carga la congrua 
de Ordenación según lo prevenido en el art. 2.®, mayormonlc 
cuando algunos de dichos legados, tienen tanta ó más renta que 
ciertos beneficios que no sufrieron igual reducción? 

8.* Cuando el que administra no tiene otro carácter que el de 
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ijjcro administrador, aunque sea de la familia del fundador. ¿Se 
j)odrá admitirlo la conmutación de rentas que offezca, como se 
{■resentan varios que la ofrecen, quedando á su favor aplicadas 
y de su libre disposición los actuales de la lundacion, después de 
haber entregado al Diocesano los correspondientes títulos de la 
lleuda? 

9. ® ¿Podrá hacerse lo mismo en toda otra clase de obra pía 
(i fundación respecto de las cargas eclesiásticas que tengan mez- 
cladas con otras de beneficencia ó instrucción, si no pueden ad- 
judicarse sus bienes en virtud de leyes, des vinculadoras aunque 
sea familiar, por ser solamente un conjunto de bienes amortiza- 
dos para llenar con su renta algún objeto piadoso, según juris- 
prudencia establecida por el Tribunal Supremo? ¿y deberá resoi- 
Arerse préviamente esta cuestión de adjudicabilidad por los tribu- 
nales, como en un caso parecido lo estimó así el Consejo de Esta- 
do en el Real decreto-sentencia de 16 de Octubre de 1864? 

10. En caso de que los patronos familiares de los Beneficios 
no quieran, y los meros administradores de dichas memorias no 
puedan conmutar las rentas: ¿se excitará á los prestamistas á 
que rediman los censos en la parte relativa á cargas eclesiásti- 
cas, entregando al Diocesano títulos de la Deuda ántes de acudir 
al Juez para la venta de los bienes? 

11. ¿Será necesario deslindar préviamente las cargas ecle- 
siásticas de las benéficas y de instrucción y hacer designación de 
los censos que para cada clase de cargas se destinen, mediante 
la subrogación, de una manera análoga á las que establebe la 
ley de 11 de Julio de 1856, y demás referentes, para subrogar 
censos y cargas de hipotecas ináncomunadas? 

12. Si verificado el total pago de la redención ¿ha de otor- 
garse escritura pública por ante Notario firmándola el juez ecle- 
siástico? ¿y si no aparecen títulos por los cuales pueda hacerse 
préviamente la inscripción del dominio, librarse además la cer- 
tificación en la forma que previene el Real decreto de 11 de No- 
viembre de 1864, al efecto de la inscripción prévia? 

No se contestaron de un modo oficial, que sepamos, lasan-^ 
leriores dudas, habiendo llegado á nuestra noticia tan solo el si- 
guiente diclámen emitido sobre las mismas por un alto funcio- 
nario. 
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Respecto de la 1/ dijo: Que no seria conveniente unir las Ca- 
pellanías ó ben‘eficios no residenciables con otros residenciables 
de comunidad de Beneficiados, aun cuando fuesen de un misma 
pati’onato, por la diversa índole y por las diferentes obligaciones 
de unas y de otras fundaciones. 

Sobre la 2.*: Que á cada una de las Capellanías á que se alude, 
ó bien Beneficios, debiera agregarse una parte de títulos de la 
Deuda procedentes de redención de cargas eclesiásticas, á fin 
de que se hiciesen cóngruaSy en cuyo caso el Diocesano tendría 
el turno establecido en el art. 16 del Convenio de 24 de Junio 
de 1867. 

Sobre la 3 .^: Que como es procedente la unión debiera respecta 
á cada Capellanía ó Beneficio observarse lo dispuesto en el Con»- 
venio de 24 de Junio, teniendo presente lo prevenido en el Real 
decreto de 15 de Febrero de 1867, si fueren verdaderos benefi-» 
cios de las iglesias en que hay comunidad. 

Sobre la 4.‘\* Que se hallaba resuelta en la Real orden de 21 
de Julio de 1868. 

Sobre la 5.^: Que parecia indudable que los censos conmutados 
debían entrar en la propiedad de las familias, bajo la salvaguar- 
dia del derecho común. 

Sobre la 6.® Que el patrono conmutante debia estar obligada á 
asegurar al Capellán obtentor de la Capellanía el completo de su 
anterior disfrute, si lo conmutado llegara á producir una cantil- 
dad igual al completo, y en caso negativo debiera asegurar una 
suma relativa al producto. 

Sobre la 7.\* Que en el caso propuesto debiera estarse para la 
redención á lo dispuesto en el art. 1.® del Convenio. 

Sobre la 8.^: Que debiera admitirse la conmutación en la 
forma y en el caso que la consulta indica. 

Sobre la 9."*: Que no parece debiera hacerse lo mismo respec- 
to á las cargas para instrucción, ni á las cargas sueltas. 

Sobre la 10. Que debiera excitarse á los prestamistas antes de 
acudir á los jueces, reservando este trámite para en el caso que 
aquellos se negasen á conmutar las rentas. 

Sobre la 11. Que debiera hacerse el deslinde que se indica^ 

Sobre la 12. Que debiera estarse á lo prevenido en la Real 
orden de 21 de Julio de 1868. 
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Sí importantes fueron las premunías contenidas en la nota 
irascrita, no lo fueron ménos las contestaciones consignadas en 
c\ díctámen o infornie que sobre las mismas hemos tenido ú la 
vista y (pie [>or razones fáciles de comprender no hemos querido 
fraccionar. Acaso sea el anterior documento uno de los que con- 
(i*ibuyan iiuis Á enriquecer este libro, en el que de propósito he- 
mos huido del casiiismo, que tanto perjudica á la claridad y 
s(‘ piH'sta [)or otra parle á tan diversas como encontradas apre- 
ciaciones. 


XVII. 


It'xío ofunal aol art, t(' ilt'l Convonio.- Ci-ncntario: oxpliotu’íou ¿re uoral del articiC^o. 
Aríunilos r>l\ 41, L\ Id, l-l, 45 y W de Li In s t r u e c i o n ; a e I ar a e i o u á 1 o s m i,s in o ? . 




. 1(» del Convenio. 


"Se formara meada. Dioot’si.s un acorro pío común 
con los (/lulos de la Deuda consolidada del tres por 
cie/ito, procedentes de la rede/icion de carpas, del im- 
porte de las no cumplidas, o de bienes de Capellanias 
colatiras incónpruas, uniendo al intento dos b más, 
sepan sea necesario, para constituir u/ia cónprua al 
menos de ^.000 rs., haciendo los llamamientos para 
el ilis[/'uíede ella entre las familias, que por las res - 
¡h’dii'as ¡’undaciones turiesen derecho, ij estableciendo 
¡hira el ejercii'io del patronato actiro los eorrespon- 
liientes tur/iiis, habi<la eo/isiileracio/i en todo caso, a 
la ea/itiiiad pi'oeedente de cada Capellanía, pea la in- 
telipcncia de tpie ha de darse al Diocesano el turno 
i'on’csp(milicnte en representación de corporacionu'' o 
de careas eclesiásticas no existentes. 
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V atendiendo á que por el presente Convenio se 
da nueva forma á las Capellanías colativas familia- 
res^ todavía existentes^ y á las que de nuevo se esta- 
blecen en subrogación de las que-, por efecto de las 
pasadas vicisitudes, han dejado de existir^ el patro- 
nato meramente activo se ejercerá^ eligiendo el patro- 
no entre los propuestos en terna por el ordinario 
Diocesano; y respecto del patronato pasivo^ usará 
este de sus facultades-, si el presentado no reuniese las 
circunstancias necesarias para cumplir lo dispuesto 
en el presefite Convenio . » 

COMENTAEIO. 

1. Si el legislador había previsto en el arl. 15 que antecede, 
el caso posible, aunque no muy frecuente, de que los títulos de 
la Deuda entregados al Diocesano produzcan una renta anual lí- 
quida á lo ménosde 2.000 rs., y determinado en su consecuen- 
cia que sobre esta congrua se fundase nueva Capellanía, era na- 
tural que se ocupase también del caso contrario, y dictase para 
esta “hipótesis sábias y prudentes disposiciones. 

Así lo ejecuta en el artículo presente, determinando que con 
los productos provinientes: l.^de la redención de cargas, que no 
puedan constituir dicha renta: 2.^ con los que procedan del pago 
de obligaciones atrasadas, y 3.^ con los que resulten de la conmu- 
tación de bienes de las Capellanías colativas incóngriias, se forme 
en cada Diócesis un acervo pió, que por componerse de las can- 
tidades ó elementos mencionados, se denominará común, y del 
cual, mediante la mutua agregación de las cantidades necesa- 
rias, se constituyan las congruas prefijadas, y sobre ellas se es- 
tablezcan las correspondientes Capellanías. 

Acertado pensamiento el del presente artículo. El legislador 
quiere conservar en lo posible , si bien adoptando la forma que 
reclaman las actuales circunstancias, el recuerdo siempre respe- 
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labíe de las antiguas fundaciones, y por esto no debemos esca 
searle nuestros elogios. 

No porque sea exigua la dotación de una Capellanía, ha de 
echarse en olvido lo relativo á su fundación ; y de aquí que se 
determine en el presente artículo que los llamamientos para el 
disfrute de estas nuevas Capellanías se hagan entre las familias 
que tuviesen derecho^ según las fundaciones respectivas; y esta- 
bleciendo para el ejercicio del patronato activo los turnos corres- 
pondientes, habida siempre consideración á la cantidad, consti- 
tutiva en parte, de la eóngrua procedente de cada Capellanía, y 
garantizando al propio tiempo el derecho de los Diocesanos, como 
legítimos representantes que son de las corporaciones extingui- 
das. Creemos que el más descontentadizo y exigente no encontra- 
rá motivm alguno de censura en las precitadas disposiciones. 

Importa tener en cuenta, para la mejor inteligencia y aplica- 
ción práctica del art. 16 del Convenio, que por él se altera pro- 
fundamente el ejercicio, entiéndase bien, no el derecho de patro- 
nato, dándose nuevas atribuciones á los Prelados, que concep- 
tuamos oportunas, porque tienden á evitar lamentables abusos 
por todos reconocidos y por muchos lealmente confesados. 

La unión ó agregación de las Capellanías incongruas no es 
una novedad. Ya hemos dicho que sin la decorosa sustentación 
no se concibe ni debe haber Beneficios , ni á la sociedad civil 
misma conviene la indotacion de los ministros del altar. Es esta 


origen de grandes males que quisiéramos ver remediados en 
nuestra patria. 

Los nuevos recursos que se facilitan á los Diocesanos harán 
posible que éstos completen la dotación de un gran número de 
Capellanías, atendiendo á las fundaciones que más utilidad espi- 
ritual reporten en la localidad en que estén establecidas y á las 


necesidades de los pueblos. 

Subsistirán, pues, las Capellanías, y se respetarán además 
los llamamientos hechos por el fundador, puesto que éstos han 
de recaer en las familias que tengan derecho , según quiere la 


Ley en cuanto al patronato pasivo. 

En lo que se reñero al patronato activo y en la forma de ejer- 
cerlo, es donde se introduce por el Convenio verdadera novedad, 
puesto que ya no será el patrono el que presenta el capellán, 
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sino que habrá de elegirle entre los tres que le propong-a el Or- 
dinario, que no por esto deberán de dejar de reunir, en nuestra 
Opinión, los requisitos necesarios, ó sean los marcados en la 
fundación; de tal suerte, que se evite un conflicto que en la prac- 
tica debe preveerse y que seria en determinados casos de malí- 
simo efecto. 

Supongamos que entre los propuestos no hubiera ninguno de 
los llamados por la fundación. Se pregunta; ¿tendrá derecho ó 
facultad el patrono para protestar de la terna y no elegir á nin- 
guno? Cuestión es esta que ocurrirá difícilmente, pero que debía- 
mos indicar, y la prudencia y tino de los Diocesanos resolverá á 
prioriy puesto que no deben separarse, en cuanto sea posible, de 
las reglas de la fundación. 

El período segundo del artículo que comentamos es evidente- 
mente aclaratorio del primero. En él se reconoce la transforma- 
ción que la presente Ley produce en todo este linaje de funda- 
ciones, y resuelve los dos casos posibles en materia de patronato. 
El activo se ejercerá eligiendo el patrono de entre los propuestos 
en terna por el respectivo Diocesano; en cuanto al pasivo^ los 
Prelados usarán de su derecho examinando las circunstancias 
que concurran en el presentado. ¿Mas cómo podrá tener lugar 
este segundo extremo, vigentes, como se suponen , las disposi- 
ciones del primero? ¿No se ha establecido que el patronato activo 
se ejercerá sobre los individuos presentados en terna por el mis- 
. mo Diocesano? Pues claro es que en tales casos los Prelados no 
presentarán al patrono sino sugetos dignos y que no merezcan 
ser rechazados. 

De toda suerte, el derecho de recusación c[ue en el supuesto de 
inaptitud del presentado se concede á los Diocesanos, es una 
nueva garantía do que habrán de llenarse las prescripciones 
del presente Convenio, no sólo en cuanto á las cualidades de los 
mismos , sino á la precisión de que éstos asciendan al órderi sa- 
cro dentro del término prefijado en el artículo siguiente, y re- 
únan las demás cualidades que se determinan para el mejor 
cumplimiento de los fines de las fundaciones, a que se atiende 
muy especialmente, dando á los Obispos ámplias facultades en 
este particular, de tanto interés para la Iglesia y el brillo de la 
clase sacerdotal. 
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La contradicción que aparece hasta cierto punto entre ei 
dllimo período del artículo y los anteriores, se desvanece por 
completo si nos fijamos en que sólo puede referirse al espacio 
que forzosamente ha de mediar entre la presentación y la colo- 
cación, Si en ese tiempo el elegido por el patrono se hiciese im 
compatible con las dispo^siciones del Convenio, el Diocesano 
lo rechazará, y elegirá el más digno en la forma ordinaria y por 
todos conocida. 

No hay, pues, en este punto más que una falta de precisión 
en los términos en que el artículo resulta redactado. 

2. Cuantas dudas puedan ofrecerse acerca de la aplicación 
del art. 16 del Convenio se hallan resueltas, en nuestro sentir, 
tanto para el presente como para'el porvenir, en los artículos 39, 
41 , 42 , 43 , 44, 45 y 46 de la Instrucción , cuyo texto vamos á 
trascribir, y sobre cada uno de los cuales haremos más adelante 
alguna aclaración. 

Artículo 39 de la Instrucción. «Las rentas de las Capellanías, 
que se declaren incongruas por auto dictado en la forma prevenida 
en el párrafo anterior, pertenecerán al acerbo pío común de que trata 
el art. 16 del Convenio. 

El Diocesano, oyendo instructivamente á los patronos, procede- 
rá á decretar la unión de dos ó más de la propia clase, según sea 
necesario para constituir una congrua anual de 2.000 reales, á lo 
ménos, llamando para el disfrute de ella á los que por las respecti- 
vas fundaciones tuvieren derecho, y estableciendo, para el ejercicio 
del patronato activo, los turnos correspondientes, según lo dispues- 
to en dicho art. 16 del Convenio. La nueva Capellanía se establece- 
rá en la parroquia, santuario, ermita ó capilla, que los Diocesanos 
crean más á propósito para la mayor comodidad y mejor servicio de 
los fieles. 

Además de las mejoras que, en uso de la delegación apostólica, 
crean conveniente hacer en las fundaciones de las Capellanías uni- 
das, y de expresar en el auto lo terminantemente dispuesto en los 
artículos 17 y 19 del Convenio, se consignarán también los estudios 
y los demás requisitos, calidades y obligaciones, que los Diocesanos 
estimen oportunas, teniendo presente las indicaciones hechas en el 
artículo precedente respecto de la celebración de misa de alba en 
las poblaciones agrícolas, y de las llamadas de hora o de punto en la^ 
de otra clase. 


Al auto, que provean los Uioeesaiios, se agregarán las fundado- 
ncs y demás documentos pertenecientes á las Capellanías unidas, 
observándose lo que respecto de las declaradas congruas so dispone 
en el párrafo Ss del art. 3Se» 

Art. 41. «Las inscripciones intransferibles se pondrán en cabe- 
za de la Capellanía á que se le apliquen, y estarán siempre á disposi- 
ción del Diocesano, quien determinará el punto, modo y forma de su 
conservación, haciendo entregar oportunamente para su cobranza á 
los capellanes el cupón que corresponda. 

En caso de vacante, el excedente que liubiere, después de pagai 
al ecónomo, que el mismo Diocesano nombrará para IcA iintar las 
cargas, y el importe de los gastos abonables, se aplicará, parte á 
aumentar la congrua de ia Capellanía, adquiriendo nuevas inscrí[>- 
ciones intransferibles, y ashnismo la parte, que estimen coiivenien- 
telos Diocesanos al fondo de reserva.» 


Art. 42. «Cuando el patronato sea meramente activo, el patro- 
no presentará de entre los que el Diocesano proponga libremente en 
terna, por ahora, y de entre los aprobados en los exámenes periódi- 
cos de que habla el art. 18 del lieal decreto de 15 do Lebrero 
mo, luego que lo alli establecido llegue á plantearse.” 


Art. 43. «Si para fundar nueva Capellanía fuese necesario re- 
unir el residuo de muchas de tan corta valía, que sea dítícil estable- 
cer turno en el patronato pasivo, el patrono, á quien tocare la presen- 
tación, podrá hacer esta en cualquiera de los llamados al disfrute 
por la nueva fundación » 


Art. 44. «En adelante se procederá instructivamente en los ex- 
pedientes de presentación, causándose á los interesados el menor 
gasto posible.” 


Art. 45. «Los que se sintieren agraviados, podrán deducir, den- 
tro del termino que al intento prefijase el Diocesano, el recurso cor- 
respondiente ante el tribunal eclesiástico. Este decidirá sumaria- 


mente, con las apelaciones á que hubiere lugar, hasta la decisión 
final por el Tribunal de la Bota, el cual también conocerá sumaria- 
mente, salvo el caso previsto en el art. 7:' de esta Intruceion.” 


Art. 46. «En adelante, toda fundación de Capellanía colativa, 
de patronato activo y pasivo familiar, ha de hacerse con arrreglo á 




Ja 3 bases esenciales, consignadas en el Convenio para las actualmen* 
te exis Lentes.» 


El art. 38 do la Instrucción establece que en auto canónico 
dictado ante Notario y en papel de oficio, se haga la declaración 
por el Diocesano de que una Capellanía es congrua, el cual so de- 
berá unir á la primitiva fundación, y que se extienda una copia 
original en papel del propio sello, que se archivará en la parro- 
quia dcl territorio en que la Capellanía se fundase. 


El art. 39 determina idénticas formalidades cuando por razón 
de no ascender las rentas de la Capellanía á 2.000 rs. éstas se 
declaren incóngruas; cuyas formalidades deben preceder al in- 
greso de los productos en el acervo pío. 

Después de hecha la expresada declaración, el Diocesano, 
con audiencia instructiva de los interesados, es cuando procede- 
rá á decretar la unión de dos ó más Capellanías para formar una 
suficienteínente dotada, y esto se deja á la prudente discreción 
de los Prelados, si bien, siendo condición precisa que hagan los 
llamamientos dentro de los que por las respectivas fundaciones 
tenga derecho, y estableciendo préviamente los turnos para el 
ejercicio del patronato activo. 

De suerte que en la agíxgacion se consultan los intereses de 
la Iglesia y de las familias, y en cuanto á \os llamamientos y al 
ejercicio del patronato no se hace novedad, dejándolo á quien cor- 
responde y cesando la conversión en legados píos de las Capella- 
nías incóngruas, que tantos perjuicios ha ocasionado á esta cla- 
se de instituciones. Las Capellanías seguirán siendo Capellanías; 
las familias llamadas á su disfrute las seguirán disfrutando al- 
ternativamente, y en igual forma se ejercerá el derecho de elec- 
ción. Se ha consultado á nuestro entender en este punto cuanto 
era preciso tener presente, una vez dadas las bases en que des- 
cansa la Ley-convenio, que aspira y quiere la subsistencia de las 
tundaciones, que anhela el mayor esplendor del culto, que no ol- 
vida la necesidad de que los capellanes estén suficientemente do- 
tados, que tiende, en fin, á conciliar las circunstancias actuales 
con las instituciones creadas por la piedad de nuestros mayo- 
res, dignas del más alto respeto y de una prudente conservación. 

Los demás requisitos de que trata el art. 39 responden no 
ménos á el mejor servicio de los fieles. El Clero parroquial tan 
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desatendido, hallará alivio en el penoso ejercicio de su ministe- 
rio; los Obispos podrán destinar un capellán allí donde las nece- 
sidades espirituales de los fieles lo requieran, y podrán hacerlo 
libremente con arreí^lo á las facultades que la presente Ley les 
concede. La parroquia, el santuario, la ermita ó capilla falta de 
sacerdote, y cuya situación sea la más oportuna para el mejor 
auxilio espiritual de una comarca, no estará huérfana, tendrá 
Ministro que celebre misa, y asista á los enfermos y moribundos 
en caso de urgente necesidad: los Capellanes serán milicia do- 
blemente activa en el cultivo de la viña del Señor, que esto es lo 
que quieren las partos concordantes, y tal el deseo que formulan 
ácada paso en el novísimo Convenio que venimos estudiando. 

. Hora oportuna era en efecto la de unir dos ó mas Capellanías 
para verificar en, las fundaciones aquellas mejoras que se creye- 
ran oportunas, teniendo presente que están llamadas á llenar 
nuevas necesidades, y esto se establece en el período segundo 
del art. 39, que no necesita por esta causa mayores explicacio- 
nes ni comentario. 

El auto canónico á que nos hemos referido pone el sello á es- 
tos trámites de agregación ó Uíiion de las Capellanías incongruas, 
auto unido perpótuamente á las fundaciones primitivas, y del 
cual se conservará una copia en el archivo parroquial. 

En el art. 41 de la Instrucción nos pareció desde luego que 
habria de ofrecer en la práctica algunas dificultades que la pru- 
dencia de los Obispos Diocesanos sabria salvar. La entrega del 
cupón á los capellanes colocaría á éstos en la mayoría de los ca- 
sos en una situación difícil y embarazosa. No todos se hallarán 
en punto en que les sea fácil el cobro, ni la situación de muchos 
les permitirá soportar las eventualidades de un señalamiento 
lejano. 

Nosotros esperábamos ántes, y esperamos aún que sobre es- 
te punto se dictáran medidas acertadas que no nos creemos 
llamados á indicar; siendo por otra parte difícil dar reglas fijas 
en materias accidentales é hijas de circunstancias dignas de to- 
marse en consideración. 

Hacemos una advertencia; no nos corresponde ni nos compe- 
le otra cosa más. 

£1 art. 41 de la Instrucción en su segundo período, resuelve 
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;,}ii (‘aso, ('|uo (le so^'uro hnbicni ofrecido sérias dificultades; el de 
ía vacante. Ocurrida (''sla canónicamente, el Obispo nombra un 
o<‘ónomo <']ue levan (,e las cargas, solución acertadísima y que no 
deja huérfana en caso alguno la lundacion. En este nombramien- 
to no hay la iinmoi* traba para el Obispo, que designará el Sacer- 
do((‘ ni;is idóiK'o y que le parezca más á propósito para la misión 
qu(‘ s(' \c (‘onfia. En cuanto á la parte de renta que deba asignar- 
he nada se dice en el artículo, con lo cual inferimos que esto 
punto (jueda también á la discreción de los Diocesanos. 

También S(' habla por primera vez de un fondo de reserva, 
ípie puede servir para subsanar retrasos en la percepción de las 
lamtas ó para la reedificación de la capilla, ó para la reposición 
de ornamentos sagrados, etc. Los Prelados, en este punto serán 
segui’amenli' previsorias, aprovechando este recurso que la Ley 
l(^s euncíHle, y que más de una vez han de necesitar, así como 
convendrá deslinen de hecho al hacer la agregación una parte 
prudencial de la renta para la clase de atenciones que dejamos 
indicadas. 

El legislador encarece de nuevo la necesidad de que se pro- 
cim^ no falte en los pueblos agrícolas la misa de alba, ni en las 
pohlachíues que lo requieran las de hora ó áe punto; y no seria 
meiu)s convtmienle que en ciertas estaciones de ferro-carriles hii- 
biiSt^ misa los dias festivos, evitando que los empleados y los 
viajeros que recorrim un gran trayecto infrinjan contra su vo- 
luntad el |>r(H*epto por falta de medios para poderlo cumplir. 

El art. 4*2 de la Instrucción se refiere al modo de presentar 
(‘liando el patronato sea meramente activo, ó no haya personas 
con (h'recho preferente, casos frecuentes y que es oportuno se 
liayau tenid(> im (menta por la ley. 

Ib'specti) al dia, la presentación se hará en la forma estahlo- 
cida im (4 párrafo segundo del art. 16 del Convenio: para más 
ad(4aute (h'berá viuáticarse con arreglo al art. 18 del Real decrc- 
i(^ dt' lo d(' lo'brero del ano de 1867, ipie dice asi: 

(íMctliante no (vstar expresamente reservado por el Commrdatoá 
los i>:iii\)iios particulares <4 (lerc\*ho de presentar para los Benoti- 
cii>s C(>adiuioriales, y íi (pie en el ultimo párrafo del art. del pro- 
’ o Coiic(>rd:ito O se determiiui ipie estos eargv^s parroiiuiales 

0^ (.yio (lio(>: 'UjOs cuyaíos do oatromao oolí>^iá?5tioo se rroti'erán nombrantt© el 
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provean por los Ordinarios, previo examen sinodal^ y siendo conve- 
niente poner en armonía, en cuanto se pueda, este punto importan- 
te con lo más fundamental dispuesto en el propio art. 26 del Con- 
cordato, se determina. 

Primero. Que procede la celebración de exámenes periódicos en 
la época que estimen más conveniente los Diocesanos. 

Segundo. Convocar por éstos al intento á todos los que aspiren 
á dichos cargos. 

Tercero. Nombrar libremente los Ordinarios para aquellos Be- 
neficios que no pertenezcan al patronato particular, dirigiendo terna 
en otro caso á los patronos para que de ella elijan y presenten el que sea 
de su agrado,í* 

Debemos advertir que al ponej-se en ejecución lo consignado 
en el art. 18 del Real decreto de 15 de Febrero que acabamos de 
trascribir, todas estas provisiones se hallarán en armonía con las 
meramente eclesiásticas y las sábias determinaciones del Conci- 
lio Tridentino. 

El art. 43 se refiere al caso en que se reúnan varias Capella- 
nías incongruas, representadas por un mismo patrono, y facilita 
en alto grado la designación del que ha de suceder como cape- 
llán, puesto que puede hacerse indistintamente y sin guardar 
turno entre los llamados por las fundaciones y que vengan á for- 
mar la nueva Capellanía congrua. 

El art. 44 de la Instrucción resuelve un punto de grandísima 
importancia, el relativo á la forma, al modo de acreditarse la pre- 
sentacioriy acto prévio á la institución canónica ó colación, y que 
distingue esencialmente la provisión de los cargos públicos ecle- 
siásticos en general, de la que se verifica en los de fundación 
particular. 

Hasta el dia la presentación ha solido dar márgen á expedien- 
tes de larga duración, mayormente en los casos en que sc‘ha dis 
putado acerca del derecho, ó, siendo muchos los patronos, se ha 


Patrono entre los de la terna que del modo ya dicho formen los Prelados, y los de 
patronato laical nombrando el Patrono entre aquellos que acrediten haber sido 
aprobados en concurso abierto en la Diócesis respectiva, señalándose á los que no 
se hallen en este caso el término de cuatro meses para que hagran constar haber si- 
do aprobados sus ejercicios hechos en la forma indicada, salvo siempre el derecho 
del Ordinario de examinar al presentado por el Patrono, si lo estima conveniente.» 
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puesto en duda quién debiera ser el preferido. Estas dilaciones 
han sido mas frecuentes en los patronatos de Asturias, León y 
Galicia, y para evitarlas, sin duda, se ha dictado el art. 44, que 
corta por completo largas y enojosas controversias para Jo suce- 
sivo, sin alterar por esto el derecho en cuanto á la época de la 
presentación, que seg-uii la disciplina (1) debe ejercerse por el 
patrono lego dentro de cuatro meses, y de seis por el eclesiásti- 
co. contados desde el dia en que llegare á su noticia la vacante. 


Conviene también en este sitio recordar que el patrono lego 
no podia antes variar la presentación una vez hecha, y el ecle- 
siástico podia añadir un segundo, entre los cuales el Obispo ele- 
gía el que le parecía más idóneo. En adelante tanto el patro- 
no eclesiástico como el lego, deben atenerse á la nueva forma de 
hacer la elección, conservándose tan solo la antigua disciplina en 
lo que no se oponga al texto del párrafo segundo del art. 16 del 


Convenio que hemos comentado. 

Para lo sucesivo pierden asimismo toda su importancia las 
cuestiones suscitadas mil veces por los autores acerca de la no- 
minacion y la presentación (2), puesto que la tramitación se hace 
sumarísima, y el patrono deberá elegir entre los propuestos por 
el Diocesano, sin excusa ni demora alguna. Cuando haya contro- 
versia esta se ventilara en breve tiempo y sin gasto apenas para 
los interesados, puesto que puede ultimarse en expediente guber- 
nativo eclesiástica, es decir, no contradictorio. 

Mas como los interesados pudieran sentirse agraviados en los 
expedientes de presentación, el art. 45 establece el recurso de 
que nos hemos ocupado extensamente al comentar el art. 17 de 
la Instrucción, salvo el caso de que el agravio verse sobre re- 
deneion de cargas, que deberá sustanciarse gubernativamente. 

Importa mucho que sobre esta materia no puedan intentarse 
recursos indebidos por litigantes temerarios, y por esto el art. 45 
determina la forma sumarisma para estos juicios, que salen de la 


esfera instructiva para hacerse contradictorios; pero que no son 
por esto, en nuestro concepto, de apelación, ni de queja, ni de 
alzada, como por algunos pudiera sostenerse, a no estar tan cla- 
ros los propósitos del legislador. 


(1) Cap. \inico, tít. XIX, lib. 111 de las Decreí-ales. 

(2) Berardi, tomo 2,^\ Diserfc. 4.*, cap. \ H* 
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El art. 46 trata, por último, de la manera de hacerse en lo 
sucesivo la fundación de una Capellanía de patronato familiar, 
tanto activo como pasivo, estableciendo que esta se acomode á 
las disposiciones del Convenio en lo que dice relación á las ac 
tualmcnte existentes. 

Los artículos, pues, que se refieren al derecho de patronato, á 
la congrua, a la capilla ó iglesia en (¡ue haya de fundarse la Ca- 
pellanía, á los expedientes instructivos, á las cualidades de los que 
hayan de servirlas, y á sus obligaciones, han de aplicarse en los 
términos que dejamos consignados á las Capellanías de nueva 
fundación. 

Como ha sucedido hasta aquí en lo sucesivo podrá fundarse 
una Capellanía por testamento ó escritura pública, designando 
los llamamientos, pero en tal caso habrá de asegurarse en títulos 
capital bastante para producir por lo menos una renta anual de 
2.000 reales. Para ello el fundador, ó persona delegada por el 
mismo, acudirá al Obispo Diocesano acompañando el testamento 
ó escritura en que se exprese la voluntad de querer fundar una 
Capellanía colativa y solicitando la creación. La circunstancia de 
no consistir en bienes raíces la dotación de la Capellanía y la 
Obligación en que están los encargados de cumplir la voluntad 
del fundador de vender aquellos que éste hubiera designado para 
la fundación, presentando en títulos su producto, abrevia los trá- 
mites que se han seguido hasta hoy para la creación de las Ca- 
pellanías. Convendrá, no obstante, que se oiga al fiscal eclesiás- 
tico sobre las cláusulas de la fundación, sobre la renta y demás 
circunstancias y* requisitos que marca la Ley. Oido este se trae- 
rán los autos á la vista y se declarará creada la Capellanía. 

Hecho esto la tramitación se ajustará á las bases estableci- 
das para las demás Capellanías existentes como tendremos oca- 
sión de consignar en la sección correspondiente al formular esta 
clase de expedientes. 


21 
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XVIII. 


Texto oficial del art. 17 del Convenio. — Comentario: explicación general del mismo» 


Art. 17 del Convenio. 

Estas Capella7iías se proveerán preeisamente 
dentro del término canónico; serán incompatibles C7i- 
tre si, y no podrán proveerse en menores de catoi'ce 
años. 

Los proxñstos en ellas deberán seguir la carrera 
eelesiásliea en Seminax'h, ya sea en calidad de exter- 
nos, ya de internos, ó como ordenase el Diocesano, 
según la abundancia ó escasez de medios al intento; 
y también estarán obligados precisamente á ascender 
á orden sacro, teniendo la edad canónica, so pena, en 
otro caso, de deelararse vaco.ntc la Capellania. 

Los Diocesanos determinarán las obligaciones, es- 
tudios y demás re(¡uisitos y cualidades, no expresadas 
en el ¡n-esente Convenio, ó en la Instrucción que ha 
de darse para su ejecución, usando, en su caso, los 
mismos de las facultades apostólicas consignadas en 
los art. 15 y ‘21.» 


COMENTABIO. 


l>i:;iias de (doíio son las disposiciones contenidas en el pre- 
sonto arlíoulo, y nuiohos los abusos qiio con su recta ¡nícíii^oncKi 
y observancia pueden cortar. 
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Aplicable á todas las Capellanías existentes y á las de nueva 
creación^ tanto famiHares, como de libre nombramiento de los 
Obispos, el art. 17 del Convenio, uniforma con arreglo á los bue- 
nos principios canónicos la provisión de unas y oirás. 

La estricta aplicación de lo tan sabiamente preceptuado 
hará que se cumplan los tiñes de estas fundaciones, mil veces 
desnaturalizadas por causas que ya en el trascurso de estos co- 
mentarios dejamos apuntadas. 

Las Capellanías conocidas con el nombre de eelesiásticas ad- 
judicadas desaparecen por este artículo, así como se hace impo- 
sible la acumulación en favor de una misma persona de varias 
Capellanías, ni la provisión en jóvenes que carezcan de las con- 
diciones precisas para empezar á estudiar. 

Todos los extremos, pues, comprendidos en este artículo con-' 
piran al mismo fin, tienen un mismo objeto, revelan la mente, los 
propósitos del legislador, y han de dar seguramente los exce- 
lentes frutos que se han propuesto las altas partes concordantes. 

Tan óbvios, tan sencillos son los términos del artículo, que no 
necesita este mayor comentario y aclaración. 


XIX. 


Texto oficial del art. 18 del Conyenio. — Comentario . — Idea general del mismo. — Ar* 
iículos 48, 49, 50, 51, 52, 53 y 54 de la Instrucción: aclaraciones de los mismos. — 
Resoluciones posteriores á la publicación de la Ley- Convenio. 


Art. 18 del ConTenio. 


« También se formará en cada Diócesis otro acer- 
vo pío común, con los titulos de la Deuda consolida- 
da, ¡procedentes de las obligaciones consignadas en el 
art. 5.°, en la parte á ellas aplicable del 6.®, y en su 
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caso también con lo correspondiente á virtud de lo 
puesto en el art. 7 ." 

Además harán parte de este acervo pío común las 
mscripcionesy que el Gobierno debe entregar. 

Primero: en compensación de los bienes de las 
Capellanías colativas de patronato particular ecle- 
siástico, ó de derecho común eclesiástico, y de que el 
iLslado se incaidó. Unas y otras Capellanías quedan 
exíinguiilas y de libre disposición del PJstado dichos 
bienes. 

Segundo: en igual compensación de los bienes de 
Capellanías patronadas, de que, estando á la sazón 
vigente, se incautó el Estado, bajo cualquier título y 
conce pío que sea. 

Y tercero: por títulos de diversas clases de Deuda 
del Estado, procedentes de cargas eclesiásticas, de 
obras pías y otras fundaciones de su clase, estableci- 
das en corporaciones eclesiásticas, hoy no existentes, 
cuyo patronato pertenece actualmente á los Prelados, 
en representación de dichas corporaciones. 

Los Diocesanos fundarán con dichas inscripcio- 
nes el número de Capellanías, título de ordenación, 
que sean posibles, no bajando de 2.000 rs. la congrua 
de cada una. 

Estas Capellanías serán provistas exclusivamente 
por los mismos Diocesanos, observándose, en cuanto 
sean aplicables, las reglas establecidas en el art. 16 , 
respecto de las nuevas Capellanías familiares; pero 
dá7idose en todo caso prefeí-encia á los setnifiai'istas 
adelantados en su carrera, y más sobresalientes en 
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cualidades y costumbres^ que carezcan de otro título 
de Ordenación para ascender al Sacerdocio . » 

COMENTARIO. 

1. Ríndese un tributo á la equidad y la justicia en el presen- 
te artículo. El acervo ¡ño que ha de formarse en cada Diócesis ca- 
recería casi de razón de ser sino vinieran a ag-regársele ios títu- 
los é inscripciones cuyas distintas procedencias se enumeran en 
el artículo; ni hubiera sido justo hacer de peor condición alas 
familias adjudicatarias de los bienes de que hablan los arts. 5.®, 
6.^ y al Estado por los que ha recibido por idéntica pro- 

cedencia y análogas disposiciones. 

Al Gobierno correspondía no demorar las compensaciones á 
que en virtud del presente artículo se obligó, apresurándose á 
realizar la entrega de las inscripciones para que ios Diocesanos 
tuviesen un nuevo recurso para formar el suficiente título de or- 
denación á tantos como carecen de medios para hacerse sacer- 
dotes. 

Pero, ¿Cómo ha cumplido y cumple el poder civil esta 
clase de obligaciones y compromisos?... Asunto es este en que 
no queremos entrar; sólo nos permitiremos en este momento en- 
carecer lealmente la grave responsabilidad que afecta para el 
Estado el olvido de sus deberes en el particular. 

2. Los artículos de la Instrucción que vamos á trascribir son 
el verdadero y genuino comentario y explicación del 18 del Con- 
venio. Trátase en ellos de los medios de cumplir por arreglos al- 
zados las obligaciones contraídas por el Estado, corporaciones y 
particulares, de la distribución entre todos los acervos ¡ñoSy de 
las inscripciones que diere el Gobierno, y de la erección de las 
nuevas Capellanías, puntos todos de grandísimo interés, pero 
acerca de los cuales creeríamos ofender la ilustración de nues- 
tros lectores deteniéndonos en minuciosas explicaciones.* 

He aquí el texto de los artíclos citados; 

Artículo 43 de la Instrucción. «^Siguiendo el espíritu de los 
artículos 39 y 45 del Concordato y lo establecido en el Convenio 
adicional de 25 de Agosto de 1859, se tratará amigablemente entre 
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al Gobierno de S. M. y el M. ü. Nuncio Apostólico, para establecer 
prudencial y alzadamente lo Que proceda, respecto de los particula- 
res á que se refieren los diversos números del párrafo 2.°, art. 18 del 
presente Convenio. 

Una vez acordado el numero de inscripciones intransferibles, 
que por dichos conceptos ha de entregar el Gobierno de S. M., se 
destinará al acervo pío, de que se trata, la parte correspondiente á 
cada Diócesis.» 

Art. 49. «De la misma manera se tratará con el Gobierno res- 
pecto de las cargas puramente eclesiásticas, que gravaban los bie- 
nes de los establecimiento de beneficencia é instrucción pública y 
otros análogos, á fin de que se ponga á disposición del respectivo 
Diocesano el correspondiente número de inscripciones intransferi- 
bles, que en representación de sus bienes se han entregado ó entre- 
garen á los mismos establecimientos.” 


Art. 50. «También corresjionde á este acervo pío: 1.® La mitad 
del importe que por razón de cargas, puramente eclesiásticas, se ha- 
yan abonado por la Dirección de la Deuda á las familias, á quienes 
se hubiesen adjudicado los bienes, derechos y acciones de las cape- 
llanías ó beneficios, que no correspondan á las comunidades de be- 
neficiados coadjutores de la antigua Corona de Aragón: 2.‘" todo el 
importe que por el mismo concepto de cargas, puramente eclesiásti- 
cas, se hubiese abonado ó abonase á las familias, á quienes se han 
adjudicado ó adjudicaren los bienes, derechos ó acciones de memo- 
rias, obras pías y cualquiera otra fundación jiiadosa familiai* de 
toda clase y denominación; y S.'^la parte que el Diocesano crea con- 
veniente destinar de la cantidad alzada, que, con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 11 del Convenio adicional de 25 de Agosto de 
1859, debe satisfacer el Gobierno en inscripciones intransferibles, 
por razón do las cargas eclesiásticas, á que estaban afectos los bie- 
nes vendidos como libres, y los sujetos á conmutación, según el 
mismo Convenio; siendo las cargas de aquellas, que no deban cum- 
plirse i)or los cabildos metropolitanos, sufragáneos, colegiales ó ca- 
pillas reales, en cuerpo, ó por los respectivos Párrocos y sus Coad- 
jutores. , 

Los Diocesanos procurarán concertarse con los interesados, 
usando de toda la posible benignidad; y si ocurriesen dificultades, 
orillar estas, conviniendo en una cantidad alzada prudencialy equi- 
tativa, que se satisfará en títulos de la Deuda consolidada del 3 por 
loo por todo su valor nominal.» 
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Art. 51. «Tan luego como se reciba el numero sulícienio de ins- 
cripciones intransferibles, los Diocesanos f undar¿in la correspon- 
diente Capellanía, dando la preferencia para estableceida a las igle- 
sias ó parroquias en que la necesidad fuese más apremiaiite; tenien- 
do presentes las disposiciones análogas que le sean aplicables del 
capítulo precedente.» 


Art. 52. «La erección se hará en la forma canónica correspon- 
diente y con preferencia, en cuanto ser j)ueda, en parroquia de más 
de quinientas almas, que no le corresponda Coadjutor, y que por 
circunstancias especiales necesite otro eclesiástico, además del Pár- 
roco, según lo dispuesto en la base i9 de la Peal Cédula de ruego y 
encargo, de 3 de Enero de 1854, ó bien en santuario, ermita ó par- 
roquia, situada convenientemente para que el cajiellan pueda auxi- 
liar caso de necesidad, á los Párrocos limítrofes. 

Se expresarán en el auto, que se dictare, todas las circunstancias 
y requisitos que en los aspirantes deben concurrir, y las obligacio- 
nes que el Convenio exige en sus obtentores, con las demás que los 
Diocesanos estimen convenientes, en uso de la facultad que el mis- 
mo Convenio les concede.» 


Art. 53. «Este auto hará las veces de fundación, y de él se saca- 
rá copia para archivarla ó insertarla en el correspondiente libro de 
la parroquia, reservándose en el archivo episcopal el expediente ori- 
ginal de cada fundación. El auto y las copias se extenderán en papel 
del sello de oficio.» 


Art. 54. «Las inscripciones intransferibles se pondrán en nom- 
bre de la fundación, á que se aplicaren los títulos de la Deuda, ob- 
servándose lo dispuesto en el art. 41 del capítulo anterior para las 
Capellanías de patronato familiar.» 

Sabido es que por virtud de ley de 2 de Setiembre de 1841, 
se enajenaron muchos bienes en calidad de libres de toda cargas; 
á estos alude evidentemente el art. 48 reproduciendo la obliga- 
ción contraida por el Estado en el 39 y 45 del Concordato. 

Incautado el Estado de los bienes de los establecimientos de 
beneficencia é instrucción pública, natural es que responda hoy 

de las carg^as eclesiásticas que sobre los mismos pasaren, lo cual 
determina el art. 49. 

El 50 abraza otras diversas obligaciones que afectan igual- 
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iiienlc al Estado, y á los particulares, determinando que la be- 
uignidad apostólica de los Diocesanos orille toda clase de difi- 
cultades, y que estas obligaciones sagradas, se satisfagan en tí- 
tulos de Deuda consolidada del 3 por 100 por todo su valor no- 
minal. 

Una \ cz recibidas las inscripciones, el Diocesano procederá 
en virtud del art. 51 á fundar las Capellanías correspondientes 
siempre lenicndo presente que la cóngrua no puede ser ménosde 
2,000 rs., y las reglas consignadas en el art. 16 del Convenio en 
lo que sea posible. 

El art. 52 fiel filas miras que las altas partes concordantes se 
han propuesto, establece que la erección se haga en la forma ca- 
nónica, no olvidando los requisitos para la obtención y dando la ' 
preferencia fi las parroquias que pasando de 500 almas no le 
corresponda coadjutor, y que por. circunstancias especiales nece- 
site un cclesifistico con arreglo fi la base 19 de la Real cédula de 
3 de Enero de 1854. (1) 

El auto se dictará por el Diocesano y debe comprender todas 


(1) Que dice: «En las poblaciones aglomeradas que excedan de ochocientas al- 
mas, habrá el conveniente número de coadjutores, distribuyéndose, cuando haya 
más de una, entre las parroquias de cada población, según sus respectivas necesida- 
des, y procurando los ordinarios acomodarse al siguiente cuadro: 


Niimero de almas de la poblaci 


De 


801 á 

1.201 á 
2.101 á 

3.201 á 


1 . 200 . 

2 . 100 . 

3.200. 

4.000. 


4.001 á 5.000. 

5.001 á 6.000. 

6.001 á V.SOO. 
7.301 á 8 600. 
8.601 á 10.000. 

10.(xn á 11.500. 

11.501 á 13.000. 

13.001 á 14.500. 

14.501 á 16.000. 


on. 


Número de ccaljutores. 

1 . 

2 . 

3 . 

4 . 

5. 

6 . 

7. 

S. 

9 . 

10 . 

11 . 

12 . 

13. 


16.001 en adelante, uno más por cada 2.000 almas de exceso. 

En las poblaciones que, excediendo de quinientas almas y no pasándo de ocho- 
cientas, se hiciere necesario por sus circunstancias especiales otro eclesiástico, a e 
más del Párroco, para la celebración de la misa en los dias de precepto, podrá 
rirse á esta necesidad, destinando al efecto el Diocesano á quien tenga por opo n 
no, cou la conveniente remuneración, mieutríls no resida habitualmente en e mis 
mo pueblo otro sacerdote.» 
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las circunstancias relativas á la nueva fundación, su procedencia, 
requisitos y oblig-aciones de los aspirantes y obtentores, hacien- 
do las veces de fundación, sacándose copia en papel de oficio, 
que se archivará é insertará en el libro de la parroquia, reser- 
vándose en el archivo episcopal el expediente original de cada 
fundación. 

Las inscripciones intransferibles se pondrán en nombre de la 
fundación en los términos que hemos consignado al ocuparnos del 
art. 41 de la Instrucción. 

3. Deseoso uno de los M. RR. Metropolitanos deque se fijase 
el verdadero alcance dcl art. 18 del Convenio consultó: 

1. ” ¿Si según el mismo se formaria en cada Diócesis, un acer- 
vo pió común, destinado á formar Capellanías de libre provisión 
dcl Prelado, con los títulos de la Deuda consolidada, proceden- 
tes de las obligaciones consignadas en el art. 5."^ en la parte á 
ellas aplicable dcl 6.® y en su caso también, con la correspon- 
diente á virtud de lo dispuesto en el art. 7.®? 

2. ^ ¿Si los Capellanes que estaban en posesión de las Cape- 
llanías existentes, y los que las obtuvieren por consecuencia de 
los juicios pendientes en Ios-tribunales eclesiásticos conlinuarian 
también en el disfrute de su renta hasta la vacante? 

A cuyas preguntas se contestó por soberana resolución con- 
cordada, fechada en San Ildefonso á 22 de Julio de 1868, y á 
que ya nos hemos referido en el comentario del art. 1.®, lo si- 
guiente* 

«1.® Que el importe de la redención de misas, aniversarios, fes- 
tividades y de cualquiera otra carga eclesiástica, debia destinarse 
al puntual cumplimiento de las mismas, con arreglo á la voluntad 
de los fundadores, mientras sea posible. 

2.'' Que los bienes de las Capellanías poseídas y de las que pen- 
dieren de juicio para su provisión deben conmutarse en inscripcio- 
nes intransferibles de la Deuda del 3 por 100, entregándose á los 
Capellanes el equivalente de las rentas en los títulos que se den en 
conmutación de las mismas.” 
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XX. 


Texto oíicíal del art. 19 del Oorc^Quio.-- Comentario-, idea general del mismo. 


Art. 19 del Coovenio. 

<'Lo5 capellanes de las nuevas Capellanías, tanto 
familiares, como de libre nombramiento de los Dio- 
cesanos, estarán adscritos á una iglesia parroquial, 
y tendrán en cuanto sea compatible con las obligacio- 
nes especiales de la Capellanía, la de auxiliar al Pár- 
roco, sin perjuicio de que el Diocesano pueda desti- 
narlos al servicio cjue estime conducente, con tal que 
se puedan cumplir en la iglesia en que esté situada 
la Capellanía dichas obligaciones especiales. 

Hasta tanto que el capellán pueda levantar por si 
mismo las cargas de la Capellanía, disqmndrá el Dio- 
cesano lo conveniente para que tenga cumplido efec- 
to, designando el cumplidor, con la parte de estipen- 
dio que ha de satisfacérsele de la renta de la Cape- 
llanía. » 

COMENTARIO. 

1. Dos partes abraza el presente artículo: en la !.• se sancio- 
nan los preceptos canónicos que determinan de un modo inescu- 
sable, ([ue ninguno sea ordenado sin necesidad, sin utilidad de 
de la Iglesia, y sin ser adscrito a una en que desempeñe sus fun- 
ciones sagradas; en la 2." se establece que ínterin el Capellán no 
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pueda por sí mismo levantar las cargas, el Diocesano disponga 
lo conveniente para que estas se cumplan debidamente. 

Las novedades que por este artículo se introducen en la le- 
gislación canónica merecen elogio. Consignando como precepto 
ineludible é inexcusable el que los capellanes de las nuevas Ca- 
pellanías, tanto familiares^ como de libre nombramiento de los 
Prelados, estén adscritos á una iglesia parroquial, y auxilien al 
Párroco en el desempeño de sus funciones, se sujeta de un modo 
conveniennte á los servidores de las mismas, y advertir debe- 
mos que al decir el artículo nuevas Capellanías se refiere a todas 
las subsistentes, puesto que todas han de modifiarse con arreglo 
al Convenio, y á las de nueva creación, ora sea por la acumula- 
ción de otras incongruas ó por nombramiento libre del Diocesa- 
no en los casos que dejamos indicados. 

Hasta el presente el patrono ha sido el encargado de hacer 
cumplir las cargas, lo cual ha dado márgen á abusos notorios 
que el presente artículo viene á corregir. En lo sucesivo, el Dio- 
cesano es á quien incumbe cuanto se refiere al exacto cumpli- 
miento de esta clase de fundaciones. Los capellanes podrán ser 
destinados á los servicios que el Obispo les señale compatibles 
con las obligaciones de la Capellanía; y durante la época que 
puede mediar entre la elección del capellán y el cumplimiento 
de la edad canónica en que éste, debe ascender al órden sacro, 
es también al Obispo á quien corresponde nombrar capellán cum* 
plidor délas cargas, designándole la parte de renta de la Cape- 
llanía que juzgue conveniente, que á nuestro juicio no debe ba- 
jar de 2.000 rs., reservando la parte restante para aumentar la 
congrua de la Capellanía, y adquirir nuevas inscripciones in- 
trasferibles para el fondo de reserva de que habla el art. 41 de 
la Instrucción que dejamos comentado. 

Era ciertamente una verdadera anomalía, un anacronismo, 
el que el capellán dependiera del patrono, y la fundación tuviera 
por guardador a un seglar con menoscabo de los legítimos y 
naturales fueros de la dignidad Episcupal. 

El Convenio en este punto asienta bajo bases mas sólidas las 
Capellanías, las da nueva vida, y sus resultados en bien de la 
Iglesia se han de dejar sentir de un modo notable. 

La índole de esta obra no nos permite extendernos mas en 
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este orden de consideraciones. Vemos con gusto las innovaciones 
de Ja Ley, y no debemos ocultar que estamos enteramente da 
acuerdo con el espíritu que las ha presidido. 

Una idea nos ocurre que no queremos omitir, que no quere- 
mos dejar pasar sin consignarla, siquiera estemos persuadidos ‘ 
de que los Prelados no han menester escitaciones de nadie para 
atender al bienestar de los ministros del Señor. Sabido es que 
la situación de los Coadjutores de las parroquias es insostenible; 
que hay muchos que apenas cuantan conlo preciso para atender 
al sostenimiento de sus más perentorias obligaciones. Ocasión 
es esta de contribuir á mejorar la suerte de este gran número 
de ministros, proveyendo en ellos las Capellanías de que hablan 
los artículos 18 y 19 del Convenio. 

Quizá pudiera también hacerse extensivo este beneficio á los 
Capellanes y Vicarios de monjas, indotados también, y cuya de- 
corosa sustentación interesa á la Iglesia y al prestigio de los mi- 
nistros del altar. ¿Pero qué diremos, qué propondremos nos- 
otros que la sabiduría y el celo -de los Diocesanos no haya pre- 
visto ya? El Convenio de Capellanías publicado antes que el ar- 
reglo parroquial, puede favorecer mucho las nobles aspiraciones 
del Episcopado; puede contribuir á mejorar la situación aflictiva 
de numerosos eclesiásticos, y aunque otras ventajas no reporta- 
ra, bastarian estas para que merecieran nuestros sinceros pláce- 
mes las altar partes que lo han concordado. 

Y cuenta que al hacer este género de reflexiones y otras que 
nos permitimos en este libro, es porque consagrándolo aL público 
en general y á los interesados no eclesiásticos, era deber nuestro 
indicarles cuáles han de ser en lo sucesivo lo mismo sus dere- 
chos que sus deberes de conciencia. 

♦ 

Los Obispos nada necesitan, juzgando empero que agrade- 
cerán nuestro propósito de ilustrar la opinión, y contribuir á que 
esta se penetre de los beneficios que la Ley-convenio está lla- 
mada á reportar. 
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XXL 


Texto oficial del art. 20 del Con^&mo. '-s-Comentario: explicación g^eneral del mismo, 

Art. 20 dcl Convenio. 

F 

«Los pleitos sobre adjudicación de Capellanías , 
que pendían en los Tribunales eclesiásticos, y fueron 
suspendidos en 1856, continuarán su curso, según el 
estado que entonces tenían . » 

COMENTARIO. 

El presente artículo se refiere, alude y se contrae á un caso 
excepcional de que la Ley no podía ménos de ocuparse. 

Del mismo modo que por el art. 10 se respeta la situación de 
los pleitos pendientes en los Tribunales civiles sobre adjudica- 
ción de bienes de Capellanías , el 20 reconoce la validez de las 
pretensiones hechas ántcs de la Ley de 1.^ de Mayo de 1855 so- 
bre adjudicación de Capellanías que hubieren continuado en sus- 
penso, tanto desde dicha fecha, como después de publicado el 
decreto de suspensión de 28 de Noviembre de 1856. 

’ El Convenio se ha hecho y tiende en todas sus partes á uni- 
formar la legislación en materia de Capellanías, y hubiera sido 
incompleta la obra si se hubieran dejado ciertos vacíos entre la 
situación anómala en que han estado estas fundaciones hasta el 
dia y lo que se dispone de nuevo acerca de las mismas. 

Los expedientes, pues, que se suspendieron y quedaron pen- 
dientes en los Tribunales eclesiásticos sobre adjudicación de 
Capellanías, seguirán su curso hasta terminarse; lo cual no quie- 
re decir, y esto nos convenia aclararlo, que puedan incoarse 
otros nuevoSy puesto que las Capellanías vacantes ó que vacaren 
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€11 lo sucesivo habrán de someterse en un todo á las disposicio-' 
nes del Convenio. 


XXII. 


Texto oficial del art. 21 del Convenio. — Comentario: idea gfeneral del mismo.— Ar- 
tículos ().«, 7.®, 8.® y 9.® de la Instrucción : aclaración de los mismos. — Real órden 
de J8 de Febrero de 18C8 sobre las fundaciones existentes en las parroquias de las 
Órdenes militares. 


Art. 21 dcl Convenio. 


«-En todo aquello que, para la ejecución de este 
Convenio, nó bastare el derecho propio de los Dioce- 
sanos, obrarán éstos en concepto de delegados de la 
Santa Sede, á cuyo fin la misma les autorha compe- 
tentemente , y también para que , como sus encarga- 
dos especiales, procedan á la ejecución de este Con- 
venio en los territorios exentos, enclavados en sus 
Diócesis. 

Además de esto. Su Santidad, en iodo lo que pue- 
da ser necesario , extiende la benigna sanción conte- 
nida en el art. 42 del Concordato de 1851 á los bienes 
á que se refiere el presente Convenio . « 


COMENTARIO. 

1. Dos partes importantes abraza el presente artículo. 

En la 1.*, Su Santidad, anhelando que se resuelvan todas las 
dilicullades que se ofrezcan en la ejecución del Convenio, delega 
sus facultades en los Diocesanos , quienes, en virtud de esta de- 
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' legación, obrarán con entera libertad en cualquier caso, por com- 
plicado que fuese y árdua que parezca su solución. 

En la 2.% la Santa Sede extiende su benignidad á cuantas 
adquisiciones se hubieren hecho hasta el dia, de bienes pro- 
cedentes de Capellanías, Beneficios y fundaciones análogas 
familiares con arreglo á la legislación civil; declarando que no 
serán inquietados ni los poseedores actuales, ni los herederos ó 
sucesores de los primitivos compradores, en iguales términos 
que se declaró ya en 1851 por el art. 41 del Concordato, respecto 
de las adquisiciones de bienes eclesiásticos en general , hechas 
antes de su publicación. 

No puede, pues, haber vacilación de ningún genero, ni dudas, 
ni escrúpulos de conciencia en cuanto se refiera al pasado y al 
porvenir en los puntos diversos que abraza el Convenio. Todo ha 
sido previsto, todo cae bajo la potestad Episcopal, todo lleva la 
eficaz sanción de ámbas potestades. 

2. Derivación natural del artículo que nos ocupa son el 6.*, 
7.®, 8.® y 9.° de la Instrucción que vamos á trascribir y se refie- 
ren á la reducción de cargas, á las bases especiales de excepción, 
y á la próroga de los plazos diversos que se marcan en otros ar- 
tículos relativos á la ejecución del Convenio. 

Articulo 6.^^ de la Instrucción. «Los Diocesanos, al tenor del 
art. 21 del Convenio, podrán reducir, como lo estimen más equita- 
tivo,. las cargas nieramente eclesiásticas, y también lo correspon- 
diente á la congrua sinodal, título de ordenación, que según el ar- 
tículo 2.® del mismo Convenio, por la especialidad de los casos, tiene 
la consideración de carga eclesiástica. ” 

Art. 7.^ «Siendo puramente prudencial y discrecional la reduc- 
ción de cargas, y de mera benignidad apostólica, atendidas las cir- 
cunstancias de la respectiva familia, la apreciación de la parte de 
bienes, dejados á ésta en su caso por el art. 12 del Convenio, los Dio- 
cesanos procederán gubernativamente en esta materia, sin que ha- 
ya lugar á recurso en justicia, y sí solo el de pura revisión ante el 
mismo Prelado en la propia forma.» 

Art. 8.® «Habiendo circunstancias especiales, obstáculos y difi- 
cultades para ejecutar cualquiera de las disposiciones contenidas en 
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('I t\>!iv('iii() y oa esta I ast rucu'on, el J3iooesauo lo liará presente al • 
•Miaistfo do Gracia y Jasticia, pai-a Que eu uso de la facultad que 
so coacodo i>or ol art. 23 del Convenio, se resuelva lo más conve- 
iiioato y o.|uita(i-.o coa acuerdo dcl M. E. Xuncio de Su Santidad.» 

Arí. 9.'' «Los Diocesanos, bien sea por medida general, bien en 
casos pariieulares. Iiabieudo circuListeaicias expeciales quelojusti 

li,|ucu podiMu I'rorogar. según lo estimen conveniente, los plazos 

<liic cu i'sta lustrucciou so SL-ñalen, tanto para reclamar, como para 
hacer mi su caso oulrega de los créditos del Estado, y todo otro que 
80 pi’clijasc, divas reso'iicioues so publicar.', n eu el Bol Un Oñcial 
(lo la provincia y en el eclesiástico.’' 

El arl. 6.'’ do la loslniccion otorga ú la discreción y recono- 
cido celo do los Diocesanos íacultades extraordinarias para redu- 
cir las rai gas meramente eelesiástieas comprendidas en los ar- 
ticules 1 .“. -I.". 6." y 1." del Convenio, la cóngrua sinodal es- 

tablecida en el C2. y la de ordenación á que se alude en el 2.". 
siempre que por la especialidad del caso deba estimarse como 
cargo (’clcsiástico. 

Tanto la reducción de cargas, cOmo la apreciación de la par- 
te de bumes que deba dejarse á la tamilia dentro de la cuarta 
(pie tija el Convenio on su art. 12, siendo actos de mera benigni- 
dad a|iostoliea, eonesponden al Obispo, procediendo en los ex- 
podieiiles ret'erenles á estas materias gubernativamente, y sin 
que los interesados puedan utilizar recurso alguno contencioso, 
sino el de mera revisión ante el Prelado en igual forma, es decir, 
ílubernativamente, todo con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
7." d<’ l.i Instrucción. 

Cuando las diiicultades de la ejecución fueran tales que hi- 
cieran iiiqiosible la ejecución de lo convenido, los Dioces:mos 
harán presente al Ministro de Gracia y Justicia lo que se les 
ofre/ca y parezca, debiendo ultimarse toda duda entre el Nuncio 
de Su S.mtulad v el Gobierno con arreglo al art. S.''’ 

Si los plazos concedidos por la Ley uo fuesen bastantes para 
vi'rilic.ir la (Uitrega de los titulos ú otra diligencia cualquiera, 
los Dioci'sanos podran, conforme á lo proco('tuado cu el art. 9.’, 
ampliarlos do un modo general, como lo voriíicaron mnchos. o 
pai liculaniu'iUc si .isi lo creyeran oportuno. 

l-a \ oluut.ul, U'S dt'seos de las partos concordantes so reveiaD 
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en lodas oslas modidas roclamontarias. So anhoia úu'üüai la 
cjiviioion do lo ooHvoirido. so as[>ira a qiio K^s intorosados. ron 
la mayor ooononua do íiom'po y do dinoro. nliinu'n toda ola^o 
do nocooios do Ca'^vHaniaS y fmulaoionos fainiliarc's. sc' c\\U\ d 
iuoiio^H>lio V las dilaoiouos indobidas. so abro la [moría, on lin, 
a oiiauios dv Soon aoocorso vi las dísi^«.'*siou''nos do la Ia'v. 

' k 


;í. Oo;\sion o> esta do insertar una importante aclaraiion 
otioial ^^ue se hieo sobre el Convenio y eneaminada a íaeilitar su 
e-eouoion por ontonees respoeto de las t’undaoiones existentes eu 
las parroquias de las Ord<iu's Militaren. 

Hé aqui el texto de la misma: (1) 

«Misi STEKlO l)F. Ct lx VOl.V \ d \ SriOlA. A c'v7>a’.;l AO 1.*^ K\rc'- 
lentisuuo Sr.: — Con esta toolia diaío al nooaiu> dol Fríbuna! do l.as 
Oinieiies ]Viilitaros lo sicuioTito:— «bai vista do la (anminioaoion do 
V. E. de 17 de Dioiombro y do otras varias do los Probaos diooosa- 
nos, tenieudo prosélitos las disposioiouos oonsia nadas on ol a rt ion lo 
21 dol Couvouio de 24 do duuio sobro Oapollamas oolalivas v fmi- 
daciones piadiosas y on el art. de la Instnicoiou para llevarlo a 
efeoto, considoraudo lo establecido con aquiosoouoia do oso tribu- 
nal en el Real decreto de 15 de Febrero de 18d7. diriixidc> á i’arilítar 
los arreglos parroquiales de las Diócesis, y de acuerdo con ol ]ci i e- 
cer^del il. R. Xunoio Apostólic o, ialícdua ^q. D. gd se lia servido 
detenniníir que en las parroquias todavía perteneoiemos a la juris- 
dicción de las Ordenes Militares, que estuvieren disonr'uadas y en- 
clavadas en las Diócesis ordinarias y que evidentemente no han de 
formar parte del Cdo ivdoiído á que se refiere el art. 92' de! Con- 
cordato de 1S51. se.a exclusivamente el Prelado diocesano ol ejocn- 
tor del Convemo de Cnpellaiiías y tundaoioiies piadosas, sin iiiter- 
veneion aliXiina dol Tribunal de las Ordenes ni de sus \Toarios a 
cuyo efecto los curas propios ó los encargados de las parroquias da- 
rán á los Diocesanos cuantas noticias les pidieren reinitiéudoies 
originales rodos los documentos que para llenar su cometido les re- 
clamaren: y que en las parroquias de territorio unido que, segim el 
plan propuesto por el Tribunal de las Ordenes deban formar parte 
del Coto redondo, sea el Tribunal mismo, por sí y no por medio desús 

(P Estíi disposición ha perdido sn interés nna ve* realizada la formación del 
coto-redondo, pero la insertamos por cuanto fOuti'iTuy ó á evitar conflictos en su 
dia de rerdadera consideración. 
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\ ^'ar¡orf <) lveo;ont(\s do la jm'isdiccion maestral, el ejecutor del ex. 

pn'sado Convenio, sin perjuicio de que si ántes de terminarse elar- 
re.alo se realizare la circunscripeioii de Diócesis, no incluyéndose 
en el Coto al<>'imas de las parroquias indicadas, se pasen los expe- 
di(‘ntes no terminados, para su conclusión, al Prelado á cuya Dió- 
cesis se a.i;-re^í?iie la parroquia. De Eeal orden lo traslado á Y. E 
{)a ra su conocimiento y efectos consiguientes.— Dios guarde áV E* 
jiíiu'hos añ(^s. Madrid 18 de Febrero de 186S. —Eoncali. Señor 

0/>/s/)C í/c 


XXIII. 


Texto oíteial (leí art. "22 del Convenio. — Cornenfnrio. — Recuerdos liistóricos. Idea 

general d('l artículo. -Conmutación de bicnc? do los comunidades de beneficiados 
-l’io/as de patronato familiar á (pie S(' alude eii el citado ai t.-— Artículo 55, 56, 
57, 58, 56, 00, 01 y 02 d(^ la Instrucción: aclaraciones á los mismos — Resoluciones 
posteriores íi la Ley, — convenio referentes al art. 22 del Convenio. 


Art. 22 del Convenio. 


«iVo son objeto de este Convenio, por su índole es- 
peeial, las eoniwiidades de Benefieiados délas Dióce- 
sis de la Corona de Aragón, en las cuales no se hará 
novedad hasta el arreglo parroquial; ó bien, que en- 
tre awbas potestades se celebre acerca de ellas otro 
C.onrenio rsperial; pero los bienes, censos ij demás de- 
rechos reales que eofistitayen sn dotación, se conmu- 
taran en la forma que prescribe el Convenio de *25 de 
Agosto de IS56, adicional al Concordato de 1851, en 
i nseri ¡)(‘iones iníransfo'ibies de la Deuda consolidada 
de! tres por ciento, que se entregarán á la respertira 
eomunidad á que pertenecen los bienes. 

Mo lo son tampoco las pie:as de patronato fu mi- 
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liai\ activo ó pasivo de sangre, fundadas en otras 
Diócesis, c¡ue por la índole y naturaleza de sus cargos 
y obligaciones, constituyen verdaderos beneficios par- 
roquiales, hayan ó no formado sus obtentores cabildo 
beneficial; y auncpie se hubieren denominado Cape- 
llanías, y los beneficiados se hayan titulado capella- 
nes; porque en conformidad á la Real cédula de rue- 
go y encargo de 3 de Enero de 1834 , ha de disponer- 
se lo conveniente sobre el particular en el plan par- 
roquial de la respectiva Diócesis . » 

COMENTARIO. 

1. Basta leer el artículo que acabamos de trascribir, para que 
se comprenda su interés é importancia. 

Por ser poco conocida la historia, las vicisitudes porque en 
el trascurso de largos siglos han pasado los Beneficios á que el 
legislador se refiere, hemos enriquecido esta nueva edición con 
un documento curioso (1) al que debemos agregar cuanto tenía- 
mos dicho al comentar el presente artículo. 

Existían en lo antiguo, comunidades de beneficiados, no solo 
en Aragón, Cataluña, Valencia y las Baleares, sino también en 
Navarra, país que hasta la muerte de D. Alfonso el Batalla- 
dor permaneció unido con Aragón, teniendo con él una gran afi- 
nidad de carácter y de fueros. Su origen se remonta por lo me- 
nos hasta el siglo XI. 

Los Reyes de Aragón y de Navarra favorecieron la reunión 
del clero en las iglesias, ávidos de dar al culto un gran expíen- 
dor, en tanto que en Castilla la Vieja las feligresías eran peque- 
ñas, contrastando por aquellos tiempos el corto número de par- 
roquias existentes en Zaragoza, Pamplona, Barcelona, y otras 
ciudades, con el excesivo de Salamanca, Zamora, y otras dei 
reino de León, donde llegó á haber hasta cuarenta parroquias^ 


1) Yf ase la pág. 120. 
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i .t.si todas ledticidas y con escaso personal. De aquí lamhifm i 

U. toi, .alasen la Corona de Aragón, délas cuales 
l>'d.o pi cnsion de tratar, en el reciente an-eg lo parroquial 

Cuando Valencia y las Baleares sacudieron el yugo de los i 
líeles luerccdalesrncrzode D.Jaiinc el Conquistador, estos naís"' 
s(> organi'/arou al estilo de los restantes de la Coiona de Arasro^^ 
con pocas parroquias, y en ellas se dió al culto una gran ma-n¡- 
licencia, de la cual se conservan aun vestigios lunncrosos y^há. 
Ditos tradicionales en la actualidad. 

Cstas reuniones de clérigos parroquiales y patrimoniales de- 
cían i)or lo común las horas canónicas, y diariamente tenían, y 
aun tienen en algunas partes, misa conventual muchos de ellos, 
cantan vísperas lodos los dias, y son contados los que no la re- 
zan los domingos con idéntica solemnidad que en las Colegiatas. 
No es d(í extrañar, [.ucs, que se los apellidara Cabildos parro- 
quiales, como generalmente se los llamaba. Poro como el dere- 
cho canónico no admite en principio más cabildos quedos de los 
canónigos, y éstos subdivididos en Catedrales y Colegialas, por 
cuya razón, no siendo, canónigos los que componian aquellas 
corporaciones, sino meros bcnolíciadosó racioneros, no debía se- 
guirse usando este título de Cabiidos, que impropiamente se Ies 
daba en algunas partes. 

Bien es verdad que esta palabra ha tenido, en España tanta 
latitud, que :í veces hasta se ha aplicado con impropiedad á las 
corporaciones Municipales, Ululando el acto de su reunión cele- 
brar cabildo, cosa usual en Sevilla y en otras poblaciones. 

Esto con rcsi)eclo al título de Comunidades, que hoy se les 
da cu lugar del que ánhís usaban. 

Con i esi)CClo á los bienes dótales de estos Boneticios y su na- 
turaleza, nos convitMie observar, que casi todos ellos eran ;»a- 
Irintoniales, y considerados como tales en muchos puntos de la 
Cau'ona tic Aragón. Por o! Fuero de población de Calataynd, 
dadit por D. Alfonso el Batallador en IloO, se declara ^<qne los 

clériitcs de lodos los pueblos de aquella comunidad tengan los 
Btmelicios th' sus iglesias» y este Fuero lo vemos contirnwdo por 
• I Pai>a Luis II, bo mismo sucedia en las otras dos comunidades 
•, v Termd. Mas no todos los Beneticios de las iglesia* 


I 

de Ibiroe 


ó ;;, ,.anu,0„u,L,, Uu„l,¡.n .«bia , al.u 


— 341 — 

lias ig“les¡as que tenían cabildos parroquiales no patrimoniales. 
Las Coleg’íatas do Alcafiíz, Alagon, San Pedro el Viejo de Hues- 
ca, Alquezar, Sariñena, y otras, no eran más que parroquias, y 
sus prebendados llevaban el nombre de racioneros. 

Pasando la vista rápidamente por las Guias eclesiásticas ante- 
riores al Concordato, se hallan noticias iguales acerca de Cata- 
luña. En el Obispado de Vich, además de las tres Colegiatas, se 
expresa que hay siote parroquias con capítulo: en Urgel, tres Co- 
legiatas y diez y siete paiToquias con capítulo: en Solsona, la 
Colegiata de Cardona y trece parroquias con capitulo. 

Son tan curiosas las noticias que acerca de estos beneficios, 
por lo relativo á Valencia, se daban en un folleto que tenemos á 
la vista, y se publicó en la capital de aquel antiguo reino, el año 
1852 (1) que no podemos resistir el deseo de trascribir algunos 
de sus párrafos más importantes: 

«El sistema y administración eclesiástica, dice, de la Corona 
de Aragón, es una excepción de lo restante de España, y aun en 
esta excepción es una especialidad el clero beneficial de las Dió- 
cesis y antiguos reinos de Valencia: fúndase en derechos anti- 
quísimos legítimamente adquiridos... y mirado bajo el punto de 
vista canónico se encuentra este sistemo más ajustado al espíritu 
de la Iglesia, puesto que las rentas y productos de los bienes 
eclesiásticos no los hace suyos el preceptor por solo el título de 
■ que goza, sino por el legítimo levantamiento de las cargas que 
sobre sí tienen, y en proporción á las que cumple. 


El bienhechor de una iglesia, que para el mayor servicio de 
Dios, devoción de los fieles y esplendor del culto, deseaba fun- 
dar un beneficio, dotaba á la Iglesia de una cantidad suficiente, 
según la época, para el mantenimiento del ministro que quería 
establecer, verificándose un contrato entre el patrono y la Igle 
sia, en el cual imponía aquel una suma productiva, bien en fin- 
cas, bien en metálico, ó en censos^ en cabeza del sugeto que 
presentaba para ser instituido por sus sucesores; y lo iglesia á 
su vez comedia al presentado la cóngrua sustentación por el ré- 


(1) Apup.tes sobre el Clero henefie'xal del Aj'zohíspdio de T^alenoia^ por el Ideen»» 
eiado D. J. B. B. y M. Presbítero. 
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dilo dcl capital impuesto, y el derecho á participar de las demás 
rentas y obvenciones de la misma, ya fundadas ó que se funda- 
sen, previo el cumplimiento de las cargas á ellas afectas. Conce- 
día además el derecho de co-administrador de los mismos bie- 
nes, y voz y voto en las deliberaciones de la corporación. 



Mucho de lo dicho sucedia también respecto de los Cabildos 

de varias parroquias en las Baleares, los cuales databan, como 
Jos de Valencia, desde el siglo XIII, es decir, desde el tiempo 
mismo de la reconquista de D. Jaime el Conquistador.» 

Seria tarea demasiado prolija querer ir señalando más dife- 
rencias y circunstancias. 

Algunos de estos cabildos eran muy notables por su antigüe- 
dad, recuerdos históricos, magnificencia de sus iglesias, esplen- 
dor dcl culto, privilegios pontificios y numeroso Clero; algunos 
de ellos tienen más de veinte beneficiados. 

Los de San Pablo y la Magdalena en Zaragoza, los de Santa 
María del Mar y otros de Barcelona, la de los Santos Juanes en 
Valencia, la de Santa Eulalia en Palma, y otras muchas en estas 
y en otras ciudades son testimonio do lo dicho, y de ellas habria 
materia para dar a estas apuntes gran extensión. (I) 


2. Dos partes comprende el art. 22 dcl Convenio, distintas 
entre sí. 

La 1 se refiere exclusivamente a los antiguos cabildos par- 
roquiales de la Corona de Aragón. 

La 2.® á todos los Beneficios de las demás Diócesis de España^ 
ya sean aislados, ya formen corporaciones. 


(1) Pueden consultarse sobre este punto además de las historias locales, al Be- 
í^entc Mig-ucl Martinez del Villar, que escribió acerca del «Patronato de las iglesias 
de Calatayud y su Comunidad,» y por analogía de las iglesias de otras tres comuni- 
dades de Aragón. Pn el tomo 50 de Z>a Mapava Sagrada^ da<la á luz por la Real 
Academia de Ja Historia, hay también noticias curiosas. Sobre los Beneficios de 
Moínorca, escribió H. Antonio Ramisy Ramis. Acerca de la iglesia de Santa María 
del Míir de Btircelona, escribió unos discursos panegíricos-históricos D. José Roca 
y Coli, Jos cuales fueron impresos en Barcelona ei año 1861 en un cuaderno de 72 
páginas en fólio. En la nota última, á la página í 9, se dice -«que han sido fundados 
en elhi 80 Bt iicíicios prcsbiteriales, residenciales perpetuos, y 33 Capellanías pres- 
biterales, rcsitlenciales perpótxias. » A pesar del arreado hecho en 1808 todavía subsis- 
tieron 107 de estos . 
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Desde que se publico el Real decreto de 15 de Febrero de 
1867 para el arregio parroquial, se declaró claramente el deseo 
de conservar las conuinidades de bcnetlciales de la Corona de 

i 

Aragón, y el acuerdo que acerca de las mismas había ya entre 
ambas potestades, hasta el punto de c(ue los amantes de las glo- 
rias tradicionales de aquellos países pudieron darse la enhora- 
buena por este motivo, y los pueblos tranquilizarse acerca de la 
conservación de sus antiguos cabildos parroquiales, aunque fue- 
se con distinta denominación, íorma y objeto. Habíase \ isio con 
dolor por los buenos católicos desaparecer antiguas Colegiatas, 
reconocidas con el titulo de insignes canónicamente, y se condo- 
lian de ver próximos á perecer estos antiguos restos de un culto 
esplendoroso, quedando iglesias parroquiales, suntuosas en su 
arquitectura y de grandes recuerdos históricos, reducidas á la 
mayor miseria y estrechez. En muchos puntos la revolución no 
había respetado sus bienes; en otros se habían hecho distribuir 
estos en tantas porciones como eran los beneíiciados, y á al 
muerte de cada uno de ellos la nación se iba incautando de aque- 
lla porción, impidiendo que se proveyese, la vacante. Tiempo era 
que se normalizase un estado de cosas tan perjudicial y anóma- 
lo, siendo lo único que se conservaba debido en su mayor parte 
á las gestiones piadosas de algunos Ayuntamientos y vecinos 
caritativos, y á la condescendencia ó tolerancia de la mayor 
parte de las autoridades. 

Ya hemos dicho que á la publicación del Convenio debió pre- 
ceder el arreglo parroquial; no fue así a pesar de los deseos del 
Gobierno, que se vio obligado á publicar antes el Real decreto 
de 15 de Febrero de 1867. 

El art. 11 del expresado Real decreto se ocupa de los beneli- 
ciados que componen las actuales comunidades de las Diócesis 
de la antigua Corona do Aragón, resolviendo una ardua cues- 
tión. Hé aquí su texto: 

«Atendiendo á las especiales eireunstancias que en ellos concur- 
ren, los beneñeiados que componen las actuales comunidades de 
las Diócesis de la antigua Corona de Aragón, cualquiera ({ue sea su 
denominación ó patronato, se considerarán Coadjutores (1) sin 


(1) Ei legislador es en esUí punto consecuente, puesto que dispone en el art. 5.® 
del Keai decreto á que corresponde el que hemos trascrito, ^^que en cada parroquia 
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dofncion nlgiaia ú cargo del presupuesto eclosiástico, y sin que es- 
tas corporaciones, que en adelante se titularán Comunidades de he^ 
neficiado'^ Coadjutores, coarten en lo más mínimo la autoridad y fa- 
cultades del Pári’oco. 

Los Diocesanos reorganizai\án, y reformarán según lo estimen 
más couA eniente para el mejor servicio de las iglesias parroquiales 
esta Ci>m unidades, y les impondrán, además de las propiamente 
coadjatoiiaies, todas. las otras obligaciones que se crean oportunas 
púr¿i el ii jvv'or espdendor del culto á que los pueblos estaban ante- 
riormciite acostumb^ado^s, estableciendo, por último, los tmmos que 
en su caso ] uedan corresponder á los Patronos particulares y al 
Prelado para la presentación 6 nombramiento de estos Coadjutores, 
con todo lo demás que bajo cualquier concepto procediere ó fuere 
necesario, sin perjuicio de los actuales beneficiados en cuanto ser 
pueda.” 


Se vé, pues, que el art. 22 del Convenio que comentamos no 
es otra cosa que el principio de ejecución del anterior decreto 
con la diferencia que con él se dá un paso más avanzado; y lo 
que antes era un Real decreto dado de acuerdo con el Nuncio de 
Su Santidad, ahora es ya una Ley del Estado, y por tanto el 
atentar contra la existencia de estas comunidades seria infringir- 
no pudiendo tampoco suprimirlas un Ministro por un Real de- 
creto, sino solamente por medio de un nuevo pacto. 

El nombre de comunidades de beneficiados que se les dió en el 
-Decreto de 15 de Febrero de 1867, queda también como deno- 
minación legal. En aquel se anadia la palabra coadjutores, que á 
la verdad es innecesaria, y hacia el título demasiado prolijo y 
pesado; pero el Decreto de 25 de Junio lo vuelve á usar, y pues- 
to que realmente lo han de §er, poco importaria que no se les 
diera. 

El artículo que nos ocupa deja á im lado toda la parte relati- 
va á su Organización, sosteniendo el statu quo. Pero ambas Po- 


habrá un solo Cura propio, según el espíritu general del Concordato, y especial- 
mente de su art. 25...» Y en el 9.^ «que las Capellanías residenciales, cualquiera 
que sea su patronato, que tenga inherente la obligación de asistir al cciifesionario, 
prestar otros servicios en la parroquia y auxiliar en su caso al Párroco, se conside- 
rarán beneficios coadjntoriales;» Y el 10 «que los beneficios simples ó residencia es, 
aunque sean de patronato particular, y no tengan cargo de auxiliar al Párroco, s 
considerarán coadjutorías de la parroquia en que estén erigidos, cualquiera que s 
su número...» 
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testados prcvéen que este arreglo ofrecerá quizá graves dificul- 
tades, y por ese motivo convienen en esperar el resultado del ar- 
reglo parroquiaL Si en este se pueden vencer las diflcultadcs 
parcialmente, algo se habrá conseguido, y cuando menos se po- 
drá reunir un cúmulo de datos suficientes para juzgar con acier- 
to y ver en qué cosas convienen, y en cuáles difieren; qué difi- 
cultades generales hay, y qué otras parciales se ofrecen. 

Los pueblos de la Corona de Aragón en que existían estos an- 
tiguos eabildos parroquiales, hoy eomunidades de beneficiados, es- 
tán en el caso de mirar por eMccoro de sus iglesias, por la con- 
servación de sus históricas y venerandas tradiciones, y por el 
explendor del culto. Si por impiedad, por desidia y negligencia, 
ó por esas rivalidades mezquinas que suele haber en los lugares 
dejan perder esta ocasión, harán un agravio á sus iglesias y con- 
tribuirán seguramente á rebajar la importancia de sus pueblos. 

Dejando, pues, á un lado todo lo relativo á la organización, 
como lo deja el Real decreto, entremos en la parte económica, 
única á que en el mismo se refiere. 

3. La parte dispositiva de la Ley es bien clara y terminante, 
y basta para su inteligencia fijarse en la redacción del artículo. 

«....Pero los bienes, censos y demás derechos reales, que 
constituyen su dotación, se conmutarán en la forma que prescri- 
be el Convenio de 25 de Agosto de 1859, adicional al Concorda- 
to de 1851, en inscripciones intransferibles de la Deuda consoli- 
dada del 3 por 100, que se entregarán á la respectiva comunidad 
á que pertenezcan los bienes.» 

Las dificultades que pueden ocurrir ‘son en nuestro humilde 
juicio, poco importantes. Donde se han vendido los bienes de 
estas comunidades y no se les ha indemnizado debidamente, ten- 
drán derecho los beneficiados existentes, y en su caso los Prela- 
dos respectivos, á reclamar las inscripciones intransferibles cor- 
respondientes á los bienes en todo ó en parte enagenados. 

.Algunos Ayuntamientos pretendieron también según nuestras 
noticias que se les entregasen las inscripciones intransferibles, 
alegando el derecho que tenian para presentar los beneficiados 
de estos cabildos, ó las costumbres y convenios antiguos, y si 
bien la mayoría ó todos, mejor dicho, hicieron esta reclamación 
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con el piadoso deseo de que no se perdieran estos beneficios v 
con el pensamiento de continuar ejercitando por sí el t ’ ^ 
activo y pasivo, consistentes el primero en presentar v d 

do en hacer que la presentación recayese en feligreses de 1 

roquia donde radicaban los beneficios, con todo, esta m 
siempre peligrosa, y no es oportuno consentir que los A 
miemos administren los productos de estas rentas, así com i 
Patrono tampoco administraba antes los bienes del patronato sino 
por regla general el capellán, salvas las excepciones especiales. 

Además, el art. 22 dice que es^s inscripciones se entregarán 
á la respectiva comunidad á que pertenecen los bienes, de modo 
que en rigor, si el Párroco no fuese individuo de esta comunidad, 
ni aun al Párroco mismo se hará la entrega; pues quizá al orga- 
nizarlos habrii caso en que al establecer estas comunidades será 
preciso deslindar las atribuciones canónicas que tendrá el Párro- 
co sobre la comunidad, sin perjuicio de las disciplínales, minis- 
teriales y directivas sobre sus Coadjutores. 


4. Poco tenemos que añadir á lo expuesto acerca de los de- 
más Beneficios parroquiales fundados en otras Diócesis que las 
de la Corona de Aragón, hayan ó no formado sus obtentores ca- 
bildo bcncficial, toda vez que la segunda parle del artículo difie- 
re este punto á cuando tenga lugar el arreglo parroquial, y la 
suerte de los mismos está consignada en los artículos del Real 
decreto de 15 de Febrero de que acabamos de hacer mención. 

Los artículos 12 y 13 del citado Decreto constituyen el ver- 
dadero comentario del segundo período del art. 22 del Convenio 

que nos ocupa. 

Dice el 12: 


«Teniendo también presente que existen asimismo 
circunstancias cu las Provincias T ascongadas, la indo c } , j 

za de los Cabildos parroquiales y de sus m m''Dl(5ce- 

oportuno expediente á iin do acordar con el R. 
sis do Vitoria las mculidiiñ conducentes al arreglo p* q 
posible consonancia con la letra y espíritu del Concordato. 

Dice el 13: ^ 

«Los beneficiados que se designen para las parroquias que an 



— 347 — 

sido verdaderas Colegiatas, según los términos precisos del núme- 
ro 8 (1) de las prevenciones de la Eeal cédula de 3 de Enero de 1854,^ 
que pueden tener beneficiados además de los coadjutores, se consi- 
derarán aquellos auxiliares del Parioco; y, por consiguiente, para 
prefijar el número de coadjutores y beneficiados, se atenderá, no 
tanto al número de almas de la parroquia, cuanto á las respectivas 
circunstancias de la población.» 


5. Confirman cuanto dejamos dicho en el comentario del ar- 
tículo 22 del Convenio los que comprende el capítulo 6.^ de la 
instrucción, ó sean el 55, 56, 57, 58 , 59, 60 , 61 y 62, y cuyo 
texto es el siguiente : 


Artículo 55 de la Instrucción. «Los Prelados de las diócesis 
de la antigua Corona de Aragón remitirán á la mayor brevedad po- 
sible al Ministerio de Gracia y Justicia, para el uso correspondien- 
te, nota debidamente circunstanciada: 1."^ De los bienes, derechos y 
acciones de que todavía se hallen en posesión las comunidades de 
beneficiados coadjutores. 2.'' De ios que se haya incautado el Estado 
de esta misma procedencia y su fecha, expresando si existen q no 


(1) Que dice: «Que en los casos de la base 5.^ (según la cual se dispone que Laya 
también parroquia en las Gíolegiatas con arreglo al Concordato), no l a de consi le-^ 
rarse precisa la reducción á Parroquial de toda Colegiata que no se conserve por 
el Concordato, sino cuando las circunstancias locales lo permitan; ni han de supo- 
nerse Colegiatas todas las que así se titulen, sin erección de tales, ó sin que se prue- 
be la posesión de ello, sólo porque sus antiguos beneficiados formáran Cabildo ó Co- 
legio, ó los títulos canónicos de sus piezas eclesiásticas fueran semejantes á los de 
/las verdaderas Colegiatas: que en las de patronato particular, deciareis en virtud 
del Concordato su supresión y reduc.cion á la iglesia de la clase que corresponda, 
siempre que debiendo ser parroquial, no baya asegurado el Patrono el exceso de 
gastos para conservarla como Colegiata: que al reducir así á parroquiales las que 
deben serlo en vista de las bases insertas y del contenido de las disposiciones que 
tuve á bien adoptar en orden que con fecha 18 de Octubre de 1£52 os fue comunica- 


da por mi Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el M. P. Nuncio Apostóli- 
co, prescindáis ya de las disposiciones 4. ' y 5.^ de la misma, como dictadas sólo en 
concepto de provisionales y basta el definitivo arreglo del pian parroquial de estas 
iglesias, que habéis de establecer ahora: que en él deteíTuineis el niimero de BeDcfi- 
ciadosque además del Párroco y Coadjutores, en su caso, se contemplen necesarios 
en ellas para el decoro del culto, y no deberá exceder del de seis, ‘que para las Co’e- 
giatas subsistentes designa el art. 22 del Concordato: que á cada uno de estos sef a- 
leis dotación proporcionada á su clase y cargo, cuyo mínimo será de 2.000 rs., y el 
máximo los S.OüO que el Concordato señala para los beneficiados de las Colegiatas, 
según expresaba la disposición 4.^ de mi citada orden: que debiendo ser parroquial 
toda Colegiata que se conserve, la distingáis con el nombre de Parroquia mayor, 
«iempre que en el mismo pueblo hubiere otra ú otras, como dispone el Concor- 


dato.» 
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reclamnciones pendientes, fecha de ellas, y dependencia del ,, 
en que existan los expedientes de reclamación.» -c-stado 

Art. 56. «La entrega al Estado, á la cual deberá, i , 
sion canónica del Diocesano de los bienes existentes tnrf ^ 
dcr de las Comunidades, no se verificará hasta tanto queTe 
intervención y acuerdo de la correspondiente Administr»?’ T 
PropicHlades del Estado, la renta que actualmente produce bad! 
finca o cmiso, y en su consecuencia se expidan á favor de las propias 
Comunidades las correspondientes inscripciones intransferibles de 
la Deuda consolidada del 3 por 100 para hacer una renta icrual á la 
prefijada, que se entregarán al mismo Prelado.» 


Art. 57. «Antes de anunciarse por el Estado la venta délos 
bienes de dichas Comunidades que todavía conserva el mismo Go- 
bierno en su poder sin enajenar, se expedirán las inscripciones in- 
tiMiiííferibles correspondientes.^» 


Art, 58. «Se expedirán también inscripciones de la propia clase 
p^ra liacer una renta, ií^iial á la que producían al tiempo que el Es- 
tado se incautó de los bienes, derechos y acciones ya enajenados por 
ei mismo Estado, fijándose prudencial y alzadamente en su caso 
aouella renta. A este ñn harán los Diocesanos, por conducto del Mi- 
ni:-terio de Gracia y Justicia , la reclamación debida, háyase ó no 
hecho anteriormente, y exista ó no expediente en su razón.» 

Art. 59. «Los mismos Diocesanos harán directamente las re- 
clamaciones oportunas á los patronos á quienes se adjudicó imrte 
de los bienes de la Comunidad, ó los particulares del Beneficio, si 
lo •. Imbicse tenido, caso de no cumplir ellos mismos lo dispuesto en 
id ca]dtvdo2.^: en In inteligencia de que por falta de tal cumpla 
miento, además do las cargas específicas meramente eclesiásticas, 
se han de considerar como tales para este solo efecto, en razón a 
sil ^ diversas (’'h1uxaciones , como miemoros de la Ooniiinidad, c 
po:'te de la cóngrua sinodal de ordenación.» 

Art. 60. «Yerificada que sea la reorganización de las Comum- 
dados Cabildos do Bonelioiados coadjutores, con arreglo a o is- 
puesto ,m el art:. 11 del Eeal decreto de 15 de lebrero (1 

los Diocesanos ordenarán la traslación á otra parroquia de los eco 


(1) 18G7. 
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nomos coadjutores que aetualQiente perciben dotación del Estado, 
y que han de cesar en este cargo por deber desempeñarlo la Comu- 
nidad de Beneficiados coadjutores.» 

Art. 61. uHasta que tenga efecto la reorganización indicada, 
sólo se proveerán en economato las coadjutorías actualmente exis- 
tentes, ó que se establezcan en el arreglo parroquial.» 


Art. 62. «Las inscripciones intransFeribles en que se subrogan 
los bienes, derechos y acciones de las Conmmdades, se inscribirán á 
nombre de las mismas, j se entregarán á los Diocesanos, para que 
dispongan su custodia y conservación por las propias Comunidades, 
(5 de la manera que estimen más conveniente, en cuyo último caso 
deberán entregarse oportunamente á la respectiva Comunidad los 
cupones para su cobro.» 


No obstante la claridad y precisión de los artículos que aca- 
bamos de trascribir, y con los cuales hemos terminado todos 
los comprendidos en la Instrucción acordada para la ejecución 
del Convenio, vamos á decir dos palabras sobre todos ellos en 
general. 


Como pudiera dudarse por algunos si los cabildos parroquia- 
les de Navarra están en igual caso que los de Aragón , y si de- 
berán hacer las reclamaciones á que alude el artículo 55 los 
RR. Obispos de Pamplona y Tarazona, debemos apresurarnos 
á manifestar que esto nos parece indudable , puesto que no sólo 
Navarra y Aragón fueron una misma corona, sino que muchos 
de aquellos cabildos datan del tiempo de D. Alfonso el Batalla- 
dor, Rey de ambos países y fundador del Deanato de Tudela y 


otros cabildos de la Rioja y tierra de Soria. Además, la organi- 
zación de estos cabildos en la parte meridional de Navarra es 
idéntica á la de los de Aragón, y debe regir el principio ubi est 
eadem causa, eaclem esse debet juris dispositio. 


Las palabras 


últimas del art. 55 relativas á 


las reclamacio- 


nes pendientes aluden á lo que ya queda dicho, conviniendo no 
echar en olvido que se hicieron de bien distintos modos. Unas las 
hicieron los Prelados, otras los cabildos mismos donde no fue 
ron disueltos, otras algunos beneficiados, como particulares ó 
como individuos de corporaciones, y en otras los Ayuntamien- 
tos. Donde éstos tenían el patronato debieron salir á la defensa^ 



f 
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y si no lo hicieron, deben ser responsables, pues follaron á sus 
deberes como Patronos. Sabido es que el Patrono tiene obli«- 
cion de amparar las personas y las cosas de su Iglesia En al»u 
nos puntos de Aragón, personas mal aconsejadas persiguieron á 
los cabildos y mostraron vivos deseos de despojarlos. °Los nue 
blos que tal hayan hecho no parecen acreedores á que se les 
conserven estos derechos, y quizá por este motivo dice muy 
oportunamente el artículo que se exprese si hay ó no reclamacio- 
nes pendientes. 

El art. 56 no ofrece dificultad: equipáronse en él los bienes 
de estos Beneficios á los restantes bienes de las demás iglesias 
de España, y rige con respecto á ellos lo que queda expuesto. 

Hay, empero, comunidades de éstas, especialmente de las 
que tenían el carácter de patrimoniales, que han logrado salvar 
sus bienes. En otras, por el contrario, el Estado se incautó de 
ellos. De lo dicho anteriormente se infiere lo bastante para com- 
prender el espíritu del art. 57; de modo que estos bienes parece 
que deben ser excluidos de las subastas, aunque hubiese compra- 
dores para ellos, hasta tanto que se haga el arreglo. 

A diferencia del artículo anterior, el 58 habla de aquellos 
bienes de que el Estado se incautó, pero que ya han sido enaje- 
nados. 

Como ya estos bienes pasaron á poder de particulares, se ig- 
nora á punto fijo su valor actual y por ese motivo hay que hacer 
una tasación prudencial y por su valor alzado. Pudiera quizá sa- 
berse éste aproximadamente por las cuentas últimas, pero algu- 
nos de ellos se vendieron durante la guerra civil, ó poco después 
de haberse ésta terminado, cuando la propiedad tenia muy esca- 
sa estimación. Tampoco se puede inferir por lo que produzcan en 
venta, sabiéndose de público y notorio cómo se hicieron éstas en 
algún tiempo y en algunas localidades. Por ese motivo es oportu- 
no acudir á la tasación prudencial. 

Por la misma causa no se exige con respecto á éstos que ha- 
ya reclamación, pues vendidos los bienes en alg'unas parles, ni 

aún hubo lugar para reclamar. 

Las reclamaciones que sobre ellos se hicieren, se establece 
que no las hagan directamente los particulares, ni las corpora 
Clones al Gobierno, para evitar entorpecimientos, sino los Prela- 


dos, y que ésíos sean los que so enliondan diroclanienle con cl 
Gobierno por conduelo del Minislcrio de Gracia y Justicia, pues 
para ello ‘ tampoco deben acudir directamenlc los Prelados, ni al 
Ministerio de Hacienda, ni á las Glicinas provinciales, como no 
sea para activar eficazmente el despacho do los expedientes. 

La inteligencia del art. 59 es obvia, y se desprende de lo di- 
cho acerca de los Patronos y sus obligaciones al comentar los ar- 
tículos 11 al 29 inclusive de la Instrucción, que son los que abra- 
za el capítulo 2.*^ de la misma. 

Más bien que á las comunidades de beneficiados se refiere el 
art. 60 á los actuales Coadjutores; debiendo serlo en adelante los 
beneficiados de la comuwdad subrogada al antiguo Cabildo. Los 
Coadjutores que actualmente lo son, ó entrarán á tormar paide 
de dicha comunidad, ó tendrán que quedar excedentes. Quizá lo 
primero sería lo más acertado, pues si los beneficiados han de 
ser Coadjutores, también los Coadjutores pueden ser beneficia- 
dos, mucho más cuando algunos de ellos habrán ganado la Coad- 
jutoría por oposición. De esperar es que se tenga con ellos esta 
justa consideración y reciban este premio de su trabajo, si por 
una parte á ellos les conviene y }>or otra han dado pruebas de la- 
boriosidad y aptitud. 

Pero las dos Potestades han querido, por una parte respetar 
los derechos de los Patronos, si los hay, y por otra preveer el 
caso de que no puedan los actuahís Coadjutores pasar á ser be- 
neficiados de la comunidad, á fin de que no queden incongruas. 

Consecuencia de lo dicho en el art. 60 es lo consignado en cl 
61. Es duro privar de su Coadjutoría á uno que la ganó por opo- 
sición y la ha desempeñado idóneamente; por ese motivo se dis- 
pone que las Coadjutorías solo se provean en economato, y por 


tanto con carácter de amovilidad ó ad nutum. 

El art. 62 es solamente de íórmula y relativo á la custodia de 
las inscripciones; como que éstas se han de dar á nombre de las 
comunidades, parece que es lo natural que éstas sean las encar- 
gadas de su conservación. Por eso también es lo primero que se 
indica como lo más regular; pero podrá haber casos de litigio, 
incuria ó de accidentes deplorables en que los Diocesanos tengan 
por conveniente variar el método de su custodia. 

La entrega de los cupones advierte cl artículo, que se haga á 
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la comunidad, no al Patrono, ni ménos al habilitado del Clero 
pues la cobranza de cupones no necesita de este intermedio ' 
quizá puedan conseguirla los interesados sin dispendio al^-uño^ 

C. No es de extrañar que el artículo que nos ocupa diese 
inárgen á diversas consultas. La situación de las comunidades 
de IJcncíiciados de las diócesis de Aragón y la de los Beneficios 
parroquiales, no era la más propicia para cumplir sus prescrip- 
ciones, ni las que se consignan en el art. 6.° de la Instrucción. 

Su constitución cxpccial, la desaparición de los bienes que 
formaban su dotación, juntamente con la de los capítulos ecle- 
siásticos, obligaron á que se consultase sobre este punto lo si- 
guien le: 

1/' ¿Si dehian reniilirsc las notas de los bienes que adquirie- 
ron las laniihas en virtud del acuerdo de la Junta Inspectora y 
Real orden declarándolos exceptuados de la incorporación al 
Kslado? 

2/' ¿Si los expresados bienes debian quedar sujetos á la cou- 
niulacion prescrita por el art. 22 del Convenio, ó debian admi- 
tirse la redención de las cargas de los tales bienes y dejárselos 
libres á los |)Oseedores? 

Y se o[)inó: (O 

1 ." áebian remitirse las iioUia de los bienes que se adju- 

dicaron gubcrnalivamonte á las familias en virtud de los acuer- 
dos de la .Imita ins|iec.lora de bienes nacionales y de Reales ór- 
denes declarfmdolos v'XCC|>luados de la incorpoi'acion al Estado; 
poiapie. el l'oux euio de 21 de Julio de ISÓ7 no reconoce como \ó- 
lidos cslos aclos gubernativos, ni ellos podian jamás otorgar el 
dominio á las familias, ni oslas podian logalmente adquirirlos 
sino previo juicio aiile los Tribunales. El Gobierno y sus depcii- 
d.mciassólo podían declarar que los bienes no pertoncciaii al Es- 
tado, y qui> por consiguieule quedaban exceptuados de la incor- 
poración. La declaración del derecho a lavor de las familias de 
biau hacerla los Tribunales. No habiendo las familias ® 

estos dcnlio d<> los tórminos expresados en los arts. t.“y2. c 
Convenio de 21 de .lunio, no les asiste derecho para poseoilos. 


(\) l‘!ii ilocumonto vino loiiouios vista. 
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2.'' Que los expresados bienes debían quedar sujetos á la con- 
mutación prescrita por el art. 22 del Convenio, porque les com- 
prende este terminantemente, no pudiendo admitirse la reden- 
ción de cargas y dejar los bienes libres á los poseedores, porque 
esto se opone á letra y al espíritu del tratado. 

Añadiendo que en el caso de ofrecerse algunas otras el Pre- 
lado debía acudir, por medio de los Promotores fiscales, á los 
Tribunales para obtener y conseguir la devolución de los bienes.» 


No fueron las anteriores consultas las únicas que se formula- 
ron sobre él art. 22 que nos ocupa, haciéndose posteriormente 
las siguientes: 

1. ^' ¿Si con arreglo a la excepción que establece el arL 22 á 
favor de las Comunidades de Beneficiados de Aragón y de los 
Beneficios parroquiales, y en el cap. de la Instrucción, po- 
drían conmutarse ó venderse aplicándoles las disposiciones del 
Convenio é Instrucción sobre Capellanías, ó deberían dejarse 
como se encontraran? 

2. * ¿Si para los Capellanes que estaban en posesión de las Ca- 
pellanías existentes seria obstáculo la expresada actual posesión 
para que, si pidiesen los parientes la conmutación de las rentas 
délas Capellanías, se les concediese, entregándose al Capellán 
el equivalente de la renta en los títulos que entreguen los conmu- 
tatarios ó inscripciones que los representen? Y ¿si caso de serlo 
se debería conceder la conmutación, quedando en suspenso su 
ejecución hasta que ocurra la vacante, dejándose al Capellán en 
la posesión y disfrute délos bienes; ó se había de reducir el expe- 
diente á declarar si la Capellanía es cóngrua ó incongrua, y de- 
terminar en su caso la unión? 


3.- ¿Si se podrían también enagenar en los términos ántes in- 
dicados, según el art. 37 de la Instrucción en pública subasta por 
el Juez del partido, prévia disposición del Diocesano, los bienes 
de Capellanías, cuya conmutación no se hubiese pedido ni efec- 
tuado por los patronos ó personas llamadas á su disfrute, excep- 
tuándose la posé¿>ion dejada á’las familias por benignidad apos- 
tólica? 


4.‘ ¿Si los muchos legados y Memorias piadosas familiares, 
que á más de las cargas meramente eclesiásticas tienen otras 


23 


que no pueden considerarse como tales, podría concederse en 
este caso la conmutación de las rentas de estos Legados, á los pa- 
rientes que la tienen solicitada? ó ¿podrían reducirse las cargas 
que se consideraran como eclesiásticas? 

5/ ¿Si los adjudicatarios que con posterioridad á la Ley do 
1.® de Mayo de 1855 y extralegalmente redimieron las cargas 
meramente eclesiásticas de sus Capellanías en las oficinas dei 
Estado, solicitaran la revalidación de la expresada redención y la 
correspondiente escritura debería accederse á esa pretensión re- 
servándose el Ordinario hacer á su tiempo la correspondiente re- 
clamación al Estado del importe dQ esas redenciones hechas in- 
debidamente, ó debía decretar no haber lugar á admitir las ex- 
presadas redenciones de cargas meramente eclesiásticas, sin per- 
juicio del derecho de los interesados á reclamar de quien corres- 
pondiese? 

6/ ¿Si habría inconveniente en exceptuar de la conmutación 
de lincas vacantes y poseídas, las que se declararan existen- 
tes y cuya conmutación de bienes pidieran las familias, procu- 
rando no perjudicar en nada á las mismas? 

7/ ¿Si podrian entregarse á los Párrocos para habitación, 
aunque íuese con una pequeña carga á favor del Beneficio de 
que procede ó del que se funde de nuevo, las casas rectorales y 
huertas? 


llesolvicndosc todas ellas por la siguiente soberana dispo- 


sición: 


uLa Boina (q. D. g.) en su vist.i r con inteligencia del M. Eev.e- 
rendo Pronuncio de S. 8., se ha seivido resolver: 

1.‘* Que al realizarse el arrr\glo de los Beneiieios parroquiales de 

la diócesis dc' que eu su dia lian de prestar el servicio de coadju- 

torias de las lanuaxiuias, debinn c< iiniutai’se los restos d.e las rentas 
(pie los extinguidos d los imaingtoLOs teniaii, n]>lícá-idoles las dispo- 
siciones del Con\ iHiio de 21- do ,1 unió sobre Capieliaiiías colativas, 
íorman io con. lo <]ue ]>rodiizca l:i conmutación les Beneficios que 

sea posible, y observando lo que se indica en el punto primero 

2a* Que podía, liaeerse desde luego la eoniniitaciou de las rentas 
dirías Capelhuiias, si los parientes de los fundadores la pidieran 
aun en c'l (‘aso de estar ]>osoídas por capellaTies, entregándose entón- 
eos al capellán el e(pdvalente de la renta en los títulos que- se den 
en conmutación. 


3. " Que podían ena 2 ;enarse los bienes a- que la eonsuUa se refie- 
re en los términos que ox]>resa el art. 37 de la Jnstruecion do 25 de 
Juuio de 1867. 

4. ® (¿ue las rentas de los legados 6 memorias piadosas rainil la- 
res afectas a c^argas de instrucción d de caridad no estaban en esta 
parte sujetas á las dis])osiciones del Convenio, y por consignientí* 
que no procedia respecto a ellas la conmutación; pero si además Ini- 
!)iere rentas destinadas á cargas eclesiásticas, estas debian con- 
mutarse. 

5. '' Que lo más canónico sería no admitir como válidas las re- 
denciones á que so refiero la consulta; pero por equidad |)odian los 
Prelados admitirlas, reservándose hacer al Estado las reclamacio- 
nes oportunas. 

6. ** Que por equidad y en atención ái las poderosas razones ex- 
imestas, convenia no conmutar las casas á que se refiere la consul- 
ta, reservándolas para vivienda d(í los Capellanes, pero j)roí'u ramio 
no perjudicar á las familias y haciendo] o con acuerdo de las 
mismas. 


7.*^ Que en los pueblos en que no hubiese casa rectoral y en que 
ía Intbiere propia de algún Beneficio, podía destinarse ])ara su ha- 
bitación con la pequeña carga que estimare^ el Prelado en favor de 
la fundación de que jmoceda ó del Beneficio que de nuevo se funde. 
— De Real orden lo digo etc.— -Madrid 18 de Abril de 1868.»» 


XXIV. 


Texto oficial del art. 23 del ConTenio. — Comentario^, explicación general del mismo 


Art. tlcl Convenio. 

« Con intervención del Nuncio Apostólico cerca de 
Su Majestad Católica, al cual la Santa Sede delega, 
al efecto, todas las facultades necesarias, se díelarán 
la correspondiente instrucción y disposiciones regla- 
mentarias convenientes para el desenvolvimienlo y 
ejecución del presente Convenio, se resolverán las du- 
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<kts, y se removerán los obstáculos que mpidkrer 

que el mismo tenga, en todas sus partes, elmás eme- 
to y puntual cumplimmito . » 

CONCLUSION, 

El art. 23 del Convenio que acabamos de trascribir nono 
iérinino á la obra del legislador, y con él á la tarea por ’ noso- 
lios emprendida, si á más de haber de dar algunas fúrniulcis 
como complemento de nuestras tarcas, no hubiéramos de añadir 
un 3.e'‘ libro que comprenda las vicisitudes legales de la Ley- 
convenio en estos últimos años. 

Nuestra misión como comentadores está realmente termina- 
da y en verdad que no presumimos haberla llenado cumplida- 
mente. Este libro, escrito con demasiada precipitación, hecho 
cuando el Convenio no habia comenzado á plantearse, no tuvo 
otro mérito que el de la oportunidad. Creimos prestar un servicio 
y hoy creemos prestarle casi mayor con la presente edición por 
las considerables adiciones que la hemos hecho. 

Nadie nos precedió, ni aun siguió de un modo formal en 
nuestras tarcas en 1868. Nos vimos solos para explicar una Ley 
difícil y complicada. Vendrá la práctica, decíamos entonces, la 
jurisprudencia de los tribunales eclesiásticos y civiles, y la am- 
pliación y rectificación de nuestros estudios, muy lejos de sospe- 
char que lo que vendría en breve á echar por tierra nuestras es- 
peranzas seria una suspensión. 

Seremos parcos, serenios breves en reflexiones sobre el pe- 
ríodo que vamos á historiar en el libro tercero. No queremos 
herir á nadie, solo deseamos que la vuelta tan sábiamente acor- 
dada al Convenio sea tan eficaz, duradera y noblemente cumpli- 
da, que con ella desaparezcan para siempre las vicisitudes áque 
han estado condenadas esta clase de fundaciones. 

Noticias tenemos de que el Gobierno se ha ocupado ya 
este punto y ojalá que este modestísimo trabajo nuestro sirva de 
algo y contribuya en algún sentido á impulsar las soluciones mas 
acertadas que de continuo reclama la necesidad y la opinión p 
blica en estas materias. 


LIBRO TERCERO. 


Suspensión y restablecimiento de la 

Ley-convenio. 

I. 


Proceder de las Juntas.— Orden de 15 de Noviembre de 1858.— Decreto de 22 de Db 
eiembre del mismo año. — Orden de 28 de Enero de 1869. — Decreto de l.« de Marzo 
de 1869.^ — Gestiones para que se derog*ase la Ley-convenio: precedentes de la ana- 
log'ía. — Orden de 29 de Marzo de 1870 declarando nula la de 7 de Enero de 1868.— 
Art. 2 . 0 , párrafo 2.° del reglamento de 29 de Octubre de 1870. 


1. Hemos lleg'ado á la última parte de nuestro libro, y nos 
proponemos ser muy sobrios en observaciones y comentarios 
respecto de las disposiciones que acerca de ia materia que nos 
ocupa dictáronlos gobiernos desde fines delaño 1868 hasta el 
Decreto de 24 de Julio de 1874. 

Las Juntas provisionales creadas á raíz de la caída de doña 
Isabel II, derogaron en algunas Diócesis la Ley-convenio, lle- 
gando entre otras tales como la de Segovia, á decretar: «la su- 
presión de la redención de cargas eclesiásticas y que la adminis- 
tración de Hacienda se incautase de cuantos fondos en metálico 
y valores en papel se hubiesen recaudado, y de los expedientes 
fenecidos y pendientes en la delegación. » 

2. El gobierno provisional dictó en 15 de Noviembre del cita-, 
do año de 1868 la órden siguiente: 

uSacienda , — El gobierno provisional de la Nación se ha servido- 
disponer que, ínterin se resuelve definitivamente el expediente¿ns- 
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traído en este Ministerio con motivo de la consulta 1 

Junta en 16 de Julio de 185% sobre liquidación v 

ditos pertenecientes al clero, ermitas, santuarios Onn 

más fundaciones piadosas, no se verifiquen otros aboims ^ 

procedan, con arreglo á las prescripciones de la Le^r^^o 

tiembre de 1841. De orden del gobierno provisional lo 

V. I- para su inteligencia y cumplimiento. Dios guarde á V ^ 

ebos años. Madrid 15 de Noviembre de 1868.— Piguerola ’ T" 

rector general. Presidente de la Junta de la Deuda.Pública.»''* 

3. iiU pos de la orden anterior se publicó el Decreto de 22 de 
Diciembre del citado ano de 1868 cuyo texto es el siguientes 


Decreto: «Es de altísima importancia y de reconocida utilidad 
facilitar la redención de los censos sujetos ala desamortización. 

Ella librará á la propiedad de cargas que, oprimiéndola, impiden 
que el crédito territorial se desarrolle de una manera ventajosa 
para el país, y pro perdonará á la vez al Tesoro ingresos de bastante 
consideración. 

Conviene por lo mismo superar cuantas dificultades retrasan ó 
hacen poco apetecibles las redenciones. 

Los censatarios se retraen quizá de pedirlas, al considerar los 
gastos que ocasionan en determinados casos, y de aquí la necesidad 
de reducirlos hasta lograr que guarden proporción con el capital 
que la redención cuesta, á fin de que el sacrificio del censatario sea 
inmensamente menor que el derecho que adquiera. 

Para obtener este resultado, es preciso suprimir los derechos 
que hasta aquí cobraban los empleados del Estado; y seguro está eJ 
que suscribe de que tal disposición habrá de ser bien recibida, pues- 
to que ha de contribuir de una manera poderosa á restituir a la 
propiedad inmueble las condiciones de libertad que necesita, para 
ser cada dia más apreciada y más fácilmente trasmisible. 

Será también un estímulo para la redención de censos, el dismi- 
nuir los gastos que produce su inscripción en el Registro de la pro- 
piedad, y el facilitarla de una manera eficaz. Cuando en el Real o- 
creto de 11 de Noviembre de 1864 se estableció la forma de inscri- 
bir los bienes del Estado, se dispuso que los compradores reintigra- 
ran el importe de los gastos que esto produjera. Justo y equitativo 
es libertar de este gravámená los redimentes, declarando al e ec o 
innecesaria tal inscripción respecto á los censos, y para el efecto 

que se trata. ■ ^ 

Ningún inconveniente existe para ello, desde que se recon 




que la inscripción previa se Lace ordinariamente en virtud de una 
certificación que la misma Hacienda expide. Si alguien pudiera du- 
dar que el censo estaba constituido á favor del Estado ó de la Cor- 
poración que representa, la duda quedaria desvanecida con el reco- 


nocimiento de la obligación, y este reconocimiento se deduce natu- 
ralmente del hecho de pedir y aceptar la redención, pudiendo con- 
signarse, en caso necesario, en la escritura que se otorgue. 

Cabe aun, sin falsear los principios de la Ley hipotecaria, 


conceder otro beneficio á los censatarios. 


Hoy no es i)osible inscribir la redención sin tener inscrito el do- 
minio de la finca gravada; pero como el j)ropietario puede hallar 
obstáculos para inscribir previamente el dominio ó la posesión, y 
acaso le sea útil que desaparezca la inscripción del censo, si la pri- 
mera consta en los antiguos libros (ó por anotación preventiva) no 
hay dificultad en que inscríbala redención. 

Así como se consiente al que adquiere bienes de quien no tiene 
el dominio inscrito, que anote preventivamente su derecho, justo es 
otorgar igual concesión al que por idéntico motivo aspira á inscri- 
bir la redención de una carga*. Mas para evitar que esta anotación, 
por lo costosa, se convierta en vez de útil en perjudicial, es oportu- 
no establecer que al márgen de la inscripción del gravámen pueda 
oponerse la nota que exprese la redención. Esta nota producirá to- 
dos los efectos legales atribuidos á los documentos anotados pre- 
ventivamente, sin perjuicio de que, cuando se halle el dominio ins- 
crito, se complete con otra que contenga cuanto exige la Ley hipo- 
tecaria. Con estas medidas y con lo que se dispone respecto á la 
clase de papel sellado en que han de extenderse las escrituras, no 
habrá quien desconozca los beneficios que se otorgan, 

Las vicisitudes que en sus primeros tiempos sufrió la desamor- 
tización, fueron causa también de que, solicitadas muchas reden- 
ciones, no se llevasen á efecto desde luego. He aquí que los censa- 
tarios se hallasen con varias pensiones vencidas que les dificultaban 
realizar la redención, por ser necesario hacer al propio tiempo el 
desembolso del capital y de la totalidad de los réditos atrasados. 

Muy conveniente es asegurar la recaudación de los que no sean 
condonahles según las leyes; pero no lo es ménos armonizar este 
servicio en términos de que la recaudación de los réditos no obste á 
la redención del capital, y puedan hacerse á la vez... Para realizar 
este pensamiento hasta consentir que los atrasos no condonahles se 
incluyan en los pagarés que los redimentes firmen; y de este modo 
no necesitando satisfacer grandes cantidades al contado, se Lace 
cuanto equitativamente es posible para que las cargas censuales 
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'■■in. I'lsta (1 Ih|)0híc 


.•..:r-luy,.,n, Iv4a diHi.owicion na hü dn .ser aplicado á ¡os r-'ditos dp 
e n, sos |»roccd(;nt-.(;,s de Conjoi-aeionoB f|no lo-i •, 

li.i.sta (d dia d(;la r-dene!on ó la, v,,.n! a. Sobre esto.s rédito,s''sülo los 
M'ie f.ienen <d d(;re(d,o doeobrarloi puerlen tratar y convenir v res. 
irdandocd,- denadio, cA Kstado debe limitarse á admitir la reden- 
< ion, doi.indolo e.xpedito liasta fine se pague el primer plazo- porque 
n. sd,- e,m ma c,l c(;riso (5,stá redimido y no pueden deveDgarse ródi- 
lo.s, Ncn \¡i (|uo íjuiera la procedencia déla carga, según las diseosi- 
Clones <j!je aclacilmenle rigen. 

La experieueia acredita que es cosa sencilla y rVid] en las ofici. 
ñas prov inciales tramitar y resolver los expedientes de redención 
d(. censos de menor cuantía, y existe jior tanto la seguridad de que 
no puede ofrecer inconveniente alguno a]dicar igual procedimiento 
a los (1(3 mayor cuantía. lista innovación jiiiede plantearse sin ries- 
go, t(‘nií3n(lo. (aimo ti(mo, la A dministracion central sobrados medios 
de nivestigar cualquier error que se cometa en las ca] itaíizaciones: 
]uies así (3omo hoy examina las relativas á los censos de menor cuan- 
tía, en lo sucesivo examinará las demás, sin que [>or esto sufran re- 
traso los expedientes. 

Las r(3Í orinas que se indican no necesitan mayor justificación. 
Lodas conducen á (|ue las redenciones sean expeditas, á que el Es- 
tado las realice sin demora, y á que, libres los pjarticulares de gra- 
vámenes que pudieran j uzgar excesivos, se interesen en pedirlas y 
obtenerlas con jirontitud. 

]^bindado en las precedentes consideraciones, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, como individuo del Gobierno provisional y 
Ministro de Hacienda, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.® Las redenciones de censos sujetos a la desamorti- 
zación, sean de mayor ó de menor cuantía, se acordarán por los Go- 
bernadores en unión de las Juntas provinciales de ventas. 

Los comisionados principales remitirán cada quince dias sin falta 
á la dirección general de Propiedades y Derechos del Estado una 
relación de las redenciones acordadas por la Junta provincia en a 


quincena anterior. * ^ » 

Art. 2.° Las capitalizaciones de los censos se harán con o 

brevedad por las Administraciones de Hacienda pública, a n e 
que las solicitudes de redemdon sean resueltas y la , 

oiunicada en el preciso término de un mes, á contar es^ e ^ . 

en que aquellas se presenten,. bajo la responsabilidad e os 

Barios que en ellas entiendan. /losi no 

Art. 3."^ A los censatarios que adeuden pensiones a rasa 




oondomibles i>or las disi^osieiones vigentes, se les permitirá que in- 
oliiyan su importe, distribuyéndole por iguales partes, eu los paga- 
r-'s que suscriban para redimir el ca]ntal. 

Si las pensiones proceden de censos corres]iondientes á Corpo- 
raciones que tienen el dereclio de percibir y hacer suyas jas rentas 
hasta que aquellos se redimen, se les dejará á salvo el de cobrar d 
(Convenir sobre este particular, sin que se entorpezca por esto la re- 
dención, ni deje de percibir el Tesoro el plazo ó plazos que se satis- 
fagan, ni de íormalizar los pagarés. 

Art. 4.^" Las escrituras de redención contendrán las circiins- 
taneias necesarias para que puedan ser inscritas en el Kegistro de 
la propiedad, expresando además el red im ente que, como dueño de 
la finca 6 fincas inscritas, reconocen que se bívllaban gravadas con 
el censo que se redime. 

Art. 5.® Si las escrituras va otorgadas á la fecha de este de- 
creto no contuvieren tal reconocimiento, ni se hiciere mención del 
censo en la inscripción de dominio de la finca d fincas gravadas, ve- 
rificada á favor del redimeiite, podrá éste acreditarlo por nota firma- 
da por él mismo d un testigo, si no sabe firmar, cuya nota quedará 
archivada; en el Registro. 

Art. 6.® Si el dominio de la finca d fincas gravadas estuviere 
inscrito ¿i favor del redimente en los nuevas libros del Registro, po- 
drá extenderse el asiento de cancelación, aunque no esté inscrito el 
censo á favor del Estado d Corporación de quien proceda, si concur- 


ren para ello las demás circunstancias necesarias. 

En el caso de que la inscripción del censo se encontrase en los 
antiguos libros, no será imeciso trasladarla á los nuevos para ex- 
tender el asiento de cancelación: pero deberá ponerse en dicha ins- 
cripción la nota marginal prevenida en el art. 414 de la Ley hipo- 
tecaria. 

Art. 7 .^ Cuando el redimente tuviese inscrito en los antiguos 
libros el dominio de la finca d fincas gravadas, podrá pedir que se 
traslade el asiento á los nuevos con la adición de que están libres 
del censo, presentando al efecto la escritura de redención. 

Art. 8.® Si no se hubiese verificado la referida inscripción de 


dominio, podrá ésta solicitarse, d solo la de posesión, expresándose 
en ella la extinción del censo, para lo cual se presentarán los docu- 
mentos necesarios con la citada escritura de redención. 

Art. 9.® En los casos á que se contraen los dos anteriores artí- 
culos, la inscripción, trasladada y verificadá de nuevo, producirá en 
perjuicio de tercero los mismos efectos que el asiento de cancelación 
del censo ; debiéndose poner en la escritura de redención la nota 
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prevenida en el art. 244 de la Ley hipotecaria v en «n 1 
,n-escrihe el art. 414 de la misma Ley. ’ ^ 

Art. 10 . Si el redimente no tuviese inscrito á su favor en los 

antiguos ni en los nuevos libros el dominio de la fin^o x íí ^ 

1 • T • j. 1 anca o nncas srra- 

vadas, y apareciera en los primeros tomada razón del censo ' f 

del Estado ó Corporación de quien proceda, podrá aquel si le 

viene , hacer pública la redención antes de que se verifique dicha 

inscripción de dominio ó la de posesión, presentar la escritura en el 

líegistro, para que por nota marginal en el referido asiento ó toma 

de razón se haga constar dicha redención, expresándose el lugar y 

dia del otorgamiento de la escritura, con el nombra del Notario 

autorizante, y poniendo en la misma la nota de quedar registrado 

preventivamente , la cual producirá todos los efectos atribuidos á 

la anotación preventiva, puesta á falta de la previa inscripción de 

dominio. 

Cuando se verifique esta inscripción , según lo establecido en 
el art. 8.^^ de este decreto, se pondrá en la escritura otra nota, que 
contenga todas las circunstancias prevenidas en el art. 244 de la 
Ley hipotecaria. 

Art. 11. Los Jueces de primera instancia no devengarán dere- 
chos por las escrituras de redención que otorguen en favor del Es- 
tado. Los Ixegistradores podrán exigir los honorarios que les cor- 
respondan, según las disposiciones vigentes, los cuales se determi- 
nan en el estado que se publica á continuación de este decreto, y 
los Escribanos cobrarán únicamente los derechos marcados en la 
Eeal orden de 15 de Enero de 1856, según expresa la tarifa que 
también se publica á continuación. 

Art. 12. Las copias de las escrituras se extenderán en papel de 
oficio, si el importe de la redención no excede de 500 escudos. Cuan- 
do exceda de esta cantidad, se extenderán en papel del sello 9.‘'; pero 
si la copia ocupase más de dos pliegos, serán del de oficio los que 
pasen de este número. 

Art. 13. Contra los acuerdos que en todo lo relativo á las re- 
denciones de censos dicten los Gobernadores y las Juntas provin- 
ciales, [)odrán alzarse los interesados ante la Dirección general de 
Propiedades y Derechos del Estado en el término de treinta dias, 
contados desde que administrativamente se les haga saber el acuer- 
do reclamado. ^ ^ . 

Los G t>bernadores podrán consultar á la Dirección cualquier 

acuerdo de las 3 untas que crean perjudicial para el Estado, siu^ 
pendiendo ©n este caso su ejecución hasta que resuelva el Ctntr 
directivo. 
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Art. 14. Los Ministros de Gracia y Justicia y de Hacienda 
dictarán las medidas necesarias para la ejecución do cuanto se dis- 
pone en los artículos precedentes. 

Madrid 22 de Diciembre de 1868. — El Ministro de Hacienda^ 
Laureano Figuerola.» 

TÁBIFA QUE SE CITA EN EL ARTICULO 11. 


Eses. Mils. 


Por escritura y su copia de un censo cuja redención no 


exceda de 100 rs. ....'. * » 

Desde 101 á 600 0,800 

Desde 501 á 3.000 1 

Desde 3.001 á 10.000 1,200 

Desde 10.001 á 15.000 : . . . 1,600 

Desde 15.000 en adelante. 2 


Estado demostrativo de los honorarios que han de devengar 
los Registradores de la Propiedad por las cancelaciones dr 
los censos del Estado. 

CENSOS QUE GEAVAN UNA SOLA FINCA. 

CANCELACION DE LOS MISMOS EN LOS LIBROS NTJEYOS. 

Eses. Mils. 


1. Si el capital no excede de 10 escudos 0,100 

2. Si es de 10 á 20 0,200 

3. de 20 á 30. . 0,300 

4 . de 30 á 100 (1) 0,400 


5. 


de 100 

á200 


Asiento de presentación.. . . 

Idem de cancelación 

Nota en el título 

Idem marginal en los libros 
antiguos 


0,100 
0,300 i 
0 , 100 ) 

0,050/ 


0,55( ) 


(1) Téngase en cuenta lo dispuesto en el núm. 17 del Arancel, y entiéndase .que en 
estos cuatro casos los honorarios señalados son. por todas las operaciones que se 
practiques. 
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¡ Asiento de presentación., . , 

Idem de cancelación 

JNTota en el título 

Ídem margiaal en los libros 
antiguos 

Honorarios por la nota que se ponga en los libros antiguos se 
gun el art. 10 del decreto precedente: 

1. Si el capital no excede de 10 escudos 0,100 


2. Si es de 10 á 20 0,200 

3. de 20 á 30 0,300 

4. de 30 á 200 0,400 

de 200 en adelante 0,800 


CENSOS QUE OEAVAN MAS DE UNA EINCA. 

En este caso se considerará distribuido el censo entre todas las 
fincas gravadas , en proporción á la parte de pensión que cada una 
pagase, si constare; en su defecto, al valor de cada predio; y si tam- 
poco éste fuere conocido , se dividirá en partes iguales entre todas 
ellas, devengando el Registrador } 3 or las cancelaciones relativas á 
cada finca lo que corresponda, según el cuadro anterior, y como si 
fueren tantos censos como fincas; debiendo tener en cuenta que 
respecto de las fincas á que corresponda un capital superior á 100 
escudos, si se trata de cancelaciones en los libros nuevos, ó á 200 si 
de la nota ántes dicha en los antiguos, no debe cobrarse, por el 
absiento de presentación y nota del título, más que la parte alícuota 
que corresponde á cada finca, puesto que solo ha de extenderse uno 
de cada clase, cualquiera que sea el número de las fincas. 

4. Con posterioridad y por el mismo Ministerio se dictó e» 
28 de Enero de 1869, la orden siguiente: 

«limo. Sr.: El Grobierno provisional se ha enterado del expe- 
diente instruido en este Ministerio á consecuencia de la consulta 
elevada por esta Junta en 16 de Julio de 1852, con motivo de las 
dudas que se la ofrecían para llevar á efecto la liquidación y con- 
versión de los créditos pertenecientes al clero, hermandades, ermi- 
tas, santuarios, patronatv)s, capellanías y demás fundaciones piado- 
sas. Asimismo se ha hecho cargo de los diversos dictámenes emiti- 
dos iior el Ministerio de Grracia y Justicia en 10 de Agosto de 1853» 


0,200 \ 

0,600 i 

0,2Q0 [ 1,100 

0,100 ) 
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por la Dirección de lo Contencioso en 3 de Marzo de 1851, por el 
Tribunal Contencioso-administrativo en G de Noviembre de 1855, 
por la Junta de la Deuda pública en 8 de ]Mayo de 185G, 2G de Abril 
de 1884 y 2 de igual mes de 1867, por las Secciones de Hacienda y 
Gracia y Justicia del Consejo de Estado en 13 de Julio de 1857, por 
la Junta de Directores de Hacienda en 18 de Mayo de 1858. y por 
iiltimo, por la Asesoría general de este Ministerio y Consejo de Es- 
tado en pleno en 6 de Abril y 24 de Junio de 1868. 

En su consecuencia: 

Vistos los líeales decretos de 25 de Julio y 11 de Octubre de 
1835, IG de Febrero, 8 de Marzo de 1S3G y Ley de 27 de elulio de 
1837 en virtud de cuyas disposiciones se pusieron en venta y man- 
daron aplicar desde luego ¿ la extinción de la deuda pública todos 
los bienes raíces, muebles y semovientes, rentas, derechos y accio- 
nes de cuaUpiiera clase que poseian los monasterios y conventos, 
aunque con sujeción a las cargas de justicia (pie tuviesen así civiles 
como eclesiásticas. 

Vista la Ley de 2 de Setiembre de 1841 (pie declare) bienes na- 
cionoles todas las propiedades del clero secular en cualquiera clase 
de predios, derechos y acciones en que consistiesen, de cualquier 
origen y nombre, y con cuahpiiera apdicacioii ó destinos con (pie hu- 
bieran sido donados, comprados ó adquiridos, así como los de las fá- 
bricas de las iglesias y cofradías, e.vccptuanda los perfeneclentcs á pre- 
bendas, capellanías y demás fundaciones Ae ^^^dronato de sangre activo 
y pasivo, los de cofradías y obras jiías procedentes de ad(piisiciones 
particulares para cementerios y otros usos privativos de sus indivi- 
duos; y los bienes, rentas, derechos y acciones especialiiiente dedi- 
cados á objetos de hospitalidad, beneñcencia, é instrucción pública. 

Vista la Ley de 3 de Abj’il de 1845 mandando devolver al clero 
secular los bienes de su propiedad no enajenados, cuya venta se h;i- 
bia mandado suspender [>or Re:il decreto de 2(> de Junio de 184 í: 

Vista la Ley de 17 de Octubre de 1851 insertando el C()ncorda- 
to celebrado con la Santa Sede en IG de Marzo anterior en virtud 
de la autorización que se concedic) al G obierno por la de 8 de M ayo 
de 1S49, en el cual, reconociendo y sancionando los heclios consu- 
mados se previno, entre otras cosas, que se devolviesen á la hrlesia 
los bienes eclesiásticos no comprendidos en la Ley de 1845 (pie aún 
no hubiesen sido enajenados, inclusos los que restaban do las comu- 
nidades religiosas de ambos sexos, determinándose igualmente el 
destino que debía darse á estos bienes: 

Visto el Eeal decreto de 8 de Diciembre de 1851 estableciendo 
las reglas que debían observarse para la entrega de dichos bienes y 


t 
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I;i lornin on que babian de extenderse los inventarÍA» 

'lu;ran las bacas, censos, derechos y acciones del cW compren- 
-^ular, de las monjas, cofradías, ermitas, santuarios vVf ^7 
que no hubiesen sido enajenados sin que se hiciese 


de los créditos: 


se mérito alguno 


Visto el Real decreto de 30 de Abril de 1852 disr.or.; j 
(iesde la publicación del Concordato se entendiese derogaTa 1 ° 
ue 19 de Agosto de 1841, relativa á Capellanías colativas de ZtrI 
auto de sangre activo ó pasivo, así como las demás disposiciones re'- 
Lutivas á las fundaciones piadosas familiares, quedando por consi 
guíente subsistentes las referidas Capellanías colativas, estuviesen 'ó 
; o vacantes, cujms bienes no hubiesen sido adjudicados judieialmen- 
te á las respectivas familias, ó para cuya adjudicación no pendiere 
luicio de ejecución de la citada ley, entendiéndose lo mismo res- 
pecto á las fundaciones piadosas arriba mencionadas: 

Vista la ley de desamortización de de Mayo de 1855 y las de 
del mismo mes y 11 de Julio de 1856, sobre redención de cargas 
espirituales ó temporales y enagenacion de ciertos bienes del clero, 
por las cuales se alterararon las disposiciones del Concordato y las 
de mas dictadas para su cumplimiento: 

Vistos los Reales decretos de 23 de Setiembre, 13 y 14 de Octu- 
])!’e y 28 de ííoviembre de 1856, disponiendo que quedase en sus- 
penso liasta nueva resolución la venta de los bienes del Clero secu- 
lar devueltos al mismo por la Ley de 3 de Abril de 1845; que así 
mismo quedasen sin efecto ttodas las disposiciones que de algún 
modo derogasen, alterasen ó variasen lo convenido en el Concorda- 
to; que se suspendieran los efectos de la Ley de desamortización 
de 1/’ de Mayo de 1855, y que igualmente lo fueran las del Real 
de(*reto de 15 de Lebrero de 1855 sobre Capellanías colativas de 
hroiiato familiar activo ó 'pasivo y demas fundaciones piadosas de 

Vista la Real orden de 19 de Agosto de 1858, mandando abonar 

créditos jiertenecientes á corporaciones cuyos bienes fueron ex- 

i-epcnados de incorporación al Estado por el art. 6. de a e\ 

de Setiembre de 1841: _ , _ » 

Visto el Convenio celebrado con la Santa Sede ra i 

de Noviembre de 1859, en virtud de la 

imbierno .por la Ley de 4 del mismo mes, por el cual se 

permutación de los bienes eclesiásticos por aquellos 

ribles del 3 por 100 consolidado, prévia la 

ieddan de Imccr los Prelados á favor del Estado, dispo “ ^ 

su art. 10 que respecto á los bienes pertenecientes a Capaila 


colativas y otras semojantos fimdaciones piadosas fmnilinros, qiio 
por su pecjiliar índole y los diferentes derechos que en ellos radi- 
caban no podian comprenderse en la permutación, fuesen objeto 
de un Convenio particular entre la Saiita Sede y el IM onarca, y obli- 
gándose de nuevo el gobierno por el art. 11 coniiriuando lo estipu- 
lado en el 39 del Concordato, á satisfacer <á la Iglesia en la forma 
que de común acuerdo se conviniese por razón do las cargas im- 
puestas, ya sobre los bienes vendidos como libres por el Estado, ya 
sobre los que se le cedian una cantidad alzada que guardase pro- 
porción con las mismas cargas: 

Visto el Convenio que á virtud de la autorización concedida al 
Gfobierno por la Ley de 7 de Junio de 1867, se celebró con la Córte 
pontificia en 24 del mismo mes y año para llevar á efecto el arreglo 
de las Capellanías colativas familiares y fundaciones de patronal o 
activo ó pasivo de sangre á que se refeiáa el art. 10 anteriormente 
citado: 

Considerando, que al mandarse aplicar a la extuicíoii de la Deu- 
da pública por los Reales decretos de 25 de eTulio y 11 de Octubre 
de 1835, 8 de Marzo de 1836 y Ley de 27 de tTulio de 1837 de que se 
ba hecho mérito, los bienes, rentas y efectos de cu:ilqiiier clase per- 
tenecientes al clero regular, y al declararse por la Ley do 2 de Se- 
tiembre de 1841 como bienes nacionales todas las propiedades del 
secular, quedaron de hecho y de derecho extinguidos todos los cré- 
ditos de ambos cleros, como así se consiguió va en la Roal órden ex- 
pedida en 15 de Marzo de 1848, de conformidad con el dictámen 
del Consejo Real, porque ninguna otra aplicación tenían, ni el Es- 
tado podía tampoco reconocerse acreedor á sí mismo. 

Considerando, que si alguna duda pudiera ofrecerse acerca de 
este punto, el art. 4.° del Convenio de 7 de Noviembre de 1859 se ha 
encargado de desvanecerla, puesto que al reconocer á la Iglesia 
como propietaria de los bienes que le fueran devueltos por el Con- 
cordato, se añade que habida consideración al deterioro de la mayor 
parte de los que aun no babian sido enagenados, y á los varios, con- 
tradictorios é inexactos cómputos de su valor en renta, se pacta que 
se permuten por inscripciones intransferibles de la Deuda al 3 por 
100, cediéndolos al Estado valorados por los Diocesanos, oyendo á 
los Cabildos, circustancias todas que prueban que para nada se tuvo 
en cuenta los créditos que ni el Clero ha podido, ni querido vender, 
ni tienen tampoco valor contradictorio ó inexactamente computados 
sino escrito y fijo, ni necesitaban venirse á justipreciar x)or los Dio- 
cesanos para permutarlos, porque en su caso deberían convertirse 
individualmente y no en globo, en las ciases de papel que correspon- 
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clioíM <‘on siijooion á las leyes de 1.» de Agosto de IS^ii na t 
de 18(;7 y 18 de Abril de 1868. _ ’ 

Coiisideraudo, que de declarar definitivamente extin" 'd 
dos los créditos qne ya lo están legalmente como pertenTcLSs^aí 
Clero, en nada se perjudican tampoco los intereses de est 
de reconocerse de nuevo á su favor liabia de tenerse en ene 
bajarse de su cousiguaciou la renta íntegra que aquellos 
jeran después de convertidos en Deuda consolidada con arred ' 
las releridas leyes los de amortizable á cuya clase pertenecen casi 
en totalidad los mencionados créditos. 

Goimiderando, que igual se hallan los correspondientes á ermi^ 
tas, cofradías, santuarios v demás procedentes de fundaciones cu- 
JOS productos hayan de aplicarse en totalidad á objetos del culto y 
que no fueron exceptuados de su incorporación al Estado por la ley 
de 2 de Setiembre de 1841, puesto que aquella obligación se cubre 
por el Tesoro. 

Considerando, que no teniendo, como queda demostrado, exis- 
tencia legal todos estos créditos al publicarse el Concordato, en el 
cual por otra parte tampoco se hizo mérito de ellos, no podian ser 
comprendidos en la devolución entonces acordada, ni en la permu- 
tación después convenida, ni hay mérito tampoco para consultar con 
la potestad eclesiástica la resolución que haya de adoptarse sobre 
este particular por ser exclusivamente gubernativa. 

Considercindo, que en tal concepto los créditos de que se trata 
están en el mismo caso que las fincas vendidas ó las que el gobierno 
ha utilizado 6 destinado á oficinas, cuarteles, ú otros usos del servi- 
cio público, las cuales, aunque materialmente no se han enajenado, 
se les ha considerado' ya .como propiedad del Estado y no les ha 
comprendido el mandato de devolución, ni se han tomado en cuen- 
ta para la permutación. 

Considerando que si bien el principio que queda sentado es 
aplicabie á loá créditos de la exclusiva pertenencia de ambos Cle- 
ros, á los de ermitas, cofradías ó santuarios y demás destinado» a 
objeto» de culto, no lo es respecto á aquellos que así el Clero como 
las <;omunidades religiosas poseían en concepto de admiuistradora», 
patrones ó cumplidores de cargas piadosas puramente eclesiastir.as 
de distinta índole de las «pie se citan anteriormente por estar desti- 
nados á divei-sos objetos, según la voluntad de p® 
dadores, no siendo por lo tanto justo imponer al Clero , 

de levantar estas cargas, sin otorgarle los medros e cu . 

forma que se establece por el art. 11 del Convenio de 7 de Noviem 

bre de 1859, tantas veces citado. 




Considerando que i’especto á los créditos que en el propio con- 
cepto de patrono, administrador 6 cumplidor de pías fundaciones 
destinadas á objetos de beneficencia, hospitalidiKÍ ó instrucción pú- 
blica disfrutaba el Clero recular, en cuyo patronato se subrogó el 
Estado en virtud de lo pirevenido en Keales órdenes de 17 de Mar- 
zo de 1840, 17 de Enero de 1841 y Circular de 27 de Marzo de 1846, 
deben reconocerse ¿í favor de las respectivas fundaciones que lio\ 
existan, entregándose á los Diocesanos con arreglo á lo estipulado 
en el art. 38 del Concordato, sin perjuicio de dar conocimiento é 
los respectivos ministerios para que sigilen la inversión de las ren- 
tas que á tan benéficos fines deban aplicarse. 

Considerando, por iiltimo, que en los créditos correspondientes 
á Capellanías colativas de patronato de sangre activo ó pasivo, en 
que hay Capellán cumplidor, si bien este no es más que usufruc- 
tuario por pertenecer al capital de la fundación, al llamado por el 
fundador á ejercer el patronato, es sin embargo el que tiene un in- 
terés directo, y por lo tanto debe reconocérsele con personalidad 
bastante, cuando baya probado legalmente estar en posesión de la 
Capellanía ó beneficio para reclamar la conversión y abono de los 
créditos que correspondan á la misma cuando el ])atronato no con- 
curra ó abandone su derecho. 


El gobierno provisional fundado en tales consideraciones, se ba 
servido resolver: 

1. ” Que todos los créditos que pertenecieron á las Comunida- 
des religiosas de ambos sexos de derecho propio, de cualquiera cla- 
se que fuesen ó por cualquier concepto que hubiesen sido adquiri- 
dos, donados ó cedidos, se consideren definitivamente extinguidos 
después de que el Grobierno sefincautó de los bienes, derechos y ac- 
ciones de aquellas Comunidades. 

2. ° Que se consideren igualmente cancelados y amortizados to- 
dos los créditos de la exclusiva competencia del Clero regular, por 
haber quedado extinguidos en hecho y de derecho desde que el 
Grobierno, con arreglo álasleyes y disposiciones antes mencionadas, 
se incautó de todos los bienes, derechos y acciones que á aquel cor 
respondían, reuniendo en sí la cualidad de deudor y acreedor. 

S.*" Que del mismo modo se tengan por cancelados y amortiza- 
dos los créditos de cofradías, ermitas, santuarios y demás funda- 
ciones cuyos productos estén aplicados al culto y no estén excep- 
tuados de su incorporación al Estado por el art. 6.*" de la Ley de 2 
de Setiembre de 1841. 

4.’^ Que en su consecuencia esa Junta disponga se proceda des- 
de luego á estampar las notas dé cancelación en los libros de asien- 

24 
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fco de todos los créditos de que se trata, dándose de baja enla cuenta 
de la Deuda el importe de los que aun figuren en ella como 
conocidos. 

^ i 

5. ® Que de la misma manera se proceda á la cancelación de todos 
los créditos que el Clero secular y regular, inclusas las comunida* 
dos religiosas, poseian en concepto de patronatos, administrado 

ó cumplidores de pías fundaciones particulares de carácter pura^ 
■líente eclesiástico, pero sacándose una nota ó relación expresiva dé 
‘a fundación á cuyo favor se halla expedido el crédito, clase de este 
importe del capital nominal y de la renta que produzca. En el caso 
de que los citados fuesen de los que debieron convertirse en Deuda 
amortizable de 1.” clase, se expresará además del capital nominal 
lirimitivo, el á que haya quedado reducido por su conversión á Deu- 
da consolidada con arreglo á las leyes de 11 de Julio de 1867, y 18 
le Abril de 1868, consignando además el rédito que produzca esta 
última Deuda, á fin de que se puedan tener presentes todos estos 
datos al fijar la cantidad alzada que por razón de cargas eclesiásti- 
cas haya de reconocerse al Clero cuando se lleve á efecto lo dis- 
•uesto en el art. 11 del Convenio de 7 de Noviembre de 1859. 

6. " Que los créditos correspondientes á cofradías y obras pías 
procedentes de adquisiciones particulares para cementerios ú otros 
usos privativos á sus individuos, así como los que se hallen destina- 
dos á objetos de hospitalidad, beneficencia ó instrucción pública, 
cuyas circunstancias deberán acreditar ante esa Junta, que son los 
comprendidos en las excepciones de la Ley de 2 de Setiembre de 
1841 se conviertan y abonen en la forma establecida en las de l.° de 
Agosto de 1851, 11 de Julio de 1867 y 18 de Abril de 1868, expidién- 
dose las nuevas inscripciones intransferibles del 3 por 100 á favor 
de la respectiva fundación y entregándose á sus legítimos patronos 
ó administradores, dando sin embargo, aviso oportunamente á los 
Ministerios de Gracia y Justicia, de Gobernación ó de Eomento, 
según corresponda para que por la autoridad competente pueda vi- 
gilarse el cumplimiento de las cargas en la parte que alcance á cu- 
brir la renta que produzcan las referidas inscripciones. 

7. ® Que los créditos pertenecientes á Patronatos y pías funda- 

ciones familiares, de cualquier clase que sean, se conviertan con ar- 
reglo álas leyes arriba citadas en inscripciones intransferibles 
del 3 por 100 consolidado ó diferido, según proceda, emitiéndose a 
favor de los respectivos patronatos ó fundaciones y entregándose a 
los que justifiquen ser patronos ó administradores de ellas, sin per- 
juicio de dar en su caso aviso de la entrega á los Ministerios de ^ 

Gracia y Justicia, de la Gobernación o de Eomento, según que a^. ¡ 

i 

J 


Q\u> tenc.'m farai;U‘ioTU's ó dostiuo que deban darse Á 

sus pvovliieios eevrespenean a ebietes reb-_a'iesos. de lunieíleeneia 
e de i^.\strueeien pnbbea. sebre e\iyo euinpllmiento deba vigilarse 
por I:i anreridad e.nnpeteme. 

Se' Qe.e les eredires emirides á favor deOapellanias eelaíivas de 
Patroreito de sanqre aeüvo o pasivo, se eonviertan a favor de las 
respeer ivas Capeliaruas en iuseripeiones iutrarrsferíblc's del d por 
cousolniado o diferido, serun la elaso de p-apel en que se liallen 
represemados dielios ereduos, entrojándose estos^ á los cpie aeredi- 
ten ser eapella.nes euinplidores para que mientras lo sean puedan 
disfrutar el iisufrueto á que tienen dereelto dando.-e eouoeimiento 
al Ministerio de Gracia y elustieia cuando se hag-a la entvoya de las 
inscripciones pai'ít que noticiándolo dios láiocesanos, puedan estos 
vigilar el cumplimiento de las cargas, Hespecio á Gapellamas va- 
cantes en que no hubiese capellán cumplidor, se entregaran los 
créditos á la persona á eiiyo favor so hayan adjiidieado los bienes 
de ellas si hubiesen sido ya declarados do libro disposición, d en 
otro easo á la que acredite eorrespoTtderle. según las cláusulas de la 
fimdaeion. dándose ijuialmente .aviso do la entrega á los respectivos 
Piocesanos por conducto dol Ministerio do Gracia y Justicia a los 
efectos que proceda, según lo dispúosto en el Convenio do 2-1 do Ju- 
nio de lSd7 celebrado eon la Potestad ocles iástica en virtud do la 
autorización concedida al Gobierno luvr la Ley de 7 del expresado 
mes y año. 

9. ° Que respecto de los intereses devengados por los créditos 
que fueron de la pertenencia del clero secular o de cofradías, ermi- 
tas, santuarios y demás fundaciones piadosas, cuyos productos esta- 
ban aplicados exclusivamente !il culto y no fueron exceptuados sus 
bienes de la incorporación al Estado en la Ley de 2 de Setiembre 
de IS-il se continúen abonando basta SO de dicho mes en la misma 
forma que hoy se veritlea, 

10. Que proceda esa dunta á formar un estado d nota do las can- 
celaciones que por efecto de las disposiciones anteriores se veriti- 
qiien qrira su puhrieaeioii en la Gaceta de 2Iadrid . Pe orden del Go- 
bierno provisional lo comunico á V. S. para su cumxJimiento y efec- 
tos eorrespondieutes. Dios guarde á Y. S. muchos años. —.Madrid 
2S de Enero de lSu9, — EiGruuoLx. — Sr. Director General Presiden- 
te de la Junta de la Deuda xniblica.” 


De grandisiina 


cribir, es además la historia abreviada de las vicisitudes á que 
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han venido condenadas las instituciones que son obieíí% 

tro estudio en este libro. Ques- 

Todavia se invoca en ella la Ley-convenio; todavía 

quererse prestar acatamiento al solemne pactó que h 
mentado. emos co- 


5 


Siguió á dicha orden el í ccreto de l.“de Mar?^ •. 
do ano de 1869 acerca del cual su mismo autor el Sr Finiprói'^' 
declaró en las Córtes Constituyentes (1) que no se referiÓ en na 
da a la Ley-convenio de 1867, sino tan solo á las obras pías ó 
patronatos de carácter puramente civil (2). ^ 

^ 6. Ya por esta época una parte de la prensa política comen- 
zó á excitar al Gobierno para que derogara ó suspendiera los efec- 
tos de la Ley-convenio, presentándose en la sesión del dia 10 de- 


Junio dcl mismo año una proposición de ley para restablecer la 
de 19 de Agosto de 1841 que fué tomada en consideración, y pa- 
só á las secciones para el nombramiento de comisión. 


(1) Sesión del 15 de Junio, á excitación del Sr. Gil y Zárate. 

(2) " Hé aquí el articulado de la citada disposición: 

m 

El Poder Ejecutivo, en el ejercicio de sus funciones, ha resuelto lo siguiente: 

Artículo 1." Los individuos ó corporaciones que posean 6 administren por cual 
quier título que sea bienes correspondientes á obras pías, patronatos y demás fnn 
daciones de bienes amortizados presentarán en las AdminLtraciones de Hacienda 
dentro del término de 30 dias, contados desde la publicación del presente decreto en 
el Boletín oficial de la respectiva provincia, relaciones duplicadas de todas las fin- 
cas, censos, derechos y acciones que constituyan la dotación de las referidas funda- 
ciones con arregrlo á lo que se dispone en la prevención 1.^ del art. 3.« ds Ja instruc- 
ción de 11 de Julio de 1856. 

Art. 2.^ Para evitar dudas y consultas ulteriores, se comprenderán en las rela- 


ciones de *que trata el artículo anterior los bienes de todos los patronatos, sin dis- 
tinción alguna, que no hayan sido adjudicados en concepto de libres por sentencia 
ejecutoria de los Tribunales <\e justicia. 

Art. 3.^* Los individuos 5 corpor.aciones que posean ó administren bienes de la 
mencionada procedencia podrán intentar los recursos de excepción y cualesquiera 
otros que estimen conveniente en el término iinprorogable de dos meses; contado? 
desde la luiblicacion de este decreto en el Boletín oficial de la provincia; pasado es- 
te plazo procederá á ejercerse la acción investigadora con arreglo á la ley de 1." de 
Mayo de 1855 é instrucciones del mismo mes y año y 2 de Enero de 1856. 

Art. Para la incautación y venta sucesiva de los referidos bienes se ajusta- 
rán estrictamente los Administradores de Hacienda pública y cuantos funcionarios 
hayan de intervenir en estas operaciones á la instrucción de 11 de Julio de 1856 en 
cuanto no se oponga á lo dispuesto en este decreto. 

Madrid primero de Marzo de mil ochocientos sesenta y nueve, 

Uncí enda . — 1. A u re ANO Fio u e rola . 
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Como casi siempre que se ha tratado de esla clase de asun- 
tos, se dió por sus autores á la citada proposición un carácter 
eminentemente político, acusando al Convenio de ainortizador y 
contrario a los sag-rados derechos de las familias y a sus defen- 
sores de neo-católicos; sin tenerse en cuenta que la Ley de 19 de 
Agosto de 1841 cuya derogación se pedia, estaba vigente, y se- 
gún ella y conforme á ella se decidían á la sazón por los tribuna- 
les de justicia cuestiones importantes y á satisfacción de las par- 
tes en ellas interesadas: que los bienes de las Capellanías colati- 
vas no se entendieron nunca amortizados sino vinculados, y que 
jamás tampoco fué idéntico ante la opinión más apasionada el ca- 
rácter de la propiedad colativa que el de la propiedad individual 
y privada. 

Algo semejante dicha proposición en sus efectos á las rea- 
les Cédulas de 1823 que restablecieron los mayorazgos, olvidan- 
do el respeto y la consideración debida á los derechos creados, 
produjo como era natural una verdadera alarma, y se vió venir 
en pos de ella un nuevo trastorno, un período de fuerza por par- 
te de la autoridad civil contra la Ley-convenio que es un pacto 
solemne, un compromiso vilateral, un tratado en suma, interna- 
cional. 

Pero ¿qué significan estas cosas para los hombres de partido? 
Ciégales por lo común un espíritu apasionado y no ven el daño 
que se hace á toda causa por justa que sea cuando para hacerla 
triunfar se emplea la arbitrariedad y la injusticia. 

Poco después de esto, el Ministro de Hacienda presentó una 
nueva proposición de ley que contenia un solo artículo, en el que 
se pedia á las Córtes declarasen comprendidos en el l.®de la Ley 
de 1.® de Marzo de 1855, y por tanto en estado de venta, todos los 
prédios rústicos y urbanos, censos ó foros pertenecientes á ins- 
trucción pública y beneficencia, hermandades, cofradías y obras 
pías de carácter benéfico, de cualquiera clase que fuesen, estu~ 
biese ó no expresamente prohibida la enajenación de los bienes por 
las respectivas fundaciones ó estatutos, y aunque se considerasen 
los patronos ó administradores con facultades para venderlos. 

Consecuentes nosotros con las ideas que hemos sostenidof 
siempre y sostenemos en este libro lamentamos una vez más que 
hombres de rectitud é inteligencia notoria como el Sr, Figuerolu. 
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á quien pcrsonalmculc respetamos y queremos mucho, se ofus- 
quen hasta el extremo de emplear frases como las que dejamos 
subrayadas y que conleiiia la proposición de 5 de Julio de 1869- 
frases que hacen su efecto en los ánimos poco ilustrados, en los 
espirilus inquietos y en las conciencias perturbadas; frases que 
han servido siempre do pretexto para justiflear después grandes 
y terribles cspoliaciones. 

Pretendiasc en suma lo que vino al fm. Era preciso hacer 
a la Ley-convenio obra exclusiva de un partido, cuando era pre- 
cisamente una obra llevada á feliz término para concluir con las 
vicisitudes á que habian dado mái'gen en la materia sobre que 
versa los cambios y las vicisitudes políticas anteriores á su pro- 
mulgación, y no se perdonó medio alguno para ello. 

En vano clamaba una parte de la prensa contra la tendencia 
de los partidarios de la derogación dcl Convenio, invocando la 
seriedad de un pacto de tal importancia y el que se hubiese hecho 
según dijimos oportunamente en virtud de las autorizaciones de 
4 de Koviembre de 1859 y 7 de Junio de 1867 en que imperaban 
ideas tan diversas en política; todo íué inútil. El camino se an- 
daba y nada era capaz de contener el impulso dado á la acción 
del Gobierno en este particular y los que con él se relacionaban 
más ó menos directamente. 

Por orden de la Regencia se procedía en Noviembre del mis- 
mo año 1869 á la venta de los bienes eclesiásticos de varias dió- 
cesis, entre ellas la de Barcelona, sin emitir préviaincnte las ins- 
cripciones reclamadas por los Prelados y á reserva de que los 
Diocesanos hicieran la cesión canónica que á la venta debía pre- 




dcr. 


Arrancábase así el dominio que correspondía á la Iglesia con 
sujeción al art. 4.‘’ del Convenio de 1859 y se vulneraban reite- 
radamente los legítimos fueros de la razón y la justicia. 

7 , En 29 de Marzo de 1870 se dictó una orden por el Minis- 
terio do Gracia y Justicia declarando la de 7 de Enero de 
1868, y mandando que, respecto á tos bienes de las capellanías 
reclamadas con posterioridad al Real decreto de 30 de Abril de 
1852. se estuviese á lo que sobre este y otros puntos análogos 
determinase el Poder legislativo, cuyo texto es el siguiente: 



“llabiolulo acudido á oslo iuííitt'rio P. Id'rnando do A^uilar. 
vooiiio do Bi'jar, oou la proioiisioii do i]uo so doiap^uo la Kiail órdi'u 
do 7 do Bnoro do ISbS. por la oual so rosuolvt' cpu' los adjiulic’ata- 
rios do los biouos do Capol lamas, do c\iio habla ol arí. '2:' do la U>y 
do do duuio do oslan oblia^ados a rodiiuir, adornas do las oar- 

pis iíoiioralos qiio sobro ai|uollas a'ravan, hx cóuijnia ¡nf(\jra do or- 
douaoiou si ol valor do los c'\prosados bienios K> ponuiU'; y oii ol 
oaso do quo no lo oonsionta, hasta la cantidad á quo ase’ioiula ol va- 
lor total do los mismos biouos: y tonioiulo mi emouta epio laantorior 
disposición os contraria al espíritu y lotra do los artieaih^s 12 do la 
Ley citada y (>/' do la liistrucciem para ojociitarla, que no cemsiou- 
teu so despojo cu absoluto do todos los biouos á los linajes do eloiuU' 
proceden, aun cu las Capollauías iucóuqruas; y á quo para la publi- 
cación do dicha l\oal orden se infringió ol art. Í5 do la Boy c>rgáni- 
ca dol Consejo do Estado, carocioiulo, tun* ce>usígiiionto, do las c’ou- 
dicionos iiidist^oiisablos exigidas por las levos, sin (pio pueda invo- 
carse para su validez la intorvoncimi dol Al. l\. Ashincio do 8., (pio 
eu este caso iio lia sido legitima; ol Rogonio dol Reino, do confor- 
midad con ol parecer dol Consejo do Estado, so ha servido de'claiuir 
nula la Eoal orden do 7 do Enero do 18(>S, y mandar (pie respecto á 
los bienes do las Capellanías reclamadas con posterioridad al decre- 
to de 30 de Abril de 1852, y do que t rata el art. 2. ’ do la h\v de' 21 
de Junio de 1807, se esté a lo quo sobre este y i)tros puntos análo- 
gos determino el Poder legislativo. Do orden de 8. A. lo digo á Vh.. 
j)ara su conocimiento y electos consiguientes. Dios guarde á. \ ... 
muchos anos, Aladrid 29 de Marzo de 1^70.~12u(jí )uo J]lontt ro Iiíoiy. 

los Al. l\lv. Arzobispos, 1\1\. Obispos y Gobernadores eclesiás- 
ticos.» 

8. No pa recia llegada la hora todavía de la si/s/uars/o// ó (h - 
i'ogcicion de la Loy-coii\ enío, laii deseada por es[)iri(ii de [)arlido 
y lio sin soiqu’esa vimos enlónces qiu' t'ii el llí'glaiiu'iiíc) para la 
ejecución de la l.ey Hipotecaria, feidiado cd 29 de' Octidnaí de 
1870 se recoiiocia entre los títulos sujetos á ins^‘ri[)CÍon das aida^ 
expedidas por el lespectivo Diocesano, ó de su ótdeu, (pui acre~ 
dilasen haberse realizado la conmutación d(' los bienes de las Ca- 
pellanías colativas, declaradas subsistentes con arrc'glo al Con- 
venio de 24 de Junio de ISG7 é Instrucción de 25 de\ [)ro[)io 
mes; estando asimismo sujetas á inscri[)cion, debiendo [)r('seii- 
tarse con ellas la escritura de fundación de las Ca[)elhuiías, la de 
inventario de Jos bienes conmutados y la de partición si fuere 
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más de una la persona á cuyo favor se hubiese hecho la conmu- 
tación.)) Y se anadia; «Que en el caso de haberse seguido litigio 
ante el Tribunal civil competente para la declaración del derecho 
de las familias intei’csadas en la conmutación, ó para el señala- 
miento de la parte alícuota de bienes y de la de la renta que deba 
convertirse en inscripciones intransferibles, se acompañará tam- 
bién la ejecutoria. No acompañándose esta la inscripción de los 
bienes inmuebles y derechos adquiridos por la conmutación no 
perjudicará á tercero si no hubiesen trascurrido cinco años des- 
de la fecha de aquella, ni dichos bienes ó derecho podrán ser li- 
berados sino después de cinco años contados desde el dia de la 
inscripción en el registro.» (1) 


II. 


Nueva proposieion de Ley presentada á las Cortes en 26 de Mayo de 1871: observa- 
ciones jurídicas sobre la misma. — Keal decreto de 12 de Ag’osto de 1871: observa- 
ciones sobre la misma. — Real decrebo de 13 de Febrero de 1872. — Real decreto de 
27 de Agfosto de 1872. 


1. En 26 de Mayo de 1871 se presentó á las Córtes una nue- 
va preposición de ley que constaba de 7 artículos. Por el 1.® se 
pedia el restablecimiento de la Ley de 19 de Agosto de 1841; por 
el 2.® que las disposiciones de la misma se hiciesen aplicables á 
las fundaciones piadosas familiares; por el 3.® que se concediese 
el término de un año para ejercitar las acciones emanadas de la 
citada ley, no adquiriendo hasta su trascurso el carácter de sen- 
tencias firmes las dictadas á instancia de los interesados; por 
el 4.® que fuesen irrevocables los fallos dictados en juicio con- 
tradictorio en conformidad con el artículo anterior; por el 5.® que 
se derogase la Ley-convenio, dejando sin efecto las demás dis- 
posiciones dictadas en armonía con su articulado, é igualmente 
las resoluciones de los Diocesanos ó tribunales eclesiásticos desde 
28 de Noviembre de 1856, en que se declaró en suspenso el Real 


(1) Art. 2."^, pár. 2.° del Reglamento citado. 
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decreto de 5 de Febrero de 1855, hasta el 2 de Agosto do 1867 
en q»/e se publicó como ley el Convenio con la Sfmta Sede; por 
el 6.® que las reclamaciones á que diese lugar el proyecto si lle- 
gaba á ser ley, se acomodaran en sus trámites á lo dispuesto en 
los artículos 694 y siguientes hasta el 708 inclusive de la de 
Enjuiciamiento civil, mientras no hubiese contradicción, en cuyo 
caso el juicio se ajustaria al procedimiento civil ordinario, y por 
el 7.® que la publicación del auto á que se refiere el art. 700 de 
la citada ley de Enjuiciamiento se verificara también en la Ga- 
ceta, empezando á contarse el plazo á los 60 dias que fija el 70! 
desde la fecha del último edicto. 

Poco diremos sobre el articulado de la proposición que deja- 
mos extractada; como hombres de ley no hemos de ocultar la 
sorpresa que nos causara, como católicos sinceros, la pena que 
nos produjo. 

No nos cansaremos de repetir que la Ley-convenio jurídica- ^ 
mente considerada, vino á poner término á la anarquía que en 
materia de Capellanías existia antes de su publicación; que en 
esa ley se conciliaron los intereses creados y se trató de ampa- 
rar en algo los vulnerados; que los bienes á que en ella se hace 
referencia eran de propiedad privada, y por lo tanto diversos en 
su condición de los demás que habian sido objeto de la desamor- 
tización; que no caj^e en buenos principios y en buena lógica 
confundir en lo que á ellos se refiere la desamortización y la des- 
vinculación^ confusión que ha originado grandes errores en la 
materia, errores no excusables en hombres de ley, por más que 
les ofusque la pasión política y el ódio sistemático á la Iglesia, 
que parece íntimamente unido entre ciertas gentes á su entusias- 
mo por el principio liberal. 

Los firmantes de la proposición de que hemos hecho un lige- 
ro extracto incurrieron en la misma equivocación que los del 
proyecto de que nos hemos ocupado en el número anterior; su- 
pusieron derogada la Ley de 19 de Agosto de 1841, y la juzga- 
ron desamorthadora en vez de desvinculadora. Se olvidaron asi- 
mismo del Decreto de 30 de Abril de 1852 y de la Ley aclarato- 
ria del de 5 de Febrero del mismo año dada el 15 de Junio de 

1856, vigente ála sazón y con arreglo álo cual se siguieron plei 
tos en los tribunales. 



No liivicron tampoco presente los autores de la proposición 
á (pie vamos refiriéndonos, que la Ley-convenio no fué la obra 
de un partido político, sino como hemos dicho repetidas veces 
el resultado do una situación insostenible, el término de un es- 
tado de cosas notoriamente perjudicial para todos en el orden 
jurídico, econchnico y social, ya que tuvieran en ménos ó en nada 
el religioso, por lo menos tan principal como cualquiera otro. 

Curiosa contradicción la de los que se dicen partidarios, y de- 
fensores del pobre y le quitan todo medio de dejar de serlo y as- 
pirar á mejorar, no ya de fortuna, sino hasta de condición so- 
cial. Curiosa anomalía en que incurren los que se dicen amigos 
del Clero parroquial y privan á los pueblos de medios para no 
carecer de pastores de almas y á estos de decorosa subsistencia 
para sí y su familia. 

Pues todo esto olvidaron los autores de la proposición que nos 


ocupa. 


Y se ponian además en contradicción con el espíritu á que pa- 
recían obedecer en ella pidiendo en el art. 2." que se hiciesen 
extensivas las disposiciones de la Ley del 41 á todas las funda- 
ciones piadosas do carácter familiar, ó sea á patronatos, fideico- 
misos y otras diversas regidas por las leyes generales de mayo- 
razgos, en lo cual violentaban su letra y la jurisprudencia cons- 
tantemente mantenida por el Tribunal Supremo de Justicia, con- 

'líP 

fundiendo fundaciones de naturaleza distinta. 

Y mostraban desconocer la Ley-convenio cuya derogación 
pedian, suponiendo que declara subsistentes todas las Capellanías 


cuya renta pasase de 2.000 rs., cuando como hemos visto las de- 
claradas subsistentes son únicamente aquellas en que no hubo 
antes, ni pendia reclamación ante los Tribunales, y aun en estas 
se declaran libres los bienes con arreglo al principio desvincula- 
doi\ no dcsamorthador^ como daban á entender los firmantes de 
la proposición. 

De una vez para siempre es preciso acabar con declamacio- 
nes huecas y sin sentido; es preciso hablar con llaneza y con ver- 


dad sobre estas cosas. 

La Ley-convenio respetó cuanto podía respetarse, yendo en 
esto tan lejos como fue preciso para evitar conflictos y salvar dí- 
ficullades. Las familias, los interesados que no habían hecho uso 
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de los derechos que se les habían otorgado en épocas anteriores^ 
¿podían quejarse? ¿De qué bienes fueron privados los adjudicata- 
rios cuyos derechos partían de la Ley del 41, y no de la funda- 
ción? ¿De qué bienes se privó á las familias que pudieran llamar 
suyos, cuando su legítimo dueño en uso de un derecho indiscutible 
dispuso de ellos para íinesdaudables y no reprobados por la Ley? 

El Convenio no fué en contra de la Ley del 41. No cabía tam- 
poco en buenos principios jurídicos dar retroactividad á una ley 
civil, y esto se pedia por los autores de la proposición sin escrú- 
pulos de ningún género. En cuanto á la redención de cargas la 
Ley-convenio las faculta, al paso que la Ley del 41 las dejaba 
afectas de un modo permanente á los mismos bienes. 

En cuanto al procedimiento que se indica en la proposición, 
¿qué podemos decir? Un juicio sumario de interdicto de adquirir, 
¿habia de ser bastante para ejercitar derechos de la naturaleza 
de que se trata, mientras no hubiera contradicción de parte...? 
No necesitamos esforzarnos para hacer resaltar el absurdo que hu- 
bieran sido en el órden jurídica tales procedimientos, á los que 
por otra parte se oponían los arts. 694 y siguientes de la Ley de 
Enjuiciamiento civil que se invocaban. Para que proceda el in- 
terdicto de adquirir según esta ley, sabido es que se necesita la 
presentación simultánea de título bastante para adquirir la po- 
sesión con arreglo á derecho y que ningún otro posea á título de 
dueño ó usufructuario los bienes cuya posesión se solicite. Sin 
una ejecutoria, pues, que así lo declare, ¿qué título puede pre- 
sentarse por el pariente que se crea con mejor derecho ..? Y, ¿có- 
mo conciliar esto con el precepto terminante del art. 7.° de la 
Ley de 1841? 

Se pretende asimismo una novedad en lo dispuesto en la Ley 
aclaratoria de 15 de Junio de 1856 y en la jurisprudencia que 
hemos recopilado. La Ley, ha dicho repetidas veces el Tribunal 
Supremo, distingue dos casos: cuando se han reclamado los bie- 
nes, y cuando no, estableciendo que el plazo marcado en la mis- 
ma debe contarse respecto a las adjudicaciones anteriores á la 
referida Ley, desde la publicación de la misma, y respecto de 
las posteriores desde el dia de la ejecución (1), sin que puedan 

(!) Sentencia del 13 de Abril y SO de Mayo de 1863, ‘¿8 de Junio de 1864 y 21 de 
Enero de 186?. 
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admilirsc anlc los tribunales demandas de esta clase después de 
trascurridos los términos irarcados, cualquiera que sea el dere 
cho de preferencia que se aleg^ue, disposición incompatible c 
lo que pretendían los firmantes de la proposición que nos ocu 
pa, y sobre la cual hacemos estas observaciones jurídicas 
que se vea cuán descaminada iba la opinión política y de parU^ 
do al aplaudir por medio de los órg'anos de aquella situación lo 
propuesto á las Cortes y que más tarde habia de llevarse á cabo 
No era posible en derecho dar l^a fuerza que se pretendia á 
la sentencia del interdicto, suponiendo términos para poderse 
dictar, porque esas posesiones se dan siempre sm perjuicio de 
tercero de mejor derecho y no puede ser de otro modo por tratar- 
se de acciones nuevamente posesorias y sumarismas. 


2. No es, pues, de extrañar que con tales precedentes, con 
las premisas que dejamos ligeramente apuntadas se dictase en 
12 de Agosto de 1871 el siguiente Real decreto, dando dispo- 
siciones á las cuales debían atenerse los que se creyeran con 
derecho a los bienes de Capellanías familiares, vacantes ó de 
sangre y memorias piadosas. 

Señor: La resistencia pasiva de varios Prelados á facilitar rela- 
ción de los bienes de Capellanías vacantes, que administran, confor- 
me á lo dispuesto en el art. 40 de la Instrucción aprobada para eje- 
cutar el Convenio celebrado con la Santa Sede en 24 de Junio de 
1867, embaraza notoriamente la gestión administrativa j aplaza el 
término de la desamortización eclesiástica. Como si la Ley de 
1." de Mayo de 1855 y sus concordantes fuesen antitéticos al men- 
cionado Convenio, y en la creencia de que la excepción del ar- 
tículo 3.^ de la de 11 de Julio de 1856 puede declararse por autori- 
dad prox>ia de los interesados, se viene observando que las Delega- 
ciones diocesanas admiten las solicitudes de conmutación de bienes 
de las Capellanías y memorias piadosas, y Ta redención de cargas es- 
pirituales, sin que la alta Administración civil decida préviamente lo 
legal y justo acerca de la naturaleza familiar y cláusulas de las fun- 
daciones, invadiendo, al proceder en semejante forma, atribuciones 
que no son de su competencia. Así acontece que, conmutados bienes 
en el supuesto de familiares, la Administración activa los ha decla- 
rado después permutables, como meramente eclesiásticos: q^e 
tando destinadas muchas fundaciones á cumplir cargas espirituales 
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V benéficas, se declaran libres los bienes bajo el supuesto do corres- 
ponder á la Capellanía ó beneficio, haciendo caso omiso de lo pia- 
doso, contra la letra y espíritu de la ley y la voluntad del institui- 
dor; y por último, gue se ofrezcan dudas á los Eegistradores de la 
propiedad sobre la inscripción de esos mismos bienes conmutados 
sin la interyencion de la potestad civil. 

Es un axioma de derecho que las exenciones contenidas en las 
leyes deben ser aplicadas por la Autoridad suprema que las pro- 
mulgue; y siendo imposible desconocer este principio, se deduce con 
inflexibilidad lógica que mientras no se declara la excepción no pue- 
de surtir efecto la conmutación. Aparece, por lo tanto, de necesidad 
imperiosa fijar de una vez el procedimiento breve y senchlo de los 
expedientes de excepción para que sin embarazo de la jurisdicción 
respectiva y con economía de tiempo pueda llegarse al término an- 
siado de la desamortización eclesiástica y á la constitución de la.s 
Capellanías, según la nueva forma establecida en el último Concor- 
dato, mientras tenga fuerza legal. A este fin el Ministro que suscri- 
be tiene la honra de someter á la aprobación de Y. M. el adjunto 
proyecto de decreto. Madrid 12 de Agosto de 1871. — El Ministro de 
Hacienda. — Serta:s'1)0 Euiz GtOMEz. 


Decreto: Conformándome con lo propuesto por el Ministro de 

Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo en de- 
cretar lo siguiente: 

Artículo 1.* Correspondiendo árla potestad civil declararlas ex-^ 
cepciones que se contienen en las leyes de l.° de Mayo de 1855 y 11 
de Julio de 1856, los que se crean con derecho á los bienes de Cape- 
llanías familiares ó de sangre, y memorias piadosas presentarán su ; 
solicitudes documentadas ante las Administraciones económicas do 
las provincias en que aquellos radiquen, dentro del término impro- 
rogable de seis meses, contados desde la publicación de este decre- 
to en el Boletín oficial. 

Art. 2.® A la solicitud, que deberá extenderse en papel del sello 
9.% se acompañará la cédula de vecindad y copia de poder bastan- 
teada si se gestionase á nombre de tercera persona, escrituras de 
fundación, título de cqlocacion ó de presentación, partidas sacra- 
mentales que justifiquen el entronque del recurrente con el funda- 
dor, y la descendencia de las líneas llamadas al gócenle los Patro- 
natos activo ó pasivo, y una relación de los bienes dótales de la Ca- 
pellanía, beneficio ó fundación piadosa, expresando sise hallan en 
la Administración de la Hacienda ó los ha enajenado, ó sise poseen 
por el Patrono, Capellán cumplidor ú otras personas. 
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Art. 3.» Los Administradores económicos, darán recibo en que 
se anote la fecha de la presentación y la calidad de los documentos 
que se acompañan, devolviendo al interesado la cédula de vecindad 
después de hacer la conveniente anotación al margen de la ' 
iustaucia. 

Art. 4." Examinada la titulación por el Oficial Letrado 
encontrando en ella vicio reparable, propondrá al Jefe de la 
nistraciou Económica el coteio con sus originales, pudiendo 
en los Promotores fiscales ó Fiscales municipales su intervención 
cuando hubiere de practicarse la diligencia fuera de la capital de la 
l^rovineia. 

Art. 5. X/a no oxistoiicia do las primoras copias do oscritura, ó 
la dolos protocolos so suplirá por los luodios de prueba, estableci- 
dos en el dereelio común para estos casos. 

Art. 6 .^ Xa beccion de Propiedades y Comisionado principal de 
ventasAnf orinarán, con presencia de los datos resultantes en sus 
respectivas dependencias, sobre las subastas, adjudicaciones, incau- 
tacion y demás vicisitudes que hubieren sufrido los bienes de cuya 
evcepcion se trata, certificando en su caso negativamente. 

Art. 7.° Siendo el título de colación indispensable para deter- 
minar SI la Capellanía 6 beneficio está subsistente por conservarse 
el Patronato pasivo en las líneas llamadas á su obtención, los Ofi- 
ciales Xetrados le examinarán escrupulosamente; y si fuesen nece- 
sarios nuevos datos ó comprobantes, solicitarán del Jefe económico 
requiera á los interesados los presenten en un plazo improrogable, 
que no podrá exceder de treinta dias, y con apercibimiento de de- 
clarar injustificada la solicitud, segiin lo prevenido en la Peal Or- 
den de 20 de Agosto de 1866. Xa concesión de nuevos plazos por 
causa justificada corresponde Tínicamente á la Dirección de Propie- 

nades v Derechos del Estado. 

* 

Art. S."" (l^aando el patronato fuera meramente activo, deberá 
:crcditarse su subsistencia en las familias llamadas á ejercerlo, por 
medio de los títulos do presentación de los dos liltimos Capellanes. 

Art. 9.‘^ Si en las cláusulas fundacionales se destinase alguna 
liarte de la renta al levantamiento de cargas beneficas^o meramgnte 
.espirituales, se eliminarán de la masa general de bienes los que bas- 
ten á cumplirlas para darles el destino que determina la legislación 
vigente. • 

Art. 10. Complementado el expediente con las diligencias ex- 
lamsadns en los artículos anteriores, se pasará de nuevo al Oficial 
luetrado para que emita dictámen, bajo su responsabilidad, acerca 
de la validez y fuerza lecral de los documentos presentados en apoyo 
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del carácter faniiii.ir de la fundación y de la personalidad de los re- 
ciirreutes: y si no oiicoiitrare defectos subsanables, propondrá su 
remesa sin más tiaimite á la Dirección general de Propiedades y 
Derechos del Estado. 

Art. 11. Kecibido oue sea en este Centro, se formará el corres- 
pondiente extracto, proponiendo al Ministerio de Hacienda la re- 
solución legal que merézcala excepción: y cuando se hubiese dicta- 
do, la comunicará al Jefe de la Administración económica para su 
cumplimiento, dando copia fehaciente á los interesados, de quienes 
exigirá recibo, que se unirá al expediente. Igual coneciiniento en 
relación se pasará al Diocesano para que obre sus efectos al reali- 
zarse la conmutación de bienes. 

Art. 12. Cuando la resolución fuere favorable á la excepción, 
se acompañarán con el traslado de la ór¿en ministerial los docu- 
mentos presentados para que ei Jefe económico los entregue bajo 
recibo á los recurrentes. 

Art. 13. Los Comisionados principales de ventas se abstendrán 
le sacar á subasta los bienes de Capellanías ú otras fundaciones 
cuya excep>eion se haya solicitado ó pueda pedirse dentro del plazo 

diado en el art. 1.*' 

• 

Art. 14. Los Eegistradores de la propiedad suspenderán la ins- 
cripción por defecto subsanable de los bienes conniiitados ]>or los 
Diocesanos, mientras no se presente ®1 traslado de la órdeii ministe- 
rial declarativa de haber sido exceptuado en conformidad al art. 3.' 
de la Ley de 11 de Julio de 1856. 

Art. 15. Los exp^edientes en curso que radiquen en las provin- 
cias se sujetarán á las reglas establecidas en este decreto. 

Art. 16. Las solicitudes de suspensión de remate ó adjudica- 
ción que se presentaren á la Dirección general de Propiedades y 
Derechos del Estado, ó á los Jefes económicos de las iirovineias, se 
devolverán á los interesados con nota marginal, siempre que no 
vengan documentadas según lo dispuesto eu el art. 2.^ 

Art. 17. Trascurrido el plazo mareado para la presentación de 
las solicitudes de excepción, se procederá á ejercer la acción inves- 
tigadora, imponiendo á los ocultadores ó deteutadores las penas 
marcadas en la Instrucción vigente ó las que de nuevo se dictaren. 

Art. 18. Quedan derogados los artículos de la Instrucción de 
11 de Julio de 1856 y demás disposiciones sobre tramitación en 
cuanto se opongan á las establecidas en el presente decreto. 

Dado en Palacio á 12 de Agosto de 1871. — Amadeo. — El Minis- 
tro de Hacienda, Servando Euiz G-omez.») 
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Hé aquí una disposición que no quisiéramos juzg-ar hé aqui 
un decreto acerca del cual sentimos tener que emitir nuestra 
opinión. No porque nos falte valor y decisión cientiñea y profe- 
sional para ello; no porque no hayamos anticipado ya" cuanto 
acerca de la misma deben suponer que diremos nuestros lecto 
res, .sino porque nos duele en el alma ver en qué términos 
hasta qué punto se extravían espíritus en quienes no podemos ^ 
debemos suponer miras contrarias á las sugestiones de su pro- 
pia conciencia. 

No tenemos motivos para acusar á los autores de la legisla- 
ción que vamos reseñando en cumplimiento de un penoso deber, 
en términos que nuestra acusación se convierta en una diatriva 
personal. Lejos de esto*conoccmos á algunos de ellos, y afirmar 
podemos que los tenemos por hombres honrados , por hombres 
de bien, y es para nosotros su estimación y su amistad un titulo 
del que nos envanecemos y con el cual nos creemos honrados. 

Obraron por espíritu apasionado de partido; obraron deján- 
dose llevar de móviles para ellos patrióticos y levantados, y no 
hemos de negarles por ello su buena fé y sus buenos deseos. 
Pero por lo mismo que salvamos sus intenciones, habrán de 
crocinos noblemente sinceros en las nuestras. 

El emiuente jurisconsulto Sr. Carramolino calificaba los ac- 
tos de aquella época en la materia que nos ocupa de socialismo 
(lubcnutmciUal, y tema para ello sobradísima razón, y anadia: 
«el caso es que por enriquecer al Estado, por aprovecharse de 
la propiedad particular y engi’osar con ella las arcas exhaustas 
del Tesoro, se confunde lastimosamente lo que es desamortiza- 
ción civil y desvinculacion familiar. « 

Y con efecío, os esto un concepto equivocado que vemos pre- 
dominar en multitud de disposiciones, y ha sido causa de noto- 
rias injusticias por lo que hace á los bienes de Capellanías y a 
las Caiaellanías mismas Ligadas estas instituciones en lo que tie- 
nen de religiosas con lo que se retiere á su modo de ser econó- 
mico, al atacar éste, se ha desnaturalizado y barrenado aquel. 
Todas las leyes desamortización habían tenido buen cuidado 
de no contundir los bienes de las Capellanías colati\as familia 
res con los de aquellas otras en que la propiedad era coopeiati 
va, y asi lo vemos en las de l.'' de Mayo de IS55 y 11 de Julio 
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de 1856. Eran los de las Capellanías, como hemos dicho repeti- 
das veces ya en esta obra, de carácter vincular, y en tal con- 
cepto fueron puestos en circulación en virtud de la Ley de 19 de 
Ag*osto de 1841. No se habia dado el caso hasta el decreto de 12 
de Agosto de 1871 que dejamos consignado, que el Estado inter- 
viniera, ni hiciese declaraciones respecto á dichos bienes, ni me- 
nos procediese á su incautación en provecho propio. Estaba re- 
servado á la época que venimos historiando en esta clase de 
asuntos saltar sobre lodo derecho y á pretexto de una informa- 
ción costosísima y difícil para conseguir la excepción, hacer indi- 
rectamente suyo el fisco la propiedad particular, olvidando la 
Ley misma de 1835 sobre bienes vacantes ó mostreScos. 

La ampliación del plazo marcado en dicho decreto, otorgada 
como veremos después por la orden de 13 de Febrero y el de- 
creto de 2 de Agosto ¿e 1872 y que venció el 31 de Diciembre 
de este último, demuestran la ligereza, no ya en el fondo que de- 
jamos combatida del decreto, sino hasta en la forma, en el apre- 
suramiento pueril que en él se nota para hacer suyos el Estado 
los bienes de que se trata. 

No se quería ir de frente y se buscó una fórmula de carácter 
administrativo, una formalidad al parecer meramente reglamen- 
taria, pero que envolvia un ataque inusitado, incomprensible al 
derecho de propiedad particular, cuyas consecuencias en el ór- 
den social se tocan presto cuando es el legislador misuio el que 
dice á los pueblos: — Yo estimo en nada, yo no me preocupo para 
nada de los medios, voy al fin; necesito dinero, lo tomo y he- 
mos concluido: 

Aquí como en parte alguna se sienten los efectos de la pasión 
política, oscilando de continuo entre violencias y exageraciones. 
Los partidarios de la separación de la Iglesia y el Estado; los 
enemigos de toda concordia y armonía entre el poder civil y el 
religioso; los que decian á la Iglesia sé libre y deja que lo seamos 
nosotros, no vacilaron en legislar sobre instituciones eclesiásti- 
cas, y lo que es más, legislaban en provecho propio, y sin tener 
para nada en cuenta los derechos de la Iglesia. 

Cuando hemos dicho con extrañeza de algunos que no nos 
asusta como católicos la lihertad de cultos, lo hemos dicho en el 
sentido déla perfecta persuasión en que estamos de que aplica- 

25 
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do sincera y Icalmenle el principio de libertad, éste no puede ni 
debe en manera alg-una convertirse en un ataque á la indepen- 
dencia santa de la Iglesia, no menos respetable para nosotros 
que la independencia del Estado. Lo que es repulsivo, injusto es 
el proceder do ciertas escuelas que invocan la libertad y luego 
esclavizan, tiranizan, persiguen *á la Iglesia y se apropian los de- 
rechos que la son inherentes, peculiares por su naturaleza y 
constitución. 

El decreto de 1.2 de Agosto de 1871, es la disposición más 
perjudicial .á la institución que constituye el tema principal de 
este libro, y por esto nosotros estábamos en el deber de acentuar 
sobre el mismo nuestras opiniones, que no pueden ser sospecho- 
sas, ni calificarse de apasionadas, despiies de las declaraciones 
que hemos hecho en todas partes de tan solo ser hombres de ley 
y no de partido. 

Nosotros, asegurarlo podemos, hemos procedido nobilísima 
mente siempre como escritores; podremos habernos equivocado, 
pero nunca hemos seguido otros impulsos que los de nuestra 
conciencia al defender los derechos de la Iglesia, no en contra- • 
posición de los del Estado, entidad para nosotros sagrada, sino 
en el círculo de la más estricta justicia y patriótica imparcia- 
lidad. 

Por el decreto de 12 de Agosto de 1871, se atacó la propie- 
dad particular; se vulneró un pacto internacional; se derogó la 
ley hipotecaria; se concedieron á la administración, funciones 
pi’ivativas del poder judicial; se sentó el funesto principio de que 
bienes de carácter privado podían, equipararse á los de carácter 
colectivo, mediante una exigencia puramente reglamentaria, pero 
esencialísima, fundamental en último término, puesto que den- 
tro de un plazo fatal se hacia forzosa é imponia carácter defi- 
nitivo y de perpetuidad. 

Natural era, pues, que se alzase contra ese decreto un cla- 
mor universal, que se reclamara contra él por los Prelados, que 
se combatiera enérgicamente por la prensa católica, y así fue, 
y nosotros lo combatimos entonces con la energía que lo comba- 
timos hoy. 

Ya el decreto del poder ejecutivo de la república del.® de 
Marzo de 1871 habia desvirtuado y enervado las disposiciones 



de la Ley-convouio, lasliinando los derechos de la lf;iesia y de 
las familias llamadas al dominio y posesión de los bienes d(' Ca.- 
pellanías, lodii ve/ que á pesar de las deelaraciones y salvedadt^s 
que contenía, no fallaron administradores económicos, y (>sl(> 
nos consta con certeza, que exii;ieron se les diese relación de l()s 
bienes de las Capellanías vac^nles á íin de conocerles por el 
pronto y con el propósito de incautarse de olios más adelantiv 

ISo bastaron por entonces ya las observaciones justísimas 
que contra esa exigencia se formularon. ISo basló que se llainasc 
la atención de dichos administradores sobre la gran difertuicía 
que existe entre patronato y Capellanía, entre patronato rivH y 
eclesiástico, entre Capellanía laical y colativa; todo fue en vano. 
Hubo de desconocerse la autoridad de ios Prelados diocesanos 
para la práctica de todas las operaciones indispensables, jnira 
llevar á efecto la desamortización eclesiástica en el punto cou- 
crelo que nos ocupa, con esclusion de toda auloridad civil y ad- 
ministrativa, y ya por entonces hubo incautaciones de fincas y 
censos pertencicntcs á las Capellanias familiares, y no solo esto 
sino ventas de unas y otras. 

Así las cosas, el Real decreto de 12 de xVgosto de 1S71 vino 
a complicarlas más y más haciendo imposible la conmutación de 
las antiguas CapellanUis y la subsiguiente erección y creación de 
las nuevas; estado de cosas que no puede sostenerse después de 
alzada la suspensión de la Ley-convenio por el decreto de 2S de 
Julio de 1874, do que habremos de ocuparnos después. 

. ¿Cómo mantener las incautaciones y ventas de los bienes de 
las Capellanías declaradas subsistentes? ¿cómo no acordar la de- 
volución á la Iglesia de esos bienes y de los valores que en las 
arcas del Tesoro hayan ingresado por motivo de las ventas y 
redenciones de censos en tal concepto realizadas á más de las 
verificadas de memorias y cargas eclesiásticas constituidas á 
favor de la Iglesia sobre bienes de dominio particular de que 
también se incautaron y cnagenaron los administraciones econó- 
micas contra lo dispuesto en los artículos 7.‘" y 8."^ del Convenio 
y el 5.^ de la Instrucción...? 

Todo esto es tan claro, tan obvio, que no necesita más que 
un recto juicio y un criterio sano para reconocerlo y confesarlo. 
Se cambió la tramitación que se seguia con arreglo á los ar- 
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liouíos l.\ (>/■, 8.*, 12 y 13 del Convenio, 34, 35 y 36 de la Ins- 
trucción, mediante los cuales se concedia á las familias el dore 
cho de pedir como libres los bienes que constituian y forraabrn 
el caudal de las Capellanías familiares y colativas v «r. 

um laíncnlabílisima perturbación en este punto con notorio per- 
juicio de intereses del más alto respeto. 

Los interesados acudían al Diocesano, y en virtud del art 1 " 
de dicho decreto habían de hacerlo al Administrador económico- 
el Diocesano examinaba la solicitud, la copia de la fundación y 
el árbol presentado por cl pretendiente, y demostrado el entron- 
que con el fundador ó las familias llamadas ponía en curso el ex- 
pediente, lo cual era expedito y fácil; lo establecido por cl de- 
creto es molesto para cl Administrador, molesto para el Oficial 
Letrado, costoso y vejatorio para los interesados por cl cotejo de 
documentos que deben practicar. 

Vema en pos de los edictos, si no habia opositor, la liquida- 
ción con vista del certificado del Ayuntamiento relativo á la 
renta anual de cada finca en cl quinquenio de 1862 á 1866, se 
rebajaba la contribución y cualquiera censo ó grovámen real im- 
puesto sobre las fincas, y el liquido resultante se capitalizaba ai 
3 por lOO; de este capital se rebajaba la cuarta parte en benefi- 
cio del pariente, y las otras tres eran las que éste pagaba en tí- 
tulos del 3 por 100 consolidado de Deuda interior de España, 
uva cantidad percibía el Prelado, otorgando en el acto la escri- 
Uírade adjudicación, libres de toda carga eclesiástica y espiri- 
tual, sin gravámen de alcabala ó derecho á la Hacienda trasla- 
tivo de dominio. 

Esto era sencillo, fácil, expedito; mejoraba el valor de los tí- 
lülos a! ser buscados para los pagos y retenidos después en po- 
der de los Obispos; y en prueba de ello es que se presentaban 
multitud de solicitudes con anlerioridad al decreto de 12 do 
Agosto de 1871, y con posterioridad esos expedientes se han pa- 
ralizado. 

¿Y como no? La Sección de Propiedades no puede evacuar los 
informes á que se refiere cl art. 6.^ por cl estado de los archivo^ 
y porque cl Comisionado de ventas no tiene sueldo que le retri- 
buya estos trabajos. — El titulo de colación no es razonable que 
se exija , siendo un medio de prueba subsidiario para aci editar 
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el entronque con el fundador. — Carece de estímulo la acción in- 
dividual desde el momento que nada se le deja al interesado. — 
Los Reg-istradores no pueden siempre despachar con la peren- 
toriedad debida estos asuntos. — El plazo improrogable para pre- 
sentar las solicitudes es angustioso, y en cambio de esto el ex- 

\> 

pediente se eterniza sin responsabilidad de nadie, y estos ma- 
les son evidentes, palmarios, hasta el punto de que no se necesita 
para conocerlos más que ‘enunciarlos. 

De propósito hemos reservado para poner fin á nuestras mo- 
destas observaciones sobre el citado Real decreto de 12 de Agos* 
tode 1871, un documento importante por su forma, por su fondo y 
por su autoridad. Es este una exposición publicada en el número 
184 del Boletín eclesiástico de la diócesis de Córdoba, dirigida por 
el R. Prelado de la misma al Sr. Ministro de Gracia y Justicia. 

Vedla aquí: 


ccExcmo. Sr.: Sin tiempo todavía para que los católicos pu- 
diésemos relegar al olvido la protexta del Sr. Presidente del Con- 
sejo de Ministros hecha en la sesión de Córtes de 25 Julio último, 
declarando que el Gobierno no quiere estar en malas relaciones 
con el clero, ni mucho menos tenerlas interrumpidas con la córte 
Romana, viene la realidad á defraudar las esperanzas que pudie- 
ron concebirse acariciando la idea representada por el genuino 
sentido de aquellas frases. 

Para estar en buenas relaciones con el clero es necesario a d- 


quirirlas y conservarlas con la Santa Sede, por el respeto debi- 
do á los derechos de la Iglesia, guardando con religiosa exactitud 
los solemnes pactos celebrados con su Jerarca Supremo, sin per- 
mitirse, siquiera sea de un modo indirecto, disponer nada que, 
no ya tan sólo los modifique, sino que los destruya. 

Esta verdad que por su sencillez a nadie se oculta, os, sin 
embargo, desconocida por muchos de los que, para ser conse- 
cuentes con sus doctrinas, debieran ser ios más celosos en prae- 
ticarla. 

V. E. conoce perfectamente el Convenio celebrado entre Su 
Santidad y el Monarca de España sobre Capellanías colativ’as de 
sangre y otras fundaciones piadosas de la propia índole, publica- 
do con fuerza de ley en 24 de Junio de 1867, y la Instrucción que 
para llevarlo á efecto se dió, con intervención del M. R. Nuncio 
Apostólico, en 25 del propio mes y año. 

Tampoco ignora V. E. la historia de los sucesos que obli- 
garon áconsignar en el art. 10 del Convenio de 25 de Agosto de 
1859, adicional al Concordato de 1851, la necesidad y el propó- 
sito do celebrarlo. 
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Tor dcn-;;s os rotcrio ó V. E. ¡a Renerosi(1nri 
niiciKo concille en este solemnísimo contrato áesprendi- 

tci’iorcs. se ha coudnciclo la Santa Sede, sane-ardr. 
pnmitcn los inmutables y ctcincs piincinic^ de 
hechos pei-petradc^s y á ella ccntiaiios, y hacilUando\4[rVío 
sivo la ejecución de lo compatible cen ella v en cenS? 
los c¡i¡e la cconcmia política sustenta. ^ 

lóeles quedan favorecidos ele la exactitud en cumplir 
moditaelas elisposicioncs. la Iglesia, el Estado v las famiui La 
1g osia. ai reglanao osles bcnollcios ecksiásticcs, dotándoles com- 
pe-tenitenicnto. dedicanüolcs á su mejor servicio en utilidad de 
Jos helos y subrogando su pi-opieciad en bienes que estén al abri- 
go do-los ataques siilridos; el Estado, per la facilidad en colocar 
y el aumenlo do valor por la mayor durar.da que su renta tiene 
y por el ineicmcmio de la riqueza publica que ospcra'de la desa- 
me rlizaciou de la propiedad edosiáslica; y las familias porque se 
Jas pu ¡ e ren na la aelCjUisicicn ele unos l'itims. por la CiuiEta parte 
elo su calor real, y á los epuo, do olio mcelea, nunca pedrian aspi- 
rar justan ente' en pesesien y dominio. 

l'or idtnno, ^ . E. sal.o los derechos que se declaran, losque 
se cuan y las obligaciones que se imponen en este respetabilísi- 
mo pacto. 

Pues bien, su liisleria, sus ve ntajas, los dercchcs y obliga- 
cienes que en éd se consignan, ledo esto desaparece do llevarse á 
efecto el Peal decreto ele 12 de Agesto ült’mo expedido por el 
ÍNlinisterio de Hacienda, conti’a el que me considero obligado á 
reelamar. por encontrarlo en su fondo y forma contrai’io al refe- 
rido convenio, y, usando de! mismo calificativo que á nuestra 
coneiucta da el Sr. Hinistro, invasor do las atribuciones de los 
Prelados, á los ciue también so los hacen otros cargos que me 
prometo rebatir en mi demostraeiom 

Pioeiso es, para mayor claridad y antes de entrar en el aná- 
lisis del decreto y sn e:xposicion, conocer la naturale/a de la cnos- 
tiom p'iies de aqm ha de resultar, por ilación lógica, lo justo y 
procedente de mi instancia. 

Se trata de íi'r.daciones eclesiásticas; unas que eonsíiíujen 

veidadcios Penel'eios, er.alcsbon las Capellanías golati^us ac 
sangre, y otras que, aun cuando no reiiyen las condiciones de bo- 
neileio, no por esto dejan do tener un carácter puramente 
so por su origen, por su oreeeíou y por su destino. Al 
de ellas se las considera con los lucros y prerogativas que 
rocho les eerrespoudeu, los cuales no pierden hasta que. ÍK'j^ 
la eoumutaeion de sus bienes, pasan estos al dcininio paiUiuim^ 
quedando desde enlónees snjttos al fuero eomun; esto es lneuL^- 

lioiiablo. 


Si pues hasta el convenio ios Obispos, comojuoces 


nato: 
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solvían por sí, ó por medio do sus tribunales las cuestiones, de- 
claraban los derechos y dictaban providencias para el disfrute 
y la conservación de estas fundaciones conforme á la voluntad 
de sus erectorcs; si por aquel solemne pacto no se trata de su ex- 
tinción, sino de su nueva forma acomodada á las necesidades ac- 
tuales de la Iglesia; si, en lo que ahora son y en lo que lo suce- 
sivo han de ser, tienen y se les reconoce su especial condición; 
si todo esto se declara por las supremas Potestades que celebra- 
ron el Convenio, nada más natural que á los Diocesanos, con ex- 
clusión de toda otra autoridad, hayan cometido el conocimiento 
y resolución de los expedientes g-ubernativos, en los que, no so- 
lamente decreten la conmutación, sino que también declaren el 
derecho para pedir y obtener esta gracia. 

Sentado este preliminar, paso á ocuparme de la exposición 
y decreto, contra el que reclamo, por ser antitético á la letra y 
al espíritu del Convenio, cuya validez reconoce. 

Empieza' aquella por un cargo á los Prelados, significando 
ser infundada nuestra oposición á facilitar las relaciones de cape- 
llanías vacantes, administradas por los ecónomos nombrados en 
conformidad con el art. 40 de la Instrucción para llevar á efecto 
el Convenio. Voy á demostrar todo lo contrario, esto es, que lo 
cpie carece de fundamento, lo que no procede es el que se nos 
hayan pedido aquellas relaciones, y los fines á que se pretenden. 

Dos disposiciones conozco dictadas al efecto: el decreto del 
Poder Ejecutivo de I."", de Marzo de 1869, restableciendo las le- 
yes de 1.® de Mayo de 1855 y 11 de Julio de 1856, y una Circu- 
lar de la Dirección general de Propiedades y Derechos del Esta- 
do, de 3 de Junio de 1870. 

En aquel, además de la incompetencia por su objeto, hallo 
otro defecto sustancié al arrogarse el Poder Ejecutivo faculta- 
des legislativas, restableciendo leyes derogadas por otra vigen- 
te, cual es el Convenio de 25 de Agosto de 1859, sancionado como 
ley en 4 de Abril de 1860; sin que obste á mi afirmación el que 
las Cortes hayan aprobado todos los actos de aquel Gobierno, 
porc{ue esto no significa más c{ue el relevar de la responsabilidad 
contraida por defecto en las formas legales á los que así las dic- 
taron, pero no confirmar en otros los que á ellas no les es per- 
mitido en justicia practicar. 

La segunda se reduce á cumplimentar el art. 3.^^ del decreto 
anteriormente citado, dando reglas para el proccdiinieuto admi- 
nistrativo de los investigadores, en cuyo preámbulo se dice lo 
que el art. l.° de la ley de 1.^^ de Mayo de 1855 decreta, á sa- 
ber, que para la enagenacion de los bienes procedentes de Cape- 
llanías, patronatos, obras pías y demás fundaciones eclesiásticas 
no familiares, se capitalizarán las cargas espirituales, para in- 
demnizar á la iglesia solamente en esta parte. De modo cpie, 
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tanto [)or lo dispuesto en el decreto del Poder Ejecutivo cuanto 
[)or la circular de la Dirección, inspirada en él, se pretende vel 
Sr. Ministro extraña no se h:iya cumplimentado, quedos Prela- 
dos ercctuemos la entrega de los documentos que faciliten la in~ 
cautacion de los bienes de las citadas fundaciones, para que el 
Estado disi)onga de ellas á su albedrío, sin más responsabilidad 
que á la entrega del capital que representan sus careas oQn;i>; 
tuales. . ^ ‘ 

(Jue carecen de leg*alidad los anterioros mandatos, y, por lo 
tanto, que es fundada nuestra resistencia á cumplimentarlos,. es 
lo que voy á demostrar. 

Versan sobre la enagenacion de bienes eclesiásticos, siquie- 
ra sean los que constituyen el dote de fundaciones no familiares; 
y, ni á los Prelados, ni a católico alguno es licito intervenir di- 
recta ni indirectamente en aquella, sin que antes no esté acorda- 
da y permitida por quien para ello tiene facultad, sopeña de in- 
currii* en graves censuras. 

Este acuerdo y permiso consta, por las razones que aduce 
y con las condiciones y requisitos allí determinados, en el so- 
lemne Convenio celebrado en 25 de Agosto de 1859 entre el 
Sumo Pontílice y Su Majestad Católica. Toda enagcnacion de 
bienes eclesiásticos de su determinada Índole que se efectúe se- 
parándose de sus reglas, ('.s ilegal é injusta, y como esto es lo 
que pretenden el decreto y circular citados, por eso ni los Pre- 
lados, ni ningún católico podemos contribuir en conciencia á 
que de este modo se realice. 

(Jue de nuestro proceder resulte aplazado el término de la 
desamortización eclesiástica, no ule parece exacto; lo que resul- 
tará es que se prolongue muy poco más„ con la ventaja do ser 
entonces más provechosa para el Estado y la Iglesia. V. E. co- 
noce los incalculables perjuicios á ambos irrogados por la preci- 
pitación con que se ha efectuado la venta de la mayor y más 
sana parte de su propiedad. 

Si en vez de restablecer el mencionado decreto leyes, cuyo 
recuerdo es tan doloroso á los católicos, hubiese tenido por ob- 
jeto facilitar el ciiniplimieuto de los artículos del Convenio de 
1859, y los del lleal decreto de 21 de Agosto de 1860 sobre 
apreciación y pmauutacion de bienes eclesiásticos, sin diticulta 
hubiese encontrado en los Prelados, guardando las tormalidacics 
debidas, la cooperación que de otro modo es imposible lo pres- 
temos. 

Pudiera suceder que, para cohoneslrr el cargo^ que es y 

contestando, se invoque el art. 18 del Ca)iivenio de ^ 

^le 1867, por el (.lue se d¡s[)one la torniacion en cada Diócesis 

r . 1 ^ > w'k a /'k r'ví''k»» nrt. lo, cuyo 


otro acerco ph) común, además del mandado por el ait. \6, cuyo 
acervo pío lo constituirán, entre otros electos, las insciipcionc 
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«en compensación de los bienes de las Capellanías colativas de 
Patronato particular eclesiástico, ó de derecho común eclesiás- 
tico, y de que el Estado se ineautó,y> y concluye diciendo «unas y 
otras Capellanías quedan extinguidas, y de libre disposición del 
Estado dichos bienes.» 

Sin necesidad de entrar en consideraciones de justicia y 
equidad, ni latigarse en buscar concordancias y analogías entre 
esta resolución y otras contenidas en el mismo tratado, que pu- 
diera citar, ni tampoco recordar que, ni por este, ni por otros 
muchos conceptos que debe, el Estado no ha entregado todavía un 
céntimo ála Iglesia de lo muchísimo que la adeuda por compen- 
saciones, basta fijemos la atención en su literal contexto para 
ofrecer con él una prueba robusta en apoyo, no de lo que el se- 
ñor Ministro quiere, y sí déla resistencia de los Prelados, pues 
según éste, el Estado se obliga á entregar Inscripciones por el 
valor de todos los bienes de las Capellanías de que estuviese in- 
cantado á su promulgación, de las que, y no de otras, se le decla- 
ra dueño, quedando extinguidas. Esto es lo justo y lo legal, y lo 
que contraviene el decreto de l.®de Marzo de 1869, y la circu- 
lar de la Dirección de Propiedades de 3 de Junio de 1870, resul- 
tando una verdadera antinomia al reconocer como ley vigente 
el Convenio y pretender al propio tiempo se observen las que le 
son contrarias. 

En la exposición se hace también cargo á los Delegados por 
someterse extrictamente á las prescripciones de aquel solemne 
tratado. Al ocuparme de este punto deloo empezar por rectificar 
una idea equivocada, á lo ménos por lo que atañe á mi Diócesis, 
en la que mi Delegado no admite solicitudes, sino que estas se 
dirigen á mi autoridad, sin tener aquel otras atribuciones que 
las indispensables para la instrucción de los expedientes, cuya 
resolución me reservo conforme todo al art. 4.® de la Instrucción: 
hé aquí por qué los cargos que en este concepto á él se hacen, á 
mí únicamente afectan. Hecha esta rectificación, prosigo mis re- 
flexiones. 

No concibo como se pueda demostrar histórica, canónica, 
legal y filosóficamente considerado, que las leyes de l.° de Mayo 
de 1855, 11 de Julio de 1856 y sus concordantes no sean antité- 
ticas al Convenio, cual asegura el Sr./Ministro. 

Por escasa que sea nuestra reminiscencia, no es posible se 
hayan borrado de nuestra imaginación los deplorables abusos 
cometidos en el bienio de 1854 á 1856 con las cosas y personas 
eclesiásticas, cuyas arbitrariedades, infringiendo el Concordato 
de 1851, interrumpieron las buenas relaciones de aquel gobierno 
con la Santa Sede, hasta que variada la política, volvieron á 
reanudarse, precediendo el Real decreto de 23 de Setiembre de 
1856, y consolidándose con el Convenio adicional de 1859. 
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Sus primeros artículos se dedican precisamente á confesar, 
y lamentar los efeclos de la Ley de 1.“ de Mayo de 1855 dern 
gando sus disposiciones respecto de la propiedad eclesi’ásticr 
reconociendo el derecho inconcuso de la Iglesia á ella v nronip 
tiendo observar en lo sucesivo lo que los Sagrados cánones dk 
poiion sobre la misma. 

Kn él se decide, por las consideraciones que emite dar imn 

nueva forma á esta propiedad, y en su art. 10 someter ’á un con 
vemo particular los de Capcllanias colativas y otras semeiantes 
fundaciones piadosas familiares, por la especial índole, destino v 
diferentes derechos que en ellas radican. ^ 

Icncníos, pues, que el origen, el fundamento del Convenio 
de 24 de Junio de 1867 es el celebrado en 25 de Agosto de 1859; 
que en este Convenio se reconoce como propiedad eclesiástica los 
bienes de las fundaciones que son objeto de la anterior, dispo- 
niendo la nue\ a forma á ellos oportuna; que en el mismo explí- 
citamente se deroga la Ley de 1.” de Mayo de 1855, como aten- 
tatoria á los derechos do la Iglesia en la propiedad de aquellos, 
y no obstante, pretende el Sr. Ministro conciliar el Convenio v la 
Ley de 1." de Mayo de 1855. 

Insistiendo en esta equivocada idea cita el art. 3.° de la Ley 
de 11 de Julio de 1856, é invocando el axioma de derecho por 
el que las exenciones contenidas en las leyes han de ser aplica- 
das por la autoridad que la promulgue, infiere que al gobierno 
compete conocer y decidir préviamente las fundaciones cuyos bie- 
nes |)ueden ser conmutados. 

Para desvanecer este argumento basta recordar que esta 
ley es una emanación de la de 1.® de Mayo de 1855, cuyo ar- 
tículo 3.'* declara en venta los bienes del clero, comprendiendo 
en estos á todos los procedentes de fundaciones piadosas que no 
sean familiares, reformando sobre ellos la de I.” de Mayo. Que 
derogada esta explícitamente en el Convenio de 25 de Agosto 
de 1859^ deroga igualmente por su art. 3.“ cualquier otra dispo- 
sición que á los mismos sea contraria. Que crt esta resolución se 
comprende la ley y artículos citados; que teniendo su origen el 
Convenio de 24 de Junio de 1867 en aquel solemne pacto, nece- 
sariamente ha de sostener los mismos principios y defender idén- 
ticos derechos, de lo que se iníiere con inílexibiiidad lógica la 
inconqiatibilidad enti’C este Convenio y el art. 3.° de la Ley de 11 
de Julio de 1856. ’ 

l>e aquí resulta que no se explica como al reconocer, como 
m efecto se reconoce en el Convenio de 24 de Jimio de 
fuer/,a legal, se pretende, siquiera sea en esta estera, utili^ai 
para su inleligoncia y a[>licacion leyes que le son repulsivas y 
por él derogadas. 

bus exenciones hechas en éstas constituyen en aquel su 
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esencia, ó son verdaderas exclusiones: si lo primero es preciso 
que las formas y los medios empleados para su ejecución, no la 
repug’nen; si lo segundo, sería desvirtuarla efectuando su fusión. 

Es evidente negado su origen, desconocida su necesidad, 
desestimada su utilidad, y la imposibilidad de tocar los prove- 
chosos efectos de este Convenio si, para su inteligencia y ejecu- 
ción, se hacen valer otras ideas y se adoptan otras disposiciones 
que no sean las contenidas en su contexto y el de su instrucción. 

Que por ambos á los Diocesanos, con facultad de delegar, 
se comete la instrucción de los- expedientes, y á ellos exclusiva- 
mente su resolución; cuyos expedientes no solamente tienen por 
objeto realizar la conmutación de bienes, sino también, y en pri- 
mer término, conocer y declarar por la vía gubernativa la natu- 
raleza de las fundaciones y el derecho de las partes, parece ya 
supérfluo demostrarlo, después de haber patentizado la inefica- 
cia de los argumentos con que se intenta sujetarnos á esa espe- 
cie de exequátur creado por el reai decreto de 12 de Agosto úl- 
timo. 

Con todo, demostraré también que es contrario al literal con- 
texto de sus artículos y los de la Instrucción, y por ende invasor 
de nuestras atribuciones y perjudicial á los intereses de los par- 
ticulares. 

No citaré todos los que á mi propósito convienen, por no ha- 
cerme demasiado difuso, mas sí lo haré de los bastantes para 
probar mi aserto; pero ántes de precisarlos me fijaré en una ob- 
servación general y decisiva. 

Léase el Convenio, regístrese la’ Instrucción y se verá que 
cuantas peticiones, diligencias y resoluciones prescribe, desde 
que se incoa el expediente hasta que se haya realizado la con- 
mutación, solo se dirigen, se entienden, y se dictan por los Dio- 
cesanos. 

A nadie más que á ellos se invoca, solo á ellos se autoriza 
para todo, y sabido es que las in,stancias versan sobre derechos, 
que las diligencias tienen por objeto su prueba, y por la resolu- 
ción se reconocen ó se niegan aquellos. 

Pero hay más. Si la excepción confirma la regla general, al 
resolver el art. 36 de la Instrucción que solo en el caso de no 
convenir los interesados extrojudicial y amigablemente en su de- 
recho, acudan al juez de primera instancia para que éste judicial- 
mente drrima la contienda, establece que los Diocesanos, ante 
quienes deben instruirse los expedientes de los que surjan estas 
cuestiones, no solamente conozcan, sino que’ declaren estos dere- 
chos, para lo que se necesita examinar la fundación, clasificar 
el patronato, conocer las líneas llamadas y su prelacion, la suce- 
sión en estas de los opositores y entibe éstos su preferente dere- 
cho, cuyas atribuciones pretende absorber la administración in- 
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vocaudo leyes derogadas y conlradictorias á ia que únicamente 
rige en la materia. 

He citado el art. 36 de la Instrucción por la especialidad del 
argumento á í|ue se acomoda, y abriendo ahora el Convenio ha- 
llo, entre otros, su art. 21. En éste se dice, que los Diocesanos 
por derecho propio, ejecuten todo aquello que para su cumpli- 
miento sea necesario, y en lo que no baste su jurisdicción ordi- 
naria, lo efectúen con delegación de la Santa Sede, que al efecto 
se les coníicre, hasta para los territorios exentos enclavados en 
sus Diócesis. Aquí está previsto por la Ley el caso que nos ocu- 
pa, rechazando la intervención que por cualquier pretexto inten- 
tase tener en el asunto otra autoridad que la Diocesana como de 
su privativa competencia. 

Tampoco pueden ser más concluyentes los artículos 34, 35 y 
36 de la Instrucción. Por éstos el Diocesano instruye los expe- 
dientes en ios que deben de presentarse las fundaciones y demás 
documentos necesarios; debe de oir á los encargados del patro- 
nato activo y á los interesados en el pasivo^ á los capellanes y ad- 
ministradores de los bienes de las fundaciones; declarar la clase 
de la Capellanía; señalar á la familia del fundador la porción de 
siis productos que juzguen equitativa conforme al art. 12 del Con- 
venio; dirimii^ amigablemente las cuestiones sobre mejor derecho 
suscitadas entre los interesados, y todo lo demás que allí se es- 
tablece y demuestra de una manera indubitable que los Diocesa- 
nos han de conocer y resolver sobre la clasificación de la funda- 
ción y el derecho á la conmutación, sin estar sometidos á fallos 
dictados por autorida'des del* todo extrañas, cuales. son las admi- 
nistrativas, siquiera aquellos recayesen tan solo sóbrela prime- 
ra, pues tanto valdría esto como privarles de su jurisdicción en 
lo principal y limitar sus atribuciones á lo secundario, descono- 
ciendo completamente la naturaleza del asunto. 

Que el mencionado decreto es perjudicial á los particulares 
á quienes interese la conmutación, no necesita demostrarse por 
lo obvio. Yo quiero suponer que tantos y tan varios funcionarios 
públicos llamados á intervenir en la tramitación y resolución de 
los expedientes mandados formar por el mismo, estén en perfec- 
to y unánime acuerdo sobre su inteligencia, que no es poco su- 
poner; pues, á pesar de esto, les tiene que ser muy oneroso a las 
partes el instruirlos, por el tiempo que ha de trascurrir, agentes 
de que se tienen que valer, y documentos que es necesario pre- 
sentar, muchos de los que, por más que lo pretendicren, es 
ble no les aprovechen para la conmutación, así como su iaUa 
tampoco les perjudica en su derecho á ésta; tales son aquellos 
de que tratan los arts. 7.^ y S.^ del Real decreto; y esto les na 
de ser U\nto más sensible cuanto que conocen y utilizan las ven- 
tajas de la sencilla, pero suficiente y gratuita que, con arreg o 
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al Convenio y su Instrucción, se observa en la gestión de sus de- 
rechos. 

Dice también la exposición que en los expedientes instruidos 
por nuestros Delegados, se hace caso omiso de las cargas bené- 
ficas que afectan á algunas Capellanías. 

Semejante afirmación arguye en ellos ignorancia, malicia ó 
desidia, y en verdad que por lo que al mió compete, y no me 
parece aventurado en asegurar lo mismo respecto de todos tos 
demás, no merecen esta calificación. 

Ellos que deben el cargo que obtienen á su probidad y ca- 
pacidad, y que por conciencia y honor, más que por la mezqui- 
na retribución que perciben, lo han aceptado y desempeñíin, sa- 
ben muy bien lo que en el particular dispone el art. 35 de la Ins- 
trucción, en cuyo punto primero se manda deducir, al señalar la 
renta líquida de la fundación, éstas y otras que no sean de ín- 
dole puramente eclesiástica con que sus bienes estén gravados. 

Por otra parte, no es posible suponer á los particulares tan 
poco celosos de sus intereses que consientan cualquier omisión 
de esta especie, redundando en su perjuicio; pues las cargas be- 
néficas y otras que no sean eclesiásticas, según lo que establece 
el art. 5.® de la Instrucción, siguen afectando á los bienes, sin 
que les favorezca, ni tenga semejante inteligencia, el art. 13 del 
Convenio en el que se dispone que, hecha la entrega de los títulos 
en su conmutación, corresponden los bienes de las Capellanías 
en calidad de libres á las respectivas familias'. 

Esta liberación, sinónima de dominio exento de cargas ecle- 
siásticas, significa que los bienes entran desde entóneos en la libre 
circulación, pero con la responsabilidad á las cargas que no sean 
puramente eclesiásticas, las que se han deducido en la liquida- 
ción y, si por cualquier evento, esto se hubiese omitido tienen 
derecho á reclamar y en su caso á apelar según el art. 17 de la 
Instrucción, porque de esta infracción de la ley no debe parar 
perjuicio á tercero, quedando siempre expedito el recurso de re- 
visión ante los Diocesanos, ó de apelación á sus tribunales. 

Por tanto el art. 9.^ del Real decreto en parte es copia y en 
parte derogatorio del Convenio; es copia en lo que dispone sobre 
cargas benéficas, y es derogatorio en lo que determina sobre las 
espirituales, pues éstas no se pueden ni deben deducir en la li- 
quidación. 

El que á algún registrador de la propiedad se le haya ofre- 
cido dificultad para el registro de los bienes conmutados con ex- 
Iricta sujeción al Convenio, la que no me parece fundada obser- 
vando la ley hipotecaria vigente, asi como cualquier otra que 
pueda ocurrir, no es razón suficiente para que se haya expuesto 
ni ménos decretado lo que motiva mi reclamación. 

Todo lo que á esto atañe, está previsto en el art. 23 del Con- 
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vcoio, el que es necesario se guarde, si ha de ser una verdad el 
axioma de derecho que las dificultades para la ejecución de la 
ley deben resolverse por las autoridades supremas que las pro- 
mulguen, en consonancia con . sus mandatos, lo que, en el Lasó 
que nos ocupa, compete al Gobierno de acuerdo con el Mnv Pr». 
verendo Nuncio Apostólico. y - 

Por último, asi como en lo que llevo dicho he demostrado 
que hay una verdadera antinomia entro el decreto y el Convenio 
así también se nota contradicción entre la exposición y los ar- 
tículos de aquel. 

Por los citados , y otros más , se obliga á los interesados á 
que acrediten su derecho y so les forma su liquidación, lo que 
ya es ir más allá de lo decretado en el art. 3." de la Ley de 11 
de Julio de 1856. 

Para observar extrictamentc su contenido, sólo procedía es- 
tudiar la naturaleza de la fundación, y una vez declarado ser de 
patronato familiar, devolver el expediente para su curso de con- 
mutación, sin más exigencias ni otras pruebas que tienen por 
objeto cxclarcccr derechos de los que no se ocupa la Ley en que 
se pretenden fundar. 

Si lo dispuesto por el decreto es improcedente , se deduce 
que el conminar con la investigación, por su falta de observan- 
cia, es indebido.. 

Cuando y contra quien fuere se ejecute sería injusta por ra- 
zón de la cosa que es eclesiástica , por razón de las personas ó 
corporaciones que poseen con justo título, y á un cuando fueren 
detentadores , inics entónces otras son las acciones y otros tos 
medios de reivindicar los derechos, y por razón del tiempo, por- 
que no es al poder ejecutivo á quien compete variar el que la 
Ley concedo, señalado en el Convenio, que es la vigente y reco- 
nocida p.or el Gobierno. Por tanto: 

Ruego á V. E. que, tomando en consideración cuanto llevo 
expuesto y convencido de la justicia de mis reflexiones, influya 
en el ánimo de S. M. para que se digne revocar el decreto de 
12 de Agosto último, como contrario en su esencia, en sus fun- 
damentos y en su forma al Convenio de 24 de Junio de 1867, y 
la Instrucción de 25 del mismo mes y año, única Ley á la que se 
debe atemperar cuanto se disponga y ejecute sobre Capellanías; 
por lo que viviré á V. E. reconocido, rogando á Dios conserve 
su vida muchos años. Córdoba 1 de Octubre de 1871. — Juan Al- 
fonso, Obispo de Córdoba.» 


Queda con lo dicho tratada en este libro con la extensión que 
merece la cuestión más importante que encierra. 

¿Qué falta ahora? 
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Que sean atendidas las justas y racionales reclamaciones pen- 
dientes sobre el particular. 

3. Fue preciso que en cuanto al plazo que se marcaba en el 
decreto de 12 de Ag'osto de 1871 se concediese un respiro a los 
interesados, y se dictó el Real decreto de 13 de Febrero de 1872, 
cuyo texto es el siguiente: 

«Mikisterio de Hacienda. — Exjposicio7i.SeñoT: El Real de- 
creto de 12 de Agosto de 1871, al establecer las reglas á que habían 
de ajustarse los expedientes sobre declaración de las excepciones 
de bienes de Capellanías familiares ó de sangre y memorias piado- 
sas, hechas por las Leyes de ly de Mayo de 1855 y 11 de Julio de 
1856, no introdujo novedad en el derecho que atribuye á la Admi- 
nistración la competencia de intervenir en esas declaraciones, limi- 
tándose á unificar la tramitación. 

Empero las dificultades que aveces "ocurren para obtener justi- 
ficantes de los entronques, impidieron solicitar la excepción en el 
breve plazo de seis meses señalado por dicho Real decreto , produ- 
ciéndose con tal motivo vivas - reclamaciones y solicitándose al pro- 
pio tiempo una próroga para cumplir lo que el mismo ordena. Dura 
y violenta parecería la acción investigadora si la Administración la 
intentase en estas circunstancias, y tanto más cuando varios inte- 
resados y Jefes económicos han consultado sobre puntos dudosos 
que aún no han podido ser objeto de resoluciones administrativas. 

Para conciliar los intereses del Estado con los de los particula- 
res es indispensable, en opinión del Ministro que suscribe, ampliar, 
como la equidad aconseja, el término señalado por el Real decreto 
de 12 de Agosto de 1871 con otro igual, dentro del que desembara- 
zadamente adquieran sus comprobantes todos los que pretendan ex- 
cepciones con arreglo á las leyes. 

Por estas consideraciones , el que suscribe , de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, tiene la honra de someter á la aprobación de 
V. M. el adjunto proyecto de decreto. Madrid 13 de Febrero de 1872. 
-—El Ministro de Hacienda, Santiago de Angulo. 

Decreto, Conformándome con lo propuesto por el Ministro de 
Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo único. Se proroga por seis meses el término señalado 
en el art. l.° del Real decreto de 12 de Agosto de 1871 para presen*» 
tar ante los Jefes económicos de las provincias las solicitudes docu- 
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vieni alas j?obro decL rac'oii de las excepciones contenidas en las 
d(^ i/' de Mayo de 1835 y 11 do Julio de 1856, respecto á los 
bieiies de Capellanías faindiares do sangre y memorias piadosas. 

eii Palacio á trece de Febrero de 1872.— Amadeo.— El Mi- 
nistiode Hacienda. Santiago de Angulo.» 


Cierra la serie de disposiciones que dejamos consignadas 
en este número el Real decreto de 27 de Agosto del mismo año 
(1872,) cuyo texto es ei siguiente: 


«Minístbimo i)E Haotekda. — .Exposición. Señor: Con objeto 
de fijar un procedimiento breve y sencillo para instruir los expe- 
dientes de excepción de Capellanías lamiiiares ó de sangre y de pa- 
tronatos de igual naturaleza, y a fin de evitar las complicaciones 
que una torcida inteligencia del Convenio celebrado con la Santa 
Sedo en 24 de Junio de 1867 venían produciendo , ya por admitirse 
en las delegaciones diocesanas solicitudes de conmutación de bienes 
piirameDte eclesiásticos, y por tanto desamortizables, ya por hacerse 
caso omiso de las cargas espirituales y benéficas que sobre los mis- 
mos pesaban, ya, en fin, por la resistencia que con justicia se oponía 
en los Registros de la propiedad para inscribir fincas conmutadas 
sin la necesaria intervención de la potestad civil, se expidió el Real 
decreto de 12 de Agosto de 1871, en el cual se fijaba el término de 
seis meses i)ara que los interesados ynesentaran sus solicitudes do- 
cumentadas pidiendo la excepción. 

Lo variado y complejo de estas fundaciones, el gran número á 
que se elevan en España y las reclamaciones que por los interesa- 
dos se promovieron, han sido causa de que al terminar el plazo de 
seis meses concedido en 12 de Agosto , el Grobierno ‘propusiera a 
V. M. la concesión de una próroga de otros seis, que termina en 12 
del actual. 


Próximo ya este día, muchos interesados que no han conse- 
guido recabar los docnimentos precisos para justificar su derecho 
durante el tiempo • trascurrido , reclaman otra vez una nueva 
próroga. 

El Gobierno de V. M. , comprendiendo las dificultades que en 
algunos casos encuentran, los interesados, cree que debe darse á los 
plazos marcados alguna mayor extensión; pero seguro de que al ha- 
cerlo así ha llevado su respeto á los derechos de las familias intere- 
sadas hasta donde racional y equitativamente puede y debe llevarse, 
uo vacila en aconsejar á T. M. que si se concede un nuevo plazo, 
debe ser con el carácter de último é improrogable. 
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Fundado en estas razones el que suscribe, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, tiene el honor de someter á la aprobación de 
V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 27 de Agosto de 1872. —El Ministro de Hacienda, Ser- 
rando Ruiz Gómez. 

Decreto. De conformidad con lo propuesto por el Ministro de 
Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.® Se amplia hasta 31 de Diciembre del corriente año 
la próroga de seis meses concedida por Real decreto de 13 de Fe- 
brero último para que los interesados puedan presentar ante los Je- 
fes de las Administraciones económicas de las provincias las solici- 
tudes documentadas sobre declaración de las excepciones contení- 
das en las leyes de 1.® de Mayo de 1855 y 11 de Julio de 1856 res- 
pecto á los bienes de Capellanías familiares ó de sangre y patrona- 
tos de igual naturaleza, con sujeción á las prescripciones del Real 
decreto de 12 de Agosto de 18.71. , 

Art. 2.° El plazo concedido por el artículo anterior será impro- 
rogable; y una vez trascurrido, se procederá á ejercitar la acción in- 
vestigadora sobre los bienes de dichas fundaciones en los términos 
marcados en el art. 17 del citado Real decreto de 12 de Agosto. Da- 
do en Palacio á 27 de Agosto de 1872. Amadeo. — El Ministro de 
Haciehda, Servando Ruiz Gómez.» 



Keal decreto de 8 de Octubre de 1873 suspendiendo la Ley •Convenio- 


Llegó por fin el deseado momento para algunos de la suspen- 
sión de la Ley-convenio. Hemos visto prepararse este aconteci- 
miento de trascendencia suma para la institución que constituye 
el tema de esta obra, y nada tenemos que añadir á lo que deja- 
mos anteriormente consignado. 

Cualquiera que sea el criterio político del que lea el decreto 
que vamos á trascribir, reconocerá en él la pasión política que lo 
dictó; pasión no disculpable nunca en los hombres que ocupan 
.el poder. 

Hé aquí el texto integro de la referida disposición sobre la 

26 
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cual llamamos la atención de todo hombre medianamente pensa 
dor y reflexivo. 


«rODEJI EJECUTIVO DE LA REPÚBLICA.^Ministe- 
íUO DE aii/iOiA X ,)usTiCix.—J^x_posícíon. — Desde que por de 
creto de las Cortes de 9 de Noviembre de 1820’ se aplicaron 
para pa;i^o de la Deuda nacional los b enes de Capellanías vacantes 
y que vacaren, que no fuesen de llamamieato de familia, numerosas 
y de distinta índole lian sido las disposiciones legislativa^ con las 
que en distintas épocas se lia tratado de reg-ularizar y arreglar este 
punto tan importaute que afectaba igualmente los intereses de la 
Iglesia y de los particulares y familias. Las leyes de 19 de Agosto 
de 1841 y 15 de Junio de 1856, alternativamente vigentes y suspen. 
didas por largos períodos, no fueron suficientes al objeto que se 
propusieron los legisladores; y con el loable objeto de dar fin á las 
cuestiones que tanto el Grobierno como los Ti ibunales se veiaii obli. 
gados á dirimir, por la complicación de las diferentes disposiciones 
dictadas sobre Capellanías, principalmente las colativas, se acorda- 
ron entre ambas potestades la Ley de 24 de Junio de 1867 y la Ins- 
trucción reglamentaria del día siguiente, con lo cual se creyó con- 
seguir el fin apetecido, respetando los derechos que la Iglesia alega- 
ba con los intereses de los linajes. Eesolvióse por esta Ley la per- 
imitacioLi de todos los bienes de Capellanías y de las demás cargas 
eclesiásticas por títulos del 3 por 100, recomendando la benignidad 
apostólica cuando ó por incuria délos perceptores ó por ignorancia 
de los deudores no bastasen los bienes á cubrir cargas atrasadas y 
no satisfeclias, ó los délas Capellanías no fueren suficientes para 
la congrua sustentación de los Cai)ellanes, que se fijaba en el míni- 
mum de 500 pesetas. 

A utorizados quedaban en este último caso los Prelados diocesa- 
nos para suprimir Capellauías incóngnias y crear otras nuevas con 
el producto del acervo pió que producirián los bienes de las Cape- 
llanías permutadas y de las cargas redimidas. Obsérvase, sin embar- 
go, que eu esta Ley se admilia como equivalente de la permutación 
V redención de cai'gas el papel usual del 3 por 100, cuando en el 
Convenio de 25 de Agosto de 1859, adicional al Concordato, se es- 
lableeia que eii O'iuivaleucia de los bienes del clero secular se entre- 
gasen á los Prelados láminas intras feribles. Si se hubiese tenido 
presente esta precaución en la Ley de 24 de Junio de 1867, no exis- 
tiría la menor duda do que el acervo pió se dedicaría al objeto mar- 
cado ou la misma: el Ministro que suscribe no abriga temol’ alguno 
de que el producto del acervo se haya en efecto dedicado eu la ma- 
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yor parte de las diócesis á la nueva creación de Capellanías con- 
gruas, á pesar de que sobre esto no existe ningún dato en el Minis- 
terio, sin duda por no haberse prescrito en la expresada Ley que los 
Prelados diesen aviso de las que nuevamente creasen. Pero es lo 
cierto que la falta de esta precaución lia inspirado á espíritus tal vei 
demasiado suspicaces la idea de que, atendida la actitud insensata 
que ha tomado una parte del clero, pueda haberse distraído y se- 
guirse distrayendo en determinadas diócesis el producto del acervo 
á fomentar, directa ó indirectamente, los sensibles disturbios v te- 
naz rebelión con que se ven afligidas muchas de las provincias de 
España. Aunque ei Gobierno tenga la íntima convicción de que es- 
te recurso no seria de grán auxilio para continuar la guerra civil, 
auu dado caso que todo él se aplicase á este objeto; sin embargo, no 
debiendo contrariar en lo más mínimo la ojoinion pública, que es su 
principal apoyo, y velando al mismo tiempo, como debe, por el pres- 
tigio y decoro del orden eclesiástico, que en su generalidad no debe 
confundirse con la turbulenta minoría que le deshonra, se propone 
adoptar una medida que, á la vez que tranquilice la opinión públi- 
ca, ponga á cubierto los Armes propósitos que deben suponerse en 
el Episcopado á favor de la tranquilidad y paz del Estado de toda 
sospecha que pueda redundar en perjuicio de la fama que justamen- 
te le corresponde, y aun de las calumnias que la malevolencia dis- 
curriese para desacreditar á la Iglesia y á sus ministros. 

Sensible es que tanto los Gobiernos como las Cortes que se han 
sucedido desde la revolución de 1868 no hayan restablecido, en el 
punto concerniente á Capellanías, las leyes de 19 de Agosto de 1841 
y 15 de Julio de 1856, con lo que se babrian acallado todos los ru- 
mores y exigencias del espíritu liberal; pero toda vez que esto no se 
haya efectuado, basta por ahora la medida que en el presente de- 
creto se propone para evitar los inconvenientes que en su caso y ba- 
jo el aspecto esencialmente político pudiera presentar en la actua- 
lidad la Ley de 1867. Autorizado el Poder Ejecutivo por el ar- 
tículo 1.^ de la de 13 de Setiembre último para adoptar las medidas 

extraordinarias que crea convenientes á fin de impedir los auxiliso 

directos ó indirectos que contribuyan á sostener la guerra civil, se 
encuentra dentro de perfecto derecho para suspender, ínterin las 
Cortes no acuérdenlo contrario, la ejecución de la Ley de 24 de Ju- 
nio de 1867 y la Instrucción para llevarla á efecto. 

En vista de las razones anteriores, el Ministro que susbribe tie- 
ne el honor de someter á la aprobación del Gobierno de la Eepúbli- 
cA el siguiente proyecto do decreto. Madrid 8 de Octubre do 1873, 
— ^E1 Ministro de Gracia y Justicia, Luis del Eio Ramos, 
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Decreto. El Gobierno de la Eepública, de acuerdo con lo expues 
4o por el Minkitro de Gracia y Justicia, decreta lo siguiente- 

Artículo 1.* Desde la fecha de este decreto se suspende en to- 
das las diócesis de España la ejecución de la ley de 24 de Junio de 
1867 y la Instrucción de 26 del mismo mes y año. 

Art, 2,* Quedarán igualmente en suspenso, en el estado en que 
se hallen, todos los negocios relativos á permutación de capellanías 
7 cargas que estén pendiente de sustanciacion ó fallo en las Comi 
siones diocesanas. Juzgados ó Tribunales. 

Art. 3.* Ningún funcionario del poder judicial, ni otra Autori. 
dad de cualquier clase, prestará auxilio de ningún género, ni se per- 
mitirá la menor intervención, para ejecutar ninguna providencia 
que tenga por base lo prescrito en la indicada ley. 

Art. 4.” Los Registradores de la propiedad denegarán la inscrip. 
clon ó anotación de todo documento posterior á la fecha de este de- 
creto, que apareciere extendido en contradicción á lo que el mismo 
dispone; y si so les presentare alguno de aquella clase, lo poddrán 
inmediatamente en conocimiento del Ministro de Gracia y J usticia 
por conducto de la Dirección general de los Registros civil y de la 
propiedad y del Notariado. 

Art. 5.® El Gobierno dará oportunamente cuenta á las Cortes 
de lo dispuesto en el presente decreto. 

Madrid 8 de Octubre de 1873. — El Presidente del Gobierno de la 

República, Emilio Cosíeíar. —El Ministro de Gracia y Justicia, ímis 

% 

Bio Bamos^ 



Seal decreto de 24 de Julio de 1874 restableciendo la Ley*conTenio. — Real decreto 
de 22 de Agosto de 1874. — Estado acti^l. — Deberes del Ministerio fiscal.— Jnris- 
prudencia del Tribunal Supremo, 


1. Vino en pos de la época cuya historia legal dejamos hecha 
en los números anteriores, otra más sosegada y tranquila. 

Las disposiciones atentorias al derecho de las familias y á los 
derechos de la Iglesia en materia de Capellanías dieron origen a 
numerosas reclamaciones y pretextas, con las cuales aumenta- 
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riamos sin necesidad las pág^inas de este libro. Bastante he- 
mos dicho y bastante se dice en el preámbulo del decreto de 24 
de Julio de 1874, por el cual se restableció la Ley-Convenio, hoy 
vigente. 

Hé aquí, pues, su texto íntegro: 

•cPODEE EJECUTIVO DE LA EEPÜBLICA. -Ministebio 
3)B Gracia y Justicia. — Exposición. — Sr. Presidente: Desde que 
por decreto de 8 de Octubre de 1873 se suspendió en todas las dió- 
cesis de España la ejecución de la ley de 24 de J unió de 1867 y de la 
instrucción de 25 del mismo mes y año, relativas á la liberación y 
permutación de cargas eclesiásticas, numerosas y justificadas re- 
clamaciones elevadas á este Ministerio han evidenciado los enor- 
mes perjuicios irrogados con aquella disposición á los individuos y 
familias interesadas en la permutación, y principalmente al Es- 
tado. Si al expedirse el citado decreto se le pudo juzgar opor- 
tuno por la principal razón alegada en su preámbulo, la experiencia 
ha demostrado desgraciadamente que con tal medida no se privaba 
de recurso alguno á la causa rebelde, haciendo ver á la par daños 
no compensados con ningún beneficio. La extensa interpretación á 
que en particular se prestaban sus arts. 2.^ y 3.® por afectar, no sólo 
á la permutación, sino á los negocios contenciosos pendientes, pro- 
dujo desde luego árduas consultas de elevados funcionarios del po- 
der judicial, de las Comisiones diocesanas y de los Prelados y Vica- 
rios capitulares, á la vez que fundadas recitaciones del Ministerio 
de Hacienda. Todas estas circunstancias patentizan por lo tanto la 
imperiosa necesidad de poner pronto y eficaz remedio á los perjui- 
cios que así al Estado como á los particulares se infieren con la pa- 
ralización de asuntos incoados y seguidos al amparo de una ley con- 
cordada, que sobre ser en cuanto al principio general de la desamor- 
tización eclesiástica más beneficiosa que ninguna otra de las ante- 
riormente publicadas, imposibilita por su indudable legitimidad 
toda discusión y medida opuesta á su estricto cumplimiento. 

Ejandándose, pues, en las razones aducidas, el Ministro que sus- 
cribe tiene el honor de someter á la aprobación de V. E. el siguien- 
te proyecto de decreto. — Madrid 24 de Julio de 1874. — El Ministro 
de Gracia y Justicia, Manuel Alonso Martinez, 

Decreto, De acuerdo con lo expuesto por el Ministro de Gracia 
y Justicia, he tenido á bien decretarlo siguiente: 

Artículo 1.® Se declara sin ningún valor ni efecto el decreto de 
8 de Octubre de 1873, por el cual se suspendió en todas las diócesis 
de España la ejecución de la ley de 24 de Junio de 1867 y de la Ins- 
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truccion á ella relativa do 25 del mismo mes y año; restableciéndose 
por tanto en todas sus partes la Ley é Instrucción mencionadas 

Art. 2.* Todos los negocios gubernativos y contenciosos que se 
hallen en suspenso por efecto del citado decreto continuarán su 
curso ordinario con arreglo á lo prescrito en ias antedichas Ley é 
Instrucción; pudiéndose incoar igualmente los que procedieren de 
conformidad con las mismas. 

Art. 3.^ Las Autoridades, de cualquier clase y grado que fueren 
así como las Comisiones diocesanas, se ajustanin estrietanlente so- 
bre esta materia á lo dispuesto en el presente decreto. 

Lado en Madrid á 24 de Julio de 1874. — FrancitCy Serrano,— 
El Ministro de Grracia y Justicia, Manuel Alonso 3Iartinez,n 

El elogio que nosotros hiciéramos de la anterior disposición, 
ts completamente innecesario. El Sr. Alonso Martínez que ocupa 
un primer puesto entre nucsíros jurisconsultos, que ñgura mere- 
cidamente entre los hombres de más alto criterio y levantado pa- 
triotismo de nuestro país, no es extraño que se apresurara, sién- 
dole para ello favorables las circunstancias, á volver por los fue- 
ros conculcados de la razón y la justicia. 

Lástima grande que no pudieran remediarse por el anterior 
decreto los perjuicios causados ya á las familias, á la Iglesia y 
al Estado por las disposiciones que por él se derogaron, que á 
ser así hubieran de haberse tocado en la práctica acto continuo 
sus benéficas consecuencias é inmediatos resultados. 


2. Consecuencia inmediata, lógica ó indeclinable dcl decreto 
restableciendo la Ley-convenio era la modificación dcl de 12 de 
Agosto de 1S71 y al efecto sedietó clsiguienle: 

“Exposiciox. Sr. Prcsídnitc: El Eeal decreto expedido en 12 de 
Agosto de 1871 por el iMiuisterio de llaeiemia, cou el propcx^iíodo 
llegar al término de la desamorti/.neioii eclesiástica y á la constitu- 
ción de las Capellanías, segiin la nueva forma establecida en el úl- 
timo C^nu’ordalo, además de diciar reglas para fijar deuna\ezel 
procedimiento breve y sencillo que había de seguirse en los expe- 
dientes de t'xeepcíon, declaró en su art. 14 que los Kegístradore^ de 
la ]n*opiedad suspendieran la ineeripeion por detecto siibsaiiable de 
los bienes Címmutados ]'or los Iboe’csanos, mientras no se presan 
tase el traslado do la orden miuisterial declarativa de haber si ^ 


— 407 — 

exceptuados, en conformidad al arfc. 3.” de la Ley de 11 de Julio 
de 1856. 

» 

La inteligencia y aplicación dadas al expresado artículo por los 
funcionarios encargados de cumplirle fueron tan diversas, que para 
fijarlas se han elevado diferentes consultas al Centro directivo de 
quien dependen. Si dicho precepto tenia ó no fuerza retroactiva, y 
si deberia hacerse aplicación de el al tratarse de bienes adquiridos 
en virtud de sentencia firme dictada en los Tribunales ordinarios, 
fueron los extremos que no siempre se resolvieron de igual manera, 
y acerca de los cuales es nectísario decidir con urgencia en la ac- 
tualidad. 

El art. 14 del referido decreto, al ocuparse de la declaración 
previa, no exigió ninguna nueva formalidad ó requisito que no se 
hallase establecido en la Ley de 2 de Setiembre de 1841 y demás 
disposiciones concordantes y posteriores. Evidente es, por lo tanto, 
que para inscribirlos bienes á que se alude, es indispensable la de- 
claración ministerial, así respecto de las conmutaciones hechas por 
los Diocesanos antes del 12 de Agosto de 1871, como de aquellas que 
se verificaren posteriormente, sin que por ello pueda decirse que se 
dá fuerza retroactiva al Eeal decreto citado. 

La declaración previa, si bien es de inexcusable observancia en 
los casos ántes señalados, e» innecesaria de todo punto respecto de 
los bienes adquiridos por sentencia firme de los Tribunales ordina- 
rios, dictada con arreglo á la Ley de 19 de Agosto de 1841, porque 
habiendo sido parte en estos juicios el Ministerio público, en re- 
presentación del Estado, la falta de la declaración ministerial que- 
da subsanada por completo. 

Fundado en estas consideraciones el Ministro que suscribe, 
propone á V. E. la aprobación del adjunto proyecto de decreto.— Ma- 
drid 22 de Agosto de 1874. — El Ministro do Gracia y Justicia, Ma- 
nuel Alonso Martínez. 

Decreto. Como Presidente del Poder Ejecutivo de la Eepública, 
de conformidad con lo propuesto por el Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, y de acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.® Los bienes que pertenecieron á las Capellanías co- 
lativas que declaran extinguidas el Convenio-Ley de 24 de Pobrero 
de 1867 é Instrucción del 25, y que ea cumplimiento de lo dispuesto 
en la Ley de 19 de Agosto de 1841 hubieren sido adjudicados ó se 
adjudicaren á consecuencia de sentencia firme dictada por los Tri- 
bunales ordinarios en juicio en que el Ministerio fiscal haya sido o 
fuere oido en representación del Estado, podrán inscribirse en lo» 
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Registros de la propiedad, aunque no se presente el traslado de U 
orden ministerial declarativa de haber sido exceptuados; en confor- 
midad al art. 3.® do la Lej de 11 de J ulio de 1856, siempre que se 
llenen los demás requisitos prevenidos en las disposiciones vi- 
gentes. ' 

Art. 2." En todos los casos no señalados en el artículo anterior 
los Registradores observarán lo prescrito en el art. 14 del Real de-' 
creto de 12 de Agosto de 1871. Dado en Madrid á 22 de Agosto 
de 1874.— Ekancisco Serrano. — El Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, Manuel Alonso Martínez.» 


o. Dedúcese cuanto dejamos dicho cuál es hoy el derecho 
vigente en materia de Capellanías y fundaciones análogas fami- 
liares. 

rnmero. El Convenio é Instrucción por nosotros comen- 
tado. 

* 

Segundo, El Decreto que lo restableció el 24 de Julio 
de 1874. 

Tercero. El de 22 de Ag:osto de 1874. 

Tal es la legislación aplicable á las referidas fundaciones. 

Los parientes llamados, pues, por la fundación al goce de las 
Capellanías colativas á quienes se concedió el derecho de obte- 
ner la adjudicación como libres de los bienes dótales que las 
constituian, asegurando el importe de las cargas piadosas, con 
arreglo á la Ley de 19 de Agosto de IS41, derecho prescriptible 
en el plazo de veinte anos, á contar desde dicha fecha según la 
Ley de 1 1 de Julio de 1856, no tienen ya hoy otro que el de po- 
der eontinuar los pleitos que tuvieron principio antes del Real 
decreto de 28 de Noviembre de 1856, en virtud de lo dispuesto 

en el art. 4/’ de la Lev-convenio, siendo su conocimiento de la 

•* _ 

competencia de los Tribunales ordinarios y sin necesidad de la 
declaración administrativa á que se referia la real orden de 17 
de Enero de 1847 en nuestro sentir derogada por el Real decre- 
to de 22 de Agosto de 1874. 

En vez del derecho á la libre adjudicación, respecto de la> 
Capellanías cuyosbienes no fueron reclamados en su tiempo, ca- 
be hoy á los parientes llamados por la fundación el de hacer la 
coninutofioH en títulos del 6 ['>or 100, debiendo para ello tciii-r vu 
cuenta el estado de los valores públicos, y lo que cii su \i-t* 


— 409 — 

aconseja la equidad y la justicia (1). Este derecho habrán de 
ejercitarlo los interesados ante el Diocesano, quien instruirá el 
expediente que preceptúa el art. 34 de la Instrucción de 25 de 
Junio de 1867; debiendo, ínterin otra cosa no se disponga, prece- 
der por más que sea violento la declaración ministerial de que 
los bienes, por ser de Capellanía colativa familiar y haber acre- 
ditado el interesado pertenecer á la familia del fundador llama- 
do á su disfrute, están exceptuados de la incautación y venta por 
el Estado, declaración que puede ser simultánea con la forma- 
ción del expediente canónico; pero que paralizará y entorpecerá 
éste, aunque no se quiera por las oficinas, en la mayoría de los 
casos, toda vez que sin ese requisito prévio de nada servirá la 
adjudicación hecha por el Diocesano, hallándose prohibida la 
inscripción en el Registro de la Propiedad por el art. 14 del Real 
decreto de 12 de Agosto de 1871 que dejó, según acabamos de 
verlo, vigente el 2.^ del Real decreto de 22 de Agosto de 1874. 

Existe, pues, una triple competencia en materia de Capella- 
nías en la actualidad: 

1. ‘ La concedida á los Prelados Diocesanos por la Ley-con- 
venio de instruir el expediente de conmutación y adjudicación de 
los bienes dótales, 

2. * La otorgada á la Administración respecto á la declaración 
de estar exceptuados los bienes de la desamortización común, 
cuando se trata de las Capellanías subsistentes según la Ley- 

S^(l) Abrigando la esperanza de que han de mejorar los valores públicos; teniendo 
en cuenta que hacemos el capítulo de un libro y no un artículo tranaitorio de perió- 
dico, no entramos en una cuestión importante á la sazón que redactamos estas lí- 
neas, y es \q. justa y natural resistencia de los Prelados Diocesanos á admitir la con- 
mutación de bienes de las fundaciones de que tratamos. Atendiendo la estimación 
en Bolsa de los valores públicos en la é¡)Oca del Convenio, se calculó que la Iglesia 
cedía la de dichos bienes en favor de las familias interesadas, no creyendo 

que podia llegar el caso de que fuese casi la totalidad del capital, lo cual sucedería 
ii recibiesen hoy el papel correspondiente por su valor nominal. Desde que redujo, 
pues, al 1 por 100 el interés del consolidado, cambiaron las condiciones del contrato, 
y es forzoso adoptar un nuevo temperamento en armonía con este cambio si so 
quiere salir de la situación anómala en que hoy se está. Nosotros así lo aconsejamos 
al gobierno y en especial á los Ministros de Hacienda y Gracia y Justicia constán- 
donos que por este último departamento ministerial se ha reiterado el deseo de lle- 
gar á un acuerdo sobre este punto, mostrándose en este punto digna del mas gran- 
de elogio la sección eclesiástica á cuyo frente se hallaba nuestro distinguido y que^ 
ridísimo amigo el Sr. D. Bicardo Gullon actual magistrado de la audiencia de Ma- 
drid. 
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convenio ó sea de aquellas cuyos bienes no se reclamaron ánles 
dcl 28 de Noviembre de 1856, sin cuyo requisito é ínterin ésta 
disposición no se derroguc como lo pedimos, no es inscribi- 
ble en el Registro de la Propiedad la adjudicación de los bienes 
dótales hecha por el Diocesano. 

Y 3.‘ La que compete á los Tribunales ordinarios que son los 
llamados á resolver el derecho á la adjudicación, en concepto de 
libres, de los bienes reclaihados ántes del 22 de Noviembre de 
1856 y el mejor de parentesco para optar á la conmutación, 
cuando los parientes no convienen este punto entre sí. 

4. En cuanto á los deberes dcl Ministerio fiscal en los juicios 
sobre Capellanías en concepto de representante de los intereses 
del Estado, poco podemos añadir que no se deduzca de la clasi- 
ficación que dejamos marcada respecto á las atribuciones de la 
Iglesia, de los Tribunales y de la Administración. 

De desear es que por parte de tan dignos funcionarios no se 
exageren los derechos del Estado, ni se olviden ó conculquen los 
de la Iglesia y las familias. Un excesivo celo en este punto por la 
Administración puede aumentar indebidamente las ya excesivas 
preeminencias que á la misma están concedidas. 

Nosotros estamos firmemente persuadidos de que siguiendo 
un criterio imparcial no habrán de ir más lejos que lo que deban; 
y no es ciertamente en éstos y en los Jueces, nuestros dignos 
compañeros, en quienes existen temores de nuestra parte que 
quisiéramos cesaran de una vez, observándose llana y sencilla- 
mente la Ley-convenio, cuyo restablecimiento debe ser en todos 
sentidos una verdad. 

Sólo en el caso de que la reclamación por parte de las fami- 
lias se haya hecho con posterioridad al 28 de Noviembre de 1856, 
ó en el de que la Capellanía no sea colativa familiar, ó en el de 
que los interesados ó reclamantes no justifiquen su entronque 
con los llamados por el fundador al disfrute de la Capellanía, es 
cuando creemos que cabe oposición por parte dcl Ministerio fis- 
cal en interés dcl Estado; y áun en tales casos es deber de dichos 
funcionarios cuidar de queden aseguradas las cargas piadosas, no 
olvidando que la Administración por el Real decreto de 22 de 
Agosto de 1874 ha quedado privada de la facultad de declarar 
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la excepción de los bienes que se encuentran en tales casos. 

Tampoco estamos conformes con los que, dando una lata é in- 
debida interpretación á la Ley de 16 de Mayo do 1835, opinan 
que en los juicios sobre Capcilanias, cuando los rcclamanlts no 
Justifican su dcrccbo, corresponde al Estado pedir la adjudica- 
cion, y por consecuencia al Ministerio fiscal, en concepto de va- 
cantes; opinando así consideración habida a que dicha Ley se 
referia á los bienes que se hallan en el libre comercio de los 
hombres, pero no á los vinculados. En este mismo sentido con- 
viene recordar que se resolvieron dos consultas por el Ministerio 
de Hacienda en 1.® de Junio de 1853, mandando (cquc el Promotor 
se limítase á pedir la subsistencia de la Capellanía y no la adju- 
dicación al Estado en calidad de mostrencos, por oponerse esto 
último al espíritu del Concordato» y ademas lo dispuesto en el 
Real decreto de 30 de Abril de 1852, cuyas resoluciones se publi- 
caron con carácter general para que sirvieran de regla en los ca- 
sos de igual naturaleza que pudieran ocurrir. 

Igual doctrina es aplicable al caso en que los reclamantes fa- 
llecieran antes de ultimarse los pleitos pendientes, y ningún otro 
pariente saliera al juicio, doctrina que hemos visto sostenida re- 
cientemente por la Gaceta del Ministerio fiscal, apreciable Revista 
jurídica que se publica en Madrid. ((No es lo mismo acción que 
derecho, dccia en ella oportunamente el articulista, añadiendo, y 
como el que los parientes tcnian á la adjudicación no fiió decla- 
rado por haber quedado los autos en suspenso, sólo existe una 
acción y no un derecho á que no es aplicable la Ley de 16 de 
Mayo de 1835, sin violentar su letra y sentido.» 

ínterin no se derogue la legislación vigente, y habiendo fene- 
cido en 31 de Diciembre de 1872 el último plazo concedido para 
solicitar en el expediente administrativo la excepción de venta 
por el Estado en los pleitos sobre mejor derecho á hacer la con- 
mutación de bienes, claro es que el Ministerio público debe opo- 
nerse al curso de la demanda ínterin no se acredite con el cor- 
respondiente traslado que se hizo oportunamente por el Gobierno 
la declaración referida; debiendo abstener se el fiscal, cuando esto 
conste ó luego que se justifique, de hacer oposición, por falta de 

interés en el Estado. 

No obstante , y siguiendo en esto la opinión de la Gaceta re- 
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fcrída, la intervención del Ministerio fiscal en estos pleitos puede 
ser conveniente, porque pudiendo acontecer que fallezca el pa- 
riente qiie obtuvo la declaración administrativa de excepción ó 
que el juicio quede paralizado por no hacer los interesados ges- 
tión alguna, incumbe en tales casos al fiscal cuidar en el prime- 
ro de examinar las pruebas de parentesco de los demás intere- 
sados, para hacer oposición si no le hallase justificado en forma 
legal, y gestionar, en el segundo, la continuación del juicio ó el 
desistimiento de las partes, para que los bienes no queden inde- 
finidamente en estado incierto y libres de desamortización. 

5. Terminaremos el presente libro, último de esta obra, reco- 
pilando la jurisprudencia del Tribunal Supremo, como lo hici- 
mos en el libro l.'’, y á partir de la época que alli dejamos pen- 
diente. 


CONTINUA EL GEUPO TERCERO. (1) 

37. * Que los bienes de Capellanías colativas familiares, que so- 
guu la Lej de 15 de Junio de 1836 se entienden adjudicados sin per- 
juicio de tercero de igual ó mejor derecho, pueden demandarse den- 
tro de los cuatro años siguientes á dicha adjudicación. Que para di- 
chos efectos, basta que se entable la demanda en acto de concilia- 
ción dentro del expresado término legal. (2) 

38. * Que con arreglo á lo dispuesto en los arts. 1.® y 2.® de la Ley 
de 19 de Agosto do 1811, los bienes de las Capellanías colativas á 
cuyo goce y obtención están llamadas ciertas y determinadas fami- 
lias, deben adjudicarse como de libre disposición á los individuos de 
ellas en quienes concurra la eircunsianeia de preferente parentesco 
según los llamainicntos, pero sin diferencia de sexo, edad, condición 
ni estado; y cuando se hagan los llamamientos en, general á los pa- 
rientes, sin distinguir de líneas, ni grados, son preferidos los niai 
próximos á los fundadores, ó á los que estos señalen como tronco. (3) 

39. " Que la condición de ordenarse á título de las Capellaníaa 
laicales ó patronatos de legos, es inconciliable con la libertad de loi 
bienes y derechos de dividirlos y onageuarlos, concedido ix)r la l&T 


(P V/aso la pÁg. I 
v2) 20 Marzo tv, 

(S) 28 Soticuibre G8. 
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de 11 de Octubre de 1820 restablecida en 30 de Agosto de 1836, al 
poseedor y á su inmediato sucesor. (1) 

40. * Que la ley de 19 de Agosto de 1841, adjudica como de libre 
disposición los bienes de Capellanías colativas á los individuos de 
preferente parentesco, según los llamamientos hechos por el funda- 
dor, sin consignar para suceder en ellos reglas especiales para el de- 
recho de representación. Que la misma ley crea determinados de- 
rechos en favor de los parientes que con arreglo á la fundación fue- 
sen de mejor línea, y entre los de esta, aquel ó aquellos que fuesen 
de grado preferente. Que el que adquiere los referidos derechos loa 
trasmite á su defunción á los herederos, los que por lo tanto ocupan 
el mismo grado y lugar que su causante para la participación de los 
bienes que constituyan la Capellanía, conforme á lo que prescribe 
el art. 1.® de la ley de 15 de Junio de 1856, aclaratoria de la de 19 
de Agosto de 1841. (2) 

41. *^ Confesando un capellán que no ha poseido jamás las fincas 
fue después reclama como pertenecientes á su Capellanía, á pesar 
de haber obtenido esta por más de cuarenta años, y que ignora si 
las poseyeron sus mayores, le obsta la excepción de prescripción. (3) 

42. * Que la ley de 1.® da Mayo de 1855, declara en estado de 
renta todos los predios rústicos y urbanos, censos y foros pertene- 
cientes, entre otras entidades jurídicas, al clero, obras pías é ins- 
trucción pública para invertirse su producto en inscripciones in- 
transferibles del 3 por 100 á favor de los respectivos establecimien- 
tos; y la de 11 de Julio de 1856 señala como comprendidos entre 
los bienes del clero, y sujetos á dichas disposiciones, todos los que 
posean ó se hallen disfrutando los individuos ó corporaciones ecle- 
siásticas, cualquiera que sea su nombre, origen ó cláusulas de su 
fundación, á excepción tan sólo de las Capellanías colativas de sangre 
6 patronatos de igual naturaleza. (4) 

43. * Que la voluntad del testador es ley suprema en materia de 
sucesiones. Que las condiciones indispensables para adquirir una 
Capellanía, no deben confundirse con las obligaciones impuestas al 
que la posea. (5) 

44.® Que la por la Ley de 11 de Octubre da 1820, restablecida 
en decreto de 30 de Agosto de 1836, se comprenden en la desvincu- 
lacion que por la misma se establece, asi los bienes procedentes de 


(1) 30 Marzo 68. 
f2) 14 Mayo 68. 

(3) 6 Junio 60. 

(4) 8 Junio 60. 

ÍB) 28 Setiembre 60. 
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m:iyoi-az<ro3, como los de patronatos familiares y Capellanías laicales 
«,>(iuil)arúii(loloa en cuanto al modo de distribuirlos, (i) ■’ 

45.* Que la Ley do 2 de Setiembre de 1841 y demás disposicio- 
nes dictadas para su aplicación, se concretan á la enniu„„„-„ j" 

111 1 1 “ lunación de 

bionoH cclctíiti sucos d(H clero ¡secular y re/^ular. (2) 

4í>." (¿u(‘ seí^im lo dispuesto eii el art. 14 de la Ley de 27 de 

Sídiembre d(‘ 1820, restablecida en 30 de Agosto de 1836, nadie 
drá cu lo su(*esivo, aunque sea por via de mejora, ni por otro título 

ni pivtexto, íundar mayorazgo, íideicomiso, patronato, Capellanía 

obra pía iii vímyidacíon alguna sobre ninguna clase de bienes ó dere! 
dios, ni prohibir directa ni indirectamente su enajenación. (3) 

47 (iue cuando en una fundación solo el patronato activo es 
ramiliar, los bienes de su dotación deben adjudicarse á ios parientes 
llamados á ejercerla^ s(\gun lo dispone el art. 4.® de la Ley de 19 de 
Agoslo de IS id. — Que, según lo dispuesto en los articulos y 2.® 
do di(*Iia Li\y, cuando los fundadores de las Capellanías colativas 
estableíani jirererencia de línea y grado, sólo tienen derecho á la 
adjudicación do los bienes de su dotación, en concepto de libres, sin 
diferrrioia de sexo^ edad^ condición 6 estado, los que se hallen en la K- 
nea y grado preferente. (4) 

48. “ Que ni el decreto de 15 de Junio de 1856, que fija un tér- 
mino para reclamar los bienes de Capellanías colativas por los pa- 
rientes de iiicjor derecho, ni el que dio fuerza en 24 de Junio de 
1867 al Convenio de 16 del mismo mes con la Santa Sede, han exi- 
gidv) en ninguno de sus artículos, para conservar el derecho que la 
licy de 19 de Agosto de 1811 concede á los pariei\tes el que éstos 
hayan pro¡uicsto demanda y so formalice pleito, sino que fijaron 
iiiucamcnte que hubiese tenido lugar la reclamación o pedido la ad- 
juditxacion, según di^l>one la Ley del caso. (5) 

49. ® Que según lo disi^uesto en el Heal decreto de 30 de Abril 
de 1852, al derogar la Ley de Capellanías colativas de sangre de 19 
de Agosto d(‘ 1811 y determinar que subsistiesen con arreglo al Con- 
4 *ordato de 17 tle Oíd.ubre de 1851, res[>cto en su art. 2. aquellas 
4 ‘uvas fincas hubiesen sido adjudicadas oficialmente o sobre las cua- 

les hubiese juicio pendiente. (6) 

50. ® Que, según la Ley de 15 de Junio do 1856, los individuos 


( 1 ) ir> diciembre 69. 

i'2) ii\ id. 

i‘,\) 21 Junio 70. 

(i.) 4 Julio 70. 
íM 4 l)ici<‘nibro 71. 
H1 Diciembro 72. 
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. de preferente parentesco que á tiempo de la publicación de Li de 
19 de Agosto de 1841 sobre Capellanías tenian derecho á los bienes 
de la misma, y que han fallecido sin haber pedido su adjudicación, 
le han trasmitido á sus herederos, y por tanto ocupan éstos el mis- 
mo lugar que aquellos para la imrticipacion de dichos bienes. Que 
disponiéndose en el art. 7.° de la Ley de 19 de Agosto de 1841 que 
los poseedores de las Capellanías siguiesen gozándolas en el mismo 
concepto que las obtuvieron, el derecho de posesión no se ha tras- 
mitido hasta el fallecimiento de los mismos á los parientes á quie- 
nes con arreglo á la citada Ley se hubiese declarado la propiedad 
de los bienes de las Capellaiiías.-— Que no sólo se halla expreso en 
el art. 4.° de la Ley de 15 de Junio de 1856 que las adjudicaciones 
de bienes de Capellanías colativas se entienden hechas sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho á los mismos, que podrán ejercitar 
dentro de cuatro años de su ejecución, sino que también, de cont'or- 
midad con el citado artículo, se ha consignado en varias sentencias 
del Tribunal Supremo que dicho término debe contarse desde el dia 
de la ejecución de las adjudicaciones. (1) 

51.* Que la Ley de 15 de Junio de 1856, aclaratoria de la de 19 
de Agosto de 1841, en sus arts. 3.*^ y 4y establece dos principios dis- 
tintos aplicables á casos diferentes, definiéndose por el primero el 
derecho que tienen las personas á quienes se alude á reclamar bie- 
nes de Capellanías colativas que no han sido objeto de reclamación 
en el período de veinte años trascurridos desde la publicación 
de la Ley de 1841, para que puedan hacerlo dentro d i término de 
cuatro años á contar desde l’a publicación de aquella Ley, entrando 
en otro caso sus bienes en la masa de los desamortizadns con arre- 
glo á la de 1.** de Mayo de 1S55; y se refiere el segundo de dichos 
principios al caso en que los bienes de Capellanías colativas hubie- 
sen sido objeto de reclamación y adjudicación, entendiéndose que 
este debe hacerse sin perjuicio de tercero de mejor derecho á los 
mismos, que solamente podrá ejercitarlo dentro de cuatro años, á 
contar desde el dia de la ejecución. Que las palabras adjudicación 
j ejecución cuando se aplican á actos jurídicos, significan cosas dis- 
tintas y debe suponerse que han sido empleadas intencionalinente 
en la relación del artículo aludido, y así lo ha comprendido el Tri- 
bunal Supremo siempre que de su aplicación ha tratado, estable- 
ciendo que el cuatrienio legal empezaba á contarse desde el dia de 
la ejecución de la sentencia en que se acordó la adjudicación, siem- 


U) 31 Enero 73. 
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pro que, la adjudicación sea anterior y la ejecución posterior á la 
íioy. (1) 

52.* Que según lo prevenido en los arts. 1.*^ y 2.- de la Ley de Id 
de Agosto de 1841, desde dicha fecha quedaron desamortizados y 
debieron adjudicarse como de libre disposición entre los parientes 

más próximos al fundador, sin diferencia de sexo, edad, condición 

r estado, los bienes afectos á las Capellanías colativas, á cuyo goce 
y obtención eran llamadas ciertas y determinadas familias. Que si 
bien i>or el art. 1.*^ de la Ley de 15 de Juniv) de 1856, aclaratoria de 
la citada de 19 de Agosto de 1841, se trasmitieron á los herederos 
de los mas próximos parientes del fundador, los derechos que hu. 
hieran dejado de ejercitar en tiempo oportuno solicitando la adjudú 
cacion de dichos bienes, tal acción está limitada, conforme á los ar- 
tículos 3.’' y 4.® al período de veinte años desde la publicación de la 
ley, cuando no se hubiese reclamado la libertad de los bienes, ó al 
do cuatro desde que se hubiera declarado y llevado á efecto la ad- 
judicación, esto es, desde el dia de su ejecución, en que aquellos en- 
tran en el dominio público y común. (2) 

SS/ Las cláusulas de la fundación de una Capellanía, son la ley 
en la materia. (3) 

54/ Que los individuos de preferente parentesco, que con arre- 
glo á la Ley de 19 de Agosto de 1841 tenían derecho á Jos bienes de 
las Cai)ellanías colativas, al tiempo de publicarse la misma ley, y 
hubiesen fallecido sin haber pedido la adjudicación, le han trasmi- 
tido á sus herederos, quienes por lo tanto ocupan el mismo grado y 
lugar que sus causantes para la i^articipacion de los bienes, según 
se dispone en el art. 1.® de la ley de 15 de J unió de 1856 que hizo 
aclaraciones y adiciones á la de 19 de Agosto. (4) 

55/ Que según la Ley de 15 de Junio de 1856 los individuos de 
preferente parentesco que al tiempo de la publicación de la Ley de 
19 de Agosto de 1841, sobre Capellanías colativas tenían derecho á 
los bienes de las mismas, y que han fallecido sin haber pedido adju- 
dicación, lo han trasmitido á sus herederos, y por lo tanto, ocupan 
estos el mismo lugar de aquellos, para la participación de dichos- 
bienes, conforme á lo declarado por el Tribunal Supremo en sen- 
tencia de 31 de Enero de 1873. (5) 

56/ Que según el art. 2.^ de la ley de 19 de Agosto de 1841, los 


(1) 27 Marzo 74. 
\' 2 ) Marzo 74. 
(3> 21 Mayo 74. 
14) 11 Junio 75. 
(&) . 7C. 


— 417 — 

bienes de las ('apellanías colativas familiares deben adjudicarse á 
los parientes que, con arreglo á la fundación, sean de mejor linea, 
y entre los de esta á aijuel d aquellos ijue fuesen de grado urefe' 
rente. (1) 


in^TlMAS DISPOSICIONES. 


Como término, como remate do cuanto dejamos publicado y 
á fin de llegar en esta obra a la época misma de su publicación, 
vamos á insertar las resoluciones oficiales que no han podido te- 
ner cabida en el cuerpo de la^nisma y que por referirse más ó 
ménos directamente á la materia objeto de la presente produc- 


ción importa su conocimiento y puede darse el caso de ser más 
ó ménos precisa ó necesaria su consulta. 


í.” 

Ley de 11 de Julio de 1878 sobre Redención de censos des- 
amortizados. 

«Ministerio de HaciendxV. — Ley , — Don Alfonso XII, por la 
gracia de Dios E-ey constitucional de España. 

A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que 
las Cortes han decretado y Nos sanciouado lo siguiente: 

Articulo 1.® Los censos desamortizados se redimirán en adelan- 
te á metálico en la forma siguiente: los que no excedan de 60 reales 
anuos de réditos capitalizados al 10 por 100, para pagar precisamen- 
te al contado. Los que excedan de 60 rs., capitalizados al 9 por 
loo al contado y á plazos al 6 por 100, pagados en nueve años y diez 

plazos iguales de 10 por 100 cada uno. 

Art. 2.® Los que soliciten ó reproduzcan solicitudes no resueltas 
á la publicación de esta ley y paguen al contado las redenciones 


(P 10 Abril 76. 
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íleiítro ílo un año. quedan libres de toda ^responsabilidad y^or las 
peiitíiones que adeuden y debiera percibir el Estado. 

Los que redimen á pagar en plazos dentro del mismo término 
deberán pagar únicamente los réditos de la anualidad corriente 
Quedanin asimismo libres de toda responsabilidad ])or las' 
siones que adeuden los que, teniendo actualmente concedidas las 
redenciones, no las hayan formalizado aún, si pagan su importe to 
tal con arreglo á la liquidación ya practicada dentro de un año en 
el caso de haber redimido al contado, ó la parte correspondiente 
cuando hayan redimido á plazos. 

Art. So"" Pasado un año desde la publicación de esta ley se exi- 
giran tres años de réditos á los que rediman al contado, y seis á loí- 


que lo verifiquen á plazos, á no ser que justifiquen que adeudan 
menor número de pensiones. 

Art. 4.® Las ventas de censos seguirán promoviéndose sin de- 
tención alguna, pero los censatarios podrán conseguir la sus])ension 
de la subasta si ántes de verificarse acreditan que ])idieron y paga- 


ron, ó consignaron al menos, el precio total ó el del primer plazo. 

Art. 5/’ No se hará indagación alguna acerca de los réditos que 
se adeudan á los que al imetender la redención se comprometan á 
pagar los que se declaran exigibles por los artículos 2.'’ y S.*' de es- 
ta ley. 


Art. Respecto á los censos desconocidos para la Hacienda, 
ae admitirán desde luego las redenciones según la declaración que 
hagan de los mismos los interesados. 

En este caso no se tendrá por redimido más capital que el de- 
clarado por el redimente. 

Art. 7,"* Para exigir laAíacienda de los actuales y futuros po- 
seedores de las fincas gravadas el reconocimiento y pago de los cen- 
sos que no hayan venido cobrando ni lo consten por otro docu- 
mento, y para trasmitir ese derecho á los compradores será docu- 
mento bastante la certificación del Registro de la propiedad, en la 
que conste de una manera clara la existencia de la carga, y que este 
mencionada y sin cancelar en los asientos de los libros antiguos o 
modernos. 

Contra el resultado de la certificación y contra la escritura de 
trasmisión que otorgue la Hacienda á los compradores, á tenor de 
lo dispuesto en el art. 9.^ de esta ley, no se admitirá ninguna excep- 
ción, á no ser que se funde en los siguientes hechos, únicos sobre 

los cuales podrá versar la x^rueba: 

Primero. Estar efectuada y pagada la redención, aunque no se 
haya otorgado escritura ni cancelado la carga en el Registro. 
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Secundo. Haberse declarado la insubsistencia del censo por eje- 
cutoria de los Tribunales en pleito seguido con citación expresa y 
audiencia del Estado. 

Si fuere necesario acudir á los Tribunales para el reconocimien- 
to y el pago de los censos de que se ocupa esta ley, la reclamación 
á que diere lu;^ar se sustanciará con sujecijn á lo prescrito en la 
Ley de Enjuiciamiento civil para los juicios verbales, si la cantidad 
que se reclama como capital del censo, valuado á los tipos marca- 
dos en el art. 1.® para la redención al contado, no excede de 250 pe- 
setas; si excediere, se sustanciará siempre por los trámites de los 
juicios de menor cuantía. Cualquiera que sea la sentencia que pu- 
siere término á estos juicios, queda á las partes su derecho á salvo 
para promover el que según la cuantía del capital sea procedente 
con arreglo á las leyes, en el que podrán hacer valer cuantas accio- 
nes y derechos se crea asistirles. 

Art. 8.® Los Eegistradores de la propiedad darán conocimiento 
á los jefes económicos de los censos que consten á favor del Estado 
y de corporaciones sujetas á la desamortización, siempre que así lo 
observen al inscribir los documentos que se les presenten. Cuando 
por efecto de los avisos de los Eegistradores conozcan los Jefes 
económicos la existencia de un censo del qne no tengan anteceden- 
tes bastantes, pedirán certificación á los mismos. Los honor¿arios de 
las certificaciones cj[ue expidan se abonarán á los Eegistradores con 
cargo al capítulo y artículo correspondientes del presupuesto espe- 
cial de ventas de bienes desamortizados. 

Art. 9.® Los que presenten certificaciones de los Eegistradores 
que reúnan las condiciones marcadas en el art. 7.® de esta ley refe- 
rentes'á censos desamortizados de que no tenga noticia la Hacien- 
da, ó que no haya cobrado en los cinco últimos años, adquieren el 
derecho de que el Estado les otorgue "escritura de trasmisión si la 
redención no estuviere pedida ni la venta anunciada; j)ngando úni- 
camente la cantidad que hubiera satisfeclio el censatario por la re- 
dención al contado ó á plazos. Los compradores de censos desamor- 
tizados, podrán hacer constíjr su derecho en elEegistro de la pro- 
piedad presentando la escritura de trasmisión otorgada por el Es- 
tado, para que al margen del último asiento se ponga la oportuna 
nota, la cual surtirá todos los efectos que la ley atribuye á la ins- 
cripción. 

Art. 10. Sin alterar las disposiciones vigentes respecto al uso 
del papel sellado, el Q-obierno dispondrá cuanto convenga para que 
los censos puedan cancelarse, silos redimentes lo desean, sin necesi- 
dad de otorgar escritura pública. 
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A.rt. 11. Las disposiciones de esta ley no son aplicables á las re- 
dencioues de arrendamientos antiguos, ni á las de los aprovecha- 
mieiitos á que se refiere el art. 7.® de la de 15 de Junio de 1866 
Art. 12. Las redenciores de censos correspondientes á corpo- 
raciones civiles se admitirán en todo tiempo sin hacer indao*acion 
alguna respecto á los réditos que se adeuden, toda vez que las cor- 
poraciones propietarias conservan el derecho de reclamarlos hasta 
el dia que aquella se verifique. 

Art. 13. Continuarán tramitándose y resolviéndose las denun- 
cias pendientes, y admitiéndose las que se promuevan, sin perjudi- 
car en nada los derechos adquiridos ó que adquieran los denuncia- 
dores. Los denunciados que reconozcan dentro de un año la justi- 
cia de la denuncia y que á la vez rediman, quedarán Ubres de la 
multa que pudiera corresponder al Estado. 

Art, 14. En los casos en que se invalidase alguna trasmisión ó 
redención de censos, el Estado quedará obligado á devolver única- 
mente las cantidades que hubiese percibido. 

Art. 15. Quedan derogadas todas las disposiciones anteriores á 
esta ley referentes á condonaciones de réditos. 

Art. 16. Se autoriza al Ministro de Hacienda para que de acuer- 
do, en cuanto sea necesario con el de Gracia y Justicia, dicte las 
instrucciones convenientes para la ejecución y cumplimiento de 
cuanto en esta ley se dispone. 

Portante: mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como militares y 
eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que guarden y hagan 
guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes. Da- 
do en Palacio á 11 de Julio de 1878. — To el Eey. — El Ministro de 
Hacienda, Makitel de Oboyio.i» 

Para llevar á efecto la Ley de 11 -do Julio sobre redención de 
censos desamortizados, ínterin se redacta y publica la instruc- 
ción correspondiente, se dictó por el Ministerio de Hacienda, y 
á fin de facilitar desde luego la redención de dichos censos, 1« 
Real órden siguiente: 

•Exorno. Sr.; Habiendo de invertírae algún tiempo en redactar 
y publicar !a instnu cion para llerar á efecto en todas sus partes a 
ley de 11 del corriente sobre redención de censos desamortizados. 
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pues Labra de ponerse previamente de acuerdo este Ministerio con 
el de Gracia y Justicia: y 

Considerando que debe procurarse quo no se irropfue perjuicio al- 
^uno, deteniendo las redenciones de censos con las ventajas que la 
expresada ley concede: 

Considerando que ios preceptos de la ley alcanzan á todos los 
censos sujetos en cualquier concepto á las leyes dosainortizadoras; 

Considerando que dispuesto que los que pidan y paguen la re- 
dención al contado dentro de un año no deben satisfacer réditos al- 
gunos, y que solo han de abonar una anualidad los que rediman á 
plazos, es inútil toda indagación y prueba, por ahora, 7 'especto á los 
réditos que se adeuden por los reditnentes, lo cual facilita extraor- 
dinariamente la resolución de sus solicitudes: 

Considerando qu'e es también expedito el concederlas cuando se 
trata de censos desconocidos, porque admitidas según las decdara- 
ciones de ios interesados no se causa perjuicio al Estado para lo su- 
cesivo, puesto que solo se tiene por redimido el capital decla- 
rado; y 

Considerando que las instancias de los que deseen redimir de- 
ben ser resueltas sin dilación, para que ingrese en el Tesoro lo que 
las redenciones importen y para que cuanto antes aparezca la pro- 
piedad libre de las cargas que la afectan; 

Su Majestad el Key (Q. D. G.), conformándose con lo propues" 
to por V. E. é ínterin se publica la instrucción definitiva, se ha ser- 
vido ordenar se observen las disposiciones siguientes: 

1. * Los Jefes económicos adoiitirán desde luego, con arreglo á 
la ley de 11 del corriente, las redenciones de los censos sujetos á 
las leyes desamortizadoras, cualquiera que sea su procedencia. 

2. * Para llevarlas á efecto dispondrán que se hagan sin la menor 
dilación las liquidaciones y capitalizaciones oportunas, á los tipos 
que corresponda, según el art. 1.® de la Ley, haciendo conocer su 
resultado á los redimentes para que ingresen en el Tesoro lo que de- 
ban satisfacer. 

3. ® Si los que intentan redimir estuviesen apremiados, ó lo fue- 
sen en lo sucesivo para el pago de réditos, se suspenderá el apremio 
tan pronto como pidan la redención, si al propio tiempo consignan 
el precio total de esta ó el importe del primer plazo, si en esta for- 
ma se pide; y el de ios réditos que con arreglo á la Ley deben satis- 
facer los que redimen. 

4. * Sin perjuicio de anotar en el registro general de las Admi- 
nistraciones económicas las solicitudes que se presenten, se abrira 
jino especial, foliado y sellado, en que se tome razón de las reden- 
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ciones que se soliciten á virtud de la Ley de 11 del corriente. En es- 
te registro se haiá constar: primero, el nombre del que pretende 
redimir; segundo, la fecha de la instancia y la de su presentación; 
tercero, el capital y réditos del censo, si las dos* cosas constan; 
cuarto, la indicación de la finca ó fincas que se digan gravadas- 
quinto, si la redención se pide al contado ó á plazos; sexto, el impor- 
te de la capitalización; sétimo, el dia en que se pagó la redención ó 
el primer plazo. Las dos últimas casillas se llenarán en el momento 
que la capitalización esté hecha y que el pago se realice. 

ó."" Los Jefes económicos ordenarán que las liquidaciones se 
practiquen sin demora; y si se reunieran por el momento muchas 
solicitudes, destinarán horas extraordinarias para llevar al corrien- 
te el servicio. 

6/ Si los censos que se pretenda redimir son conocidos y están 
inventariados por la Hacienda, se anotará en los inventarios la re- 
dención y la fecha en que ir gresó el total importe de ella c el del 
primer plazo. Igual anotación se hará en ia cuenta corriente que 
exista para exigir ai cen^aiario los réditos. 

7.“ Cuando ios censos que se lediman procedan de corporacio- 
nes sujetas á la desamoitizacicn, peí o que tienen el derecho de co- 
brar sus rentas, la Administi ación se Imutaiá á recibir el importe 
de la redención sin reclamar réditos algunos. 


8.^ Los Jefes económicos remitirán mensualmente á la Direc- 
ción de propiedades un estado en que aparezca el número de cen- 
sos del Estado y de corporaciones civiles redimidos al contado y á 
plazos durante el mes, 3^ el importe de lo ingresa do por unas jotras 
redenciones. 

De Leal orden lo digo á V. E. para los efectos correspondientes. 
Dios gnaide á V. E. muchos años. Madrid 26 de Julio de 1878. — 
Okovio. — Señor Director general de propiedades y derechos del 
Estado.^» 



a 


Por ’a Dirección general de Propiedades y Derechos del Es- 
tado, se dictó con fecha 31 de Enero de 1879 la siguiente cir- 
cular: 


«A fin de preyenir las duda que pueden ocurrir acerca de la tra- 
mitación que debe «larse á los expedientes que se promuevan para 
obtener la transmisión de censos desamortizados, con arregle a lo 
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dispuesto en elart. 9.® de la Ley de 11 de Julio úlilmo/esta Direc- 
ción general lia acordado que, ínt erin se publica la Instrucción de- 
finitiva para la ejecución y cumplimiento de dicha Ley, se observen, 
por lo que toca á la transmisión de censos, las reglas siguientes: 

1 . * Los expedientes sobre transmisión de censos desamortizados 
se instruir¿in en las Administraciones económicas, y serán resueltos 
por esta Dirección. 

2. " Si en alguna instancia deja de expresarse que se solicita la 
transmisión del censo por ser desconocido para la Hacienda, ó por- 
que no se han cobrado sus reditos en los cinco años últimos, se exi- 
girá al interesado que consigne el fundamento de su solicitud, sin 
dar trámite alguno al expediente mientras no se haga esta acla- 
ración. 

3. “ En los certificados de los Registradores de la propiedad que 

se presenten para obtener la transmisión de un censo, deberá ex- 
presarse: Quién constituyó el ceuso. 2.^ La persona ó corpora- 

ción en cuyo favor fué constituido. 3.^ Su especie, su capital y sus 
réditos. 4.° La finca ó fincas á él afectas. 5.^^ Si está ó no cance- 
lado. 

4. "^ Cuando las certificaciones no contengan todos ios datos enu- 
merados en la regla anterior, se devolverán á los solicitantes, ente- 
rándoles de io que les falta, á fin de que presenten otras en debida 
forma. Esta devolución será decretada por el Jefe de la Adminis- 
tración económica en las instancias en que se solicite la transmi- 
sión. 

5. ^ Cuando los certificados se hallen expedidos en la forma de- 
bida, las Administraciones económicas certificarán antes de dar nin- 
gún otro trámite al expediente, y á continuación] de las instancias, 
si con antelación á la fecha en que se solicita la transmisión ha si- 
do ó no pedida la redención del censo, y si su venta estaba ó no 
anunciada; y si resultase que estaba pedida la redención ó anuncia- 
da la venta, ántes de que se soucitara la transifiision, se remitirá el 
expediente sin más trámites á este Centro directivo. 

6. ^ Siempre que se solicite la transmisión de un censo, fundán- 
dose en que es desconocido para la Hacienda, y resultase que ántes 
de hacerse esta solicitud no se habia pedido su redención, ni anun- 
ciado su venta, certificará la Administración económica si constado 
algún modo su existencia en los inventarios respectivos, en las 
cuentas de rentas públicas, ó en cualquier otro documento, y des- 
pués que haya certificado en esta forma remitirá el expediente á es- 
ta Dirección. 

7. * Eii el caso de que la solicitud de transmisión se funde en que 
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Bo se han cobrado los réditos del cens© durante los cinco últimos 
años, y resulte no haberse pedido ántes la redención ni anunciado 
la venta, certificará la Administración económica si es ó no cierto 
el fundamento de la solicitud y remitirá el expediente para su re 
aolucion.H 


4 . 


a 


Real decreto de 25 de Febrero de 1879; 

•V 

^Exposición, — Señor: El precepto contenido en el art. 25 de la 
Ley de Notariado acerca de la forma en que deben otorgarse las 
escrituras públicas, sin hacer salvedadalgunarespectodelas de ven- 
tas de bienes nacionales y redención de censos desamortizados, ha 
creado cierta confusión en cuanto al otorgamiento de dichos ins- 
trumentos, y hace necesaria una disposición que armonice Iqs pre- 
ceptos de la expresada Ley con los de las que se han dictado ¡tara 
llevar á efecto la desamortización. 

Sin entrar en un examen prolijo de lo establecido hasta el dia, 
basta indicar, en demostración de lo enunciado, que la Instrucción 
de 31 de Mayo do 1855 en los artículos 167 y 217 ordenó que las es- 
crituras se otorgarán en los ejemplares impresos, cuyos modelos se 
publicaron; y esto es hoy inaplicable mediante á que por la Ley del 
Notariado y por la Orden del Ministerio de Grracia y Justicia de 
z6 de Abril de 1869 se declara improcedente la protocolización de 
impresos; debiendo por lo mismo extenderse manuscritas las escri- 
turas matrices, y habiendo de percibir los Notarios los derechos ta- 
xativamente señalados en el Arancel. 

Existe además otro motivo de perturbación, debido principal- 
mente á que, al publicarse la Ley de l.° de Mayo de 1855, los Es- 
cribanos de número ue los Juzgados intervenian en los expedientes 
de subasta y reunían el doble carácter do actuarios y Notarios, por 
manera que el del Juzgado correspondiente intervenía en el remate 
otorgaba Inego la escritura; pero la lical Orden de 23 de Setiem- 
bre do 1863 prohibió á los Escribanos de actuaciones autorizar ni 
protocolizar escrituras; y aun cuando en un principio no se notaron 
grandes dificultades en el ramo de bienes nacionales, poi que entiiu- 
ces ios que desempeñaban las Escribanías reunian ese doble caiác- 
ter, conforme van separándose ambas funciones, se x)roducen ín- 
covweiruMites que es iudispensablc desaparezcan para que la con- 
tratación no so paralice, determinando que Notarios han de autori 
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sar las escrituras, j qué honorarios han de devengar por las mismas 
7 han de pagar los compradores de bienes nacionales. 

Es además preciso adoptar una resolución que corte todas las 
dudas, porQue habiéndose dado plazos fatales á los compradores de 
bienes i^cionales para otorgar las escrituras, no encuentran sin 
embargo fácil el camino para conseguirlo. Justo es, pues, sacarlos 
de esa situación embarazosa, y procurar además que, otorgándose 
las escrituras, se o^btengan los ingresos que ha de proporcionar al 
Tesoro el uso del papel sellado que en las mismas se invierta. 

Por estas consideraciones, el Ministro que suscribe, después de 
haber examinado el asunto con la debida detención y de acuerdo 
con el de Gracia y Justicia, tiene la honra de someter á la aproba- 
ción de Y. M. el adjunto proyecto de Decreto. Madrid 25 de Febre- 
ro de 1879. — Señor; A. L. P. P. de V. M. — El Marqués de Orovio. 

Real decreto , — Conformándome con lo propuesto por el Minis- 
tro de Hacienda, de acuerdo con el de Gracia y Justicia, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Corresponde autorizar las escrituras de ventas de 
bienes nacionales y de redención de censos á los Notarios residen- 
tes en el punto donde deban otorgarse. 

Art. 2.® Cuando fuesen varios los que se encuentren en este ca- 
so, deberá autorizarlas el que haya asistido á la subasta; y caso de 
no ser Notario el que hubiere intervenido en aquel acto, el Notario 
nombrado por la Hacienda en la localidad p??ra otorgar los docu- 
mentos que á la misma interesan. En su defecto los compradores 
podrán designar uno entre los de la localidad en que resida el J uez 
que haya de otorgar la escritura. 

Art. 3.® A falta de esta designación, ó por excusa del Notario, 
tendrá obligación de otorgar la escritura el que señale el J uez otor- 
gante, á cuyo efecto se establecerá un turno entre los Notarios re- 
sidentes en la población de un modo análogo al prescrito en el ar- 
tículo 76 del Reglamento general del Notariado. 

Art. 4.® Para las escrituras ae redención de censos desamorti- 
zables será designado el Notario nombrado iDor el Ministro do Ha- 
cienda, cuando lo hubiere en el punto en que haya de otorgarse, y 
en su defecto el que designen los interesados ó el Juez, según lo 
preceptuado en los artículos anteriores. 

Art. 5.^ Si fuesen varios en la misma localidad los Notarios es- 
pecialmente designados por la Hacienda, se establecerá entre ellos 
un riguroso turno para el otoigamiento de dichas escrituras. 

Art. 6.® Las disposiciones de le o artículos |>recedentes se enten- 
derán sin perjuicio de lo que dispone el art. 10 de la Ley de 11 de 
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Julio de 1878, j de lo que por virtud de ella se establezca en la 
instrucción que se dicte para su cumplimiento, respecto á que los 
redimentes de censos puedan cancelar éstos, si lo desean, kn nece 
sidad de otorgar escritura pública. 

Art, 7.^ Las escrituras matrices de ventas de bienes na fonales 
y de redención de censos desamortizables habrán de manuscribirse 
necesariamente, aunque ajustándose en lo posible á los modelos im 
presos que se publicarán á continuación. Dichos 4nodelos impresos 
podrán utilizarse para las primeras copias, si no se prefiriese exten- 
derlas manuscritas con arreglo á los mismos. 

Art. 8.‘* Por el otorgamiento de la escritura matriz y primera 
copia en las ventas pagará el comprador al Notario los derechos 
arancelarios siguientes; 

Si el valor en el remate de las fincas ó derechos no excediere de 
250 pesetas, el 3 por 100 del precio en qne sean rematados, no pu- 
diendo bajar en ningún caso los expresados derechos de 2 pesetas 
50 céntimos. 

Si excediere de 250 pesetas y no pasara de 2.500, 2 pesetas por 
foja de matriz, sin que pueda nunca exigirse más de 15 pesetas. 

De 2.500 pesetas en adelante, 2 pesetas 50 céntimos por foja de 
matriz, y como límite máximo 25 pesetas. 

Cuando en la escritura se incluyeran más de 10 fincas, cobrará 
el Notario, además délos derechos anteriormente expresados, 50 
céntimos de peseta por cada una de las fincas que excedan de dicho 
nuniero, y cuyo valor en venta llegase á 25 pesetas, acumulándose 
las necesarias para formar esa cantidad cuando una sola no la com- 
ponga. 

Art. 9.® Por el otorgamiento de la escritura matriz y primera 
copia en las redenciones de censos satisfará el redimente al Nota- 
rio los derechos arancelarios siguientes: 

Hasta 250 pesetas inclusive, 3 pesetas. 

Desde 251 á 1.000, 6 pesetas. 

De 1.001 en adelante, 2 pesetas por foja de matriz, y como límite 
máximo 10 pesetas. 

Art. 10. Las escrituras de venta y las de redención de censos se 
arreglarán á los modelos que con los números l.° y 2.® se publica- 
rán á continuación de este Decreto. 

Art. 11. Quedan derogadas todas las disposiciones referentes á 
otorgamiento de escrituras de ventas y redenciones de censos de bie- 
nes nacionales que sean contrarias á las disposiciones precedentes. 

Dado en Palacio á 25 de FeiL^rero de 1879. — Alfonso. — El Minis- 
tro de Hacienda, Manuel de Orovio.» 
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MOD^ÍLO DE ESCRITURA DE YENTA JUDICIAL OTORGADA EN 

NOMBRE DEL ESTADO. 

«En (este hueco para el punto), á (para el dia) de (para el mes) 
dd mil ochocientos (para el año). 

-A.nte mí E. (para el nombre del j^íotario), vecino de (para su 
domicilio, distrito notarial y nombre del Colegio á Que correspon- 
da), comparecen: 

De una parte el Sr. D. (nombre y apellidos del Juez), de esta- 
do , mayor de edad, vecino de , con cédula personal del distri- 
to municipal de , fecha , núm ,qiie exhibió y volvió á recoger. 

en el concepto de Juez de primera instancia del distrito de , en 

(para, lá provincia). 

T de la otra parte el Sr. D. (nombre y apellidos dcl comprador), 

de estado , de años de edad, de profesión , vecino de con 

cédula personal expedida en , núm , fecha , que igualmente 

presentó y volvió á recoger. 

Dichos señores comparecientes se hallan con capacidad legal, 
sin que me conste nada en contrario, para formalizar esta escritura 
de venta judicial, ácuyo fin hacen constar: 

Que declarados en estado de venta i)or las Leyes desamortiza- 
doras los bienes y derechos reales pertenecientes al Estado y Cor- 
poraciones civiles de la Nación, se instruyó expediente para la ena- 
jenación de la siguiente: 

* 

Finca. 


(Aquí se dejará un blanco de todo lo que falte para terminar el 
pliego para la descrii cien de la finca ó fincas objeto de la venta, que 
incumbe hacer al Notario con presencia del 'expediente de subasta. 
Esta descripción sábete ya que ha de hacerse determinando la fin- 
ca, su clase, sitio ó lugar, medida superficial, linderos por los cuatro 
puntos cardinales, además de sus números y manzana si la finca 
fuese urbana, expresión de las cargas ó de su libertad con que se 
venda; y por último, como indicación del último título la proceden- 
cia y la fecha, libro y fólio de la inscripción que resulte hecha á 
nombre del Estado ó certificación de posesión que en su defecto se 
entrega. De este modo, dejando el referido blanco, se facilitará de 
la única macera posible la viabilidad del modeló impreso, puesto 


que si sobra hueco en blanco, el sobrante hasta su conclusión pue- 
de inutilizarle el Notario por medio de aspa ó raya» señaladas con 



(rusto y curiosidad; y si por ser varias fincas ó por otra causa resul 
tase insuficiente el blanco que contenga el pliego, se añadirá á ' 
tiiiuaciou del mismo otro pliego en blanco, ó los que fueren 
sos, para la descripción de los bienes ó derechos en la forma 
inutilizándose en la propia forma lo que sobrase hasta ^ 

el si^aicnte pliego impreso que continuará y principiará eu par ' 
Jos términos.) ^ 



Anuneiada la subasta en (para la feelia del Boletín) por la can- 
tidad dt\„„, tipo de (para la tasación 6 capitalización), se celebró el 

remate el de de IS , quedando rematada eu la suma de 

y adjiulicáudoso á D , como mejor postor (aquí se dejará este 

hueco para señalarle con línea de tinta, ó poner y «cesionario del 

rematante D ” caso de que luibiese mediado cesión,) 

Notiticada al comprador la adjudicación déla tinca hecha i>or la 
Dirección general de Propiedades y Derechos del Estado en orden 

del dia de de IS x>or dicho señor adquireute se verificó el 

pago de , importante la cantidad de segnn resulta de la carta 

de i>ago al etecto exi^edida que se tiene á la vista* y que á la letra 
dice así: 


CARTA DE PAGO. 


CoiTCS]>oudo con la carta de pago original unida al expediente. 
Y habiciidoso acordado la posesión de la tinca y ol otorgamiento de 
la presente escritura de vent:i^ usando el Sr. Juez de las facultadas 
de que so halla revestido, 
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Otorga, 

Qae á nombre del Estado que representa vende para siempre 

jamas al referido Sr. D , y quien del mismo haya legítima causa 

de suceder, la finca anteriormente descrita, y con las siguientes 

CONDICIONES. 

« i 

1. * Que la cantidad de que queda por satisfacer del precio de 

esta venta la pagará el comprador por anualidades, á contar desdo 

esta fecha, y en plazos, al respecto de (aquí se deja un hueco de 

dos 6 tres renglones, que se asparán después en el caso de no que- 
dar plazos pendientes, ó se llenarán en la forma conveniente). 

2. * El Estado verifica esta venta con sujeción á las Leyes y dis- 
posiciones oficiales vigentes ó que puedan regir en la materia. 

3. * La finca objeto de este contrato no se halla gravada con más 
cargas que las manifestadas; pero si apareciese alguna posterior- 
mente, se indemnizará de su importe al comprador. 

4. * Las reclamaciones que contra esta venta hubieren de enta- 
blarse serán siempre en la vía gubernativa en la forma y plazos que 
prescriben las disposiciones vigentes. 

5/ Los derechos de espediente hasta la toma de posesión serán 
de cuenta del rematante. 

6. * Los compradores de fincas urbanas no podrán demolerlas ni 
derribarlas sino después de afianzado ó pagado el precio total del 
remate, y los de aquellas que contengan arbolados deberán prestar 
la fianza correspondiente y cumplir lo dispuesto en el art. 3.* de la 
Ley de 9 de Enero de 1877. 

7. * El arrendamiento de las fincas urbanas caduca á los 40 dias 
después de la toma de posesión, y en los predios rústicos concluido 
que sea el año de arrendamiento corriente á dicha toma de po- 
sesión. 

8. * La inscripción de este instrumento en el Eegistro de la pro- 
piedad está exento del impuesto de traslación de dominio. Las trans- 
misiones sucesivas quedan sujetas á su pago. 

9. *" La finca enajenada por esta escritura queda hipotecada á la 
Hacienda hasta el completo pago de su importe y el de los intereses 
de demora en su caso. 

10. Si la finca fuese declarada en quiebra por falta de pago de 
cualquiera de los plazos, quedan desde luego anuladas y sin ningún 
vrfor ni efecto las hipotecas que sobre la misma haya podido cons- 
tituir el comprador á favor de terceros. 
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11 , Ttir virtud do esta osoritura trausmite en faror del compra- 
dor la posesión y dominio de la linea, de que podrá disponer libre 
'lite eoino eosa suya propia habida con justo y legitimo título" 
edaiido obligado el Estado á la evieeion. seguridad y saneamiento 


nu 
qiu 

c'oii ariVi^lo á doi'tH'ho. 

12. VA comprador acepta esta escritura, etc. 

A cumplimlcuio de lo expuesto el Sr. Juez obliga al Estado reí 
comprador se compromete eou arreglo á derecho. 

Quedan hcciias las adverteucias legales en favor del Estado, de 
la provincia y dcl Municipio por el impuesto repartido á la finca 
enajenada correspondiente á la última anualidad; y en favor del ase- 
gui ador, en su caso, por las dos últimas anualidades ó dividendos, 
si el seguro fuese mútuo. 

Pambieu se advirtió por mí el iSTotario que la copia de esta eseri- 
tura debe presentarse en la oiiciiia liquidadora y eu el Redstro de 
la propiedad correspondiente parala debida iiiscripcioii. pues que en 
el ent reí auto se veritiea no sera admitida eii Jos Tribunales, Conse- 
jos ú olieiuas del Estado en perjuicio de un tercero que hava ins- 
cripto su derecho. • 

lai presente escritura fue leída por mi el Xotario, mediante á 
que los señores oíorgauies y testigos renunciaron al derecho de ha- 
cerlo por si. 

Fueron testigos presentes al acto P. (es preferible quedarse 
aquí, }>orque de este modo el iX otario podrá eoucluir la escritura 
manuscrita, según que los testigos firmeu ó no. y sean sólo instrn- 
meníales o de conocimiento. Pe todos modos esta conclusión, deja- 
da en blanco, ha de ser de muy cortos renglones). 

MOUKl.O UK KSOKi ri KA 1>K KKnKKCIOX, OTOBGADA A XOMBEl 

IVKL KSTADO. 

Kn . .. dt' do IS :viuo un I> vooiuo de oomp»- 

reani: 

Pe una pane el Sr. P de estado mayor oe edad, veciite 

de . .con cédala personal del distrito municipal de fecha...... 

u\imero que exltibio y volvio a recoger, en el concepto de Juei 

lie pncacra r.ist.uuai aCídisiruode en..... 

Y de la otra parle el Sr. P de estado. de anes de edad» 

de protesiou veeiuo de eou cédula personal exivdida en.*.. . 

numero fcv'ha que ige.almeUie proseuio y vuelve a nHA^ger. 

Piehos señores eomt>:irecunues se bailan con eapacui.ad 
sin que me conste nada en eounario, para íormalifAr esta escritura 
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lie redoncioii, á cuyo tiu luu\a constar que declarados en estado do 
redención por las Leyes desainorti/.adoras los censos entitéiitici)s 
consiirnativos y reservativos, los de población, los treiulos, foros, los 
conocidos con el nombre de carta de .uracia, y todo c;inon, renta ó 
prestación de análoiía naturaleza, pertenecientes al Estailo y Cor- 
poraciones civiles de la IS ación, acudió al ,L'fe déla Administra- 
ción económica de U.,.,., vecino de solicitando la redención 

de impuesto sobre 


cuya tinca le pertenece por 


Y habiéndose instruido el oportuno expediento ^uubernativo, y 
resultando que ascienden los réditos anuales de ^iicho..... á la canti- 
dad de fueron capitalizados al tipo de por hallarse coin])ivu- 

dido en la base , dando por capital ])ara la redeiudon la suma 

de ; y aprobada ésta por el Sr. Jefe de la Administración ('cono- 

mica en , el expresado D A'eriíicó) el i>ago de según resulta 

en la carta de pago al efecto expedida, que se tiene a la vista y qin' 
á la letra dice así: 


CAETA DE PAGO. 


Corres])onde con la. carta de pago original unida al expediente. 

En su eonseeueneia, usando el Sr. fluez de las faeultad('s de que 

se halla revestido, otorga que da por i’edimitlo el mencionado á 

favor del referido D y quien del mismo haya legítima causa de 

suceder la íinea anteriorineiifco descrita, quedando de eonsiguiente 
libre de la exi)resada carga, y canceladasy sin níngiin valor ni (dVc'- 
to las escrituras de imposición y rot'onocímieiito del mismo y sus 
inscripciones en el Eegistro do la proj>iedad. Obliga á la llaídemla 
pública á la eviccion y saneamiento do este contrato en sus respec- 
tivos casos. Y hallándose presente el D , dueño de la íim*a libe- 
rada del aceptó la redención en los términos que le ha sido con- 

cedida y se obliga á pagar el importe no satisfecho de dicha reduc- 
ción en plazos en la forma siguiente 


y para asegurar el cumplimiento de la obligación antes referida, 
constituye hipoteca voluutíu’ia sobre la finca hasta ahora acensuada 
por la cantidad de á que asciende el importe do dichos plazos, de 
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cuya suma y el 12 por 100 de interese!i'do demora en su caso, mien* 
tras no sea satisfecha, deberá responder la finca mencionada con 
preferencia á cualquiera otra obligación real posterior ála fecha do 
la imposición del redimido. 

Al cumplimiento de lo expuesto el Sr. Juez obliga al Estado y 
el redimente se compromete con arreglo á derecho. 

Quedan hechas las advertencias legales en favor del Estado de 
la provincia y del Municipio por el impuesto repartido al ceuüO re* 
dimido correspondiente á la última anualidad. 

También se advirtió por mí el Notario que esta escritura debe 
presentarse en la oficina liquidadora y en el Registro de la propie* 
dad correspondiente para la debida inscripción, pues que en le en- 
tretanto se verificó no será admitida en los Tribunales, Consejos ni 
oficinas del Estado en perjuicio de tercero que haya inscripto su 
derecho. 

Del propio modo advertí á los recurrentes el derech| que les 
concede la Ley notarial para leer por sí este documento ú oírmelo 
leer; y conviniendo en esto último, así lo verifiqué en alta voz de 
que doy fé. 


FORMULARIOS. 


Como complemento á la parle didáctica de esta obra publica- 
mos en las ediciones anteriores una serie de Formularios, que 
con escasas variantes vamos á reproducir, siquiera en este par- 
ticular tengamos una gran desconfianza de satisfacer las exigen- 
cias que en la práctica puedan presentarse según los casos. 

De propósito hemos omitido la sección de consullas que te- 
nemos coleccionadas, dejando que c.ada uno de nuestros lectores 
resuelva por su propio criterio, ajustándose en más ó en ménos 
á nuestras observaciones y comentarios, la aplicación de la Ley- 
Convenio. 


A. 

EXPEDIENTE GENEEAL DE REDENCION DE CARGAS, PAGO 
DE LAS VENCIDAS T NO SATISEECitAS. 

Solicitud al Diocesano ( 1 ). 


D. N. K, vecino de ante V. S. I. jmrezco y digo: 

1.® Que D en tal dia, mes y año, ante el Notario D con 

domicilio en tal pueblo, instituyó en el altar de la iglesia parrorpiial 

de Í6 capilla), bajo la advocación de Nuestra Señora del Pilar 

(6 tal Santo), una Capellanía colativa familiar, con el título de 

(2), cuyo patronato pasivo corresponde á los descendientes de D.,,., 
y el activo á los de D imponiendo al Capellán la obligación de 


(1 ) P&pd (ÍgI sgUo 9.^ 

(2) Por título se entiende el apelativo de la Capellanía, Beneficio, Patronato, 
Memoria, etc., y regularmente lo toma del nombre ó apellido de los fundadores, ó 
del fin que se propusieran; por ejemplo: Capellanía de Guzman, de Animas, de Mi- 
sa de alba: Patronato de Ladrón de Guevara, esto es, el nombre con que de antiguo, 
y sobre todo en los libros, venga conociéndose la fundación. 
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134 


diH'ir iniías cula íoiriana ó al mef. cou nías tantos 

por ol nlina do los 1 umladoros..... Todo lo cual resulta de la psoi'ifn* 
ra do í uiui.udoiv dol Btiudicio ó Capcllama ('í de la relación de c 
,7,ts o?',\ (no'oo'rodo ver rl Cirro iorovio ó cnraroorin ,0^ ■ ' . 


,ja, ^rr.oCorhodo joer C Curo jirojvo o encargado de la iciesia. y d¡ 

cen hbroti dr n^ifa. efe.) presento, " ^ 

ú." Que para dotación de esta Capellanía. Beneficio etc rc-im 
plimiorno de las expresadas carras, el fundador designó las finC 

censos, dercclios y acciones que se expresan en h nota ó rel«rViii 
(|ue á Oo^te escrito so acompaña. 

3. ;' Qno publicada la Ley de 11 de Agosto de 1341, t deseando 
utilizar los beneiicios de la misma, promoví (tí ini iiod^erdarde proviio 
víj) ol^juicio comp^-í"íite de adjudicación de los bienes de la expre*. 
sada Ca]iel]aiiía. Beneficio, etc., y se^^uido en todas sus partes reca- 
Vi) sentencia en tal dia, mes y año, ^declarándome con meior dere- 
cho á los expresados bienes, derechos y acciones, y adjudicándo- 
melos en su consecuencia, sin que nadie me liara molestado en su 
ipiieta y pacífica posesión, cuyos bienes se detallan en la nota, j 
cu> as carg'as se prefijaron en la sentencia (o se reJacionan en la nota 
que cei; arreglo al art 13 de la Instrucción de 25 de Junio de 1S67 se 
acón vana á este escrito), cuyo fallo causo ejecutoria, según consta 
de la copia autentica que del mismo prcsei^ro. 

4. '’ Que hallándome (o hqllá adose mi poderdante) comprendido 

en el artículo..... (l/\ 2e, 6 7e\ y en el 6,ñ de La Lev-Coiivenlo de 

24 de Junio de 18(>7, y deseando, en descargo de mi conciencia y su- 
misión debida á lo solemnemente pactado ent^v las dos Potestades. 
HKinxuu las cargas de carácter puramente eclesiástico, especiñca- 


mentc impuestas en la fundación, y á más de oslas SATisrACEK el 
im]H>rte de las vencidas y no cumplidas, desde que se me ¿id la po- 
sesión do los bieims (é recibo de los títulos [de la Deuda que en subro- 
gado?! de tales y tales Idenes se me enfregaron) , teniendo en cuéntalo 
dispuesto en el art. 8.'" del expresado Convenio, y lo consignado en 
el párrafo primero del art. 13 de la Instrucción, presento (ó me ha- 
Uo disq^uesto d qwesentar) los títulos de la Deuda consolidada del 3 
por 100 que importa el capital de dichas cargas, y (tanta cantidad) 
para satisfacer las vencidas y no cumplidas desde {talfcchad presen- 
tando en euanto á las cumplidas los recibos correspondientes del 
Capellán, {ó docunicutos que conduzcan d justijicar su cumpeimien- 
io) {l). Por todo lo cual: 

A V , S. 1. suirlico que, habiendo por presentados los documentos 
de que queda lieclia mención. i.\m los títulos correspondientes v el 
resto {^si lo hubiese) en metálico, se sirva haberme por cumpiiao 
con la Ley. y en su virtud, teniendo por hecha la redención, dispo- 

— ^ — ■ ' 'I > — - ■ ' ' '■ "" 

vi) lias solicitudes deberán informarse por el Pirroco, Pcouemo 
ijí'lesi.'^ en donde estuviese la tmiTaeiou; certiñeando de otic;o ,v cAiu ^ 

bros de visita, entable, y onalQnier otro docuniento autentico jO al 

ellos résped o á la carera piadosa, á su x'‘umpuniiento ó descubierto, 
nvmiero de Xíisas .anuales couque estuvieseArravada. .vía 

cada una de ellas, y todos los demás particulares de que trat.,a el art. o. i " 

truccion. También se acompañarán á las solicitudes ios recibos que 
partes interesadas en comprobación del cumplimiento de las carg’as ecie.i 
después de la última visita. 



— 435 — 

ner que se me libre el correspondiente documento para m¡ resguar- 
do y liberación de las fincas, mediante su presentación en el Eegis- 
tro de la propiedad; (l) lo cual es ju sticia que espero obtener de la 
notoria bondad de V. S. I., cuya vida guarde Dios muchos años. 
Fecha y Firma, 



\ 

Hola á que se refiere el articule 13 de la lustrueeion. 


D. N. N. vecino de..,., en cumplimiento de lo prescrito en el ar- 
tículo 13 de la Instrucción de 25 de Junio de 1867, y teniendo soli 
citada la uE©EiíCiO]sr de las cargas eclesiásticas de la Capellanía 
(o Beneficio, obra pía, legado pío, patronato laical ó real de lego, ú otra 
fundación de patronato familiar activo ó pasivo, cuyos bienes estuviesen 
gravados con cargas eclesiásticas, 6 bienes de dominio particidar exclu- 
sivo que las tengan, cuya redención es voluntaria) , ante V. S. I. pa- 
rezco y digo^ 

Que las fincas, censos, derechos y acciones que se me adjudica- 
ron por sentencia del Juzgado de primera instancia de (tal parte) 
{dado en tal dia, mes, y año como procedentes de la fundación {tal) 
fueron las siguientes*. 

1. ^ Tina casa sita en el pueblo de y su calle de número 

manzana cuya casa es conocida con tal título, que tiene de si- 

tio tantos pies cuadrados. Linda por la izquierda con la casa de 
N. por la derecha con otra de N. JST., y á espaldas con el corral 
de la que es propia de N. N. Esta finca se compone de tantos pisos, 
corral, cobertizos, pozo de aguas claras, etc., etc. 

2. ® lina tierra de pan llevar situada en el término municipal de 

la villa de tal, en el pago denominado tal, y punto de tal, cuya tier- 
ra es conocida con el nombre de la Capellanía {ii otro) señalada 
con ei número en el cuartel de pastos de cabida de tantas fa- 

negas y tantos celemines, equivalentes á tantas áreas, etc., etc. Que 
linda por saliente con tal tierra (o cercado), por Mediodía con tal, 
por Poniente con tal, y por Norte contal. 

3. ^ Una viña, olivar 6 huerto, etc., (se describe J 

Un censo fundado por escritura otorgada por D ante el 

Notario D con vecindad en tal parte, en tal dia, mes y año, á fa- 

vor de la Capellanía, de tantos reales de capital, y tantos réditos so- 
bre la finca siguiente: fse describe), y reconocido por el dueño de la 
misma D en escritura de tal fecha, con tales cláusulas. 

6.^ Un título déla Deuda pública del Estado, emisión tal, serie 
tal, número su capital tanto, y réditos de tanto. 

6.® Otro Ídem 


(1) Interin sea precisa la declaración por parte de las oficinas de Hacienda habrá 
de añadirse el requisito de la misma en los casos que dejamos indicados en el texto 
de la obra. 
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Sobro cuyas fincas se liallan impuestas las eartras pcIooí.í a- 
siguientes: ® ¿stieas 

Sobre la primera, tantas Misas rezadas á razón de tal lim 

Sobre la sc'gimda, tantos sufragios ó responsos por el 

los fundadores, (pie so han de rezar en tal dia (ó t 

del año. aias) 

1 in portando todas estas cargas tanto; y como para producir di ) 
reñía se necesita nn capital de tantos reales, me bailo di«,M,i:A ^ 
constituirla en tantos títulos del 3 por 100, con más tantos m ^ 
por la mitad (ó tal parte), del total á que ascienden las oblio-acion”® 
vencidas y no satisfechas de que asimismo me confieso deudor e- 
perandq ipie V. S. I. baga uso de la benignidad apostólica para está 
reducción, (arí como la de ¡a congrua ú otra carga), y en consecuen 
cia de esta manifestación documentada: 

A V. S. I. suplico se sirva tener por cumplidos los requisitos que 
marca el art. 13 de la Instrucción antes citada, y en su vista apre- 
ciar y fijar el importe anual de cargas, y el de las atrasadas no cumá 
plidas, con lo que en jiisticia proceda, que pido á V. S. I., cuya vida 
guarde Dios mucbos años.— 'yecba y firma. 



Variantes en lois escritos reialivos á la redención y pago 

de cargas. 


Primera variante. — Cuando la adjudicación se hubiese solicitado 
con posterioridad al Keal decreto de 30 de Abril de 1852 (1) podrá 
redactarse el escrito en la forma siguiente: 


D. N. N., etc. (2) 

1 .® 

2.^ Que sin propósito deliberado de contrariar las disposiciones 
de Su Santidad, sino por hacer uso de los derechos consignados en 
li legislación civil, ala sazón vigente, solicité (6 mi poderdante solici^ 
tó) que se le adjudicáran los bienes de esta Capellanía, Beneficio, 
etc., con el sincero propósito de satisfacer las cargas eclesiásticas, 
obteniendo en efecto dicha adjudicación, según resulta del testi- 
monio do la sentencia que presento. 

3/' Que los bienes adjudicados son los que se expresan en la re- 
lación aue se estanqiaal pié de este escrito. ^ ^ 

•i.® Que hallándose prevenido en el art. 2.'' del Convenio, que 1 s 
(pie se (uieuentren en el caso <iue dejo expuesto tengan la 
oion de sati.sfacer, además de las cargas, la congrua, y esta 

al tiem])o de la fundación la de tantos ducados, según señalan las 


(1) Art. 2.® (iel Convenio. 

(2) Como en la fórmula letra J. 



— 437 — 

Sinodales de la Diócesis, estoy pronto á satisfacer su importe en 
ij^ual forma que las demás cargas, y en los plazos que señala el ar- 
ticulo 19. Por tanto: 

♦ 

A V. S. I. suplica, etc. (1) 

Segunda variante . — Para el caso en que resulten obligaciones su- 
periores á los j>roductos de las fincas, la benignidad del Sumo Pon- 
tífice se ba dignado otorgar facultad á los Diocesanos para que pue- 
dan usar de indulgencia en conformidad al art. 21 del Convenio, y 
más circunstanciadamente el 6.^* de la Instrucción. 

Si el recurrente se hallase en este caso podrá exponerlo en el 
escrito, en estos ó parecidos términos. 

^ Sin embargo, de que según el art. 2.^ del Convenio debía sa- 

tisfacer en títulos del 3 por 100 el capital de la Góngrua, sustituyen- 
do el i in porte ó cuantía de aquella con el rédito que produzcan di- 
chos títulos, la notoria benignidad de V. S. I. se dignará tener en 
cuenta el escaso valor de los bienes adj udicados, y en su vista re- 
bajar las cargas de la Capellanía, usando de las ámplias facultades 
de que se halla investido. Por lo cual: 

A V. 8. I. suplico que, tomando en consideración lo expuesto, y 
previa la justificación del deterioro y escaso valor de los bienes ad- 
judicados, como también la exactitud con que he cumplido las car- 
gas, se sirva reducir la congrua en el presente caso, lijando lo que 
debo satisfacer en títulos en sustitución de su total importe. Lo 
que pido y espero obtener de la benignidad de V. 8. I., cuya vida 
guarde Dios muchos años. Fecha y firma. 

Tercera variante . — El art. 6."" del Convenio previene que al mis- 
mo tiempo que se rediman las cargas permanentes de una Capella- 
nía, se satisfagan las vencidas y no satisfechas. Con respecto al pa- 
go de estas el art. 9.^’ del Convenio previene que deben los Dioce- 
sanos establecer equitativa, alzada y prudencialmente la cantidad 
que por ella deben satisfacer, la cual deberá abonarse conforme á 
lo dispuesto en el art. 18 de la Instrucción. 

De esto se deduce, que para la mayor claridad se deberá en el 
escrito al Diocesano, y por un Otrosí manifestarse si se han cubier- 
to las cargas ó no: en el primer caso basta consignarlo y presentar 
los documentos justificativos; en el segundo ya es necesario fundar 
el Otrosí con las alegaciones oportunas, y en una forma análoga á 
la siguiente: 

Otrosí. Entablado pleito por mí (6 mi jpoderdantej para que se me 
adjudicase esta Capellanía, los bienes que la constituían quedaron 


(J.) Como en la fórmula letra A . 
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¿m poder de un administrador judicial, que solo rindió cuentas has 
la tal fecha, entregándome por alcance la cantidad de. tantos reales 
vellón, j esto sin cubrir las cargas de misas, j otras (que se expresa^ 
rán.) " 

Aunque me pareció reducida la suma no quise empeñarme en un 
litigio de cuentas, por creerlo sumamente dispendioso. 

Esta circunstancia debe tenerse en consideración por la benio* 
nidad de S. 1., para que no se me imponga por los años trascur* 
ridos desde la dación de cuentas más responsabilidad que Ude Ta 
simia que recibí. 

V. S. I. se ha de servir también tener presente, que al recibir 
las tincáis se hallaban sumamente deterioradas, porque el antiguo 
administrador c) Captdlan D. N. íí. las descuidó, entregándolas á 
colonos que la esterilizaron, á lo cual se debió el qué varios trozos 
de viña (á fe/ á tuvieran que arrancarse, quedando 

yermo el terreno que ocupaba. 

También por las mismas causas se desplomó una casa de la Ca- 
pellanía, Et neíicio, etc., y un corral en el monte; de mai*era que re- 
bajadas las cargas de estos bifiies. ixicliisa la contribución, según 
resulta del estado que presento, las fincas de dicha Capellanía o 
tiiiidacion no lian reuiüdo ni aun la mitaci de lo necesario p>ora cu- 
brir las cargas: no siendo desatendible otra eireiinstaiicia, y eslarie 
<ine debe tenerse en cuenta y retTibuirse en algima manera, el tra- 
bajo que puse en su adiiuirisriacitui. Por consiguiente, de todos es- 
tos datos veiídiees v con; probados Vú 'otros crráloqos.) como también 
de la iioteria baja que han tenido los frutos todos estos años, se in- 
liere !n necesidad deque \h SS. 1. en todo el periodo trascurrido ciu- 
rante im posos ion, red inzea á una cuarta parte (6 tercera) el total dt 
las cargas. — En esta atención: 


Á Y. S. 1. suplico que tomando en consideración cuanto he es- 
piiesto, se sirva redat’ír ciurante tcnlo el tiempc'> de mi posesión hasta 
el día de- la presentación c’e este escrito, á la parte de su importe, 
usando de la benignidad que se recomienda en el Convenio, y de la 
delegaci(n\ contenida mi el art. 21 del mismo, estando disiniesto á 
eiiirvgar {¿auto) en pago de los atrasos ó cargas vencidas y no cum- 
plidas. 

Cuarta varíajifc. — Los comprendidc>s en los artículos 4t', 5.® y 
7/' dcl Couvoivio. tienen obligación de redimir las cargas espiritua, 
les, y en el escrito ipie deben presentar al Dioeesaiio, también en 
pní>t'l do sello fi.y deberán hacer mérito: IC De la tiiiidaeion y sus 
cargas, en la forma qiu' lumu^s indicado ecui respecto á los adiudi- 
catarlos; 2.^ l\>r un Otro>¿ de las vencidas y no cumpudaS; dt OitmuO 
autorizar las notas y relai-ioues el Párroco ó el que luga ^us veces 
en I:i íglosi:i dcmde sc' halloii liiiidadas diehas Capellanías ó menio- 
rias pías, (poíenes i’ertifiearáu de la conformidad ó desconforinidiui 
cu lo que resultare de los libros de visita, apeos, entablaciones > 
otvois tioe limen ios fehacíeiiies. 
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SUas solicitudes versaren sobre las Capellanías que elart.4.^del 
Convenio declara subsistentes, se deberá acompañar. Su funda- 
cion y agregaciones, si las hubiese: 2.^ Los autos de la santa Visita 
y declaraciones del Tribunal eclesiástico, dado caso de que haya re- 
caído alguna que, bajo cualquier concepto, modifique la fundación: 
3.^ Las cuentas últimamente aprobadas con inserción íntegra del 
correspondiente Decreto; y 4.^^ Las de los años posteriores con ios 
resj)ectivos documentos que las justifiquen. 

Los que, aunque hayan sido patronos legítimos, tengan en 
poder bienes no adjudicados con arreglo á la legislación entonces 
vigente, deberán hacer igual solicitud que los antedichos, manifes- 
tando en ella, en el modo expresado, los bienes que obren en su po- 
der, según lo dispuesto en el art. 14 de la Instrucción, y al tenor 
que se ordena en el 13, so pena en otro caso de lo que pueda corres- 
ponderles con arreglo á las leyes, trascurrido el plazo que para ello 
fijare el Diocesano. 

Lo mismo ejecutarán los Capellanes, caso de que no se hubiesen 
adjudicado los bienes á determinadas personas y familias. 

Los que poseen bienes vendidos por el Estado deberán presen- 
tar la escritura de venta, en la que se individualizarán las cargas 
que se han obligado á pagar, pidiendo en lo principal la redención 
en títulos, y por un Otrosí expresarán las cargas vencidas y no sa- 
tisfechas, obligándose también á entregar los títulos correspondien- 
tes en conformidad al art. del Convenio. 

Por último, los que tengan sobre sus bienes alguna carga ecle- 
siástica, ora sea por testamento, ora por cualquiera otra escritura 
de transacción ó convenio, acudirán, si quieren redimirla, al Dioce- 
sano respectivo, presentando una copia del documento, y solicitan- 
do en escrito análogo al que como pauta hemos formulado, la reden- 
clon en títulos, acogiéndose por un Otrosí á la benignidad de los 
Muy Iteverendos Prelados con respecto á las cargas vencidas y no 
satisfechas. 



Petieioai extraordinaria. 


D. N. N., vecino do tal parte, ante Y. S., señor Juez eclesiásti- 
co de...!, parezco, y como mejor proceda, digo: . 1 xr 

ly Que D por'fescritura otorgada en {tal fecha) ^ y ante ei IM O- 

tario D con domicilio en (tal parte) fundó una Capellanía cola- 
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celebrar 

^Con 

;rina cristiínia: 4.“ Con la de asistir al confesonario duran^^ 1q 
na época do la Cuaresma: 5.“ T última. Con la de acompañar al 
Curaá las rogativas que se hiciesen en el pueblo. 


9 ^ 


rublicada la Ley de 19 de Agosto de 1841 solicitó la adiiidi 
(‘ación de los bienes que constituian la dotación de esta Capellanía" 
y que se reseñan al pié de este escrito, y por sentencia de la Excel 
lentísima Audiencia territorial (de tal parte) que causó ejecutoria" 
se me adjudicaron dichos bienes con sms cargas y frutos. ’ 

3. " Habiéndose celebrado entre 8u Santidad y el Grobierno de 
S. M. un Convenio en 24 de Junio de 1867, por el cual en su art. l.° 
se dis[>one que sean redimidas las cargas de carácter eclesiástico es- 
pecí ticamente expuestas en la fundación, he comparecido ante V. S. 
á cumplir con este precepto. 

4. *’ Pero es el caso que las cargas que se imponen al Capellán en 
la tmuhua’oii reseñada lUi el ])á!reJn primero, no pueden redimirse 
(‘on se[)arací(>n por constituir im todo, ó sea el conjunto de las obli- 
gac^uones del Capellán nombrado, obligaciones que afeetaban la to- 
talidací de los bienes de la referida Capellanía; de consiguiente, de- 
ben considerarse redimidas con el señalamiento de la congrua de 
(tanto) ^ q\m es lo que asignan las Sinodales de este Obispado [ó Ar- 
zobispado) por los servicios de esta clase. 

Siendo tan justo no dudo conseguir de la justiñcacion de Y S. 
que hará esta declaración. 

A \h S. suplico se sirva, en virtud de lo expuesto, lijar definiti- 
vamente el importe de las cargas eclesiásticas d4.o esta Capellanía en 
la cantidad de (tanto) á (pie as(*i(Uide la cóngriia en este Obispado 
(é Arzobispado)^ estando dispuesto á entregar en equivalencia los tí- 
íulos necesarios de la Deuda consolidóla del 3 por 100, en conlor- 
midad al art. 18 de la Instriuafion de 25 de Junio de 1S67, y en los 
plazos maiaaados en el art. 19 de la misma por proceder así eu jus- 
t icia, (pie pido etc. 

i 

‘ Podrá liaber, y de hecho habrá, adjudicatarios, poseedores y pa- 
tronos des(Uiidad(>s (pie traten de eludir la redención de cargas, pero 
ios D>0(*('saTios, ('u este caso ]>rocederán de oJlcio eu la forma pre- 
venida eu el art, 15 de la lustrucciou, y observando lo prescrito en 
id ir>, 17, 18, 19 V 20. 
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E 


Sledencion de las cargas segiiii el art. del Comento. (1) 


l?rGSGiitíid.íi ln> solicitud íil I)íocgs3.iio pidiendo Iíx redención, este 
la decreta mandando «pase á informe de la Delegación.” 

Modelo. — Habiendo examinado esfca Comisión el expediente ins- 
truido á instancia de D en solicitud de redención de (cargas) 

que deben celebrarse en (Iglesia) j que según consta en. ... (lí: 

bros parroquiales, escritura, etc., etc.) están fundadas sobre 

(fincas, etc.) .Visto el art. 7.'^ del último commnio sobre reden- 

ción de cargas eclesiásticas y conmutación de bienes de Caiiella- 
nías, esta Delegación cree que debe admitirse la redención de las 
citadas cargas señalando ixor esti})endio de las mismas el estableci- 
do por..., (escritura de fundación, la. costumbre, la sinodal, etc. etc.) 

debiendo advertir que están cumplidas hasta V. S. resolverá lo 

que crea, etc. — Decha y firma. 

En virtud del precedente informe el Diocesano dicta el si- 
guiente: 

Auto, — Vistos; usando de las facultades ordinarias y extraordi- 
narias que á Nos competen, en conformidad á lo establecido en el 
último Convenio sobre Capellanías, venimos en admitir y admiti- 
mos las bases propuestas por la Delegación en el precedente infor- 
me y en su consecuencia autorizamos á D. (solicitante) para que 

prévia liquidaciou haga la redención que solicita ateniéndose al ci- 
.tado Congenio é Instrucción de 25 de Junio de 1867. — Archívese 
este expediente hedías las correspondientes anotaciones y líbrese 
el oportuno certificado.— Lo acordó y firma S. S. I. el Obispo mi 
señor de que certifico. — Fecha. — Firma del Prelado, — Auto mí, N. 
Secretario. 


En vista del auto dictado por el Diocesano, la Delegatrion hace 
la liquidación al tipo de la cotización, y hecho el pago el Secretario 
de dicha Delegación expide un certificado en el que se copia el in- 
forme de la Delegación, el auto del Diocesano y el importo do la 
redención. 


(1) En Ins Gcliciones anteriores omitimos esta parte clel formulario Quo lioy aña- 
dimos por deberla á uno de los KR. Prelados con quien nos une hace anos estrecha 
amistad Al facilitarnos tan curiosos datos llamaba nuestra atención sobre Ja nece- 
sidad de abrir nuevo plazo para proroí/ar, toda vez que los Dioeesanos en su ma- 
yoría consumieron ya el que les otorif aba la Ijoy-convenio punto dei cual hemos ne 
cho mencionaren el texto y lugar oportuno. 



— 442 
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fií io.a líe de l^apeSian^'as adjudicadas^ civilmente 


PrescTitacla la solicitud acompañada de los documentos que acre- 
diten la adjudicación civil, las c¿irgas y el estado de su cumplimien- 
to el Diocesano la decreta como la anterior y la Delegación da el 
siguiente: 

/a/brmc.--Tí abiendo examinado esta Comisión el expediente pre- 
sentado por D..... en la i^arrorjuiá de arciprestazgo de por (es- 

critura })ubliea, ó testamento, etc.) otorgada en (la fecha) con obli- 
gación al Capellán de celebrar (las cargas). Añsta la sentencia de 
adjudicación civil de los bienes que constituye la congrua hecha á 
favor de D..... dictada en virtud de la ley de. 19 de Agosto de 1841, 
esta Delegación cree que en virtud de lo establecido en el art. 1.^^,. 
5.*" y demás, etc. y úitiino Convenio sobre Capellanías colativas, 
debe admiüj-se la redeiícion solicitada señalando por estipendio de 
las cargas el establecido en la Sinodal del Obispado; debiendo ad- 
vertir que estas se han cumplido hasta (fecha del cumplimien- 

to). — Dirma. 

A este informe de la Delegación episcopal sigue el decrete admi- 
tiendo la redención en estos términos: 

Decreto. — Vistos: Usando de las facultades ordinarias y extraor- 
dinarias que á Nos competen y en conformidad á lo establecido en 
el Convenio de 24 de Junio de 1867 sobre Capellanías de sangre y 
otras fundaciones piadosas, venimos en admitir y admitimos las ba- 
ses ]>rox>ucstas por nuestra Delegación en el precedente informe y 
en su consecnencia autorizamos á D,... para que previa la corres- 
pondiente liquidación, haga la redención que solicita, ateniéndose 
en un todo á lo prescrito en el citado Convenio é Instrucción de 
25 de J uuiü de 1867. Archívese este expediente hechas las corres- 
pOíidiunies íínctíiciones, y líbrese el oportuno certificado. — Lo acor- 
dó Y firma S. H I. de que certifico. Uecba.— -Dirma del Prelado. An- 
te mí etc. 

En vista de este decreto la Delegación hace la liquidación de las 
cargas y recibido su importe, entrega á los interesados un certifica- 
do en el que se inserta el informe de la Delegación, el decreto del 
Prelado y el importe de la liquidación. 
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G. 


Conmotaeioii tie bienios iSc ia^ ^\apeSSan!¡a$$ 

— .I^rtíeiilo t.^ y C^oiaveisio. 


Presentado por el interesado el expediente compuesto do la. so- 
licitud, fundación de la Capellanía, relación de los bienes que exis- 
tan en la actualidad 3" el documento que acredita el estado canónico 
de la Capiellanía, 3^ en caso de estar vacante, la certifica cion del 
cumplimiento de las cai^gas; el Prelado lo decreta mand'mdo <q)ase 
á informe de la Delegación» 

Recibido el expediente 3^ examinados los documentos, so otlcia 
á los Boletines oficial, eclesiástico y civil incluyendo los edictos de 
que habla el art. 9/ de la Instrucción, y trasciiiTido el termino sin 
presentarse opositor, la Delegación episcopal abre una iiiforiuacioii 
para averiguar los bienes que conserve la C¿ipellaiiía, y desi)Uí's dic- 
ta el siguiente informe: 

Habiendo examinado esta Comisión el expediente instruido á 
instau'cia de D solicitando conmutar en títulos del 3 por 100 in- 

terior las ile la Capellanía colativa de patronato fravdliar (}Lie con la 
advocación de S fundó en la parroquia de i)or medio de (es- 
critura ó testamento, etc.) otorgada en (fecha) D (fundador.) 

Esta Capellanía está comprendida en el ajd. 4.® del Convenio 3" co- 
mo tal se la declara subsistente (congrua ó incongrua) por pro- 

ducir los bienes que existen en la actualidad deducidas las contri- 
buciones la cantidad de que convertida en títulos de la Deuda 

interior del 3 por 100, (H)n.stituyc un capitrd d(\.... (Uiya Caiadlauía 
se halla (provista ó vacante.) La Comísiou ])rüpone á 8. 8. 1. se ad- 
mita la conmutación so J icitada, reservándose para su debido tiem- 
po el dictar el auto cammico declarándola (cóiigrua ó ineóngrua) su 



conforme á derecho. Pecha. — Ldo. Pedro^J. etc. 


m 

En vista del precedente informe, el Diocesano dicta el siguien- 
te auto: 

Vistos: Usando de las facultades que á Nos competen en con- 
formidad á lo establecido en el último Convenio sobre Capellanías 
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colativas de sangre y más fundaciones piadosas, venimos en admi- 
tir y admitimos las bases x>roi)uestas ]3or nuestra Delegación en el 

precedente informe, y en su consecuencia autorizamos á D para 

que hecha la correspondiente liquidación, haga la conmutación que 
solicita ateniéndose al citado Convenio é Instrucción de 25 de Ju- 
nio de 1867. — Archívese este expediente, hechas las correspondien- 
tes anotaciones y líbrese el oportuno certificado. Lo acordó y fir- 
ma S. S. I. el Obispo mi Señor de que certifico. Pecha. — Pirma dpi 
Prelado. Ante mí..... 

Como consecuencia de este auto, se extiende un certificado por 
el Secretario de la Delegación en el que se copia el informe y el de- 
creto que ha recaído, los bienes cuya renta se ha conmutado y la 
cantidad que en compensación se entregue en títulos de la Deuda 
consolidada del 3 por 100 interior. 



Slserllo de apelación. 


D. N. N. por sí (ó en representación debidamente acreditada) en el 
expediente de redención de cargas de la C¿i.pellanía, Beneficio, etcé- 
tera., de tal; como mejor proceda, ante V. S. I. parezco y digo: 

Que por providencia de tal fecha se ha declarado que las cargas 
permanentes y puramente eclesiásticas de la Capellanía á que se 
hace refereimia, importan la cantidad de tantos reales, y como para 
esta regulación no parece haberse tenido en cuenta ni estimado los 
razonamientos alegados por nuestra parte. Sin que se entienda 
ofensiva á la alta rectitud de V. S. I., usando del derecho que me 
concede el art. 17 de la Instrucción de 25 de Junio de 1867, nos al- 
zamos de dicha providencia para aute el Superior gerárquico, y en 
su virtud: 

A V. S. I. suplico se sirva haber por interpuesta esta apelación 
para ante dicho tribunal, remitiendo el expediente, para en su vista 
alegar y pedir lo que corresponda en justicia, etc* 

La apelación debe admitirse lisa y llanamente en ambos efectos, 
remitiendo el expediente original al Superior gerárquico, y emplai* 
zando á las partes para que acudan á usar de su derecho. 

Ki^erito de eompareeencia ante el Superior. 


Excmo. Sr.: D. N. N., vecino de tal parte, por sí (ó en virtud de 
poder bastante) ante V. E. parezco y digo: 
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Que incoado el oportuno expediente de reducción de cargas de 
la Capellanía denominada tal, fundada por D..... en la iglesia parro- 
quial {capilla 6 ermita) de tal parte, recayó providencia en tal fecha, 
declarando que las cargas permanentes de la misma ascendían á 
tantos reales. No conforme con esta apreciación, interpuse el re- 
curso de apelación en tal fecha, y teniendo noticia de que el expe- 
diente original se halla en la Secretaría. 

A V. E. suplico se sirva mandar se me tenga por parte en el mis- 
mo, disponiendo en la forma legal correspondiente que se me entre- 
gue el expediente por vía de instrucción (ó para alegar de agravios)^ 
lo que es justicia que pido, etc. 


ISi^erito de agravios. 


Excmo. Sr.: D. N. N., en nombre propio d de D en el expe- 

diente de redención de cargas de la Capellanía tal, remitido en ape- 
lación ante V. E. como mejor proceda, digo: 

Que según aparece de la providencia del M. E.. Sr. Vicario de 
tal parte, su fecha tal, las cargas de la Ca[)ellanía debieran ser es- 
tas y estas..... {se determinan); mas como según se ha justificado la 
finca tal se me entregó de tal manera, {ó no se me entregó)^ y los fru- 
tos y rendimientos que se suponen no existieron jamás, etc. {se ale- 
garán los agravios), 

A V. E. suplico se sirva revocar la providencia apelada, apre- 
ciando las cargas de la Capellanía en la forma que dejo solicitada, 
y es justicia que pido, etc. 


Escrito cuando la apelación se interpone para ante el Hiuy 

It. IWuncio de i§u Cantidad. 


Excmo. Sr.: D. IST. N., por sí {ó en virtud de poder) ante V. E. pa- 
rezco y digo: — Que habiendo llegado á mi noticia que el expediente 
de redención de la Capellanía tal se halla en la Secretaria del Tri- 
bunal, y á fin de que pueda seguir su curso. 

A V. E. suplico se sirva cometer su conocimiento ála Eota por 
medio de la abreviaduría, lo que es justicia que pido, etc. 

Dada la comisión para la instrucción y conocimiento al Auditor 
que corresponda^ puede presentarse el siguiente: 


Pedimento solicitando la aceptación. 


D. N. N., etc. 

Que teniendo noticia de que el conocimiento del expediente de 
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?»odoncionde la Capellanía tal se ha coníiado por el M E 
Nuncio al Auditor D...., ' 

A V. E. suplico se sirva aceptar el encargo que se le ha confe 
rido, y pi’oceder en justicia, etc. 

El escrito 6 exposición de agravios se hará en la forma indicada* 
seadiniten dos escritos por cada parte en el caso de competencia* 
vista y sentencia. 

Puede apelarse para ante la Eota misma sino hubiera las tres 
sentencias conformes. 


Escrito solicitaiacl© isicjora. 


D. N. N., etc. 

Que según el testimonio de la sentencia que acom paño á este 
escrito, resulta tal y tal proveído. T como quiera que lo acordado 
es contrario á nuestras pretensiones, 

A V. E. suplico se sirva tener por mejorada la apelación, que 
desde luego interpongo de dicha sentencia, y para su curso se co- 
meta su conocimiento ala Eota, justicia que pido, etc. 

La tramitación en estas instancias es la misma que dejamos in- 
dicada. 


Recurso revisión. 


D. N. N., etc., ante V. S. I. parezco y digo: 

Que no obstante la alta sumisión y respeto que debo guardar, y 
desde luego guardo, á las sabias resoluciones de V. S. I., confiada á 
su prudencia y benignidad apostólica la reducción de las cargas 
meramente eciesiásticas (o la de la congrua sinodal como titulo de or- 
denación^ 6 la apreciación de la parte de bienes que pueden dejarse á h 
familia) atendidas tales y tales causas (se alegan) parece equitativo 
que V. S. I. haga uso de sus facultades en el presente caso, y en 
su virtud: 

A V. S. I. suplico se sirva, en vista de lo nuevamente expuesto 
y alegado, reformar su providencia de tal fecha, reduciendo las car- 
gas de la Capellanía tal en la forma que se solicita, por ser así jus- 
ticia, que pido, etc. 

La tramitación de estos expedientes será gubernativa con arre- 
glo al art. 7.® de la Instrucción. 



PATIÍONA^TOS. 


S*a tro nato. 


Manifestamos oportimamonte la novedad (¡uo en caianto al ('jei*- 
cicio del derecho de Patronato liabian introducido taido el (Conve- 
nio como la Instrucción. Clarainente se lialla esí ahlciddo en el ar- 
tículo 42, que cuando el Patronnto S(\*i niei’anuMde adivo, el Patro- 
no haya de presentar por ahora mitre los que el \l. l)id>cesano [um- 
libremente en terna; y en lo sucesivo de los que elidiere entre 
los aprobados en los exámenes periodic(^s. 

Ha habido, pues, una innovación sustancial; puesto <pie antes td 
Patrono daba hasta cierto punto la ley al Prelado, pr(‘S(^iiíándoh^ 
personas entre quienes debiese elegir; y ahora quien [)r(\senía. es el 
Prelado, y quien elige el Patrono. 

Una duda puede ofrecerse en la práctica, ¿será íiect‘sar¡o ipie la 
elección la haga el Patrono mediante eS(*ritura? Nosotros creemos 
que atendido el tenor del art. 44, en el que se disíione (puí (ui ade- 
lante se procederá instriictívamente en los exj)edientes de presenta- 
ción, causándose á los interesados el menor gasto ixisible, podrá vc^- 
rificarse la elección del Pati’ono, mediante una tramitación suma- 
risima, que en nuestro coucej)to podrá Formalízarsíí tui los síguuui- 
tes ó parecidos términos. 


4iito «leí Blio<*e>íaiio, 


Pesultando quepor la institución do la Oapellanía colativa, de- 
clarada, subsistente por el art. 4."' del Convenio ctdcbiMdo con 
S. S. en tal fecha, y cuyas cargas fueron redimidas con arniglo a el 
y á las disposiciones de la Instrucción, apar(uav que id J^itrouato 
activo corresponde á la familia de tal (ajxdhdo) ^ cuyos iliu’echos re- 
presenta!) quien verifico la extimvion de las cargas. Uesultando 

que por el art. 42 compete á su lima, proponer en torna las ]>ürso- 
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uas do ciit 


,ro las cuales deba elegir el Patrono, y considerando día 
ñas por su instrucción, moralidad y demás circunstiT.nio„ ' j 
N. N., D. N, N. y D. N. hágasele saber á dichriaíZo la 
iiíi lorniada. porsu lima., para que en el término señalado el*’ 
los tres ]>ropuestos el sujeto que considerase más dbno 
conciencia, bajo la inteJi^^encia de que, pasado dicho término 
derá su lima, á la provisión de la Capellanía según los C 


echa, etc. 


Este auto se notificará al Patrono si se hallare en la cabeza de 
la Diócesis, y si habitase en otro pueblo se enviará el correspon- 
diente despacho para que lo notifique el Arcipreste ó el Párroco, ó 
quien esté de comisión, si la residencia fuese en algún lugar del Ar- 
ciprestazgo. 

Hecha la notificación dejando copia del auto, el Patrono podrá 
comparecer en nombre propio con un escrito, que firmará á presen- 
cia del Notario eclesiástico, que dará fé de la indentidad de su per- 
sona, ó remitirá poder especial á un Procurador para que haga la 
elección á su nombre. 

Si comparece en nombre propio, el escrito podrá formularse en 
los términos siguientes- 


EserUo del Patrono. 


D. N. N., Patrono indubitado del Beneficio ó Capellanía funda- 
da por N. N. ante V. S. I. parezco en nombre propio, y como mejor 
proceda, digo: Que habiéndoseme hecho saber el auto provisto en 
tal fecha, en el cual se contiene la terna de los sugetos que usía ilus- 
trísima considera dignos de la obtención de dicha Capellanía, para 
que de entre ellos eHja el que me pareciere, debo manifestar que 
merece mi predilección D. N. N., que ocupa el 1.®, 2.° ó 3.° lugar: 
por tanto ' • j • 

A V. S. I. suplico se sirva haber por hecha esta elección y desig- 
nación, mandando que al elegido D. N. N. se le de la institución y 
colación canónica, i)or ser así en justicia, etc. 

En los mismos términos, poco más ó ménos, presentara el escrito 
el Procurador. 

Claro es que el nombrado ó elegido debe comparecer en el expe- 
diente á manifestar la aceptación de la Capellanía, y si no se pre- 
sentase se le hará saber que dentro de un breve término comparez- 
ca, á aceptar y pedir la institución y colación canónica. 

Cuando el patronato activo perteneciese á varias personas o a- 
milias, se establecerá el turno, y entonces será cuando con arreg ^ 
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al art. 45 de la Instrucción podrán acudir estas al Juez Eclesiásti- 
co manifestando el agravio que se las hubiere hecho, confiriendo el 
turno á otro Patrono. 

Cuando según el art. 43 de la Instrucción el patronato pasivo 
correspondiese á un solo Patrono, el Patrono activo deberá elegir 
entre los llamados el que seguii el art. 16 del Convenio reúna las 
cualidades y circunstancias necesarias. 

Los escritos en este caso serán análogos al que como ejemplo 
dejamos redactíido. 


J 

JXJIOIO ECLESIASTICO. 




l^ediuieuto de á una tlapeilauia. 


p. i\ . N., en nombre de D. JN*. A., ele quien presento poder en 
debida forma, ante Y. S., como más haya lugar en derecdo, y sin 
perjuicio de otro, que á mi parte competa, digo: 

Que creyéndome con derecho me opongo á la Capellanía colati- 
va que en la iglesia de tal punto fundó D pariente de mi parte 

en tal grado, como resulta de los documentos que presento; vacante 
por muerte de A., su último capellán, como resulta de la partida 
<]ue con la misma solemnidad exhibo, y en su virtud: 

A V. S. pido y suplico, que habiendo por exhibidos los enuncia- 
dos documentos, y á mi parte por opuesto, se sirva mandar despa- 
char sus edictos en la forma ordinaria, citando y llamando á los que 
tuviesen derecho á ella; dando á su tiempo, y con arreglo á el noví- 
simo Convenio, á el, elegido por mi parte, la colación é institución 
canónica, despachándole título en forma, y poniéndole en posesión. 
Lo que pido en justicia, etc. 

Auto . — Por presentados: háse por opuesta esta parte, y despá- 
chense los edictos en la forma ordinaria. 

Pedimento de oposieion de un tercero. 


D. N. N., en nombre de D. IN. N., de quien presento poder en 
debida forma, ante Y. S., como más haya lugar en derecho, y sm 
perjuicio de otro, que á mi parte competa, digo: 


29 
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Que por muerte de D está vacante la Capellanía que en la 

iglesia parroquial de tal parte fundó A., á la que me opongo- v nara 
hacerlo más en forma, mediante á haberse hecho oposición áelh 
por T. ^ 

A V. S. pido y suplico, que habiendo por presentado el noder^ v 
á mi parte por opuesto, se sirva mandar se me entreguen^los au 
tos, etc. 

Auto,~^7ov opuesto, y entrégúensele. 


Pedimeiiio de oposición en forma« 


D. N. N., en nombre de D. N. N., en los autos con D sobre 

sucesión de la Capellanía que en la iglesia parroquial de tal parte 
fundó D vacante por muerte de D afirmándome en la oposi- 

ción que tengo hecha á ella, y en caso necesario oponiéndome de 
nuevo, digo: 

Que sin embargo de lo alegado por el contrario, V. S. en justicia 
se ha de servir declarar que toca, y pertenece á mi parte, como á su 
inmediato y legítimo sucesor, haciéndole colación y canónica insti- 
tución de la citada Capellanía, y despachándole título en forma de 
eUa: que así es de hacer por lo que de los autos resulta. Y en su 
virtud: 

A V. S. pido y suplico se sirva proveer y determinar, como en 
este escrito se contiene, que repito por conclusión, etc. 

* 

Auto, — Traslado. 


Sentencia en pleitos de Capelfanaas. 


Resultandos y considerandos de costumbre pudiendo terminar- 
la en la forma siguiente: Christi nomine invócate, Fallamos, atento á 
los autos y méritos del expediente á los que en caso necespio nos 
referimos, que debemos declarar y declaramos, que F.. probó bien, y 
cumplidamente, y en su consecuencia debemos declarar j declara- 
mos, que la Capellanía vacante por muerte de D toca á D co- 

mo á su inmediato y legítimo sucesor; por lo que debemos mandar 
y mandamos, que luego que esta nuestra sentencia sea pasaga en 
autoridad de cosa juzgada, se haga colación y canónica institución 

de ella al referido D reconociéndosele el derecho á la percepción 

de las rentas de su dotación; y por esta nuestra sentencia, definiti- 
vamente juzgando, así lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

La apelación se ha de interponer dentro de los diez dias des- 



pues de notificarse la sentencia definitiva á las partes; (1) porque 
no siendo con gravámen es inapelable; (2) debiendo formalizarse del 
inferior al inmediato superior, sin dejar alguno oj)iísso medio (3) y 
no del Vicario general al Obispo, porque componen ambos un mis- 
mo tribunal (4) 

Admitida la apelación debe el juez eclesiástico señalar térmi- 
no al apelante, dentro del que ha de presentarse ante el Supe- 
rior; (5) y no señalándole dentro de un año (6) cabe un nuevo re- 
curso. 


IPediuiento^ volviendo ó apelar. 


D, N, N., en nombre de D,,... en los autos con D,,,., sobre es- 
to, digo: 

Que Y. S. por el suyo de tantos fue servido denegar las apela- 
ciones por mi parte interpuestas de la sentencia en ellos pronun- 
ciada en tantos p^or V. S., por la que declaró esto ó aquello; de la 
que, como gravosa á mi parte (hablando debidamente), vuelvo á 
apelar .para ante el Illmo. M. E. Sr. Nuncio de íSu Santidad en es- 
tos Eeinos, ó para ante quien con derecho pineda y deba: 

A V. S. pido y suplico me admita esta apelación libremente 3 "en 
ambos efectos, etc. 


Auto , — Cumplíase lo proveído. 

En lo eclesiástico, á diferencia do lo civil, se apela de la senten- 
cia; y denegadas las apelaciones, se vuelve á apelar, protestando el 
real auxilio de la fuerza; aunque por lo general es práctica pedir la 
reposición del auto en que se deniegan, fundándola, y poniendo al 
fin la misma protesta, que nunca tiene lugar en la que se formaliza 
de cualquiera del Eeal Consejo de las Ordenes; porque de sus sen- 
tencias no procede el recurso de fuerza. 


Híombraniicnto de! Capellán hecho pos* un Patrono. 


-Tn nomine, cíe. Amen. En tal parte, dia, mes y año, ante miel 
Notario eclesiástico y testigos infrascritos, personalmente consti- 


(1) Cap. Prceterea^ de Appellat. Quoad eonmltatíonem^ de Pejudicata. 

(2) Concil. Trident.^ cap. 20, ses. 24, de Beformat. 

(3) , Lancelot. de Attent., p.2, cap. 2, ampl. 21. 

(4) Cap. Cum Pontana^ de Apellat. 

(5) Cap. I, de Appellat..^ in 6. 

(6) Clementina sicut de Appellat, 
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tuido D. -N . N., Patrón de la Capellanía que en tal iglesia dotó y 
fundo IM. N., difunto, dijo: 

Q.ue por cuanto la dicha Capellanía esta vacante por muerte de 
D. jN’. N.,, SU último poseedor, y hecha la presentación de la ter- 
na por el M. .K. Diocesano, resultan componerla D. IsT D N v 

Nombró y dijo á D. N. N., clérigo presbítero, etc., para que la 
sirva y levante las cargas á conciencia, jurando «no haber mediado 
en esta elección dolo, fraude, ni leve simonía, y lo otorgo así y fir- 
mo, siendo testigos, etc. 


Posesión de una Capellanía. 


In nomine Bomini, Amen. En tal parte, dia, mes y año, ante mí 
Notario eclesiástico y testigos, pareció D. N. N., y requirió con las 
Letras, título y colación del M, E. Sr. Obispo de tal parte á don 
N. N., Cura de tal iglesia, que en virtud de ella le dé posesión real, 
actual, corporal, -ye? de tal Beneficio ó Capellanía en las di- 

chas Letras contenido, y el V. Cura, habiendo visto las Letras las 
obedeció y aceptó, y en su cumplimiento le dió al referido D. N. N., 
capellán, la posesión real, actual y corporal; tomándole de la mano 
y conduciéndole á la iglesia lo llevó al altar mayor, y después de 
orar al Santísimo, lo condujo á la capilla ó al altar, é hizo lo mismo; 
cuyos actos se hicieron á señal de posesión. 

Lo pidió por testimonio, y lo formo en su nombre con el Cura, 
siendo testigos N. N., fecha y firmas. 



